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Exami 
relativa a que se 
Civil, Decreto- 


£ 


la solicitud del licenciado Federico Ojeda Sa a 
conced orización para imprimir el C 
la exposición de motivos; E 


CONSIDERANDO: 


Que el peticionario llenó los extremos que señala el acue 
gubernativo de 21 de abril de 19/44 y que el Ministerio Público E 
tió dictamen favorable, e 


POR TANTO, 
: «e 
EL JEFE DEL GOBIERNO DE LA REPUBLICA, 


E 
A ACUERDA: 


ponsabilidad del interesado la autenticidad, fidelidad y exactitud de. 
dicha publicación; y devuélvase al licenciado Ojeda Salazar una de las 
copias acompañadas, quedando la otra en el expediente. 


COMUNIQUESE, 


PERALTA AZURDIA. 


vs 


-. 


y” 


El Ministro de Gobernación, 


LUIS MAXIMILIANO SERRANO CORDOVA. 
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ADVERTENCIA PRELIMINAR 


El general e ingeniero don Miguel Ydígoras Fuentes, Presidente 
de la República en el año de 1960, tuvo a bien encargarnos la ela- 
boración del proyecto de un nuevo código civil. 

El 25 de enero de 1962 entregamos al señor Presidente Idígoras 
el trabajo encomendado con la correspondiente exposición de mo- 
tivos, el cual fue enviado al Congreso para los efectos legales. 

El Alto Cuerpo Legislativo designó una comisión de siete repre- 
sentantes abogados para su estudio, y en ese estado lo encontró el 
régimen surgido el 30 de marzo de 1963. 

El señor Jefe del Gobierno Coronel Enrique Peralta Azurdia, 
nombró a los eminentes abogados Arturo Peralta, José Vicente Ro- 
dríguez y Mario Aguirre Godoy, para el estudio del proyecto. Con 
el dictamen favorable de dicha Comisión, el señor Jefe del Gobierno, 
en Consejo de Ministros, promulgó el nuevo Código Civil, el 14 de sep- 
tiembre de 1963, por medio del Decreto-Ley No. 106. 

La edición oficial del Código circuló sin la correspondiente ex- 
posición de motivos, tan necesaria para conocer la razón de los cam- 
bios y modificaciones introducidos en la legislación civil. 

La publicación que ahora se presenta al público contiene una 
segunda edición del Código, la exposición de motivos y el informe de 
la Comisión Revisora. Para hacerla se creyó conveniente esperar la 
promulgación de la Constitución de la República a fin de conocer las 
disposiciones que podrían anular o modificar principios fundamen- 
tales, relativos a la familia, los bienes o la propiedad. 

Salvo una reforma introducida en el régimen matrimonial de 
bienes, que desde luego deja sin efecto un precepto del Código, no 
hay ningún otro cambio que pueda apreciarse. 

Cumplimos, pues, con el deber de poner en manos de los tri- 
bunales y abogados la ligera explicación que hacemos de las princi- 
pales materias del Código, dejando para otra oportunidad el comenta- 
rio detenido que nos proponemos hacer si es que la vida nos alcan- 
za para tan compleja y larga labor. 


Guatemala, 16 de septiembre de 1965 
Lic. Federico O. Salazar 
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DICTAMEN DE LA COMISION REVISORA 


( 
Guatemala, 9 de septiembre de 1963. 


Atentamente, los abajo firmantes, miembros de la Comisión nom- | 
a por el Ministerio de Gobernación, según Acuerdo No. 363, de Es 
a 6 de junio de este año, para dictaminar sobre el Proyecto de | 
go Civil elaborado por el licenciado don Federico Ojeda Salazar, 
permitimos rendir nuestro informe del resultado del trabajo 
hemos realizado. 


Para mayor facilidad de nuestro cometido resolvimos estudiar 
pr rin ero en forma separada, cada uno de los miembros de la Comi- 


ctor Mario Aguirre Godoy, que para mayor información se agre- 
a este memorial como anexos. 


Una vez efectuado el estudio particular del Proyecto por cada 
uno de los miembros de la Comisión, nos reunimos en sesiones suce- 
sivas, por las tardes, a efecto de ir discutiendo los diferentes Libros 
de '; QUe consta el Proyecto. 

1 COMENTARIO SOBRE EL PROYECTO EN GENERAL 


3 


La Comisión no alteró la distribución de materias que el autor 
- Proyecto licenciado Ojeda Salazar, utilizó como sistemática de 


Personas y de la Familia; el Libro Segundo, De los Bienes y de 
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a el Libro Quinto, del Debaiho de Obligaciones (Primera Pa 
De las Obligaciones en General; y Segunda Parte: De los Conti 
en Particular). 


SS 3 


Contó la Comisión como auxiliar valioso para el estudio del P 
yecto, con la extensa Exposición de Motivos que figura en él, que cc 
creta las directrices doctrinarias y de legislación comparada, a 
cuales se ciñó el autor para la preparación del Proyecto. 


Del estudio que se hizo del Proyecto en las diferentes sesiones, : 

: la Comisión llegó a la conclusión de que constituye un trabajo medi- 
$e tado a conciencia y con apego a las realidades de nuestro medio, el — 
cual recoge las instituciones fundamentales del Derecho Civil, 

a 1 PEO con las nuevas tendencias. En este sentido mereció nues y 


e cid destinados a regir la vida jurídica de nuestro paí 
en el campo civil. 


TM, PRINCIPALES MODIFICACIONES SUGERIDAS 
hi POR LA COMISION 


3 Aunque en nuestra opinión el Proyecto de Código Civil elaborado | 
por el licenciado Ojeda Salazar es completo y responde a las exi-. 

gencias que la evolución del Derecho Civil plantea, estimamos nece- 
: sario introducirle algunas enmiendas, unas de fondo y otras de Pe 
ma, aprovechando las observaciones que surgieron del estudio par- 
 ticular del Proyecto efectuado por cada uno de los miembros de la 5 
3 Comisión y de la discusión que se produjo en las diferentes sesiones Bi 


de trabajo. 


Ante la circunstancia de estimar innecesario enumerar todas las 
observaciones que se hicieron y que aparecen incorporadas en la re- - 3 
dacción final del Proyecto, vamos a concretar las principales, para | 
que en caso de que sean aceptadas, figuren como parte del mismo. e a 


LIBRO 1. 


la —Se formuló una nueva clasificación de las personas jurídicas, ] 
procurando agruparlas según su finalidad y naturaleza. 
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_2a.—Se introdujeron algunas reformas a lo relacionado con las nor- 
mas que regulan las uniones de hecho, a fin de que cuando se 
han establecido legalmente tales uniones, tengan estabilidad 
y duración, para proteger a los hijos y a los mismos convivien- 
tes. Se atribuyen a éstos iguales derechos y obligaciones que 
los que rigen para los cónyuges, en lo que fueren aplicables. 


3a.—En materia de adopción se estimó necesario introducir, con ca- 
rácter de excepción, la adopción de un mayor de edad con su 
expreso consentimiento, para el solo efecto de legalizar la adop- 
ción de hecho que se hubiere mantenido durante su minoridad. 


h 4 —Las diferentes materias que comprende este Libro, que por su 
naturaleza también están reguladas, en lo pertinente, en el 
Proyecto de Código Procesal Civil y Mercantil, fueron objeto 
de especial análisis, a fin de que ambos cuerpos legales guar- 
den la debida concordancia y armonía. Así por ejemplo, los 
asuntos relacionados con incapaces, cambio de nombre, iden- 
tificación de personas, protección de los menores, etc. 


LIBRO 1. 


£, 
El 


la.—Fue objeto de particular atención el estudio del Fideicomiso, 
porque a criterio de la Comisión esta institución está llamada 
a tener amplia significación y aplicación en Guatemala. Apro- 
vechando las conclusiones a que se llegó en el Seminario orga- 
nizado por el Colegio de Abogados sobre la referida institu- 
ción, se incluyeron algunas normas complementarias de la re- 
gulación que trae el Proyecto, para que llene mejor su come- 
tido. 


Za —En materia de prescripción, se unificó la posición del Proyecto 
de Código Procesal Civil y Mercantil con la del Proyecto de 
Código Civil, a fin de que el efecto interruptivo de la misma 
se produzca con el emplazamiento o notificación de la demanda 
y no simplemente por la interposición de la demanda judicial. 


_3a.—En cuanto a la hipoteca, se aceptó el criterio de que también 
pueden hipotecarse los derechos que el condómino tenga en el 
predio común, por estimarse que si el acreedor acepta la ga- 
rantía en esa forma, no hay razón para perjudicar al condó- 
mino negándole la constitución de esa clase de garantía para 
la obtención de sus créditos. 
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estas. 


5a.—En materia de Cédulas Hipotecarias se estimó necesario de- 


jar establecido que en la escritura de cédulas o bonos hipote- 
carios, debe consignarse el monto del avalúo y que la emi- 
sión pueda exceder del 80% de dicho avalúo. 


6a.—Modificación fundamental se introdujo al Proyecto al estable- : 
cer la norma de que en la prenda común pueda haber obliga- 
ción de pagar el saldo insoluto si así se pactó expresamente, 
porque se estimó que dejando la prohibición que trae el Pro- 


yecto podía ser perjudicial para el crédito al provocar su inmo- 


vilización. Sin embargo, tal prohibición si se aceptó en rela- 
ción a la hipoteca. 


dio, se aceptó para la prenda común que pueda constituirse 


sin desplazamiento, o sea quedando en poder del deudor la 


cosa dada en prenda, cuando el acreedor así lo consienta. 


7a.—Se suprimió el capítulo relacionado con la anticresis, porque 3 
esta ha sido una institución que no ha tenido aplicación prác- 


tica en nuestro medio y por estimarse que otros contratos, por 


ejemplo el fideicomiso, pueden sustituirla con mayor ventaja. 


LIBRO M 


la.—Se introdujo una reforma fundamental en el orden estableci- 


do para la sucesión, llamándose en primer lugar a los hijos, 
incluyendo a los adoptivos y al cónyuge sobreviviente, si no tu- 


viere derecho a gananciales, en cuyo caso heredarán por igua- 


les porciones y si sólo hubiere una de esas partes, ésta llevará 


toda la herencia. A falta de hijos, tendrán derecho a suceder 
el cónyuge con derecho a gananciales con los descendientes o 
ascendientes más próximos, por iguales partes, procediéndose 


en la forma referida, si sólo hubiere una de estas partes. A 
falta de los llamados a suceder, según lo expresado, sucederán A 


los parientes colaterales hasta el tercer grado. A falta de he- 


A > ve 
Asimismo, tomando en cuenta la realidad de nuestro me- 


rederos ab-intestato se consideran vacantes los bienes de la he- 
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E rencia, los que se distribuirán por partes iguales entre el Es- 
grado y las Universidades de Guatemala. 


—La institución del albaceazgo fue objeto de reformas funda- 
mentales a efecto de darle funcionalidad, ya que en la prác- Ro 


E 

tica por las limitaciones de que ha sido objeto, tiene poca apli- A 

cación. Para este fin fueron incorporados varios artículos vi- A 

gentes en otras legislaciones como las de España y México. Pe 

_ LIBRO IV JS 
E 

e Se conservaron en lo fundamental las disposiciones que regulan AS 
la materia correspondiente al Registro de la Propiedad, pero se dejó 4 
- prevista la norma que crea el Registro de Prenda de bienes muebles, Mo 
E p enda ganadera, industrial y mercantil, para que posteriormente se E 
emitan disposiciones complementarias a este respecto. 2 
y ; 
Se 3 
a.—Se mantuvo la norma vigente de que se puede estipular en P 


los contratos cualesquiera condiciones que no sean contrarias a 
las leyes ni a la moral y de que no vician el contrato y se tie- a 
nen por no puestas las condiciones imposibles y las contrarias A 
a las leyes o buenas costumbres, por estimarse que tales dis- 


AR 


posiciones han dado buenos resultados en la práctica. p 

- 2a.—Se procuró armonizar importantes aspectos de las institucio- A 
3 nes civiles de derecho material con las normas del Proyecto sed 
de Código Procesal Civil y Mercantil, unificándose las disposi- 

ciones en lo que se refiere a la oportunidad en que debe citarse 

al obligado al saneamiento en los casos de evicción. 3 
-3a.—Igual preocupación se tuvo para dejar referida a la materia 3 
E, procesal la oportunidad de interponer excepciones por parte E 
del deudor, en relación al cedente de un crédito. 3 
| R 
po la.—Modificación fundamental se introdujo en cuanto a los daños 8 
y perjuicios causados por los diferentes medios de transpor- z 

te. En el Proyecto se contempla únicamente la responsabilidad F 

de las empresas de transportes, pero la Comisión estimó que esa 3 
responsabilidad debe extenderse a todo dueño de cualquier E 

- medio de transporte, sea o no empresa, ya que el problema de ; 

4 

z 15 el 


los accidentes de tránsito en Guatemala es alarmante, debi 

a la irresponsabilidad de los conductores o de las personas 
les confían los vehículos. Por ello se estableció que las í 
E o el dueño de cualquier medio de transporte, serán s 
- lidariamente responsables con los autores y cómplices por 1 
daños y perjuicios que causen las personas encargadas de |! 
vehículos, aún cuando la persona que los cause no sea emple a=> | 
da en dichas empresas o del dueño del medio de transae te, 


dado, aunque fuere de manera uanmitora. 


3 Ja.—Se aclaró la duda que siempre ha despertado la aplicación del 
q artículo 1508 del Código Civil vigente -(1584 del prov) ho 
3 sobre cuándo debe pedirse judicialmente el cumplimiento d 
De la promesa de contrato. La norma se redactó en estos térmi: 
0 nos: “La acción para exigir el cumplimiento de la - 
sd deberá entablarse dentro de los tres meses siguientes al ven-= 
E cimiento del plazo convencional o legal. | 
S Vencido el término a que se refiere el párrafo anterio, . 
a para entablar la acción, sin que esta se haya ejercitado, as S 
3 partes quedan libres de toda obligación. En este caso, si HUR o 

> arras, las devolverá quien las recibió. e. 


a efecto de evitar la forma errónea en que se ha interpretado 
esta disposición en la práctica. Dicha norma establece que 
EN los cónyuges no pueden celebrar entre sí contrato de sociedad : 
2. que implique la formación de una persona jurídica. Esta nor- 

É ma se ha aplicado en el sentido de que tampoco pueden los 
cónyuges formar parte de una sociedad aun cuando inter- 
3 vengan terceros. Para evitar esta interceptación se aclaró que, 
¿ en ese caso, los cónyuges si pueden concurrir como socios en 
de un contrato de sociedad. 


7a.—En el artículo 1790 del Proyecto se dejó la definición de 
A : la compraventa de manera que refleje claramente que se trata. 
3 de un contrato consensual, eliminándose la frase relativa a E9 ño 
S que por tal contrato el vendedor se obliga a transferir la pro- ne E 
piedad de una cosa, por referirse tal situación más bien a la 7% 
promesa de contrato. 
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; E 8a.—En el artículo 1791 se hizo un agregado con el objeto de es- 
7 tablecer la prohibición del pacto de retroventa. En el Pro- 
8 yecto no se reguló dicho pacto, pero la Comisión estimó que 
- si no se establecía la prohibición podía entenderse que se per- 
mitía tal pacto e incluso sujetarse en la práctica, a condicio- 
nes sumamente desfavorables para el que aparezca como ven- 
dedor. Se suprimió, porque este contrato se ha utilizado en 
la práctica para encubrir otro tipo de contratos, especialmente 
mutuos, en perjuicio del deudor; y, además, porque puede sus- 
tituirse por otra figura contractual como es la promesa de 
venta. 


-9a.—En el Proyecto se omite toda referencia al llamado contrato de 
aparecería, regulado en el Código vigente dentro de la loca- 
ción y conducción (Art. 1689 y Sgs.). La Comisión consideró 
este aspecto, por ser una modalidad que sí existe en la contra- 
tación agrícola, pero estuvo de acuerdo en que estas situacio- 
nes deben ser reguladas en las disposiciones especiales que 
tendrán que formar el Código Agrario. 


Á 


a 


8 pecial que se ha presentado en la práctica, originada por 
es - personas inescrupulosas. Se ha utilizado el depósito de dinero 
8 para encubrir mutuos, con la amenaza de la cárcel para el 
38 deudor que no devuelva el dinero depositado, al primer reque- 
ES rimiento. Para evitar esto, la Comisión introdujo un agregado 
A AS al artículo 1999 del Proyecto en el sentido de que se presume 
08 nulo el contrato de depósito constituido en persona no auto- 

rizada por la ley para recibirlo, salvo prueba en contrario. Con 
una norma así se evitará la acción penal que pueda ejercitarse 


Y contra el supuesto depositario. 
y 
Ma. —Se suprimió la norma contenida en el artículo 2169 del Pro- 


yecto que establece que la transacción produce entre las par- 
tes el efecto de cosa juzgada, porque siendo la transacción un 
contrato, si se evita el litigio o se termina el que está princi- 
piado, es con base en la voluntad de las partes. De manera 
que, en este sentido, la transacción no difiere de cualquier 
otro contrato y no hay porqué equiparar el contrato a la sen- 
tencia judicial. Además porque la excepción técnica oponible 
en este caso es la de transacción, la cual está contemplada 
en el Proyecto de Código Procesal Civil y Mercantil. 
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- 10a.-—En el depósito, se consideró por la Comisión una situación es- 


. 


+ 
EA a 


», 


12a.—Por estimarse hindamentil, se agregó una nueva dis 


3 relativa a la transacción, que establece que debe reda 
y or escrito, sea en escritura pública o en documento pri 
' . TN por notario; o bien, mediante petición escrita dirigi a 
+ — da al Juez, cuyas firmas estén debidamente autenticadas pc 
notario (Art. 2169). 


Y 


13a.—En el artículo 2175 se hizo la respectiva modificación ; 
que quedara esta norma en armonía con lo dispuesto en el Ce 

digo Procesal Civil y Mercantil, en cuanto a la negativa 

, alguna de las partes para otorgar la escritura de compro 0 
y para nombrar los árbitros que le corresponden. De acu 

do con lo dispuesto en el Proyecto que regula la materia p 
3 cesal, en tal supuesto ya no es necesario el otorgamiento 


9 debe procederse a la formalización judicial del compromi s 
y en una forma breve y simple, en la que el Juez mediante r: 
solución establece los puntos que deberían figurar en la jp 
critura compromisoria, si se hubiere otorgado voluntariamen 


o IV. REDACCION FINAL 


Con el deseo de facilitar la emisión del Código Civil, la Comisió 
en vez de proponer aisladamente las reformas que estimó convenien 
tes, las incluyó en la redacción final del Proyecto, indicando cuan o 

era necesario, por la alteración habida en la numeración del articu- 
lado, entre paréntesis, el correlativo número del artículo del Proyectc 
para facilitar su localización, pero que deberá desaparecer al hacerse. A 
la publicación oficial. De manera que, con este informe, se acompaña :] 
el texto final del Proyecto elaborado por el licenciado don Federicc he 
Ojeda Salazar, con las modificaciones introducidas por la Comisión. 

Al someter a la consideración del señor Jefe del Gobierno la 
redacción definitiva del texto del Proyecto de Código Civil, espera- 
mos haber dado cumplimiento, en la mejor forma posible, al estudio 
que se nos encomendó. 0 

Quedamos del señor Jefe del Gobierno, como sus atentos y de- 4 
ferentes servidores. 


(£) Lic. Arturo Peralta Azurdia (£) Lic. José Vicente Rodríguez 
(£) Dr. Mario Aguirre Godoy 

Señor Jefe del Gobierno, 

Su Despacho, Palacio Nacional. 


INFORME Y EXPOSICION DE MOTIVOS DEL CODIGO CIVIL 


Este Código substituye al Código Civil emitido en 1933 por el 
Decreto Legislativo 1932, el que a su vez derogó en parte el Código 
Civil de 1877. 


E 

3 - El Código del 77 estaba dividido en tres libros titulados así: 
Libro lo. De las personas; Libro 20. De las cosas, del modo de ad- 
Wquirirlas y de los derechos que las personas tienen sobre ellas; y 


A 


Libro 3o. De las obligaciones y contratos. 


Por decreto número 921, de 30 de junio de 1926, el Ejecutivo 
pa - promulgó el nuevo Libro lo. relativo a las personas, con el que 
- cuenta la comisión de legislación y dispuso que conforme se fu 
ran entregando los subsiguientes libros entraran en vigor después 
de su publicación en el Diario Oficial; pero el año de 1933, la 
hr 3 Asamblea Legislativa emitió el nuevo Código Civil por medio del 
- Decreto No. 1932 que comprendió el tratado de las personas, ya apro- 
- bado por el Decreto 921, y la reforma del Libro 2o. del Código de 
1877, el que dividió en dos partes: la primera, referente a bienes, 
| propiedad y demás derechos reales, que formó el Libro 2o., y la 
- segunda parte, que comprendió la invención, ocupación, sucesión y 
- prescripción que formó el Libro 3o., al que se agregó además el re- 
- gistro de la propiedad inmueble. El libro de obligaciones y contratos 
se agregó como libro 4o. sin ninguna modificación, debido al crite- 
- rio que privó en la Asamblea de que debía unificarse con el Código 
de Comercio para formar un Código único de obligaciones civiles y 
mercantiles. 
Y 
cel 
E El encargo de la Asamblea Legislativa fue cumplido. La Comi- 
sión de Legislación, adscrita a la Secretaría de Gobernación y Jus- 
Ñ - icia, de la que tuvimos el honor de formar parte, trabajó ad-honorem 
- durante varios años y entregó el proyecto respectivo de código de 
y Fell y contratos, pero variadas completamente las circuns- 
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tancias de aquel entonces, al decidir el Gobierno la separación de 
las legislaciones civil y mercantil, fuimos encargados para elaborar 
el Código Civil, al mismo tiempo que se designaban comisiones para 
redactar el Código de Comercio y el de enjuiciamiento civil y 
mercantil. 


El primer problema en nuestro trabajo fue el relativo a la estruc- 
tura del nuevo Código. 


El Código del 77 se ciñó al plan romano-francés, el mismo que, 
con excepción del Brasil, adoptan todos los códigos de América, 
en cuenta los de México de 1928, del Perú de 1936, de Venezuela 
de 1942 y también el italiano de 1942. 


El sistema germánico, justamente elogiado por la construcción 
técnica y sistemática de las instituciones, innovaría nuestro plan 
tradicional, sin razones suficientes de orden práctico para cambiarlo 
estando el nuestro más conforme con el nivel cultural del pueblo, 
pues, como expresa un connotado civilista español, refiriéndose al 
tono muy elevado del código alemán, los destinatarios de las normas 
deben ser siempre los ciudadanos en general, no los profesionales en 
particular. 


El Código de 1933 prescindió del titulo preliminar que tenía el 
Código del 77, cuyas disposiciones pasaron a formar el capítulo de 
preceptos fundamentales de la ley constitutiva del Organismo Judi- 
cial. Tomando en cuenta esa supresión distribuimos las materias en 
cinco libros, con los siguientes acápites: Libro lo. De las personas 
y de la familia; Libro 20. De los Bienes y de la propiedad y demás 
derechos reales; Libro 30. De la sucesión hereditaria; Libro 4o. Del 
Registro de la Propiedad; y Libro 50. Del Derecho de obligaciones. 
Este último dividido en dos partes: la primera, de obligaciones en 
general, y la segunda, de contratos en particular. 


Los códigos que hemos citado y los restantes de América 
tienen más o menos la misma distribución. Aún el propio Có- 
digo alemán y el del Brasil, fuera de la parte general, que ocupa el 
primer libro, desarrollan las materias en idéntica forma, refirién- 
dose todos a personas, bienes y obligaciones. 


Al disponerse la revisión del Código Civil, se tuvo el propósito de 
incluir varias leyes emitidas por decretos del Congreso sobre insti- 
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tuciones que deben quedar comprendidas en dicho cuerpo legal. Apa- 
recen por consiguiente las leyes que regulan la celebración del matri- 
monio, contenidas en los decretos 1145 y 1289; la unión de hecho, 


ajustada a las prescripciones del decreto número 444; la adopción, 
-restablecida por el decreto número 3/5; y ia propiedad horizontal, 


legislada en el Decreto 1318. Además de abundantes modificaciones 
en instituciones conocidas, se establecen nuevas figuras en nuestro 
ordenamiento jurídico, como la propiedad fiduciaria y los contratos 
que adelante se mencionan. 


El Libro Primero es el Código de Familia en donde debe estar 
comprendido todo cuanto a ella se refiere. Principia el Título 1 con 
la persona y continúa el Título ll con el matrimonio, el divorcio, 
unión de hecho, filiación, patria potestad, tutela, adopción, patrimonio 
familiar y registro civil. 


La unión de hecho y la adopción se incorporan al Código, con 
las modificaciones que en su lugar se detallan. 


El patrimonio familiar, no obstante su naturaleza de derecho 
real, se agrega al Libro Primero, en el lugar en que se establecen las 
relaciones de la familia, para cuyo beneficio se instituye. Lo mismo 
puede decirse de la celebración del matrimonio, que estuvo regulado 


en el capítulo VII, Título IV del Código de Enjuiciamiento Civil y 


Mercantil, Decreto Legislativo 2009, reformado por los decretos nú- 
meros 1145 y 1289 del Congreso y que ahora se agrega al libro de la 
familia, pues la forma solemne de la ceremonia, es requisito esencial 
para que el matrimonio se constituya y sea declarado, sin que los jue- 
ces tengan intervención en dicho acto extrajudicial. 


La protección de la mujer casada al organizar la familia sobre 
la base jurídica de la igualdad de derechos y obligaciones de am- 
bos cónyuges y la protección, asimismo, de los hijos menores, en las 
diferentes situaciones en que puedan encontrarse ante los actos de 
sus padres que les sean perjudiciales, tales como la separación y el 
divorcio, motivan una serie de disposiciones legales en el capítulo 
de la paternidad y filiación y patria potestad, cuya falta se > hacía sen- 
tir en la legislación. 


El registro civil debe modernizarse y hacerse más eficiente, rá- 
pido y seguro en sus operaciones. Sería ideal adoptar el sistema Kar- 
dex u otro similar, en vez de llevar libros impresos o manuscritos, 
pero esta reforma exige un gasto extraordinario, que la situación eco- 
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nómica del país no permite su actual realización. Cuando esto pueda A 


llevarse a cabo, será el Ejecutivo el que disponga la modernización 3 ae 


del sistema, pues el cambio será motivo de una disposición reglamen- 04 
+, y 
taria. Ñ ; eo 
. 


El Libro Segundo contiene la clasificación de los bienes, la pro- 
piedad y modos de adquirirla, la posesión y titulación supletoria, el 
usufructo, uso y habitación y los derechos reales de garantía: prenda j 
e hipoteca. | M0: 


Fuera del Código Civil se ha dejado todo cuanto se refiere a la 
tierra y a la propiedad de las aguas, excepto las aguas alumbradas, 007 
pues son cuestiones que deben formar parte del Código Agrario. A 


En el título que trata de la propiedad, se incluyen: la copropie-. 
dad en la medianería de inmuebles, la propiedad horizontal y la 
propiedad en fideicomiso. La primera, separada de las servidumbres 
como una modalidad del dominio; la propiedad horizontal tomada e 
del decreto del Congreso número 1318 que la estableció, y la propiedad 
fiduciaria como materia nueva en la legislación. O 


La hipoteca y la prenda se incluyen en el Libro de Derechos 
Reales, atendiendo al criterio general de los civilistas que objetan su 
ubicación en el Libto de Contratos, pues ciertamente los demás 
derechos reales también pueden ser objeto de contrato y, por lo tanto, he 
no hay razón para que estén separados. | 0 


El Libra Tercero trata de las sucesiones y, por su importancia y 
. . r . . A $ % 
extensión, esta materia forma su único contenido. ( 


La circunstancia de que lo relativo a este libro haya merecido 
acertadas reformas en el Código que data del año 1933, de fecha 
relativamente reciente, motiva que gran parte del articulado haya sido . 
trasladado con ligeras modificaciones, pero con nuevo ordenamiento, SA 
para situar los preceptos en el lugar que lógicamente les corresponde. Ne 
Las principales innovaciones introducidas son la herencia en el matri-=. 


monio de hecho y en la adopción, el fideicomiso por testamento y. la 
limitación de la responsabilidad del heredero. 4 
El Registro de la Propiedad figuró en la parte final del Libro 0 
Tercero del Código Civil, aunque más adecuado hubiera sido colo- 
carlo en el Libro Segundo, referente a propiedad y derechos reales. po 
Sin embargo, el nueyo Código no lo incluye en ninguno de estos li- Mi 
| debe 
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sino forma un libro separado, Libro Cuarto, estimando la im- 
de esta institución que en otros países está regulada en 


1 
. - Por último, el Libro Quinto, que dolaprande el derecho de obli- 
2ciones, substituye la única parte del Código Civil de 1877 que que- 


' Ll 
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El desarrollo de la materia de obligaciones en general, que es 
5h jeto de la primera parte de este libro, transforma por completo el 
nismo tratado del Código anterior. 


| Me 
Mo El negocio jurídico que es motivo del Título 1, comprende: la 
] laración de voluntad y sus vicios, negocios jurídicos condicionales, 
azo, simulación, revocación y nulidad. 


- El Título II se refiere a las modalidades de las obligaciones y sus 


En el cumplimiento de las obligaciones se incluye en primer 
lugar el pago, para cuyo efecto primordial las partes estipulan y se 
obligan. 


La transmisión de obligaciones comprende la cesión de dere- 


chos, la subrogación y la transmisión de deudas. 


e 
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Ñ 
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- Entre los modos de extinción se coloca la prescripción extintiva 
O liberatoria, la que se independiza de la prescripción positiva como 
institución diferente, y se declara que puede ejercitarse como acción 
y no sólo como excepción. pd 
EN A 
k. Se pasa en seguida a las obligaciones provenientes de contrato 
y se desarrolla el saneamiento, la forma de contratar, la rescisión y la 
] n erpretación de los contratos. 
8 
Bx Entre las obligaciones provenientes de hechos lícitos sin conve- 
nio, se incluyen: la gestión de negocios, el enriquecimiento sin causa 
y la declaración unilateral de la voluntad. Se prescinde de la de- 
nominación de cuasicontratos que le daba el Código anterior, se su- 
| [primo la comunidad de bienes que pasa a] capítulo de la copropiedad 
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en el libro segundo y se agregan la oferta al público y los títulos al 
portador, como fuentes de obligaciones sin convenio. 


Cierra esta primera parte del libro, el titulo relativo a las obli- 
sgaciones que proceden de hechos y actos ilícitos. 


La parte segunda del libro desarrolla los contratos en particular. 


A los contratos tradicionales ya conocidos, se agregan los de 
promesa y opción, de obra o empresa, de servicios profesionales, de 
edición, de difusión por radio, televisión, cinematografía o grabación 
y representación teatral o escénica, de hospedaje, de transporte y de 
renta vitalicia. 


El hospedaje merece capitulo especial, separado del depósito, 
pues el Código anterior solamente se ocupaba de él en el artículo 
1973, relativo a este último contrato. 


El arrendamiento de casas y locales tienen incluídas varias im- 
portantes disposiciones tomadas de leyes circunstanciales, referentes 
a los derechos del inquilino y a las obligaciones del arrendador, y se 
deja a salvo lo que establezca la Ley especial de Inquilinato u otra 
ley temporal en cuanto a fijación de renta y demás condiciones no de- 
terminadas en el articulado. 


Comparando el contenido del Libro Tercero del Código del 77, 
que aparece como Libro Cuarto en el Código de 1933, con el conteni- 
do de la segunda parte del Libro Quinto del nuevo Código, puede no- 
tarse que se ha suprimido la locación de servicios, el seguro, la ce- 
sión dé bienes, el beneficio de competencia, la graduación de acreedo- 
res y la interpretación de las leyes. 


La locación de servicios es materia del Código de Trabajo; el 
seguro es motivo de legislación especial, y, en todo caso, constituye 
hoy un contrato mercantil; la cesión de bienes en su parte sustantiva 
se comprende entre los medios de extinción de las obligaciones con 
el título de pago por cesión de bienes, y como se suprime todo saldo 
insoluto cuando el que haga la cesión sea persona individual, el bene- 
ficio de competencia queda suprimido en este caso; el capítulo de la 
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Ma an las leyes es materia que debe figurar ent “e los pre- 
generales de la legislación. - á Ñ 
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Expuesto el plan general del Código pasamos en seguida 
las razones que fundamentan las reformas que hemos intre 


e 


LIBRO I 


DE LAS PERSONAS Y DE LA FAMILIA 
TITULO 1 


PERSONAS INDIVIDUALES 


1.—PRINCIPIO DE LA PERSONALIDAD. La Comisión Revisora 


modificó el artículo lo. del Proyecto en el sentido de conservar el 
requisito de la viabilidad. El artículo del Proyecto decía textualmen- 
te: “La personalidad civil comienza con el nacimiento y termina con 
la muerte; sin embargo, al que está por nacer se le considera nacido 
para todo lo que le favorece, a condición de que nazca vivo”. 


La Comisión cambió la ultima frase, asi: “a condición de que 
nazca en condiciones de viabilidad”; precepto que conserva la doctri- 
na del Código anterior. 


La condición de que la criatura “haya nacido viva y que por 
su constitución anatómica y fisiológica sea viable”, sustituyó la dis- 
posición del Código del 77, que exigía que la criatura hubiera nacido 
con figura humana y que viviera veinticuatro horas desprendida del 
seno materno, para otorgarle personalidad. Sin embargo, ambas 
doctrinas están siendo sustituidas en las legislaciones modernas por 
el nacimiento con vida, como lo establecen, entre otros, los códigos 
de Argentina, Brasil, Perú, Venezuela, Alemania e Italia. 


Persiste hasta hoy en el Código español el sistema que susten- 
taba el Código del 77, con lo que parece estar de acuerdo el comen- 


tarista de aquel Código, profesor Santamaría. ; 


Ese precepto —dice dicho autor—, ha dado lugar a críticas, 
pero ha eliminado las dudas que pueden originar la condición de 
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abilidad, sustituyéndola por un hecho externo de más fácil prueba. 
al disposición establece una presunción “juris et de jure de viabili- 


de d”. 0) 


o! La fijación de un término de vida desde el instante del naci- 
ento (24 horas, por ejemplo), es, en efecto, de más fácil prueba, 
- pero no prueba más segura. Declaraciones de testigos y de personas 
cd nteresadas, pueden fijar arbitrariamente la hora del nacimiento 
y de la muerte, falseando así la verdad de los hechos con evidente 
perjuicio de terceras personas. Este sistema, como dice Rojina Ville- 
g s, evita toda controversia pericial en cuanto a la viabilidad; (?) pero 
/ el civilista español, Manresa, pregunta: “¿En qué consiste la viabili- 
dad? Los jueces no tienen normas a qué atenerse; y aún para la 
cie nmcia médica es muy difícil y equívoco fijar las condiciones en que 
2 estriba la aptitud para la vida. La doctrina y la evolución legislati- 
- va vuelven hoy a la teoría del Derecho Romano, de que basta el he- 
cho de la vida para conceder al nacido la capacidad jurídica”. (*) 
1 
' he. Las condiciones de aptitud para la vida que tiene el ser nacido 
son casi imposibles de fijar, no ya para los simples observadores, 
“sino para la ciencia. (*) 


La corriente que acepta el principio de la personalidad en el na- 
_ cimiento con vida, prescinde por tanto de las teorías, ya superadas, 
E del plazo y de la viabilidad. 

09 

2. —PERSONAS QUE NACEN EN UN MISMO PARTO. Los 
artículos 20. y 30. relativos a los partos dobles y a los que mueren en 
Un mismo accidente, quedan sin ninguna modificación. 

ne 

po Desaparecida la institución del mayorazgo en las legislaciones 
- contemporáneas, carece de mayor importancia determinar la prio- 
ridad del nacimiento, pues no se reconocen derechos superiores ni 
- privilegios al hijo mayor o primogénito; todos gozan de los mismos 
- derechos. 


r 


h 


ES: - No obstante, la ley no puede declarar que los gemelos nacen 


al mismo tiempo o que sean expulsados del claustro materno en el 


de 


0 (1) J. Santamaría, Comentarios al Código Civil, Pág. 81, edición 1958, Madrid. 
1 (2) Rojina Villegas, Derecho Civil Mexicano, Tomo 1. Pág. 428. 
(3) Manresa, Código Civil Español, Tomo L Pág. 272, 6% Edición, 1943 Madrid. 
(4) Moreno, Las personas en el Derecho Civil Comparado, de la Universidad de Buenos 


Aíres, Pág. 52. 
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mismo momento, pues tal declaración sería contraria a los hechos; 
únicamente establece que a los que nacen de un mismo parto, se les . 
considera iguales en los derechos civiles que dependen de la edad, 
siempre a condición de que nazcan en condiciones de viabilidad. 


3.—CONMORIENCIA. Los que fallecen en un mismo accidente, 
sin que se pueda establecer quien de ellos murió primero, se presu- 
me que fallecieron todos al mismo tiempo. Cesa esta presunción si 
se puede establecer ante la autoridad judicial, en el juicio correspon- 
diente, qué persona murió primero, para la transmisión de dere- 
chos de una a otra. 


4.—NOMBRE DE LA PERSONA. Se ocupan de esta materia los 
artículos 4o., 50., 60. y To. 


La persona se identifica con el nombre con el cual se inscribió 
su nacimiento en el Registro Civil. El nombre de una persona se 
compone del nombre propio, simple o compuesto de varios nombres 
y del apellido. El primero es puesto por los padres a su entera vo- 
luntad y, en los paises latinos, se acostumbra tomarlos del santoral 
romano. El patronímico o apellido lo adquiere la persona cuyo naci- 
miento se inscribe, como efecto de la filiación. El hijo de padres ca- 
sados lleva el apellido del padre y de la madre; el hijo de padres no 
casados lleva el apellido del padre si es reconocido y el de la madre; 
y solamente el de la madre, en caso contrario. Para mejor identifi- 
cación de la persona, se exige el uso de los apellidos paterno y ma- 
terno para los actos de la vida civil. | 


El Código distingue entre el uso de un nombre propio distin- 
to o incompleto del que conste en la partida de nacimiento, y el 
cambio completo de nombre propio y apellido. 


Las personas usan con frecuencia nombres propios distintos del 
que consta en el Registro Civil. En el trato familiar y social se acos- 
tumbra usar diminutivos, sobre todo con las mujeres, cambios que 
modifican de tal manera el nombre original que al compararlos con 
el nombre inscrito, a veces no se encuentra ningún parecido. Tam- 
bién ocurre que los padres ponen varios nombres al niño y sólo se 
le conoce por uno de ellos. 


Cuando llegaba el caso de identificarse se les exigía que acu- 
dieran a los tribunales para que, previos los trámites que señalaba 
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el Código Procesal, se declarara la identificación. Esto acarreaba 


gastos y pérdida de tiempo, que obligaba a muchas personas a pres- 
cindir del acto que proyectaban realizar. Muchas uniones de hecho 
se originaron de los obstáculos que los interesados encontraron para 
presentar sus partidas de nacimiento comprobatorias de su identifi- 
cación. 

Para todas estas situaciones, que en nada afectan la filiación, el 
Código dispone en el artículo 5o. que la identificación puede hacerse 
ante notario. 


La persona, pues, que en el Registro Civil apareciere, por ejemplo, 
con los nombres de José Roberto, Manuel Francisco, Luis Fernando 
Antonio u otros nombres compuestos y sólo hubiere usado uno o 
algunos de ellos y así fuere conocido; o la que usare en sus relaciones 
familiares y sociales un nombre o apellido diferente del que consta 
en la partida del Registro, ya sea en el primer caso por ser conocida 
con un diminutivo o por otra designación, como llamar Lily, Lotty, 
Concha, etc., a las personas que están inscritas como Elisa, Carlota, 
Concepción, no necesitan seguir procedimiento judicial sino compa- 
recer ante un notario para que en escritura pública se declare la 
identificación. 


El Código Procesal Civil y Mercantil distingue dos casos en la 
identificación de nombre. El de la persona que solicita su propia 
identificación y el de un tercero que pide la identificación de otra 
persona, por ejemplo, el heredero que necesita identificar a su cau- 
sante. 


En el primer caso, de conformidad con el artículo 50. del Código 
Civil, se puede establecer la identificación por declaración jurada he- 
cha en escritura pública, por la misma persona si fuere mayor de 
edad o por sus padres que ejerzan la patria potestad. El testimonio 
y una copia, agrega el artículo 440 del Código Procesal, se presenta- 
rán al Registro Civil correspondiente para la anotación de la partida. 


En el segundo caso, la identificación se podrá pedir ante el juez 
de primera instancia o ante un notario. La solicitud se mandará 
publicar en el diario oficial en un edicto que contendrá el nombre 
completo de la persona cuya identificación se pide, los nombres y 
apellidos que hubiese usado constante y públicamente y los que apa- 
rezcan en su partida de nacimiento. El solicitante aportará los docu- 
mentos que tuviere y propondrá información de testigos, pudiendo 


A 
có, e 


o, ser parientes de la persona de cuya identificación se trate. En 

o, “identificación de un tercero puede haber oposición, en cuyo caso, el te 
3 artículo 441 del Código Procesal Civil y Mercantil, señala el proce- 0 
| dimiento que debe seguirse. 1 
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, 5.—CAMBIO DE NOMBRE. Distinto es el caso de cambio de ó 
nombre, sujeto a procedimiento judicial. Aunque declara el artículo 

7o. que la alteración del nombre no modifica la condición civil del 
que la obtiene ni constituye prueba alguna de la filiación, sí puede 
perjudicar a tercero el nombre que el solicitante desee adoptar y por 
ese motivo debe hacerse llegar a conocimiento del público para que h 
todo aquel que tenga interés en oponerse a tal pretensión, lo haga 
ante el tribunal que sigue las diligencias respectivas. ' 


Pero si el cambio de nombre no causa ningún perjuicio a ter- 
cero, sin necesidad de que el juez conozca los motivos que inducen 
al solicitante para tal efecto, lo autorizará y mandará publicar la 
resolución para que llegue a conocimiento de todos. 


6.—INCAPACIDAD. Los artículos 90. a 14 tratan de la in- 3 
capacidad de las personas derivada de enajenación mental, enferme- eN 
dad o defectos físicos y ebriedad consuetudinaria. 


Las enfermedades de la mente inhabilitan a las personas para 
ejercitar sus derechos; pero como la ley presume que todos los ma- 
yores son capaces, es necesario que la autoridad judicial declare la 
interdicción. Este estado priva al individuo de la administración 
de sus bienes, la cual pasa al tutor, como si se tratara de un menor 
de edad. A esta clase de incapacidad se refiere el artículo 9o. 


Se agrega una disposición que existe en otros códigos, relativa 
al ebrio habitual. Sujeta a interdicción a las personas que por 
abuso de bebidas alcohólicas o de estupefacientes, se exponen ellas 
mismas, o exponen a sus familias a graves perjuicios económicos. 


El ebrio, en rigor, no es un incapaz sino en el momento en 
que se encuentra dominado por el alcohol; pero el vicio lo afecta y 
lo coloca en un estado de perpetua perturbación que anula o dis- 
minuye sus facultades mentales para dirigir sus asuntos y expone a 
su familia a caer en la indigencia. 

Para protegerlo a él mismo y a su familia, la ley debe decla- 
rarlo en estado de interdicción. (*) 


(1) Rodolfo Moreno, Las personas en el Derecho Civil, Pág. 151. 
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A estas situaciones permanentes de incapacidad agrega el ar- 
tículo 10o., las perturbaciones mentales transitorias, las cuales, por 
su misma naturaleza, no determinan estado de interdicción, pero co- 
AN mo priva de discernimiento al sujeto en el momento en que se pro- 
- ducen, natural es que adolezcan de nulidad las declaraciones de vo- 
p: Me antad emitidas en momentos de alteración o supresión de las facul- 
-— tades mentales. 
pr» Esta nulidad debe declararse judicialmente. 
A id 
y La incapacidad por enfermedades o defectos físicos, como la 
e ceguera de nacimiento y la sordomudez, es diferente; no necesita de- 
-— Clararse, pues se manifiesta con evidencia; sin embargo, los sordo- 
mudos y ciegos de nacimiento disponen hoy de modernos métodos 
he - educativos que pueden capacitarlos para ejercer sus derechos. En 
- - realidad, los defectos físicos —dice Espín Cánovas— no constituyen, 
¿ Ñ generalmente, causas de incapacidad, sino que más bien condicionan o 
limitan el ejercicio de determinados actos que con dichos defectos no 
se está en condiciones de realizar. (*) 
04 


ar 
y 
y 


$ 1% La incapacidad del sordomudo —agrega Ferrara, citado por 

o el mismo autor— se considera proveniente, más que del defecto fí- 
sico, de la debilidad intelectual que ocasiona, debilidad que la ley 
presume de la existencia de aquellos defectos. (?) 


Son casos completamente diferentes, por consiguiente: en aqué- 

llos, la incapacidad es absoluta mientras dure la interdicción; en és- 

tos, la incapacidad, no es por falta de discernimiento sino por la infe- 

- rioridad en que se encuentran para comunicar sus decisiones y ex- 

-— ternar su voluntad de manera indubitable, como lo expresa el ar- 
tículo 13. 


+ 
+ Wi 


La incapacidad de los menores de edad, así como las incapaci- 
- dades legales para determinados actos jurídicos, son de distinta na- 
-—turaleza y deben tratarse fuera de este capítulo. Estas no se decla- 
Po ran puesto que ya la ley las comprende por motivos muy diferentes 
eN 


¿en 
. ME 


UN spín Cánovas, Derecho Civil Español I, Pág. 198. 
¿GUN 2) e Id. Pág. 199. 


34 * 


AR de Fa IS PERSA AS AD A AA E AA NR A E AD PA f 
O A A RO RN A O 


v » 

Ñ de las enfermedades físicas y mentales. Absoluta la incapacidad de 
los menores hasta los catorce años, relativa de los catorce a los. diez 
Ñ 


y ocho años. 


Conforme va transcurriendo la edad de la infancia y se llega a 
la pubertad, la persona va desarrollando sus facultades mentales has- 
ta adquirir plena capacidad para ejercitar consciente y racionalmente 
sus derechos. A los diez y ocho años la ley presume esa capacidad. 


7.—DOMICILIO. Conservamos el sistema del Código anterior 
¿ que declara el domicilio de una persona por su residencia en un lugar 
con intención de mantenerse en él; intención que se evidencia por la 
permanencia continua durante el término de un año, salvo que se 
demuestre lo contrario. El artículo 32 del nuevo Código adopta este 
| criterio que es el aceptado por otras legislaciones. El domicilio que 
se instituye atendiendo a los intereses y actividades de la persona, 
fijándolo en el lugar en que se tiene el principal asiento de los nego- 
cios, es otro sistema que el Código involucraba con el anterior en un 
mismo articulo. Para dejar establecido que este último sólo es sub- 
sidiario del primero, y para fijar bien su concepto, se declara que la 
residencia habitual, que supone la intención, constituye el domicilio, 
y aunque en artículo separado, que es el 34, se admite que el lugar o 
de lugares donde una persona vive alternativamente o tiene ocupacio- 

nes habituales en varios lugares, se considera domiciliada en cualquie- 
ra de ellos. 


De manera que la doctrina del Código de 1933 no sufre modifi- 
cación alguna en el fondo, como tampoco lo relativo a domicilio le- 
gal y vecindad. 


3.—AUSENCIA. Quedan perfectamente marcados los tres pe- 
riodos que comprende esta institución jurídica: declaración de ausen- 
cia, administración de los bienes por los parientes del ausente y po- 

sesión. 


Denunciada la ausencia y seguido el procedimiento que señala el 

Código Procesal, el juez la declara y los bienes se entregan en admi- 

h nistración al guardador. El cónyuge y los parientes consanguíneos 
en el orden de sucesión legal pueden pedir en cualquier tiempo que se 

les entreguen los bienes en administración; y transcurridos cinco años 

desde la declaración de ausencia, podrá declararse la muerte presun- 
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¿Le 
? E cabrirso la sucesión y entregarse los bienes a los herederos testa- 


ye de 


| perptarios o legales. 


a El Código del 33 establecía que la posesión provisional podían 
- pedirla los herederos testamentarios o legales si no se tenían noti- 
cias del ausente durante tres años, pero para este efecto era necesario 
abrir la sucesión para conocer quienes eran los herederos y es absur- 

do que se abra una sucesión y se conozca un testamento estando 
ico el causante, puesto que la declaratoria de fallecimiento no podía 
hacerse sino varios años después de la posesión provisional. Por 

- tales razones, se suprime la posesión provisional y se sustituye por 

la administración que pueden solicitar los parientes consanguíneos, 
- quienes en el mismo orden de sucesión que ordena la ley, y como 

- probables herederos, recibirán los bienes del guardador. Son dichos 
- parientes los interesados en cuidar los bienes que podrán ser suyos 
si resultan herederos del causante, lo que no podrá saberse mientras 

no se conozca el testamento o se declare judicialmente quienes son 
- tales herederos. 


Separar y caracterizar bien estos periodos, reducir los términos, 
determinar los casos en que procede la declaratoria de muerte pre- 


- sunta y suprimir la posesión provisional de los herederos, son las mo- 
- dificaciones que contiene el Código. La facilidad de las comunica- 
“4 ciones y los servicios internacionales que facilitan toda clase de noti- 
- cias, hace innecesario esperar largos años para definir la situación de 
- un ausente, por lo que las legislaciones modernas reducen los largos 
- términos antes señalados en los códigos civiles. 

A 9.—PERSONAS JURIDICAS. El Proyecto incluyó en el artículo 
- 15 la enumeración de las personas jurídicas del Código Civil de 1933 
h: ampliándola de conformidad con lo ordenado en la Constitución de la 
- República, quedando redactado así: 

< 


| Son personas jurídicas: lo. El Estado, las municipalidades, las 
- iglesias de todos los cultos, la Universidad de San Carlos, los esta- 
: -blecimientos de asistencia social y las demás instituciones, corpora- 
Mm ciones y fundaciones de carácter público creados o reconocidos por 
la ley; 20. Las asociaciones que se proponen promover, ejercer y 

proteger sus intereses sindicales, políticos, económicos, religiosos, 
sociales, culturales, profesionales o de cualquier otro orden, cuya 
constitución fuere debidamente aprobada por la autoridad respectiva; 
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| y 3o. Las sociedades, empresas, consorcios y cualesquiera otras que. 
¿ permitan las leyes. (*) 


La Comisión revisora introdujo algunas modificaciones y ex- 
presa que “se formuló una nueva clasificación de las personas jurí- 
dicas, procurando agruparlas según su finalidad y naturaleza”. 


La reforma de la Comisión consiste en dividir en dos apartados 
el inciso lo. quedando así: “El Estado, las municipalidades, las igle- 
sias de todos los cultos, la Universidad de San Carlos y las demás 
instituciones de derecho público creadas o reconocidas por la ley”; 
y el segundo, así: “Los establecimientos de asistencia social, las 
fundaciones y las demás entidades de interés público creadas o re- 
conocidas por la Ley”. 


El inciso 20. del Proyecto pasa a ser 3o. en el Código y se le 
agrega a la palabra asociaciones la frase “sin finalidades lucrativas” 
y como párrafo final el siguiente: “Los patronatos y los comités para 
obras de recreo, utilidad o beneficio social creados o autorizados por 
la autoridad correspondiente, se consideran también como asociacio- 
nes. 


Al inciso 30. del Proyecto 4o. del Código, se intercalaron las 
palabras “con fines lucrativos”, después de “consorcios y cuales- 
quiera otras” y se agregó un párrafo que dicg asi: “Las asociaciones 
no lucrativas a que se refiere el inciso 3o., podrán establecerse, con 
la autorización del Estado, en forma accionada sin que por ese solo 
hecho, sean consideradas como empresas mercantiles”. 


Los artículos 20 y 21 establecen las normas generales que regu- 
? lan las fundaciones, cuya falta se hacía sentir, y en el artículo 23 se 
y hace mención de las organizaciones a que se refiere el inciso 3o. del 


| (1) La Constitución de la República promulgada el 15 de Septiembre y que entrará en 
3 vigor el 5 de mayo de 1966, establece con relación a las personas jurídicas los si- 
: . guientes preceptos, que copiamos en lo pertinente: 

Artículo 67. Se reconocen como personas jurídicas la Iglesia Católica y las de los 
otros cultos, y podrán adquirir y poseer bienes y disponer de ellos siempre que los 
destinen a fines religiosos, de asistencia social o de educación. 

Artículo 99. La Universidad de San Carlos de Guatemala es una institución autónoma 
con personalidad jurídica. 

Artículo 102. Desde que sea autorizado el funcionamiento de una universidad privada, 
tendrá personalidad jurídica. 

Artículo 141. Se reconoce el derecho a la seguridad social para beneficio de los 
habitantes de la república. Su régimen se instituye en forma nacional, unitaria y 
obligatoria y lo aplicará una entidad descentralizada con personalidad jurídica. 


De tal manera que debe reconocerse entre las personas jurídicas a la Universidad Ra- 


fael Landívar, que es por hoy la única universidad privada cuyo funcionamiento fue. 
autorizado debidamente. 
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artículo 15, para llevar a cabo obras públicas, exposiciones. festejos, 
Me las cuales deben sujetarse a la vigilancia de la autoridad y a 
ES que se dé a los fondos recogidos el destino autorizado, haciendo res- 
ánsables solidariamente a las personas que lo integren. 
e TEEN 


i 


sy 


Las restantes disposiciones amplían las del Código de 1933 pro- 
- curándose que su redacción y colocación presenten claridad y estén 
- tratadas con la separación debida. ' 
? > ó 


TITULO UH 


DEL MATRIMONIO 


10.—DISPOSICIONES GENERALES. Materias de trascenden- 
tal importancia ocupan todo el Título Il del Libro 1, como son: ma- 
trimonio, unión de hecho, paternidad y filiación, adopción, patria 
potestad, tutela, patrimonio familiar y Registro Civil, es decir, el 
tratado de la familia. 


No sólo en cumplimiento de nuevos mandatos constitucionales 
sino de acuerdo con el progreso jurídico de las instituciones familia- 
res, ha sido necesario introducir en la legislación las modificaciones 
pertinentes, las cuales deben descansar en estos preceptos: igualdad 
de derechos y obligaciones de ambos cónyuges; defensa de la madre, 
casada o soltera; protección al niño, procreado dentro o fuera del 
matrimonio; fortalecimiento de la vida matrimonial y del patrimo- 
nio inembargable para su protección. 


La igualdad de derechos y obligaciones de ambos cónyuges fue 
reconocida desde el año de 1933, por el artículo 83 del Código Ci- 
vil. Las Constituciones de la República de 1945 y 1956 consignaron 
este principio como fundamento del matrimonio y la Constitución 
promulgada declara que el Estado debe promover la organización de la 
familia sobre la base jurídica de dicha institución. 


Sin embargo, reconoce la misma Carta Magna, la necesidad de 
legislar acerca de las uniones de hecho, como situación social que no 
puede desconocerse, y, como disposición avanzada, declara que no se 
reconocen desigualdades entre los hijos, pues todos tienen idénticos 
derechos, quedando abolidas las discriminaciones sobre la natura- 
leza de la filiación. 


Han desaparecido de nuestra organización jurídica, los principios 
de la potestad marital y la sujeción de la mujer a los mandatos del 
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marido, a quien estaba obligada a obedecer y a seguir, colocándola 


así en un plano de inferioridad inconforme con su condición de com- 
pañera del hombre, de madre de sus hijos y de señora de su hogar. 
Se ha borrado del Código la antigua división de los hijos en legítimos 
y naturales, y ahora, no sólo se lleva adelante esa supresión sino que 
se manda en el artículo 395, que no se consigne declaración alguna 
sobre la condición de los hijos ni sobre el estado civil de los padres 
en las actas de nacimiento, ni en ningún documento referente a la 
filiación. (*) 


Dividimos el capítulo que desarrolla el matrimonio dentro 
del título II que trata de la familia, en ocho párrafos, con la siguiente 
distribución: 


Párrafo 1. Disposiciones generales. 

Párrafo ll.  Impedimentos para contraer matrimonio. 

Párrafo II. Celebración del matrimonio. 

Párrafo IV. Deberes y derechos que nacen del matrimonio. 

Párrafo V. Régimen económico del matrimonio. 

Párrafo VI. Insubsistencia y nulidad del matrimonio. 

Párrafo VII. De la separación y del divorcio. 

Párrafo VII. Efectos de la separación y del divorcio. 

En el párrafo 1, sobre disposiciones generales, el artículo 78 define 
el matrimonio. Consideramos de suma importancia enunciar sus fi- 
nes en el precepto que da principio a este asunto, el cual deberá ser 
leído a los contrayentes en el acto solemne de su celebración para ha- 
cerles conocer, en momentos para ellos tan recordados, la importan- 
cia y trascendencia de tal acto y las graves responsabilidades que por 
el mismo contraen. 


Los requisitos para la celebración del matrimonio son de natu- 
raleza solemne, deben llenarse para que el acto tenga validez y no 
simplemente como forma de la ceremonia, o medio de prueba. Por 
eso estimamos que no corresponde la celebración del matrimonio al 
Código Procesal, pues tal ceremonia no constituye simplemente un 


(1) El artículo 85 de la nueva Constitucin de la república declara que la organización de 
la familia la promoverán las leyes sobre la base jurídica del matrimonio. Este acto 
lo autorizarán los funcionarios que determine la ley; y podrán autorizarlo los minis- 
tros de culto facultados por la autoridad administrativa correspondiente. 

El artículo 86 deja a la ley que determine la protección que corresponde a la mujer y 
a los hijos dentro de la unión de hecho y lo relativo a la forma de obtener su re- 
conocimiento. A 

Todos los hijos son iguales ante la ley y tlenen idénticos derechos. 
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procedimiento, mucho menos judicial, sino todo un conjunto de for- 
malidades integrantes del acto, necesario para que se reconozca su 
existencia, como lo consigna el artículo 79. 


Los artículos 80 al 87 corresponden a iguales disposiciones del 
Código anterior, con la modificación de que ambos padres deben au- 
torizar a sus hijos menores cuando pretendan contraer matrimonio; 
que la licencia para el hijo adoptivo la dará el padre adoptante, y 
que en caso de negativa de los padres o desacuerdo entre ellos, la auto- 
rización la dará el juez; modificaciones que son consecuencia del re- 
conocimiento de igual derecho de ambos padres sobre la persona de 
sus hijos menores de edad. 


11.—IMPEDIMENTOS. El Código separa con claridad los impe- 
dimentos absolutos o dirimentes, y los llamados impedientes, que 
sólo impiden la celebración del matrimonio, mientras subsisten. Los 
primeros, enumerados en el artículo 88, hacen insubsistente el ma- 
trimonio, como lo ordena el artículo 144. No puede reconocerse 
existencia de vínculo matrimonial en ningún caso, ni aún alegándose 
prescripción, del matrimonio celebrado de buena o mala fe entre pa- 
rientes consanguineos en línea recta, ni entre hermanos o medio 
hermanos; tampoco entre ascendientes o descendientes, que hayan 
estado ligados por afinidad, como entre suegra y yerno, o entre sue- 
gro y nuera; y, desde luego, de las personas casadas o en convivencia 
declarada legalmente, puesto que para contraer matrimonio es requi- 
sito esencial que los contrayentes sean solteros, viudos, divorciados 
o que esté disuelta judicialmente su unión. 


Se suprime al incapaz, mencionado en el inciso 50. del artículo 
93 del Código anterior, por estimar que su caso corresponde a la anu- 
labilidad referida en el artículo 145 del Código nuevo. 


Las disposiciones del artículo 89 son las mismas que enumera 
el artículo 93 del Código anterior, agregándose en el inciso 6o. la 
prohibición del matrimonio del adoptante con el adoptado mientras 
dure la adopción. 


12.—CELEBRACION DEL MATRIMONIO. Los artículos 92 a 107 
incluyen todo el contenido de los decretos del Congreso números 1145 
y 1289, con las modificaciones indispensables para su incorporación 
al Código Civil, las que no varían su esencia, ni el espíritu que los 
anima. Siendo tales decretos de reciente promulgación, no es el caso 


38 


de introducir reformas innecesarias, ya que hasta hoy no han pre- 
sentado dificultades ni inconvenientes apreciables. 


Se agrega en el artículo 97 la obligación para el varón de pre- 
sentar el certificado de sanidad, y también para la mujer, cuando lo 
solicite el contrayente o los representantes legales de éste, si fuere 
menor de edad, pero no se hace discriminación entre indígenas y la- 
dinos, ni se exige que obligatoriamente sea extendido por la Direc- 
ción General de Sanidad o sus delegados en los departamentos. Al 
contrario, se permite que sea expedido por un facultativo y se exime 
de esa obligación a los que residan en lugares que carecen de dicho 
profesional y los que al solicitar el matrimonio ya hubieren tenido 
relaciones sexuales que hagan inútil el certificado. 


No cabe duda de la importancia que tiene el certificado de sa- 
nidad para garantizar a los cónyuges y a su descendencia que esta- 
rán libres de taras, defectos y enfermedades, cuya dolencia haría in- 
felices a los contrayentes, y aún más a los hijos inculpables. Pero, 
desafortunadamente, la experiencia ha demostrado que el precepto, 
tal como estaba contenido en el Código, no ha sido eficaz y en mu- 
chos casos sólo sirvió para impedir matrimonios de personas unidas 
de hecho o para burlar la disposición mediante la expedición de certi- 
ficados que sólo llenaban la formalidad, debido a la falta de elemen- 
tos en la mayoría de las poblaciones de la República, exceptuando la 
capital y una que otra cabecera de departamento. La forma que se 
adopta está de acuerdo con la realidad, sin exigirse lo imposible, ni 
se obliga a sacar u obtener constancias que no se conforman con la 
verdad. 


13.—DEBERES Y DERECHOS QUE NACEN DEL MATRIMONIO. 
El Código Civil del 33 titulaba así el contenido de tres artículos: 97, 
98 y 99, pero fuera del título, no se encuentra el desarrollo del 
punto que se enuncia. El artículo 97, reformado por el artículo 30. 
del decreto legislativo 2010, disponía que por el matrimonio, la mu- 
jer agregaba a su propio apellido el de su marido y conservaba su na- 
cionalidad, asunto éste de que también se ocupaba el artículo 98; y el 
99 disponía que la mujer tenía el derecho y la obligación de dirigir 
los quehaceres del hogar, y en la esfera de su acción doméstica, el 
derecho y el deber de cuidar los asuntos del marido. 


Tratándose de una cuestión de tan esencial importancia en la 
vida matrimonial, extraña la pobreza del contenido de este capítulo 
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del Código, o más bien la ausencia completa de preceptos regulado- 
res de las relaciones jurídicas de los cónyuges, ya que lo relativo al 
apellido carece de importancia, como para ocupar todo el contenido 
del capítulo; lo de la nacionalidad no corresponde a este lugar, y 
lo de la dirección de los quehaceres del hogar y el cuidado de los asun- 
tos del marido, aparece como prescripción unilateral sin otras nor- 
mas que regulen las obligaciones y derechos de ambos cónyuges. 


El nuevo Código desarrolla el contenido total de la cuestión ofre- 
cida en el título que encabeza el párrafo, estimando de capital impor- 


tancia la enunciación de los derechos y deberes recíprocos entre los 


casados y de éstos con sus hijos, en relación con las disposiciones que 
regulan la patria potestad. 


El artículo 108 reproduce la norma referente al apellido del ma- 
rido, el cual se agrega al de la mujer, pero suprime lo de la naciona- 
lidad, que corresponde a otro apartado, y lo amplía en el sentido de 
que el apellido lo conserva siempre, salvo que el matrimonio se di- 
suelva por nulidad o por divorcio. 


El artículo 109 declara que la representación de la comunidad 
conyugal corresponde al marido. 


Sin quebrantar el principio de la igualdad de ambos cónyuges, 
es necesario que alguno de los dos represente a la comunidad y sea 
su administrador. Esta cuestión no contradice aquel precepto sino, 
al contrario, faculta al marido para tal encargo como más adecuado 
para su desempeño, dejando a la esposa sin esas preocupaciones, para 
que cumpla con mayor acierto el papel de madre que le incumbe por 
su propia naturaleza y ordene y dirija los quehaceres domésticos, co- 
mo señora y ama de su casa y directora de sus pequeños hijos, tan ne- 
cesitados de su constante cuidado. Esta misión tan elevada que co- 
rresponde a la esposa obliga al marido a suministrar todo lo necesario 
para el sostenimiento del hogar, según sus posibilidades económicas; 
pero si la mujer tiene bienes propios productivos de renta, o desempeña 
algún empleo, profesión, oficio o comercio, es natural que sus ingre- 
sos sirvan también para los gastos domésticos, de manera propor- 
cional y equitativa; y asimismo deberá ella cargar con todos log egre- 
sos si el marido estuviere imposibilitado de trabajar y careciere de 
bienes. 


La autoridad de ambos cónyuges en el hogar debe ser igual; de 
común acuerdo fijarán el lugar de su residencia y arreglarán todo lo 
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“relativo a la educación y establecimiento de los hijos y a la economía 
familiar, como lo expresa el artículo 109, 


La igualdad no significa desconocimiento de las características 
naturales de cada uno de los cónyuges, de acuerdo con su sexo. La 
superioridad física del hombre y su plena aptitud para el trabajo, 
hacen que disponga de los medios necesarios para proteger la per- 
sona de su mujer y de sus hijos y proporcionarles asistencia, es decir, 
todo lo necesario para su alimentación y sostenimiento. 


La mujer, por su parte, esposa y madre, cumple su misión natu- 
ral, criando y cuidando a sus hijos y dirigiendo los quehaceres do- 
mésticos; derechos y obligaciones que menciona el artículo 110. 


Consecuencia de lo anterior es que los ingresos que el marido 
obtenga por su trabajo los dedique a cubrir los gastos de su casa, 
obligación natural que ningún hombre conocedor de sus deberes, de- 
jará de cumplir; pero si llegare el caso de que otras atenciones des- 
viaran ese cumplimiento, el artículo 112 da derecho a la mujer para 
cobrar el sueldo, salario o ingresos del marido hasta la cantidad ne- 
cesaria para alimentos de ella y de sus hijos menores. Recíproca- 
mente, tal derecho lo ejercitará el esposo en el caso en que la mujer 
quede obligada con sus bienes o sus ingresos. 


Problema actual es el relativo al trabajo de la mujer fuera del 
hogar. Las necesidades materiales la obligan a buscar empleo u ofi- 
cio desde que siente aptitud para el trabajo, una vez terminada su 
instrucción primaria, o secundaria, o cuando ha obtenido un diplo- 
ma que la capacita para trabajos de oficina. Así la sorprende el ma- 
trimonio y el hábito adquirido lo conserva, procurando con su suel- 
do o salario contribuir al sostenimiento del hogar. Esto es muy justi- 
ficable y atendible; pero una vez que la procreación comienza con el 
nacimiento del primer hijo, la mujer debe comprender que su mi- 
sión está en el hogar y, a no ser por circunstancias muy especiales, 
no debe desatender a sus hijos so pretexto de necesidades personales 
y del deseo de ayudar al marido. 


El artículo 113 autoriza a la mujer para desempeñar un em- 
pleo, ejercer una profesión, industria o comercio, cuando ello no per- 
judique el interés de los hijos ni las demás atenciones de su hogar. 
El marido puede oponerse a esas actividades de la mujer fuera del 


hogar, siempre que suministre todo lo necesario para el sostenimien- 


41 


A O E A MIER 
E MA E IN Y k CL A e AS NA 


to del mismo y su oposición tenga motivos suficientemente justifica- 
dos, lo que el juez, con su comprobación, resolverá. 


Esta facultad que se concede al marido obedece a un interés su- 


ho perior que el del reconocimiento de la libertad de la mujer para nor- 
E y mar su vida en la forma que le parezca más conveniente. Es el cui- 
e dado y educación de los hijos lo que se protege, en cuya realización 
E deben estar igualmente empeñados el padre y la madre; es la conser- 
b: vación del hogar lo que se persigue, pues su abandono material im- 
Me: plica el abandono moral aflojando los lazos que deben unir a los 
Eo esposos y a los hijos. De manera que estas disposiciones no atacan 
Y la igualdad de los cónyuges sino procuran situar a cada uno en el 
A lugar que le corresponde para el cumplimiento de sus deberes fami- 
liares. 


pS 14.—REGIMEN ECONOMICO DEL MATRIMONIO. Las personas 


hi que pretendan contraer matrimonio deberán decidir el régimen eco- 


8 nómico que prefieran entre los tres que establece el inciso 2o. del 
8 artículo 121, haciéndolo constar en escritura pública o declarándolo 
3 ante el funcionario que haya de autorizar su matrimonio. Este con- 
E venio que regula el régimen económico se llama capitulaciones ma- 
e y trimoniales, y es obligatorio en los casos que enumeran el artículo 


118. 


Los regimenes matrimoniales son el de comunidad absoluta, el 
de separación de bienes y el de comunidad parcial o de gananciales. 


Si los contrayentes adoptan el régimen de comunidad absoluta, 
los bienes en su totalidad pasan al patrimonio conyugal y al disol- 
verse el matrimonio todo lo que exista se dividirá por mitad entre 
ambos. 


En el régimen de gananciales, cada uno es dueño exclusivo de 
los bienes que aporte a la comunidad, pero al liquidarse ésta una vez 
separado lo que pertenezca a cada cónyuge, el resto serán ganancia- 
les que deberán dividirse por mitad entre ambos cónyuges o sus he- 
rederos. 


El inciso 20. del artículo 124 expresa que son también ganancia- 
les los bienes que se compren o permuten con los frutos de los 
bienes propios de cada cónyuge, aunque la adquisición se haya hecho 
a nombre de uno solo de ellos. Por lo regular los inmuebles compra- 
dos durante el matrimonio aparecen a nombre del marido, quien co- 
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mo administrador de la comunidad, realiza por sí solo los negocios y 
operaciones con los bienes, a veces sin que la mujer tenga ninguna 
noticia de lo que se hace con lo que a ella también pertenece. De allí 
que el articulo 131, segundo párrafo, declara que la enajenación o 
gravamen de bienes inmuebles de la comunidad debe ser otorgado 
con el consentimiento de ambos cónyuges para la validez del acto. 
Esta modificación tiende a defender el patrimonio común, pues si el 
producto de los bienes propios de cada uno lo convierte el marido, 
pongamos el caso, en bienes inmuebles que adquiere y registra a su 
nombre, es evidente que queda burlado el derecho de la mujer y 
frustrado el propósito de la ley. 


La protesta contra estas disposiciones se hará sentir, pretextan- 
do que la contratación se dificulta por la comparecencia obligada de 
marido y mujer en el otorgamiento de la escritura, lo que a veces no 
puede conseguirse, ya sea por la ausencia de uno de ellos, o por su ne- 
gativa a suscribir un contrato que considera oneroso o aventurado. 


En estos supuestos se comprende la utilidad del precepto, pues en 
el primer caso bastaría una declaración en escritura pública respecto 
a que el bien o bienes que figuran a nombre de uno de los cónyuges 
pertenecen a él exclusivamente y por lo tanto las operaciones que rea- 
lice con esos bienes no afectan los bienes comunes; y en el segundo 
caso, si uno de los cónyuges se opone, razón suficiente existe para 
sostener el principio de la comparecencia de ambos, pues esa oposi- 
ción o negativa puede significar que la operación a realizarse perju- 
dica los intereses del patrimonio conyugal. 


Como reacción a estos preceptos puede proliferar el régimen de 
separación absoluta, el menos aconsejado para la unidad del matri- 
monio, pero aún así consideramos que la disposición es conveniente 
aún cuando cause molestias o algún aparente retardo en los negocios 
con los bienes inmuebles que hayan sido adquiridos durante el ma- 
trimonio. (*). 


(1) La disposición del artículo 131 que comentamos ha quedado anulada por el artículo 70 
de la Constitución que en lo conducente dice: En el régimen económico del matri- 
monio o de la unión de hecho, cada cónyuge o conviviente tiene la libre disposición 
de los bienes que se encuentren inscritos a su nombre en los registros públicos, salvo 
las limitaciones que expresamente consten en las inscripciones de cada bien. En 
todo caso los cónyuges o convivientes responderán entre sí por la disposición que 
hicieren de bienes comunes. 


Los constituyentes no esperaron que este artículo fuera modificado dentro del Có- 
digo por el Congreso de la República, como era lo procedente, sino lo consignaron 
como principio constitucional, obedeciendo al movimiento marital que abogó insis- 
tentemente por la supresión de la reforma introducida, sin que la voz de la mujer 
se haya oído en apoyo de un precepto que tendía a defender sus intereses. 
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Los artículos 131 y 132 declaran que el marido como administra- 


dor no puede exceder los límites de una administración regular. Debe 


tener presente que no es dueño absoluto de los bienes que tiene a su 
cargo y por lo tanto debe manejarlos con la prudencia que aconseja 
una buena administración a fin de procurar su incremento y evitar 
el peligro de su desaparición como consecuencia de malos negocios. 
La mujer puede oponerse a cualquier acto del marido que redunde en 
perjuicio de los intereses administrados y aún hacer cesar su admi- 
nistración y pedir separación de bienes cuando por su notoria negli- 
gencia o incapacidad amenaza arruinar el patrimonio común, o no 
provee a un adecuado mantenimiento del hogar. Será el juez de fa- 
milia el que resuelva lo procedente cuando las cuestiones que se pon- 
gan en su conocimiento sean debidamente comprobadas. 


Estas nuevas disposiciones son similares a las adoptadas en otros 
códigos, pues no puede tener otra solución el problema de una mala 
administración del marido, con lo cual la ley da los medios para que 
la mujer defienda el patrimonio de la familia. 


La administración del marido también puede cesar en los casos 
que menciona el artículo 115 y pasar la administración a la mujer. 


Los artículos 127 y 129 declaran qué bienes son propios de cada 


cónyuge. Menciona el primero los adquiridos por herencia, donación 
u otro título gratuito y las indemnizaciones por accidentes o por se- 
guro de vida, de daños personales o enfermedades, deducidas las pri- 
mas pagadas durante la comunidad; se refiere el segundo al manejo 
de la casa, que corresponde exclusivamente a la mujer, exceptuándose 
únicamente los objetos de uso personal del marido. 


El menaje comprende los muebles y enseres de una casa, pero 
su determinación es cuestión de hecho que en caso de duda corres- 
ponde declarar al tribunal competente, pues son distintas las circuns- 
tencias y condiciones sociales y económicas de cada familia. 


Se dispone en los artículos 135 a 138 lo relativo a las obligacio- 
nes que contraiga cada cónyuge para el sostenimiento del hogar, a sus 
responsabilidades por hechos ilícitos, a las deudas anteriores al ma- 
trimonio y a los gastos que ocurran por enfermedad y funerales. 


Por último, los artículos 140 a 143 regulan la liquidación del 
patrimonio conyugal y los casos en que no hay derecho a gananciales. 
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15. —INSUBSISTENCIA Y NULIDAD DEL MATRIMONIO. Los 
tres casos que enumera el artículo 88, a que se refiere el artículo 144, 
son los únicos de insubsistencia del matrimonio, los cuales derivan 
de uniones que reprueban la naturaleza, la moral y la ley. Aquí no 
funciona la prescripción y, por consiguiente, en cualquier tiempo en 
que se denuncie el hecho, debe la autoridad judicial declarar la insub- 
sistencia y ordenar la cancelación de la partida en el Registro Civil. 


La nulidad es distinta. Celebrado el matrimonio, puede adolecer 
de algún vicio que lo invalida, pero mientras no se dicte sentencia fir- 
me que declare la nulidad, el matrimonio surte sus efectos jurídicos; 
y si no se ejercita la acción dentro del término señalado en la ley, la 
prescripción borra el vicio y el matrimonio queda revalidado. 


Las situaciones contempladas en el artículo 145 producen nu- 
lidad, pero en los casos de los incisos 1o. y 2o., la acción es privativa 
del que incurrió en error, o fue engañado, u obligado a casarse con 
violencia o amenazas; o si se trata de impotencia, si ésta es relativa, 
la acción corresponde a cualquiera de los cónyuges, y, si es absoluta, 
al cónyuge sano. Esta acción no pueden iniciarla los herederos, si no 
ha sido utilizada dentro del término legal, por el causante. En cam- 
bio, la anulación del matrimonio contraído por un incapaz, declarado 
en estado de interdicción, o el del autor, cómplice o encubridor de 
la muerte de uno de los consortes, que se case con el sobreviviente, 
corresponde la acción no sólo a otras personas interesadas, sino al 
Ministerio Público, tomando en consideración la falta absoluta de 
consentimiento en el primer caso y el hecho criminal que motivó 
el segundo; acción que, a diferencia de la anterior, pueden iniciar los 
herederos, siempre que se ejercite dentro del término perentorio se- 
ñalado en la ley. 


16.—DE LA SEPARACION Y DEL DIVORCIO, El artículo 154 
comprende los dos casos en que puede declararse la separación de per- 
sonas y el divorcio, como son el mutuo acuerdo de los cónyuges y la 
voluntad de uno de ellos por causa determinada. 


El párrafo colocado al final del artículo expresa que la separa- 
ción o divorcio por mutuo acuerdo de los cónyuges no podrá pedirse 
sino después de un año, contado desde la fecha en que se celebró el 
matrimonio. Este agregado complementa el inciso lo. y era el Ar- 
tículo 1102 del Código de Enjuiciamiento Civil y Mercantil que se 
traslada aquí, por su carácter sustantivo. 
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Las causas para obtener la separación o el divorcio se determi- 
nan en el artículo 155. eS 


Las modificaciones que se introducen en el Código son las si- 
guientes: 


El inciso lo. del articulo 149 del Proyecto mencionaba el adulte- 
rio de cualquiera de los cónyuges, en vez de la infidelidad que precep- 
tuaba el inciso 1o. del artículo 124 del Código de 1933, pero la Comi- 
sión Revisora lo modificó reproduciendo la causal del Código ante- 
rior. La amplitud y vaguedad de la palabra “infidelidad” se presta a 
interpretaciones antojadizas que abren ancho campo al divorcio, lo 
que no ocurre con la exigencia de que la infidelidad culmine con el 
adulterio, hecho concreto cuya prueba es necesaria para que en sen- 
tencia judicial se haga la declaratoria que proceda, circunstancias que 
motivaban la adopción de la causal suprimida. 


El inciso 20. unido con el inciso 13 del artículo 123 del Código 
anterior se amplia, comprendiendo no sólo el trato cruel o sevicia y 
las ofensas graves, sino las riñas y disputas continuas, y en general, la 
conducta que haga insoportable la vida común. 


La separación o abandono, que menciona el inciso 4o. se reduce 
a un año, en vez de dos que establecía el Código, término suficiente 
para que el cónyuge abandonado, sin causa justificada alguna, resuel- 
va su situación. 


Se suprime el inciso 15 del artículo 123 del Código anterior, pues 


la causal allí invocada puede ser sustituida por la que determina el 


inciso 20. del nuevo Código, sin necesidad de denunciar hechos cuya 


prueba sería inconveniente en los tribunales. 


Por último, el segundo párrafo del artículo 158, prescribe que no 
es suficiente prueba para declarar el divorcio, la confesión de la par- 
te demandada sobre la causal que la motiva. 


Esta disposición es necesaria para evitar que se burle el proce- 
dimiento para obtener el divorcio, como venía sucediendo en multitud 
de casos, en los cuales, el juez ha servido de instrumento al demandan- 
te interesado en que el juicio quede prácticamente suprimido. La con- 
fesión de la mujer, al contestar la demanda con firma legalizada, mu- 
chas veces es arrancada con amenazas de quitarle a los hijos o de no 
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darle pensión alimenticia, y en otras ocasiones es obtenida con enga- 
ño y ella no se da cuenta de lo que firma, sino hasta que se le notifica 
el fallo. Contradiciendo, pues, aparentemente, el valor de la confe- 
sión como prueba, lo que se hace es garantizar los derechos e inte- 
reses de la esposa y de los hijos exigiendo que la prueba se produzca 
durante el término respectivo. 


17.—EFECTOS DE LA SEPARACION Y DEL DIVORCIO. Las 
disposiciones de los artículos 1103, 1104 y 1106 del Código de Enjui- 
ciamiento Civil y Mercantil, forman los artículos 162 y 163 del Código 
Civil, pues son preceptos de naturaleza sustantiva referente a los efec- 
tos que produce el divorcio, desde el momento en que la solicitud para 
obtenerlo se presenta al juez. Es importante la declaración del ar- 
tículo 162 de que la mujer y los hijos quedarán bajo la protección de 
la autoridad para seguridad de sus personas y de sus bienes, lo que 
estimamos suficiente para que en cualquier situación en que la mu- 
jer se encuentre, tenga la garantía de la ley contra posibles abusos 
del marido, sin necesidad de recurrir al tradicional procedimiento del 
depósito, deprimente para la mujer, cuya personalidad debe recono- 
cerse y respetarse sin hacerla descender a la tutela del depositario y 
del marido. El interés de ella para establecer el estado de embarazo 
en que pudiera encontrarse, está atendido en la Ley Procesal y puede 
iniciar las diligencias respectivas inmediatamente que sea necesario. 
El capítulo del depósito de la mujer quedó suprimido, pues las nuevas 
orientaciones jurídicas consagran el más absoluto reconocimiento de la 
dignidad de la mujer y de su igualdad de derechos con el esposo, por 
lo que no pueden adoptarse tales resabios de la anticuada tutela ma- 
rital. 


El artículo 163 fija las cuestiones que debe contener el proyecto 
de convenio entre los esposos que por mutuo acuerdo decidan separar- 
se, el cual debe ser presentado al juez para su aprobación o desapro- 
bación. Sobre estas mismas cuestiones debe el tribunal resolver cuan- 
do el divorcio se funde en causa determinada; pero en ningún caso, 
deberá desatenderse el interés de los hijos cuya pensión alimenticia 
deberá quedar suficientemente garantizada, requisito sin el cual, la 
separación no podrá declararse. 


El Código Civil nada establecía respecto de la persona en cuyo 
poder debían quedar los hijos menores, ni durante el juicio ni al de- 
clararse el divorcio. El Código de Enjuiciamiento expresaba en el ar- 
tículo 1114, que durante la tramitación del divorcio o de la separación 
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por causa determinada, los hijos menores de siete años, sin distinción 
de sexos, y las hijas de toda edad, quedaban al cuidado de la madre, 
y los hijos varones mayores de siete años, al cuidado del padre, salvo 
especiales circunstancias que obligaran al juez a disponer que queda- 
ran en poder de otra persona. Fuera de este precepto no se establecía 
en la ley el destino de los menores, una vez decretada la separación 
o el divorcio, conformándose tan sólo con el arreglo o convenio entre 
los esposos, de que ya se ha hecho mención, cuando el divorcio se de- 
mandaba por mutuo consentimiento. 


El Código resuelve esta cuestión en los artículos 162 y 166. El 
primero manda que los hijos queden en poder del cónyuge que deter- 
mine el juez hasta que se resuelva en definitiva el juicio de se- 
paración o divorcio; entendiéndose que se refiere al caso de deman- 
da por causa determinada, pues en el de mutuo acuerdo, los esposos 
deben convenir a quién le quedan confiados los hijos, y así lo exige 
el inciso lo. del mencionado artículo 163. 


Al declararse la separación o el divorcio entra a regir el artículo 
166. Pero causas graves, comprobadas en el juicio, obligarán al juez 
a variar este convenio teniendo en cuenta únicamente el bienestar 


de los hijos, cuidando de que los padres puedan comunicarse con 
ellos. 


Se insiste en el articulo 167 que, en todo caso, los derechos de 
los hijos deben quedar garantizados y cualesquiera que sean las es- 
tipulaciones del convenio o de la decisión judicial, el padre y la ma- 
dre quedan sujetos a las obligaciones de alimentarlos y educarlos; 
y en cualquier tiempo dice el artículo 168, que el bienestar de los 
menores lo reclame, el juez deberá dictar las providencias oportunas 
para satisfacer las nuevas exigencias que puedan presentarse. 


La mujer inculpable debe gozar de pensión alimenticia, que fi- 
jará el juez si los esposos no lo hicieren. Caso excepcional será que 
el marido disfrute dicha pensión, cuando sea inculpable, esté impedi- 
do de trabajar y no tenga medios de subsistencia; pero todo queda 


sujeto a que la mujer disponga de bienes o recursos para suministrar- 
la. 


En cuanto a los efectos de la separación y divorcio, la Comisión 
Revisora redactó tres artículos para separar sus efectos civiles co- 
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munes, los efectos propios de la separación y el efecto propio del di- 
vorcio. 


En el Proyecto se había reducido a un solo artículo esta disposi- 
ción: “Los efectos civiles son comunes a la separación y al divorcio, 
pero sólo el divorcio disuelve el vínculo y deja en libertad a los cón- 
yuges para contraer nuevo matrimonio”. 


Los efectos comunes, según la Comisión, son los siguientes: 

1.—“La liquidación del patrimonio conyugal; 

2.—El derecho de alimentos a favor del cónyuge inculpable; 

3.—La suspensión o pérdida de la patria potestad cuando la cau- 
sal de la separación o divorcio la lleve consigo y haya peti- 
ción expresa de parte interesada.” 


Nos parece que esta disgregación no era necesaria por las siguien- 
tes razones: 


El inciso lo. está expresado en el artículo 140: “disuelta la so- 
ciedad conyugal, se procederá inmediatamente a su liquidación”; y el 
artículo 170 expresa: “al estar firme la sentencia que declare la sepa- 
ración o el divorcio, se procederá a liquidar el patrimonio conyugal...” 


El inciso 2o. está contenido en el artículo 169; y el inciso 3o. que 
se refiere a la suspensión o pérdida de la patria potestad comprende 
los casos que contemplan los artículos 273 y 274. 


El artículo 160 redactado por la Comisión declara que son efec- 
tos propios de la separación, además de la subsistencia del vínculo 
conyugal, los siguientes: 


lo. El derecho del cónyuge inculpable a la sucesión intestada del 
otro cónyuge; y, 


20. El derecho de la mujer de continuar usando el apellido del 
marido; y por último, el artículo 161 expresa que es efecto propio del 
divorcio la disolución del vínculo conyugal que deja a los cónyuges 
en libertad para contraer nuevo matrimonio. 


Pero en cuanto a la disposición del inciso 20. del artículo 161 ya 
está contenida en el artículo 108, que dice: “Por el matrimonio, la 
mujer tiene el derecho de agregar a su propio apellido el de su cón- 
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yuge y de conservarlo siempre, salvo que el matrimonio se disuelva 
por nulidad o por divorcio”. 


El artículo 166 también fue modificado por la Comisión Revi- 
sora. Suprime la edad de los menores que había sido fijada en el Pro- 
yecto para determinar en poder de quién de los padres debían que- 
dar en caso de separación o divorcio. La modificación introducida 
declara que “el juez podrá resolver sobre la custodia y cuidado de 
los menores con base en estudios e informes de trabajadores socia- 
les o de organismos especializados en la protección de menores. 


18.—DE LA UNION DE HECHO. La Constitución de la Repú- 
blica expresa que la ley determina lo relativo a las uniones de hecho. 
La ley que regulaba esta materia es el decreto número 444 del Con- 
greso, de fecha 29 de octubre de 1947, con el nombre de “Estatuto 
de las Uniones de Hecho”. El Código incorpora, con las modificacio- 
nes pertinentes, las disposiciones del citado decreto de carácter sus- 
tantivo, que las sustituye. 


La ley reconoce un estado de hecho para darle efectos jurídicos, 
siempre que reuna los requisitos que la misma exige. Esa unión no 
es otra forma de matrimonio sino el reconocimiento de una situa- 
ción que ha durado no menos de tres años, en la que hombre y mujer, 
con capacidad para contraer matrimonio, han vivido juntos, han pro- 
creado, han trabajado y adquirido algunos bienes, por lo que es de 
justicia que se establezcan los derechos de ambos y sus mutuas obli- 
gaciones, tal como si fueran casados. 


Si asi no fuera, se seguiria consintiendo en el abuso del más fuer- 
te, quien al terminar esa unión, dispondría de los bienes y dejaría en 
el mayor desamparo al cónyuge con cuya colaboración logró formar 
el pequeño capital. 


Las condiciones para que la unión de hecho tenga efectos jurí- 
dicos excluyen las uniones delictuosas que la ley no puede aceptar. 
Requisito primero y esencial es que hombre y mujer sean solteros, 
para que tengan capacidad para casarse. 


Tratándose de asegurar los derechos de las personas unidas, el 
reconocimiento de la unión de hecho sujeta al hombre y a la mujer 
a las obligaciones y deberes entre ellos mismos y entre ellos y sus 
hijos. Si falleciere uno de los dos o fallecieren ambos, ese derecho 
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de reconocimiento de la unión para los efectos de herencia, división 
del haber, paternidad y filiación, constituye una facultad del compa- 
ñero supérstite y de los herederos legales. Sobre estas bases, por con- 
siguiente, descansa todo el contenido del Código que desarrolla esta 
materia en los artículos 173 a 189. 


La Comisión Revisora dice en su informe: “Se introdujeron al- 
gunas reformas a lo relacionado con las normas que regulan las unio- 
nes de hecho, a fin de que cuando se han establecido legalmente ta- 
les uniones, tengan estabilidad y duración, para proteger a los hijos 
y a los mismos convivientes. Se atribuyen a éstos iguales derechos y 
obligaciones que los que rigen para los cónyuges, en lo que fueren 
aplicables”. 


Las modificaciones son las siguientes: 


Al artículo 181 le agregó el párrafo que redactó así: “Lo dis- 
puesto en este artículo es aplicable siempre que coexistan las uniones 
de hecho que se pretenda se declaren, en el momento de solicitarse 
la declaratoria respectiva o bien en la fecha en que ocurrió la muerte 
de la persona con quien se mantuvo la unión de hecho”. 


El artículo 183 decía así: “La unión de hecho puede cesar por 
mutuo acuerdo de varón y mujer, o por voluntad de uno de ellos. 

La manifestación deberá hacerse ante el juez de la. Instancia de 
su domicilio, o ante un notario público, pero para que se reconozca 
y se ordene la anotación respectiva en el Registro Civil, debe cum- 
plirse previamente con lo que dispone el artículo 155 de este Código, 
con respecto al divorcio de los cónyuges”. 


La Comisión lo modificó en la forma siguiente: “La unión de 
hecho puede cesar por mutuo acuerdo de varón y mujer en la misma 
forma en que se constituyó o por cualquiera de las causas señaladas 
en el artículo 155 para el divorcio, y la separación, en cuyo caso la 
separación deberá ser declarada judicialmente. 

La cesación de la unión de hecho por mutuo acuerdo deberá 
hacerse constar ante el juez de la. Instancia del domicilio de los con- 
vivientes O ante un notario público; pero para que se reconozca y se 
ordene la anotación respectiva en el Registro Civil, debe cumplirse 
previamente con lo que dispone el artículo 155 de este Código, con 
respecto al divorcio de los cónyuges”. 


Sl 


La Comisión introdujo un nuevo artículo que redactó así: “El 
varón y la mujer cuya unión de hecho conste en la forma legal, se he- 
redan recíprocamente ab-intestato en los mismos casos que para los 
cónyuges determina este Código. 

Las disposiciones de este Código relativas a los deberes y dere- 
chos que nacen del matrimonio y al régimen económico de éste, tienen 
validez para las uniones de hecho en lo que fueren aplicables”. 


Pero la primera parte de este artículo lo consigna ya el artículo 
1064: “La sucesión de las personas que tienen legalizada su unión 
de hecho se regula por los preceptos anteriores (orden de sucesión). 
El hombre o mujer superstite ocupan el segundo lugar juntamente 
con los ascendientes más próximos, como se establece para el cón- 
yuge”, y la segunda fracción del artículo también está contenida en el 
artículo 182, que enumera los efectos de la unión de hecho inscrita 
en el Registro Civil, cuyo inciso do. y último, dice así: “sujeción del 
hombre y la mujer a los derechos y obligaciones de los cónyuges du- 
rante el matrimonio”. 


19.—DEL PARENTESCO. La Constitución de la República de- 
clara que los adoptados adquieren la condición legal de hijos de sus 
adoptantes. 


El artículo 190 del Código establece el parentesco civil que nace 
de la adopción, pero limitado entre el adoptante y el adoptado, mo- 
dificándose así el articulo 20. del Decreto número 375 del Congreso, 
de fecha 5 de mayo de 1947, que contiene la Ley de Adopción de Me- 
nores, pues la relación de padre e hijo que se produce mediante la 
adopción, los liga o une de tal manera que se establece un vínculo 
legal, que constituye el parentesco civil. 


Fuera de esta reforma que se introduce a este tratado, se con- 
serva en lo demás lo que establecía el Código en cuanto al parentes- 
co de consanguinidad y de afinidad. 


20.—PATERNIDAD Y FILIACION. Las disposiciones conteni- 
das en los artículos 199 a 208 relativas a la paternidad y filiación 
dentro del matrimonio repiten, con ligeras variantes, lo preceptuado 
en el Código Civil anterior, en los artículos 145 a 182, pero separando 
y ampliando los dos aspectos que presenta la cuestión, a saber: lo re- 
lativo a la filiación dentro del matrimonio, que es motivo del capítulo 
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IV, y lo que se refiere a la filiación fuera del matrimonio, de que se 
ocupa el capítulo siguiente. La paternidad y filiación matrimonial y 
la extramatrimonial tienen distintas formas para establecerlas: en la 
primera, hay reglas precisas que no pueden cambiar; el hecho del 
matrimonio determina la presunción de paternidad que la ley decla- 
ra, con las excepciones que la misma consigna. DN 


La filiación fuera del matrimonio no cuenta con esta presunción 
y es preciso probarla en juicio si el padre no la reconoce voluntaria- 
mente. Esta circunstancia obliga a tratar por separado las dos cla- 
ses de filiación, sin que disminuyan por eso los iguales efectos que 
van a producir con respecto a los hijos, una vez declarada la paterni- 
dad. 

En efecto, el artículo 209 del Código hace expresa declaración 
de que los hijos procreados fuera de matrimonio gozan de iguales de- 
rechos que los nacidos de matrimonio; pero es necesario el consenti- 
miento del otro cónyuge para que vivan con el padre o la madre 
casados. 


El reconocimiento de la filiación fuera del matrimonio ha mere- 
cido especial atención en las reformas introducidas en el Código. El 
artículo 211 enumera los medios por los cuales puede hacerse el re- 
conocimiento, agregándose la confesión judicial a los ya establecidos. 
Esta confesión puede producirse al contestarse la demanda, al absol- 
verse posiciones o por acta levantada ante la autoridad judicial. 


El acuerdo del demandado con la demanda termina el juicio y el 
juez fallará en seguida, decía el artículo 252 del Código de Enjui- 
ciamiento. La declaración, en este caso, debía hacerse en sentencia. 
La confesión al absolver posiciones o en comparecencia voluntaria 
será suficiente, según lo expresa el inciso 50. del artículo 211 del Có- 
digo, para que el registrador civil haga la inscripción 'con vista de la 
certificación de la diligencia original; disposición He da mayor fa- 
cilidad al reconocimiento de la filiación. 


El artículo 216 faculta al abuelo paterno o al abuelo materno para 
reconocer al hijo, en caso de incapacidad, o muerte del padre o de 
la madre que debiera hacerlo. Una disposición más para el reconoci- 
miento, a fin de que este acto pueda realizarse aunque el padre o ma- 
dre ya no pudiere hacerlo. Estos parientes consanguíneos en primer 
grado con respecto al padre o madre del hijo que debe ser reconoci- 
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do, si están enterados de la paternidad o maternidad, se les capacita 
para reconocer al hijo cuando voluntariamente quieran hacerlo. 


El artículo 219 tomado en parte del Código Mexicano lo consi- 


- deramos adecuado a nuestras costumbres y con un fondo de equidad 


y de humanidad. La mujer que ha cuidado a un niño, como hijo suyo, 
y ha proveído a su subsistencia, tiene derecho a tenerlo en su poder, 
cuando un hombre declara su paternidad; pero si por resolución ju- 
dicial fuere obligada a entregarlo, el padre que pretenda llevárselo 
deberá pagar previamente el monto de lo gastado en el sostenimiento 
del niño. Asi se evitará que el reconocimiento lo haga el padre por 
motivos egoístas ajenos por completo al interés y bienestar del hijo. 


No sólo como posesión notoria de estado, puede el hijo probar 
la vida maridable de sus padres en la época de la concepción, sino en 
todo caso, presumiéndose la filiación del mismo modo que en el ma- 
trimonio, como lo preceptúan los artículos 221 y 222. 


Se agrega el artículo 225 que declara el derecho de la madre de 
ser indemnizada por el daño moral que sufra en los casos de acceso 
carnal delictuoso o de minoridad al tiempo de la concepción. 


Las acciones para demandar la filiación en el caso anterior y 
en la vida maridable son improcedentes si durante la época de la con- 
cepción la madre llevó vida desarreglada o tuvo comercio carnal con 
persona distinta del presunto padre, o si fue manifiestamente impo- 
sible al demandado tener acceso carnal con la madre, ya por impo- 
tencia, ya por estar ausente, o por cualquier otro motivo que sea de- 
bidamente probado. Estas excepciones complementan la materia 
en el articulo 226 del Código. 


Concluye el capítulo con el artículo 227 que prescribe que el 
reconocimiento voluntario o judicial son actos declarativos de la pa- 
ternidad y, por lo tanto, surten sus efectos desde la fecha del naci- 
miento del hijo. 


La comparación del nuevo Código con el Código anterior, pone 
de manifiesto las modificaciones introducidas tanto en el desarro- 
llo de la cuestión como en su ordenamiento y en su contenido. 


21.—DE LA ADOPCION. La adopción es una institución jurí- 
dica que ha tenido sus alternativas en la legislación de Guatemala. 
Aceptada en el Código Civil de 1877, quedó suprimida en el libro lo. 
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del Código Civil sancionado por el decreto del Ejecutivo número 921, 
de fecha 30 de junio de 1926, supresión que se confirmó en el Código 
Civil contenido en el decreto número 1932 de la Asamblea Nacional 
Legislativa, de 13 de mayo de 1933. 


La Junta Revolucionaria de Gobierno restableció la adopción 
por medio del decreto número 63, de 24 de febrero de 1945, disposi- 
ción que el Congreso aprobó el 5 de mayo de 1947, emitiendo el 
decreto número 3753, que es la ley de adopción. 


Las constituciones de 1945 y 1954, establecieron la adopción en 
beneficio de los menores de edad, consagrándola definitivamente co- 
mo institución que debía incorporarse a la legislación guatemalteca, 
disposición que repite la nueva Constitución. (*) 


La adopción que regula nuestro ordenamiento jurídico no es 
la del Código del 77, inspirada en finalidades muy distintas de las 
que persigue la ley actual. 


No es el interés de la continuación de un grupo familiar, ni el 
empeño de que no se extinga un apellido aristocrático lo que motiva 
la nueva aceptación de la adopción, sino un interés social de asis- 
tencia a los niños huérfanos o cuyos padres carecen de medios econó- 
micos para procurarles subsistencia y educación, que al mismo tiem- 
po refleja su beneficio en los matrimonios que no tienen hijos, a 
quienes brinda las satisfacciones que únicamente proporciona la fa- 
milia en el hogar. 


En este principio de elevada utilidad social, que significa cola- 
boración de las personas a la obra de asistencia social del Estado, se 
inspira y desarrolla la materia el capítulo VI del Código, tomando de 
la ley anterior las disposiciones que estimamos aceptables. 


Se define la adopción en el artículo 228 como acto jurídico de 
asistencia social en favor de los menores de edad. Ya en el artículo 
190 se establece el parentesco civil entre adoptante y adoptado, sin 
que se extienda a los parientes de uno u otro y se declara que los adop- 
tados adquieren la condición legal de hijos de sus adoptantes y por 
lo mismo tienen los mismos derechos y obligaciones de los hijos con 


(1) La Constitución promulgada declara en el artículo 87: Se instituye la adopción en 


beneficio de los menores de edad. Los adoptados adquieren la condición legal de 


hijos de sus adoptantes. 
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respecto a sus padres, así como los adoptantes reconocen los dere- 


chos y obligaciones de los padres respecto de la persona y bienes de 
los hijos. 


La Comisión Revisora agregó un párrafo al artículo 228 esta- 
bleciendo la excepción de que no obstante lo dispuesto en el párrafo 
anterior, “puede adoptarse a un mayor de edad con su expreso con- 
sentimiento, cuando hubiere existido la adopción de hecho durante su 
minoridad, para el solo efecto de legalizar aquella adopción”. 


Como la adopción puede hacerse en favor de niños huérfanos 
que tengan bienes, a fin de evitar cualquier objetivo ambicioso del 
adoptante, se regulan normas que aseguren una administración res- 
ponsable, al mismo tiempo que se declara que el adoptante no es he- 
redero legal del adoptado, pero sí éste de aquél. 


No se desconocen los lazos familiares entre el adoptado y su fa- 
milia natural, pero el hecho de que éste sea heredero legal del adop- 
tante, no autoriza que sus parientes adquieran derecho de represen- 
tación ni de alimentos, si fallece antes; y si el adoptante muere du- 
rante la minoridad del adoptado, éste vuelve al poder de sus pa- 
dres naturales si los tuviere, o a una institución de asistencia social, 
a no ser que se constituya nueva adopción. 


Se regulan las formalidades que deben observarse para estable- 
cerla, siendo requisito indispensable la comprobación de la capacidad 
moral y económica del adoptante. 


La mayoría de edad hace cesar la patria potestad del adoptante, 
pero no pone fin a la adopción, salvo que adoptante y adoptado con- 
vengan en terminarla, caso en el cual, el parentesco civil deja de ser 
y la situación jurídica de ambos queda como antes de la adopción. 


También termina por revocación en los cuatro casos que mencio- 
na el artículo 247 y esto aún durante la minoría de edad. 


22.—DE LA PATRIA POTESTAD. Este es el capítulo que con- 
tiene disposiciones especiales para la protección de los menores. El 
concepto de patria potestad responde a necesidades de asistencia y 
educación de los hijos que los padres están en la obligación de aten- 
der. El Código regula con amplitud cuanto concierne a esta mate- 
ria, tomando como punto de partida el principio jurídico que otorga 
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el ejercicio de la patria potestad conjuntamente al padre y a la ma- 
dre, consecuente con el otro precepto que adopta el derecho actual re- ME 
lativo a la igualdad de derechos y obligaciones de ambos cónyuges. 0% 


Los deberes naturales y morales de los padres se ratifican y se e 

establecen en la legislación como preceptos civiles obligatorios, cuyo ON 
¡incumplimiento da lugar a sanciones civiles y también penales en ' 
algunos casos. AN 


A 


El reconocimiento de igual derecho en el padre y la madre para 
el ejercicio de la patria potestad modifica la legislación anterior; la 
mujer solamente tenía esa facultad, subsidiariamente, cuando el hom- 
) bre no podía ejercerla. Es una conquista más en favor de la mujer 
que, juntamente con la anterior que fundamenta el matrimonio, co- 
loca a la ley guatemalteca en un lugar de avanzada, al que están lle 
-—— gando algunas legislaciones que, como la nuestra, luchan por abrirse ¿ 
paso entre tanto prejuicio que nubla el conocimiento de los nuevos pa 
principios del derecho y de la justicia que los inspira. y 


de No se nos oculta el problema de orden práctico que pueda pre- 
sentarse, aun entre personas cuya cultura disminuye las intransi- mo. 
gencias y procura la armonía en las relaciones familiares. Cualquier 1 
asunto que discutan los esposos relativo a los hijos, puede dar lugar Ms. 
a dificultades por la falta de acuerdo entre ambos, pero entre las solu- 
cicnes adoptadas por algunos códigos, nos parece más aceptable la 
que da facultad a un tribunal de familia para que resuelva lo que es- 

time conforme con el bienestar de los menores, aun prescindiendo 20 
de la opinión de los padres, cuando no la encuentre razonable, pues 1 


el interés de los hijos debe ceder a toda otra finalidad y en favor de EN 
ellos deben los padres sacrificar sus egoísmos y sus personales con- de 
veniencias. DS 
ll 

Hay códigos que aparentemente aceptan la patria potestad con- de 


junta del padre y de la madre, pero el principio lo hacen ineficaz al 
otorgar al padre la facultad de decidir, en caso de discrepancia de la 
madre, por lo que la opinión de ésta nada valdrá ante el criterio del 
marido. 


La intervención del juez en asuntos internos del hogar es impug- A 
nada por algunos autores, pero hay que tomar en cuenta la naturale- 
za de los intereses que la ley trata de proteger para aceptar dicha in- 
tervención en los casos excepcionales que ocurran, con el fin de que 
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se decida sobre algo que ambos padres deben perseguir, como es lo- 
grar los medios mejores y más adecuados para la completa educación 
de los hijos. Pero hay que recomendar la mediación de jueces espe- 
ciales de familia, acreditados por su experiencia, como personas ca- 
sadas, padres cumplidores de sus deberes, de conducta inobjetable, 
quienes podrán juzgar y resolver en conciencia los problemas fami- 
liares o relativos a los menores, que presenten a su consideración los 
padres y madres necesitados de su consejo o de su decisión. 


El artículo 252, primero del capítulo VII, declara que la patria 
potestad se ejerce sobre los hijos menores, conjuntamente por el 
padre y la madre en el matrimonio y en la unión de hecho, y por el 
padre o la madre, en cuyo poder esté el hijo, en cualquier otro caso; 
y el artículo 253 preceptúa la obligación de los padres de cuidar y 
sustentar a sus hijos, sean o no de matrimonio, educarlog y corre- 
girlos, haciéndolos responsables civil y penalmente si los abandonan 
y dejan de cumplir los deberes inherentes a la patria potestad. 


Estas dos disposiciones son fundamentales y están dictadas en 
absoluto reconocimiento de los derechos de los hijos, que nadie puede 
eludir. 


No puede desconocerse el hecho social de la procreación fuera 
del matrimonio, que obliga a regular las diversas situaciones que se 
producen. Dentro del matrimonio la situación del hijo es favorable, 
puesto que los esposos en realización conjunta trabajan y llenan sus 
deberes en el hogar; pero cuando se contempla el caso del hijo que 
tiene que desarrollar su vida en un hogar en que está ausente el pa- 
dre, la situación cambia por completo, y es la ley, la que debe hacer- 
se cargo del desfavor en que la madre y el hijo se encuentran, para 
dictar disposiciones que acudan a las necesidades que tal circunstan- 
cia provoca. De allí que hemos tratado de establecer terminantemente 
que la patria potestad corresponde especialmente a la madre que 
tenga en su poder al hijo, o al padre en su caso. No es posible acep- 
tar que se declare la patria potestad como facultad exclusiva del 
padre por el hecho del reconocimiento, cuando en muchas ocasiones 
la ostenta en actos perjudiciales al hijo sin que la madre pueda opo- 
nerse legalmente por estar su derecho supeditado al de aquél. 


La patria potestad que según el artículo 254, comprende el dere- 
cho de representar legalmente al menor o incapacitado en todos los 
actos de la vida civil, administrar sus bienes y aprovechar sus ser- - 
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vicios, atendiendo a su edad y condición, puede suspenderse o per- 
derse por las causas que enumeran los artículos 273 y 274, sin que 
dicha suspensión o pérdida exonere a los padres de sus obligaciones 
con sus hijos. 


También puede darse el caso a que se refiere el artículo 269. Si 
el que ejerce la patria potestad disipa los bienes de los hijos, o por 
su mala administración, se disminuyen o desprecian, será separado 
de la administración a solicitud de los ascendientes del menor, o de 
sus parientes colaterales, o del Ministerio Público, sin que por esta 
suspensión se afecten o disminuyan las demás atribuciones y obli- 
gaciones de la patria potestad. Este artículo tiene como antecedente 


el artículo 196 del Código de 1933. 


La disposición del artículo 259 repite lo que ya se consigna en 
el Código de Trabajo. El menor que ha cumplido catorce años tiene 
capacidad para contratar su trabajo y percibir la retribución conve- 
nida, pero se agrega que el dinero que reciba debe servir para ayu- 
dar a sus padres en su propio sostenimiento, pues forma parte de su 
formación personal acostumbrarlo a subvenir a los gastos del hogar y 
a cubrir sus necesidades, ya que el dinero recibido debe emplearse en 
su alimentación y educación, ayudando en esa forma a sus padres. 


El artículo 260 obliga a los menores a vivir al lado de sus padres, 
o con el padre o la madre que los tenga a su cargo, sin cuyo permiso 
no pueden ausentarse de la casa o de aquella en que sus padres los 
hayan puesto, debiendo la autoridad pública auxiliar a la autoridad 
doméstica para hacer volver a los hijos al poder y obediencia de sus 
progenitores. 


El artículo 261 contempla un problema que a diario ocurre en 
nuestro medio y ocupa la atención de los Tribunales. Cuando el ma- 
trimonio se disuelve por separación o divorcio, los padres deben 
disponer en poder de quién quedarán los hijos, y si ellos no lo hacen, 
corresponde al juez determinarlo, de conformidad con la ley, o va- 
riar lo dispuesto en este Código cuando así lo exija el bien de los me- 
nores. El artículo 158 del Proyecto, al referirse a los efectos de la 
disolución del matrimonio, expresaba que los hijos mayores de diez 
años quedarían confiados al padre y las hijas de toda edad a la madre; 
pero causas graves y motivadas podían cambiar ese precepto, y en tal 
caso, el juez resolvería que los menores se internaran en un estable- 
cimiento de educación, o se confiaran a una persona particular de 
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reconocida honorabilidad y solvencia. La edad del niño en efecto, has- 
ta los diez años exige cuidados maternales, pero pasando de esa edad, 
es insustituible el poder y autoridad del padre para la formación de 
los hijos varones. Sin embargo, no siempre puede resolverse en esa 
forma, y en tal circunstancia, el juez de familia debe pesar la conve- 
niencia para los hijos de separarlos del poder de sus padres. 


Ya dijimos que la Comisión Revisora modificó este artículo en 
la forma que antes hemos analizado. 


Fuera del matrimonio, los hijos deben estar al lado de la madre, 
si ella y el padre no disponen otra cosa. El artículo que examinamos, 
en su última parte, resuelve una situación que se presentaba a menu- 
do. El padre sustraía al hijo del poder de la madre, por disposición 
de él mismo, amparándose en la patria potestad que ejercía, aún 
cuando tuviera un hogar separado de aquélla. 

Cuando la madre reclamaba y el tribunal conocía del asunto, la 
resolución le era desfavorable porque el padre había hecho uso de 
su derecho. El precepto que se introduce es consecuencia de la decla- 
ración de que la patria potestad la ejerce especialmente el padre o la 
madre que tenga al hijo; por lo que en el caso que se supone, no se 
reconoce poder alguno al padre para que, por vías de hecho, sustrai- 
ga al hijo del poder de la madre, debiendo en tal caso la autoridad 
auxiliar a esta última para reintegrar al hijo a su hogar. Sólo por 
resolución judicial podrá el padre separar al hijo de la madre, reso- 
lución que debe ser el fallo que declare suspensa o terminada la patria 
potestad del que la tenga. 


Otro caso contempla el artículo 262, ya comentado anteriormen- 
te. El abandono moral y material del hijo debe ser denunciado por 
los parientes o por el Ministerio Público para que el juez, con pro- 
ducción de pruebas e intervención de los mismos padres, decida lo que 
proceda. 


Las restantes disposiciones de este capitulo son referentes a la 
administración de los bienes de los menores, cuyo contenido es el de 
los artículos respectivos del Código de 1933. 


23.——ALIMENTOS ENTRE PARIENTES. Todo lo regulado en el 
Código anterior relativo a esta materia, está incluído en el nuevo Có- 
digo, complementándose así cuanto se ha estatuído en el matrimonio 
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con respecto a los alimentos de los hijos y a las obligaciones de los 
padres sobre el particular. 


Se agrega únicamente que los alimentos deben ser proporciona- 
dos en dinero y asi deberá fijarlos el juez, salvo que las razones 
invocadas por la parte obligada sean atendibles a juicio de la misma 
autoridad, para proporcionarlos en otra forma. 


Se establece, además, en el artículo 286, que el marido es res- 
ponsable de las deudas que la mujer contraiga para alimentos de los 
hijos, cuando él no proporcione lo indispensable para cubrirlos, pero 
solamente en la cuantía que exige ese objeto, a fin de impedir que 
so pretexto de alimentos se compren cosas innecesarias. 


Consideramos suficientes las disposiciones de este capitulo para 
lograr la finalidad que se persigue. Lo que ha hecho fallar el dere- 
cho del alimentista es el procedimiento que hace ilusoria la acción 
de la justicia, admitiendo recursos y moratorias que emplea el obliga- 
do cuando se propone eludir el cumplimiento de este sagrado deber. 


La reclamación de alimentos ha tropezado con tantas dificulta- 
des para conseguir que se fije la pensión que debe pagar el obligado, 
y el incumplimiento de éste en muchos casos ha sido tan frecuente 
dando lugar a nuevas y constantes acciones judiciales que se hizo 
necesario que el nuevo Código Procesal Civil introdujera importan- 
tes reformas al procedimiento mediante las cuales es de esperarse 
que los preceptos sustantivos del Código Civil tengan efectiva reali- 
zación, lográndose así llenar una de las más apremiantes necesidades 
de multitud de madres que han visto burlados los derechos de sus 
menores hijos por la deficiencia de las normas procesales. 


24.—DE LA TUTELA. El Código Civil de 1933 reformó gran 
parte de la legislación de 1877, de manera que las disposiciones sobre 
la tutela se trasladan con algunas modificaciones al nuevo Código, 
No es una materia que exija cambios constantes sino sólo lo indisper» 
sable para el mejor funcionamiento de la tutela en beneficio de los 
menores para quienes la ley la instituye. 


Algunas innovaciones se contemplan. 


Se da facultad al abuelo o a la abuela que ejerzan la tutela le- 
gitima, para designar por testamento a la persona que deba ejercer la 
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tutela de sus nietos. En disposición anterior se otorga a los abuelos 
la facultad de reconocer a los hijos de sus hijos en defecto de éstos, 
de tal manera que se coloca a los abuelos en la situación que deben 
tener, dado el cariño innegable y el interés siempre creciente que ma- 
nifiestan por sus nietos. 


Se agrega, también, lo relativo a la facultad del padre adoptante 
que instituya heredero a su adoptado, para nombrar tutor de éste; 


-— asi como el derecho de cualquier testador para designar tutor del me- 


nor a quien instituya heredero o legatario, si dicho menor careciere 
de tutor nombrado por el padre o la madre, o de tutor legítimo. 


Se dispone en el artículo 303 que el tutor debe asociar a los me- 
nores que hayan cumplido la edad de diez y seis años, en la adminis- 
tración de sus bienes, a fin de que vayan informándose y tomando 
conocimiento y experiencias en los negocios y no les sorprenda la 
mayoría de edad y la recepción de bienes en absoluta ignorancia e 
impericia para manejarlos, con grave perjuicio de su porvenir eco- 
nómico. 


El artículo 309 da facultad a los Institutos de Asistencia Públi- 
ca, para que puedan confiar al menor internado, que carezca de pa- 
dres, ascendientes y hermanos, a persona de notoria moralidad, que 
disponga de medios económicos para proporcionarle alimentos, ins- 
trucción y educación; pero deben vigilar y estar frecuentemente infor- 
mados de las condiciones en que se desarrolla la vida del menor y, 
en caso de abandono o cambio de circunstancias, recogerlo e internar- 
lo de nuevo. Es esta una forma de asistencia social por parte de los 
particulares sin tener los efectos de la adopción, ni exigirse ninguna 
formalidad, aparte de la previa información que el Instituto debe se- 
guir para proceder con el mayor acierto en el caso. La ayuda que se 
proporciona al propio Estado por los particulares que toman a su 
cargo a los niños que carecen de padre y de otros parientes, que se- 
rían los primeramente obligados a asistirlos, es inapreciable y por lo 
tanto no hemos dudado en incluir dicho precepto entre los que a la 
tutela se refieren. 


25.—DEL PATRIMONIO FAMILIAR. Con el nombre de Asilo de 
Familia quedó instituida en el Código Civil de 1933, el patrimonio 
inembargable e inalienable, para protección del hogar y mantenimien- 
to de los lazos familiares, según dice el artículo 548 de dicho cuer- 
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po de leyes. Incluido en el Libro Segundo, entre los derechos reales, 
únicamente se comprendió un bien rústico o urbano para dedicarlo 
a la finalidad indicada. 


El nuevo Código Civil desarrolla este instituto, a fin de que las 
familias tengan por lo menos un albergue propio que no pueda ser 
objeto de persecución por parte de acreedores, ni de enajenación ni 
gravamen alguno, pues de lo contrario no llenaría la función que 
debe desempeñar esta vinculación temporal que ha tenido tan fran- 
ca acogida en el Derecho Moderno. (*) 


Siendo su objeto principal proteger a la familia, debe regularse 
en el libro que de ella se ocupa, pues, ante la importancia que esta 
finalidad presenta, no importa que, para su ubicación en el Código, 
se desatienda la naturaleza real de este derecho. 


El artículo 352 usa los mismos términos del Código substituido 
para expresar el concepto del patrimonio familiar; pero declara que 
puede instituirse destinando uno o más bienes a la protección del ho- 
gar y sostenimiento de la familia. Queda así ampliada la disposición, 
puesto que no limita a un bien rústico o urbano sino a uno o más 
bienes, cualquiera que sea su naturaleza. 


En efecto, el artículo siguiente número 333, expone que pueden 
constituir patrimonio de familia, las casas de habitación, los estable- 
cimientos industriales y comerciales y los predios o parcelas culti- 
vables, siempre que sean objeto de explotación familiar y que su va- 
lor no exceda de la cantidad máxima que fija la ley, que no puede ser 
mayor de diez mil quetzales. 


Tratándose de una institución nueva en nuestro derecho, pues 
fue desconocida antes de 1933, consideramos importante exponer el 
criterio que sustentan las principales legislaciones que la han adop- 
tado, acerca de los bienes y de su valor máximo. 


Francia. Puede recaer sobre una casa indivisa o una parte di- 
visa de la misma. Puede englobar tierras colindantes a la casa o 
simplemente vecina. Por la ley posterior (1937), admite que puede 


(1) El artículo 88 de la Constitución promulgada dice así: ““La ley determinará el pa- 
trimonio familiar inembargable y establecerá un régimen privilegiado en materia de 
imposición para las familias numerosas. El Estado fomentará la propiedad-hogar en 
beneficio de la familia guatemalteca. 
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recaer sobre una casa, con tienda o taller, y sobre el material, máqui- 
nas e instrumentos dedicados al comercio o industria de la explota- 
ción, directamente realizada por una familia de artesanos. El valor 
no puede pasar de 40,000 francos. 


Suiza. La institución la designa con el nombre de Asilo de Fa- 
milia. Puede constituirse sobre bienes inmuebles destinados a explo- 
tación agricola o industrial, en cuanto lo exijan el sostenimiento o la 
habitación de una familia y explotada por el mismo propietario o su 
familia. Termina al morir el propietario. 


Italia. Pueden constituirse en patrimonio familiar determinados 
bienes inmuebles o títulos de crédito. No señala limite de valor. 


Brasil. Se establece sobre un predio para domicilio de la fami- 
lia y durará mientras vivan los cónyuges o hasta que los hijos sean 
mayores. 


Colombia. Se permite sobre un inmueble cuyo valor no exceda 


de $ 10,000. 


Uruguay. Le llama Bien de Familia. Se constituye sobre una 
casa de habitación, o una finca rústica, ocupada o cultivada por las 
personas de la familia, con los accesorios para la explotación consis- 
tentes en maquinaria, herramienta, animales y artículos de alimento 
y combustible. Su valor no puede pasar de $ 5,000. 


México. Se puede establecer sobre una casa de habitación y 
a veces sobre una parcela cultivable; pero no se traspasa la propie- 
dad sino la familia beneficiaria sólo recibe el usufructo. Su valor 
no puede exceder de $ 3,000 en el Distrito Federal. 


Perú. El jefe de una familia puede destinar un predio para ho- 
gar de ella. También pueden ser constituidos los predios destinados a 
la agricultura, a la industria o a la habitación, siempre que no exce- 
dan de lo necesario para el sustento o la morada de la familia, pero 
sus miembros están obligados a habitar la casa o a explotar perso- 
nalmente el predio agrícola o industrial, salvo permiso temporal 
otorgado por el juez. 


Venezuela. Hogar de familia. Puede ser una casa sola en po- 
blado o fuera de él, o una casa con tierras de labor o cría, siempre 
que no exceda de 40,000 bolívares. 
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Ecuador. El patrimonio familiar, como le llama, no puede exce- 
der de 20,000 sucres. Los beneficiarios y el instituyente tendrán dere- 
cho a vivir en la casa, cultivar el campo y aprovechar en común los 
frutos del inmueble. El acto constituído del patrimonio familiar no 
significa enajenación, sino tan solo limitación del dominio. 


Fernández Clérigo, en su obra “El Derecho de Familia en la Le- 
gislación Comparada”, edición de 1947, hace observar que las legisla- 
ciones europeas consienten en algunos casos que el patrimonio se 
constituya sobre talleres y locales de industria reducida, explotado 
por una familia, tendencia ésta que se acentúa cada vez más, y que 
hace sospechar, dada la inclinación de las doctrinas, que el patrimo- 
nio familiar puede hacerse extensivo en el porvenir, incluso a modes- 
tos establecimientos comerciales que sean objeto de explotación fa- 
miliar. 


Estudiando estos antecedentes, podemos fijar las bases del patri- 
monio familiar para nuestro medio, sirviendo de fondo el contenido 
del Asilo de Familia, regulado en el Código de 1933. 


Los elementos que integran el patrimonio familiar son: personas 
constituyentes y beneficiarias, bienes sobre los cuales puede instituir- 
se, valor máximo que debe fijar la ley, naturaleza del derecho y su 
duración, formalidades procesales para su establecimiento legal: 


a) Pueden establecer patrimonio de familia el padre o la madre 
sobre sus bienes propios en el matrimonio o en la unión 
de hecho, o marido y mujer juntamente, sobre bienes de la 
comunidad conyugal. También puede constituirse por un 
tercero a favor de la familia, a título de donación o legado, 
por medio de escritura de donación o testamento; 

b) El patrimonio se funda en beneficio de una familia, forma- 
da por los padres y los hijos. No se comprenden los demás 
parientes consanguíneos ni afines, ni los miembros de la 
servidumbre, pero sí otras personas que tengan derecho 
a ser alimentadas por el constituyente; 

c) Estimamos conveniente consignar en el artículo 353 que 

pueden ser objeto de patrimonio las casas de habitación, 

los predios o parcelas cultivables y los establecimientos in- 
dustriales y comerciales que sean motivo de explotación fa- 
miliar, ampliando de esta manera no sólo las disposiciones 
del Código anterior sino lo que al respecto establecen las 
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legislaciones extranjeras citadas, pues se da oportunidad 
a los miembros de la familia para que trabajen y adquieran 
su subsistencia, sin limitar el patrimonio a la habitación o 
albergue. Por eso mismo, el artículo 358 ordena que los 
miembros de la familia beneficiaria están obligados a ex- 
plotar personalmente el predio agrícola o la industria o 
negocio establecido; 

El artículo 355 fija en diez mil quetzales el valor máximo 
que puede tener el bien o bienes en el momento en que el 
patrimonio se formaliza. Esta suma es hasta cierto punto 
arbitraria, la que puede ser mayor o menor, pero creemos 
que en la situación económica actual, la cantidad fijada 
permite un rendimiento capaz de llenar las necesidades de 
una familia aún algo numerosa; 

El patrimonio familiar es de naturaleza real y su caracte- 
rística esencial es que los bienes sobre los que recae, son 
inalienables e inembargables. Por eso mismo no debe pasar 
de la suma señalada, que se considera suficiente para el ob- 
jeto que se persigue, pues los bienes van a quedar fuera de 
la circulación y del alcance de los acreedores. Precisamente, 
el artículo 357 declara que no puede establecerse patrimo- 
nio en fraude de acreedores; que los bienes deben estar li- 
bres de anotación y gravamen y que la gestión del institu- 
yente debe ser publicada para que llegue a conocimiento de 
toda persona que tenga interés en oponerse; 

El patrimonio debe durar tanto como la vida de las perso- 
nas beneficiarias en cuyo favor se establece. Regularmente 
se otorga a nombre del padre, como representante de la fa- 
milia, pero se entiende que es para beneficio de sus miem- 
bros. Nos parece, entonces, que se mantenga el patrimonio 
aún después de la muerte del padre o de la madre, a cuyo 
nombre esté la inscripción de propiedad, sin necesidad de 
nuevas diligencias, hasta que llegue el momento de darlo 
por terminado. Este es el caso general, pero el artículo 363 
contempla otras situaciones que producen la terminación 
del patrimonio; y 

El procedimiento para la constitución del patrimonio de fa- 
milia lo señala el Código Procesal Civil y Mercantil, como 
lo declara el artículo 361, pero sin perjuicio de aquellas dis- 
posiciones, el artículo 357 ordena que la solicitud debe pu- 
blicarse, pues esto es esencial para la validez del acto. 
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El patrimonio de familia que pueda vincular bienes de explo- 
tación agraria, de conformidad con la ley respectiva, podrá sujetar- 
se a modalidades que no contravengan los principios que lo funda- 
mentan como son la protección de la familia, la inembargabilidad de 
los bienes y su inalienabilidad, a no ser por motivos muy justificados 
que la misma ley establezca y con aprobación judicial. 


La Comisión Revisora agregó un artículo, el 364, que dice: “El 
patrimonio familiar a término fijo, debe comprender el término in- 
dispensable para que el menor de los miembros actuales de la fami- 
lia, alcance la mayoría de edad; pero en ningún caso podrá consti- 
tuirse un patrimonio familiar por un término menor de diez años”. 


26.—DEL REGISTRO CIVIL. El Código pone en orden el ar- 
ticulado distribuyéndolo en nueve párrafos que corresponden a este 
capítulo. En primer lugar, las disposiciones generales que regulan 
esta materia, y en seguida, las disposiciones especiales para cada 
clase de inscripciones. 


Las reformas de mayor importancia que se adoptan son las si- 
guientes: 


a) El Registro Civil es institución que depende de la respecti- 
va municipalidad, desligándolo de la sujeción a otras auto- 
ridades administrativas; 

b) En consecuencia, los registradores serán nombrados por las 
municipalidades. Cuando los fondos municipales no lo per- 
mitan, el cargo lo desempeñará el secretario municipal, siem- 
pre que reuna los requisitos legales, que para toda persona 
que desempeñe este puesto deben ser, tener la calidad de 
guatemalteco de origen, idónea para el caso y de reconocida 
honorabilidad. En las cabeceras departamentales, en donde 
sea posible, el registrador deberá ser abogado y notario, co- 
legiado activo. Siendo una función municipal y quedando 
directamente sujeta a las respectivas corporaciones, éstas se- 
rán directamente responsables del servicio que presten dichas 
oficinas en cabeceras departamentales y pueblos de inferior 
categoría, en muchos de los cuales el Registro deja bastan- 
te que desear. Para conseguir su mejoramiento, se dispone 
que los registradores de las cabeceras departamentales vigi.- 
len las actividades de los registros de la jurisdicción, los 
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visiten, instruyan a los encargados de llevarlos y exijan el 
informe mensual, para a su vez formar el cuadro total de las 
inscripciones y enviarlo a la Dirección General de Estadís- 
tica; 

Para la vigilancia e inspección de los registradores de las 
cabeceras sobre los registros de la jurisdicción, se establece 
la inspección de los jueces de primera instancia, a fin de que 
constantemente estén impuestos de las deficiencias que ob- 
serven para corregirlas. Esta disposición ya existe y sola- 
mente se amplía y ordena en el Código. 

Se otorga fe pública al registrador, ante quien se declararán 
los actos del estado civil, suprimiéndole la comparecencia 
de testigos. La formalidad de los testigos es ineficaz, pues 
sólo complica el acto, obligando a dos empleados de la mis- 
ma oficina a firmar el acta sin que realmente hayan compa- 
recido como tales en el momento de la declaración. Las con- 
diciones que se exigen para el desempeño del cargo abonan 
la confianza en el registrador, quien será el único responsable 
de inexactitudes y falsedades; 

Las inscripciones se harán en formularios impresos, con- 
forme modelo oficial. Cada hoja constará de tres partes, 
dos de ellas separables, una para enviarse a la dirección 
General de Estadística y otra se entregará al interesado co- 
mo constancia auténtica que servirá para comprobación de 
la inscripción; 

Los registros que no tuvieron formularios harán las inscripcio- 
nes en los libros, tal como se ha usado, debiendo estar en- 
cuadernados, empastados y foliados, sellados en cada hoja 
con el sello de la municipalidad y autorizados por el alcal- 
de: 

Los formularios deberán ser igualmente empastados, 
sellados y autorizados, formando libros, como los anterio- 
res; 

Las certificaciones de las actas del registro prueban el esta- 
do civil de las personas, dice el artículo 371, pero puede su- 
ceder que la inscripción no se hubiere hecho, o no apare- 
ciere el libro en que debiera encontrarse, por haberse perdi- 
do, quemado o destruido de cualquier manera, o aún estan- 
do el libro, faltaren hojas y pudiere presumirse que en una 
de ellas se encontraba la partida. o, por último, que estu- 
viere ilegible y no fuere posible reconstruir su contenido. En 
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estos casos, debe el interesado acudir al juez competente 
para probar y establecer el estado civil solicitado, incluyén- 
dose entre las pruebas que puede producir en las diligencias 
consiguientes, las partidas eclesiásticas. 

Tiene relación este precepto con el artículo 389, que 
declara que los registros parroquiales prueban el estado civil 
de las personas nacidas antes de la institución del Registro, 
y se agrega que también el estado civil de los que nacieron 
en lugares o poblados que carecieron de dicha institución, 
admitiéndose esta prueba por todo el tiempo que tardó la 
organización de la misma en el municipio o cabecera depar- 
tamental a que estaban sujetos. 

La disposición del artículo 371 tiene por objeto ayudar 
al interesado a la comprobación de su estado civil, para que 
el juez tome en cuenta aquella prueba al resolver el caso. 

El artículo 389 de una vez otorga valor de plena prueba a 
las certificaciones parroquiales. 

La primera parte de este artículo corresponde al artículo 

1194 del Código Civil anterior, comprendido entre las dis- 
posiciones transitorias, la que debe figurar como precepto 
permanente para todas las situaciones que se trata de am- 
parar. La segunda fracción del mismo precepto tiene igual 
fundamento que la anterior, pues si se admiten las partidas 
parroquiales antes del año 77 porque no se había estable- 
cido el Registro, hay la misma razón para aceptarlas en los 
lugares en los cuales no hubo Registro Civil sino hasta mu- 
cho tiempo después; siendo esto' último lo que justifica una 
nueva excepción al mandato general; 
No obstante que muchas de las disposiciones contenidas en 
el capítulo son reglamentarias, dispone el artículo 390 que el 
Reglamento del Registro Civil debe normar el funcionamien- 
to del mismo y regular su perfecta organización en todos los 
municipios de la República. 

Se deja a dicho Reglamento ordenar la forma segura y 
rápida en que deben hacerse las inscripciones, para cuyo 
efecto se ha suprimido la obligación de copiar los instrumen- 
tos públicos que los interesados presentan, pero se obliga 
a presentar copias de tales instrumentos para que queden 
archivados y puedan ser consultados por la persona que lo 


desee; y 


h) Se agrega el párrafo IX que trata del registro de las per- 
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y sonas jurídicas, entre las que se incluyen las asociaciones y » 
que enumera el artículo 15, inciso 3o. del Código. dad: 
y En todo lo demás se adoptó el contenido del Código anterior, | 
salvo algunas modificaciones en la redacción y orden de los artículos. 
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El libro II se titula: De los bienes y de la propiedad y demás 
derechos reales. Consideramos que aparte de la clasificación y divi- 
sión de los bienes, es la propiedad y los demás derechos reales el tra- 
tado de mayor importancia de este libro. Conservamos el orden de 
materias tradicional, con las modificaciones que hemos creído nece- 
sarias, tomando en cuenta que el plan seguido, aunque no exento de 
críticas desde un punto de vista doctrinario, está adoptado por mu- 
chos códigos y su contenido no sufre alteración. 


El libro está dividido en cinco títulos: el primero trata de los 
bienes, en dos capitulos; el segundo, regula la propiedad, en nueve 
capitulos, incluida la propiedad horizontal, que es la incorporación 
del decreto número 1318 del Congreso de la República, promulgado 
el año de 1959, en la parte que corresponde al Código Civil, con las 
modificaciones y supresiones indispensables para su adaptación; y la 
propiedad en fideicomiso, materia nueva en el Código. 


El título tercero se refiere al usufructo, uso y habitación, en la 
misma forma que lo desarrolla el Código anterior, pues consideramos 
acertadas las reformas introducidas en el citado Código el año de 1933. 


Queda suprimido todo lo relacionado con la propiedad rural y 
el dominio y aprovechamiento de las aguas, excepto las aguas alum- 
bradas, por ser materias propias de la Ley de Aguas tratadas en el 
proyecto que ha estudiado una comisión especial. 


El título V se refiere a los derechos reales de garantía, como son, 
la hipoteca y sus modalidades y la prenda común y agraria, ganadera 
e industrial, asunto desarrollado en cuatro capitulos. 


1.—DE LAS VARIAS CLASES DE BIENES. El Código anterior 
agrupaba los bienes en cuatro denominaciones: inmuebles, muebles, 
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semovientes, derechos y acciones; dividiendo los primeros en inmue- 
bles por naturaleza, por incorporación y por destino. 


El nuevo Código divide los bienes solamente en muebles e in- 
muebles. 


Estimamos que todos los bienes, para los efectos legales, deben 
quedar incluídos en alguno de los dos grupos, sin necesidad de separar 
los semovientes y los derechos y acciones. 


Los animales son considerados como muebles, pero si están afec- 
tos al servicio o explotación de una finca, se reputan inmuebles. 


Los derechos y las acciones que los acompañan serán muebles o 
inmuebles, según sea el objeto a que se refieren; pero por tratarse 
de bienes incorporales que no pueden tener la naturaleza de los bie- 
nes corporales, es la ley la que determina o declara la calidad que 
adquieren. | 


Los inmuebles por naturaleza y por incorporación quedan enun- 
ciados en el artículo 445; pero además, el artículo 447, establece que 
es parte integrante de un bien lo que no puede ser separado sin des- 
truir, deteriorar o alterar el mismo bien. Parece redundante esta 
disposición si se atiende a que los incisos 20. y 3o. del citado artículo 
445, menciona los árboles y plantas y las construcciones adheridas al 
suelo de manera fija y permanente, bienes que encajan dentro del 
artículo 447; pero el inmenso valor que pueden tener las plantaciones 
y las edificaciones, superiores al valor de la superficie, hace importan- 
te su mención especial, refiriendo la calificación de partes integran- 
tes a todo cuanto completa el servicio de aquellas, como puertas, ven- 
tanas, cerraduras, instalaciones, etc. 


Los muebles que el Código denominaba inmuebles por destino 
cuando el propietario los ha puesto en el terreno o construcción, para 
su aprovechamiento, servicio u ornato, están comprendidos en el ar- 
tículo 449 y se les considera como accesorios del bien, siguiendo su 
condición lo mismo que las partes integrantes. Se suprime, por con- 
siguiente, la denominación de inmuebles por destino, justamente ob- 
jetada por la doctrina moderna. 


Los bienes a que se refieren los incisos 4?, 5? 6* y 7? del citado 
artículo 445, se declaran inmuebles. Las cañerías lo son por incorpo- 
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ración; los rieles que forman las vías de ferrocarriles asimismo están 
adheridos al suelo de manera fija y permanente; pero deben conside- 
rarse que forman una unidad con el material rodante y por consi- 
guiente este material debe tener la misma calidad de inmueble, aun- 
que sea mueble por su naturaleza. 


La mención de los ferrocarriles y sus vías, así como la de las li- 
neas telegráficas, telefónicas y las estaciones radiotelegráficas fijas 
y la de los muebles, los diques y construcciones, amplía la enunciación 
que hacía el Código, reconociendo la importancia de tales bienes y la 
necesidad de clasificarlos para sujetarlos al régimen que les corres- 
ponde conforme a la declaración legal. 


Por viveros de animales se entiende no sólo la instalación de las 
construcciones para el caso sino los animales mismos, pues de otro 
modo, aquellas no tendrían objeto ni utilidad. 


El artículo 446 considera como inmuebles, para los efectos lega- 
les, los derechos reales sobre los mismos y las acciones que los ase- 
guran. En cambio, el inciso 4?, artículo 451, declara que son muebles, 
las acciones o cuotas y obligaciones de las sociedades accionadas, aun 
cuando estén constituidas para adquirir inmuebles o para la edifi- 
cación u otro comercio sobre esta clase de bienes. 


Debemos distinguir, entonces, la acción que hace posible el 
ejercicio de un derecho sobre inmueble (como la acción hipotecaria), 
y la acción o cuota de capital de una sociedad anónima. La primera 
es inmueble y la segunda es mueble. 


Agrega el artículo 451 entre los muebles, los derechos de crédito 
referentes a muebles, dinero o servicios personales (inciso 5%) y los 
derechos de autor e inventor (inciso 67). 


Debe hacerse la misma consideración del artículo 446, de que se 
reputan muebles por declaración legal, ya que no es posible compa- 
rarlos con los bienes corporales. 


El Código calificaba como bienes fungibles los que se consumen 
con el primer uso adecuado a su naturaleza y así lo declaran también 
algunas legislaciones extranjeras; pero el verdadero concepto de bien 
fungible es la cualidad de poder ser sustituido por otro de la misma 
especie, cantidad y calidad, aunque no se consuma. Conformando las 
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palabras con su recto sentido jurídico, se modifica el artículo 378 
del Código anterior, cuya aplicación es de importancia en los contra- 
tos que tienen por objeto la entrega o devolución de especies de un 
género determinado. 


Suprimimos las definiciones de derechos y acciones y derecho 
real pues definiciones en un Código sólo pueden admitirse aquellas 
que sean necesarias para establecer decisiones o limitar el sentido 
usual de las palabras, como ocurre en el caso de los bienes fungibles. 


2.—El capítulo ll trata de los bienes con relación a las personas 
a quienes pertenecen. 


El dominio público lo ejerce la Nación sobre sus bienes y dentro 
de éstos se comprenden los bienes del Estado y del municipio. Suje- 
tamos la enunciación de los bienes nacionales a lo que prescribe la 
Constitución de la República, separando los de uso público común y 
los de uso no común. Todos los bienes inmuebles que no pertenezcan 
a particulares son nacionales, ya sean del Estado o del municipio. En 
consecuencia, son de la Nación: los terrenos baldíos, los que habiendo 
sido de propiedad particular queden vacantes, como en el caso de que 
no se presenten herederos o que renuncien a la herencia; los que ad- 
quiera por cualquier título legal, como compraventa, donación, suce- 
sión, etc., y los excesos de propiedades rústicas. 


Esta declaración es importante porque determina la propiedad 
de la nación sobre inmuebles que en muchas ocasiones han sido ob- 
jeto de ocupación por personas particulares pretendiendo por ese 
hecho tener título legal para adquirir, cumplido el término de la pres- 
cripción. 


Los bienes que forman el patrimonio del Estado, de los muni- 
cipios y de las entidades descentralizadas, se sujetarán a leyes espe- 
ciales de carácter administrativo y sólo subsidiariamente a lo dispues- 
to en el Código. Los bienes de los municipios están regulados en el 
Código Municipal, de manera que basta con las disposiciones del ca- 
pítulo 11 para completar la materia de que trata. 


3.—DE LA PROPIEDAD. Para el desarrollo ordenado del con- 
tenido del título ll que trata de la propiedad, seguimos el plan si- 
guiente: 


Disposiciones Generales - Limitaciones de la Propiedad - Copro- 
piedad: Disposiciones Generales - Copropiedad en la medianería de 
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inmuebles. Propiedad Horizontal - Propiedad en fideicomiso - Pro- 
piedad de las aguas - Posesión - Usucapión y Accesión. 


La Constitución de la República garantiza la propiedad privada la 
cual únicamente en casos concretos puede ser expropiada, por razones 
de utilidad colectiva, beneficio social o interés público, comprobados 
debidamente. Sujeta la expropiación a los procedimientos señalados 
en la ley respectiva y fija de una vez las bases para la valuación y pa- 
go de la indemnización al expropiado. 


Dentro de los preceptos constitucionales debe el código desarro- 
llar la regulación de materia tan importante y sin desatender el prin- 
cipio fundamental del respeto a la propiedad privada, orientarla en el 
sentido de reconocer el interés social frente al interés individual del 
propietario, condicionando su derecho al cumplimiento de obligacio- 
nes establecidas en la ley, a fin de superar la legislación del siglo XIX, 
de tan marcado carácter individualista. 


El capítulo 1 contiene disposiciones generales y principia con la 
declaración del artículo 464, de que la propiedad es el derecho de go- 
zar y disponer de los bienes, dentro de los límites y con la observan- 
cia de las obligaciones que establecen las leyes. En efecto, entre las 
disposiciones generales de que trata el capítulo I, el artículo 465 esta- 
blece que el propietario, en ejercicio en su derecho, no puede realizar 
actos que causen perjuicio a otras personas, y especialmente en sus 
trabajos de explotación industrial, está obligado a abstenerse de todo 
exceso lesivo a la propiedad del vecino. Pero también, el que sufre 
o está amenazado de un daño porque otro se exceda o abuse del ejer- 
cicio de su derecho de propiedad, puede exigir que se restituya el es- 
tado anterior, o que se adopten las medidas del caso, sin perjuicio de 
la indemnización por el daño sufrido. 


Estas disposiciones se complementan con los artículos 1645, y 
1653, que declaran la obligación de indemnizar producida por el daño 
que una persona cause a otra y por el exceso y mala fe en el ejerci- 
cio de un derecho o la abstención del mismo. 


La expropiación forzosa, a que se refiere el artículo 467, atiende 
el interés social, pues la utilidad colectiva y el beneficio social o in- 
terés público la justifican y obligan al propietario a ceder su derecho, 
recibiendo desde luego la respectiva indemnización. 
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Después de declarado el interés social que limita el derecho del 
dueño, los artículos 468, 469 y 471, proclaman el derecho del indi- 
viduo de defender su propiedad por los medios legales, el de reinvin- 
dicarla y el de gozar de sus frutos y productos. 


Continúa el capítulo II con las limitaciones de la propiedad. Los 
artículos 477, 478, 479, 480, 481, 482 y 483 corresponden a las dis- 
posiciones contenidas en los artículos 646, 648, 649, 650, 651 y 652 
del Código, que protegen las construcciones vecinas y restrin- 
gen las facultades del propietario. Por tales razones consideramos 
que los citados preceptos que en el Código del 33 figuran en el tra- 
tado de las servidumbres, debían trasladarse al capítulo de la propie- 
dad y regularse entre las limitaciones de la misma. 


4.—COPROPIEDAD O CONDOMINIO. En el párrafo 1 del Ca- 
pitulo 3o. de este Libro se establecen preceptos generales que regulan 
la copropiedad o condominio. 


La comunidad de bienes estaba contemplada como un cuasi con- 
trato resultante de un hecho que produce una obligación en virtud de 
un consentimiento presunto fundado en la equidad, pero en el nuevo 
Código la copropiedad, considerada por varios autores como espe- 
cie de comunidad, se desarrolla en el titulo de la propiedad como 
una modalidad de la misma. 


Puede producirse por un hecho independiente de la voluntad de 
los condóminos, o por convenio siempre que no tengan el propósito 
de constituir sociedad, pues en ese caso se pondrían fuera de los pre- 
ceptos de este capítulo y quedarían regidos por las disposiciones que 
regulan aquel contrato. 


Seguimos el sistema romano que considera la cosa objeto de co- 
propiedad como perteneciente a los condóminos por partes intelectua- 
les o cuotas, siendo susceptible cada una de gravamen y enajenación. 
Estas cuotas se presumen iguales y cada condueño tiene la plena 
propiedad de la parte alícuota que le corresponde y la de sus frutos 
y utilidades y en consecuencia puede gravarla o enajenarla, quedan- 
do limitada la enajenación o gravamen a la parte que se le adjudique 
al cesar la comunidad. 


Se establecen los derechos y obligaciones de los comuneros y las 
limitaciones a que están sujetos, con relación a la cosa común y res- 
pecto a las cuotas indivisas. 
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La división de la cosa común puede pedirla cualquier copropie- 
tario; sin embargo, pueden los condóminos celebrar pacto de indivi- 
sión siempre que no exceda de tres años el plazo, aunque éste puede 
ser prorrogado por nuevo convenio. No obstante este pacto, la auto- 
ridad judicial puede declarar la división de la cosa común cuando lo 
exijan graves y urgentes circunstancias y así lo compruebe el que 
pida la división. j 


Hay casos en que la indivisión no procede, como por ejemplo 
los elementos y partes comunes en la propiedad horizontal, mientras 
dure el régimen de la misma; y también cuando la división de la cosa 
común la haga inservible para el uso a que se destina. En este último 
caso el recurso que procede cuando un copropietario quiera salir de 
la indivisión será vender su cuota a los demás condóminos o pedir que 
la cosa se venda para que se distribuya el precio. 


La propiedad dividida es de más fácil enajenación y de mayor 
rendimiento e inspira mayor interés en su producción y conserva- 
ción a su propietario, razón que justifica el derecho irrenunciable 
que la ley concede a los copropietarios para que puedan pedir la di- 
visión en cualquier tiempo. 


Para la división del bien deben aplicarse las reglas relativas a la 
partición de la herencia; los acreedores o cesionarios de los par- 
tícipes pueden concurrir a la división y oponerse a que se verifique sin 
su concurso, entendiéndose que la partición no perjudicará a ter- 
cero que antes hubiere inscrito su derecho. 


Los artículos 485 a 494 y 500, 501 y 502, establecen tales disposi- 
ciones; y los artículos restantes hasta el 504 regulan las deudas con- 
traídas por un coparticipe y por los comuneros; el derecho de pedir el 
acotamiento de tierras en una parte proporcional a la cuota del 
comunero que lo solicite, precepto que tiene por objeto estimular la 
explotación individual de labores agrícolas; las sanciones a los con- 
dueños por dineros comunes que hayan sacado indebidamente para 
sus atenciones personales; el derecho de tanteo; y los derechos de los 
acreedores de uno o más de los copropietarios. 


Para la administración de la comunidad, el artículo 490 dispone 
que el acuerdo de la mayoría se forma por las dos terceras partes de 
los comuneros que represente las dos terceras partes del valor de la 
cosa. No basta entonces, la mayoría de personas, pues si éstas repre- 
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sentan una minoría de derechos en la cosa, es natural que no tengan 
el mismo interés que el que ostente un derecho más amplio. Si una 
finca es poseída por nueve condueños, pero sus cuotas no son iguales 
sino corresponden cuatro derechos a uno de ellos y los otros cinco a 
los restantes, la mayoría no quedaría formada con el voto de estos 
cinco comuneros, no obstante formar mayoría de personas, sino sería 
necesario un voto más para formar la mayoría de las dos terceras 
partes del valor de la cosa. 


Cuando uno de los comuneros desee enajenar su derecho dice 
el artículo 491, los demás comuneros tienen el derecho de tanteo, o 
sea, que pueden adquirir el derecho que se enajena por el mismo pre- 
cio y en iguales condiciones que ofrezca el extraño. 


Se trata de evitar que contra la voluntad de los comuneros se dé 
entrada a personas extrañas que pueden llevar la discordia y las di- 
ficultades a la comunidad cuando faltan las consideraciones perso- 
nales entre los comuneros. El aviso que debe darse a los condueños, 
judicial o notarial, deberá hacerse notificando a cada uno de ellos la 
proposición del enajenante con los datos del negocio, para que en 
forma auténtica conste que quedan enterados y puedan hacer su 
oferta. 


La comunidad de tierras o sea la propiedad colectiva o corporati- 
va debe ser tratada en el Código Agrario, dada su importancia y el 
incremento que está tomando en la actualidad, lo que motiva la sus- 
pensión en este Código. 


El párrafo Il, regula la copropiedad en la medianería de inmue- 
bles. Aquí se traslada el capítulo V del titulo VI, libro II del Código 
de 1933, que se refiere a la servidumbre legal de amojonamiento y 
medianería. En una pared medianera se destaca claramente la copro- 
piedad de la misma entre los dueños de los predios contiguos y, por 
consiguiente, no existe servidumbre en este caso sino una verdadera 
copropiedad cuya reglamentación en el Código debe estar en el lugar 
que le hemos asignado. 


Las disposiciones del artículo 643 del Código anterior referen- 
tes a los diferentes pisos de una casa pertenecientes a distintos propie- 
tarios se suprime, ya que esta materia está tratada en el párrafo del 
Código, que regula la propiedad horizontal. 
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5.-—PROPIEDAD HORIZONTAL. La propiedad horizontal está le- 
gislada en el decreto número 1318 del Congreso, de fecha 29 de sep- 
tiembre de 1959. Tomamos las disposiciones que son materia del Có- 
digo Civil, sin alterarlas en su contenido, dejando subsistentes en el 
decreto mencionado los preceptos que aunque referentes a la propiedad 
horizontal, deben quedar incluidos en otras ramas de la codificación. 


Con el nombre de propiedad horizontal entendemos la propiedad 
de casas divididas por pisos, departamentos y habitaciones. Ya era 
considerada esta modalidad en el artículo 643 del Código anterior, 
como servidumbre de medianería, criterio tomado del Código Napo- 
leónico; pero es bien distinta de la servidumbre la naturaleza de la 
propiedad horizontal y su admisión en la legislación responde a una 
necesidad sentida en la vida social y jurídica de nuestros tiempos. 


La propiedad horizontal, es una modalidad de la propiedad, pero 
con caracteres tan especiales que ha dado lugar a numerosas teorías 
que explican su naturaleza. Presenta dos aspectos: propiedad exclu- 
siva del titular del piso, departamento o habitación, y comunidad de 
los elementos indivisos que sirven a toda la construcción, para su exis- 
tencia, conservación, seguridad y uso, además del terreno. El nume- 
roso articulado determina las obligaciones, limitaciones y derechos 
de cada propietario, ya con respecto a la propiedad exclusiva del mis- 
mo, ya con referencia a la propiedad común. Las limitaciones que pa- 
recen restringir el ejercicio de su derecho son indispensables, dada la 
situación en que se encuentran los diferentes dueños viviendo o tra- 
bajando en habitaciones o departamentos casi unidos materialmente. 


Suprimimos de este capítulo los articulos del decreto 1318 que 
siguen, no obstante que constituyen materia civil: artículo 11, que 
prohibe la transmisión o gravamen de un piso cuya construcción pue- 
de ser comenzada y no terminada, pues no encontramos razón legal 
suficiente para no aceptar como objeto de la venta el derecho a un 
piso cuya construcción puede tomar a su cargo el comprador. 

El artículo 12 se traslada al capítulo que trata de la compraventa 
por abonos. 

Los artículos 14 y 15 pasan al capitulo de la hipoteca. 

Los artículos 16 a 30, corresponden al Código de Notariado, y al 
Registro de la Propiedad. 

El artículo 33 es innecesario, porque el derecho de cada propie- 
tario existe independiente o separado de la parte común. 

El artículo 37 pertenece al contrato de inquilinato. 
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El artículo 41 corresponde al Código Procesal. 

Los artículos 44 y 45 son propios del reglamento de adminis- 
tración que debe regir. 

Los artículos 56 a 58 deben figurar en el Código Procesal Civil. 


6.—PROPIEDAD EN FIDEICOMISO. El capítulo IV del título Il 
regula la propiedad fiduciaria o en fideicomiso. Esta institución fue 
reconocida y aceptada en la Constitución de la República de 1945 y 
también en la de 1956 en la forma siguiente: “Se autoriza el estable- 
cimiento de fideicomisos cuyo plazo no exceda de veinticinco años, 
y se administrarán por un banco o institución de crédito facultado 
para hacer negocios en la República. El plazo podrá ampliarse única- 
mente para garantizar a enfermos incurables o incapaces, o para el 


sostenimiento de instituciones de beneficio social reconocidas por el 
Estado”. 


El fideicomiso que se reconoce no es el fideicomiso romano, aún 
subsistente aungue con modificaciones de importancia, en varios paí- 
ses, sin dejar por eso de constituir una vinculación. 


El fideicomiso que acepta la legislación es el trust anglo-sajón, 
el mismo que regulan las leyes mexicana, panameña y puertorri- 
queña, siendo la primera de donde se tomó el principio de que sólo 
un banco o institución de crédito puede realizar dichas operaciones 
en calidad de fiduciario. 


La comisión de juristas mexicanos que presentó el proyecto de 
ley sobre fideicomiso para reformar dicha materia contenida en la 
ley general de títulos y operaciones de crédito promulgada en 1932, 
dice textualmente: “Corresponde a la citada ley de títulos y opera- 
ciones de crédito el mérito de haber trasplantado el trust anglo-sajón 
a nuestro medio jurídico, dándole bases y fisonomía propias que 
han arraigado definitivamente venciendo las dificultades derivadas 
de la novedad de la institución y su contextura completamente di- 
versa a nuestras formas jurídicas tradicionales”. 


La ley mexicana y la panameña, redactada esta última por el doc- 
tor Ricardo Alfaro, nos han servido para formular el capítulo IV que 
se titula: “De la propiedad en fideicomiso”. De tal manera, pues, 
que la institución que ahora aparece como una novedad en nuestra le- 
gislación civil, nada tiene de común con el fideicomiso y sustitución 
fiduciaria abolidos por el Código del 77. 
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Los elementos constitutivos del fideicomiso son tres: 


Transmisión, destinación y encargo, como lo expone el autor de 
la ley panameña, doctor Alfaro. 

Transmisión de la propiedad del fideicomitente al fiduciario; 
cumplimiento por éste del destino que dará a los bienes fideicometi- 
dos, y por último, encargo que debe cumplir al terminar el plazo. 

El artículo 560 contiene estos requisitos. Un establecimiento de 
crédito autorizado legalmente (fiduciario) adquiere del fideicomiten- 
te la propiedad de determinados bienes para destinarlos a un fin lí- 
cito, o entregarlos al destinatario (fideicomisario) al cumplirse la 
condición, o el plazo convenido. 


Pero la transmisión de la propiedad lleva implícito la separa- 
ción del patrimonio que para el fin determinado recibe el fiduciario, 
de modo que en ningún caso pueda confundirse con otros patrimo- 
nios ni ser motivo de acciones judiciales por una equivocada con- 
fusión. 


Se ratifica en el artículo 562 que sólo pueden ser fiduciarios los 
bancos o instituciones de crédito autorizados legalmente, pues es fun- 
damental el cumplimiento de este precepto. 


Dentro del funcionamiento de varios establecimientos de cré- 
dito legalmente autorizados debe escogerse por el fideicomitente el 
que realice el encargo; pero si no lo designare, puede hacerlo el 
propio fideicomisario y en su defecto el juez competente. 


El fideicomiso puede instituirse por contrato o por testamento; 
puede recaer sobre toda clase de bienes; puede tener como finalidad 
la conservación de determinadas propiedades para entregarlas al fi- 
deicomisario una vez cumplida la condición a que se sujete; puede 
referirse a la administración de un patrimonio para entregar sus fru- 
tos y ventas al enajenante fideicomitente o al fideicomisario; puede 
instituirse en lugar de una fundación con las limitaciones, anterior- 
mente mencionadas; puede, en fin, servir para todo objeto que no sea 
contrario a la moral o a la ley y sustituir con ventaja a otros encar- 
gos como la administración de una herencia, en vez de entregarla 
al tutor. 


Para que el fiduciario pueda desempeñar ampliamente el encar- 
go que se le hace, dispone el artículo 565 que la propiedad de los 
bienes inmuebles debe inscribirse en el registro a nombre de la ins- 
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titución fiduciaria, siendo este requisito el que justifica la nomi- 
nación de propiedad fiduciaria o en fideicomiso que le da el Código. 

Continúan los artículos siguientes regulando las obligaciones y 
derechos de la institución fiduciaria y del fideicomisario, los casos de 
extinción del fideicomiso, y aquellos en que se prohibe su estableci- 
miento. Entre estos últimos enuncia el artículo 575 que son prohibi- 
dos los fideicomisos secretos; los fideicomisos en que el beneficio se 
conceda a diversas personas sucesivamente que deban substituirse 
por muerte de la anterior, salvo el caso de que la sustitución se rea- 
lice en favor de personas que estén vivas o concebidas ya, a la muer- 


- te del fideicomitente; y aquellos cuya duración sea mayor de veinti- 


cinco años, a no ser que el fin del fideicomiso sea únicamente para 
garantizar a enfermos incurables o incapaces, o en beneficio de ins- 
tituciones de asistencia social. Ninguna razón podría justificar la 
secretividad del encargo que haga el fideicomitente, pues las finalida- 
des del fideicomiso deben ser lícitas y no tratar de burlar preceptos 
terminantes de la ley, como lo era el fideicomiso antiguo. 


La institución puede hacerse a favor de una o más personas si- 
multánea o sucesivamente, pero de entero acuerdo con lo que se dis- 
pone con relación a herencias y legados, a fin de que no constituya 
una vinculación prohibida por la ley. 


En dos situaciones puede instituirse un fideicomiso por término 
mayor de veinticinco años. El caso contemplado en el artículo 570 
y el del inciso 2? del artículo 575. El primero hace referencia a fi- 
deicomiso establecido en favor de instituciones de beneficio social 
reconocidas por el Estado, es decir, no sólo las que sostiene el Estado 
sino también las que sostienen instituciones privadas reconocidas por 
el Estado. La amplitud que debe darse a la palabra beneficio social 
incluye toda institución que signifique provecho, utilidad, asistencia 
social. 


La propiedad en fideicomiso se reconoce en el fiduciario para 
que pueda cumplir debidamente su cometido y garantizar el sosteni- 
miento de la propiedad contra las acciones que de otro modo podrían 
ejercitar terceros y acreedores. El artículo 567 expresa que el fidu- 
ciario tiene todas las acciones y derechos inherentes, al dominio; pe- 
ro dada la naturaleza especial de esta modalidad de la propiedad, no 
podrá enajenar ni gravar los bienes fideicometidos a no ser que la 
ejecución del fideicomiso lo haga necesario o estuviere así estipula- 
do. De todas maneras, el fiduciario deberá devolver los bienes que 
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queden en su poder, al fideicomitente o a sus herederos al extinguir- 
se el difeicomiso; y deberá rendir cuentas de su gestión y del empleo 9 
y estado de los bienes fideicometidos, todo de entero acuerdo con las i 
obligaciones que le impone el artículo 568. 


Las restantes disposiciones de este capítulo completan la mate- ¿8 
ria que puede quedar ampliada al emitirse la respectiva ley bancaria be 
que otorgará autorización para esta clase de operaciones a los es- 
tablecimientos de crédito que la establezcan como uno de sus institu- e pE 
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La Comisión Revisora manifiesta que “fue objeto de particular ls 
atención el estudio del fideicomiso, porque a criterio de la Comisión 
esta institución está llamada a tener amplia significación y aplica- 
ción en Guatemala. Aprovechando las conclusiones a que se llegó en Ree 


el Seminario organizado por el Colegio de Abogados sobre la refe- e 
rida institución, se incluyeron algunas normas complementarias de E 
la regulación que trae el Proyecto, para que llene mejor su cometido”. DS. 
E 

Tales normas complementarias son las que siguen: A 


Al artículo 563 se le agregó lo siguiente: 

“Cuando se constituya por contrato debe constar la aceptación 
del fiduciario en el mismo acto. 3 

Los Jueces de Primera Instancia del Ramo Civil, a solicitud de 0 
parte y con opinión favorable del Ministerio Público, podrán consti- 3 
tuir fideicomisos en los casos en que por ley, pueden designar perso- A ' 
nas que se encarguen de la administración de bienes. El fiduciario E 
nombrado judicialmente sólo será administrador de los bienes.” A 


El artículo 566 quedó redactado asi: 


“Artículo 566. El fideicomiso surte efectos contra terceros: 8 
a) Desde el momento de la presentación del documento consti- A MS 
tutivo al Registro de la Propiedad Inmueble, si se tratare de 50 
inmuebles, derechos reales y demás bienes sujetos a ins- , 
cripción; ¿0 


b) Desde que la traslación se perfeccione de acuerdo con el do- 18 
cumento constitutivo de la obligación o con la ley, si se 1 
tratare de créditos u obligaciones no endosables; me 

c) Desde la fecha del endoso o registro, en su caso, si se tra- Bl 
tare de título nominativo o a la orden, o de bienes muebles 
sujetos a registro o inscripción; Mó 
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d) Desde la fecha en que se constituye el fideicomiso, si se 
tratare de bienes muebles no sujetos a registro; 

e) Desde que se efectúa la tradición, si se tratare de títulos al 
portador; y 

f) Desde la fecha de la publicación de un edicto en el Diario 
Oficial notificándolo á los interesados, si se tratare de em- 
presas industriales, comerciales o agrícolas, que fueren ob- 
jeto del fideicomiso. 


' Además quedaron agregados los siguientes artículos: 


0d Artículo 569. El fiduciario debe declarar que actúa en esa ca- 
lidad, en todo acto o contrato que otorgue en ejecución del fideico- 
miso y será responsable de los daños y perjuicios que ocasione al 
fideicomitente o al fiduciario en su caso, si omite esa declaración. 


Artículo 573. Los derechos que el fideicomisario pueda tener 
en los bienes objeto del fideicomiso no son embargables por sus acree- 
dores; pero sí lo son los frutos que el fideicomisario perciba del fi- 
deicomiso. Si el fideicomisario fuere raenor, incapaz, enfermo incu- 
rable o institución de asistencia social, únicamente será embargable 
hasta el cincuenta por ciento de los frutos que perciban del fideico- 
miso. 


REMOCION DEL FIDUCIARIO 
Articulo 574. El fiduciario debe ser removido: 


a) Si tiene intereses antagónicos con los del fideicomisario; 
b) Si malversa los fondos del fideicomiso, administra los bie- 
nes en forma perjudicial a los fines para los cuales fue cons- 
tituido el fideicomiso o abusa de sus facultades; y 
c) $i le sobreviniere inhabilidad. 
La remoción del fiduciario no termina el fideicomiso, a menos 
que su sustitución sea imposible. 


1.—DE LA PROPIEDAD DE LAS AGUAS. El Código del 33 tra- 
ta en los capitulos HI, IM, IV y V del título II, todo lo relativo al do- 
minio de las aguas del mar y pluviales, aguas vivas, manantiales, 
saltos de agua, lagos, aguas muertas y subterráneas, zona marítima y 
terrestre, alveos o cauces, riberas y márgenes. 


El nuevo Código solo regula las aguas de dominio y aprovecha- 
miento privado que son: las pluviales que caigan en predios de pro- 
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piedad privada mientras no traspasen sus linderos; las aguas conti- 
nuas que nazcan en dichos predios, mientras discurran por ellos; las 
lagunas y sus alveos formados por la naturaleza en los expresados te- 
rrenos; y las aguas subterráneas obtenidas en propiedades particula- 
res por medios artificiales. 


El régimen de aguas en lo que no está comprendido en la ante- 
rior clasificación, pertenece al derecho público y a las leyes agrarias. 
Existe un proyecto de ley de aguas que reglamenta esta materia, en 


su totalidad, por lo que decidimos suprimir las disposiciones del Có- 


digo que no se refieren al dominio privado de las aguas. 


Los artículos 581 y siguientes regulan el aprovechamiento de las 
aguas alumbradas o sean las que se obtienen perforando pozos para 
subir las aguas subterráneas a la superficie. El propietario del te- 
rreno donde se ha perforado el pozo es dueño del agua que extraiga, 
sin perder el derecho, aunque el agua salga de la finca de su propie- 
dad; pero si tuviere necesidad de conducirla por predios inferiores y 
no construyere acueducto constituyendo la servidumbre correspon- 
diente sino dejándola abandonada a su curso natural, entonces los 
dueños de los predios inferiores que la hubieren disfrutado por cinco 
años, consolidarán su derecho, siendo preferido el que se hubiere an- 
ticipado en el uso, aún cuando otro situado más arriba pretendiere 
privarlo de él, lo que no podrá hacer sino por sentencia judicial. 


Las aguas de dominio privado caen dentro del régimen de leyes 
especiales cuando salen de la finca en donde nacen, como es el caso 
del inciso 2? del artículo 579 y las aguas pluviales que no fueren apro- 
vechadas por el dueño de la tierra cuando salgan de dicha propiedad 
siguiendo su curso natural. 


Las aguas que hubieren corrido por la superficie, sobre cuyo 
aprovechamiento hubiere habido derechos reconocidos a los dueños 
de terrenos y que desaparecieren por erupciones volcánicas, terremo- 
tos u otros accidentes naturales, se tendrán por aguas subterráneas 
para los efectos que expresa este capítulo. 


Por último, son de propiedad privada las aguas halladas en sus 
labores por los concesionarios de pertenencias mineras, mientras 
conserven la de sus minas. 


8.—PROPIEDAD POR OCUPACION. El Capítulo VI trata de la 
apropiación por ocupación. Los artículos 589 y 590 declaran que las 
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cosas muebles o semovientes que no tengan dueño, pueden adquirir- 
se por ocupación, de conformidad con lo dispuesto en leyes especia- 
les; no así los inmuebles, pues los que no estén reducidos a propiedad 
particular pertenecen a la nación. 


La ocupación puede referirse a bienes muebles abandonados, 
“animales salvajes o bravíos y a tesoros ocultos. 


En cuanto a bienes muebles perdidos, la propiedad puede adqui- 
rirse por ocupación, en los casos que señala la ley de hallazgo de bie- 
nes mostrencos. 


Los animales salvajes, que son los únicos susceptibles de ser 
apropiados por ocupación, pueden ser amansados o domesticados; 
pero la reivindicación en caso de pérdida, queda sujeta a ciertas limi- 
taciones que establecen los artículos 605, 606 y 607. 


Los animales domésticos, que son los que nacen y se crían bajo 
el dominio del hombre, se rigen por las disposiciones de la propie- 
dad ordinaria. Estos animales no se adquieren por ocupación, pues 
se presume que son de propiedad particular y si se extraviaren, el pro- 
pietario puede reclamarlos de cualquiera que los tenga en su poder, 
pagando los gastos de su alimentación si se hubieren causado. 


Las leyes especiales de caza y de pesca completan esta materia. 
En cuanto a tesoros ocultos, su ocupación queda regida por los ar- 


tículos 593, 594 y 595. 


Reunimos en un solo capítulo el contenido de los tres capítulos 
del Código anterior por tratarse de una misma materia como es la 
ocupación en sus diferentes modalidades y fuera de este nuevo or- 
denamiento y de la aclaración y nueva redacción de algunos artículos, 
hemos conservado el contenido de aquél. 


9.—POSESION. El concepto del Código de 1933 expresado en 
su artículo 479 es el tradicional de la posesión. Requiere la tenencia 
o goce de un bien y el ánimo de conservarlo para sí. El animus y el 
corpus que son los elementos que integran la posesión según la doctri- 
na de la escuela clásica, es la que inspiraba también el Código del 77. 


El nuevo Código incorpora en el artículo 612 el principio susten- 
tado por la doctrina moderna, que es el adoptado por los códigos ins- 
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pirados en el alemán, como son los del Brasil, Perú y México entre 
los latinoamericanos. Es poseedor, dice el mencionado artículo, el 
que ejerce sobre un bien, todas o algunas de las facultades inherentes 
al dominio. 


El corpus supone el animus y por consiguiente no es necesario re- 
currir a un elemento subjetivo difícil de probar. La manifestación 
del animus por actos externos, como el aprovechamiento del bien sin 
dependencia de otra persona, o lo que es lo mismo, con independencia 
económica, es suficiente para proteger la posesión. Sin embargo, aun- 
que la ley se atiene a la relación material del sujeto sobre la cosa, 
exceptúa los casos en que el que ejerce el poder sobre la cosa lo hace 
en virtud de la situación de dependencia en que se encuentra res- 
pecto del propietario de la misma y la retiene en provecho de éste 
en cumplimiento de las instrucciones que de él ha recibido; y el que 
goza del bien o disfruta del derecho por actos meramente facultati- 
vos o de simple tolerancia concedidos o permitidos por el propie- 
tario. 


Además, declara que el poseedor temporal en virtud de un de- 
recho, es poseedor inmediato; pero la posesión legítima o posesión 
mediata corresponde a quien le otorgó tal derecho. Es el caso del 
usufructuario, del arrendatario, del depositario, que poseen la cosa 
derivando su derecho del que tiene la posesión originaria. 


La protección que se concede al poseedor atiende a una doble 
necesidad: la de asegurar el orden público y la de proteger al que se 
presume que es propietario. El poseedor goza de las acciones proce- 
sales respectivas entre tanto no se demuestre el mejor derecho del 
que reclama la posesión. El reclamante deberá respetar la posesión 
del que la tenga, sin privarlo de ella por su propia mano sino acudien- 
do a los tribunales de justicia para probar su derecho. 


La posesión puede referirse al contenido del derecho dominical 
del propietario o a la posesión que conduce a la adquisición de la pro- 
piedad mediante el cumplimiento de las condiciones exigidas por la 
ley. | 


Debe proceder desde luego de un hecho o acto jurídico que sirva 
de causa a la posesión y que legalmente transfiera el dominio, como 
sería la compraventa, la permuta, la adjudicación en pago, la dona- 
ción y la sucesión hereditaria. La ocupación no es titulo legal para 
adquirir la propiedad de inmuebles, aunque estos se posean por más 
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de diez años, pues los bienes de esta clase que no pertenezcan a per- 
sonas individuales o jurídicas, son nacionales y su adquisición está 
sujeta a lo dispuesto en el Código Fiscal; en cambio, al poseedor 
de bienes muebles se le considera dueño mientras no se pruebelo con- 
trario. La posesión de bienes y semovientes comprados en mercados 
o ferias o establecimientos autorizados, es legítima y estará amparada 
por la autoridad, pero la adquisición que proceda en otra forma no 
es legal y puede perderla el adquirente, a quien únicamente le que- 
dará acción para reclamar contra el que le vendió, lo que resulta ine- 
ficaz cuando la operación se ha hecho con individuos desconocidos. El 
acto jurídico que transfiere el derecho, es el justo título a que la ley 
se refiere; pero, tratándose de bienes inmuebles, la operación debe 
inscribirse en el Registro de la Propiedad y para el efecto la ley esta- 
blece que se haga constar en un documento sujeto a normas legales, 
que no pueden evadirse. Este documento que en la contratación es la 
escritura pública, se llama también título, para los efectos de la ins- 
cripción en el Registro. 

Pero hay ocasiones en que alguna circunstancia impide que el 
enajenante pueda otorgar escritura de traspaso con los requisitos 
exigidos por la ley para que presentada al Registro, sea inscrita a 
nombre del nuevo dueño. En estos casos, el adquirente sólo recibe 
la posesión de hecho mediante la entrega material de la cosa que le 
hace el trasmitente, pero como no obtiene título para inscribir, la ley 
suple su falta permitiendo que el poseedor acredite judicialmente ha- 
berla adquirido con justo titulo y gozarla quieta, pública y pacífica- 
mente sin interrupción, durante un término no menor de diez años 
para que inscriba su posesión, la cual, transcurridos otros diez años, 
sin reclamo alguno, o antes si el poseedor puede probar en otra forma 
su derecho, se convertirá en inscripción de propiedad. 


El Código del 77 contempló este caso y dispuso que los que ca- 
recieren de título hábil para la inscripción, podían solicitar título su- 
pletorio para su registro. 


Han pasado muchos años y el problema sigue en pie, sobre todo 
entre los campesinos, por lo que es indispensable mantener la vigen- 
cia de la titulación supletoria. 


La titulación ordinaria, dice Roca, justifica el acto o con- 
trato, es decir, el negocio o causa jurídica de la adquisición del dere- 
cho real. Este aparece en ella en todo su dinamismo. o sea, en su 
constitución, transmisión, modificación o extinción. Es una prueba 
directa de la adquisición producida generalmente de modo bilateral, 
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ya que autentica el consentimiento o acuerdo entre transferente y 
adquirente. 


La titulación supletoria, sigue diciendo el mismo autor, justi- 
fica la titulación de un derecho real. Este aparece en ella como re- 
flejo de su situación estática, o sea en su tenencia o pertenencia. Es 
una prueba indirecta de la adquisición, producida de modo unilateral. 

Es necesario, pues, el documento en que conste con arreglo a 
la ley, la transmisión de la propiedad de un inmueble a fin de que el 
Registro pueda efectuar la inscripción y demás operaciones que se re- 
fieran al mismo inmueble. 


Son estos principios los que están contenidos en los capítulos 
VI y VII, Título II, Libro 11 del Código Civil que tratan de la pose- 
sión y la usucapión. 


Debe observarse que el artículo 637 declara que la posesión re- 
gistrada de un inmueble, una vez consumado el término de diez años 
desde la fecha de la inscripción del título en el Registro de la Propie- 
dad, se convierte en inscripción de dominio y puede oponerse a cual- 
guiera otra inscripción de propiedad relativa al mismo inmueble. Sin 
embargo, agrega, el usucapiente puede entablar juicio para que se 
le declare dueño aun antes de los diez años de posesión registrada y 
la sentencia que así lo declare, es título para la inscripción de pro- 
piedad y para cancelar la inscripción hecha a favor del antiguo dueño. 


Esta última parte se armoniza con el artículo 651 que establece 


que el dominio sobre bienes inmuebles y demás derechos reales so- 


bre los mismos, se adquiere por prescripción, por el transcurso de 
diez años. 


De manera que la propiedad puede obtenerla el usucapiente por 
la posesión registrada a que se refiere el primer párrafo del artículo 
637, o demandando la propiedad directamente, como lo establece el 
segundo párrafo del mismo artículo, toda vez que disponga de prueba 
plena para que una sentencia favorable mande cancelar la inscripción 
existente y registrar el derecho del nuevo dueño. 


19.—DE LA USUCAPION. Usucapión es la prescripción positiva 
o adquisitiva, que sirve para adquirir el dominio mediante la posesión 
con título legal. Es institución que debe ocupar lugar inmediatamente 
después de la posesión. 
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El código situaba esta materia en el libro que titula Modos de 
Adquirir la Propiedad, entre los cuales comprendía la ocupación, in- 
vención, hallazgo, sucesión, enajenación y prescripción. 

La prescripción, colocada en último lugar, comprendía la pres- 
cripción positiva y la negativa, no obstante que esta última no es 
modo de adquirir sino medio de liberación de una obligación. 


Estos modos de adquirir los colocamos en el nuevo Código en el 
tratado de la propiedad, a cuya finalidad conducen; y la prescripción 
positiva o usucapión, independizada de la negativa, se traslada al ca- 
pítulo VII del título Il, que también se refiere a la propiedad. Se- 
paradas las disposiciones propias de la prescripción adquisitiva, for- 
mamos el capítulo mencionado y dejamos las relativas a la prescrip- 
ción negativa para el libro de obligaciones, como uno de los medios 
de extinguirlas. 


Los artículos 642 a 654 son tomados de los respectivos artículos 
aplicables, que contienen los capítulos 1, II, IV y V, título VI, libro 
l del Código derogado. 


11.—DE LA ACCESION. La naturaleza de la accesión es dis- 
cutida. Para unos es medio de adquirir, para otros es efecto o ex- 
tensión del derecho de propiedad. Las dos especies de accesión, que 
en doctrina se llaman discreta y continua, tienen orígen tan diferen- 
te que se ha buscado la razón para hacer comunes sus efectos. En la 
primera no cabe duda que el dueño de lo principal lo es de lo acce- 


- sorio: el dueño del árbol es dueño de los frutos, y el del animal hem- 


bra, de sus crias. No podría ser de otra manera, pues de lo contrario, 
ninguna utilidad sacaría el propietario en el ejercicio de su derecho. 


Pero la accesión continua, es decir, la que se produce por la agrega- 


ción y que viene de fuera adentro, la razón de reconocer la adquisi- 
ción de la accesión, es, como asienta el civilista Castán Tobeñas, 
debido a una doble consideración: la indole práctica, de ser 
ventajosa la atribución de la cosa nueva al dueño de lo principal, que 
no la admisión de un estado de condominio, que sería siempre anti- 
económico; y la de indole racional o jurídica, de que cuando la unión 
de las cosas es entera y completa, una y otra han desaparecido, pues- 
to que han perdido su individualidad anterior, y no habiendo por 
consiguiente, más que una cosa nueva, es natural atribuirla al pro- 
pietario de la cosa anterior más importante, ya que son los caracte- 
res de ella los que dominan el objeto nuevo. (*) 


(1) Castán, Derecho Civil, tomo Il, Página 235. 
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Siguiendo el criterio del Código anterior que está de acuerdo con 
la doctrina expuesta, incorporamos todas las disposiciones del título 
TT, libro UH, al capítulo 1X, título II, libro II, considerando la acce- 
sión como un indudable efecto de la propiedad en cuanto a los fru- 
tos y productos de la cosa, y como efecto necesario y útil de la agre- 
gación de una cosa a otra, según el principio de que lo accesorio si- 
gue a lo principal. Estando bien reguladas estas dos especies de 
accesión en el Código anterior, con preceptos que son generales en 
la legislación universal, nos abstuvimos de introducir reformas inne- 
cesarias. 


Se consideran en la accesión los tres casos que pueden ocurrir: 
incorporación a bienes inmuebles, accesiones ocasionadas por las 
aguas y accesión por incorporación a bienes muebles. 


El principio que fundamenta la acción es que el dueño de lo prin- 
cipal es dueño de lo accesorio. En cuanto a bienes inmuebles se tiene 
como principal el suelo y como accesorio la construcción y la siembra. 


En la accesión ocasionada por las aguas, se establece la avul- 
sión y el aluvión. La primera ocasionada por el desprendimiento de 
una porción conocida de terreno y transportada a heredades colindan- 
tes o a las inferiores; y el segundo ocasionado por el acrecentamiento 
paulatino sobre un terreno que produce el arrastre constante de los 
arroyos, torrentes, ríos y lagos. 


En la accesión por incorporación a bienes muebles se conside- 
ran sus tres especies: adjunción, mezcla o confusión y especificación. 
En esta clase de accesión, se reputa principal la cosa de mayor valor 
y si no pudiere hacerse esta distinción, se tendrá como principal el 
objeto cuyo uso, perfección o adorno se haya conseguido con la 
unión de otro; pero en la pintura, escultura y bordado; en los es- 
eritos, impresos, grabados y litografías, se estima accesorio la tabla, 
metal, piedra, lienzo, papel o pergamino. 


En todo caso de accesión debe atenderse a la buena o mala fe 
de los dueños. 


Tales son las disposiciones que se desarrollan en el Capítulo IX, 
entre los artículos 659 a 702 del Código. 


12.—USUFRUCTO, USO Y HABITACION. Igual que el Código 
derogado, comienza el nuevo Código con el artículo 703, expresando 
que pertenecen al usufructuario los frutos que los bienes produzcan 
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ordinaria y extraordinariamente, salvo las limitaciones que establez- 
ca el título de su constitución. No se define el usufructo, como lo hizo 
el Código del 77, pero se enuncia el contenido de este derecho, que es lo 
importante para conocer su extensión. 


Desapareció del Código del 33 el concepto tradicional del usu- 
fructo consignado en el Código del 77, que exigía conservar la sus- 
tancia de la cosa, pero nada estableció respecto del usufructo de cosas 
consumibles, única clase de bienes a la que puede aplicarse la moder- 
na disposición. 


El artículo 713 llena tal vacío al declarar que si el usufructo 
comprende cosas que no pueden usarse sin consumirse, el usufructua- 
rio está obligado a restituirlas en igual género, cantidad y calidad; y 
si esto no fuere posible, a pagar su valor, si se hubiesen dado esti- 
madas, o su precio corriente al tiempo de cesar el usufructo, si no 
fueron estimadas. 


La innovación que se introduce cambia el concepto antiguo del 
usufructo, al aceptar que éste se constituya sobre cosas consumibles, 
sin que la desaparición de las mismas lo desnaturalice, pues al con- 
cluirse el usufructo, el propietario será restituido con otras de la 
misma especie y calidad. 


Por otra parte, si el usufructo puede constituirse sobre toda 
clase de bienes muebles, no existe impedimento en que se constituya 
sobre derechos riales, incluídos como están en aquellos, de conformi- 


dad con los artículos 446 y 447. 


El usufructo se constituye por contrato o por testamento, dice el 
artículo 704, suprimiendo su constitución por disposición de la ley, 
por estar suprimido el usufructo legal a favor de los padres sobre los 
bienes de los hijos, único que había quedado sobre otros usufructos 
como el antiguo de la viuda y el del marido en algunos casos sobre 
los bienes de su mujer. 


El artículo 705, agrega que puede constituirse a favor de per- 
sonas jurídicas, ampliando el artículo 503 del Código anterior, que 
sólo mencionaba una o varias personas simultánea o sucesivamente. 
Asimismo, el artículo 706, completando el artículo 503, última frac- 
ción del mismo Código, preceptúa que el usufructo a favor de perso- 
nas jurídicas no podrá exceder de treinta años. 
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El artículo 721 modifica la redacción del 516 del Código deroga- 
do y suprime lo relativo al usufructo legal. El usufructuario debe 
garantizar el buen uso de su derecho, a satisfacción del propietario, 
siendo suficiente que la declaración se haga en la forma expresada, 
sin ningún tipo de comparación. 


Por lo demás, conservamos el articulado en un solo capítulo, 
ratificando las obligaciones del usufructuario consistentes en hacer in- 
ventario, garantizar satisfactoriamente al propietario y devolver los 
bienes recibidos, una vez cesado el usufructo por muerte del usufruc- 
tuario o por vencimiento del plazo, o realización de la condición im- 
puesta por el instituyente. 


El capítulo que trata del uso y habitación en el Código, lo hemos 
transcrito en el capítulo DI, pues consideramos innecesaria cualquier 
modificación. 


13.-—SERVIDUMBRES. El Código del 33 desarrolla el tratado 


de las servidumbres en doce capítulos con los títulos siguientes: 


le Clasificaciones; 

2% Servidumbres en materia de aguas; 

3? Aprovechamientos comunes de las aguas públicas; 

4% Servidumbre legal de paso; 

3? Servidumbre legal de amojonamiento y medianería; 


6% Distancia que se requiere para ciertas construcciones y plan- 


taciones; : 
7% Servidumbre de luces y vistas; 
8 Servidumbre legal de desagio; 
92 Servidumbres voluntarias; 
10 Modos de adquirir las servidumbres voluntarias; 
11? Derechos y obligaciones que afectan a los predios entre los 
que esté constituida alguna servidumbre voluntaria; y 
12% Extinción de las servidumbres; 


El nuevo Código reduce el contenido de la materia en cinco ca- 
pitulos, asi: 


1> Disposiciones generales; 
2? Servidumbre de acueducto; 
3? Servidumbre legal de paso; 
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42 Servidumbres voluntarias; y 
52 Extinción de las servidumbres. 


Aparecen suprimidos los capítulos MI, V, VI, VI, VII y IX del 
Código anterior, pero son supresiones hechas solamente en el título 
que comprende las servidumbres, pues excepto el capítulo II, los de- 
más han sido trasladados a los lugares que les corresponde, según 
el contenido de sus disposiciones. 


Los aprovechamientos comunes de las aguas públicas, de que 
trata el capítulo III de aquel Código, entre los artículos 387 a 613, 
comprende disposiciones que deben ser motivo de leyes y reglamen- 
tos administrativos, no correspondiendo dicha materia al Código Ci- 
vil, como ya lo expresamos anteriormente. 


El capítulo V título VI del Código derogado se refiere a servi- 
dumbre legal de amojonamiento y medianería; pero ya se ha hecho 
notar por comentaristas de otros códigos similares al nuestro, que el 
contenido de sus disposiciones no encuentra conformidad con la natu- 
raleza de la servidumbre sino son efectos del derecho de propiedad. 


Realmente lo que hay en una pared, foso o cerca que divide dos 
propiedades continuas, es una copropiedad en la medianería y no 
una servidumbre. Con ese criterio trasladamos todo el capítulo cita- 
do al párrafo II, capitulo II, título 1, del Código, dentro del tratado 


- de la propiedad, suprimiendo el artículo que se refiere a la copropie- 


dad en los diferentes pisos de una casa, pues esta materia se desa- 


- rrolla en el párrafo II del mismo capítulo II con el nombre de pro- 


piedad horizontal. 


El capítulo que se titula “Distancia que se requiere para ciertas 
construcciones y plantaciones”, establece una limitación al derecho ' 
que tiene el propietario de un inmueble. Al definir el derecho de pro- 
piedad el artículo 464 declara que el disfrute de los bienes tiene lu- 
gar dentro de los limites y con la observancia de las obligaciones que 
las leyes establecen. La ley sujeta el derecho del propietario de un 


- inmueble a las limitaciones que expresan los artículos contenidos en 
el capitulo citado en cuanto a edificación y siembra de árboles: luego, 


no se trata de servidumbre alguna sino del ejercicio del derecho de 
propiedad de acuerdo con la misma ley. Con tal fundamento, han 
sido incluídas en el capítulo II, título HU, en los articulos 473 a 484 


- todo lo relativo a estas limitaciones, que a la vez, constituyen dere- 


chos del propietario vecino. 
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El capítulo VII del Código del 33 se refiere a la servidumbre de 
luces y vistas. 


Como servidumbre sí puede establecerse por convenio entre los 
propietarios de dos predios, de manera que sin necesidad de legisla- 
ción especial, queda comprendida entre las servidumbres voluntarias q 
y el modo de constituirlas; pero, refiriéndose el Código a prohibicio- L 
nes que tiene el dueño de una propiedad por respeto al derecho del 58 
vecino, las disposiciones de este capitulo no constituyen servidumbre | 
sino otras limitaciones que tiene el propietario en el ejercicio de su 
derecho. Por tal motivo se ha agregado a la copropiedad en la me- el, 
dianería, en los artículos 523 a 527, tales prohibiciones que están de 
acuerdo con el concepto de propiedad que impone obligaciones al pro- 
pietario y por consiguiente prohibición de ejecutar hechos que da- 3 
ñen al vecino. 


El artículo 752 primera fracción, recoge la definición que da el 
artículo 596 del Código anterior, con referencia únicamente al gra- 
vamen, es decir, a la limitación que sufre un predio en beneficio de 
otro, concepto que es suficiente y apropiado para un código, dejando 
a la doctrina que comprenda en su definición los caracteres comple- 
tos de tal derecho real. 


El segundo párrafo del mismo artículo 752 que constituye la mo- 
dificación que se introduce al articulado, agrega: “Sin embargo, el 
propietario de dos fincas puede gravar una de ellas con servidumbre 
en beneficio de la otra”. Esta innovación acepta clara y categórica- 
mente la servidumbre del propietario, cuyo primer paso fue dado 
por las legislaciones que reconocieron el llamado destino del padre 
de familia, lo que no fue e al Código de Guatemala que en su ar- 
tículo 670 se expresaba asi: “La existencia de un signo aparente de 
servidumbre entre dos fincas, establecido o conservado por el pro- 
pietario de ambas, se considera como titulo para que la servidumbre 
continúe activa y pasivamente, cuando las fincas pasan a propiedad de 
distintos dueños, a no ser que al tiempo de dividirse la propiedad, 50 
exprese lo contrario en el título de enajenación de cualquiera de ellas” iS 

: e 13% 

El principio de que la servidumbre sólo puede establecerse entre ) 
dos propiedades pertenecientes a distintos dueños, suavizado por le 2 
aceptación del destino del padre de familia, pero referido sólo a ser- | 
vidumbres aparentes y continuas, sufre hoy una modificación que 7 Ñ : 
se aplica a toda clase de servidumbres, y, por consiguiente, las suje- 8 
ta a su inscripción en el registro. “ 


% 


ps 
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Constituye una excepción, dice el civilista alemán Hedemann, 
que sustituye el acuerdo de dos propietarios por la declaración de uno 
solo. 


La aceptación de esta reforma dentro de un buen sistema re- 
gistral, como el nuestro, no ofrece peligro alguno, pues el causa- 
habiente está garantizado en su adquisición por el registro y única- 
mente lo perjudicará lo que allí aparezca inscrito, cuyos pormenores 
puede conocer por ser una institución esencialmente pública. 


El artículo 753 complementa el concepto de servidumbre ex- 
presado en el artículo 752. Consiste en no hacer o en tolerar, pero 
no en hacer, salvo que expresamente se haya determinado esa obli- 
gación en el contrato. 


El artículo 735 declara que las servidumbres son inseparables 
del inmueble a que activa o pasivamente pertenecen. Si los inmue- 
bles mudan de dueño, la servidumbre continúa. 


El artículo 756 expresa que las servidumbres son indivisibles, 
aunque se divida el predio sirviente o el dominante. 


Estos artículos, dentro del capítulo de disposiciones genera- 
les, no encierran ninguna noveded; pero fueron agregados para com- 
pletar la extensión y naturaleza de este derecho. 


El capítulo IU, título VI del Código del 33 denominado “Ser- 
vidumbre en materia de aguas”, pasó a formar el capitulo UH, título 


- IV con el nombre de “Servidumbre de acueducto”. 


El capitulo TV del mismo Código, sobre servidumbre legal de 
paso, está transcrito en el capítulo IM del nuevo Código. Tiene agre- 
gado el artículo 796 referente a la servidumbre legal cuando para es- 
tablecer comunicaciones telefónicas particulares entre dos o más fin- 
cas, O para conducir energía eléctrica a una finca, sea necesario co- 
locar postes o tender alambres en terrenos de una finca ajena; servi- 
dumbre que comprende el derecho de tránsito de las personas y el de 
la conducción de los materiales para la construcción y vigilancia de 
la línea. 


Respecto de las servidumbres provenientes de la conducción de 
energia eléctrica para las poblaciones y del paso de vehículos aéreos, 
se regirán por leyes especiales, prescribe el artículo 797. 


96 


on hi A ad 


El artículo 798 se refiere a una servidumbre especial: la salida 
del desagie de un predio rústico o urbano por predios circunvecinos, 
cuando esté enclavado de manera que no tenga comunicación directa 
con algún camino, canal o calle pública. 


El capítulo IV reune los capítulos IX, X, XI y XII del Código 
anterior, referentes a las servidumbres voluntarias, modo de adqui- 
rirlas, derechos y obligaciones entre los que esté constituida alguna 
servidumbre voluntaria y su extinción. 


El artículo 799 copia la segunda fracción del artículo 659 del 
Código derogado y suprime la primera parte de éste, por ser una de- 
claración innecesaria. 


Se suprime el artículo 660 del mismo Código por idéntica ra- 
zÓn; y 


Se suprime también el artículo 670 por estar sustituido por la 
segunda fracción del artículo 752 como se ha comentado anterior- 
mente. 


14.—HIPOTECA. Comprendemos en este libro los llamados de- 
rechos reales de garantía, como son: la hipoteca y la prenda, ordena- 
dos en el título V en cuatro capítulos que tratan separadamente de 
la hipoteca común, hipoteca de cédulas, prenda común y prenda 
agraria, ganadera e industrial. Ñ 


El Código del 33 introdujo importantes reformas al tratado de 


la hipoteca y creó la prenda sin desplazamiento, antes desconocida en 
nuestro derecho. 


La supresión del saldo insoluto en el remate de los bienes 
hipotecados como consecuencia de la exclusión de la responsabilidad 
personal del deudor, propuesta por nosotros a la Comisión de Legis- 
lación de la Asamblea Nacional Legislativa en 1932, fue aceptada e 
incluída entre otras modificaciones, en el Código Civil promulgado 
en 1933. La comisión agregó a lo propuesto la frase “ni aun por pac- 
to expreso”, realmente necesaria para impedir que el precepto sea 
burlado por un aparente consentimiento del deudor debido a presión 
del acreedor. 


La misma disposición fue aplicada a la prenda, pero sin el com- 


plemento agregado a la hipoteca. 
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La mencionada comisión legislativa en su dictamen se expresó 
así: “Lo más saliente de la reforma es haber convertido el contrato 
de hipoteca de accesorio en principal, recayendo sobre el inmueble hi- 
potecado la responsabilidad del pago con exclusión de la garantía 
personal del deudor”. 


A propósito, copiamos lo que expone el civilista español Valver- 
de en su obra de Derecho Civil, Tomo ll, página 583, edición 1936: 
“En las legislaciones donde no se concibe la hipoteca como un cré- 
dito sobre la cosa, toda deuda es personal, en el sentido de que afec- 
ta a todo nuestro patrimonio; pero desde el momento que admitamos 
una hipoteca que afecte únicamente a la finca obligada, habremos 
creado en cierto modo un crédito contra una cosa, y como la finca 
no puede ser sujeto pasivo, el poseedor o dueño de la finca es su re- 
presentante y no responde más que del valor de ella”. 


Sin embargo, esta transformación de la hipoteca aunque pres- 
cinde de toda acción personal contra el deudor, sigue siendo acceso- 
ria, aún cuando sea el propietario el que constituya el gravamen a su 
favor para representar un crédito por medio de cédulas y negociar- 
lo en el momento que necesite hacerlo. 


Morell, en su obra, Comentarios a la legislación hipotecaria, to- 
mo IV, página 520, 2a. edición, 1930 dice así: “La hipoteca no puede 
librarse de su carácter verdaderamente accesorio. Podrá ser inde- 
pendiente de toda obligación personal, pero nunca realmente inde- 
pendiente de algo que represente un crédito, un valor, una suma de 
dinero, un bien mueble. La llamada hipoteca independiente viene a 
constituir, en suma, por lo tanto, una garantía de carácter acceso- 
rio. Puede nacer antes de que exista crédito alguno, pero sólo de un 
modo condicional y para el caso de que el crédito llegue a existir”. 


Tenemos, pues, una hipoteca con carácter real y asi se establece 
en el nuevo Código, pero siempre constituye una garantía de obli- 
gaciones cuyo sujeto pasivo debe ser en caso de ejecución, el poseedor 
actual del inmueble gravado. 


Por consiguiente, si el dueño del inmueble lo hipoteca y después 
lo vende, traspasa al comprador la propiedad con el gravamen hipo- 
tecario que la sigue ““como la sombra al cuerpo”, y el acreedor, en 
caso de ejecución, deberá entenderse con el nuevo propietario, sujeto 
pasivo de la obligación, que representa la cosa hipotecada, como su 
actual poseedor e interesado en defenderla y liberarla.. 
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La hipoteca considerada como derecho real ocupa lugar en este 
libro del código, pero como objeto de contrato se entiende que para 
su constitución deben llenarse los requisitos establecidos en el libro 
3 parte primera, relativos a las obligaciones emanadas de contrato. 


La hipoteca es por hoy la garantía que mayor aceptación tiene 
en las actividades crediticias del país, El acreedor sabe que el valor 
del inmueble responde suficientemente para el reembolso del capi- 
tal prestado o para el cumplimiento de otra clase de obligaciones y 
en consecuencia, su derecho se limita a la cosa gravada para ejerci- 
tar sobre ella la acción real hipotecaria con prescindencia de cual- 
quier otro bien no comprendido en la obligación. 


La hipoteca como contrato mereció la especial atención de los 
establecimientos de crédito los cuales solicitaron algunas modificacio- 
nes a lo establecido en el Decreto Ley número 106. La Asociación 
de Banqueros presentó un pliego de observaciones a los capitulos de 


la hipoteca, de la prenda y de la fianza y sus abogados las estudiaron 
juntamente con la Comisión Revisora del Código, dando por resultado 


los cambios que a dichos capítulos introdujo el Decreto Ley número 
218. Aprovechando la oportunidad de la emisión de este decreto, se 
comprendieron en el mismo modificaciones a diferentes artículos pa- 
ra aclarar su contenido y mejorar su redacción. 


Hechas estas indicaciones, pasamos a exponer las reformas in- 
troducidas: 


El acreedor no puede pactar la adjudicación en pago al consti- 
tuirse la hipoteca. Su derecho consiste en promover judicialmente 
la venta de los bienes gravados en pública subasta cuando la obliga- 
ción sea exigible y no se cumpla; o a seguir el procedimiento especial, 
establecido en la ley cuando se trate de obligaciones a favor de una 
institución bancaria. 


La adjudicación, sin embargo, sí puede otorgarse por el deudor 
cuando su situación económica no le permita cumplir su obligación, 
o se vea amenazado por la acción ejecutiva, pues en estos casos de- 
saparece el peligro de que tal forma de pago sea impuesta por el acree- 
dor para conceder el préstamo. 


En cuanto a la individualidad de la hipoteca, el Código hacía 
obligatoria la determinación de la cantidad por la que debía respon- 
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der cada finca si se hipotecaban varias a la vez por un solo crédito, 
debiendo el acreedor limitar su acción hipotecaria sobre cada una 
por la cantidad que se le hubiere asignado, sin que pudiera repetir 
contra las demás fincas gravadas, por saldo insoluto. 


De igual manera, si una finca hipotecada se dividía en dos o más, 
el deudor podía pedir la repartición del gravamen y en caso de ne- 
gativa arbitraria del acreedor, acudir al juez para que resolviera el 
caso, previo dictamen de expertos. 


Como puede notarse, la reforma hacia obligatorio lo que antes 
era potestativo, con el objeto de hacer menos gravosa la situación 
del deudor, interesado en liberar sus bienes, para lo cual debía dár- 
sele facilidades sin perjudicar los derechos del acreedor, pues, aun- 
que aparentemente se disminuía la garantía, lo que se hacía era evi- 
tar su exceso innecesario. 


El Decreto Ley No. 218 modificó estas reformas y volvió a los 
principios sustentados en el Código del 77, reproducidos en el Código 
del 33. Dado el régimen económico actual y las circunstancias espe- 
ciales que nos son propias, pudo considerarse aceptables las propues- 
tas bancarias a fin de no debilitar la firmeza de la garantía y la se- 
guridad de las inversiones, y obtener mayor amplitud y menos exi- 
gencias en el otorgamiento de los créditos. 


Volvemos, pues, a los preceptos del Código anterior en cuanto a 
la división del gravamen, si se divide la finca o se constituye sobre 
varios inmuebles. 


Si una finca hipotecada se divide en dos o más, el deudor podía 
pedir, según el artículo 826, la repartición del gravamen y en caso de 
negativa del acreedor, acudir a la decisión judicial. Si un mismo cré- 
dito recaía a la vez sobre varias fincas, los interesados debían deter- 


- minar la parte de gravamen correspondiente a cada una, y el acree- 


dor no podía ejercitar su acción sobre las fincas hipotecadas sino por 
la cantidad asignada a cada una de ellas. 


El Decreto 218 modifica estos preceptos. La división de la finca 
no afecta la indivisibilidad de la hipoteca. Sólo en caso de que el 
deudor hubiere pagado más del 50% de la deuda y siempre que el 
valor de los inmuebles que continúen gravados guarde una justa re- 
lación con el saldo deudor, puede pedir al acreedor la reducción de 
la garantía mediante la liberación del gravamen hipotecario que pesa 


sobre alguna o varias fincas. Esa justa relación es cuestión de hecho 
que se apreciará por la autoridad judicial si las partes no se pusieren 
de acuerdo. 


En cuanto a la hipoteca de varias fincas por un solo crédito se 
repite el precepto del Código del 77 y del 33, en el sentido de que 
los interesados podrán asignar a cada finca la parte de gravamen que 
debe garantizar, o sea que en esta reforma se vuelve potestativo lo 
que en el artículo 227 se hacía obligatorio. Además, en caso de eje- 
cución se repite el procedimiento anterior de que si alguna finca no 
alcanzare a cubrir su crédito, puede ejercitarse la acción sobre las 
demás fincas siempre que no medie perjuicio de tercero. 


A los casos de extensión de la hipoteca enumerados en el artículo 
693 del Código del 33, se agrega en el artículo 830 el de los nuevos 
edificios que el propietario construya y los nuevos pisos que levante 
sobre los edificios hipotecados. 


No se menciona el usufructo cuando se consolida con la nueva 
propiedad puesto que al operarse la consolidación el usufructo deja 
de ser y los frutos quedan como accesorios de la finca, comprendidos 
en las accesiones naturales que establece el inciso lo. del mismo ar- 
tículo. 


En cuanto a las accesiones de productos, frutos y rentas que 
el artículo mencionado declaraba no incluídas en la hipoteca sino los 
no percibidos al exigirse el cumplimiento de la obligación, el Código 
traslada el precepto al artículo 834, pero expresando en forma clara y 
terminante que tales bienes no quedarán incluídos en la hipoteca, 
salvo si estuvieren libres de gravamen al ejecutarse el cumplimiento 
de la obligación; pues los frutos no percibidos (no recogidos) deben 
estar libres de gravamen prendario para que los alcance la acción hi- 
potecaria del acreedor. 


De las indemnizaciones de los bienes hipotecados se ocupan los 
artículos 831, 832 y 833, modificando similares Dec del 
Código anterior. 
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La indemnización puede proceder por expropiación forzosa, en 
cuyo caso, el acreedor hará valer sus derechos sobre el precio que 


se pague. 


Si la finca estuviere asegurada y se destruyere por incendio u 
otra eventualidad, la hipoteca subsistirá sobre el resto del inmueble 
y además sobre el valor del seguro. 


Debe distinguirse si hubieren varias hipotecas o prendas co- 
rrespondientes a distintos acreedores. En este caso, no puede dejar- 
se al arbitrio de éstos la repartición o pago de los diferentes gravá- 
menes sino que es necesario que intervenga la autoridad judicial a 
fin de que con conocimiento de las obligaciones pendientes según el 
registro, ordene los pagos atendiendo al grado de las hipotecas. 


El plazo puede o no estar vencido. En el primer caso, el pago es 
inmediato; en el segundo, el depósito podrá ser retirado por el acree- 
dor, pero no seguirán corriendo los intereses. 


Cuando hubiere prenda agraria inscrita sobre la finca hipoteca- 
da y la indemnización no fuere especialmente aplicable al inmueble 
o a los bienes pignorados, el pago será hecho por el juez de manera 
equitativa, tomando en cuenta el monto de los créditos garantizados, 
los daños y perjuicios sufridos y las demás circunstancias que sea ne- 
cesario apreciar. 


De esta manera quedan cubiertos los casos que puedan ocurrir. 
Si la indemnización procede por seguro del inmueble hipotecado, co- 
rresponderá como garantía al acreedor hipotecario; si procede por 
seguro de los bienes pignorados, garantizará al acreedor prendario; 
y si el seguro no fuere determinado o constituido especialmente sobre 
el inmueble o sobre las cosas objeto de la prenda, será el juez el que 
declare la parte que a cada uno de los acreedores hipotecarios y pren- 
dario corresponda, en vista de las pruebas que se le presenten. 


Los bienes hipotecados, expresa el artículo 836, pueden hipote- 
carse de nuevo o enajenarse, aunque haya estipulación en contrario, 
salvo lo que se establezca en contratos que se refieran a créditos ban- 
carios. En el primer supuesto es el acreedor el que decide la acepta- 
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ción de una segunda o tercera hipoteca tomando en cuenta el valor 
del inmueble, y respecto a la enajenación, el deudor no perjudica al 
acreedor porque siendo real el derecho de éste y no habiendo acción 
personal, nada importa quien sea el propietario de la cosa. 


El artículo 837 establece que el predio común no puede ser hi- 
potecado sino con el consentimiento de todos los propietarios, pero 
pueden hipotecarse los derechos que el condómino tenga en el pre- 
dio común; pues tiene la plena propiedad de la parte alícuota que le 
corresponde y la de sus frutos y utilidades. No obstante prescribe el 
artículo 491, los condueños gozan del derecho de tanteo que podrán 
ejercitar dentro de los quince días siguientes de haber sido notifi- 
cados del contrato que se pretenda celebrar. 


El artículo 838 menciona los dos casos en que no pueden hipo- 
tecarse los inmuebles: cuando estén destinados a patrimonio de fa- 
milia y cuando en los bienes adquiridos por herencia, legado o do- 
nación, haya prohibición de hipotecarlos impuesta por el causante. 
Sin embargo, esta prohibición no podrá exceder de cinco años, tér- 
mino que para los menores debe contarse desde que cumplan la ma- 


yoría de edad. 


La naturaleza del patrimonio familiar no permite la enajena- 
ción o gravamen de los bienes que lo constituyen, para la protec- 
ción del hogar y sostenimiento de la familia, hasta que dicho patrimo- 
nio familiar termine. 


La condición de no hipotecar impuesta por el causante al ad- 
quirente de los bienes, que la ley limita a cinco años, obedece a consi- 
deraciones muy dignas de aceptarse, pues tienden a evitar el despil- 
farro que produce la inexperiencia o la posesión repentina de propie- 
dades que el causahabiente puede comprometer para agenciarse de 
fondos sin prever las consecuencias que pueden sobrevenir. 


Los bienes de ausentes y de los que no tienen la libre disposición 
de ellos, están sujetos a formalidades en su gravamen y enajenación 
eomo lo establecen los artículos 60 y 322, de suerte que es innecesa- 
rio repetirlo en el capítulo de la hipoteca. 


Los ferrocarriles, canales muelles y otras obras destinadas al 
servicio público, están sujetas a las limitaciones de su respectiva con- 
cesión que constan en el registro, por lo que asimismo es inútil incluir- 
lo en las restricciones. 


pe 
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Los bienes litigiosos, cuya calidad consta en el registro, el acree- 
dor puede aceptarlos en garantía, pero sujeta a las resultas del liti- 
gio, lo que el registro le advierte; y por lo mismo no hace falta re- 
petir lo que ya se ha declarado en otras disposiciones. 


Los bienes adquiridos por sociedades cooperativas, de igual ma- 
nera, están sujetos a las leyes de su institución, las que dispondrán 
lo relativo al gravamen y enajenación de los mismos. 


En resumen, quedan suprimidos los incisos 1o., 4o., 50., 6o. y To. 
del artículo 699 del Código del 33, por las razones expresadas y acepta- 
dos los incisos 20. y 3o., pero con las modificaciones con que apa- 
recen en los artículos 836, 837 y 839. 


Los edificios organizados en propiedad horizontal pueden hi- 
potecarse en su totalidad o por pisos separadamente. En el primer 
caso con expreso consentimiento de todos los propietarios; y en el 
segundo, por su dueño, toda vez que cada piso es independiente y tie- 
ne registro propio. 


El artículo 842 fue modificado por el artículo 39 del Decreto 218, 
en el sentido de que si se constituye prenda e hipoteca, ésta puede 
garantizar el saldo insoluto que deje la prenda, pero siempre que- 
dando excluida la responsabilidad personal del deudor. 


La unificación de dos o más fincas cuando alguna de ellas, por 
lo menos, estuviere hipotecada, necesita convenio previo del propie- 
tario con los acreedores hipotecarios y los que tengan algún derecho 
real inscrito sobre las mismas fincas. | 


Aunque el acreedor haya aceptado la garantía considerándola 
suficiente para el reembolso del capital prestado, intereses y gastos, 
o para el exacto cumplimiento de las obligaciones contraídas, pue- 
de sobrevenir una baja o depreciación de la propiedad y en este caso 
el artículo 845 dispone lo que debe hacerse. Aparece este artículo 
modificado por el artículo 40 del Decreto 218, pero la reforma con- 
siste únicamente en el cambio de la palabra hipoteca por garantía, 
al principio del artículo. 


Cuando ocurra el remate de los bienes hipotecados, según el 
artículo 849, los acreedores hipotecarios por su orden, después de 
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los comuneros, tendrán derecho de tanteo; y del precio que se obten- 
ga, se harán los pagos pendientes en la forma que establece el ar- 
tículo 850. El inciso 20. de éste lo amplió el artículo 41 del Decreto 
218, agregándole la frase que dice: “correspondientes a los últimos 
cinco años”, refiriéndose a la deuda por contribuciones. 


El artículo 844 reduce a dos anualidades el término de tres años 
que señalaba el artículo 694 del Código anterior. La hipoteca cons- 
tituída en garantía de una obligación que devenga intereses, no ase- 
gurará, con perjuicio de tercero, sino los intereses de los dos últimos 
años y los que se causen desde que se anote la ejecución. 


La reducción obedece a que se ha consumado la prescripción 
respecto de los años anteriores y es el término de dos años el que 
señala el artículo 1514, inciso 4o. 


Terminado el procedimiento ejecutivo y otorgada la escritu- 
ra a favor del adjudicatario, éste recibirá los bienes libres de todo 
gravamen, anotación o inscripción posterior a la inscripción de la 
hipoteca que motivó la ejecución; y aún más, el adquirente puede 
exigir la cancelación de las hipotecas anteriores pagando íntegramen- 
te los capitales e intereses hasta el vencimiento de los plazos o la 
fecha de pago, pues en este caso los acreedores no sufren ningún per- 
juicio con la cancelación y más bien resultan favorecidos con el pago 
de intereses hasta el vencimiento del plazo, aunque éste no estuvie- 
re vencido. Así lo disponen los artículos 846 y 847. (*) 


Si la ejecución se lleva a cabo por deuda no hipotecaria, la pro- 
piedad pasa al rematario con los gravámenes, anotaciones e inscrip- 
ciones anteriores a la anotación de la demanda o del embargo, como 
lo prescribe el artículo 848. 


El artículo 852 expresa que el crédito garantizado con hipoteca 
puede subhipotecarse en todo o en parte, llenándose las formalidades 
aplicables establecidas para la constitución de la hipoteca. 


(1) Debe entenderse, desde luego, que la cancelación de los gravámenes a que se rofle- 
re el artículo 846 (y especialmente el artículo 1173), no comprende la cancelación de 
las inscripciones de créditos prendarios, pues éstos se constituyen con independencia 
de los inmuebles a que pertenecen los frutos, productos y demás bienes, como lo orde- 
na el artículo 904; de tal manera que dichos bienes son los que únicamente garan- 
tizan el cumplimiento de la obligación y no el inmueble a que pertenecen. 
Corrobora este criterio el artículo 834 que declara que los bienes de una finca sobre 
los cuales puede constituirse prenda agraria, no quedan incluidos en la hipoteca sino 
únicamente cuando estén libres de gravamen al ejecutarse el cumplimiento de la 
obligación. PA p 4 
No deja lugar a duda, por consiguiente, la distinción y separación que existe entre 
los gravámenes que afectan al bien raíz, que son los que en el caso dében cancelarse, 
y los que soportan los bienes que al mismo pertenecen, los cuales responderán al 
pago con su producto. 
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El Código del 33 suprimió la hipoteca de hipoteca y la sustituyó 
por la prenda del crédito hipotecario, pero lo que sirve de garantía 
a la subhipoteca es la hipoteca, que constituye un derecho real sobre 
inmuebles y no el título de crédito. El artículo 446 declara que se 
consideran como inmuebles los derechos reales sobre inmuebles y las 
acciones que los aseguran; de suerte que es consecuente con este pre- 
cepto la declaración de subhipoteca, en vez de prenda del título. 


Pero es necesario que la constitución de la subhipoteca se haga 
con conocimiento del deudor a fin de que éste no pague a su acreedor 
sino que deposite el importe de su adeudo a la orden del acreedor de 
la subhipoteca y pueda así obtener la cancelación de los dos gravá- 
menes hipotecarios con intervención judicial. Una vez hecha la noti- 
ficación al deudor ya queda éste enterado de que su obligación deberá 
cumplirla sin desatender el derecho que tiene adquirido el acreedor 
subhipotecario. 


En caso de que el acreedor hipotecario se convierta en propieta- 
rio de la finca, la hipoteca se extingue, pero queda pendiente la sub- 
hipoteca, la cual ocupará su lugar como hipoteca en favor del acree- 
dor subhipotecario. Así lo dispone el artículo 855. 


Los casos de extinción de la hipoteca, señalados en el artículo 
716 del Código derogado quedan suprimidos, por ser innecesaria la 
disposición, ya que repite prescripciones contenidas en los lugares co- 
rrespondientes, pues no son exclusivos de la hipoteca. 


La extinción por la resolución del derecho del constituyente está 
prevista en la hipoteca de los bienes sujetos a derechos eventuales o 
condiciones suspensivas, rescisorias o resolutorias, quedando sujeta 
a lo que resulte de ellos. 


La extinción por la venta judicial también está determinada en 
ios artículos que tratan del remate de los bienes hipotecados; y la 
expropiación está igualmente tratada en el artículo relativo a la ex- 
tensión de la hipoteca, en que se deja afecta al pago el monto de la 
indemnización y distribuible entre los acreedores, con intervención 
judicial. 


El artículo 856 dispone que la obligación garantizada con hipo- 
teca prescribirá a los diez años contados desde el vencimiento de la 
obligación o de la fecha en que se tuviere como vencido en virtud 
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de lo estipulado. La modificación hecha por el artículo 42 del De- 
creto 218 consiste en el cambio de la palabra hipoteca por obligación 
garantizada con hipoteca. 


La cuenta corriente puede quedar garantizada con hipoteca, de- 
biendo fijarse en la escritura constitutiva del crédito, la cantidad 
máxima por la que responda la finca hipotecada. El artículo 43 del 
Decreto 218 suprimió la última parte del artículo 857, que establecía 
la obligación de consignar en la escritura los plazos de liquidación de 
la cuenta y la forma de acreditar la cantidad líquida exigible al ven- 
cimiento de cada plazo. 


El artículo 859 fue substituido por el artículo 44 del Decreto 
218, declarando que puede constituirse hipoteca en garantía de obli- 
gaciones futuras a favor de instituciones bancarias. El contenido del 
artículo 859 pasó a formar el artículo 860, suprimiéndole el artículo 45 
del Decreto 218, la última parte que decía: “El crédito garantizado 
por cédulas no puede exceder del ochenta por ciento del avalúo del 
inmueble hipotecado”, fracción que se trasladó al artículo 867, pero 
reduciendo el porcentaje al 75% del avalúo del inmueble hipotecado. 


La Comisión Revisora en su dictamen se expresa asi: 

En cuanto a la hipoteca, se aceptó el criterio de que también 
pueden hipotecarse los derechos que el condómino tenga en el pre- 
dio común, por estimarse que si el acreedor acepta la garantía en esa 
forma, no hay razón para perjudicar al condómino negándole la cons- 
titución de esa clase de garantía para la obtención de sus créditos. 


Se suprimió el articulado que regulaba las hipotecas legales, por 
considerarse que actualmente hay otros medios suficientes para la 
exigencia de garantías, además de la variedad de éstas. 

En materia de Cédulas Hipotecarias se estimó necesario dejar 
establecido que en la escritura de cédulas o bonos hipotecarios, debe 
consignarse el monto del avalúo y que la emisión no pueda exceder 


del 80% de dicho avalúo. 


Modificación fundamental se introdujo al Proyecto al establecer 
la norma de que en la prenda común pueda haber obligación de pagar 
el saldo insoluto si así se pactó expresamente, porque se estimó que 
dejando la prohibición que trae el Proyecto podía ser perjudicial 
para el crédito al provocar su inmovilización. Sin embargo, tal prohi- 
bición si se aceptó en relación a la hipoteca. 
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Asimismo, tomando en cuenta la realidad de nuestro medio, se 
aceptó para la prenda común que pueda constituirse sin desplaza- 
miento, o sea quedando en poder del deudor la cosa dada en prenda, 
cuando el acreedor así lo consienta. 


CEDULAS HIPOTECARIAS 


La ley que estableció las cédulas hipotecarias fue una innovación 
de importancia contenida en la Ley de Hipoteca, Prenda y Registro 
de la Propiedad, propuesta por el Ejecutivo y emitida por Decreto 
Legislativo número 1656 de 30 de mayo de 1930. 


No era conocida en nuestro medio esa modalidad y la regulación 
de que fue objeto quedó incorporada en el Código Civil de 1933, que- 
dando vigentes desde entonces sus disposiciones y de nuevo inclui- 
das con algunas variantes en el Código Civil que comentamos en los 
artículos 850 a 879, algunos de los cuales aparecen con modificaciones 
introducidas por el Decreto 218. 


Ya dijimos al principio del estudio de la hipoteca que ésta si- 
gue siendo una garantía accesoria aún en el caso que contempla el 
artículo 860, pues aunque se constituya a favor del mismo pro- 
pietario, su existencia es condicionada a un crédito que lo negociará 
el constituyente en el momento en que necesite hacerlo. 


El Decreto Ley No. 106 había comprendido en este capitulo las 
cédulas y bonos hipotecarios, pero el Decreto 218 supriraió toda de- 
nominación de bonos y dejó solamente las cédulas, consistiendo en 


esta supresión las reformas que contienen los artículos 46, 47, 48, 
50, 51, 52, 53, 54 y 59 del mencionado Decreto 218. 


Se regulan disposiciones relativas a solidaridad de gravamen si 
con varios los inmuebles hipotecados, propiedades pro-indiviso, cé- 
Culas emitidas por bancos de crédito territorial, requisitos de la es- 
critura pública de hipoteca, emisión de cédulas, requisitos que deben 
contener así como sus cupones, depreciación de la garantía, inter- 
vención del inmueble, repartición del predio del remate, consignación 
del valor de las cédulas o cupones, reposición de los mismos y can- 
celación de la hipoteca. 


La emisión de las cédulas no podrá exceder del setenta y cinco 
por ciento del avalúo del inmueble hipotecado, como ya lo dijimos, 
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pero este avalúo deberá practicarse por valuador autorizado por la 
Administración de Rentas o por valuador bancario y aprobado por 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público; formalidades muy justi- 
ficadas en protección de los intereses de quienes van a adquirir las 
cédulas y necesitan de las máximas garantias de su inversión. 


15.—PRENDA. La prenda es otro derecho real que garantiza el 
cumplimiento de una obligación. 


El Proyecto declaraba que el deudor no quedaba obligado a 
ningún saldo insoluto ni aún por pacto expreso, estimando que el acree- 
dor que acepta un bien en garantía de la obligación a su favor, lo hace 
con pleno conocimiento del valor de la cosa y previo avalúo, de tal 
manera que en la totalidad de los casos la cosa pignorada garanti- 
za con exceso el monto del capital, intereses y gastos; y tanto para 
no desvirtuar el carácter real del derecho del acreedor prendario, que 
da lugar igualmente a una acción real, como para no dar lugar al 
abuso del acreedor, prohibía dicho Proyecto el pacto expreso recono- 
ciendo cualquier saldo insoluto; pero la Comisión Revisora supri- 
mió esa prohibición y en su informe se expresa asi: “Modificación 
fundamental se introdujo al Proyecto al establecer la norma de que 
en la prenda común pueda haber obligación de pagar el saldo insoluto 
si así se pactó expresamente; porque se estimó que dejando la prohi- 
bición que trae el proyecto podrá ser perjudicial para el crédito al 
provocar su inmovilización. Sin embargo, tal prohibición si se acep- 
tó en relación a la hipoteca. Asimismo, tomando en cuenta la reali- 
dad de nuestro medio, se aceptó para la prenda común que pueda 
constituirse sin desplazamiento, o sea quedando en poder del deudor 
la cosa dada en prenda, cuando el acreedor así lo consienta”. 


Con relación a este último punto, el Proyecto había tomado como 
caracteristica de la prenda común que la diferenciaba de la hipoteca, 
su tradición obligatoria, pero de conformidad con la reforma, se per- 
mite que la prenda quede en poder del deudor, y aún que éste pueda 
usarla, si asi lo consiente el acreedor, tal como está legislado para la 
prenda agraria. Sin embargo, es importante la modificación introdu- 
cida, pues las agencias vendedoras de carros, televisores, máquinas de 
escribir y de coser, etc., que han acostumbrado constituir en depósito 
la cosa pignorada mientras se termina de pagar el precio, pueden 
ahora hacerlo en el propio deudor comprador, sin necesidad de recu- 
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rrir al artificio de designar un depositario nominal, como ocurría, 
pues el bien quedaba siempre en poder del deudor. 


El problema se presenta ahora en el caso de un objeto no iden- 
tificable fácilmente, por lo que el acreedor deberá exigir la declara- 
ción expresa del deudor en el momento de firmar el contrato, de que 
el bien pignorado está o no libre de gravamen, como lo dispone el 
artículo 30 del Código de Notariado. 


Se permite la constitución de prenda en favor de varias personas 
sucesivamente, con aviso a los acreedores que ya tienen la misma ga- 
rantía. Se ha negado este derecho al deudor por razones de orden 
práctico, pero estando asegurado el primer acreedor prendario que 
tiene preferencia en el pago, con el precio que se obtenga en la venta 
A del bien pignorado, no hay razón jurídica para impedir que se acep- 
te por un nuevo acreedor la garantía de una cosa que puede perfecta- 
mente satisfacer con su precio los dos créditos. Todo depende de que 
el prestamista bien enterado de la existencia de un gravamen ante- 
z rior, la acepte y que al verificarse el remate sean notificados los acree- 
3 dores para que concurran a defender sus intereses. Preferible será, 
desde luego, que los ulteriores gravámenes sean a favor del mismo 
primer acreedor, pero si éste no acepta y ya que ningún perjuicio se 
le sigue, debe dejar que el deudor busque otro prestamista, para rea- 
lizar el negocio. La reforma del Artículo 883 por el artículo 57 del 
Decreto 218, agregó que el primer acreedor tendrá derecho de susti- 
tuir al depositario. 


El derecho del acreedor prendario es el mismo que el del hipo- 
tecario, promover la venta del bien pignorado en caso de incum- 
plimiento, pero no pactar con el deudor en el acto del otorgamiento 
del contrato la adjudicación en pago, ni disponer de ella por sí mismo. 


Las formalidades para la constitución del contrato de prenda y 
las obligaciones del depositario de los bienes pignorados se establecen 
en los artículos 884 a 888 con preceptos iguales a los del Código de- 
rogado, pero se suprime la prenda de crédito hipotecario por las ra- 
zones ya expresadas al tratar de la subhipoteca. 


En cuanto al saneamiento de la cosa dada en prenda cuando ésta 
consista en un crédito u otros valores, el deudor no queda obligado a 
responder de la solvencia del que se obligó sino sólo de la existencia 
y legitimidad del crédito. Artículo 890. 
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La restitución de la prenda debe hacerla el acreedor al ser pa- 
gada totalmente la deuda, pero si fueren varios los bienes empeñados 
y se hubiere asignado a cada cosa su responsabilidad, el deudor úni- 
camente puede exigir la entrega de la que libere con el pago. 


La negociación del crédito prendario puede hacerla el acreedor, 
pero el cambio de acreedor, dice la reforma al artículo 894 que hizo 
el artículo 61 del Decreto 218, no altera las condiciones del contrato. 


Los artículos 898, 899, 900 y 901, son disposiciones de evidente 
utilidad. El deudor es dueño de las cosas pignoradas y como tal 
ejercita sus derechos, pero con las limitaciones que le impone el gra- 
vamen constituído. La depreciación de la prenda puede dar origen a 
la solicitud del acreedor o del deudor para venderla en pública su- 
basta y si se realiza, el precio sustituye la cosa. A la venta solicitada 
por el acreedor puede oponerse el deudor constituyendo otra garan- 
tía satisfactoria. 


También puede vender el bien si se le presenta ocasión venta- 
josa, pero el precio obtenido sustituirá asimismo la garantía, a no ser 
que sin merma de intereses, prefiera pagar su adeudo. 


Se otorga otro derecho al deudor al permitirle que si fueren varias 
las cosas empeñadas y su valor total excediere del monto del crédito, 
el juez podrá limitar la venta a las cosas cuyo valor sea bastante para 
la cancelación, aunque sin perjuicio de subastar los restantes si el pre- 
cio de las vendidas no cubriere la obligación. 


Las restantes disposiciones del Código del 33 están incluídas en 
el nuevo Código, algunas literalmente y Otras con redacción modifi- 
cada, conservando el contenido. 


16.—PRENDA AGRARIA, GANADERA E INDUSTRIAL. Con el 
artículo 904 se da principio a la llamada prenda agraria, ganadera e 
industrial, establecida en beneficio de la agricultura y de la industria. 


Esta modalidad de la prenda fue establecida por el Decreto Le- 
gislativo No. 1656 de que ya hemos hecho referencia al tratar de las 
cédulas hipotecarias, y así como esta nueva institución, la prenda 
sin desplazamiento quedó comprendida en el Código Civil emitido el 
año de 1933. 
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La prenda sufrió con esta nueva modalidad un cambio sustan- 
cial, desde el momento en que tratándose de bienes muebles por na- 
turaleza, aunque algunos de, ellos declarados ficticiamente inmuebles 
por destino, constituyeron el objeto del contrato sin tradición, o sea, 
que los bienes pignorados quedaban en posesión del deudor. No podía 
ser de otra manera, pues la finalidad de la prenda agraria era y con- 
tinúa siendo proporcionar fondos al agricultor o al industrial para la 
producción en beneficio de la economía del país y por lo tanto la na- 


turaleza misma del contrato exige que no haya desposesión en el 
deudor. 


Con el establecimiento de esta clase de prenda, el agricultor ha 
tenido doble posibilidad para obtener los fondos que necesita para la 
producción. Puede formar la finca hipotecándola y atender y levan- 
tar la cosecha pignorando los bienes que la ley enumera, con inde- 
pendencia de la hipoteca. 


Las disposiciones del Código del 33 relativas a esta garantía con 
algunas modificaciones se trasladan al nuevo Código, como se detalla 
enseguida. 


El artículo 766 del Código anterior, modificado por el artículo 
17 del decreto legislativo número 2010, enumeraba los bienes obje- 
to de prenda. El Código nuevo agrega la expresión siguiente: “Con 
independencia de los inmuebles a que pertenezcan”, para dejar así 
afirmado el carácter de esta clase de prenda que se desarrolla inde- 
pendiente de la hipoteca, a efecto de que el propietario agricultor o 
industrial tenga la posibilidad de obtener créditos con garantía pren- 
daria sobre bienes que de otro modo quedarian afectos a la hipoteca. 


Las variaciones que se hacen en la enumeración de los bienes que 
pueden darse en prenda, son de redacción, para su claridad y debi- 
da separación. 


Sobre la finca cuyos frutos pendientes estén pigmorados, puede 
pesar una hipoteca. El gravamen hipotecario puede ser anterior o 
posterior a la constitución de la prenda. En el primer caso se le da 
preferencia al acreedor hipotecario para que otorgue el crédito pren- 
dario y sólo si éste no concede el crédito, el solicitante podrá obte- 
nerlo de otra persona. Si la hipoteca es posterior, como la garantía 
es independiente del inmueble, la extensión de aquella no tiene lugar 
sobre los bienes pignorados. 
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Asimismo, si el propietario necesitare más fondos para la aten- 
ción de la finca, tiene preferencia para cóncederlos el primer acreedor 
prendario, pero si éste no concede el nuevo crédito, el deudor podrá 
solicitarlo a otra persona, con garantía de la parte restante de una co- 
secha pendiente, sin perjuicio de la, preferencia en el pago que tiene 
el primer acreedor. 


Para evitar la distracción de fondos en la cancelación de Otros 
créditos o en gastos ajenos a la finca, el artículo 910 dice que los 
fondos que se obtengan con prenda agraria, cuando hubiere hipote- 
ca, deberán invertirse exclusivamente en gastos de “administración, 
sostenimiento, cultivo, recolección y beneficio, y en reparación de ma- 
quinaria de la finca gravada. 


Los fondos obtenidos con prenda, invertidos en los fines enun- 
ciados, mejoran la propiedad y por consiguiente, favorecen los in- 
tereses del acreedor hipotecario. La adquisición de nueva maqui- 
naria con prenda de frutos pendientes, extiende la garantía a los nue- 
vos bienes adquiridos, aunque la finca esté hipotecada. 


En resumen, se regula la prenda agraria, estimándola como ga- 
rantía independiente de la hipoteca y en ese concepto el acreedor 
prendario debe tener la seguridad de que su crédito será pagado 
preferentemente con el precio de la cosecha aun cuando haya hipo- 
teca. Sólo en el caso de que al ejecutar el acreedor hipotecario no 
exista prenda sobre los frutos o accesorios de la finca, puede exten- 
der su acción sobre estos bienes, puesto que son pertenencias de la 
finca. 


Se establecen en el artículo 906 que el pago del saldo insoluto 
que quedare al liquidar la cosecha o los bienes pignorados, cuando 
su producto no alcanzare a amortizar el crédito, deberá hacerse con 
el producto de la cosecha subsiguiente, aunque no alcanzare a cu- 
brir la totalidad de dicho saldo, y si se tratare de ganado o produc- 
tos industriales cualquier saldo quedará cancelado con los que obten- 
gan en los dos años subsiguientes. La reforma introducida a este 
artículo por el artículo 66 del Decreto No. 218, exceptuó de esta limi- 
tación los créditos concedidos por instituciones bancarias. 


El reconocimiento del saldo insoluto en esta clase de créditos 
se justifica plenamente, toda vez que el acreedor no dispone de una 
garantía fija como en la hipoteca y que a pesar de la diligencia del 
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propietario, la cosecha puede ser mala y no cubrir el monto del ca- 
pital e intereses debidos. Esta incertidumbre obliga a reconocer el 
saldo insoluto para su cancelación con el producto de la cosecha sub- 
siguiente. 


La disposición de que dicho saldo quedará cancelado aunque 
el producto de la segunda cosecha no alcanzare a cubrirlo totalmen- 
te, pone sobre aviso a acreedor y deudor a fin de que el crédito sea 
concedido con pleno conocimiento de la producción de la finca, de 
la cantidad necesaria para atenderla durante el año y del cuidado 
que debe existir para que los fondos entregados no se distraigan en 
otros gastos que no sean el sostenimiento, cultivo, recolección y be- 
neficio, y en reparación de maquinaria, como expresa el artículo 910. 
Es esta limitación, pues, la que obliga a ambas partes a procurar que 
si el crédito no queda cancelado con la primera cosecha, lo sea con 
la siguiente, a fin de no crear una situación embarazosa al agricul- 
tor, obligado cada año a conseguir nuevos fondos, que serán aumen- 
tados cada vez con un saldo insoluto persistente. La prudencia en 
ambos otorgantes evitará un mal resultado. 


Este artículo quedó reformado por el artículo 66 del Decreto 
218 exceptuando de la limitación de dos cosechas los créditos con- 
cedidos por instituciones bancarias. Es una modificación lograda 
por los bancos que tal vez deja sin aplicación el contenido del artículo, 
por ser dichos establecimientos los que llevan a cabo esta clase de 
operaciones, pero consideramos que dado el régimen a que los bancos 
se ajustan para conceder los créditos prendarios, no se presentarán 
los problemas que con la citada limitación se trata de evitar. 


La prenda abierta que establece el artículo 913 consiste en pig- 
norar bienes muebles en garantía de obligaciones futuras, pero sólo 
que se constituya en favor de instituciones bancarias. Preparado asi 
el gravamen se irán celebrando los contratos de crédito los cuales 
quedan asegurados de antemano. 

Las restantes disposiciones se explican por si solas. 


ANTICRESIS 


Se suprimió el capitulo relacionado con la anticresis, porque 
esta ha sido una institución que no ha tenido aplicación práctica en 
nuestro medio y por estimarse que otros contratos, por ejemplo 
el fideicomiso, pueden sustituirla con mayor ventaja. 
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LIBRO M 3 


1.—SUCESION HEREDITARIA. El libro HI del Código dero- 


gado se titulaba, “Modos de adquirir la propiedad”; y comprendía la MS 


inversión, ocupación, sucesión, enajenación y prescripción. 


El Código actual modifica este plan. La invención, ocupación 


y prescripción se regulan dentro del título que trata de la propiedad; e y 


la enajenación es motivo del libro de contratos, y la sucesión ocupa Me 
todo este libro MI, exclusivamente, pues su importancia y extensión | 


merece libro especial. Le llamamos sucesión hereditaria, que es el le 
nombre exacto que corresponde a la adquisición de bienes por muer- 9 


te del causante. 


tulos: Pol 


El orden de materias es el que sigue: AS 
e ¿UM ¿$ m4 y 
Na A 


Título I. De la sucesión en general, comprendida en tres capi-. en 
0 » A 1 bad ¿O y 

Disposiciones generales; 

Incapacidades para suceder; y, 

Representación hereditaria. 

Son disposiciones que rigen las dos clases de sucesión: testa- 


mentaria e intestada. 


Título II. Sucesión testamentaria, en siete capítulos: SN 
Disposiciones generales; ] 
Forma de los testamentos; 
Invalidez de los testamentos; Po 
Herencia condicional y a término; 0 
Legados; 
Aceptación y renuncia de la herencia; y, A 
Albaceas. 
El título III se ocupa de la sucesión intestada, en cinco capitulos: a 
Disposiciones generales; 

Orden de sucesión intestada; DN: 
Partición de bienes hereditarios. : NS 


AGA, PA pa 
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Efectos de la partición; y 
Rescisión y nulidad de la partición. 


Nuestro sistema hereditario es romanista y sus principios fun- 

damentales son los siguientes: 

a) La sucesión se produce inmediatamente desde el momento 
de la muerte del causante, sin necesidad de que el heredero 
manifieste su voluntad, presumiéndose su aceptación mien- 
tras no exprese lo contrario; 

b) No se reconocen más que dos formas de sucesión: la testa- 
mentaria y la intestada. La sucesión contractual está pro- 
hibida; 

c) Se da preferencia a la sucesión testamentaria, teniéndose 
como supletoria la intestada; y 

d) Se admite compatibilidad de las dos formas de sucesión: 
la herencia puede ser en parte testada y en parte intestada. 


El asignatario a titulo universal se llama heredero y sucede al 
causante en la universalidad de sus bienes. La sucesión a titulo parti- 
cular constituye legado, aunque el testador le llame heredero. Sin 
embargo, si la herencia se divide en legados y no hay designación de 
heredero, los legatarios asumirán las obligaciones que a aquél corres- 
ponderían, pues para este efecto, como establece el artículo 921, se- 
rán considerados como herederos. 


El Código acepta el principio de que la transmisibilidad de la he- 
rencia se opera sin que sea necesaria la aceptación expresa del here- 
dero, pero como la aceptación de éste es voluntaria, bien puede renun- 
ciar la herencia y en tal supuesto desaparece la presunción de acep- 
tación. ; 


Además, puede darse el caso de que en el momento de la muer- 
te del causante, no haya transmisibilidad por ocurrir alguna de estas 
situaciones: que el heredero no esté nacido y se espera que nazca para 
saber si nace vivo, pues de lo contrario, no será heredero; en el nom- | 
bramiento de heredero bajo condición suspensiva; cuando el here- 
dero sea persona cuyo paradero se ignore; o cuando se instituya una 
fundación, mientras queda organizada y aprobada legalmente. | 


El artículo 920 constituye una innovación de importancia. El 
heredero sólo responde de las deudas y cargas de la herencia hasta 
donde alcancen los bienes de ésta. 
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El beneficio de inventario se vuelve la regla general, en vez de 
ser la excepción como lo consignaba el Código derogado. Los casos 
de la no aceptación de la herencia se reducen con este precepto. Je 
formarán dos patrimonios separados: el del causante y el propio del 
causahabiente. No se confunden en daño del heredero, pues las deu- 
das de la herencia se pagarán sólo con los bienes de la misma, y algo 
más, el heredero conserva cualquier acción que tenga contra el caudal 
del causante. 


Si la aceptación de la herencia, según el Código del 33, sin hacer 
uso del beneficio de inventario, obligaba al heredero a cubrir las deu- 
das de la herencia aun con sus propios bienes, una vez que se hace de- 
claración en contrario en la reforma que se adopta, nada impide que 
el heredero, por honor o por respeto al nombre del difunto, tome a 
su cargo el pago de los créditos, si no alcanza el activo de la mortual, 
pero ya no como obligación legal. 


Esta modificación apareja la supresión en el capítulo XIV del 
Código anterior, de la parte que se refiere a la aceptación con bene- 
ficio de inventario, 


La declaración del Código alemán de que la herencia no puede 
perjudicar al heredero, fue seguida por los Códigos de Brasil, Perú 
y México, que suprimieron el llamado beneficio de inventario. 


2.-—INCAPACIDADES PARA SUCEDER. Las incapacidades mo- 
tivadas por indignidad del heredero, ya se trate de herencia testada 
o intestada están declaradas en el artículo 924 y son las que enume- 
raba el Código en el artículo 824, incisos 30. a 11. Se suprimen de 
este artículo los incisos lo. y 2o. por ser innecesarios. La circuns- 
tancia de estar concebido y de haber nacido vivo, es presupuesto in- 
dispensable para heredar. 


Estas incapacidades puede dispensarlas el testador en testamen- 
to posterior a los hechos que las hayan producido, declarándolo ex- 
presamente. 


Las incapacidades para suceder por testamento se enumeran 
en el artículo 926 del Código y se conservan las que mencionaba el 
artículo 825 del Código anterior, excepto la primera que se refiere a 
manos muertas. La iglesia católica, institución a la que especialmente 
se le daba este calificativo, es hoy persona jurídica con facultad para 
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adquirir y poseer bienes, y tiene capacidad para suceder por testa- 
mento. 


Por la sugestión que pueden ejercer sobre el ánimo del testa- 
dor, se declara incapaces para heredar a los ministros de los cultos, 
a los médicos que hayan asistido al causante en su última enferme- 
dad y al notario que autoriza el testamento, salvo que cualquiera 
de ellos sea pariente del causante. 


La incapacidad de los tutores y protutores mientras no se hu- 
bieren aprobado las cuentas de la tutela, tiene como fundamento, 
además, la sanción de la ley para quienes tengan pendientes sus cuen- 
tas o no logren su aprobación debido a mal manejo o a falta de com- 
probación de gastos. 


Las instituciones extranjeras, por último, tienen incapacidad. De- 
fender primero las instituciones del país y hacer que éstas reciban 
para sus finalidades benéficas o culturales lo que pueden recibir las 
extranjeras, con menos necesidad que las nuestras, no sólo es patrió- 
tico sino evita que capitales formados en el país se aprovechen en 
otras partes, con evidente perjuicio de la economía nacional. 


3.—REPRESENTACION HEREDITARIA. El artículo 929 define 


el derecho de representación hereditaria en la misma forma del ar- 
ticulo 830 del Código anterior. 


El artículo 933 copia el artículo 835-A del Código derogado 
que declara aplicables a la sucesión testamentaria las disposiciones de 
este capitulo, pero limitado al caso de que los herederos o legata- 
rios sean parientes del testador. 


El derecho de representación aceptado en la legislación del 77 
solamente para la herencia intestada, quedó ampliado en el Código 
del 33 para la sucesión testamentaria. La corriente actual es expan- 
sionista, en el sentido de aplicar dicho derecho a ambas formas de 
sucesión, de modo que adoptamos tal precepto de acuerdo con el 
criterio moderno relativo al principio de la representación. 


4.—SUCESION 'TESTAMENTARIA. Terminadas las disposi- 
ciones generales que rigen toda la sucesión, se ocupa el titulo II de la 
regulación especial de la sucesión testamentaria. 
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Los artículos 934 a 953 contienen disposiciones generales para 
esta forma de sucesión. 


El artículo 934 declara que toda persona civilmente capaz, puede 
disponer de sus bienes por medio de testamento a favor de cualquiera 
que no tenga incapacidad para heredar. El artículo 11 del Decreto 
Ley 218 agregó que el testador puede encomendar a un tercero la 
distribución de herencias o legados que dejare para personas u ob- 
jetos determinados. 


La incapacidad para testar es excepcional y la reduce el artículo 
945 a tres casos para el mayor de edad: la interdicción, la sordomu- 
dez y mudez cuando la persona no pueda darse a entender por es- 
crito, y el que no esté en el goce de sus facultades mentales en el 
momento de testar. 


Se ratifica la prohibición del contrato de sucesión recíproca y de 
toda sucesión contractual. Tampoco pueden dos o más personas 
testar en un mismo acto. 


El artículo 940 se refiere a la interpretación de toda disposición 
testamentaria. Corresponde al juez hacer dicha interpretación en sen- 
tencia definitiva cuando haya duda de la intención que revelan las 
palabras empleadas en el testamento y no puedan entenderse en su 
sentido literal. Para este efecto, no deben tomarse sólo palabras o 
frases aisladas, sino la totalidad de la declaración de voluntad. 


El artículo 941 modifica en parte el artículo 837 del Código an- 
terior. El hijo póstumo o el nacido después de hecho el testamento, 
tiene igual derecho que los otros hijos, a no ser que haya sido des- 
heredado expresamente. Se supone que esa es la voluntad del tes- 
tador, pues de lo contrario lo hubiera así declarado en el acto de tes- 
tar. 


Como la herencia pudo haber sido distribuida en partes desi- 
guales, la ley declara que en este caso le corresponderá al hijo póstu- 
mo o al nacido después de hecho el testamento, una parte igual a la 
que le hubiera correspondido si la distribución se hubiera hecho por 
partes iguales, pero si los herederos testamentarios no fueren hijos 
del testador, el hijo póstumo y el nacido después de hecho el testa- 
mento, tendrán derecho al 50% de la herencia si no hubieren sido 
desheredados expresamente. 
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El artículo 944 reformado por el artículo 72 del Decreto 218, 
declara que en el fideicomiso instituido por testamento en favor de 
la institución de crédito autorizada por la ley, ésta no tendrá la cali- 


dad de heredero, precepto que evita que el fiduciario quede sujeto al 
pago de los impuestos hereditarios. 


La prohibición absoluta de testar por fideicomiso que señalaba 
el artículo 844 del Código derogado, queda, por consiguiente, modifi- 
cada con su aceptación, pero no por fideicomiso secreto, ni el insti- 
tuído a favor de un particular, sino el que produce beneficios sociales 
y garantiza plenamente su realización mediante la intervención de un 
banco o institución de crédito como fiduciario. 


El artículo 943 expresa que las donaciones por causa de muerte 
se rigen por las mismas disposiciones de los testamentos sobre lega- 
dos. 


La donación por causa de muerte debe conservarse separada de 
la donación entre vivos. Esta se lleva a cabo por medio de contrato; 
aquélla no puede disponerse más que por testamento, o por escritu- 
ra que debe reunir los mismos requisitos que el testamento. 


Los artículos 946 a 953 son los mismos artículos 897 a 904 del 
Código del 33 trasladados al capítulo de las disposiciones generales 
de la sucesión testamentaria, pues el Código los tenía comprendidos 
dentro de la herencia condicional, lo que evidentemente estaba fuera 
de lugar. Basta conocer el contenido de tales artículos para compren- 
der que se trata de preceptos generales relativos a la sucesión testada. 


5.—FORMA DE LOS TESTAMENTOS. Los artículos 954 a 976 
desarrollan esta cuestión. Las modificaciones tienden a disminuir la 
severidad de las formalidades establecidas para el otorgamiento del 
testamento. 


El otorgado en escritura pública puede hacerse de dos maneras: 
o el causante lleva la minuta al notario para que la pase al protocolo, 
o declara verbalmente su voluntad para que él lo redacte. En ambos 
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"casos se legaliza lo que se ha acostumbrado hacer al margen de la 
ley, pues queda establecido que lo que el testador, los testigos y el 
notario deben presenciar en un solo acto y sin interrupción, es la 
lectura del testamento, sin que sea necesario como lo exigía el Código 
anterior, que estén reunidos en el momento en que se escriban en el 


protocolo las disposiciones del testador. 
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El testamento cerrado se simplifica haciendo más sencilla la re- 
dacción del acta sobre la cubierta que lo contiene: el testamento pue- 
de entregarlo ya cerrado el testador y el notario dará fe de que el plie- 
go encerrado en la plica es su testamento. 


En el mismo capítulo se reproducen sin modificación los testa- 
mentos especiales, como son los otorgados por los militares en cam- 
paña, los navegantes que vayan a bordo, los que se encuentren en 
lugares incomunicados por motivos de epidemia, los prisioneros y los 
que se hallen en el extranjero. 


La forma de redactar la escritura pública de testamento y los 
requisitos esenciales de ese instrumento cuya inobservancia causa nu- 
lidad, están regulados en el Código de Notariado, de tal manera que 
debe cumplirse lo dispuesto en los artículos 42 a 45 de dicho Có- 
digo, los cuales en nada contrarian la reforma sustancial mencionada. 


6.—INVALIDEZ DE LOS TESTAMENTOS. La invalidez de los 
testamentos comprende la nulidad, la revocación, la falsedad y la 
caducidad de las disposiciones testamentarias, conceptos que son de 
diferente significado. 


La nulidad procede de la inobservancia de las formalidades esen- 
ciales que establece la ley, las cuales para el testamento abierto son 
las que preceptúa el artículo 44 del Código de Notariado y para el 
testamento cerrado, las que estabece el artículo 959 del Código Civil. 


La anulabilidad ocurre cuando en el otorgamiento del testa- 
mento ha mediado violencia, dolo o fraude. Son causas independien- 
tes de la voluntad del testador, anteriores o simultáneas al acto. 


El testamento que ha sido declarado nulo o falso por el Tribunal 
competente, deja subsistir el testamento anterior. 


Esta disposición contenida en el artículo 981 modifica el inciso 
“lo. del artículo 980 del Código derogado, que disponía que en caso de 
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anularse el último testamento, los anteriores carecian de valor, no así 
cuando el testamento se declaraba falso. El testamento nulo no pro- 
duce ningún efecto, se reputa como no hecho y, por lo tanto, no puede 
afectar la subsistencia del testamento anterior, siempre que éste sea 
válido. Así lo disponía el artículo 936 del Código del 77, cuyo pre- 
cepto más jurídico lo reproducimos en el nuevo Código. 


Cuando las causas de nulidad están declaradas en la ley, el tes- 
tador no puede prohibir en el testamento que los herederos lo impug- 
nen. 


La revocación del testamento la regulan los artículos 982 a 986. 
Disponía el Código Civil de 1933 que todo testamento quedaba dero- 
gado por el otorgamiento de otro posterior aunque no tuviera cláu- 
sula derogatoria expresa. 


El proyecto establecía lo contrario: el testamento no puede ser 
revocado en todo ni en parte sino con las solemnidades necesarias 
para testar; el testamento que no es revocado total y expresamente 
por otro posterior, subsiste en las disposiciones compatibles con las 
de este último. 


Consideramos que si las disposiciones testamentarias deben ser 
expresas para que se reconozca la voluntad del disponente, también 
debe ser expresa la voluntad que deje sin efecto lo que antes se había 
declarado. | 


La Comisión estimó más conveniente mantener el principio del 
Código anterior para facilitar el cumplimiento de la última voluntad 
del causante y optó por observar el precepto de que todo testamento 
queda revocado por el otorgamiento de otro posterior, según lo ex- 
presa el artículo 983. Sin embargo, agregó, el testador puede de ma- 
nera expresa dejar vigente todo o parte del testamento anterior. 
Además, dispone el mismo artículo, que las donaciones por causa de 
muerte hechas con anterioridad al testamento caducarán salvo dis- 
posición en contrario del testador. 


El tercer motivo de invalidez es la caducidad, legislada en los 
artículos 988, con los mismos preceptos del Código del 33. 


La caducidad no depende de la voluntad del testador sino es la 
ley la que deja sin efecto algunas disposiciones de última voluntad, 
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siendo las cláusulas que den lugar a la caducidad las únicas que ca- 
recerán de eficacia, pues todo lo demás conservará su vigor. 


La sustitución vulgar a que se referían los artículos 905 a 909 
del Código, está contenida en la disposición del artículo 989, al de- 
clarar que el testamento no caduca en los casos que contemplan los 
artículos anteriores, si el testador ha designado heredero sustituto. 

Se entiende que éste debe ser capaz y nombrado al arbitrio del 
testador y puede ser uno solo o varios conjunta o sucesivamente. 


Hemos separado las causas de invalidez y colocado el articulado 
en el orden que corresponde. 


7.—HERENCIA CONDICIONAL Y A TERMINO. El capítulo de 
la herencia condicional comprendida entre los artículos 890 a 904 
del Código derogado se ha modificado y se regula entre los artícu- 
los 993 a 1001. Como se dijo anteriormente, los artículos 897 a 904 
del Código pasaron a formar parte de las disposiciones generales de 
la herencia testamentaria. 


Las disposiciones testamentarias pueden otorgarse bajo condi- 
ción y a término. 


Las condiciones en los testamentos se rigen por los mismos pre- 
ceptos de las obligaciones condicionales; la condición consiste en un 
hecho futuro e incierto, de cuya realización depende la eficacia de la 
cláusula testamentaria. 


Se reproduce la invalidez de la condición de no contraer ma- 
trimonio, a no ser que únicamente impida el matrimonio con persona 
determinada, pero se agrega que puede legarse al instituido el usu- 
fructo, uso, habitación o una pensión personal por el tiempo que per- 
manezca soltero o viudo. 


Se amplía este capítulo, además, con los artículos 996 y 997, 
relativos a garantizar los bienes heredados o legados en los casos de 
condición suspensiva y a término. 


Pendiente la condición o el término es necesario disponer en po- 
der de quién y con qué garantía quedan los bienes mientras se veri- 
fica la condición o se vence el término. Parece que lo más acertado 
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es confiarlos en administración al heredero o coheredero, o al propio - 
heredero condicional, en su caso, previa caución de la responsabilidad 
del que se designe. 


3.—ACEPTACION Y RENUNCIA DE LA HERENCIA. Ya hemos 
manifestado que toda herencia debe entenderse aceptada con bene- 
ficio de inventario, o como lo expresa el artículo 920, que el heredero 
sólo responde de las deudas y cargas de la herencia hasta donde al- 
cancen los bienes de ésta; y que el legatario sólo responde de las car- 
gas que expresamente le imponga el testador. 

Este precepto hace innecesario el beneficio de inventario a que 
se refería el Código en los artículos 910 y siguientes, en el capítulo re- 
lativo a la aceptación y renuncia de la herencia. 


Desaparecido, pues, el beneficio mencionado, no queda más que 
la aceptación o la renuncia que haga el heredero si tiene la capacidad 
legal, o el respectivo representante legítimo de los menores, incapaci- 
tados o personas jurídicas; aceptación que hará, pues no habrá peligro 
alguno de que el heredero quede obligado con sus propios bienes al 
pago de las deudas o cargas de la herencia. 


En cuanto a la renuncia de la herencia instituida a favor de me- 
nores e incapacitados, dispone el artículo 1029 que para hacerse de- 
berá mediar aprobación judicial con intervención del Ministerio Públi- 
co; toda vez que dicha renuncia, sí puede acarrear perjuicios al here- 
dero menor o incapacitado. 


Los artículos que amplían este capítulo son referentes a los de- 
rechos de los acreedores para ejercitar la acción indirecta en caso 
de que el heredero deudor no acepte la herencia, con perjuicio de 
ellos pero, en este caso, la aceptación sólo les aprovechará hasta el 
monto de sus créditos y el saldo, si lo hubiere, pasará a los herede- 
ros legales. 


9.—LEGADOS Y ALBACEAS. Ninguna modificación se hizo al 
capitulo XV, Título IV, libro HU del Código y sus disposiciones pasaron 
al capítulo V, artículos 1002 a 1025. 


En cuanto al albaceazgo, la Comisión Revisora expresa en su dic- 
tamen que “fue objeto de reformas fundamentales a efecto de darle 
funcionalidad, ya que en la práctica por las limitaciones de que ha 
sido objeto, tiene poca aplicación. Para este fin fueron incorporados 
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varios artículos vigentes en otras legislaciones como las de España y 
México”. | 


Las reformas introducidas son las siguientes: 


Artículo 1041 — 2a. fracción. 
“Los albaceas tendrán todas las facultades que expresamente les 
haya conferido el testador, y no sean contrarias a las leyes.” 


Artículo 1054. Mientras el albacea no sea removido ni haya de- 
claratoria de herederos, tiene la representación de la sucesión para de- 
mandar y responder en juicio, salvo prohibición del testador. 


Artículo 1065. Los legatarios desde día cierto, o desde que se 
hayan cumplido los encargos del testador, no habiendo herederos, 
gozan del mismo derecho concedido a éstos en el artículo anterior. 


Artículo 1056. Por causas de negligencia, abuso o malversación 
pueden ser removidos los albaceas, sean cuales fueren su clase y ex- 
tensión de sus facultades, a petición de los interesados en los bienes. 


10.-—SUCESION INTESTADA. Importantes modificaciones se 
hicieron a este tratado. Tiene lugar la sucesión intestada en cuatro 
casos, que enumera el artículo 1063, siendo el primero cuando no hay 
testamento. El inciso lo. del artículo 980 del Código del 33 declara- 
ba procedente el intestado de persona fallecida con testamento nulo 
o con testamento que perdió su fuerza aunque al principio fuera vá- 
lido, pero la reforma introducida por el artículo 981, establece que 
el testamento declarado nulo deja subsistente el anterior. 


Procede el intestado, dice el inciso 20., cuando falta la condición 
puesta al heredero, o si el instituido muere antes que el testador, o 
es incapaz de heredar, o repudió la herencia; no comprendiéndose los 
casos de sustitución y acrecimiento, a los aue el artículo 75 del De- 
creto Ley No. 218 agregó el de representación. 


Se agregan al artículo 1068 dos casos: cuando en el testamento no 
hay heredero instituido y el testador no ha dispuesto de todos sus 
bienes en legados; y cuando el testador ha dejado de disponer de al- 
guno o algunos de sus bienes, aún asignando otros a titulo de herencia. 


Se hace expresa declaración en el artículo 1076 que los hijos 
sean o no de matrimonio, heredan a sus padres por partes iguales, y se 
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incluye a los hijos adoptivos en el mismo grado que los que lo son 
por naturaleza. 


No se aceptó el orden de sucesión propuesto por la Comisión 
Revisora sino se modificó en el sentido de que el cónyuge que no ten- 
ga derecho a gananciales hereda en primer lugar juntamente con los 
hijos, y aún teniendo tal derecho si es menor que la cuota heredita- 
ria que le correspondería en ausencia de gananciales, deberá comple- 
társele un monto equivalente a dicha cuota, deduciéndose la diferen- 
cia de la masa hereditaria; a fin de no poner a la mujer con derecho 
a gananciales en este caso en peor situación que si no lo tuviera. 
Las demás disposiciones del orden de sucesión no se modificaron; y 
en cuanto a las personas que tienen legalizada su unión de hecho, de- 
clara el artículo 1084, que la sucesión se regula por los mismos pre- 
ceptos. 


LIBRO IV 


REGISTRO DE LA PROPIEDAD 


El libro IV regula el Registro de la Propiedad. La importancia 
de esta institución y el amplio contenido de sus disposiciones requie- 
ren separarlo en un libro especial. 


Establecido al principio para inscribir y anotar lo referente a la 
propiedad inmueble, se ha ido ampliando a muchas actividades y ope- 
raciones que necesitan seguridad y garantía para los interesados y para 
las personas que con ellos contraten. Ya no sólo es registro de inscrip- 
ciones de propiedad y de hipotecas sino también registro de prenda y 
de propiedad de bienes muebles identificables. 


El volumen de operaciones crediticias que a diario se realizan con 
bienes muebles, exige que la ley las garantice con la misma efectividad 
que con los inmuebles y a eso tiende la reforma introducida exten- 
diendo al registro de bienes muebles identificables el objeto de 
las operaciones del Registro de la Propiedad. 


Conservando el contenido del título VII del libro II del Código 
Civil de 1933, se ha variado el plan en un orden más lógico y divi- 
dido la materia en la siguiente forma: título I, inscripción en general; 
título II, inscripciones especiales; título TT, registros y registradores. 


El título 1 comprende: títulos sujetos a inscripción, forma y 
efectos de la inscripción, anotaciones y sus efectos, cancelaciones, cer- 
tificaciones del registro; el título 11 contiene, disposiciones generales, 
registro de la prenda agraria, registro de testamentos y de donaciones 
por causa de muerte, registro de la propiedad horizontal y otros re- 
gistros especiales; y el título TI, comprende: establecimiento e ins- 
pección de registros, libros que deben llevarse en el Registro, regis- 
tradores y errores en los libros y su rectificación. 
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En general, se ha conservado la ley actual, cuya aplicación en tan- 
tos años no exige más que pocas modificaciones y el agregado corres- 
pondiente a los nuevos registros establecidos. 


En la actualidad funciona el Registro General de la República en 
la capital y el Registro de los departamentos de occidente, con sede 
en Quezaltenango. | 


El artículo 1216 expresa que el Registro de la Propiedad de la zo- 
na central, con sede en la ciudad capital, tendrá a su cargo el registro 
de la propiedad territorial de las demás zonas de la República, que 
no lo tengan propio. Agregó el artículo 97 del Decreto Ley número 
218, que como Registro General tendrá el control y vigilancia de los 
demás registros de la propiedad. 


Es indudable la conveniencia de descentralizar la administra- 
ción pública, y aún más, tratándose del Registro de la Propiedad, por 
las diarias operaciones que sobre inmuebles se realizan en los depar- 
tamentos, viéndose obligados los notarios a buscar intermediarios en 
la capital con el innecesario aumento de gastos para los interesados 
y el retardo en entregarles sus documentos. 


Podría establecerse cuatro registros por ahora: el central, el de 
occidente, el de oriente y el del norte. Ya existieron los dos últimos 
pero fueron suprimidos y absorbidos por el central, que se convirtió 
en Registro General. Para la debida organización y funcionamiento 
de las nuevas oficinas registrales, podría encargarse el Registro Cen- 
tral de su debida instalación y conservar su inspección y vigilancia, 
dados los elementos y personal capacitado con que cuenta, que bien 
podría proporcionar lo indispensable para ponerlas en marcha y obte- 
ner un resultado satisfactorio. 


Mientras esta aspiración se realiza, el Registro Central queda en- 
cargado de las zonas que no tengan Registro propio 


El articulo 1124 establece el objeto del Registro tal como lo ex- 
presaba el Código derogado, pero se agregó la inscripción de muebles 
identificables. De la misma manera, se amplió el artículo 1125 que 
se refiere a las operaciones registrables con los siguientes agregados: 
los actos y contratos que trasmitan en fideicomiso los bienes inmue- 
bles o derechos reales sobre los mismos; los titulos en que conste que 
un inmueble se sujeta al régimen de propiedad horizontal; los inge- 
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nios, grandes beneficios, desmotadoras y maquinaria agrícola o indus- 
trial que constituyan unidad económica independiente del fundo en 
que estén instaladas; y los vehículos automotores y demás muebles fá- 
cilmente identificables por los números y modelos de fabricación. 


El artículo 1127 amplia a doce días el término de toda inscrip- 
ción o anotación, cuando la escritura o documento presentado diere 
lugar a varias inscripciones. 


La palabra Inmueble fue suprimida en varios artículos y subs- 
tituida por el vocablo bien, a fin de comprender en la disposición a los 
inmuebles y muebles identificables. 


La inscripción de esta última clase de bienes, expresa la última 
parte del artículo 1131, que se hará con los requisitos que establez- 
ca el reglamento del Registro. Esto en cuanto a la forma, pues dicha 
inscripción en lo que le sea aplicable deberá hacerse de conformidad 
con los preceptos generales que determina el Código, y ya veremos 
que aunque el articulo 1576 obliga el otorgamiento en escritura pú- 
blica de los contratos que tengan que inscribirse o anotarse en los re- 
gistros, cualquiera que sea su valor; cuando se trate de operaciones 
sobre muebles no rige esta obligación sino lo que se prescriba en pre- 
ceptos especiales. Asi, el artículo 1214 dice que la inscripción de un 
bien mueble identificable se hará a la presentación de la escritura o 
documento legalizado o copia legalizada de los mismos en que conste 
la transferencia de dominio y con los requisitos que además establezca 
el reglamento del Registro; lo que constituye una excepción a aquel 
principio. 


El inciso 50. del mismo artículo 1131 manda que se exprese en 
toda inscripción los nombres y apellidos paterno y materno, si los 
tuvieren, de las personas otorgantes del acto o contrato. La identi- 
ficación de los contratantes es así más segura, pues el apellido del 
marido que agregan al suyo las señoras casadas puede desaparecer 
por el divorcio y cambiarse al contraer nuevas nupcias, por lo que es 
preferible que en el Registro conste la identificación por los apellidos 
propios de la persona. 


La cancelación de las inscripciones de derechos reales sobre in- 
muebles declara el artículo 1170, las hará el Registrador, cuando hu- 
bieren transcurrido diez años del vencimiento del plazo o de la pró- 
rroga inscritos. (Quedó suprimido el último párrafo del artículo 1162 
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del Código del 33, que ordenaba la citación previa del interesado, no 
siendo necesaria esta citación cuando en los casos de derechos reales 
y de anotación de demanda y de embargo, el tiempo transcurrido fue- 
ra de veinte años. De modo que hoy la cancelación en los supuestos 
expresados no tendrá que esperar 20 años para que se verifique. 


La declaración de que los títulos inscritos o anotados surtirán 
efecto contra terceros y aún contra los acreedores singularmente pri- 
vilegiados, como expresa el artículo 1148 del nuevo Código, hace in- 
necesario el artículo 1109 del Código derogado. 


Se suprime asimismo el artículo 1148 de este último porque sus 
disposiciones competen a los tribunales de justicia y por lo tanto debe 
tener lugar en el Código Procesal respectivo. 


Se mencionan en el artículo 1220 los libros principales, pero de- 
berán llevarse además los libros que sean necesarios para las inscrip- 
ciones especiales y los que determine el Reglamento del Registro. 


Se dispone en el artículo 1224 que los libros que se encuentren 
destruidos o deteriorados haciéndose difícil su consulta, sean repues- 
tos bajo la responsabilidad del registrador, previa autorización ju- 
dicial. 


Esta prescripción tan necesaria faltaba en el Código anterior, y el 
deterioro de los libros debido a su diario manejo por infinidad de 
personas que los consultan obliga a su reposición, pero debe hacerse 
con conocimiento y autorización judicial y una vez hecha la trans- 
cripción en el nuevo libro, el registrador pondrá razón de haber con- 
frontado con el original y estar conformes las partidas copiadas. 


No hay otras reformas que merezcan mención especial, pues al- 
gunos artículos cambian de redacción para aclarar su contenido pero 
el fondo doctrinario lo conservan. 


Siendo la ley del Registro la misma ley española que ha sido tan 
ampliamente comentada, cualquier dificultad en su interpretación 


- puede salvarse acudiendo a la explicación tan detallada de autores tan 


respetables como Pantoja entre los primeros glosadores de la ley y 
de Morell entre los recientes, sin despreciar el valioso informe del 
licenciado Manuel Ubico, autor de la ley hipotecaria incorporada al 
Código del 77, que con pequeñas modificaciones fue reproducida en el 


Código de 1933. 
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LIBRO V 


DERECHO DE OBLIGACIONES 
PRIMERA PARTE 
DE LAS OBLIGACIONES EN GENERAL 


1.—DEL NEGOCIO JURIDICO. La expresión “negocio jurídico”, 
dica Puig Peña, ha ganado el favor de la doctrina e incluso el de las 
legislaciones. En Francia tardaron mucho en adoptar el término “ne- 
gocio jurídico”, y todavía muchos tratadistas emplean la frase, ya en 
ellos tradicional, de “acto jurídico”. En Italia hubo también dudas 
al principio; pero ya es general la expresión “negocio jurídico” cosa 
que también sucede en nuestra patria. (Puig Peña, Derecho Civil Es- 
pañol, Tomo I, Volumen II, Edición 1958, Página 457). 


Ha hecho fortuna en Alemania la denominación de “negocios 
jurídicos”, expresa el civilista Castán Tobeñas, vulgarizada también 
en Italia. En la actualidad es ya corriente la frase “negocio jurídi- 
co”, introducida por los traductores de algunos libros italianos y ale- 
manes. Valverde adoptó dicha frase, fundándose en ser la que emplean 
los pandectistas y civilistas más autorizados del mundo jurídico y 
no prestarse a equívocos, como sucede con la de “acto jurídico”, que 
tanto significa la operación jurídica como el escrito o instrumento 
destinado a constatarla. (Castán, Derecho Civil Español, IX Edición. 


1955, página 500). 


Suficiente estas citas de autores tan modernos para explicar el 
término “negocio jurídico” que empleamos en el título 1 que com- 
prende los preceptos generales aplicables a todas las obligaciones, y 
siendo la declaración de voluntad lo que constituye el fondo esencial 
del negocio jurídico, el Código da principio a la materia con el ar- 
tículo 1251 que establece los requisitos necesarios para que la decla- 
ración de voluntad tenga validez. 
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Estos elementos quedan reducidos al consentimiento, la capaci- 
dad legal y el objeto lícito. La causa no se menciona por las razones 
que adelante se expresan. 


El consentimiento, en el sentido de otorgar u obligarse una per- 
sona con discernimiento y voluntad libre y espontánea, supone la ca- 
pacidad legal del sujeto, pues si ésta no existe, la manifestación de 
la voluntad es ineficaz. De tal manera se presentan unidos estos dos 
GN elementos que bien pueden comprenderse en uno solo, el consenti- 
miento, sin que ello signifique que se prescinde de la capacidad como 
requisito esencial. 


La capacidad la tienen todos aquellos a quienes la ley no lo pro- 
Lo hibe, dice el artículo 1254. 


Las personas legalmente capaces son las mayores de edad e inca- 
paces las que no han cumplido dieciocho años; pero, dentro de la ma- 
yoría y de la minoría, la ley establece excepciones, pues hay mayo- 
res de edad incapaces para todos o para determinados actos y con- 
tratos y hay menores de edad con capacidad para ciertos actos de la 
vida civil. 


La causa que enumera el artículo 1406 del Código del 77, como 
requisito para la validez del contrato, la suprimimos. Tomada como 
el motivo jurídico, la obligación de cada una de las partes tiene por 
causa la obligación de la otra, y en este sentido se ha interpretado la 
causa en nuestro derecho. A pesar de la autonomía de esta circuns- 
tancia proclamada por eminentes autores causalistas, la discusión con 
los no menos grandes civilistas que sostienen su falsedad, sigue in- 
terminable y no se llega a una conclusión definitiva, por lo que si- 
guiendo el ejemplo de códigos tan importantes y modernos como el 
alemán, el suizo de las obligaciones, el mexicano, el brasileño y el pe- 
ruano, decidimos no mencionarla, tomando en cuenta que en los 
contratos onerosos la causa se confunde con el objeto y en los gratui- 
tos, con el consentimiento. 


La incapacidad relativa de una de las partes, dice el artículo 
1255, no puede ser invocada por la otra en su propio beneficio, si 
oportunamente la hubiere conocido. 


La nulidad del contrato está contemplada en provecho del inca- 
paz, a quien le queda el recurso de demandarla ante el juez competen- 
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te, por medio de su representante legal; pero también puede solici- 
tarla la parte capaz si no hubiese sido conocida la incapacidad de la 
otra parte, pues en caso contrario, el capaz se aprovecharía de su 
propio dolo. 


La doctrina de este artículo es la que inspiraba los artículos 
1905 que se refiere al contrato de mutuo, 1953 relativo al depósito, 
y 2365 inciso 3%, los tres del Código Civil del 77 y 12 del Código 
de Comercio. Este último expresa que los contratos celebrados por 
personas a quienes no está permitido por las leyes el ejercicio del 
comercio, no producen acción contra el contratante capaz, pero con- 
fieren derecho a éste para demandar a su elección la nulidad o el cum- 
plimiento de aquéllos, a no ser que se pruebe que ha procedido de 
mala fe. 


El cumplimiento del convenio no es necesario indicarlo, pues 
desde el momento en que no se demanda la nulidad, el contrato sub- 
siste y por lo tanto el derecho de pedir su cumplimiento. 


La falta de alguno de los elementos que integren el negocio 
jurídico ocasiona su inexistencia o nulidad absoluta; pero los vicios 
del consentimiento únicamente dan lugar a su nulidad relativa, la 
cual puede desaparecer y quedar válido aquél si la parte interesada 
no demanda la nulidad dentro del término de la prescripción. 


La voluntad del sujeto que se obliga puede manifestarse expresa 
o tácitamente y resultar también de la presunción de la ley en casos 
determinados. 


La voluntad tácita puede consistir en un hecho material que dé 
a conocer la aceptación de la obligación sin que lo manifieste con pa- 
labras. El mandatario, por ejemplo, que comienza a ejercer el man- 
dato sin que expresamente haya contestado su aceptación al man- 
dante, manifiesta tácitamente su voluntad; las figuras jurídicas de- 
nominadas cuasicontratos en el Código del 77 y comprendidas en el 
Código entre las obligaciones provenientes de hechos lícitos sin con- 
venio, son casos de obligaciones en que el consentimiento lo presume 
la ley fundada en principios de equidad. 


El silencio no es manifestación de voluntad, dice el artículo 1253, 
sino únicamente cuando existiendo relaciones anteriores entre las 
partes, el interesado está obligado a contestar. Así, por ejemplo, si 
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de acuerdo con un contrato de mutuo en cuenta corriente, el deudor 
recibe el saldo de su cuenta en la época convenida y no lo objeta ni 
contesta dentro del término que el acreedor le fija, se supone que lo 
acepta, siendo su silencio, en este caso, expresión de consentimiento. 
De no existir tales relaciones anteriores no está obligada a contestar 
la parte que sea requerida aunque se le amenace con tener su silen- 
cio como aceptación de lo que se le interroga. 


Hay negocios jurídicos en los cuales la ley exige ciertas formali- 
dades o solemnidades para que produzcan efectos y sólo se reconoce 
como válida la voluntad que se manifiesta en la forma señalada por la 
ley. Cuando no se designe una forma especifica, dice el artículo 7o., 
los interesados pueden usar la que juzguen conveniente. 


Las formalidades son requeridas ad solemnitatem o ad probatio- 
nem. Las primeras deben observarse rigurosamente y su falta pro- 
duce la absoluta inexistencia del acto, agregándose este requisito a 
los tres enunciados en el artículo lo. para los casos en que se exija; 
las segundas no son esenciales para la perfección del acto o contrato, 
pero son exigibles para la prueba del mismo. 


En el primer caso se encuentra el testamento, como acto jurídico 
en que la ausencia de ciertas formalidades produce su nulidad abso- 
luta. Asimismo, los contratos solemnes deberán otorgarse llenando 
las formalidades legales so pena de nulidad. 


En el segundo caso está la mayoría de los actos y contratos. 
Aceptado en principio de que el consentimiento es suficiente para 
perfeccionarlos, sólo queda a las partes la obligación de otorgar el 
documento requerido para que surta efectos contra tercero y pruebe 
la operación ante los tribunales. 


Tratándose de contratos debe hacerse constar su otorgamiento 
por medio escrito cuando su valor pase de trescientos o de mil quet- 
zales según el caso; pero la compraventa de bienes inmuebles, cual- 
quiera que sea su precio, debe hacerse por medio de escritura pú- 
blica. Sin embargo, perfeccionado el contrato por el consentimiento 
de las partes, en caso de que la escritura no se haya otorgado, no vor 
eso el contrato deja de existir entre los contratantes, quedándole al 
comprador el derecho de exigir el otorgamiento de la escritura para 
que se inscriba su propiedad en el Registro y perjudique a terceros. 
Es evidente que si esta formalidad se exigiera ad solemnitatem la com- 
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praventa no podría quedar perfeccionada por el simple consentimiento 
sino únicamente por medio de la escritura ante notario. 


2.-—VICIOS DE LA DECLARACION DE VOLUNTAD. Los ar- 
tículos 1257 a 1268 corresponden a los artículos 1407, 1408, 1409, 
1412, 1413 y 1414 del Código del 77, con las modificaciones siguien- 
tes: 


Se sustituye el concepto de invalidez por el de anulabilidad. 
Aceptada la distinción en este Código entre actos inexistentes o nulos 
y actos anulables, que tienen notables diferencias como se explicará al 
tratar esta materia, se dice que el negocio jurídico es anulable cuando 
la declaración de voluntad emane de error, dolo, simulación o vio- 
lencia, nulidad que no puede demandar la parte que hubiere causado 
el vicio. 


El negocio jurídico que adolezca de cualquiera de estos vicios del 
consentimiento no es inválido por sí, puesto que lo han integrado los 
elementos exigidos por la ley para su existencia, sino únicamente es 
anulable mediante la acción que puede ejercitar ante juez competen- 
te la parte que ha sufrido el engaño, la simulación o la violencia, pues 
ya queda a su arbitrio solicitar la nulidad o ratificar expresa o táci- 
tamente el acto verificado. 


Se agrega la simulación como vicio de la voluntad, pues, en 
efecto, la simulación es una declaración de voluntad falsa que apa- 
renta lo contrario de la verdadera realidad del acto que se quiere rea- 
lizar y que se produce voluntariamente aunque en el fondo haya su- 
gestión, amenaza o halago de una de las partes. 


El error que causa nulidad, contiene el mismo principio del ar- 
tículo 1408 del Código del 77, que consideramos bastante exacto, pero 
ampliamos su contenido con los artículos 1259 y 1260 que expresa- 
mente se refieren al error sobre la persona y el error de cuenta, a fin 
de dejar más claro el concepto. 


4 


Lo que debe entenderse por sustancia de la cosa que sirve de 
objeto al acto, o cualquiera circunstancia que fuere la causa principal 
de la declaración de voluntad, es cuestión de hecho que tiene que 
apreciar el juez mediante la prueba que demuestre la intención de las 
partes; pero debe comprenderse en los términos de este artículo el 
error sobre la naturaleza del acto, como por ejemplo, si el adquirente 
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de un bien cree que se le ha donado y el transmitente ha querido 
venderlo o adjudicarlo en pago; el error sobre el objeto del acto como 
en el caso de que se haya querido gravar una propiedad y se mencio- 
na otra diferente; y el error sobre las cualidades de la cosa, como si 
se compra la copia de un cuadro creyendo adquirir la obra auténtica 
de un artista. | ¡ 1 AR 


En una palabra, el error sustancial debe referirse a aquellos ca- 
sos en que racionalmente cabe estimar que sin dicho error no se ha- 
bría prestado el consentimiento. 


El error sobre la persona puede ocurrir cuando la consideración 
a determinado sujeto es la causa de la verificación del acto. En 
un contrato a titulo oneroso es indiferente, por lo general, la per- 
sona; pero en un acto o contrato a título gratuito no sucede lo mismo. 
La institución de heredero o legatario en los testamentos, la trans- 
misión de bienes por donación, la constitución de usufructo, etc., son 
casos en que el error sobre la persona provoca la nulidad del acto. 


Los artículos 1261, 1262 y 1263, se refieren ai dolo. 


El principio es el mismo expresado en el Código del 77, consis- 
tente en la anulación del acto si el dolo fue la causa determinante de 
su celebración. Se agregan dos disposiciones: la omisión dolosa, que 
consiste en la reticencia de una de las partes acerca de los defectos de 
la cosa, para obtener el consentimiento de la otra parte, y el dolo pro- 
veniente de un tercero con conocimiento de uno de los otorgantes, 
pues en este caso, como en el de dolo producido por una de las par- 
tes, siempre se vicia el consentimiento puesto que el contratante que 
lo sufre cae en error. 


De la redacción del artículo 1261, se deduce que el dolo no de- 
be ser recíproco, pues si ambos otorgantes lo cometen el acto no puede 
anularse por este vicio, toda vez que ninguno de ellos podría valerse 
de su mala fe. 


Los artículos 1264, 1265 y 1266 tratan de la violencia, o inti- 
midación, conteniendo el segundo la misma redacción del artículo 
1413 del Código del 77, con el agregado que dice: si se trata de otras 
personas, el juez podrá declarar la nulidad según las circunstancias. 

La violencia, fuerza, coacción o intimidación deben, pues, por 
regla general, referirse a un mal grave en la persona a quien se hace 
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o a las que se mencionan en el artículo 1265; pero puede ocurrir que 
la amenaza se dirija a persona extraña a la familia, vinculada al 
contratante por lazos de intima amistad o de gratitud o por cualquier 
otro motivo, y en tal caso el juez deberá estimar las circunstancias 
especiales que ocurran para anular el acto por vicio de violencia. De 
todos modos, el articulo 1266 preceptúa que para calificar la intimi- 
dación o amenaza debe atenderse a la edad, al sexo, a la condición 
de la persona a quien se haga y demás circunstancias, que constitu- 
yen cuestiones de hecho que se deben establecer en juicio. 


La amenaza del ejercicio regular de un derecho y el temor reve- 
rencial no anulan el acto. 

Si el acreedor amenaza a su deudor con embargar sus bienes y 
sacarlos a remate si no cumple su obligación, tal amenaza no vicia 
ningún acto, pues con llevar a cabo la ejecución el acreedor está ejer- 
citando su derecho. De la misma manera, si una persona firma una 
obligación real y efectiva ante la amenaza del acreedor de publicar la 
historia del negocio si se niega a hacerlo, no puede decirse que haya 
vicio de consentimiento. 


Tampoco el temor reverencial es bastante para anular el acto. 
La obediencia y la sumisión tienen sus límites; y el solo temor de de- 
sagradar a las personas a quienes se debe respeto, no sería motivo 
suficiente para alegar la existencia de un vicio de la voluntad. 


3.—NEGOCIOS JURIDICOS CONDICIONALES. El artículo 1269 
comprende la condición suspensiva y la resolutoria. La primera está 
contemplada en la parte que menciona la adquisición de los derechos, y 
la segunda, en la que se refiere a la resolución o pérdida de los dere- 
chos adquiridos: ambas dependiendo del acontecimiento que consti- 
tuye la condición. Este acontecimiento que debe consistir en un he- 
cho futuro e incierto, limita la declaración de voluntad y sujeta sus 
efectos a su realización. Sustentamos la idea de que la condición es 
inseparable de la declaración de voluntad, pues condicionar significa, 
según expresión del civilista alemán Ennecerus, hacer depender un 
efecto jurídico de un acontecimiento incierto.(*) Esta acepción del 
negocio jurídico condicionado tiene capital importancia pues si la 
condición fuere accesoria al acto, podría dejar subsistente la declara- 


(1) Ennecerus, Derecho Civil, Parte General, I tomo, volumen U Pág. 314, 
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ción de voluntad sin tomar en cuenta la limitación que la condición 
supone. | 

Consideramos que es una consecuencia de lo expuesto, la decla- 
ración del artículo 1270, de que el acto condicional surte efectos úni- 
camente desde el cumplimiento de la condición, salvo estipulación en 
contrario. 

Este artículo es distinto del artículo 1454 del Código del 77, que 
establece que un contrato condicional cuya condición se cumple, se 
considera eficaz desde que se celebró, o sea que el Código consagra la 
retroactividad de los efectos del contrato desde su celebración y no 
desde el cumplimiento de la condición. Un ejemplo conviene presen- 
tar para dejar clara la diferencia entre ambos preceptos. 


A se obliga con B a comprar una finca que éste le vende, cuyo 
precio y condiciones están aceptados; pero el contrato lo sujeta el 
comprador al hecho de que gane un litigio que sostiene sobre la pro- 
piedad de una casa, pues con el precio de ésta piensa pagar el precio 
de venta de la finca. Según el principio sustentado por el Código 
del 77, cumplida la condición, el contrato surtiría efectos desde el mo- 
mento de su celebración, aunque el pleito lo hubiera ganado el com- 
prador seis meses después de esa fecha, retrotrayendo, en consecuen- 
cia, los efectos del contrato. La doctrina del artículo 1250 es distin- 
ta. En el ejemplo anterior, el contrato se considerará perfecto des- 
de el momento en que la condición quedó cumplida, es decir, seis 
meses después de la fecha de su celebración, sin retrotraer sus efectos, 
pues siendo la condición un elemento inseparable de la declaración de 
voluntad con la cual forma un todo, la obligación resultante de dicha 
declaración no queda perfecta sino hasta que ocurre el hecho que cons- 
tituye la condición. Sin embargo, el propio artículo deja a salvo la vo- 
luntad en contrario de las partes, pero con el mismo fundamento que 
lo prescribe el Código alemán, como es que las partes pueden estipular 
que las consecuencias que acarrea la realización de la condición pue- 
dan ser referidas a una época anterior al momento en que el acto co- 
menzó legalmente a surtir efectos. 


Este es el sistema de los códigos alemán, suizo de las obligaciones, 
peruano y brasileño y lo aceptamos porque se ajusta a la 
realidad de las cosas, a la naturaleza jurídica del acto condicionado y 
evita las dificultades de orden práctico que presenta la retroactividad, 
pues el lapso comprendido entre la fecha de la celebración del con- 
trato y el momento de la realización de la condición, deja incierto el 
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derecho de las partes y lo sujeta al cumplimiento de obligaciones 
eventuales, casi aleatorias, que dan lugar a reclamaciones y litigios 
que deben evitarse. 


El artículo 1271 había sido propuesto en el Proyecto en la forma 
siguiente: “Se puede poner cualesquiera condiciones que no sean con- 
trarias a las leyes ni a la moral. 

Las condiciones imposibles y las contrarias a las leyes y buenas 
costumbres, anulan el negocio que de ellas dependa”. 


Las razones que fundamentan esta reforma, se expresan como si- 
gue: 

El artículo 1271 entraña una modificación de fondo a la doctri- 
na que informa los artículos 717 del Código del 77, relativa a la con- 
dición impuesta al donatario, y 1451 referente a condición en los con- 
tratos, según las cuales la condición se anula y el acto queda subsis- 
tente. De conformidad con el artículo 1271, que comentamos, si la 
condición es nula el acto también lo será. La adopción del princi- 
pio contrario al aceptado por el Código del 77, significa una ratifi- 
cación de la doctrina aceptada primitivamente por aquel Código en 
el artículo 1451, lo que modificó la reforma de dicho artículo conte- 
nida en el artículo 242 del decreto 272, reforma que explica su autor 
el doctor Cruz, diciendo que tuvo por objeto poner en armonía esta 
materia contractual con el artículo 717 relativo a donaciones; pero 
cabe objetar que si el deseo de la reforma era unificar ambas disposi- 
ciones, debió haberse modificado el artículo 717 para ponerlo de 
acuerdo con el 1451 y no al contrario; y es que en verdad, el fondo 
del precepto que dejó sin efecto la condición y válida la donación, no 
es de orden jurídico sino puramente político, como lo explica amplia- 
mente Laurent en su comentario al artículo 900 del Código Civil fran- 
cés, tomo Il, página 621, cuyo texto fue tomado literalmente en 
nuestro Código del 77. Desaparecidas las causas que motivaron aquel 
precepto debió volverse al principio jurídico que declara que el acto 
condicional sólo produce efectos si la condición se cumple, de modo 
que si no puede cumplirse por ser imposible o contrario a la ley, el 
acto no tendrá ningún efecto jurídico. 


Sin embargo, la Comisión Revisora volvió a la teoría antigua 
conservando el artículo que se trataba de modificar y así quedó redac- 
tado el artículo 1271, en su segunda parte: 
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“No vician el contrato y se tienen por no puestas las condiciones 
imposibles y las contrarias a las leyes o buenas costumbres.” 


En su dictamen la Comisión dice textualmente: “Se mantuvo 
la norma vigente de que se puede estipular en los contratos cuales- 
quiera condiciones que no sean contrarias a las leyes ni a la moral y 
de que no vician el contrato y se tienen por no puestas las condicio- 
nes imposibles y las contrarias a las leyes y buenas costumbres, por 
estimarse que tales disposiciones han dado buenos resultados en la 
práctica”. 


El artículo 1272, igual a la segunda parte del artículo 1451 del 
Código anterior, se refiere a que es nulo el negocio contraído bajo una 
condición cuyo cumplimiento se deja en lo absoluto a la voluntad de 
la parte obligada; pues en tal caso no existe obligación alguna, ya que 
dependería de que el deudor quisiera cumplir y esta situación contra- 
dice la naturaleza de la obligación. 


El artículo 1273, que tiene por cumplida la condición cuando el 
obligado impide voluntariamente su cumplimiento, constituye una 
sanción a la malicia del deudor. 


El artículo 1274 es igual a la primera parte del artículo 1453 del 
Código del 77; y el artículo 1275 contiene la segunda parte del mis- 
mo artículo. Se explican por sí mismos y no presentan ninguna difi- 
cultad. 


El artículo 1276 expresa que el acreedor puede antes del cum- 
plimiento de la condición, ejercitar las acciones conducentes a la con- 
servación de su derecho. Se refiere de manera evidente a la condi- 
ción suspensiva, pues sólo en este caso se encuentra el acreedor en 
aquella situación. Si la cosa objeto de la obligación se encuentra 
abandonada, o expuesta a perderse por prescripción, o peligra de 
cualquier manera, el acreedor puede intervenir para salvarla, pues 
su interés sobre la cosa puede ser mayor que el interés del propio 
deudor. 


El artículo 1277 establece que el cumplimiento de la condición 
es indivisible, aunque consista en una prestación divisible; pero debe 
advertirse que si el hecho que constituye la condición convienen las 
partes en dividirlo y aceptar el perfeccionamiento de aquélla aunque 
sólo se realice una parte de la condición, debe estarse a lo pactado 
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de manera expresa; de lo contrario, la realización de una parte no es 
bastante para perfeccionar la obligación. 


Por último, el artículo 1278 declara que la condición resolutoria 
expresa opera de pleno derecho. 

No hay necesidad en este caso de nueva declaración de las par- 
tes, ni mucha menos de intervención judicial para que el negocio ju- 
rídico tenga eficacia. Una vez cumplida la condición, no hay nada 
más que hacer sino cumplirlo. 


4.—DEL PLAZO. El Código del 77, en la parte general, sola- 
mente tiene dos artículos que se ocupan de esta materia, el 1451 y el 
1452; aunque existen disposiciones dispersas en ciertos contratos, 
principalmente en el mutuo. Es aquí donde se encuentran los artícu- 
los 1911, 1912, 1913, 1914, 1915, y en el comodato los artículos 1934, 
inciso 20., 1935 y 1937, inciso 4o. 


Las disposiciones de los artículos 1279 a 1283 del nuevo Código 
contienen los principios que regulan el plazo en todo negocio jurídi- 
co, y salvo preceptos especiales, abarcan cuanto el Código del 77 es- 
tablece sobre el particular. 


El plazo únicamente fija el día o la fecha en que el negocio jurí- 
dico debe ejecutarse o extinguirse. (Artículo 1279). 


El plazo deberán fijarlo las partes; se presume por la ley que se 
establece en favor del deudor, a no ser que conste expresamente o se 
deduzca del tenor del instrumento o de otras circunstancias, que fue 
convenido en favor del acreedor o de ambas partes. Artículo 1282. 


Sostenemos un criterio favorable al deudor, como parte débil del 
negocio, cuyas condiciones impone el acreedor. En nuestro medio nos 
parece que debe prevalecer la presunción en favor del deudor, pero 
los otorgantes decidirán expresamente lo que más les convenga. Sin 
embargo, aunque el deudor disponga del plazo, se mencionan tres ca- 
sos en el artículo 1281, en que pierde el derecho de utilizarlo y en tal 
situación, el acreedor puede darlo por vencido. 


No obstante, hay ocasiones en que de la propia naturaleza del 
contrato se deduce que el plazo existe en favor del acreedor, sin que 
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sea necesario expresarlo. El depósito, por ejemplo, puede tener fi- 
jado un plazo, pero éste sólo obligará al depositario a tener en su po- 
der la cosa depositada durante el tiempo convenido, no así al deposi- 
tante, quien en cualquier momento puede pedir la entrega, a pesar del 
plazo. 


Si el plazo se fija para el cumplimiento de la obligación es evi- 
dente que no puede exigirse antes del vencimiento; pero si el deudor 
cumplió la obligación ignorando la existencia del plazo, tiene derecho 
a reclamar del acreedor los intereses o los frutos que éste hubiere 
percibido por el anticipo, pues al deudor corresponde esa utilidad toda 
vez que el plazo le permitía obtenerla. 


Debe anticiparse que en el capitulo relativo al pago como efecto 
de las obligaciones, se prescribe que éstas deben ser ejecutadas sin de- 
mora cuando no se fija plazo, sin que esta expresión signifique que 
el deudor no disponga del tiempo racional para cumplir el convenio, 
ya que en ciertas ocasiones la cosa que debe ser entregada tiene que 
prepararse, sobre todo tratándose de mercaderías. 


También en el capítulo que regula el contrato de mutuo se dis- 
pone que si el deudor no quiere utilizar el plazo puede devolver la cosa, 
pero sin merma de la utilidad que le reporta al acreedor el plazo, pues 
éste se estipula en favor de ambos otorgantes. 

El artículo 1283 contempla el caso de que no obstante deducirse 
del acto o contrato, que ha querido concederse plazo al deudor para 
el cumplimiento de la obligación, siempre que no aparezca señalado 
en el documento, será el juez el que lo fije si las partes no se ponen 
de acuerdo. También lo señalará el juez cuando la duración del 
plazo, por una u otra circunstancia, haya quedado a voluntad del deu- 
dor y éste demorare el cumplimiento. 


5.—SIMULACION DE LOS ACTOS JURIDICOS. El artículo 1284 
enuncia los casos de simulación, que pueden dar lugar a la nuli- 
dad o modificación del acto, según que la simulación sea absoluta o 
relativa. 

La simulación es absoluta, cuando el acto simulado nada tiene 
de real, caso en el que no produce ningún efecto jurídico; la simula- 
ción es relativa, cuando a un acto jurídico se le da una falsa aparien- 
cia que oculta su verdadero carácter, la que una vez demostrada, pro- 
ducirá los efectos del acto jurídico encubierto, siempre que la causa 
sea lícita. Artículos 1285 y 1286. 
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Al hablar de los vicios del consentimiento dijimos que la simula- 
ción es una declaración de voluntad que aparenta lo contrario de la 
verdadera realidad del acto que se quiere otorgar y que se produce 
voluntariamente, aunque esta voluntad no sea libre sino influida por 
hechos de alguna de las partes. 


La simulación es considerada por Manresa como vicio del con- 
sentimiento próxima al error, pero difiere de él en que la contra- 
dicción de lo declarado con lo «querido es voluntaria. (Tomo VUI, 
Volúmen Il, Página 393). 


El Código admite la simulación lícita, artículo 1237, cuando el 
acto jurídico no tiene un fin ilícito ni causa perjuicio a ninguna per- 
sona. 


| 
Los ejemplos que siguen explican los diferentes casos de la si- 
mulación: 


Primer caso. Cuando se encubre el carácter jurídico de un acto 
dándole. la apariencia de otro de distinta naturaleza: la persona que 
recibe a mutuo una cantidad de dinero y es obligada por el acreedor 
a hacer constar en el documento que la ha recibido en calidad de de- 
pósito; el comprador de una cosa que se compromete al pago del pre- 
cio por medio de abonos parciales y que se ve forzado por el vendedor 
a declarar que el contrato es de arrendamiento. 


Segundo caso. Cuando las partes declaran o confiesan falsa- 
mente lo que en realidad no ha pasado o no se ha convenido entre 
ellas: el deudor personal que simula contratos hipotecarios u otros 
gravámenes sobre sus bienes para librarlos de la ejecución de sus 
acreedores. 


Tercer caso. Cuando se constituyen o transmiten derechos a 
personas interpuestas, para mantener desconocidas a las verdade- 
ramente interesadas: el juez que compra por interpósita persona los 
bienes que se venden con su intervención; en el mismo caso, el abo- 
gado, el procurador, los expertos, etc.; el tutor que hace negociacio- 
nes en igual forma con los bienes de su pupilo. 


En los dos últimos casos es manifiesta la simulación absoluta 
que produce la nulidad absoluta; y en el primero, la simulación es 
relativa y sólo provoca la modificación de lo convenido en aparien- 
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cia para darle los efectos que son propios del verdadero acto o con- 
trato encubierto. 


La acción de simulación para obtener la nulidad o modificación 
del acto es imprescriptible (artículo 1288), porque no se concibe, 
dice la exposición de motivos del Código Civil del Perú (cita del 
doctor Rodríguez Llerena, Tomo HI, Página 28), que sólo por el 
transcurso del tiempo pueda extinguirse entre las partes el derecho 
de pedir el reconocimiento de un hecho; además, un hecho que no 
existe no puede adquirir existencia aunque transcurra mucho tiempo. 

Si la persona favorecida por la simulación ha transferido a otro 
sus derechos, la acción contra el tercero sólo será admisible, dice el 
artículo 1289, si la transmisión tuvo lugar a título gratuíto, aunque 
el tercero hubiere ignorado la simulación; pero si la transmisión se 
operó a titulo oneroso, la anulación sólo procederá si el tercero obró 


de mala fe. 


Creemos que fijado el concepto claro y terminante de la simula- 
ción, la prueba puede facilitarse y los tribunales podrán destruir en 
sus fallos la falsedad que entraña la simulación. Contemplada la si- 
mulación en el Código del 77 mediante la invocación de la falta de 
causa y de la causa falsa, es evidente que faltaba una legislación com- 
pleta y adecuada, acorde con la autonomía de este vicio de la voluntad. 


6.—REVOCACION DE LOS NEGOCIOS JURIDICOS. La mate- 
ria de que se ocupa este capitulo ha sido tratado en la legislación 
de diferente manera, por la falta de unidad de criterio en cuanto a 
la naturaleza de la acción que se concede a los acreedores para hacer 
volver al patrimonio del deudor los bienes que han salido de su poder, 
dejándolo en estado de insolvencia para cumplir sus obligaciones. 


Esta acción calificada de nulidad, de rescisión o de revocación, 
es la llamada acción pauliana, introducida en el Derecho Romano por 
un pretor de nombre Paulo, en forma de acción de carácter penal diri- 
gida contra el tercero culpable de haberse prestado, en complicidad 
con el deudor, a maniobras fraudulentas para despojar a los acreedo- 
res originando una condena pecuniaria. (Colin, Derecho Civil. Tomo 
III, página 82). 


El Código del 77, en el titulo de la rescisión y nulidad de los 
contratos, define, en el artículo 2359, la rescisión como la invali- 
dación de alguna obligación o contrato y agrega que no pueden rescin- 
dirse sino las obligaciones que en sí mismas son válidas; y en los 
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tres artículos siguientes se ocupa de la rescisión en los casos en que 
se haya cometido fraude, en perjuicio de los acreedores, al enajenar 
los bienes del deudor, así como del pago hecho en estado de insol- 
vencia por obligaciones a cuyo cumplimiento no podía ser compelido 
el deudor al tiempo de hacer la solución. 


El Código de Comercio declara en el artículo 1328 que son nulos 
los actos traslativos de dominio a título gratuito y todo pago antici- 
pado o constitución de hipoteca o prenda que realice el deudor después 
del día a que el juez refiera la cesación de pagos o dentro de los 
diez días que la han precedido. 


Tales son los antecedentes que nos han servido para formular el 
capitulo que denominamos revocación de los actos juridicos cuyos fun- 
damentos explicamos en seguida. 


) La acción pauliana es una modalidad de la rescisión, pero no 
produce el efecto absoluto de ésta sino tan solo un efecto relativo. 


Favorece únicamente al acreedor que la ejercita y hasta el mon- 
to de su crédito, dejando a salvo el derecho de los demás acreedores. 


Si el deudor o el tercero demandado le paga o le garantiza a 
su satisfacción el cumplimiento de sus obligaciones, el procedimiento 
termina porque decae el derecho del reclamante. 


Consecuencia de lo anterior es que la acción persigue ante todo 
el pago y subsidiariamente la invalidación. 


En cuanto a calificar de nulidad la acción pauliana lo estimamos 
inaceptable, pues aunque concurre la circunstancia de que con ella se 
persigue la invalidez de un acto que burla la garantía que la ley ofre- 
ce a los acreedores, su otorgamiento con todos los requisitos legales 
que lo hacen existir sin contravención a leyes de orden público, ni 
la ocurrencia de vicios del consentimiento, tienden a establecer el 
verdadero carácter de la acción pauliana que calificamos como pura- 
mente revocatoria. 


La acción revocatoria puede ejercitarla el acreedor si reune estos 
requisitos: 

lo. Que el acto impugnado le cause perjuicio; 

20. Que haya sido hecho en fraude de sus intereses; y 
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3o. Que el crédito que motiva la acción sea anterior al acto que 
se pretende revocar. Además, sí la enajenación se hubiere 


hecho a título oneroso debe comprobar el reclamante la com- 


plicidad o mala fe del tercero adquirente. 


El perjuicio consiste en la insolvencia del deudor y el conoci- 


miento de esta insolvencia para pagar sus deudas constituye el frau- 
de. La insolvencia existe cuando la suma de los bienes del deudor 
no alcanza a cubrir la totalidad de sus deudas. 


La acción revocatoria debe seguirse a instancia del acreedor dice 
el artículo 1294 y únicamente será declarada en interés del acreedor o 
acreedores que la hubieren pedido y hasta el importe de sus créditos. 

Una vez obtenida la declaración judicial de revocación, los bie- 
nes se devolverán por el que los adquirió de mala fe, con sus frutos, o 
indemnización de daños y perjuicios cuando la restitución de dichos 
bienes no fuere posible y contra ellos dirigirá su acción ejecutiva el 
acreedor favorecido con la revocación. 


No sólo los bienes enajenados pueden ser objeto de la revocación 


sino también los pagos que se hayan hecho anticipadamente para de- 
fraudar a los demás acreedores en las circunstancias que mencionan 
los cuatro incisos que contiene el artículo 1299, cantidades que en 
caso de concurso o quiebra volverán a la masa de acreedores para los 


efectos del pago. 


También pueden ser objeto de esta acción los actos en que el 
deudor renuncia derechos constituídos a su favor y cuyo goce no fue- 
re exclusivamente personal. 

La acción revocatoria prescribe en un año, contado desde la ce- 
lebración del negocio o desde la fecha en que se verificó el pago 
o se hizo la renuncia del derecho. Artículo 1300. 


7.—NULIDAD DE LOS NEGOCIOS JURIDICOS. La cuestión re- 
ferente a inexistencia, nulidad y anulabilidad de los actos jurídicos, 
legislada confusamente y con tan poca precisión en el Código del 77, 
queda resuelta en los artículos 1301 y 1303, que comprenden los casos 
en que se produce la nulidad absoluta por inexistencia del acto y la 
nulidad relativa por vicios del consentimiento. 


Para que exista legalmente un acto juridico es indispensable 
la concurrencia de persona capaz que consienta y de objeto lícito, 
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entendiéndose como lícito no sólo una cosa que no está fuera del 
comercio, sino que el acto no tenga por objeto algo contrario al 
orden público o a leyes prohibitivas. Además, es necesario en ciertos 
actos y contratos la observancia de las solemnidades prescritas para 
su existencia. La falta de alguno de estos elementos hace inexisten- 
te el acto y su nulidad es, por tanto, absoluta. 


Careciendo de efectos jurídicos el acto absolutamente nulo, dicha 
nulidad puede ser declarada de oficio por el juez y también alegada 
por el Ministerio Público, pues el caso no afecta únicamente intereses 
privados. Esta misma razón de inexistencia convierte en imprescripti- 
ble la acción, porque no se puede dar existencia por el transcurso 
del tiempo a lo que no existe, ni tampoco puede revalidarse por con- 
firmación. 

La nulidad relativa tiene otro carácter. Ocurre por incapacidad 


relativa de las partes o de una de ellas y por vicios del consentimiento, 
como lo preceptúa el artículo 1303. 


En el acto celebrado han concurrido los requisitos para su exis- 
tencia y aunque viciado el consentimiento ha habido declaración de 
voluntad, cuyos efectos se producen y subsisten mientras no se decla- 
re la nulidad en sentencia firme. 


Puede revalidarse por confirmación expresa de la parte que ha 
sufrido el vicio o dando cumplimiento a la obligación, a sabiendas 
del defecto de que adolece, y esta confirmación implica la renuncia 
a la acción de nulidad. 


También queda borrado el vicio por el transcurso del tiempo, 
pues si dentro de dos años contados desde el día en que se contra- 
jo la obligación, no se ejercita la acción de nulidad, el acto queda con- 


firmado por prescripción. 


Esta acción de anulabilidad no puede ejercitarla más que la parte 
cuyo consentimiento está viciado o quien resultare directamente per- 
judicado, pues tan solo tiende a proteger intereses particulares. 


TITULO H 


8.—CONCEPTO DE LA OBLIGACION. El artículo 1395 del Có- 
digo Civil del 77 define la obligación como la necesidad jurídica de dar, 


hacer o no hacer alguna cosa. 
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Suficiente nos parece expresar el objeto de la obligación para 
los efectos de la ley. Si la obligación es una necesidad o una re- 
lación jurídica o un vinculo patrimonial, etc., es la teoría la que 
debe investigarlo; en el Código lo único que interesa precisar con cla- 
ridad es el concepto objetivo de la misma y ese propósito lo conside- 
ramos conseguido con la redacción que hemos adoptado en el artículo 
1319. La parte restante que enumera y clasifica las fuentes de las 
obligaciones, ha quedado suprimida. Sin necesidad de hacer la enu- 
meración que nunca podría ser taxativa, hemos agrupado las fuentes 
de las obligaciones en tres apartados que son: 

a) Las que provienen de contratos; 

b) Las que proceden de hechos lícitos sin convenio; y 

c) Las que se derivan de hechos ilícitos. 


Esta separación determina la fuente inmediata y directa de la 
obligación, dejando a la doctrina que señale o establezca si la ley 
y el contrato son las únicas fuentes verdaderas de las obligaciones 
o si fuera de éstas o dentro de éstas existen otras, como piensan 
y afirman connotados autores. 


9.—OBLIGACION DE DAR. La obligación de dar la tomamos 
en el sentido de entregar una cosa mueble o inmueble, ya para cons- 
tituir sobre ella un derecho real, o para transferir solamente el uso, 
goce o tenencia, o, para restituirla a su dueño. Dar, pues, significa 
toda obligación de entregar, como en la compraventa en que el com- 


.prador tiene que dar al vendedor el precio y éste a aquél la cosa 


vendida. 


Efectos de la obligación de dar, son los siguientes: 

a) Entrega de la cosa y de sus accesorios o pertenencias; 

b) Entrega de los frutos que produzca desde que se contrajo la 
obligación; y 

c) Responsabilidad por los daños y perjuicios que sufra la cosa 
mientras no sea entregada. 


Así lo expresa el artículo 1320 cuyo contenido lo encontramos 
en los artículos 1431, 1535, 1537 reformado por el 255 del decreto 
272, y 1538 del Código del 77. 


El primero de los artículos mencionados lo trae el Código del 
17 en el párrafo que titula “Efectos de los Contratos” y los res- 
tantes artículos, cuya doctrina contiene el artículo 1320, corresponden 
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en el Código mismo al tratado de la compraventa; pero como la obli- 
gación de dar no existe únicamente cuando se vende una cosa sino en 
muchas otras convenciones, hemos trasladado aquellos preceptos a 
la parte general de obligaciones suprimiéndola de los contratos. 


Estimamos que los tres efectos enunciados caben muy bien en 
un solo artículo ya que son partes de una misma obligación. 


Para que nazca la obligación de dar es indispensable que la cosa 
se determine, por lo menos en su especie, pues de lo contrario el 
convenio carecería de uno de sus requisitos esenciales para su exis- 
tencia como es la cosa cierta materia del contrato. 


La determinación de la cosa únicamente por su especie, con- 
templada en el artículo 1321, faculta al deudor para hacer la elección 
de la cosa individual dentro de la especie determinada, salvo que el 
mismo haya aceptado que la elección la haga el acreedor. 


La cosa que debe entregar el deudor debe ser de regular cali- 
dad, es decir, no se exige que sea de superior calidad, pero tampoco 
se permite que sea de calidad inferior. 


El artículo 258 del Código de Comercio trata esta materia den- 
tro de las obligaciones del vendedor y comprador, prescribiendo que 
si las mercaderías vendidas no hubieren sido individualizadas, el ven- 
dedor cumple su obligación entregándolas sanas yde regular calidad. 


No estando individualizada la cosa que debe entregarse sino so- 
lamente su especie, como ésta no puede perecer, el deudor no puede 
eximirse de la obligación de entregarla alegando pérdida por caso for- 
tuito o fuerza mayor. Tal es la disposición del artículo 1322. 


La obligación de dar comprende la entrega de la cosa, pero si 
ésta se pierde sin culpa del deudor, la obligación queda sin efecto y 
se devolverá lo que se haya recibido por cuenta del convenio. Artículo 
1331, inciso 1*. 


Esta regla parece contradecir el principio sustentado por este 
Código, que es el mismo del Código del 77, de que el contrato queda 
perfecto por el consentimiento de las partes aunque la cosa no fuere 
entregada, en cuya virtud, el riesgo debiera corresponder en caso de 
venta al comprador que es el dueño y no al vendedor. 
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No hay que exagerar, dice Manresa, el alcance de la perfec- 
ción atribuyendo al simple consentimiento el efecto de trasmitir 
por sí y desde luego el derecho real, que sólo puede nacer como 
consecuencia de la entrega, del cumplimiento, de la consumación:(*) 
Quien compra una cosa mueble o inmueble, no puede ejercitar res- 
pecto de ella todas las acciones inherentes al dominio, mientras en 
una forma u otra no sea puesta a su disposición. 


Y el doctor Cruz expresa que hay que atender a la diferen- 
cia técnica entre la perfección y la consumación de un contrato, es- 
pecialmente para la traslación del dominio. Está perfecto desde el 
punto en que pueden ejercitarse derechos y obligaciones: v. g. en la 
venta, desde que hay título legítimo; y está consumado cuando se 
verifica la entrega de la cosa que es su objeto. (Instituciones, Tomo 


11, Págs. 95). 


Transcribimos la crítica que sobre este principio que es el adop- 
tado por el Código alemán hace Roca Sastre, en su obra Estudios de 
Derecho Privado, vol. I, Pág. 391: 


“Se habla de un sistema germánico que sienta un principio con- 
trario al romano, o sea, que el riesgo de la pérdida de la cosa ven- 
dida no se desplaza al comprador sino por el traspaso de la pose- 

ión o el acuerdo de transmisión de inmuebles. La pérdida de la cosa 
vendida, no sólo extingue la obligación de entregar, contraída por el 
vendedor, sino que, además, extingue la obligación de pagar el precio, 
contraida por el comprador. Por consiguiente, el comprador no re- 
cibe la cosa, pero queda liberado de la obligación de satisfacer el pre- 
cio. En definitiva, pues, la pérdida repercute en perjuicio del ven- 
dedor, el cual se queda sin la cosa y sin el precio: res perit domino, 
pues el vendedor reune ambas cualidades. 


“Esta tendencia legislativa llega a semejante resultado porque, 
en ella, a diferencia del derecho romano, es tomada en considera- 
ción la nota de reciprocidad o correlatividad que une las obligaciones 
de las partes en la compraventa, o sea, la obligación de entregar la 
cosa y la de abonar el precio. En Roma, el juego íntimo derivado de 
la conexión entre las obligaciones recíprocas originadas por un con- 
trato sinalagmático, actuaba en varios aspectos, pero sin llegar a 
extenderlo al caso de periculum. Frente a éste, el legislador romano 
no encontró suficiente el nexo causal o de correlatividad que enlaza 


(1) Manresa - Código Civil Español 8 -» IU - Pág, 321, 
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las obligaciones nacidas como recíprocas para reconocerle belige- 
rancia o valor. En cambio, en el llamado sistema germánico, se to- 
mó en consideración dicha conexión, de modo que la extinción de la 
obligación de dar, por pérdida de la cosa vendida, arrastra, implica 
o se extiende a la obligación de pagar el precio, quedando extinguidas 
ambas.” 


Aunque el sistema nuestro es distinto del seguido en otros có- 
idigos, en que el contrato, cuando entraña una obligación de dar, se 
¡perfecciona por la entrega de la cosa, adoptamos el criterio 
de que su pérdida corre a cargo del deudor mientras el acreedor no 
la reciba, o no se dé por recibido de ella, pues existe, en efecto, corre- 
latividad o reciprocidad entre las obligaciones de ambas partes, ya 
que ninguno contrata para dar y no recibir, sino para dar y recibir 
en cambio, lo que constituye la causa del contrato en la doctrina tra- 
dicional; de tal manera que no obstante que el consentimiento per- 
fecciona el convenio, es necesario su consumación en las obligaciones 
de dar para que el acreedor de la cosa cargue con el riesgo de ella. 
En este sentido aceptamos la teoría germánica, pues consideramos que 
las razones que la explican son aplicables a cualquiera de los dos sis- 
temas en que se inspiran los códigos civiles para cargar o librar de 
los riesgos a las partes contratantes, toda vez que la obligación de 
dar debe realizar su fin propio, que es poner la cosa a disposición del 
adquirente para que la disfrute y ejercite sus derechos. 


Incongruente parece, a primera vista, el contenido del artículo 
1333, que adjudica al acreedor las mejoras originadas por la natu- 
raleza de la cosa o por el transcurso del tiempo; pero debe tenerse 
en cuenta que lo que aprovecha el acreedor con las mejoras no pue- 
de compensarse con la pérdida de la cosa sino con su desmejora y 
disminución de valor. Así, al consumarse el contrato el comprador 
recibe la cosa con el aumento de los frutos naturales o con la pérdida 
de los deterioros producidos por la acción del tiempo, con el mayor 
valor o plusvalía o con el menor valor que haya provocado su de- 
preciación; de manera que la equivalencia de la cosa es su precio, 
la equivalencia de las mejoras son los deterioros. 


10.—OBLIGACIONES DE HACER Y DE NO HACER. Los ar- 
tículos 1323 a 1328, se refieren a las obligaciones de hacer y de no 
hacer. 
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Se ocupan de esta clase de obligaciones los artículos 1449 del 
Código del 77 y 337, 338 y 339 del nuevo Código Procesal Civil y 


Mercantil. 


El contenido de dichas disposiciones se encuentra reproducido 
con la debida claridad y separación en los cinco artículos del Código 


Civil. 


Las obligaciones de hacer pueden ser ejecutadas por un tercero 
o solamente por el obligado. En el primer caso, el acreedor puede 
hacer por sí o por medio de tercero, a costa del deudor, lo que se 
hubiere convenido. En el segundo caso, solamente puede conseguir 
el acreedor el pago de daños y perjuicios si el obligado se niega a 
cumplir la prestación, pues no se podría constreñir a éste a hacer una 
cosa contra su voluntad sin atentar contra su libertad personal. 


La construcción de un edificio, por ejemplo, implica una obliga- 
ción de hacer que puede realizarse por otra persona que no sea el 
obligado; pero la administración de una sociedad, la pintura de un 
cuadro, etc., son obligaciones de sello personalísimo que no pueden 
transferirse y su incumplimiento daría únicamente acción al acreedor 
para demandar daños y perjuicios. 


La obligación de no hacer implica un acto negativo, una abs- 
tención del deudor, cuyo incumplimiento se evidencia con el solo 
hecho de la contravención; y en este caso, el acreedor tiene derecho 
a que se destruya lo que se hizo contra lo convenido, ya sea por el 
deudor mismo o por el propio acreedor a costa de aquel. 


El vendedor que se compromete con su comprador a no instalar 
en un perímetro determinado negocio igual o similar al que le ha 
vendido, a fin de no hacerle competencia, sería obligado, en caso 
de incumplimiento, a cerrar el nuevo comercio. 


La no divulgación de un secreto industrial, da lugar a la in- 
demnización de daños y perjuicios por ser indestructible el hecho 
de la contravención. 


11.—GARANTIA DE LA OBLIGACION. El principio general de 
la legislación de que las obligaciones de una persona se garantizan 
con sus bienes presentes y futuros, fue acogido por el artículo 2384 
del Código Civil del 77, en la graduación de acreedores, cuyo texto li- 
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teralmente dice: “El deudor está obligado a pagar con todos sus bie- 
nes presentes y futuros, aunque no se estipule así en el contrato, a no 


ser que haya convenio expreso en contrario”. 


El artículo 1329 modifica en parte este principio, declarando 
que la obligación personal queda garantizada con los bienes enaje- 
nables que posea el deudor al exigirse su cumplimiento. 


El pago de las obligaciones puede garantizarse con hipoteca o 
prenda y en cualquiera de estos casos la afectación expresa recae 
sobre determinados bienes, no pudiendo el acreedor perseguir 
otros distintos al ejercitar la acción ejecutiva; pero en las 
obligaciones personales en las cuales no se constituye gravamen es- 
pecial, la garantía la prestan todos los bienes embargables del deu- 
dor. Sin embargo, antes de iniciarse el procedimiento ejecutivo 


puede hacer operaciones con ellos con entera libertad, ya que no 


existe gravamen especial, pues hasta que se verifica el embargo que- 
dan los bienes afectos al pago con el producto que se obtenga de ellos. 

La modificación introducida tiende precisamente a dejar claro 
el derecho del deudor para enajenar, permutar o hacer cualquiera 
clase de operaciones con sus bienes, mientras no sea ejecutado, con 
tal que no signifique una defraudación, pues en este caso el acreedor 
ejercitaría la acción pauliana. 


12.—REVISION DE LA OBLIGACION. El artículo 1330 contiene 


el principio de la teoría de la imprevisión. 


Cuando las condiciones bajo las cuales fuere contraída una obli- 
gación cambiaren de manera notable, a consecuencia de hechos ex- 
traordinarios imposibles de prever, haciendo su cumplimiento dema- 
siado oneroso para el deudor, el convenio podrá ser revisado mediante 
declaración judicial. Esta revisión puede dar lugar a la modificación 
de las condiciones de cumplimiento o a la suspensión de la obligación, 
mientras no desaparezcan las circunstancias que la hacen difícil o 
demasiado onerosa. 


Los hechos a que se refiere este artículo, imposibles de preverse 
o de evitarse, podrian confundir el acontecimiento con el caso for- 
tuito o fuerza mayor y objetarse la inutilidad de esta nueva figura 
jurídica. Pero es distinta la imposibilidad que contempla este pre- 
cepto de la que resulta por la ocurrencia del caso fortuito o de 
fuerza mayor. En aquella, la ejecución de la obligación es posible 


153 


4 


4 
% 


? 


para el deudor pero en un plazo incierto que evidentemente excede del 
plazo convenido, o puede realizarse la obligación, pero con tan grave 
sacrificio económico del deudor que lo dejaría en la ruina. 


El caso fortuito, en cambio, hace imposible el cumplimiento de 
la obligación para el presente y para el futuro, por lo que su ocurren- 
cia produce la extinción de la misma. 


Las graves circunstancias que motivan la imposibilidad de cum- 
plimiento deben ser probadas en juicio por el deudor a fin de que el 
juez pueda hacer la declaración que proceda. Si se declara la sus- 
pensión indefinida puede ser exigida nuevamente la obligación cuando 
desaparezcan los motivos, y en tal supuesto, se deberá al cambio fa- 
vorable de circunstancias. 


13.—OBLIGACIONES ALTERNATIVAS Y FACULTATIVAS. Es- 
tas modalidades de obligaciones forman los capítulos II y MI, estando 
contenidas las primeras en los artículos 1334 a 1340 y las faculta- 
tivas en los artículos 1341 a 1346. 


De las obligaciones alternativas solamente tiene un artículo 
el Código del 77, que es el 1460, no habiendo ninguno que trate de 
las facultativas. 


Ambas se parecen y a veces es difícil saber cuál es la modalidad 
de la obligación, pero como es más favorable para el deudor la fa- 
cultativa, dispone el artículo 1346 que, en caso de duda sobre si la 
obligación es alternativa o facultativa, se tendrá por facultativa. 


La obligación alternativa, en efecto, es favorable al acreedor y 
gravosa para el deudor, sucediendo lo contrario con la facultativa. 
La primera es una obligación compuesta y la segunda, simple; en la 
primera se deben todas las prestaciones, en la segunda solamente la 
primera o principal. De ahí que si perece cualquiera de los objetos 
cn la obligación alternativa, quedan los demás para pagar al deudor; 
si perece la cosa principal en la obligación facultativa, sin culpa del 
deudor, la obligación se extingue. En cambio, si perece la cosa acce- 
soria en la obligación facultativa no se modifica la obligación del 


deudor puesto que queda la principal, que es el objeto de esta obli- 
gación simple. 


14.—OBLIGACIONES MANCOMUNADAS. El capítulo IV re- 
gula esta modalidad de obligaciones, cuya importancia es evidente 
por el uso continuo que se hace de la solidaridad en la contratación. 
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Debemos advertir, desde luego, que el nuevo Código rectifica 
el concepto de mancomunidad y solidaridad aceptado en el Código 
del 77, de acuerdo con el significado gramatical de ambos términos. 


El Código del 77 confunde la mancomunidad con la solidaridad; 
así lo manifiesta el doctor Cruz, y agrega que la mayor parte de 
las legislaciones antiguas y modernas llaman mancomunada a la 
obligación puramente conjunta y solidaria a la otra, lo que es 
más conforme a la verdadera significación de las palabras y a la 
claridad de las ideas. (Cruz, Instituciones de Derecho Civil, Tomo 


TI, página 20.) 


Sin embargo, tampoco es exacta tal diferencia. Mancomunidad 
hay en la obligación conjunta y en la solidaria en cuanto concurren 
en común varios acreedores o varios deudores; pero en la primera 
cada uno es acreedor o deudor por su parte o a prorrata, y en la 
segunda cada uno es acreedor o responsable por el todo. 


Esto quiere decir que la obligación mancomunada puede ser sim- 
ple o conjunta y solidaria. (Puig Peña, Derecho Civil, tomo TV, 
página 38). 


La mancomunidad es, pues, el género que comprende dos espe- 
cies: mancomunidad simple, conjunta o a prorrata y mancomunidad 
solidaria. 


La solidaridad activa o entre acreedores es poco usada, debi- 
do a que el beneficio que podría reportarles pueden obtenerlo em- 
pleando otra figura jurídica sin los peligros que presenta la so- 
lidaridad. El mandato expreso produce el mismo resultado pa- 
ra el cobro de un crédito, sin la desventaja que presenta el man- 
dato tácito que se supone dado a cada uno de los acreedores solidarios 
para la ejecución de la prestación debida. En cambio, la solidaridad 
entre deudores es de uso general y constante en toda clase de obli- 
gaciones de sujeto pasivo múltiple. La solidaridad, sin embargo, 
sigue constituyendo una excepción a la regla general de que los 
deudores se obligan conjuntamente o a prorrata y sólo se les tiene 
como solidarios si en esa forma se obligan expresamente. La soli- 
daridad nunca se presume y la expresa resulta de la aceptación de 
los deudores o de disposición de la ley, también en forma expresa. 


Expuesta la diferencia entre las obligaciones mancomunadas 
y las mancomunadas solidarias, fácilmente se explica el conteni- 
do de las varias disposiciones de este capítulo. 


En la mancomunidad simple el crédito o la deuda se conside- 
ran divididos en tantas partes como acreedores o deudores hayan y 
cada parte constituye una deuda o un crédito distinto. (Artículo 
1348). Consecuencia de este precepto es que los actos, la mora, 
la culpa y la prescripción que afectan a una parte no favorece ni 
perjudica a los demás. No así la obligación solidaria considerada 
como una unidad, en la cual cada uno puede demandar el pago del 
total o es responsable del cumplimiento de toda la obligación y los 
actos de uno de ellos afectan a los demás. (Artículo 1352). 


El Código del 77 dedica once artículos a esta materia, del 1461 
al 1472, pero existen, además, diferentes disposiciones relativas a la 
solidaridad, dispersas en varias partes del mismo. El nuevo Código 
reproduce y amplía los mencionados preceptos y recoge los demás, 
comprendiéndolos casi todos en un solo capítulo, con las modifica- 
ciones que resultan de la rectificación que se expone en este párrafo. 


15.—OBLIGACIONES DIVISIBLES E INDIVISIBLES. El Código 
del 77 no menciona las obligaciones divisibleg y únicamente el ar- 
tículo 2310, reformado por el 333 del decreto 272, contiene una pres- 
cripción que corresponde a la indivisibilidad de las obligaciones. “No 
puede obligarse al acreedor, expresa, a recibir por partes lo que se 
le debe, sino ha de pagársele la totalidad, salvo convenio en contra- 
rio”. Esta es precisamente la indivisibilidad que en forma clara y 


concluyente contemplan los artículos 1373, 1374 y 1376. 


Los efectos de la indivisibilidad son parecidos a los de la soli- 
daridad y algunos códigos declaran que la obligación indivisible pro- 
duce los mismos efectos de la obligación solidaria; pero en nuestro 
artículo 1375, seguimos el criterio diferencial de ambas modalidades, 
por el que se establece que la solidaridad no da a la obligación el 
carácter de indivisible, ni la indivisibilidad de la obligación la hace 
solidaria. 


“Las obligaciones indivisibles, dice el doctor Llerena, citando 
a Aubry y Rau (Código Civil argentino, tomo II, página 145), como 


- las obligaciones solidarias, son, en verdad, exigibles en su tota- 


lidad, de parte de cada uno de los acreedores contra cada uno de 
los deudores; pero este efecto, común a estas dos especies de obli- 
gaciones, procede en la obligación solidaria del título mismo que 
la constituye como tal, mientras que en la obligación indivisible 
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ese efecto no es sino el resultado de la imposibilidad de cumplir 
parcialmente la prestación, que es el objeto. En una obligación 
indivisible, cada uno de los deudores no debería pagar y cada uno 
de los acreedores no podría reclamar sino su parte, si la presta- 
ción fuese susceptible de cumplimiento parcial, mientras que en la 
obligación solidaria cada deudor debe pagar y cada acreedor puede 
exigir el cumplimiento total, aunque sea posible o fácil hacer pagos 
parciales.” 


La obligación indivisible puede resultar no solamente del con- 
venio sino de algún hecho jurídico: la muerte del causante, por ejem- 
plo. Sus herederos, obligados a cumplir la prestación ofrecida por 
aquél, lo harán conjuntamente, pues el acreedor no debe dirigir su 
acción contra uno solo de los deudores, sino contra todos a la vez, 
según lo prescribe el artículo 1377, salvo el caso de que en la parti- 
ción de bienes uno solo de los herederos haya quedado obligado por 
el total de la deuda. Quiere decir, pues, que si la indivisibilidad tu- 
viera los mismos efectos que la solidaridad, en el caso propuesto 
cada uno de los herederos estaría obligado por el total y no a pro- 
rrata, como resulta de la indivisibilidad; pero como el acreedor tiene 
derecho a pedir el cumplimiento total y no parcial de la obligación 
y no está obligado a recibir por partes lo que se le debe, aunque 
la cosa pudiera dividirse físicamente, dispone el artículo citado, que 
la prestación debe exigirla de todos al mismo tiempo, salvo que uno 
de los deudores esté encargado de cumplirla, en cuyo caso, el acreedor 
puede dirigir su acción solamente contra éste, y el deudor tiene dere- 
cho de pedir que se cite y emplace a los demás para el efecto de re- 
petir contra ellos. 


PAGO 


16.—CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES. El Código del 
77, igual que muchos códigos antiguos, reglamentó el pago entre los ' 
medios de extinción de las obligaciones y ciertamente que es el medio 
normal para extinguirlas, por lo que no es defectuosa su colocación 
en dicho lugar. Sin embargo, técnicamente debe figurar como efecto 


de las obligaciones, pues para que éstas se extingan deben antes sa- li: 


tisfacerse o cumplirse y este cumplimiento es el efecto inmediato y 
directo de la obligación, puesto que las partes contratan para que la 
prestación se realice; y aunque es imperceptible el momento que se- 
para los dos aspectos del pago (cumplimiento y extinción), toda 
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vez que se operan simultáneamente, no cabe duda que para que se 


declare la cancelación debe antes cumplirse o pagarse. 


En veintiocho artículos se regula el pago común o simple pago, 
que corresponden casi todos a preceptos iguales del Código del 77, 
agregándose otros que son explicables por su propio texto sin nin- 
guna dificultad. No obstante, haremos mención especial de los ar- 
tículos 1392, 1394, 1395 y 1396. 


El primero dice que la entrega del documento original que 
justifica el crédito, hecha por el acreedor al deudor, hace presumir 
la liberación de éste, mientras no se pruebe lo contrario. 


Esta disposición figura en el artículo 2321 del Código del 77, 
tomado casi literalmente del artículo 1654 del Código Civil de Chile, 
dentro del tratado de la remisión de la deuda, presumiendo la con- 
donación la entrega voluntaria del título de la obligación hecha por 
el acreedor. 


En la mayoría de los casos habrá pago y por esta razón pre- 
ferimos colocar la disposición mencionada en este capítulo y no en 
el que trata de la remisión; pero pudiendo originarse la devolución 
del documento de un acto de liberalidad del acreedor, estimamos 
exacta la presunción de liberación, dejando a cargo del interesado la 
prueba de pago o remisión, así como también la prueba de que la 
entrega del documento original al deudor no fue voluntaria, o no 
se hizo con el ánimo de extinguir la obligación. 


El artículo 1393 declara bien hecho el pago al tenedor de un 
titulo al portador. El establecimiento o institución obligada al pago, 
únicamente podrá dejar de hacerlo cuando la autoridad judicial se 
lo ordene. 


El artículo 1394 preceptúa que el pago hecho por medio de 
cheques o títulos de crédito, queda sujeto a la condición de que el 


documento se haga efectivo a su presentación en moneda de curso 


legal. 


El cheque por sí mismo no extingue la deuda sino hasta que | 


es pagado; pero si el pago se efectuare a su presentación, la con- 


dición queda cumplida y, por lo tanto, surte sus efectos desde el mo- 0 


mento en que el cheque fue aceptado por el acreedor, pues éste vo- 
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luntariamente convino en cancelar la deuda al recibir el cheque, 
siempre que el depositario de los fondos lo hiciera efectivo. 


El artículo 1395 expresa que el pago en moneda nacional lo 
hará el deudor entregando igual cantidad numérica con arreglo al 
valor nominal que tenga la moneda en la fecha en que se le requiera 
de pago; y si el pago tuviere que hacerse en moneda extranjera 

| —continúa el artículo 1396— cumplirá el deudor con entregar su 
equivalencia en moneda nacional, al tipo de cambio que rija en la 
| plaza el día del pago. 


El artículo 1919 del Código del 77, reformado por el 278 del 
Decreto 272, tiene igual disposición en su primera parte, pero en la 
segunda fracción del artículo agrega: “Pero si el préstamo se hubie- 
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plirá así por el deudor, aún cuando sobrevenga alteración en el valor 
nominal de las monedas que recibió”. 


Es esta segunda parte la que hemos suprimido. Todo pago puede 
hacerse en quetzales, aún cuando se haya obligado el deudor a ha- 
cerlo en libras esterlinas o en francos beleas; y para efectuarlo no 
tiene más que entregar su equivalencia al tipo de cambio que rija 
en la plaza nuestra el día del pago. 


La cantidad que debe pagar es la que expresa el documento, 
aunque el valor de la moneda haya subido o bajado. 


Estas prescripciones no pueden renunciarse y cualquier cláu- 
sula en un contrato en que se estableciera lo contrario sería nula 
ipso jure, por contravenir leyes de orden público. La cláusula oro 
que era de obligatoria aceptación, queda completamente inútil ante 
los preceptos enunciados, suprimiéndose así la amenaza que queda- 
ba pesando sobre el deudor, a quien se obligaba a devolver distinta 
clase de moneda de la que recibiera, a voluntad del acreedor. 


17.—PAGO POR CONSIGNACION. El Código del 77 denominaba 
oblación y consignación a esta forma de pago. Los artículos 2351 
y 2392 reformados por el 346 del decreto 272, comprendían los El i 
aspectos necesarios para que la extinción se produjera: el ofreci- 
miento, o sea la oblación, y el depósito, o sea la consignación. 


El Código de Enjuiciamiento Civil y Mercantil, muy posterior al 
Código Civil del 77, comprendió en sus procedimientos la consigna- 
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ción. Dispuso en el artículo 210, que se paga por consignación depo- 
sitando la suma o cosa que se debe ante un juez competente, y enw 
mera ocho casos en que la consignación procede. 


Estimando que estas disposiciones del Código procesal son de 
naturaleza sustantiva las trasladamos al Código Civil. 


No cabe duda que los artículos del Código de Enjuiciamiento 
mejoraron notablemente las prescripciones del Código Civil, dejando 
claramente establecidos los casos de consignación para resolver la 
situación del deudor deseoso de pagar cuando por muy diversas 
circunstancias se ve en la imposibilidad de hacerlo por no encontrar 


- al acreedor o no poder éste recibir el pago. 


Se ha suprimido la oblación u ofrecimiento, pues no es necesario 
ni posible hacerlo en todo caso. El inciso primero del artículo 1409 
indica que el deudor consigna porque el acreedor se niega a recibir 
lo que se debe; de manera que el ofrecimiento debe hacerse en este 
caso, pero en los casos restantes del mismo artículo el ofrecimiento 


no cabe. 


Llenados los requisitos de cantidad, modo y forma, estipulados 
en el convenio, y cumplidos los trámites procesales, la consignación 
debe aprobarse y la obligación quedará extinguida desde la fecha en 
que se hizo el depósito, pasando al acreedor los riesgos de la cosa. 


18.—PAGO POR CESION DE BIENES. El Código del 77 se ocu- 
pa de la cesión de bienes en el título XII del libro II, independiente 
del título X relativo a la extinción de las obligaciones; y también por 
separado, en los títulos XIII y XIV, respectivamente, trata el benefi- 
cio de competencia y la graduación de acreedores. 


La cesión de bienes consiste en la entrega que el deudor ha- 
ce de su patrimonio a sus acreedores cuando se encuentra en la im- 
posibilidad de pagar sus deudas, para que el producto que se obten- 
ga de su venta se aplique al pago de sus créditos; y el beneficio de 
competencia, según el artículo 2381 del Código Civil del 77, es el 
que se concede a ciertos deudores para no ser obligados a pagar más 
de lo que buenamente puedan, dejándoseles lo indispensable para una 
modesta subsistencia y con cargo de devolución cuando mejoren de 
fortuna. 
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En la cesión de bienes tiene lugar el concurso de acreedores a 
que se referían los artículos 1405 y siguientes del antiguo Código 
de Procedimientos Civiles y que regulaba el Código de Enjuiciamien- 
to Civil y Mercantil. 


Toda esta materia, pues, es atinente al pago que extingue las 
obligaciones del deudor y como tal medio de extinción estimamos que 
debe estar colocado entre las formas de pago. 


El Código se refiere exclusivamente a la cesión de bienes como 


forma de pago, pues el llamado beneficio de competencia queda 
suprimido desde el momento en que, debidamente aprobada dicha 
cesión, las deudas quedan extinguidas totalmente en virtud de los 
pagos que se hagan, aunque lo que alcance cada acreedor no baste 
para el pago completo, siempre que el cedente sea persona individual, 
pues si se tratare de una sociedad la responsabilidad de los socios sub- 
sistirá después de la liquidación de la persona jurídica, según su natu- 
raleza. 


La excepción que hacía la ley respecto a ciertos deudores enume- 
rados en el artículo 2382 del antiguo Código Civil, la convertimos en 
regla general para todos los deudores que hacen cesión de bienes 
para pagar sus deudas y procedan de buena fe. 


La cesión puede ser convenida libremente entre deudor y acree- 
dor, en cuyo caso, el contrato resultante fijará las bases del convenio 
y determinará los efectos de la operación. También puede ser judi- 
cial con los efectos que determina nuestro artículo 1420. 


La cesión de bienes obliga a la formación del concurso de acree- 
dores, que se hará cargo de la administración, avalúo y reali- 
zación de las existencias para hacer los pagos con la preferencia y en 
la forma que establece el Código Procesal. 


Como la cesión de bienes produce de inmediato la separación 
del deudor de la administración de sus bienes, la liquidación de sus 
negocios, la realización de los bienes cedidos y el pago de las deu- 
das, etc., es conveniente advertir que en dicha cesión no se com- 
prenden los bienes hipotecados o pignorados, los cuales no entran 
a concurso. 


El criterio adoptado en esta forma de pago está de acuerdo con 
la disposición relativa a que la obligación personal queda garantiza- 
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da con los bienes enajenables que posea el deudor en el momento 
de exigirse su cumplimiento. Si son varios acreedores y ostentan el ho 
mismo derecho, es natural que los bienes se vendan a fin de repartir 
el producto entre todos y cancelar de ese modo las obligaciones del 
deudor, a quien únicamente le habrá quedado de sus bienes lo inem- 
; bargable según la ley. Si se continuara la persecución de bienes que 
3 adquiera en lo sucesivo, se le inutilizaría para el trabajo o se le obli- 
do garía a ocultarlos para no dar lugar a procedimientos judiciales, La 
Ñ justicia y la equidad exigen que se sacrifique un tanto (y tal vez apa- 
rentemente) a los acreedores, ya que ellos obraron libremente con- 
cediendo su crédito al deudor, quien no obstante su buena admi- 
nistración y sus buenos manejos, resultó insolvente por causas que 
no le son imputables, pues si lo fueran y los acreedores lograran de- 
mostrarlo, después de la aprobación del convenio de cesión, cabría la 
impugnación por dolo o culpa y, una vez declarada judicialmente 
la nulidad, dejaría subsistentes las obligaciones del deudor. 
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19.—Incumplimiento de las obligaciones. El artículo 1437 del 
Código del 77 estableció la no presunción de la culpa y la obligación 
de probarla, porque ninguno se supone descuidado y negligente, co- 
menta el doctor Fernando Cruz (tomo Il, página 114). El concepto 
actual es distinto; basta afirmar el derecho del acreedor para exigir el 
cumplimiento de la obligación, lo que es normal puesto que constituye 
su efecto principal e inmediato. La falta de cumplimiento es excep- 
cional y, de consiguiente, es al deudor a quien corresponde probar 
el motivo que le impide cumplir; y si no prueba su inculpabilidad, 
queda obligado a la indemnización. En este sentido está redactado 
el artículo 1423, en que se presume que el incumplimiento es por 
culpa del deudor mientras éste no pruebe lo contrario, modificándose 
de esta manera el principio antes aceptado. 


Sin embargo, si el acreedor contradice la inculpabilidad y el 
caso fortuito alegado por el deudor, deberá probarlo por su parte. 
El Código del 77 siguió el sistema de la clasificación tripartita 
de la culpa admitiendo la lata o grave, la leve y la levísima y adop- 


tando como tipo de comparación para la graduación de la misma, 
al buen padre de familia. 
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La división de la culpa y el ajustamiento de cada grado a la 
comprobación de una medida invariable, es completamente ineficaz, 
pues es indudable que en cada caso las circunstancias relativas 
a las personas obligadas, el tiempo en que deben cumplir la obliga- 
ción y el lugar del incumplimiento, deben ser considerados por el 
juez para no proceder con injusticia y marcado desconocimiento de 
la realidad. Estos motivos han inducido a los legisladores a prescin- 
dir de aquella inútil clasificación y a dejar al arbitrio judicial la deter- 
minación del grado de responsabilidad del obligado. Según este 
precepto, prescindimos en lo absoluto de la culpa lata, leve y levísi- 
ma y dejamos a la apreciación del juez que determine en cada caso, 
mediante la prueba que produzca el reclamante, el grado de respon- 
sabilidad del obligado por la falta de cumplimiento de la obligación. 


A este respecto dice Zachariae (citado por el doctor Llerena, 
Comentarios al Código Civil argentino, tomo II, pág. 413). “No hay 
culpa que considerada en sí misma, prescindiendo de las circunstan- 
cias del lugar, del tiempo y de las personas, pueda ser clasificada 
por datos abstractos y por una medida invariable y absoluta como 
culpa grave, leve o levísima. La gravedad de la culpa, su existencia 
misma, está siempre en razón de imputabilidad; es decir, con las cir- 
cunstancias en las cuales ella se produce. Si se conviniese clasificar 
las culpas en abstracto, comparándolas con tipos imaginarios e igual- 
mente abstractos, sería siempre preciso en la práctica considerarlas 
en concreto; tener siempre presente el hecho, y seguir los datos po- 
sitivos del negocio para determinar la existencia e importancia de 
las culpas, y entonces las divisiones teóricas son más bien un em- 
barazo que un socorro, la sola ley es la conciencia del juez”. 


Al deudor debe exigírsele, según lo preceptuado en el artículo 
que comentamos, los cuidados razonables debidos a la cosa, en 
razón de la naturaleza de la misma, de las circunstancias distintas 
en cada caso, relativas a las personas obligadas, al tiempo y al lugar 
de su cumplimiento; cuestiones de hecho que debe apreciar el juez 
según la prueba que al respecto se produzca. 


El artículo 1425 contiene los principios expuestos, que substi- 
tuyen a los enunciados en los artículos 1436, 1439 y 1440 del Código 
Civil derogado, quedando suprimido todo precepto relativo a la an- 
tigua clasificación; pero reproducimos el artículo 1435 del mismo 
Código, en el artículo 1424, porque consideramos que su concepto 
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tan completo y tan general para toda clase de obligaciones es inme- 
jorable. 


20.—CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Caso fortuito, dice 
Cabanellas es el suceso inopinado que no se puede prever ni resistir. 
E Su deslinde de la fuerza mayor resulta tan difícil o sutil, que la 
E generalidad de los códigos y buena parte de la doctrina no ahonda 
en ello y establece iguales consecuencias para uno y otra. Los que 
se apoyan en la causa, estiman caso fortuito el proveniente de la 
naturaleza (la inundación que corta las comunicaciones), y fuerza 
mayor la procedente de una persona (el robo que priva del dinero 


con el cual se iba a pagar). 


Planiol se fija en los efectos: si recaen sobre la prestación o la 
cosa (el rayo que produce un incendio) se trata del caso fortuito; 
si atañen a la persona (una enfermedad o detención legal o ilegal), 
se está ante la fuerza mayor. 


Manresa entiende que el caso fortuito se produce con indepen- 
dencia de la voluntad del hombre e influye sobre la prestación y la 
3 cosa; en cambio, la fuerza mayor consiste en la violencia ejercida 
bo sobre la persona, ya provenga de un suceso inevitable, o de la ac- 
ción legal o ilegal de persona distinta del obligado. De interés re- 
he sulta clasificar de caso fortuito lo imprevisible (que tan difícil re- 
8 sulta excluir en el hombre) y conceptuar como fuerza mayor lo ine- 
m8 vitable; pero esto en materia de seguros, crearía problemas muy de- 
licados. (Dr. Gmo. Cabanellas - Diccionario de Derecho usual, Tomo 
I, Pág. 397 - Edición Argentina 1953). 


| En resumen, unos los diferencian por su causa, entendiendo por 
- caso fortuito el que procede de accidentes naturales, y por fuerza 
mayor la que es debida a la voluntad de un tercero. 


Los mismos conceptos contiene el diccionario de derecho pri- 
vado, Tomo 1, Pág. 822 editorial Labor, Barcelona-1954; y agrega 
que una diferencia neta no siempre es posible establecerla ni el Có- 
digo le da importancia, y la jurisprudencia identifica el caso fortuito y 
la fuerza mayor. 


Lo expuesto explica que el caso fortuito o la fuerza mayor estén 
considerados con iguales efectos en cuanto eximen de responsabili- 
dad al deudor por la falta de cumplimiento de la obligación, a no ser, 
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dice el artículo 1426, que en el momento en que ocurriere, hubiere es- 
tado en mora. 


21.—MORA. El retardo en el cumplimiento de la obligación cons- 
tituye el estado de mora del deudor, pero para que produzca efec- 
tos jurídicos, debe mediar interpelación del acreedor. Artículo 1428. 

El sistema seguido por el Código dei 77, que es el que adopta- 
mos, exige el requerimiento para la constitución en mora, sin que bas- 
te el simple vencimiento del plazo de la obligación. No hemos que- 
rido proponer ni recomendar el otro sistema que acepta el estado de 
mora con plenos efectos jurídicos inmediatamente que ocurre el re- 
tardo, sin necesidad de requerimiento, pues, aunque lo han adoptado 
códigos muy modernos, estimamos que no conviene en nuestro medio, 
dadas las precarias condiciones económicas en que nos mantenemos 
que obligan a facilitar al deudor el cumplimiento de sus compromisos, 
siquiera dándole tiempo para que busque los medios de hacerlo. 


La innovación que introducimos es la mora del acreedor no 
considerada en el Código del 77. Cuando el acreedor dificulta el 
cumplimiento de la obligación del deudor, indudablemente con miras 
dolosas, puede ser requerido por éste y consignar la cosa objeto de 
la prestación, a fin de conseguir la extinción de su obligación, la 
cancelación de las garantias y la transmisión de los riesgos. Artículo 


1429. 


La interpelación debe ser por acto notarial o judicial. El re- 
querimiento notarial debe hacerse en forma auténtica. En otras le- 
gislaciones se acepta cualquier medio escrito, lo que también estima- 
mos inadecuado para nosotros, pues daría lugar a producir medios 
carentes de prueba legal y la situación de la parte quedaría incierta. 
La exigencia de la forma auténtica se debe al deseo de que quede es- 
tablecida la mora sin lugar a duda y con eficacia probatoria inme- 
diata. 


El requerimiento judicial puede consistir en una solicitud del 
interesado para que se notifique a la otra parte. La presentación 
de una demanda ejecutiva es asimismo suficiente para la constitu- 
ción en mora, pues significa la manifestación del perjuicio que sufre el 
ejecutante con la falta de cumplimiento de la obligación; y además, 
debe tomarse en cuenta que cuando se ordena un embargo de bie- 


nes se manda requerir de pago en el mismo acto al obligado. Ar- 
tículo 1430. 
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Las partes pueden sin embargo, convenir en el momento de obli- 
garse, que el requerimiento no sea necesario, bastando el simple ven- 
cimiento del plazo para la constitución en mora, situación que tam- 
bién puede producirse por disposición expresa de la ley. 


El artículo 1431 contempla casos en que el requerimiento no 
es necesario. El obligado a construir un salón de baile para una fes- 
tividad determinada, por ejemplo, incurre en mora sin necesidad de 
requerimiento, por el solo hecho de no cumplir su obligación en la 
fecha convenida, pues, la designación de la época fue motivo deter- 
minante para que la obligación se estableciera. 


Si el deudor imposibilita con sus propios actos el cumplimiento 
de la obligación o declara que no quiere cumplirla, el requerimiento 
no tendría objeto, pues sólo se llenaría una simple formalidad. En 
las obligaciones reciprocas las dos partes son deudoras y acreedoras 
y cada una puede ser constituida en mora, pero para este efecto es 
indispensable que el que solicita o hace el requerimiento haya cum- 
plido su prestación, salvo que disponga de plazo para efectuarla. 


Una vez establecida la situación de mora, el obligado deberá 
pagar los daños y perjuicios resultantes del retardo y corren a su car- 
go todos los riesgos de la cosa. Artículo 1433. 


22.—DAÑOS Y PERJUICIOS. Los artículos 1434 y siguientes 
tratan de los daños y perjuicios, refiriéndose especificamente los ar- 
tículos 1436 y 1441, a la llamada cláusula penal, y el 1442 a las arras. 
El artículo 1434 en un solo precepto contiene las disposiciones 
de los artículos 1441, 1442 y 1443 del Código del 77, reformados pot 
log artículos 237, 238 y 239 del Decreto 272. 


La indemnización de daños y perjuicios procede siempre que el 
deudor no cumple su obligación, o la cumple imperfectamente, o con 
retardo. 


El acreedor tiene, en efecto, el derecho de exigir al deudor 
que cumpla su obligación en el plazo y forma estipulados. Si este 
cumplimiento directo no se logra, el acreedor puede exigir el cum- 
plimiento equivalente, o sea el pago de la indemnización. 


El cumplimiento equivalente tiene lugar no sólo en las obliga- 
ciones de dar, sino también en las de hacer y de no hacer, y los 
daños y perjuicios que deben indemnizarse son los que resulten co- 
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mo consecuencia directa de la falta de cumplimiento, del cumpli- 
miento imperfecto, o del cumplimiento con retardo. 

El objeto de la indemnización es, pues, resarcir al acreedor el 
daño que sufre por cualquiera de los tres motivos indicados, pagán- 
dole una cantidad equivalente a la utilidad o beneficio que le habría 
producido el cumplimiento de la obligación. 


El monto de la indemnización se establece de tres maneras; por 
convenio de las partes, por disposición de la ley o por declaración 


judicial. 


El convenio de las partes reviste la forma generalmente de una 
cláusula penal, como se ha llamado hasta hoy a este procedimiento. 

La fijación de la indemnización por la ley tiene lugar en las 
obligaciones que tienen por objeto la entrega de una suma de dinero. 

En cualquier otro caso, las partes deben acudir al juez para que, 
en sentencia, se declare la existencia de los daños y perjuicios y se 
fije su cuantía. 


23.—CLAUSULA PENAL. Los artículos 1436 a 1441 se ocupan 
de la cláusula penal, siendo sus correspondientes en el Código del 
77, los artículos 1472, 1473 reformado por el 244 del Decreto 272, 
y 1474. 


No mencionamos la palabra penal, sino la denominamos “cláu- 
sula de indemnización”, porque estimamos que la antigua denomina- 
ción no se conforma con la verdadera naturaleza de esta convención 
en el derecho moderno. 


La cláusula penal no consiste más que en el convenio 
anticipado para la fijación del monto de los daños y perjuicios en caso 
de incumplimiento. No se quiere dejar ese asunto como objeto de 


- un litigio largo y dispendioso, sino que de una vez, sin que haya posi- 


bilidad de probar lo contrario, el deudor acepta la existencia de los 


| Ei daños y su cuantía; y el acreedor se conforma con el monto estipu- 


lado, aun cuando los daños pudieran sobrepasar esa cantidad. Se 


A trata, pues, de una verdadera indemnización. 


Así como el acreedor tiene facultad de pedir indemnización 


Judicial por la falta de cumplimiento, por el cumplimiento imper- 
- fecto, o por el simple retardo, de la misma manera puede entrar en 
el convenio la estimación del daño por cualesquiera de dichos moti- 


y 
' 
4 


Í vos, a fin de compensarlo. 
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- Sin embargo, si las partes han estipulado el pago de una suma 
de dinero por la falta de cumplimiento de la obligación, el acree- 
dor no puede pedir que la obligación se cumpla y que se le pague la 
cantidad, porque eso equivaldría a hacerse pagar dos veces. El ar- 
tículo 1437 lo expresa claramente: o una prestación u otra, pero no 
las dos a la vez. Pero, cuando se haya convenido en que el pago 
de la indemnización se haga por el simple retardo, o por el incum- 
plimiento parcial, sí procede exigir la obligación principal o primera 
y el pago de la indemnización, ya que el deudor está de acuerdo 
en que el simple retardo causa graves daños al acreedor. No obs- 
tante, el artículo 1438 requiere en estos casos una reducción propor- 
cional de la indemnización pactada, pues la justicia exige que no 
se coloque en el mismo plano al deudor que en nada ha satisfecho al 
acreedor, y al que aunque sea con retardo o con imperfección, ha he- 
cho posible el cumplimiento de su obligación y el acreedor se ha be- 
neficiado con ello. 


Consecuencia del carácter compensatorio de la indemnización 
es la disposición del artículo 1440, que prescribe que dicha indemni- 
zación no puede exceder de la cuantía de la obligación principal. 
Hay casos, desde luego, en que los daños pueden ser mayores, pero 
esta posibilidad queda también compensada con la de que los daños 
sean menores y, aunque no se causen efectivamente, el deudor deberá 
pagar lo convenido sin que se le admita comprobación de la no exis- 
tencia de los daños o de la infima pérdida sufrida. No negamos que 
la prueba en contrario es admitida en alguna legislación (artículo 340 
del Código alemán y 161 del Código suizo de Obligaciones), pero 
aceptamos la doctrina expuesta, toda vez que de lo que se trata es de 
evitar un litigio más, en lo que está interesada la misma sociedad. 


El artículo 1441 preceptúa que la cláusula de indemnización 
será insubsistente cuando se trate de asegurar con ella el cumpli- 
miento de obligaciones que no pueden exigirse judicialmente, salvo 
los casos expresamente consignados en la ley. 


No reconocemos acción legal en las obligaciones naturales. Si 
una de éstas se hace acompañar de una cláusula de indemnización 
para provocar la acción de que carece la primera, es evidente que no 
podría admitirse, pues colocaríamos a la obligación natural en el mis- 
mo plano de legalidad que la obligación civil, valiéndonos de una sim- 
ple argucia. 
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Con mayor razón no puede admitirse que una obligación nula, Ae. 
o declarada tal, siga siendo válida mediante el pago de la indem- 
nización que equivale a su cumplimiento. 


Pero sí hay ocasión en que una obligación no exigible puede 
dar lugar a que el acreedor exija el pago de la indemnización. Es 
el caso de la obligación contraída por el que promete el hecho de 
un tercero, cuando éste no acepta la obligación. En este supuesto 
no podría el acreedor demandar al tercero, puesto que con él no 
ha contratado, pero sí puede exigir del prometiente que pague lo con- 
venido por la no aceptación de aquél. 


24. —INDEMNIZACION LEGAL. Si la obligación consiste en el 
pago de una suma de dinero —dice el artículo 1433—, y el deudor 
incurre en mora, la indemnización de daños y perjuicios, no habien- 
do pacto en contrario, consistirá en el pago de los intereses conveni- 
dos, y a falta de convenio, en el interés legal hasta el efectivo pago. 


Este artículo es el 1444 del Código del 77 y conservamos los dos 
casos: el que supone el texto mismo del precepto y el convenio en 
contrario sobre fijación de mayor cantidad que el interés convencio- 
nal o legal. 


El movimiento de la riqueza obliga a pensar que la falta 
de entrega de una cantidad de dinero causa daños y perjuicios 
al acreedor que no pueden quedar compensados solamente con el 
interés. El acreedor puede estar pendiente del cumplimiento del 
deudor para hacer una cancelación perentoria, o el pago del precio 
de un bien comprado a plazo, o la realización de un negocio, etc., y 
no es posible que en tales casos el acreedor no pueda cubrir sus da- 
ños. Estos motivos aconsejan dejar a las partes en libertad para se- 
pararse del precepto legal. 


Ahora, lo que ocurre, cuando la obligación consiste en el pago 
de una suma de dinero, es que no puede haber cumplimiento equi- 
valente, puesto que el interés convencional o legal tiende a indemni- 
zar el daño producido por el retardo, pero la suma debida tiene que 
pagarse de todas maneras. 


25.—ARRAS., Igual efecto que la cláusula de indernnización pro- 
ducen las arras dadas en garantía de una obligación, lo que explica 
que este precepto ocupe lugar entre las disposiciones relativas a la 
falta de cumplimiento de las obligaciones. 
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Lad arras suponen una cantidad entregada por el deudor, en vez 


A A de una suma que deberá entregarse como lo establece la cláusula 


indemnizatoria, y están considerados dos casos: el incumplimiento 
por parte del deudor, en cuyo caso pierde la cantidad que entregó, 
y el incumplimiento del acreedor, en cuyo caso deberá devolver el 
doble de la cantidad que recibió. Esta si es una verdadera pena que 
se imponen las partes. 


TITULO Mi 


26.—TRANSMISION DE LAS OBLIGACIONES. La transmisión 
de las obligaciones, que es el objeto del título II, comprende tres 
capítulos: el primero relativo a la cesión de derechos, el segundo a 
la subrogación y el tercero a la cesión de deudas, llamada en teoría, 
asunción de deudas. 


La cesión de derechos se denominaba en el Código del 77 “tras- 
lación de créditos y otros derechos” y estaba colocado en el párrafo 
XI, relativo a contratos consensuales. 


El Código de Comercio lo denomina “cesión de créditos mercan- 
tiles”, estando comprendido en los artículos 275 a 278, título TV, 
libro II, referente a “contratos de comercio en general y sus formas 
y efectos”. 


La subrogación estaba tratada en el párrafo 1 del título X, libro 
IV, del Código del 77 referente al pago como medio de extin- 
ción de las obligaciones, y únicamente hacian mención de ella los 
artículos 2301 reformado por el 330 del Decreto 272, fracción segun- 
da y el artículo 2315. 


La cesión o asunción de deudas, que consiste en la sustitución 
del deudor de una obligación, es asunto que hoy se acepta en el de- 
recho, como consecuencia del criterio actual de que la obligación 
debe despersonalizarse y considerarse preferentemente su aspecto ob- 
jetivo. 


Toda esta materia nos ha parecido que debe quedar colocada 
en la parte general de las obligaciones, como lo han hecho los códi- 
gos de Alemania, Suiza, Brasil, México, Italia y el proyecto franco- 
italiano, pues no son preceptos especiales que rigen determinados 
contratos sino generales para toda clase de obligaciones. 
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27.-—CESION DE DERECHOS. La cesión de E re- 
gulada en el Código del 77, en los artículos 1632 a 1643, figuraba in- 
mediatamente después de la compraventa, ya que, por lo regular, 
la cesión tiene como origen este contrato; pero también puede rea- 
lizarse por medio de cualquier otro acto o contrato que implique ena- 
jenación, pues un derecho puede cederse por donación, permuta, ad- 
judicación en pago, aportación de capital, etc., lo que explica que el 
artículo 1443, segunda fracción, exprese que en la cesión deben ob- 
servarse las disposiciones relativas al negocio jurídico que le dé ori- 
gen, en lo que no estuvieren modificadas por ese capítulo, precepto 
que es similar al artículo 1031 del Código mexicano. 


Objeto de la cesión puede ser todo derecho, sea personal o real; 
pero no los derechos puramente personales estipulados en conside- 
ración a la persona del beneficiario, los cuales son intransferibles. 
Tampoco pueden cederse los derechos cuya transmisión está prohi- 
bida por la ley, como el salario del trabajador, o los alimentos pre- 
sentes, cuota vital que patrocina la ley con el mismo fundamento con 
que protege la libertad y seguridad personal. La cesión, por último, 
puede quedar prohibida por convenio de las partes. 


Estos tres casos están comprendidos en la fracción primera del 


artículo 1443. 


La fracción segunda del artículo 1444 dispone que el deudor 
podrá extinguir su obligación reembolsando al cesionario la cantidad 
que haya pagado y los gastos que la cesión le hubiere ocasionado. 
Este artículo alarmará, sin duda, a quienes acostumbran la negocia- 
ción usuraria de créditos, que no otra cosa es su adquisición por un 
50 6 70 por ciento y su ejecución hasta lograr no sólo el 100 por ciento 
sino el pago de costas e intereses, cuando no se llega hasta el remate 
de bienes y se consigue con ello su adjudicación o, lo que es lo mismo, 
la obtención de bienes por la tercera o cuarta parte de su valor. 


Tal disposición no tiene antecedente en el Código del 77 y hasta 
hoy no figura en ningún código, sino únicamente propuesto en el an- 
teproyecto del Código de Bolivia de Ossorio. Sin embargo, los an- 
tecedentes del artículo 1444, aunque únicamente referido a la corn- 
pra de créditos litigiosos, los encontramos en el artículo 1533 del Có- 
digo español, copiado del proyecto del mismo Código de García Go- 
yena, quien lo tomó de las leyes 22, 23 y 24, título XXXV, libro 4, 
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del Código de Justiniano; leyes que también inspiraron el artículo 
1699 del Código francés, anterior al proyecto de García Goyena. 


Es, por consiguiente, muy antiguo este artículo fundado en la 
equidad, al decir de Poithier, uno de los grandes inspiradores del 
Código de Napoleón. 


Ossorio, que lo propone para toda clase de créditos y no sola- 
mente para los créditos litigiosos, argumenta que la moral, que debe 
servir de fundamento a todas las obligaciones, no debe permitir que 
el lucro excesivo se considere malo en los créditos litigiosos y bueno 
en los que no tengan esa calidad. (*) Nosotros estimamos que esas ope- 
raciones en que el comprador de un crédito obtiene ganancias exce- 
sivas sin ningún trabajo de su parte, debe calificarse de negociación 
usuraria y eliminarse de las operaciones permitidas por la ley. Si 
el acreedor rebaja el monto del crédito, ya sea condonando los inte- 
reses o rebajando el capital, es justo que goce la rebaja el deudor y 
no un tercero que sin el menor esfuerzo y por el hecho de disponer 
de dinero suficiente en un momento dado, aumenta su haber a costa 
del sacrificio de aquél. | 


Los artículos 1445, 1446 y 1447 se refieren a la forma de la ce- 
sión, la que tiene como antecedentes los artículos 1632 del Código 
del 77 y 277 del Código de Comercio. 

El artículo 1448 trata de los efectos de la cesión contra terceros. 
Aunque el deudor es tercero en este caso, se le menciona especial- 
mente para evitar toda duda. La cesión debe notificarse al deudor 
judicialmente o por medio de notario, para que surta efecto contra 
él y contra cualquiera otra persona. 


La notificación no tiene por objeto obtener la aceptación del 
deudor, pues el crédito o derecho puede cederse sin su consentimiento, 
como lo expresa el artículo 1443, fracción primera. El objeto de la 
notificación es prevenir al deudor para que no pague al cedente sino 
al cesionario y darle oportunidad para que haga valer sus derechos 
oponiendo contra el cedente las excepciones que pueden extinguir 
su obligación. 


La redacción que hemos dado al artículo 1448 es en ese sentido 
y por lo mismo no se menciona la palabra aceptación, como lo hace 
el artículo 1633 del Código del 77, sino tan solo el conocimiento que 


(1) Anteproyecto del Código Civil Boliviano por Angel Ossorio - 1943. - Pág. 483. 
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el deudor tenga de la operación efectuada, ya sea por lion de la 
notificación que se prescribe o desde que se muestra sabedor de 
ella ejecutando un hecho que lo suponga, como un principio de pago 
al cesionario o la contestación de la demanda promovida por éste. 


La notificación, dice el artículo 1449, puede hacerla el cedente o 
el cesionario, toda vez que los dos o cualquiera de ellos tiene interés 
en el acto, aunque, a decir verdad, es el cesionario el verdadero inte- 
resado en la notificación para los efectos que acaban de indicarse. 


Esta diligencia no es necesaria cuando se trate de títulos o do- 
cumentos endosables, los cuales sabe de antemano el deudor que pue- 
den ser cedidos por simple endoso y que el pago deberá hacerlo a la 
persona que aparezca como endosataria. 


El artículo 1450 establece que cuando no se trate de títulos a la 
orden o al portador, el deudor, a quien se notifique la cesión, puede 
oponer al cesionario, en el acto de la notificación o dentro del tercer 
día, todas las excepciones que podría oponer al cedente por causas an- 
teriores a la fecha de la notificación. 


El Código de Comercio, en el artículo 276, divide las excepciones 
entre las que pueden oponerse al cedente y las que pueden oponerse 
al cesionario. Las primeras son las que no resultan del título cedido, 
como por ejemplo, la compensación; y las segundas, las que aparez- 
can a la vista del documento o que nazcan del contrato, como, por 
ejemplo, las de rescisión, falsedad, nulidad, prescripción, pago. 


La reforma introducida da oportunidad al deudor para que pue- 
da oponer al cesionario, dentro de tercero día de la notificación, todas 
las excepciones, aun la de compensación, pues la objetividad de la pres- 
tación permite que el crédito o derecho se transmita con todos sus ac- 
cesorios, a la vez que con todos los derechos o acciones que favorez- 
can al deudor. La relación jurídica no cambia ni se debilita por la 
cesión, sino únicamente cambia de acreedor. 


Los artículos 1451 y 1452 son relativos al saneamiento del cré- 
dito o derecho cedido. El cedente sólo responde de la legitimidad y 
existencia del crédito al hacerse la cesión; pero no de la solvencia 
del deudor y de que cumpla su obligación, a no ser que el cedente se 
comprometa a responder por dicha solvencia, aunque su responsa- 
bilidad quedará limitada al tiempo en que la obligación sea exigible 
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y únicamente por la cantidad que hubiere recibido, salvo convenio en 
contrario en cuanto al plazo. 


La cesión de un derecho hereditario, de que tratan los artículos 
1640, 1641 y 1642 del Código del 77, la hemos suprimido de este ca- 


pítulo. 


No encontramos diferencia entre la venta y la cesión de una cosa 
o de un derecho por venta y, por lo mismo, no vemos la razón de 
colocar en el capítulo referente a la transmisión de derechos, la venta 
pura y simple de un derecho hereditario, sujeta a los mismos princi- 
pios de ese contrato, sin que presente otra modalidad que la relativa, 
en este caso, al objeto de la compraventa, lo cual no la desnaturaliza. 

La cesión de obligaciones a que hemos querido referirnos, com- 
prende el traspaso de una obligación personal que deja obligado un 
deudor con distinta persona del acreedor cedente, y la venta de un 
derecho hereditario no reviste este carácter. 


28.—SUBROGACION. De la subrogación se ocupaba el Código del 


77 únicamente en el artículo 2315, correspondiente al párrafo del 


pago como medio de extinción de las obligaciones. 


El artículo en cuestión dice asi: “No se extingue la obligación 
del deudor si un tercero hace el pago, sustituyéndose en sus derechos 
al acreedor. Esta sustitución se verifica ordinariamente por convenio, 
pero tiene también lugar por ministerio de la ley, siempre que el ter- 
cero es legalmente interesado en hacer el pago”. 


El artículo 2301, reformado por el 330 del Decreto 272, dice 
que el pago puede verificarse por un tercero, en su propio nombre, 
expresando que “no se sustituye al acreedor. El que paga sin conoci- 
miento del deudor, no se subroga por ministerio de la ley, en el lu- 
gar y derechos del acreedor, ni puede compeler a éste a que lo sub- 
rogue”. 


Estas son las disposiciones contenidas en el Código del 77, las 
cuales quedan desarrolladas y ampliadas en los preceptos que contiene 
el capítulo II del título II, que lleva como acápite: “Transmisión de 
las obligaciones”. 


La subrogación cuyo concepto se expresa en el artículo 1453 tiene 


lugar cuando el acreedor «“ustituye en el tercero que paga, todos los 
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dereehos, acciones y garantías de la obligación. No es un medio de 
extinción sino, al contrario, un medio de conservación de la obliga- 
ción, satisfaciendo al acreedor el valor de la misma. Técnicamente 
debe considerarse como un medio de transmisión, pues toda la ope- 
ración se reduce al cambio de acreedor, dejando vigente la obliga- 
ción y, por lo tanto, solamente queda extinguida para el acreedor pri- 
mitivo, pero no extinguida la obligación en si. 


La subrogación puede ser convencional y legal. La primera 
depende de lo que las partes convengan libremente; la segunda se 
verifica por ministerio de la ley en los casos que enumera el artículo 
1455. Estos casos son los siguientes: 


lo. Cuando el que es acreedor paga a otro acreedor que le es 
preferente. El segundo acreedor hipotecario tendría interés 
en pagar al primer acreedor, pues de no hacerlo, tiene el pe- 
ligro de que, al ejecutar aquél, no alcance el precio del re- 
mate para el pago de su acreeduría y tenga que cancelarse 
la segunda hipoteca; 

20. Cuando el tercero que paga tiene interés jurídico en el cum- 
plimiento de la obligación; como, por ejemplo, el fiador de 
la obligación, el comprador de una cosa gravada; 

30. Cuando el tercero que paga lo hace con anuencia del deudor, 

| en cuyo caso, el mismo obligado está aceptando al nuevo 
| acreedor; y 


' 40. Cuando un heredero paga con sus bienes propios alguna deu- 
da de la herencia. 


Otro caso de subrogación legal es el que ocurre cuando la deuda 
fuere pagada con dinero que un tercero prestare con ese objeto, siem- 
pre que conste en documento auténtico la causa del préstamo. 


El precepto contenido en el artículo 1454 unifica el efecto de la 
subrogación con la cesión de crédito, quedando suprimida la diferen- 
cia que en este punto existía entre ambas instituciones, toda vez que, 
tanto el cesionario como el subrogante, no pueden cobrar el valor 
nominal del crédito sino solamente la suma que efectivamente hubie- 
ren dado al acreedor para liberar al deudor. Esta circunstancia obli- 
ga a considerar si la subrogación ya no tiene razón de aparecer como 
figura jurídica distinta de la cesión de crédito. Efectivamente, algu- 
nas legislaciones la han suprimido; pero, no obstante, preferimos con- 
servarla en nuestro Código, ya que por lo que respecta a la subroga- 
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ción legal se hace necesario expresar los efectos que produce el cam- 
bio de acreedor, cuando la operación se efectúa independientemente 
de la voluntad de ceder el crédito, siendo aquí el ánimo de los con- 
tratantes lo que determina los distintos efectos que hemos anotado. 


29.—TRANSMISION DE DEUDAS. La transmisión de deudas, 
llamada asunción de deudas (asumir, de ad, a, y sumere, tomar), 
consiste en la sustitución de la persona del deudor sin modificar la re- 
lación obligatoria. Elaborada por la escuela alemana esta nueva ins- 
titución jurídica, ha sido ya admitida en los nuevos códigos civiles, 
siendo sus caracteres los siguientes: 


lo. Liberar al antiguo deudor; 

20. Operar la sucesión a título particular de la deuda, entrando 
un nuevo deudor, en el mismo lugar y condiciones en que se 
halla el anterior; y 

3o. Producir este doble resultado por la sola convención reali- 
zada entre el antiguo y el nuevo deudor, salvo la aprobación 
o adhesión del acreedor. (Salvat, Obligaciones, tomo 2, pá- 
ginas 653 y 694.) 


Agrega Puig Peña, la identidad absoluta de la obligación que, 
no obstante la traslocación de deudores, permanece la misma y como 
consecuencia: a) el acreedor mantiene en principio todas las garan- 
tias de su crédito, excepto las personales y las reales constituidas 
por un tercero, a no ser que éste preste su asentimiento al nuevo 
cambio; y b) el nuevo deudor puede oponer frente al acreedor las 
mismas excepciones que podía oponer el deudor primitivo, excepto las 
que fuesen inherentes a su persona. Precisamente en no modificar en 
nada la relación obligatoria, se diferencia la pura asunción o trans- 
misión de deudas de la novación subjetiva por cambio de la persona 
del deudor, ya que aquí, aunque también existe el trasiego de perso- 
nas obligadas, sin embargo, en cada sustitución se opera una trans- 


formación de la relación obligatoria. (Puig Peña, Tomo IV, vol. 1 pá- 
ginas 150 y 151). 


La cesión de deudas puede tener lugar en dos hipótesis: la. 
cuando un tercero contrata con el acreedor, de tal manera que ese 
tercero entra en el lugar del precedente deudor; y 2a. cuando un 
tercero celebra con el deudor una convención, en virtud de la cual 
toma a su cargo la deuda de éste. La eficacia de la cesión en este 
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último caso, depende de la aprobación del acreedor. (Salvat, tomo 
y página citados). 


Las dos situaciones anteriores las contemplan los artículos 1459 
y 1460 presumiéndose, según el artículo 1461, la aceptación tácita 
del acreedor en la hipótesis del artículo 1460, cuando permite que el 
sustituto ejecute actos que debía ejecutar el deudor, tal como el pago 
de intereses o la amortización parcial o periódica del capital, siem- 
pre que lo haga en nombre propio y no por cuenta del deudor pri- 
mitivo. 


Los efectos que produce la cesión de deudas, que acaban de 
exponerse, están determinados en los artículos 1462 y siguientes. 

Los artículos 1465 y 1466 hacen referencia especial a la cesión 
de un patrimonio y a la fusión de empresas, que produce como con- 
secuencia la transmisión del pasivo a la nueva firma social. 


Declara el artículo 1465, que el adquirente de un patrimonio 
es responsable de las deudas hasta el importe de los bienes adqui- 
ridos, siempre que el precio de la adquisición esté de acuerdo con 
su valor efectivo aceptado por los acreedores, pues si no mediase 
esta aceptación, la responsabilidad del cedente y adquirente será 
solidaria. 


La aceptación del acreedor para que produzca efectos la ce- 
sión es indispensable, pues no es lo mismo ceder un derecho del 
acreedor que una obligación del deudor. Al deudor, por lo general, 
no le importa cumplir con uno o con otro; pero con el acreedor no 
sucede igual cosa. La persona del deudor, su solvencia, su honora- 
bilidad, cuentan demasiado; es preciso, entonces, que el acreedor 
consienta valorando las posibilidades económicas del sustituto para 
que el primitivo deudor quede fuera de la obligación. 


La cosa gravada con prenda o hipoteca puede venderse, per- 
mutarse o donarse y en cualquier caso el gravamen prendario o hi- 
potecario será transmitido al nuevo dueño sin necesidad de decla- 
ración expresa del deudor transmitente ni aceptación del acreedor; 
y esto porque reconocida la naturaleza real de tales gravámenes, 
es la cosa la que responde al acreedor y no la persona del propie- 
tario, por lo que le da lo mismo a aquél ejecutar al deudor cons- 
tituyente o al cesionario. Artículo 1464. 
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El artículo 1462 preceptúa que el acreedor no puede repetir 
contra el primitivo deudor si el cesionario resulta insolvente, salvo 
pacto en contrario, en el que el deudor antiguo se obligue a garantizar 
la solvencia del nuevo. Pero si la sustitución fuere declarada nula, 
renace la antigua deuda con todos sus accesorios, excepto la reserva 
de los derechos adquiridos por terceros de buena fe. Artículo 1468. 


TITULO TV 


30.—EXTINCION DE LAS OBLIGACIONES. El Código del 77, 
después de reglamentar los contratos, enumeraba los modos de ex- 
tinguir las obligaciones en el título X, libro UI, en este orden: pago, 
perdón voluntario o condonación, confusión, compensación, nova- 
ción, mutuo disenso, oblación y consignación y destrucción de la co- 
sa; y fuera de estos medios generales, otros especiales para extinguir 
ciertas obligaciones constando en sus títulos respectivos. 


Hemos suprimido la enumeración mencionada por considerarla 
innecesaria en un código, puesto que en capítulos separados se le- 
gisla sobre cada uno de esos medios generales de extinción. 


El nuevo Código los comprende en el título TV, en el siguiente 
orden: compensación, novación, remisión, confusión y prescripción 
extintiva. Se suprime, como se ve, el pago que, por las razones 
ya expuestas, ocupa lugar en el título que trata de los efectos de 
las obligaciones, y el mutuo disenso y destrucción de la cosa, y, en 
cambio, se agrega la prescripción liberatoria. 


La razón de la supresión de las dos figuras citadas, no sig- 
nifica que se deje de estimarlas como medios de extinción, sino que 
es innecesario formar con cada una de ellas capítulo especial en 
este título, toda vez que el mutuo disenso no es más que la resci- 
sión de la obligación por mutuo consentimiento de las partes que la 
formaron y así con este nombre se desarrolla. La destrucción de la 
cosa está comprendida entre los efectos de las obligaciones, al re- 
glamentar la pérdida por culpa o por caso fortuito. 


Se agrega la prescripción extintiva o liberatoria separándola 
de la prescripción positiva o usucapión que seguirá figurando en el 
libro UY. La prescripción extintiva como medio de extinguir las 
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obligaciones debe colocarse en esta sección, con mayor razón desde 
el momento en que se establece que la prescripción puede ejercitarse 
como acción o como excepción y, por consiguiente, vencido el tér- 
mino legal ya puede el deudor pedir que se declare su liberación de 
la deuda. 


31.—COMPENSACION. El Código Civil del 77 definió la compen- 
sación como el descuento de una deuda por otra, entre dos sujetos 
recíprocamente acreedores. 


Los códigos inspirados en el francés declaran que la compen- 
sación se produce de pleno derecho, aún sin saberlo los interesados, 
desde el momento en que dos deudas coexisten. 


El Código alemán exige que la compensación se reclame por 
una de las partes para que pueda operarse, de manera que la sola 
coexistencia de dos deudas no es suficiente mientras uno de los acree- 
dores no proponga al otro la compensación. 


El Código mexicano conserva el sistema del Código francés y 
nosotros asimismo lo incorporamos a nuestro código, pues lo con- 
sideramos como un beneficio de la ley en favor de la parte que ignora 
el derecho que le asiste para solventar una obligación. 


El proyecto franco-italiano propone suprimir la fórmula poco 
precisa de que la compensación se opera de pleno derecho en virtud 
de la ley y aún sin conocimiento del deudor, pues esta expresión 
podrá hacer dudar que la excepción de compensación fuera en cierto 
sentido de orden público y debía oponerse de oficio por el juez; 
duda que es descartada declarando aque la compensación no tiene 
lugar si no es opuesta expresamente por el interesado. (Exposición 
de Motivos, párrafo 21.) 


Sin embargo, de acuerdo con el criterio sustentado por comen- 
taristas antiguos y modernos, explicando el sentido de la compen- 
sación por ministerio de la ley, oponer la compensación no es lo mismo 
que proponerla o declarar una de las partes que se acoge a ella. Oponer 
la compensación es anular la acción del demandante o ejecutante, 
ya en forma de reconvención, ya en forma de excepción perentoria. 


Sin duda que cuando uno de los acreedores persigue a su deudor, 
dice Laurent (Derecho Civil, tomo 18, Pág. 444), éste debe dar a 
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conocer al juez que, por su parte, él era acreedor y que su crédito 
extinguió el del actor, porque el juez no puede adivinar que el deudor 
es acreedor. Esto es lo que el Código llama “oponer la compensación”, 
pero no quiere decir que la compensación debe pedirse y que el juez 
sea quien la pronuncie”. 


Para que aproveche la compensación, expresa Goyena (Comen- 
tarios al proyecto de Código Civil español, tomo II, Pág. 145), se ha 
de alegar y probar; pero una vez probada, sus efectos se remontan al 
tiempo en que tuvo lugar por la sola disposición de la ley. 


El artículo 1469 del nuevo Código corresponde al 2326 del Código 
del 77, cuya redacción mejora y completa. 


El artículo 1470 contiene las prescripciones de los articulos 2328 
y 2329 y última fracción del 2332 del Código Civil del 77. 


El artículo 1471 corresponde a la primera parte del 2327 de 
dicho Código, quedando suprimida la segunda fracción, pues si el 
deudor no opone la compensación, como queda explicado, ésta no 
puede tener efecto. 


En cambio, el que paga una deuda compensable a sabiendas, 
sin oponer compensación, cuando exige su crédito que pudo ser com- 
pensado, no puede aprovecharse, en perjuicio de tercero, de la garan- 


tía que hubiere tenido a su favor al tiempo de hacer el pago. Artículo 
1477, 2a. fracción. 


El proyecto franco-italiano y el Código mexicano aumentan los 
casos de improcedencia de la compensación; pero dejamos los tres 
que enumera el artículo 2332 del Código Civil del 77, ya que esti- 
mamos que el artículo 1470 hace innecesarias otras disposiciones. 
En efecto no se puede oponer compensación en la demanda sobre 
restitución de una cosa dada en uso o en comodato, puesto que el 
referido artículo 1470 exige que las cosas compensables sean fun- 
gibles; tampoco cabe compensación de un crédito no embargable, to- 
da vez que la misma ley declara que la deuda debe ser exigible y no 
puede serlo un crédito que no puede ejecutarse; las deudas embar- 
gadas con anterioridad no pueden compensarse porque sería con 
perjuicio de tercero y eso lo prohibe el mismo articulo; y, por último, 
no procede la compensación cuando se hubiere renunciado a ella an- 
ticipadamente, lo que no es necesario consignarlo como caso de im- 
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procedencia puesto que la renuncia debe constar por escrito y produ- 
ciría prueba suficiente para impedirla. 


32.—NOVACION. La novación, de la que se ocupa el capítulo 
Il, no sufrió ninguna modificación de fondo con respecto al Código 
del 77. Conservamos el mismo criterio que informa la doctrina an- 
tigua, no obstante que se ha legislado ampliamente sobre la cesión 
de créditos y la transmisión de deudas, de efectos parecidos a la no- 
vación subjetiva, lo que hace que esta figura jurídica se use poco en 
las operaciones contractuales. 


El Código alemán suprime la novación considerándola sustituida 
por la cesión de crédito y de deudas y la dación en pago; y el Có- 
digo suizo de las obligaciones admite la novación únicamente res- 
pecto de los saldos reconocidos de la cuenta corriente. Los demás 
códigos han conservado la novación independiente de la cesión de 
créditos. 


Con respecto a la supresión de la novación, expresa el autor 
mexicano Rojina Villegas, que no se ha considerado afortunada la 
innovación del Código alemán para suprimir la novación, en virtud 
de que no es exacto que la subjetiva equivalga a la cesión de dere- 
chos o de deudas. En efecto, en la novación se extingue una obli- 
gación para dar nacimiento a una nueva; en cambio, en la cesión el 
vínculo jurídico subsiste, se transmite la misma obligación al nue- 
vo acreedor, o al nuevo deudor, y esto produce consecuencias impor- 
tantes. Por este motivo, en la novación, las obligaciones accesorias 
de fianza, prenda o hipoteca, se extinguen, ya que lo accesorio sigue 
la suerte de lo principal; en cambio, en la cesión de derechos o de 
deudas, las obligaciones accesorias subsisten, supuesto que se trata 
del mismo vínculo, con las particularidades de la cesión de deudas. 
En la novación es necesario un pacto expreso para conservar las ga- 
rantías estipuladas, y cuando éstas han sido otorgadas por un ter- 
cero, es necesario también el consentimiento del mismo. Derecho 
Civil mexicano, tomo V, vol. TIT, pág. 406, ed. 1952. 


Variando la redacción de algunos de los artículos del Código 
del 77, mantenemos todas las disposiciones comunes de la novación, 
exponiendo con mayor claridad y de manera terminante, que ésta con- 
siste en el cambio sustancial de la obligación, precepto tomado del 
artículo 2213 del Código mexicano, que deja en amplitud al juez pa- 
ra declarar la existencia de la novación según la prueba que al efec- 
to se produzca. 
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La novación exige ánimo de novar y debe ser expresa, y aunque 
no es indispensable el uso de términos o palabras especiales, si es 
necesario que la voluntad de novar resulte claramente del nuevo con- 
venio, o que las dos obligaciones que se requieren para que la no- 
vación exista sean incompatibles. 


La novación produce la extinción de la obligación mediante el 
nacimiento de otra nueva; de tal manera que quedan extinguidas 
asimismo las obligaciones accesorias, si no hubiere acuerdo expreso 
para que se mantengan. Pero si la antigua obligación era nula o 
estaba extinguida, la novación no produce efectos; y si fuere nula 
la nueva obligación, renacerá la anterior con todas sus condiciones, 


modalidades, privilegios y garantías. 


Si la obligación antigua fuere simplemente anulable, no será 
nula la novación sino se tendrá la obligación antigua como confir- 
mada, es decir, con la novación habrá desaparecido el vicio que la 
hacía anulable. 


33.—REMISION. La remisión, perdón voluntario o condona- 
ción de la obligación, es la renuncia que el acreedor hace del dere- 
cho que tiene de exigir al deudor el cumplimiento de su obligación, 
o sea el pago de su deuda. Esta renuncia constituye una donación; 
pero con la diferencia de que nada entrega en ese acto al deudor, sino 
solamente lo libera a título gratuito, de la obligación de pagar. 


La aceptación del deudor es indispensable para que la remisión 
quede perfecta, pues mientras no manifieste su aceptación, el acree- 
dor puede revocar su oferta. 


La forma de la remisión queda sujeta a los principios generales, 
y en cuanto a que pueda ser otorgada por el mandatario del acreedor, 
como lo expresa el artículo 2316 del Código del 77, es innecesario 
decirlo, puesto que es disposición de carácter general para toda 
clase de operaciones contractuales. 


Los artículos 1490, 1491, 1492 y 1493, se complementan con 
similares disposiciones contenidas en el capítulo relativo a las obli- 
gaciones mancomunadas. La condonación a uno de los deudores 
simplemente mancomunados sólo extingue la obligación del deudor 
que fue perdonado, puesto que cada uno responde tan solo de su 
parte, razón que explica la modificación que se introduce con respecto 
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al artículo 2317 del Código del 77, pues éste declara que la obligación 
se extingue para todos los deudores, salvo que el acreedor se reser- 
ve el derecho de cobrar a los otros, precepto que solamente se jus- 
tifica para una obligación solidaria entre deudores, aunque no hay 
que olvidar que el citado Código, confunde la mancomunidad simple 
con la solidaridad. 


El artículo 2320 del Código del 77 prescribe que la devolución 
de la prenda no es suficiente prueba de la condonación de la deuda. 
Este artículo que fue tomado del 2243 del antiguo Código peruano, 
está contenido con mayor claridad en nuestro artículo 1494, tal 
como lo traen los códigos del Perú de 1936, de México y en el mismo 
sentido los de España y Argentina. 


El hecho de que la cosa pignorada, después de entregada al 
acreedor, se hallare en poder del deudor, contiene una doble pre- 
sunción: la entrega voluntaria de la prenda al deudor y la remisión 
de la obligación accesoria garantía de la obligación principal. Contra 
esta doble presunción es admisible la prueba que deberá ser producida 
por el acreedor. 


El artículo 2321 del Código del 77, se refiere a la remisión tá- 
cita cuando el acreedor entrega el título de la obligación al deudor 
con ánimo de extinguir la deuda. En el párrafo relativo al pago hemos 
tratado este punto y a esa explicación nos remitimos. 


34. —CONFUSION. La confusión o consolidación es la reunión 
en una misma persona de las calidades de acreedor y deudor, circuns- 
tancia que hace legalmente imposible hacer efectiva la obligación, 
pues tendría el acreedor que demandarse a sí mismo. Sin embargo, 
cuando concurren patrimonios separados en la misma persona, la 
confusión no tiene lugar y la extinción no se produce. 


Los artículos 1495 a 1500 contienen esta materia sin ninguna 
alteración de los principios del Código del 77 en los artículos 2322 
a 2325. 


35.—PRESCRIPCION EXTINTIVA. El Código del 77 no com- 
prende la prescripción en el título de la extinción de las obligaciones 
sino entre los modos de adquirir la propiedad; el mismo lugar que le 
asignó el antiguo Código del Perú, cuyo epigrafe del libro II copia li- 
teralmente: “De las cosas, del modo de adquirirlas y de los derechos 
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que las personas tienen sobre ellas”. La reforma que introdujo el 
Código Civil de 1933 no hizo modificación alguna a esta materia. 


Códigos civiles contemporáneos, como los de Alemania y Ru- 
sia, colocan la prescripción en la parte general, estimando que ella 
debe referirse a cualquier derecho aunque no sea creditorio; y los 
de Perú y Brasil le dan lugar entre los Actos Jurídicos, que también 
como parte general contempla lo común de todas las relaciones ju- 


rídicas. 


Otros códigos, como los de México y Argentina, la sitúan en 
el Tratado de Derechos Reales y Personales; los de Francia, Italia, 
España y Chile, en el título último del Código, independiente de 
otras materias; y el de Suiza, entre los medios de extinción de las obli- 
gaciones. 


Sin embargo, los códigos francés, italiano y chileno, compren- 
den la prescripción entre los medios de extinguir las obligaciones en 
la enumeración que hacen sus artículos 1234, 1236 y 1567, respec- 
tivamente. 


La prescripción positiva ha determinado el criterio del legis- 
lador para colocar también la negativa entre los medios de adquirir 
la propiedad; pero no cabe duda que existe error en dicha aprecia- 
ción, pues no es posible confundir la prescripción adquisitiva, que 
sirve para adquirir, con la prescripción liberatoria, que extingue 
el derecho del acreedor. 


La usucapión o prescripción adquisitiva, dice Nicolás Coviello, 
debe separarse de la prescripción extintiva. Son dos institutos de 
indole diversa y difieren entre sí como la adquisición difiere de la 
pérdida del derecho; no tienen de común más que el elemento del 
transcurso del tiempo. (Coviello, Doctrina General del Derecho Ci- 
vil, 4a. edición, México, pág. 505.) 


La doctrina moderna es concluyente a este respecto y los nuevos 
códigos inspirados en ella deben hacer tal separación, toda vez que la 
prescripción adquisitiva llena una finalidad muy distinta de la libe- 
ratoria y tiene que estar sujeta a principios diferentes. 


Establecido que la prescripción liberatoria debe separarse de la 
usucapión para formar capítulo entre los medios de extinguir las obli- 
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gaciones, deben exponerse los motivos para establecer que la prescrip- 
ción puede ejercitarse como acción por el deudor y no solamente co- 
mo excepción. 


El doctor Machado, en su obra Exposición y Comentario del Có- 
digo Civil Argentino (tomo II, pág. 500), opina que no se deben con- 
fundir las defensas que el deudor puede tener para rechazar una ac- 
ción con la extinción propiamente dicha que hace desaparecer por 
completo la obligación, porque se ha cumplido en sus efectos; las de- 
fensas dejan casi siempre una obligación natural como es la prescrip- 
ción, por ejemplo, que una vez declarada no anula ni extingue la obli- 
gación, sino la priva de la coerción que toda acción civil lleva consigo. 
Así, una obligación pagada se extingue de modo que si se vuelve a 
pagar hay lugar a repetición, pero si se ha declarado prescrita, como 
no está extinguida, si se paga puede retenerse lo recibido. 


La explicación más simple de la prescripción extintiva, dice Pla- 
niol (Derecho Civil Francés, tomo VII, pág. 660), sería considerar que 
la obligación no tiene una existencia perpetua y que desaparece por sí - 
misma cuando el acreedor no haya reclamado su cumplimiento en el 
plazo fijado por la ley. Pera el legislador no ha querido admitir esa > 
concepción, agrega, por entender que es en cierto modo injusto de- 
clarar liberado a un deudor que no ha saldado su deuda; por ello, 
hace de la prescripción una excepción en favor del deudor, conce- 
diéndole de este modo, si lo quiere, un medio para paralizar la acción 
del acreedor. 

En este sentido se dice que la prescripción se refiere más bien 
a la acción judicial que al derecho mismo y que el crédito subsiste, 
si bien desprovisto de su acción. 


Nicolás Coviello (Doctrina General del Derecho Civil, 4a. edición, 
México, pág. 505 y siguientes), se refiere a esta pretendida extinción 
de la acción solamente y dice: “La prescripción extingue el derecho 
mismo y no tan solo la acción. Mantener con vida al derecho, una vez 
extinguida la acción, es una sutileza que no está conforme con los prin- 
cipios de nuestra ley, según los cuales no hay derecho sin acción”. 


Aún dentro de los principios que informan la acción en el De- 
recho Procesal, los cuales consagran la autonomía de ésta con res- 
pecto al derecho mismo, es imposible legalmente que prospere la de- 
manda del ejecutante de un derecho prescrito cuando se opone por 
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el obligado la excepción de prescripción. Esto significa que depende 
de la voluntad del deudor hacer uso de su derecho, haciéndolo valer 
por medio de la citada excepción perentoria que paraliza la acción. 
La existencia de la obligación natural, no impide que la prescripción 
pueda ser demandada como acción por el deudor, en vez de espe- 
rar la demanda del acreedor para oponerla como excepción. Alfredo 
Colmo (De las obligaciones en general, 3a. edición, 1944, Buenos Aires, 
pág. 616) se expresa así: “La limitación tan corriente en derecho de 
que la prescripción sólo entraña una excepción, no procede. El deudor 
que paga adquiere un derecho, el de su liberación. Fuera intolerable 
que pudiese poseer un derecho a que no correspondiera una acción. Y 
sobra advertir que se le aduzca como excepción o como acción, se tra- 
ta siempre del mismo derecho de fondo”, opinión que parece compar- 
tir Luis de Gásperi. (Tratado de Obligaciones en el Derecho Para- 
guayo y Argentino, volumen III, parte especial, pág. 283.) 


Y en todos los casos, agrega Coviello (obra citada), la prescrip- 
ción puede valer no sólo como medio de defensa contra el que preten- 
de ejercitar el derecho real o el crédito extinguido por prescripción, 
sino también como medio de ataque; o, en otros términos, no sólo por 
vía de excepción, sino también por vía de acción. Pero de ordinario, 
la prescripción extintiva se hace valer por vía de excepción, porque 
son raros los casos en que se tiene interés en hacerla valer por vía de 
acción; y esto por la naturaleza misma de su efecto, que no es la ad- 
quisición de un derecho sino la liberación de una carga real o de una 
obligación personal.” 


Nuesto Código adopta este criterio en el artículo 1501, que de- 
clara que la prescripción extintiva, negativa o liberatoria, ejercitada 
corno acción o como excepción por el deudor, extingue la obligación. 

Reglamentan los demás artículos de este capítulo, la suspensión 
y la interrupción de la prescripción, la irrenunciabilidad del derecho 
de prescripción, la renuncia de la prescripción ya consumada, las per- 
sonas responsables con los incapaces, los términos y el momento en 
que comienzan a contarse, disposiciones que han sido trasladadas 
de los artículos 1043, 1062, 1063, 1066, 1067, 1068, 1069 y 1075 
del Código Civil del 77, con las modificaciones que son manifiestas. 


TITULO V 
Obligaciones provenientes de contrato 


36.—DISPOSICIONES GENERALES. Después de determinar los 
principios que regulan las obligaciones, cualquiera que sea su fuente, 
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el Código se ocupa de las disposiciones generales para toda clase de 
contratos. Comienza el artículo 1517 declarando que hay contrato 
cuando dos o más personas convienen en crear, modificar o extinguir 
una obligación, convenio que se perfecciona, dice el artículo 1518, 
por el mero consentimiento de las partes, excepto cuando la ley exige 
otra formalidad, además del consentimiento, como es el otorgamien- 
to de escritura pública en los contratos solemnes y la entrega de la 
cosa en los contratos que hemos llamado reales. 


Los contratos que en el Código del 77 corresponde calificar 
como reales, son los de mutuo, comodato, depósito y prenda. Sin em- 
bargo la calificación de reales en oposición a los consensuales, va desa- 
pareciendo de la mayor parte de los códigos modernos. No hemos en- 
contrado una razón satisfactoria, dice el doctor Llerena en sus co- 
mentarios al Código Civil argentino, para que se conserve todavía esta 
división. Si la base de todos los actos jurídicos es el consentimiento 
libre de las partes, no vemos el fundamento para que en algunos 
casos este consentimiento forme obligaciones entre las partes y en 
otros no. ¿Qué diferencia hay entre el que consiente en vender una 
cosa a otro y el que consiente en dar una cosa en comodato? Los dos 
contratos son distintos en cuanto a su naturaleza y objeto, pero no en 
cuanto al origen del derecho del comodatorio para exigir la cosa ob- 
jeto del contrato y el del comprador para exigir la entrega de lo ven- 
dido; en uno y otro caso, el fundamento es la voluntad. Antes de la 
tradición de la cosa, a diferencia de los contratos consensuales, el 
acto no produce efecto alguno entre las partes y esta es la diferen- 
cia principal que existe entre una y otra clase de contratos. (Llerena, 
tomo IV, pág. 217.) Josserand se expresa así: “Ciertos contratos no 
existen sino cuando se ha efectuado la tradición, la entrega de la cosa 
entre las partes: así ocurre con el préstamo de consumo, préstamo de 
uso, depósito y prenda. Siendo esta exigencia puramente arbitraria, 
ya que nada se opondría racionalmente a que tales acuerdos se per- 
feccionaran por el solo cambio de consentimientos, se debe considerar 
que estos contratos están sometidos a condiciones particulares de 
forma que entran en la familia de los contratos formales”. (Derecho 
Civil, Tomo II vol. I Pág. 38.) 


Consideramos que el consentimiento que perfecciona el contrato 
obliga a las partes a la entrega recíproca de las cosas que forman su 
objeto en las obligaciones de dar, que transmiten la propiedad, el uso 
o el disfrute. En lugar de descomponer la operación en dos contratos 
sucesivos, expresa Planiol, uno, la promesa de préstamo, de depósito, 


187 


¡EE 


Ll Las 
« 3 y 
IATA 
PARA e A + 
j : NES 3 


de prenda, y otro, real, constituído por la entrega de la cosa, es pre- 
ferible reconocer francamente en esa entrega el primer acto del cum- 
plimiento del contrato consensual, que comprende el conjunto de re- 
laciones del prestatario y del prestamista, del depositante y del de- 
positario, del deudor y del acreedor prendario. (Planiol, tomo 6, pág. 
107) e 

El contrato entre personas presentes no ofrece ninguna dificul- 
tad y es el único que regula el Código del 77. En cuanto al contrato 
entre ausentes no hay disposición alguna en dicho Código y en el de 
comercio apenas existe el inciso 3* del artículo 217 que declara que los 
comerciantes pueden contratar y obligarse por correspondencia epis- 
tolar, y el artículo 225 que contiene la prescripción aislada de que el 
proponente puede arrepentirse en el tiempo medio entre el envío de 
la propuesta y la aceptación, salvo que al hacerla se hubiere compro- 
metido a esperar contestación o a no disponer del objeto del contrato 
sino después de desechado o de transcurrido un determinado plazo. 


La contratación entre ausentes que tiene tanta importancia, sobre 
todo en negocios mercantiles, queda regulada en este Código por los 
artículos 1523 a 1528, siendo los dos primeros aplicables a contratos 
entre ausentes y entre presentes. 


La oferta de un contrato puede hacerse a persona presente oO 
ausente y, en ambos casos, con o sin plazo para su aceptación. Si se 
fija plazo, el oferente queda obligado a esperar la contestación mien- 
tras dicho plazo no expire; si no se fija plazo y la persona a quien se 
propone el negocio está presente, el proponente puede retirar su ofer- 
ta si no recibe contestación inmediata. Si la persona está ausente, el 
solicitante debe esperar el tiempo racional para recibir la contestación, 
entendiéndose que, en todo caso, la aceptación debe estar de acuerdo 
con la propuesta, pues de lo contrario habría otra oferta. 


Cuatro sistemas se conocen sobre el momento en que queda per- 
feccionado el contrato entre ausentes: el de la declaración, el de la 
expedición, el de la recepción y el de la información. , En el primero, 
el aceptante declara su conformidad de cualquier manera y aún puede 
concurrir ante notario para hacerlo; en el segundo, el aceptante manda 
o expide su contestación aceptando el negocio que se le propone; en 
el tercero, el proponente recibe la carta, telegrama o radiograma del 
aceptante; y en el cuarto, el proponente se entera de dicha acepta- 
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ción. La recepción a que se refiere el tercer sistema, no exige que el 
proponente se informe de la aceptación, pues bien puede ocurrir que 
se encuentre ausente o que no se entere de la correspondencia sino 
días después de haberla recibido. 


Aceptamos en el articulo 1523 la teoría de la recepción, la 
misma que adopta el Código mexicano en el artículo 1807 del Código 
Civil, por cuya razón transcribimos lo que expone Rojina Villegas, 
perfectamente aplicable al caso de nuestra ley: 


“Se considera en este sistema (de la recepción) que no basta 
que el aceptante deposite en el correo su contestación, porque el ofe- 
rente no sabe si existe o no aceptación alguna, ya que pueden exis- 
tir causas ajenas a la voluntad de las partes que impiden llegar la 
contestación al oferente. Puede extraviarse, por ejemplo, la carta, 
o sufrir una demora por un trastorno en las comunicaciones, y sería 
entonces injusto ligar al oferente desde el momento de la expedición 
de la carta, si ésta, por causas ajenas a su voluntad, no llega a su 
poder e ignora durante algún tiempo que se encuentra ya obligado 
a sostener ciertos precios o condiciones desde determinado momento, 
que es el de la expedición, que desconoce en lo absoluto. 


Sostiene esta teoria, desde un punto de vista jurídico, que para 
que haya consentimiento no basta con que haya acuerdo de volun- 
tades, sino que debe existir la posibilidad física de que ese acuerdo 
se conozca. En los dos sistemas anteriores (el de la declaración y el 
de la expedición) basta el acuerdo, aunque no exista la posibilidad 
material de que las partes recíprocamente sean conscientes y cono- 
cedoras de ese acuerdo. En la teoría de la recepción se sostiene que, 
desde el punto de vista jurídico, para que haya consentimiento, el 
oferente debe estar en condiciones materiales de conocer la respuesta 
dada a su solicitación y, que la única forma material de que lo esté 
es determinando que el contrato se celebra cuando reciba la contes- 
tación. 

No requiere este sistema que el oferente conozca la contestación; 
basta con que reciba la carta o telegrama, aún cuando se halle au- 
sente, o aún cuando se pierda esa carta o telegrama en su domicilio, 
pues tuvo la posibilidad física de conocer la respuesta y le serán impu- 
tables las causas que posteriormente, por culpa suya O de sus emplea- 
dos, o por ausencia o morosidad, no le permitieron conocer la respues- 
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ta. También, desde el punto de vista práctico, existe la posibilidad de 
justificar el momento en que se recibió la carta o telegrama”. (Rojina 
Villegas, tomo V, vol. 1, pág. 316, ed. 1951.) 


Hay divergencia en las diferentes legislaciones que adoptan ya 
uno, ya otro de los sistemas indicados; pero la teoría de la expe- 
dición ha sido aceptada en los códigos de Alemania, Argentina, Bra- 
sil, Suiza y Perú. No obstante, por las razones expuestas por el co- 
mentarista mexicano, creemos conveniente la aceptación de la teoría 
de la recepción. 


De acuerdo con este principio, disponen los artículos 1525, 1527 y 
1528, que si por alguna circunstancia, la aceptación la recibiere el 
proponente fuera del tiempo fijado, deberá comunicarlo sin tardanza 
al aceptante, pues éste ha creído contar con el negocio que se la 
ofrece, ignorando la suerte de su contestación; que la aceptación se 
considera inexistente si antes de ella, o junto con ella, el oferente re- 
cibe la retractación del aceptante; y que tampoco tendrá efecto la 
oferta si el proponente falleciere o perdiere su capacidad para con- 
tratar antes de recibir la aceptación, o si falleciere o perdiere su ca- 
pacidad para contratar el aceptante antes de haber aceptado. 


El contrato por teléfono se considera celebrado entre personas 
presentes a pesar de que no se encuentran en el mismo lugar; pero 
por ese medio de comunicación hablan y se entienden directamente 
como si estuvieran una enfrente de otra. 

Este contrato y el celebrado entre ausentes se tiene por otorgado 
en el lugar en que se hizo la oferta, según lo dispone claramente el 
artículo 1524. 


37.—EFECTOS DE LOS CONTRATOS CON RELACION A TER- 
CEROS. El artículo 1530 contiene el mismo principio que trae como 
excepción el artículo 1428 del Código del 77: la promesa del hecho 
de un tercero. Por regla general, los contratos sólo producen efectos 
entre las partes otorgantes, pero hay casos, cada día más numerosos, 
en que los terceros son obligados o favorecidos por un contrato. Am- 
bos casos sujetos a preceptos diferentes, justifican la separación que 
hemos hecho consignando la promesa en el artículo 1530 y la estipu- 
lación en su favor en el artículo 1531. 
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- El primero dispone que se puede prometer el hecho de un ter- 
cero; pero como no se puede obligar a otro si no se tiene su repre- 
sentación, y el contrato sería nulo si no hubiera parte obligada, es 
evidente que la indemnización por la que responde el prometiente, 
hace desaparecer el motivo de nulidad; por eso, esta primera parte 
del artículo no tendría eficacia si no estuviera seguida del complemen- 
to de la obligación del prometiente, Este se compromete a procurar la 
aceptación del tercero; si éste acepta, la obligación de aquél termina, 
pues entonces la relación contractual queda establecida entre el esti- 
pulante y el tercero; si no acepta, nace la obligación del prometiente 
de indemnizar al estipulante. 


La estipulación en favor de tercero está regida por los artículos 
1531, 1532 y 1533 en igual sentido que los artículos 1345, 1346 y 1347 
del Código Civil del Perú, aunque el principio aparece como parte 
última de la primera fracción del artículo 1428 del Código del 77, ya 
citado. 


La estipulación por otro tiene aplicación en las donaciones con 
cargo, en el seguro de vida, en la renta vitalicia, en el fideicomiso, en 
los títulos a la orden y al portador y en los contratos colectivos; en 
algunos casos el estipulante puede reservarse el derecho de susbtituir 
al tercero, que es el beneficiario, independiente de la voluntad de 
éste y de la del otro contratante. En el seguro de vida, por ejemplo, 
el asegurado puede cambiar al beneficiario y el derecho que éste ad- 
quiere para reclamar el imonto del seguro es evidente, puesto que asi 
resulta del fin contemplado en el contrato. 


Entre las restantes disposiciones del capitulo I, hacemos men- 
ción del artículo 1542, que dispone que la persona que aprovechán- 
dose de la posición que ocupa, o de la necesidad, inexperiencia o ig- 
norancia de otra, la induzca a conceder ventajas usurarias o a con- 
traer obligaciones notoriamente perjudiciales a sus intereses, está 


obligada a devolver lo que hubiere recibido, con los daños y perjui- 


cios, una vez declarada judicialmente la nulidad del convenio. 


El antecedente de este precepto no existe en el Código del 77, 
sino en el artículo 15 del decreto legislativo número 1755, que es la 
Ley de Relación entre Acreedores y Deudores. Consignamos la dis- 
posición para toda clase de contratos, pues la experiencia ha demos- 
trado su importancia y la necesidad de su vigencia para contrarrestar 
los efectos de la mala fe puesta en práctica por individuos inescrupu- 
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losos e inmorales que se enriquecen indebidamente a expensas de 
otro, abusando de su posición oficial, de la necesidad, inexperiencia 
o ignorancia de la persona con quien contratan y a quien seducen 
para el otorgamiento de los beneficios que el contrato les produce. 
Por supuesto, no debe confundirse el enriquecimiento injusto que 
este artículo supone, con la ganancia más o menos amplia, pero licita, 
que un negocio le produzca a una persona. Es necesario que concu- 
rran las circunstancias que exige el artículo en cuestión, es decir, de- 
mostración en juicio de la evidencia del hecho ilícito, condiciones no- 
toriamente perjudiciales para una parte, ventajas manifiestamente 
injustas para la otra. 


El Código del Perú, en el Tratado de los Actos llícitos, trae el 
artículo 1149, que dice que el que se enriquece indebidamente a ex- 
pensas de otro, está obligado a restitución; disposición que marca 
la tendencia más acentuada, dice su exposición de motivos, hacia la 
realización jurídica de las normas morales. 


La contratación ha extendido bastante el uso de los contratos 
llamados de adhesión, o sea como lo expresa el artículo 1520, aque- 
llos en que las condiciones que regulan el servicio que se ofrece al 
público son establecidas sólo por el oferente, obligándose al que ne- 
cesite dicho servicio a aceptarlas incondicionalmente, o a prescindir 
de él. Esto último jamás ocurre, pues aunque con las más onerosas 
condiciones, sobre todo si la empresa que los ofrece monopoliza el 
servicio por falta de competencia, el que tiene necesidad de usarlo, 
lo acepta y paga lo que se le pide. 


Es una nueva forma de consentimiento la que se opera en esta 
clase de contratos y el artículo mencionado dice que el contrato queda 
perfecto cuando la persona que usa el servicio acepta las condiciones 
impuestas. 


No es posible que la ley deje a la absoluta voluntad del oferente 
de un servicio de carácter público la imposición de condiciones, que, 
aunque se acepten por necesidad, la misma protesta del aceptante está 
indicando que su consentimiento lo presta igualmente por necesi- 
dad, sin quedarle otro camino. 


El poder público es el llamado a actuar en defensa de los intere» 
ses de la sociedad en este caso, a fin de no dejar que las empresas o 
personas oferentes abusen de su derecho y exploten la necesidad del 
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público para imponer leoninas condiciones y precios exagerados. La 
segunda fracción de este artículo dice que las normas y tarifas de 
estos negocios deben ser previamente aprobadas por el Ejecutivo, 
para que pueda actuar la persona o empresa que hace la oferta, in- 
curriendo en responsabilidad en caso contrario. 


Para establecer, pues, un servicio que se ofrezca al público, es 
indispensable que medie acuerdo de autorización dado después de 
que la autoridad administrativa competente examine y pese las condi- 
ciones redactadas por la persona interesada en el establecimiento de 
tal servicio. Las personas o empresas que ya estuvieren funcionando, 
podrán asimismo ser obligadas a la revisión de sus autorizaciones, 
cuando la manifiesta onerosidad de las condiciones impuestas sea 
denunciada por el Ministerio Público o por la autoridad municipal. 


Sólo así puede explicarse la aceptación de los usuarios del servi- 
cio, pues la autoridad, al aprobar las condiciones y las tarifas, lo hace 
representando al público, en cuyo nombre presta el consentimiento 
que integra el contrato, y defiende sus intereses. 


Necesario es que la autoridad proceda con la mayor honradez, 
atendiendo no sólo a que el servicio que se ofrece sea satisfactorio y 
eficiente, sino que pueda ser usado por todo público con las mayores 
facilidades, sin que constituya una explotación que sólo beneficie 
largamente al oferente. 


Las empresas para tales servicios tienen que hacer cuantiosos 
gastos, es cierto, pero no deben aspirar al reembolso en un corto 
tiempo a costa del sacrificio de los usuarios. 


38.—SANEAMIENTO. El saneamiento, dice el doctor Cruz, co- 
mentando el artículo 1582 del Código Civil del 77, reformado por el 


261 del Decreto 272, se refiere a dos extremos, principalmente: a res- 


ponder por los vicios ocultos de la cosa objeto del contrato, que no 
se hubieren considerado al tiempo de la contratación; y a sostener 
al adquirente en el dominio o posesión pacifica de la cosa, e indemni- 
zarle cumplidamente. (Instituciones, tomo III, pág. 162.) 


El Código del 77 regula esta materia en el tratado de la compra- 
venta, considerando el saneamiento como efecto natural de dicho con- 
trato; pero, como expresa el doctor Machado, en sus comentarios al 
Código Civil argentino (tomo V, pág. 408), el saneamiento por evic- 
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ción o por vicios ocultos, constituye una condición natural de todo con- 
trato a título oneroso, puesto que si una parte recibe el equivalente de 
la cosa en una prestación cualquiera, debe, a su vez, asegurar al ad- 
quirente la posesión tranquila de la cosa entregada en cambio. 


Encontramos razón suficiente para independizar esta materia de 
la compraventa y colocarla en capítulo separado en el título relativo 
a las obligaciones que se derivan de contrato, en tres párrafos: el 
primero contiene preceptos generales para las dos clases de saneamien- 
to, el segundo se refiere al saneamiento por evicción, y el tercero, 
al saneamiento por vicios ocultos, llamados también vicios redhibi- 


torios. 


El artículo 1543 dice que el enajenante está sujeto al saneamien- 
to en todo contrato a titulo oneroso, en que se transfiere la propie- 
dad, la posesión, el uso, goce o disfrute de una cosa; como que, en efec- 
to, procede en los contratos de compraventa, permuta, adjudicación en 
pago, sociedad, etc., como obligación legal, sin que sea necesario que se 
exprese en el contrato. Es constante en las escrituras públicas de com- 
praventa la cláusula de que el vendedor queda obligado a la evicción 
y saneamiento, frase rutinaria que no sólo contiene una declaración 
innecesaria, sino que expresa mal el concepto, pues a lo que propia- 
mente se obliga el vendedor es al saneamiento, ya provenga éste de 
evicción o de vicios o defectos ocultos de la cosa. 


Ahora, si las partes quieren ampliar o restringir los efectos del 
saneamiento y aún convenir en que no se preste, sí deben manifestarlo 
expresamente en el contrato para que el enajenante deje de estar 
obligado. Sin embargo, la renuncia al saneamiento no será válida si 
mediare mala fe por parte del enajenante. Artículo 1544. 


No obstante dicha renuncia, si llegare el caso de que el adqui- 
rente se vea privado de la cosa por haberla perdido en juicio de evic- 
ción, el enajenante siempre deberá devolver el precio que recibió, pues 
de lo contrario habría un enriquecimiento indebido de aquél y se 
desvirtuaría la naturaleza conmutativa del contrato; pero si la renun- 
cia la hizo el adquirente aceptando la eventualidad de la pérdida, en- 
tonces no habrá devolución de precio porque el contrato toma carác- 
ter aleatorio. Para estos efectos, el transmitente está obligado a de- 
clarar los gravámenes y limitaciones que afectan la cosa, así como 
los vicios ocultos que conozca, al celebrarse el contrato. Artículo 1545. 
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En cualquier caso de saneamiento puede el adquirente perder 
sólo una parte de la cosa, y si así fuere, le queda el derecho de pedir 
la rescisión del contrato en lugar del saneamiento, siempre que la 
parte perdida sea de tal importancia con respecto al todo, que sin 
ella no la habría adquirido. Artículo 1546. 


De igual manera, se otorga al enajenante el derecho de pedir 
la rescisión en vez de indemnizar por el saneamiento, si la cantidad 
que tuviere que pagar por tal motivo excede de la mitad del precio 
que recibió. En este caso, deberá pagar el valor que tenga la cosa al 
tiempo de la rescisión y no la que haya tenido al enajenarse, más 
los gastos y perjuicios ocasionados. Efectivamente, lo que pierde el 
adquirente es el valor de la cosa en el momento en que se le despoja 
de ella o en que se advierten los vicios, y, en esa virtud, el artículo 1547 
asi lo dispone. 


39.—SANEAMIENTO POR EVICCION. Evicción significa ven- 
cimiento en juicio (del latin, evincere, vencer), o sea la privación to- 
tal o parcial de la cosa que sufre el que la adquirió en propiedad, po- 
sesión, uso o arrendamiento. De manera que para que haya sanea- 
miento es necesario que antes haya habido evicción y por eso la ex- 
presión exacta es la de saneamiento por evicción. Para que tenga 
lugar se requiere: a) que al adquirente se le prive de la cosa por sen- 
tencia firme, o sea, que haya sido vencido en el juicio de evicción; 
b) que el derecho del reclamante sea anterior al momento de la enaje- 
nación; y c) que no haya pacto de renuncia de saneamiento. 


Todo lo preceptuado en los artículos 1548 a 1558 está tomado 
de los artículos 1582 a 1596 del Código del 77, con algunas modifica- 
ciones más bien de forma que no alteran su contenido. 


40.—SANEAMIENTO POR VICIOS OCULTOS. El artículo 1559 
declara la obligación del enajenante de sanear la cosa por los vicios 
o defectos ocultos que la hagan impropia o inútil para el uso a que 
se la destina o que disminuyan este uso de tal modo que, de haberlos 
conocido el adquirente no hubiera hecho el negocio o por lo menos 
no hubiera aceptado el precio del contrato. 


Sin embargo, si el defecto está a la vista, o el adquirente pudo 
conocerlo por razón de su oficio o profesión, el cedente no es respon- 
sable, a no ser que el mismo haya declarado que la enajenación la 
hacía sin ningún vicio en la cosa. Artículo 1560. 
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Dos son las acciones que puede ejercitar el adquirente por los 
vicios ocultos que descubra en el bien adquirido: la acción redhibito- 
ria para que se deshaga el contrato, o la acción estimatoria o de cuan- 
ti minoris para que se le devuelva del precio lo que la cosa vale me- 
nos. Estas acciones debe ejercitarlas el adquirente dentro del tér- 
mino de seis meses, contados desde el día en que la cosa fue entre- 
gada, excepto si el vicio consistiere en una servidumbre no aparente 
descubierta en el inmueble, en cuyo caso, la acción estimatoria o de re- 
ducción del precio puede ejercitarse dentro de tres meses a contar 
desde el día en que el adquirente se hubiere dado cuenta de la exis- 
tencia de la servidumbre. La acción redhibitoria sigue la regla ge- 


neral. 


También ambas acciones por los vicios ocultos de los animales, 
deberán ejercitarse dentro de quince días de la fecha de su entrega al 
adquirente. 


La ley considera los casos de buena o mala fe del enajenante, 
haciéndolo responsable, en el primer caso, de la restitución del precio 
y de los gastos del contrato; y en el segundo, del pago, además de los 
daños y perjuicios. 


Los artículos 1565 a 1569 hacen referencia a la venta de animales 
y están inspirados en iguales disposiciones de los códigos español, 
mexicano y peruano, pues el Código del 77 no contempla esos casos. 


El primero, 1565, y el segundo, 1566, disponen la responsabili- 
dad en la venta de varias cosas conjuntamente, o de parejas de ani- 
males, o de juegos de cosas, casos en los cuales, el vicio de una de 
ellas acarrea el saneamiento por todas las demás, pues se supone que 
el comprador quiso adquirir el conjunto y no cada unidad. 


El artículo 1567 considera el caso de la muerte del animal dentro 
de los siete días siguientes a su entrega, eventualidad que hace pro- 
cedente la acción de saneamiento, siempre que se probare que la muer- 
te se debió a causa anterior a la fecha del contrato. El ejercicio de las 
acciones del adquirente por los vicios ocultos de los animales, dispone 
el artículo 1572, segunda fracción, debe ocurrir dentro de quince días 
de la fecha de su entrega; plazo especialísimo por la naturaleza de 
la cosa, que hace más difícil la prueba mientras más tiempo trans- 
curra. 
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- El artículo 1568, igual al artículo 1494 del Código Civil español 
y 1366 del peruano, es caso de nulidad del contrato por falta de objeto 
lícito, en la primera parte del artículo, y por error en la cualidad sus- 
tancial de la cosa, en la segunda parte. 


El artículo 1569 exceptúa del saneamiento las ventas hechas en 
feria, igual a los artículos 1493 del Código español y 1365 del peruano, 
aunque éstos comprenden asimismo la venta en pública subasta. Tam- 
bién se refiere al caso de que la venta se haya hecho con calificación 
de la calidad de la caballería. 


La venta en feria o mercado público da oportunidad al compra- 
dor para escoger los animales que le parezcan y examinarlos deteni- 
damente; y tanto por esta circunstancia, como porque la naturaleza 
mercantil del negocio exige seguridad en el contrato, sin el peligro 
de una acción posterior, el negocio no admite reclamación por defectos 
que el adquirente note después de la entrega de los animales. 


En cuanto a la venta judicial de bienes inmuebles, si el vicio 
oculto resulta después de la enajenación, procede el saneamiento, 
pero no el pago de daños y perjuicios, según lo dispone el artículo 
1564. Esta disposición es contraria a la que contiene la segunda par- 
te del artículo 1607 del Código del 77, que dispone que la acción de 
saneamiento no tiene lugar en las ventas judiciales. El Código es- 
pañol en el artículo 1489, otorga la acción de saneamiento al com- 
prador, pues no es el juez la persona que vende sino únicamente la 
que interviene en la venta, la cual realiza en nombre del trasmitente 
que es el responsable de los vicios de la cosa. Ahora, como el bien 
rematado en pública subasta ha sido examinado y justipreciado por 
peritos, en cuya diligencia por lo regular no toma parte el propietario 
cuando la venta es forzada, se le exime de la responsabilidad del pago 
de daños y perjuicios, cuyo pago supondría mala fe de su parte. 


El artículo 1571 es similar al artículo 1369 del Código del Perú 
y su comentarista, el doctor Rodríguez, manifiesta que se refiere 
a los vicios de las cosas vendidas, como autos, maquinarias, etc., 
cuyo buen funcionamiento hubiera garantizado el vendedor durante 
cierto tiempo.(*) Es común en los contratos de enajenación de esta 
clase de objetos convenir en un término de garantía que otorga el 
vendedor por el buen funcionamiento de la cosa y todo defecto que 


(1) Rodríguez Llerena - Código Civil - Tomo II - Pág. 281. 
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resulte da derecho al adquirente para reclamar el saneamiento, siem- 
pre que haya dado aviso al vendedor de lo ocurrido, dentro de los 
quince días siguientes del descubrimiento del defectao y que la acción 
se ejercite dentro del término de garantía. 


La primera parte del artículo 1572 y el artículo 1573 están to- 
mados de los artículos 1607, 1608, 1609 y 1610 del Código del 77. 


41.—FORMA DE LOS CONTRATOS. Ha quedado establecido que 
los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento, excepto 
cuando la ley exige otra formalidad; y también que en todo negocio 
jurídico, cuando la ley no designe una forma específica, los interesa- 
dos pueden usar la que juzguen conveniente. 


Las formas que pueden usar los contratantes son las que señala 
el artículo 1574: escritura pública, documento privado legalizado 
por notario, acta levantada ante el alcalde del lugar y corresponden- 
cia. La forma verbal se permite únicamente para los contratos cuyo 
valor no pase de trescientos o de mil quetzales, según sea civil o mer- 
cantil la operación. 


No obstante, pues, que el mero consentimiento perfecciona el 
contrato, por regla general, la ley exige que se haga por escrito, 
con la excepción anotada. No quiere decir esto que el contrato no 
queda perfecto por el simple consentimiento, sino que una vez con- 
cluído y con efectos entre las partes contratantes, quedan éstas obli- 
gadas a llenar la formalidad debida, a fin de establecer la prueba 
necesaria para la ejecución del convenio y para que surta efectos 
contra terceros. 


Cualquiera de las formas indicadas pueden elegir los contratan- 
tes, pero si se trata de contrato solemne, las partes están obligadas a 
observar la formalidad establecida bajo pena de nulidad, porque es 
requisito esencial para la existencia del contrato. 


Los contratos solemnes son los siguientes: mandato, sociedad, 
donación de bienes inmuebles, fideicomiso, prenda registrable, hipo- 
teca, renta vitalicia, transacción y compromiso; con las salvedades 
que para algunos de estos contratos se establecen. 


La compraventa de inmuebles, el arrendamiento inscribible y 
cualquier otro contrato no solemne que tenga que presentarse al Re- 
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gistro de la Propiedad para su inscripción, deberán otorgarse por 
medio de escritura pública, con excepción de lo dispuesto en el ar- 
tículo 1214, pero esta formalidad no es requisito para la existencia 
del contrato, el que puede establecerse por confesión judicial de la 
parte vendedora u obligada o por otro medio de prueba escrito y com- 
pelerse reciprocamente las partes al otorgamiento de la escritura res- 
pectiva, para que el contrato pueda oponerse a terceros. 


Tal cosa no podría ocurrir en un contrato solemne, en que el 
otorgamiento de la escritura pública es requisito esencial para que 


nazca a la vida jurídica, de manera que si falta la escritura, ni aún por' 


medio de confesión judicial podría hacerse valer el contrato. 


Todos los demás contratos quedan sujetos a la regla general; 
si pasan de las sumas indicadas, deberán constar por escrito; en caso 
contrario, pueden hacerse verbalmente. 


Lo ideal sería que todo contrato, cualquiera que fuera su valor, 
pudiera hacerse por escrito, pues en esa forma se tendría la prueba 
para la ejecución judicial de las obligaciones y se prescindiría de la 
prueba de testigos, que presenta tantos inconvenientes; pero tal pre- 
tensión no es posible realizarla cuando se tiene el convencimiento de 
que existe un porcentaje considerable de analfabetos que no pueden 
usar la forma escrita y que pequeñas transacciones las llevan a cabo 
verbalmente, o en la forma primitiva de acudir al alcalde del lugar 
para hacer redactar el documento en que conste el contrato. 


Las cantidades de trescientos y mil quetzales señaladas en el ar- 
tículo 1575, son hasta cierto punto arbitrarias y podrían fijarse en 
más o en menos; pero dan margen suficiente para las transacciones 
corrientes y diarias, y fijan la competencia de los jueces menores para 
conocer de las acciones que susciten tales contratos. 


Los artículos 1574 a 1578 desarrollan los principios expuestos y, 
a excepción del artículo 1577, que establece los contratos solemnes, 
los demás existen en nuestra legislación. 


42.—Rescisión de los contratos. Hemos querido comprender en 
este capítulo los casos de rescisión voluntaria y resolución de los con- 
tratos, recogiendo las disposiciones de los artículos 2349 y 2350, re- 
lativas al mutuo disenso; 1912 y 1616, referentes a la rescisión por 
pacto comisorio y de adición en día en la compraventa; 1416, que 
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declara la resolución del contrato por cumplirse la condición reso- 
lutoria convenida por las partes; y 1457, que contiene la resolución 
del contrato por efecto de la condición resolutoria implícita de todo 
contrato bilateral; todos estos artículos del Código del 77. 


Los casos de rescisión y resolución que aquí contemplamos, tie- 
nen efectos comunes señalados en el artículo 1583. Verificada o de- 
elarada la rescisión o resolución, vuelven las cosas al estado que guar- 
daban antes de celebrarse el contrato; en consecuencia, los otorgan- 
tes deben restituirse lo que recíprocamente hubieren recibido; pero, 
en cuanto a frutos o intereses, si nada hubieren convenido expresa- 
mente, quedan compensados y ninguna de las partes puede reclamarlos 
ni demandar el pago de daños y perjuicios. 


Considerada la rescisión voluntaria como medio de extinguir 
las obligaciones, y de la misma manera la resolución del convenio 
como efecto de la condición resolutoria a que estaba sujeto, los casos 
que regula este capítulo exigen que el contrato sea válido y que no se 
haya consumado, pues si las obligaciones se encuentran extinguidas 
por el cumplimiento y se pretende deshacer el contrato, lo que ocurre 
propiamente es la celebración de un nuevo convenio, pero no la extin- 
ción de lo que ya está extinguido. De ahí que el artículo 1579 se 
refiera a contratos válidamente celebrados pendientes de cumplimiento. 

La rescisión no puede perjudicar derechos de tercero, pues si 
esto ocurriere se reputará subsistente la obligación en lo que se re- 
fiere a la persona perjudicada. 


El artículo 1586 remite a los artículos 1314 a 1318 de este Có- 
digo, como disposiciones aplicables a la rescisión y resolución. Son 
los preceptos relativos a los efectos de la nulidad de los actos ilícitos, 
iguales para los casos de rescisión y resolución. Las partes deben res- 
tituirse recíprocamente lo que han recibido o percibido como conse- 
cuencia del contrato; en la compraventa, será la devolución del pre- 
cio por el vendedor y la cosa por el comprador. 


Si ha habido percepción de frutos serán compensables hasta la 
fecha de la demanda, si la resolución fuere declarada judicialmente, 
y restituibles desde dicho momento. Si no hubiere acción judicial, 
rige en todo su vigor el artículo 1584. En un contrato de arrenda- 
miento no será restituible el valor pagado por el tiempo que el arren- 
datario ha gozado de la cosa, porque es fruto compensable con este 
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La restitución debe hacerse devolviendo las cosas en el estado 
en que estaban cuando las recibieron los otorgantes. Las mejoras se 
abonarán, y los deterioros que no procedan de caso fortuito o fuerza 
mayor, o vicio oculto de la cosa, se pagarán por quien corresponda. 

Si la restitución de la cosa fuere imposible, el obligado a entre- 
garla podrá dar otra de igual especie, calidad y valor, o devolver el 
precio que tenía en el momento de la celebración del contrato; siendo 
responsable, además, de daños y perjuicios, si la imposibilidad de la 
entrega proviniere de su culpa o mala fe. 


Las cosas deben devolverse simultáneamente y, en caso nece- 
sario, el juez fijará un término prudencial. 


Como puede observarse, han quedado perfectamente separadas 
la nulidad, revocación, resolución y rescisión de los actos y contratos, 
aunque en esta materia nos hayamos separado de la técnica seguida 
por otras legislaciones. 


43.—INTERPRETACION DE LOS CONTRATOS. Los preceptos 
que regulan la interpretación de los contratos están desapareciendo de 
los códigos y la doctrina se orienta en el sentido de abandonarlos por 
su ineficacia, pues dada la complejidad de elementos de las más 
diversas especies que reclama la función interpretativa, aquellos pre- 
ceptos pueden devenir arbitrarios, o si se formulan en términos de 
gran generalidad, resultar inservibles, por lo cual los más recientes 
códigos se abstienen de dar fórmulas sobre el particular. (Puig Peña, 
Tomo IV, 2, pág. 42). 


Por otra parte, se trata de conocer la voluntad de los contratan- 
tes y esta finalidad subjetiva, que consagra la autonomía de la volun- 
tad hoy en crisis, debe ser sustituida por la finalidad objetiva, que 
indaga cómo la conducta de las partes, reflejada en el contrato, es 
entendida por la generalidad de las gentes. (Autor citado, pág. 41.) 


Sin ignorar esta tendencia puesta en práctica por los códigos de 
Alemania, Suiza, Argentina, Perú y Brasil, hemos tomado el articu- 
lado del párrafo 1, título XV del Código Civil del 77, adoptando 
algunos preceptos del Código Civil mexicano que no suprimió esta 
materia. 


La autonomía de la voluntad limitada con prescripciones restric- 
tivas en los contratos más usuales, hace desaparecer, en parte, el 
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defecto que los civilistas han encontrado en las reglas de cis 
ción de los códigos. de tipo clásico. 


Si lo que las partes han querido contraviene a leyes de orden 
público o a principios de la legislación contractual, es evidente que la 
voluntad averiguada y esclarecida, no puede dar vida al contrato, ni 
éste surtir ningún efecto, como queda de manifiesto en el capítulo 
relativo a la nulidad de los negocios jurídicos. 


Estimando que no dañan la tendencia avanzada del Código las 
reglas de interpretación contenidas en el capítulo V, las hemos con- 
servado. 


Hacemos especial mención del artículo 1600 que se refiere 
a los contratos cuyas cláusulas están preparadas en formularios im- 
presos, como sucede en los contratos de seguro, en la venta a pla-- 
zos, etc., casos en los cuales se dispone que las cláusulas oscuras, am- 
biguas o contradictorias, se interpretarán en favor del otro contra- 
tante, aceptante del contrato. 


TITULO VI 


44.—OBLIGACIONES PROVENIENTES DE HECHOS LICITOS 
SIN CONVENIO. El Código del 77, bajo el epígrafe de “Obligaciones 
que nacen del consentimiento presunto”, regula la gestión de negocios, 
la paga indebida y la comunidad de bienes, enunciando en el artículo 
2249 los principios de equidad que motivan esta clase de obligaciones: 
cada uno quiere lo que le sea útil; nadie debe enriquecerse con detri- 
mento de otro; el que quiere aprovecharse de un hecho, no puede 
dejar de someterse a sus consecuencias; principios fundamentales que 


- deben inspirar todas las relaciones de derecho y no solamente las 


obligaciones extracontractuales. 


La denominación de cuasicontratos que los códigos antiguos dan 
a los hechos lícitos por los cuales quedan los hombres sujetos a 
una obligación en virtud de un consentimiento presumido por equi-- 
dad, como dice el artículo 2250 del Código del 77, copiado textual- 
mente del artículo 2111 del Código del Perú de 1852, la hemos su- 
primido, como la suprimió asimismo el nuevo Código peruano y los 
demás códigos modernos que encuentran impreciso el término que 
sirvió para agrupar construcciones jurídicas que no tienen de común 
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más que el hecho de dar nacimiento a obligaciones fuera de contrato, 
en que predomina la voluntad unilateral. 


En nuestro derecho actual, dicen Colin y Capitant, esta noción 
de las acciones cuasicontractuales no tienen ya ningún interés ni nin- 
guna utilidad. Se ha deformado la idea antigua que se refería al efec- 
to de las obligaciones, haciendo de ellas el principio de una clasifica- 
ción de las fuentes de las obligaciones. Como, por otra parte, se 
trata aquí de una concepción puramente teórica, que no produce con- 
secuencia alguna práctica, nos está permitido, sin duda, decir que con- 
viene abandonarla. 


Esto es, además, lo que han hecho los códigos recientes. No se 
encuentra ya la categoría de los cuasicontratos ni en el Código Civil 
alemán ni en el Código Civil suizo. (Colin y Capitant, tomo TI, pág. 


922.) 


No es posible comprender en una sola categoría actos jurídicos 
de distinta naturaleza, como son las tres figuras que se ha querido 
agrupar bajo la denominación de cuasicontratos. La gestión de nego- 
cios está fundada en el primer principio de equidad: se supone que el 
dueño aceptará las obligaciones del gestor porque la gestión le es 
útil; la paga indebida corresponde al segundo principio: el accipiens 
no debe enriquecerse con detrimento del solvens; y las obligaciones 
nacidas de la comunidad de bienes se justifican porque los comuneros 
que se aprovechan de la copropiedad, deben sujetarse a las consecuen- 
cias que produce dicha situación jurídica. De manera que no existe 
denominador común en estas obligaciones, sino sólo en cuanto na- 
cen de hechos lícitos que no son contratos, que es el título dentro 
del cual hemos colocado tanto estas instituciones como la promesa 
de recompensa y los títulos al portador, producto de la voluntad uni- 
lateral. 


45.—GESTION DE NEGOCIOS. Los artículos 1605 a 1615 se 
ocupan de esta materia. El Código del Perú, siguiendo el método 
de los códigos de Alemania, Suiza y Brasil, coloca la gestión de ne- 
gocios inmediatamente después del mandato, con el que tiene simi- 
litud. Optamos por nuestro sistema explicado en el número anterior, 
o sea, la agrupación de las cinco figuras jurídicas que comprende el 
capítulo VI, bajo la denominación de obligaciones provenientes de he- 
chos lícitos sin convenio; pues, en realidad, la gestión de negocios 
se realiza sin el consentimiento del propietario y aún sin su conoci- 
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miento, de manera que la voluntad unilateral del gestor decide el 
hecho de la gestión. 


Los artículos que comprenden este tema en el Código del 77, 
están modificados, pues solamente se trasladó al artículo 1605 el con- 
tenido del artículo 2251 de aquel Código, inspirándose los restantes 
en los artículos 1902 y 1909 del Código Civil del Perú y 1658 a 1664 
del Código Civil de México. 


Se declara en el artículo 1607, que el gestor queda sujeto a las 
obligaciones y responsabilidades del mandatario, en lo que sea apli- 
cable; que el juez apreciará para fijar la amplitud de la responsabili- 
dad, las circunstancias que indujeron al gestor a encargarse de los 
negocios, como son: su buena o mala fe, su desinterés por servir al 
ausente y salvar sus bienes, o a su ambición por conseguir provecho 
y ganancias con su administración; la necesidad de recoger o cuidar 
los bienes, o el interés económico de hacerse cargo de ellos, etc., etc.; 
circunstancias todas que apreciará el juez de acuerdo con el nuevo 


sistema de culpa en que se deja a su prudente arbitrio la estimación 
de la responsabilidad. 


La ratificación de la gestión por parte del dueño, produce los 
efectos del mandato, y según lo dispone el artículo 1611, opera retro- 
activamente, pues, de todos modos, las obligaciones contraídas por 
el gestor deben ser cumplidas por el propietario de los bienes, siem- 
pre que se aproveche de las ventajas de la gestión. 


La utilidad o necesidad del gasto en que incurra el gestor, dice 
el articulo 1613, no debe apreciarse por el resultado obtenido sino 
según las circunstancias del momento en que se hizo; pues, en efec- 
to, una inversión puede no producir ganancias o beneficios aparentes; 
pero hecho el gasto en circunstancias extraordinarias para salvar los 
bienes, debe tomarse en consideración el momento de emergencia 
en que se verificó y no el provecho económico que haya resultado. 


La gestión de negocios se realiza sobre cosas o negocios abando- 
nados, en la mayoría de los casos, involuntariamente. Ha sido fre- 
cuente, que una persona se vea obligada a abandonar el país 
en forma violenta, sin tener oportunidad para otorgar poder, y en 
tales circunstancias, un pariente, un amigo o un empleado conocedor 
de sus negocios, se hace cargo de estos, para salvarlos del abandono y 
administrarlos en provecho exclusivo del dueño. Siendo el motivo 
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de la gestión la ausencia del propietario y la falta de apoderado, es 
natural que la gestión termine inmediatamente que aquél aparezca o 
que, designado un representante, se apersone en los negocios. 


46.—ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA. Es este el título que 
corresponde al contenido del capítulo II. Paga indebida le llama el 
Código del 77 y presume el consentimiento del accipiens para devol- 
ver lo que recibe en pago indebidamente. Tal consentimiento presunto 
es contrario a la realidad: si el que recibe el pago obra de buena fe, 
no está pensando en devolver lo que cree que le pertenece; si procede 
de mala fe, mucho menos, pues al aceptar sabiendo que no se le debe, 
lo hace para quedarse con la cosa que se le entrega. Lo cierto es 
que la obligación del accipiens de devolver y la acción del solvens para 
repetir, provienen de la ley, que así lo dispone, fundada en el prin- 
cipio de equidad que ya hemos repetido: nadie debe enriquecerse con 
detrimento de otro. 


Sin embargo, la paga indebida no es sino un aspecto del enri- 
quecimiento sin causa, toda vez que éste puede provenir de otros he- 
chos jurídicos distintos del pago. Aquí mismo, en el artículo 1624, se 
preceptúa que el que de buena fe hubiere aceptado un pago indebido, 
tiene derecho a que se le abonen los gastos necesarios y a retirar las 
mejoras útiles, si con la separación no sufre detrimento la cosa dada 
en pago. Si con la separación sufriere deterioro, tiene derecho a que 
se le pague una cantidad equivalente al aumento de valor que recibió 
la cosa con la mejora hecha. Del pago indebido que contempla este 
artículo, resulta la posesión de buena fe y las mejoras introducidas 
por el accipiens en la cosa, las cuales deben ser indemnizadas por el 
solvens cuando se le devuelva, porque de lo contrario él mismo se 
enriquecería con detrimento de aquél 


Estimamos, pues, que el tema debe abarcar no sólo la obliga- 
ción de devolver que corresponde al que recibe un pago por error, sino 
también la que tiene toda persona que por cualquier circunstancia, sin 
causa legítima, se beneficia o aprovecha de una cosa con perjuicio 
de otra. 


Así lo expresa claramente el artículo 1616, pues sin hacer re- 


- ferencia al pago, declara que la persona que sin causa legítima se 


enriquece con perjuicio de otra, está obligada a indemnizarla en la 
medida de su enriquecimiento indebido. Y a continuación, en el ar- 
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tículo 1617, se explica que no hay enriquecimiento sin causa en los 


contratos celebrados lícitamente, cualquiera que sea la utilidad que 
obtenga una de las partes contratantes, a no ser que concurran las cir- 
cunstancias que considera el artículo 1542, que constituye caso de 
nulidad de convenio, por mediar hechos o maniobras ilícitas produ- 
cidas de mala fe por la parte que pretende obtener el beneficio del 
contrato. 


Los artículos restantes se refieren concretamente al pago inde- 
bido y consideran las diferentes situaciones de las partes en los casos 
de buena fe o mala fe del que ha recibido el pago y los efectos que se 
producen en cada una de ellas, disposiciones que no es necesario co- 
mentar por ser muy conocidas. 


47.—DE LA DECLARACION UNILATERAL DE LA VOLUNTAD. 

Entre las obligaciones que tienen como fuente la voluntad uni- 
lateral, los códigos recientes colocan la promesa de recompensa, que 
es el ofrecimiento que una persona hace de entregar una suma de 
dinero o cualquiera otra prestación, que se indique en la publicación 
que se haga, a quien entregue una cosa perdida, a quien ejecute cierto 
trabajo, o a quien realice otro acto en el cual el prometiente está 
interesado. 


La policitación o propuesta de contrato presenta los aspectos 
de la promesa unilateral, pero pueden notarse diferencias y las carac- 
terísticas de una y otra. En efecto, la oferta de contrato es dirigida 
a persona determinada con el ánimo de celebrar con ella el contrato 
que se propone. Entre presentes o entre ausentes, está regida por 
disposiciones especiales que ya hemos examinado. 


En cambio, la promesa de recompensa es hecha al público, por 
medio de publicaciones que regularmente se hacen por la prensa o 
por radio. No se sabe quién va a realizar el trabajo que se propone, 
pero mientras tanto, el que promete está obligado a mantener su pro- 
mesa y, en caso que desista de ella, debe hacerlo saber al público en 
la misma forma en que la hizo; quedando de todos modos obligado 
a indemnizar a quien hubiere realizado la prestación o hubiere prin- 
cipiado a cumplirla, dando aviso al prometiente. 


La promesa de recompensa en los concursos, modalidad tan co- 
nocida entre nosotros, debe hacerse con fijación de plazo para la pre- 
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sentación de la obra, y la persona o personas designadas para la ca- 
lificación de los trabajos, están obligadas a decidir a quien o a quie- 
nes debe entregarse el premio ofrecido o si el concurso se declara 
desierto. 


Tales son las disposiciones que contienen los articulos 1629 a 
1637, similares a iguales disposiciones de los códigos mexicano y pe- 
ruano, los que a su vez se inspiraron en los códigos alemán y brasileño. 


48.—TITULOS AL PORTADOR. El título al portador es un do- 
cumento de crédito que contiene la promesa de una prestación que 
será cumplida por el emisor a favor del portador del título. La esen- 
cia del título al portador, dice Vicente y Gella, descansa en dos carac- 
terísticas fundamentales: a) que la simple posesión del documento 
es necesaria y bastante para el ejercicio del derecho que comprende; 
y b) que la adquisición de éste determina la adquisición del derecho 
mismo. (Introducción al Derecho Mercantil Comparado, pág. 251. 


ed. 1951). 


Los principios expuestos los formula la escuela alemana y son 
los que inspiran el contenido de las disposiciones que regulan esta 
materia en los artículos 1638 a 1644, los cuales, aunque parezcan 
diminutos o deficientes, sirven de fundamento a leyes especiales que 
pueden formularse en los casos en que se acuerde la emisión de títulos, 
bonos o documentos al portador. 


Aceptamos la teoría de la obligación directa, según la cual la deu- 
da nace desde el momento de la emisión del título, quedando el libra- 
dor obligado desde el momento en que declaró su voluntad suscri- 
biendo el papel negociable; concepto que con tanta claridad expresa 
Lafaille, en el tomo 1 de Contratos, pág 107. ed. argentina. 


Consecuencia de dicha teoría, que es la que sigue el Código ale- 
mán, son los artículos 1640, 1641 y 1642. Cualquiera que sea el por- 
tador del titulo puede exigir su pago, con la única excepción de que 
hubiere orden judicial en contra por haberse interpuesto alguna ac- 
ción o excepción de nulidad, de falsedad o alguna otra referida al 
título mismo o a la persona del portador; únicas defensas procesales 
que son admisibles, pues de otra manera se perdería la eficacia de este 
instituto y la confianza del público para aceptar su negociación. Pre- 
cisamente, para evitar que se pierda esa confianza y para garantia 
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de la operación emisora, prescribe el artículo 1643, que debe mediar 
autorización gubernativa previa comprobación de estar cumplidos 
los requisitos y formalidades establecidos en leyes especiales. Esta 
autorización ya la tienen los bancos del sistema de conformidad con 
los artículos 55 a 62 de la Ley de Bancos, Decreto No. 315 del Con- 


greso. 


Aunque el emisor está obligado a pagar el título, aún cuando 
haya sido robado o perdido, o haya entrado a la circulación contra su 
voluntad, desde luego que la obligación existe desde el momento en 
que firma el documento, bien puede el suscriptor dar parte a la auto- 
ridad judicial en tales casos para que prevenga al público de lo ocu- 
rrido y ordene la suspensión del pago. 


Nada se legisla acerca del procedimiento que debe seguirse en 
estos casos, pues cuando se acuerde o se apruebe la emisión de títu- 
los o documentos al portador, por la autoridad respectiva, deberá in- 
dicarse en el texto del documento tales especificaciones, si no las re- 
firiere a la ley especial sobre el particular. 


TITULO VIH 


49.—OBLIGACIONES QUE PROCEDEN DE HECHOS Y ACTOS 
ILICITOS. Los hechos y actos ilícitos son el delito que casi siempre apa- 
reja responsabilidad civil y los daños que se causan sin malicia ni in- 
tención de producirlos. La acción civil proveniente de los delitos está 
regulada en el Código Penal; pero el principio general de responsabi- 
lidad lo declara el artículo 1645 de nuestro Código: todo daño debe 
repararse; y tanto daño origina el que intencionalmente lo produce 
como el que sin intención también lo causa por omisión, descuido o 
imprudencia. 


Esta materia ha tomado en los últimos tiempos máxima impor- 
tancia, cuyas causas, en opinión del civilista argentino Salvat (Hechos 
Nlícitos, página 5), son principalmente las siguientes: 


1” La transformación profunda de los medios industriales, trans- 
portes y maquinarias; 

2% El desarrollo mismo de los seguros y de accidentes de trán- 
sito que parece haber influido en el aumento de éstos, debi- 
do a la despreocupación de los conductores al sentirse ase- 
gurados contra las indemnizaciones ocasionadas por ellos. 
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El fundamento de la responsabilidad en el cuasidelito ha sido 
la culpa del agente, circunstancia que ha correspondido probar al 
reclamante de la indemnización. A esta culpa subjetiva ha opuesto 
la nueva doctrina la llamada culpa objetiva, que hace consistir la res- 
ponsabilidad en el daño causado sin atender el hecho del agente que 
lo produjo. “Actualmente, dice Colin (tomo III, página 737), la cues- 
tión que se plantea en nuestra materia es la siguiente: Cuando se rea- 
liza un hecho que produce una pérdida de valor económico, ¿quién 
debe soportar la pérdida procedente de este hecho? Planteada así la 
cuestión, agrega, la respuesta no puede ser dudosa”. 


“Es el patrimonio del autor del perjuicio el que debe soportar la 
pérdida sufrida. En efecto, de las dos personas en presencia, hay una 
de la que no dependía evitar el daño, y es la víctima. La otra, la au- 
tora del daño, pudo impedirlo, aunque no fuera más que no haciendo 
nada. De las dos personas hay una, la víctima, que no debía obtener 
beneficio alguno del acto realizado, de la actividad desplegada. La 
otra, la autora del daño, debía, por el contrario, obtener el beneficio o 
el placer de dicho acto o de dicha actividad. Por lo tanto, es equita- 
tivo que, aunque libre de toda culpa, sea éste el que soporte, en forma 
de reparación pecuniaria, el daño procedente de sus actos. En otros 
términos, el que hace algo debe soportar los riesgos de su acto.” 


Este sistema ha inspirado la legislación del riesgo creado 
aceptado en el Código de Trabajo y en la Ley de Accidentes; pero si 
se quisiera aplicar a toda clase de daños, es decir, llevada al extremo, 
es contraria, expresa Colin (tomo citado, página 740), a la equidad y 
al interés social. “No se puede llegar hasta declarar al hombre res- 
ponsable siempre de las consecuencias de sus actos, hasta hacer de ca- 
da ciudadano el asegurador del público contra las consecuencias daño- 
sas para otro de los actos que realiza, aunque no quepa imputarle im- 
prudencia alguna”. 


Tales principios sustentados por la legislación universal, sigue 
el Código en el articulado que forma el capítulo único del título VI, 
libro V, que trata de las obligaciones que proceden de hechos y actos 
ilícitos. 


El artículo 1645 declara que la persona que causa un daño debe 
repararlo, a no ser que demuestre que se produjo por culpa o negli- 
gencia inexcusable de la víctima. 
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Se modificó, pues, el sistema adoptado en el Código del 77, pues 
ya no está obligado el reclamante a probar la culpa del hechor sino 
solamente a demostrar el daño o perjuicio que ha sufrido, quedándole 
al responsable el derecho de destruir la presunción de culpa, produ- 
ciendo la prueba respectiva. Así lo establece el artículo 1648. 


Pero el daño causado en accidentes de trabajo queda sujeto a 
normas distintas. El artículo 1649 ordena que en estos casos, los pa- 
tronos son responsables aunque medie culpa del trabajador y sólo se 
libera de esa responsabilidad cuando la victima haya producido vo- 
luntariamente el accidente, cuya prueba queda a cargo del patrono. 


Igual responsabilidad mantiene el artículo 1650, para la persona 
o empresa que habitual o accidentalmente ejerza una actividad en 
la que haga uso de mecanismos, instrumentos, aparatos o sustancias 
peligrosas por sí mismos, por la velocidad que desarrollen, por su 
naturaleza explosiva o inflamable, o por otras causas análogas. 


Debe advertirse que el Código Civil al establecer el principio 
fundamental de responsabilidad para todo daño que se cause, en 
manera alguna se sobrepone a las leyes laborales o especiales que nor- 
man las reclamaciones en accidentes de trabajo, las cuales quedan 
sujetas a lo que en esta materia establezcan. Los trabajadores afi- 
liados al Instituto Guatemalteco de Seguridad Social, por ejemplo, 
deben sujetarse a las leyes especiales de dicho Instituto, las que preva- 
lecen sobre cualquiera disposición general. 


El abuso en el ejercicio de un derecho está contemplado en el 
articulo 1653. 


El concepto del abuso en el ejercicio del derecho lo expone Pla- 
niol así: “El ciudadano incurre en extralimitación de facultades atri- 
buidas por la ley al conferirle un derecho subjetivo, siempre que lo 
use con otra finalidad que la protección de aquellos intereses ampara- 
dos por ese derecho”. Pero es necesario que la finalidad perseguida 
sea ilegítima. Se trata, en síntesis, de sentar que el acto ilícito no 
puede simularse bajo la apariencia del ejercicio de un derecho.” (Pla- 
niol, tomo VI, pág. 794). 


La legislación actual ha aceptado el principio y son varios los 
códigos que lo han adoptado, declarando la ilicitud cuando se ejer- 
cita el derecho con el fin de perjudicar a otro. Así lo establecen cla- 
ramente los códigos alemán, austríaco, mexicano, chino y proyecto 
franco-italiano. 
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Incluimos en este capitulo esta materia, porque el efecto de la 
violación del derecho ajeno por el ejercicio abusivo del derecho pro- 
pio, se traduce en la obligación del titular de indemnizar el daño que 
cause, lo que justifica su colocación en este lugar, pero lo modifica- 
mos en el sentido de que el exceso y mala fe en el ejercicio de un dere- 
cho, o la abstención del mismo que cause daño a las personas o pro- 
piedades, obliga al titular del derecho a indemnizarlo. 


El artículo 2296 del Código del 77 legisla esta cuestión en forma 
distinta de la que hemos adoptado. El precepto general que sienta es 
que en el ejercicio de un derecho no hay obligación de indemnizar y la 
excepción la constituye el hecho de que se haya escogido voluntaria- 
mente para ejercerlo el modo que era perjudicial. Es igual al artículo 
2211 del antiguo Código del Perú de 1852. 


Nuestro Código, al contrario, declara la obligación de indemnizar 
sin excepción alguna, de acuerdo con la doctrina ya expuesta, de que 
el abuso en el ejercicio de un derecho no puede estar protegido por 
la ley. 


El artículo 1654 tiene su antecedente en el artículo 2284 del Có- 
digo del 77, que dice: “La estimación del daño está sujeto a reduc- 
ción, si el que la sufrió se ha expuesto a él imprudentemente”; dis- 
posición también del articulo 2199 del Código peruano de 1852. 


La redacción actual es similar a la del artículo 1141 del Código 
peruano actual. Es el caso de la compensación de culpa en que la 
victima con un hecho personal suyo ha contribuido a causar el daño, 
tal como si hubiera mediado alguna imprudencia de su parte o se hu- 
biera expuesto al peligro. 


El artículo 1655 se refiere a los casos de lesiones corporales o 
muerte de la víctima. Debidamente especificada la calidad de la in- 
demnización y las circunstancias que debe atender el juez para fijarla, 
este precepto copia el artículo 5? de la Ley de Accidentes (decreto le- 
gislativo 1827), con la supresión de la circunstancia de posición social 
que aquél exige: disposición que mejoró los artículos 2285 y 2286 del 
Código del 77, bastantes deficientes. 


El artículo 1656 dispone la reparación en caso de difamación, 
calumnia o injuria, en proporción al daño moral y a los perjuicios 
que se derivaron. Esta es una cuestión de hecho que debe apreciar 
el juez, pues las circunstancias varían en cada caso y el artículo tiene 


211 


A ¡de y 
a e al $ ? É do ' O 


como antecedentes en el Código del 77 el artículo 2287, especial para 
el caso de injuria, sin que se mencionen la difamación y la calumnia; 
sin embargo, los artículos 2277 y 2291 obligan a la reparación en toda 
clase de daños y bien pudo fundarse en ellos una acción de indemni- 
zación por el agravio moral. 

Nuestro honor, nuestra consideración son quizá nuestros más 
preciosos bienes, dice Laurent (Tomo XX, pág. 488); son aún más: 
constituyen la esencia de nuestro ser. Se ha sacado una objeción de 
la misma importancia de los derechos que se trata de garantizar: 
¿Qué reparación se dará al honor herido? ¿Se estima el honor con 
dinero? No, por cierto; pero toda condenación, aunque fuese pecu- 
niaria, implica una reparación moral del hecho perjudicial. Es ver- 
dad que es imposible valuar en dinero el daño moral; el monto de los 
daños y perjuicios será, pues, siempre arbitrario. 


El artículo 1658 contempla el caso de necesidad. “Esta es una 
situación apremiante en que sólo cabe escapar de un peligro a que 
se halla expuesta la vida o el patrimonio de una persona invadiendo 
la órbita patrimonial de otro”. (Alessandri, tomo IV, pág. 863.) El 
daño que se cause en esta situación no exime de responsabilidad civil 
y debe indemnizarse, aunque la cuantía de la reparación debe ser es- 
timada por el juez de manera equitativa, es decir, apreciando las cir- 
cunstancias que concurrieron en el hecho, las cuales pueden hasta de- 
terminar una mínima indemnización y esto debido a que de todos mo- 
dos hay un beneficio para el que causó el daño o para el tercero en 
cuyo provecho intervino el hechor; y este aprovechamiento, aunque 
independiente de la voluntad del ejecutante, no puede dar lugar a un 
enriquecimiento indebido, según algunos autores, o a una expropia- 
ción privada, según otra teoría. 


Entre los artículos restantes, cuyo contenido no ofrece dificultad 
alguna, debemos destacar el número 1665 que se refiere a la respon- 
sabilidad del Estado y de las municipalidades por los daños que cau- 
sen los funcionarios o empleados en el ejercicio de sus cargos, respon- 
sabilidad subsidiaria que sólo podrá hacerse efectiva cuando la per- 
sona directamente responsable no tenga bienes, o los que tenga no sean 
suficientes para responder del daño causado. 


Esta disposición no es nueva en la legislación de otros países, 
pero no ha existido en la nuestra y no hay razón para que no figure 
como precepto especial dentro del tratado de responsabilidad por he- 
chos ilícitos. 
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El artículo 1667 declara responsables solidariamente al que ori- 
gina un apremio o prisión ilegales y al que los ordena. No se hace 
mención especial del juez, que es el funcionario a quien corresponde 
intervenir en estos casos, pues no se trata solamente de prisión formal 
sino aun de simple detención que con manifiesto abuso puede ordenar 
o dar lugar para que se efectúe, cualquier otro funcionario o emplea- 
do público. 


El artículo 1668 prescribe la responsabilidad del profesional por 
los daños que cause en el ejercicio de su profesión, por ignorancia 
inexcusable o por divulgación de los secretos que conozca. Estos he- 
chos pueden dar lugar a acción penal; pero, cualquiera que sea su 
gravedad, aún cuando aquélla no procediera, el hecho da lugar a res- 
ponsabilidad civil. 


El artículo 1669 entra a considerar el daño que ocasione un ani- 
mal, del cual es responsable su dueño, aún en el caso de que se le hu- 
biera escapado o extraviado sin su culpa. Pero si el animal fuere 
provocado o sustraído por un tercero o hubiere mediado culpa del 
ofendido, no será responsable el dueño. 


El acto doloso de la víctima debe exonerar de responsabilidad 
al dueño, siempre que de parte de éste no haya culpa alguna. El caso 
del perro furioso que ataca al individuo que penetra a un lugar cer- 
cado, exime de responsabilidad al dueño, en términos generales; pero 
| puede estimarse en algún caso, que el exceso de defensa constituye 
| culpa que obliga a la reparación. 


El artículo 1670 da lugar al interdicto de obra nueva o peligrosa, 
con el procedimiento establecido en el Código Procesal Civil. 


El artículo 1671 establece la responsabilidad del dueño de un 
| edificio por los daños que cause la ruina total o parcial del mismo; 
y si ésta se debió a defecto de construcción, obliga solidariamente al 
dueño y al constructor. En esta forma quedan mejor garantizados 
los reclamantes, sin que se agrave la responsabilidad del propietario, 
puesto que puede repetir lo que pague contra el constructor, si fuere 
el caso. 


La Comisión Revisora refiriéndose a la responsabilidad de las 
empresas de transporte, dice en su dictamen: 
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“Modificación fundamental se introdujo en cuanto a los daños 
y perjuicios causados por los diferentes medios de transporte. En el 
proyecto se contempla únicamente la responsabilidad de las empre- 
sas de transportes, pero la Comisión estimó que esa responsabilidad 
debe extenderse a todo dueño de cualquier medio de transporte, sea o 
no empresa, ya que el problema de los accidentes de tránsito en Gua- 
temala es alarmante, debido a la irresponsabilidad de los conductores 
o de las personas que les confían los vehículos. Por ello se estableció 
que las empresas, o el dueño de cualquier medio de transporte serán 
solidariamente responsables con los autores y cómplices por los daños 
y perjuicios que causen las personas encargadas de los vehículos, aún 
cuando la persona que los cause no sea empleada de dichas empresas 
o del dueño del medio de transporte, siempre que el encargado de los 
vehículos se los haya encomendado, aunque fuere de manera transito- 


” 


ria”. 


La modificación fundamental consiste, en intercalar la frase, * 
el dueño de cualquier medio de transporte” en el artículo 1651. 


o 
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LIBRO V 


SEGUNDA PARTE 


50.—CONTRATOS EN PARTICULAR. Terminada la parte gene- 
ral del derecho de obligaciones, contiene la Segunda Parte del Libro 
V, la regulación de los contratos en particular. 


No encontramos uniformidad en la sistematización de los contra- 
tos, ni en los Códigos, ni en la doctrina. Cada autor la expone de di- 
ferentes puntos de vista y así optamos por seguir la opinión del cono- 
cido civilista español Valverde, que a este respecto se expresa de este 
modo: “Lo más racional es no intentar una clasificación sistemática 
de los contratos, sino hablar tan sólo de los motivos diferentes, o ba- 
ses sobre las cuales pueden agruparse algunos tipos de contrato, v.gr., 
riesgos, forma u objeto de ellos”. (Derecho Civil, tomo III, pág. 323). 


Atendiendo al objeto de los contratos, los clasificamos en el orden 
siguiente: Contratos preparatorios: promesa y opción, mandato, so- 
ciedad. 

Contratos que transmiten el dominio: compraventa, permuta, do- 
nación entre vivos, fideicomiso. 

Contratos que transmiten el uso o consumo: arrendamiento, mu- 
tuo, comodato. 

Contratos que tienen por objeto la prestación de servicios: obra 
o empresa, servicios profesionales, edición, difusión por radio, televi- 
sión, cinematografía o grabación, y representación teatral o escénica 
y transporte. 

Contratos de custodia: depósito, hospedaje. 

Contratos de garantía: hipoteca, prenda, fianza. 

Contratos aleatorios: renta vitalicia, loterías y rifas, apuestas 
y juego. 

Contratos que ponen fín a controversias: transacción, compro- 
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PRIMER GRUPO. CONTRATOS PREPARATORIOS. Sánchez 
Román y Clemente de Diego, incluyen en este grupo los contratos de 
promesa y opción, mandato y sociedad. No comparten este criterio 
otros autores y, excepto la promesa que es aceptada como tal por 
mayor número, los otros dos contratos los clasifican, por lo general, 
entre el grupo de contratos de trabajo y gestión. 


Sin detenernos en este punto, por no tratarse de un texto de 
doctrina, sostenemos la sistemática expuesta, tomando en considera- 
ción que los contratos mencionados determinan la celebración de ne- 
gocios jurídicos futuros cuyas bases establecen. 


51.—CONTRATO DE PROMESA Y DE OPCION. Está aplicado 
en el Código del 77 únicamente como promesa de venta y lo regula en 
los artículos 1503 a 1508. 


El derecho se ha ocupado de este contrato con amplitud y se ha 
discutido entre los autores su naturaleza jurídica y si es aceptable 
para toda clase de contratos. Opiniones en pro y en contra dejan, sin 
embargo, un criterio firme para su aceptación. 


Roca Sastre dice que “el Derecho tiene que proporcionar una 
fórmula adecuada a las necesidades de la contratación; de modo que, 
ante la situación de querer vincularse las partes inmediatamente, y 
dada la imposibilidad de cerrar el contrato completo, el legislador debe 
subvenir a esta coyuntura y suministrar la figura que tiene tal nece- 
sidad, y que no es otra cosa que el precontrato o promesa de contrato”. 
(Derecho Privado, vol. 1, pág. 328). Y más adelante expresa: “Aun- 
que la denominación de precontrato puede sugerir la idea de que por 
sí mismo no constituye un contrato, no obstante es un verdadero con- 
trato, y no una mera figura antecontractual, propia de la fase de tan- 
teos y tratos preparatorios de un contrato en cierne”. (Id., pág 343). 


El Código desarrolla el contrato de promesa y de opción en los 
artículos 1674 a 1685, figurando como el primero de los contratos pre» 
paratorios. 


52.—PROMESA. Se acepta que la promesa de celebrar un con- 
trato futuro constituye un contrato de promesa y puede referirse a 
cualquier contrato cuya naturaleza lo permita. 
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“Casi todos los contratos, dice De Castro, citado por Castán, pue- 
den ser objeto de la promesa; y en la práctica, los más corrientes son 
la venta, el arrendamiento, la constitución de derechos reales, el com- 
promiso y la constitución de sociedad”. (Castán, tomo 1V, pág. 29). 


Siendo la promesa un contrato perfecto, obliga a ambas partes 
cuando es bilateral, de manera que los contratantes se obligan recípro- 
camente a la celebración del contrato futuro y cualquiera de ellos pue- 
de requerir al otro el debido cumplimiento o la indemnización de da- 
ños y perjuicios. 


Se fija el término de dos años, del cual no puede exceder la pro- 
mesa, si se tratare de bienes inmuebles y de un año si se tratare de 
otros bienes o prestaciones, pues es necesario hacer cesar la incerti- 
dumbre que se mantiene mientras no se decida si se realiza o no el 
contrato prometido. 


Vencido el plazo convencional o el legal de dos años, cualquiera 
de las partes puede requerir el otorgamiento del contrato o demandar 
judicialmente al remiso para que el juez proceda, en su rebeldía, a rea- 
lizar o desarrollar las bases aceptadas en la promesa, o el otorgamiento 
de la escritura en su caso; pero si la naturaleza del contrato ofreci- 
do no lo permite, o si el demandante lo prefiere, podrá pedirse el pago 
de daños y perjuicios. 


53.—OPCION. La promesa unilateral, que es la estipulación 
que una persona hace a favor de otra, sin que ésta contraiga ningún 
comprorniso, otorgandole la facultad de adquirir una cosa o un dere- 
cho, establece el contrato de opción, aunque también puede consti- 
tuirse la opción como pacto accesorio de otro contrato. La acepta- 
ción del optante debe ser expresa y, por tratarse de un derecho per- 
sonal, no se admite la cesión, a no ser que la acepte el prometiente. 


El optante, pues, adquiere, sólo él, la facultad de exigir el cumpli- 
miento de la promesa, que debe ser la celebración del contrato pro- 
metido. 


Según Alonso Moya, citado por Castán, los requisitos esenciales 
de la opción son los siguientes: 1%, concesión por una parte a la otra 
de la facultad de decidir sobre la celebración o no del contrato princi- 
pal, sin obligación alguna de ésta; 2%, concesión de modo exclusivo; 
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3", por plazo cierto; y 4*, sin otra condición que el propio juicio del 
optante. (Castán, tomo TV, pág. 44.) 


Aunque la opción puede producirse con ocasión de cualquier con- 
trato, es más frecuente en la compraventa y la naturaleza de este con- 
trato permite que, en rebeldía del prometiente, el juez pueda otorgar el 
contrato definitivo. 


Tanto en el contrato de promesa bilateral como en el de opción, 
las partes pueden quedar liberadas si pasa el término y no se pide el 
cumplimiento ni se demanda el pago de la indemnización. 


La Comisión Revisora expresa que con la reforma que introdujo 
en el artículo 1684, “se aclaró la duda que siempre ha despertado la 
aplicación del artículo 1508 del Código Civil vigente (de 1933) sobre 
cuándo debe pedirse judicialmente el cumplimiento de la promesa de 
contrato. La norma se redactó en estos términos: “La acción para 
exigir el cumplimiento de la promesa deberá entablarse dentro de los 
tres meses siguientes al vencimiento del plazo convencional o legal”. 


54.—MANDATO. Colocamos el mandato en el grupo de contra- 
tos preparatorios, porque establece una situación que se encamina a 
la celebración de contratos posteriores, como que tal es el fin que se 
propone. Castán Tobeñas no acepta este punto de vista, pues aparte, 
dice, de que el objeto del mandato pueden ser actos materiales, no ju- 
rídicos, se podrá otorgar aquél, no para constituir relaciones jurídicas 
contractuales, sino para extinguirlas por el pago. (Derecho Civil es- 
pañol, tomo IV, pág. 502, Sa. ed.) Pero comprendemos como objeto 
del contrato no sólo la creación o modificación de una obligación, sino 
también el convenio de su extinción, de manera que ampliado así el 
concepto del contrato, el mandato puede otorgarse para que el man- 
datario extinga una obligación del mandante y en cualquiera de es- 
tos casos se prepara la celebración del contrato definitivo. 


El artículo 1686 expresa el concepto del mandato. Una persona 
encomienda a otra la realización de uno o más actos o negocios, pu- 
diendo encargarle que la represente en tales operaciones o que obre 
en su propio nombre, pero por cuenta del mandante. 


Es éste el sistema actual que diferencia el mandato con represen- 
tación o sin ella, sosteniéndose que ya no es la representación el carác- 
ter esencial del mandato, pues nada impide a las partes que el man- 
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datario trate con los terceros en su propio nombre, sin darles a cono- 
cer su verdadero carácter, como ocurre entre el comitente y el comi- 
sionista; pero, no obstante que se expone el principio, conservamos 
las palabras mandato y poder en nuestra terminología para referir- 
nos al mandato en general. 


La importancia que tiene este contrato y la seguridad que debe 
prestar principalmente al mandante, obliga a sostener el mismo sis- 
tema del Código derogado, que consiste en exigir que el poderante 
mencione expresamente las facultades que confiere a su mandatario, 
cuando se trate de actos de disposición y que se otorgue en forma so- 
lemne, con las excepciones que determina el artículo 1687. Y aún se 
exige poder especial y no simplemente cláusula especial, para aque- 
llos actos personalísimos del mandante que deben quedar plenamen- 
te garantizados, con excepción del otorgamiento de testamento o la do- 
nación por causa de muerte, modificación o revocación de dichas dis- 
posiciones, casos en los cuales no se permite que se hagan por otra 
persona sino personalmente por el titular. 


Disposición expresa del artículo 1689 es que el mandato debe ser 
retribuido y sólo será gratuito si el mandatario así lo hace constar ex- 
presamente. El mandato se ha tenido como contrato de confianza, 
pero su desempeño significa para el mandatario un trabajo que debe 
ser retribuido y esta retribución deberán fijarla las partes. 


Cuando el negocio se realiza con representación del poderdante, 
no puede el apoderado ostentar esta representación en un contrato 
en que él mismo tenga la representación de la otra parte, o en que 
él obre como apoderado y en su propio nombre, salvo que expresa- 
mente lo haya autorizado el poderdante, caso en el cual se operará un 
autocontrato. 


No habiendo representación en el mandato, el problema no se 
presenta. En cualquier forma en que el mandato se otorgue, las obli- 
gaciones recaen en el mandante. Directamente con los terceros en el 
caso de mandato con representación; indirectamente por medio del 
mandatario en el otro caso, pero condicionado, a que el apoderado 
o mandatario se haya sujetado a las facultades conferidas y a las ins- 
trucciones comunicadas para la verificación de los negocios que se le 
hayan encomendado. 
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Fuera de estas explicaciones necesarias para comprender la ra- 
zón de las reformas introducidas, en todo lo demás reproducimos 
el contenido del Código anterior. 


55.—SOCIEDAD. El conjunto de disposiciones que norman la 
sociedad colectiva en el Código de Comercio es perfectamente aplica- 
ble a la sociedad civil, por lo que las hemos trasladado en su mayor 
parte al título III, 2a. parte del libro V, estimando, además, que cuando 
se redactó este contrato, incorporado en la nueva edición del Código 
de Comercio, por decreto del Ejecutivo, número 2946, se pensó en 
el Código único de obligaciones y contratos civiles y mercantiles. 


La sociedad, según el artículo 1728, es un contrato por el que 
dos o más personas convienen en poner en común bienes o servicios 
para ejercer una actividad económica y dividirse las ganancias. 


Sostenemos el principio, generalmente aceptado, de la finalidad 
de este contrato con el complemento “para ejercer una actividad eco- 
nómica y dividirse las ganancias”, lo que lo diferencia de la asocia- 
ción. 


Es uno de los contratos solemnes, pues su otorgamiento en es- 
critura pública es requisito esencial para su existencia y no sólo como 
medio de prueba. 


Prescindimos de la anticuada división del Código Civil, de so- 
ciedad general de todos los bienes presentes y singular o particular de 
una cosa o industria o para una negociación determinada. Los bie- 
nes que se aporten deben determinarse expresamente en la escritura 
constitutiva del contrato, sin vaguedades ni referencias a cosas que 
no se mencionen con exactitud. 


Se ha reducido bastante el uso de la sociedad civil ajustada a los 
preceptos del Código Civil y por lo regular se han adoptado las formas 
que establece el Código de Comercio. Sin embargo, creemos que sólo 
la sociedad colectiva, que es sociedad de personas, de responsabilidad 
ilimitada, encaja en la naturaleza de la sociedad civil. Las sociedades 
de capitales, como la comanditaria por acciones y la anónima, y las 
de responsabilidad limitada, son propias de negocios mercantiles. 
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Es vario el criterio seguido en las distintas legislaciones para 
determinar la naturaleza civil o mercantil de una sociedad. Atienden 
algunas a la calidad o profesión de las partes, según sean comercian- 
tes o no; otras, a la forma que adopten los otorgantes para la consti- 
tución de la sociedad, como sería el caso de una sociedad civil en for- 
ma anónima o accionada; y otras, atienden al objeto de la sociedad, 
según sea su finalidad, negocios mercantiles o civiles. 


El Código de Comercio califica de negocios mercantiles los que 
reunen los caracteres que señala el artículo 2% del mismo Código, 
como son: que haya especulación, que sea al por mayor y a título 
oneroso y que recaiga sobre bienes muebles. 


Serán mercantiles, entonces, las sociedades que se dediquen a 
los negocios que determina como tales el Código de Comercio, con 
los caracteres expresados; y civiles, las que tengan por objeto cual- 
quiera otra clase de negocios no comprendidos en aquella enumera- 
ción. 


Este contrato tiene carácter preparatorio porque se constituye 
la sociedad y se forma la persona jurídica para que actúe como tal 
y celebre los contratos que exige el desenvolvimiento de los actos o 
negocios que se han determinado en la escritura constitutiva de la 
misma. 


Los artículos de este título no ofrecen ninguna dificultad en su 
interpretación y tampoco varían apreciablemente su contenido en 
el Código Civil, por lo que nos abstenemos de entrar en mayores 


detalles. 


CONTRATOS TRASLATIVOS DEL DOMINIO 


56.—Compraventa. Los caracteres esenciales de este contrato 
están establecidos en el artículo 1790: transferencia de la propiedad, 
pago del precio en dinero y entrega de la cosa. 


“Por este contrato, dice el expresado artículo, el vendedor trans- 
fiere la propiedad de una cosa y se compromete a entregarla, y el 
comprador se obliga a pagar el precio en dinero.” | 
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Las partes dejan perfecto el contrato desde el momento en que 
convienen en la cosa y en el precio, aunque no se hayan entregado ni 
la una ni el otro, pero a pesar de la perfección por sólo el consenti- 
miento, queda pendiente la entrega que consuma las obligaciones de 
los contratantes. Mientras ésta no se realice, las partes deben ate- 
nerse a lo dispuesto en el artículo 1331, relativo a los riegos de la 
cosa antes de la entrega. 


El pacto se retroventa queda prohibido. 


La Comisión Revisora de manera expresa lo declara asi. En 
el Proyecto, dice, no se reguló dicho pacto (en efecto, la idea era 
suprimirlo) pero “la Comisión estimó que si no se establecía la prohi- 
bición podía entenderse que se permitía tal pacto e incluso sujetarse 
en la práctica, a condiciones sumamente desfavorables para el que 
aparezca como vendedor. Se suprimió, porque este contrato se ha 
utilizado en la práctica para encubrir otro tipo de contrato, especial- 
mente mutuo, en perjuicio del deudor; y, además, porque puede sus- 
tituirse por otra figura contractual, como es la promesa de venta”. 


El Código desarrolla el contrato en cinco capitulos, relativos a 
disposiciones generales, obligaciones del vendedor, obligaciones del 
comprador, compraventa por abonos y con reserva de dominio y pac- 
tos de rescisión. 


El capítulo primero incluye gran parte de los articulos 1476 a 
1502 y 1509 a 1521 del Código del 77. 

La promesa de venta se suprime, pues queda comprendida en el 
contrato de promesa, de que ya nos hemos ocupado. 

El saneamiento se traslada al capítulo 11 del título V, entre los 
preceptos generales de las obligaciones provenientes de contrato. 

Los párrafos VIII y IX del Código derogado se comprenden en 
el capítulo V, sobre pactos de rescisión. 


La traslación de créditos y otros derechos que estaba colocado 
a continuación de la compraventa como una modalidad de ésta, se 


suprime y se trata en la parte general entre la transmisión de las 
obligaciones. 


51.—COMPRAVENTA CON RESERVA DE DOMINIO. La parte 
nueva en este contrato es la compraventa con pago del precio en abo- 
nos y con reserva de dominio, regulado en el Capítulo IV. 
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La compraventa por abonos se ha extendido tanto, que casi la to- 
talidad de la adquisición de bienes se hace en esta forma. Precisa 
entonces establecer preceptos adecuados para salvaguardar los dere- 
chos e intereses de las partes y evitar el abuso de la imposición de 
condiciones usurarias, aparentemente aceptadas por el obligado. De- 
bemos repetir con Roca Sastre, el hablar del contrato de promesa: 
“El Derecho tiene que proporcionar una fórmula adecuada a las ne- 
cesidades de la contratación”. 


- “La compraventa con reserva de dominio, dice Puig Brutau, es 
la que hace depender del cumplimiento de una condición la adquisi- 
ción del título de propiedad del comprador sobre la cosa objeto del 


contrato. Esta condición consiste en el pago total del precio conve- 


nido. El vendedor entrega la cosa al comprador para que éste la use 
normalmente, pero el primero retiene el título de propiedad hasta el 
pago total de precio.” (Puig Brutau, Derecho Civil, Tomo UH, Vol. IU 
pág. 168 Ed. 1956). 


A la compraventa a plazos le han dado el nombre de arrenda- 
miento con promesa de venta o simplemente el de promesa de ven- 
ta, tratando de dejarlo sujeto a las normas de estos contratos. Arren- 
damiento no puede ser desde el momento en que lo que las partes 
quieren es traspasar la propiedad al estar totalmente pagado el precio. 


La denominación de promesa de venta tampoco corresponde a 
este contrato, pues, como dice Barassi en su obra de Derecho Civil 
(Vol. II, pág. 232, Ed. 1955), la venta es perfecta y en cambio la pro- 
mesa de venta tiene una función puramente preparatoria y obliga tan 
solo a estipular más tarde una compraventa definitiva; el Tribunal 
Supremo de España, en un fallo citado enseguida por el mismo autor, 
declara que la compraventa con reserva de dominio es un contrato 
perfecto, ya que dicho pacto afecta únicamente a la transmisión del 
dominio, que no tiene lugar hasta el pago total del precio, pero no a 
la perfección del contrato. 


El pacto de reserva de dominio tiene por objeto garantizar al 
vendedor el pago total del precio y se usa constantemente en la com- 
praventa a plazos. El artículo 1834 declara expresamente que es vá- 
lida la venta con pacto de reserva de dominio, mientras el compra- 
dor no pague totalmente el precio o no se realice la condición a que 
las partes sujetan la consumación del contrato. 
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El vendedor otorga la posesión al comprador y le entrega la 
cosa objeto del contrato, reservándose el dominio, pacto que consti- 
tuye una modalidad antes no contemplada en nuestra legislación y 
que substituye a las diversas formas escogidas para garantizar ple- 
namente al vendedor, pero olvidando los intereses y derechos del 
comprador, a quien se le ha hecho aceptar contratos que desnatura- 
lizan el verdadero carácter del convenio celebrado. 


El contrato puede tener por objeto la compraventa de bienes in- 
muebles o muebles, estando cada uno sujeto a normas diferentes, 
como exponemos enseguida. 


Compraventa por abonos de bienes inmuebles 


El contrato debe otorgarse en escritura pública e inscribirse en 
el Registro de la Propiedad. Artículo 1835. 


El comprador toma posesión del inmueble que le entrega el ven- 
dedor, pero la propiedad plena la adquiere al terminar el pago del 
precio, Artículo 1834, 2a. fracción. Si dejare de pagar cuatro abo- 
nos correspondientes a cuatro meses consecutivos, el vendedor puede 
dar por vencido el plazo y ejecutar la resolución del contrato, en cu- 
yo caso, dice el artículo 1836, el vendedor devolverá al comprador el 
precio recibido descontando una cantidad equitativa por el uso del 
inmueble que fijará el Juez si las partes no se pusieren de acuerdo. 


Complemento de esta disposición es el artículo 1841 que declara 
nula la estipulación de que el comprador perderá a favor del vende- 
dor los abonos que hubiere entregado, aunque sea a título de multa 
o de retribución por el uso del bien. 


Se ha tenido en cuenta que las condiciones que imponen en sus 
contratos las empresas lotificadoras que venden terrenos para edifi- 
car viviendas o venden viviendas ya construidas, son leoninas y sólo 
cuidan sus intereses desatendiendo por completo los derechos del 
comprador. Se trata, por consiguiente, de suprimir el abuso de es- 
tipulaciones obligadas por el vendedor y de cláusulas con las cuales 
se persigue convertir en renta lo que legalmente es el precio del in- 
mueble pagado regularmente por cuotas mensuales. 


Completado el pago total del precio, o sea, realizada la condición 
a que se sujetó la consumación del contrato, la propiedad plena pasa 
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automáticamente al comprador sin necesidad de nueva declaración, 
como dice el artículo 1835, pero el vendedor deberá dar aviso al Re- 
gistro de la Propiedad dentro de los ocho días siguientes para que se 
haga la anotación respectiva. Artículo 1834, 3a. fracción. 


También puede convenirse en que el bien se entregue al compra- 
dor cuando el precio se haya terminado de pagar, o cuando hubiere 
entregado determinado número de abonos, pero en este caso, si el 
contrato se resuelve, el vendedor que se ha aprovechado del dinero 


recibido, deberá devolverlo con intereses legales si no estuvieren es- 
tipulados. Artículo 1840. 


El comprador que ya hubiere pagado no menos de la mitad del 
precio, tiene derecho a exigir al vendedor que le garantice la entrega 
del bien o la devolución del precio. Artículo 1840, 2a. fracción. 


Si el inmueble se devuelve, el vendedor que lo recupera deberá 
abonar el valor de las mejoras que no sean separables puesto que él 
las va a aprovechar y aumentan el valor del bien; pero, si en lugar de 
mejoras hay daños, el comprador deberá indemnizarlos. Artículos 
1839, la. fracción. 


En esta clase de contratos las agencias vendedoras incluyen in- 
tereses en el pago de los saldos, por lo que el producto de frutos o ren- 
tas, si lo hubiere, será compensado con aquellos y el comprador úni- 
camente entregará al vendedor la diferencia si la hubiere. Artículo 
1839, 2a. fracción. 


Fuera de esta disposición, en lo demás y en lo que sea aplicable, 
se regularán las mejoras como en el caso de arrendamiento. 


Compraventa por abonos de bienes muebles 


La compraventa por abonos de muebles, como vehiculos, má- 
quinas de escribir y de coser, aparatos eléctricos, etc., está sujeta a los 
mismos preceptos de la compraventa de inmuebles, con las siguientes 
variantes: 


a) El contrato puede otorgarse en formulario o documento le- 
galizado, sin que sea necesario que se formalice en escritura 
pública, no obstante que tratándose de muebles identificables 
es susceptible de inscripción en el Registro de la Propiedad. 
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b) 


c) 


d) 


Tampoco es obligatorio el registro, pues eso queda a volun- 


- tad de las partes interesadas, salvo que se constituya grava- 


men sobre el inmueble en cuyo caso el registro es obligatorio. 
Artículo 1214. 


En caso de resolución del contrato el vendedor ejecutará la 
devolución del mueble y hará suyos los abonos pagados co- 
mo compensación por el uso y depreciación de la cosa. Es 
razonable la diferencia que se establece en relación con los 
inmuebles: se toma en cuenta la depreciación inevitable del 
bien mueble, lo que es tan sensible en el caso de los vehículos 
automotores. Un carro automóvil sufre diaria depreciación 
aunque se conserve en las mejores condiciones, lo que no su- 
cede con los bienes inmuebles que a no ser por circunstancias 
anormales, su precio aumenta de valor y aprovecha la plus- 
valía ocasionada por trabajos de diversa indole que se realicen 
en el sector en que está ubicado eleva el valor del inmueble. 
En caso de rescisión o de resolución, si el bien es mueble, el 
vendedor lo recibe valiendo menos, pero si es inmueble la 
recuperación la realiza valiendo más. Artículo 1837. 


Resuelto el contrato y devuelta la cosa al vendedor, al repe- 
tirse la venta del mueble puede ocurrir que el precio alcance 
a cubrir más de los abonos aún no pagados y del costo de re- 
paraciones y demás gastos realizados, caso en el cual, el ven- 
dedor está obligado a reintegrar al comprador cualquier exce- 
dente que obtuviere en la reventa, después de cubrir el monto 
de lo adeudado. Si el precio de la reventa se paga al conta- 
do, el pago al primer comprador se hará inmediatamente, 


pero si fuere por medio de amortizaciones, en la misma forma 
se hará el pago. Artículo 1837. 


Por cuenta del comprador corren los gastos de uso, conserva- 
ción y reparaciones, así como el pago de impuestos y licen- 
cias. Artículo 1838. 


Muebles identificables susceptibles de registro son los que pue- 


den distinguirse de otros por los números y marcas de fabricación y 
por las señales ostensibles que presenten. Esto permite que el mue- 
ble pueda inscribirse en el Registro de la Propiedad y ser objeto de 
las mismas operaciones que se hacen con los inmuebles, siendo lo más 
importante que le afecta el principio de que únicamente perjudicará 
a tercero lo que aparezca inscrito en el registro. 
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Esta circunstancia garantiza al vendedor que ha Le A la 
cosa al comprador, sin que sea necesario acudir al expediente de ima- 
ginar prenda y depósito en un contrato perfecto de compraventa. 


Expresa el artículo 1842 que la calificación de arrendamiento, 
depósito o cualquiera otra denominación que se de a la venta no sur- 
tirá otros efectos que los que se expresan en ese capítulo; precepto 
claro y terminante que obliga a no tergiversar la compraventa que se 
manifiesta con evidencia desde el momento en que las partes con- 
vienen en la transmisión de la propiedad mediante el pago del precio 
por abonos o cuotas. Ningún otro contrato tiene estos caracteres y 
por lo tanto no está a voluntad del vendedor darle otro nombre que 
el que la ley le da, atendidos los elementos que lo constituyen. Pero 
si esto ocurriera y con el nombre de otro contrato tratara el trans- 
mitente de aprovechar estipulaciones distintas para favorecer más 
sus intereses, toca a los jueces sujetar esa conducta a las normas 
legales cuando el caso se ponga a su consideración. 


Por último, el artículo 1843 establece que las condiciones im- 


puestas por las compañías o empresas lotificadoras o constructoras, 


deberán ser aprobadas por la autoridad gubernativa para que se re- 
conozca su validez. 


Los contratos de esta clase ya hemos dicho que son aceptados 
por los adquirentes sin tener oportunidad de discutir sus condiciones, 
de tal manera que el consentimiento individual o se presta aceptán- 
dolas sin objeción, o no se aceptan y en tal supuesto no hay negocio. 
Corresponde a la autoridad en defensa de la sociedad y en su nom- 
bre examinar tales condiciones y aprobarlas o desaprobarlas, que- 
dando en el primer caso expresado el consentimiento del poder pú- 
blico para que los interesados puedan aceptar el contrato. 


58.—PERMUTA. Este contrato se rige por los mismos preceptos 
de la compraventa, puesto que únicamente se diferencia en que la 
cosa objeto del mismo se cambia por otra cosa en vez de dinero; pero 
como puede pagarse parte en efectivo y parte en otros bienes, se de- 
clara que habrá permuta si la porción estipulada en moneda no lle- 
ga a la mitad del precio. 


59.—DONACION ENTRE VIVOS. La donación entre vivos es 
un contrato y así lo consideró el Código del 77 en el artículo 697, a 
pesar de que en aquella época todavía se ponía en duda este carác- 
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“ter de la donación. Sostenemos el principio de que se trata de una 
- relación contractual entre el donante y el donatario y así lo expresa 


el artículo 1855. 


La donación por causa de muerte está regida por los preceptos 
relativos a los legados y en su institución deberán observarse las pres- 
cripciones que regulan el testamento, por lo que no debe quedar 
incluida en el título que se refiere al contrato de donación. 


La nota diferencial entre ambas especies de donación la expresa 
un fallo del Tribunal Supremo de España, citado por Castán Tobe- 
ñas. “La donación por causa de muerte, dice, se hace por causa de 
muerte o de peligro mortal, sin intención de perder el donante la 


cosa ni su libre disposición en caso de vivir, al igual que sucede 


con las disposiciones testamentarias, mientras que las donaciones in- 
ter vivos son las que se hacen sin esta consideración, por pura bon- 
dad del donante y merecimiento del que recibe, aunque la cosa no se 
entregue de momento o se reserve la entrega post mortem, lo cual cons- 
tituye una simple modalidad que no cambia la naturaleza del acto, 
siendo estas donaciones irrevocables”. (Castán, Derecho Civil, Tomo 


IV, pág. 181, Ed. 1956). 


Son elementos esenciales de la donación: el empobrecimiento del 
donante, por el monto de los bienes donados; el enriquecimiento del 
donatario por el mismo valor, y la intención de hacer una liberalidad. 
Por eso no puede haber donación en el repudio de una herencia, le- 
gado o donación, ni en el comodato, ni en el préstamo sin interés, 
ni en los demás casos que menciona el Código del 77 en los artículos 
701 a 706 y, por lo mismo, no hay necesidad de hacer tales declaracio- 
nes en la ley. 


La donación puede ser remuneratoria y onerosa. Estos casos 
no constituyen donación propia o pura, cuya causa no es la sola li- 
beralidad del donante, sino tiene otros motivos jurídicos o de hecho. 
Según el artículo 1856, la donación sólo consiste en el exceso que que- 
dare deducidos los gravámenes o cargas. 


La donación de bienes inmuebles es contrato solemne que debe 
otorgarse en escritura pública para su existencia y registro e indispen- 
sable la aceptación expresa del donatario, ya sea en el mismo acto 
del otorgamiento o en acto separado. Si falleciere el donante antes 
de la aceptación del donatario, éste puede aceptarla y los herederos 
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de aquél están obligados a entregar la cosa donada, pero si muere el 
donatario antes de aceptar la donación, el contrato no se perfecciona, ly 
por no existir concurso de consentimientos. bo 


Las disposiciones generales de las obligaciones y de los con- 
tratos son aplicables a la donación. Las causas de revocación están AN 
señaladas en el artículo 1856 y no pueden ampliarse a otros casos. Me 
La revocatoria de la donación es característica de este contrato, pero 
se restringe en lo posible, dejándola sólo para aquellos casos de tal / 
gravedad que puede suponerse que de haberlos conocido el donante, | 
no hubiera hecho la donación. No obstante, la acción para revocar 
la donación también es muy limitada; es personal del donante y sólo 
puede hacerse contra el donatario. Los herederos podrían únicamen- 
te continuar la acción iniciada por aquél, pero no demandarla por su 
cuenta. La muerte del donante causada voluntariamente por el do- ' 
natario, invalida ipso facto la donación. Las causas de la revocación EN 
pueden contradecirse por el donatario o sus herederos, dentro del 
término que señala el artículo 1871. También puede reducirse la do- 
nación cuando el donante desmejora de fortuna y carece de los medios 
de subsistencia, siempre que la acción se ejercite dentro de seis meses Y 
contados desde el día en que sobrevino el motivo de la reducción. 1 30 


Estas disposiciones son aplicables a la donación pura, pues las 
remuneratorias no son revocables, como tampoco las que se hacen 
con motivo de matrimonio que se efectúa, o por razones sociales o 


de piedad. Ds 


Se reduce a la mitad el número de los artículos del Código ante- 8 
rior supresión que tiene lugar porque el contrato queda regido por 08 
las disposiciones generales y se separan completamente los preceptos ] 
que se aplican a la donación mortis causa, como es el caso de los ar- 1": 
tículos 743, 744 y 745 del Código del 77. Ñ 


60.—ARRENDAMIENTO. El Código del 77, siguiendo la tradi- 
ción romanista aceptada en el Código francés, unificó en un título, con 
el nombre de locación y conducción, los contratos de uso y disfrute 
de una cosa, la prestación de servicios y la realización de una obra. 


Los códigos modernos se han separado de este sistema y desarro- 
llan separadamente estas figuras jurídicas que tienen naturaleza y ca- 
racteres diferentes. 
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La llamada locación de servicios es el contrato de trabajo, in- 
dependizada su legislación del Código Civil; el contrato de obra o 
empresa figura en el grupo de contratos que tienen por objeto pres- 
tación de servicios, pero sin sujeción a un patrono; y el arrendamien- 
to, objeto de este título, abandona la terminología anticuada del Có- 
digo y lo refiere al convenio por el cual una de las partes se obliga a 
dar a otra el uso o goce de una cosa, debiendo ésta pagar un precio de- 
terminado por ese uso o goce. 


El arrendamiento es un contrato consensual que produce obli- 
gaciones personales y se perfecciona con sólo el consentimiento de 
las partes. Su naturaleza jurídica ha sido motivo de discusiones y 
opiniones adversas, siendo el criterio de algunos que el arrendamien- 
to inscrito es un derecho real. Efectivamente, la inscripción en el 
Registro de la Propiedad del arrendamiento que se otorga por más 
de tres años o en que se anticipa la renta por más de un año, es obli- 
gatoria y esta inscripción perjudica a terceros y garantiza al arrenda- 
tario. Sin embargo, no es posible, expresa Puig Peña, que la inscrip- 
ción registral pueda por sí misma cambiar la naturaleza jurídica de 
una institución, transformando en real un propio derecho personal. 
Agrega que el arrendamiento es un verdadero derecho personal, pues 
que no se dan en él los elementos típicos de los derechos reales. (Puig 
Peña, Derecho Civil, tomo IV, vol. II ed. 1951, pág. 193.) Y Pérez 
y Alguier, citado por Espín Cánovas. dice que “el contenido de los 
derechos del arrendamiento no se altera por su inscripción, sino que 


-—fínicamente quedan garantizados frente al adquirente ulterior. Por 
3 


ello no pierde el arrendamiento su naturaleza de relación meramente 
obligatoria”. (Espín Cánovas, Derecho Civil, tomo Il, Ed. 1954, pág. 
431). 


Pero el arrendamiento inscrito es un gravamen sobre la propiedad 
y su constitución no es acto de simple administración, por lo que sólo 
el propietario puede otorgar esta clase de arrendamiento. 


En los arrendamientos sin inscripción la capacidad para contra- 
tar la determina el artículo 1881. 


Para dar en arrendamiento el administrador necesita facultad 
para celebrar este contrato, ya en virtud de autorización del dueño, 
ya por disposición de la ley. Los tutores y administradores de bienes 
de ausentes tienen esta facultad por disposición de la ley y la tiene 
también el marido con respecto a los bienes de la comunidad conyugal; 
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pero tratándose de arrendamientos inscribibles, les está prohibido 


hacerlo sin autorización judicial en los dos primeros casos y sin el ' 
consentimiento de la mujer en el último. Y en la copropiedad es in- 


dispensable el acuerdo de los condueños para dar en arrendamiento 
el bien de la comunidad. 


Para tomar en arrendamiento se necesita la capacidad general 


para contratar, pero el artículo 1884 prohibe que lo hagan las perso- 
nas que allí se mencionan: los administradores de bienes ajenos los 
que estén a su cargo y los mandatarios los bienes del mandante, a 
no ser con el expreso consentimiento de éste, pues no sólo razones de 
moralidad sino' intereses opuestos justifican esta prohibición; y los 
funcionarios y empleados públicos en cuanto a los bienes que son ob- 
jeto de los asuntos en que intervienen por razón de su cargo. Evi- 
dente es la justicia de esta prohibición, por ser altamente inmoral 
y delictuosa la conducta del funcionario o empleado que se aprovecha 
de su situación para conseguir ventajas personales con quienes tienen 
necesidad de acudir a él por razón del cargo que desempeña. 


Objeto del contrato pueden ser todos los bienes no fungibles, 


ya que lo que se concede es el uso y disfrute de la cosa, la cual debe 


devolverse en su oportunidad. Los derechos estrictamente persona- 
les, como el uso y la habitación, no pueden ser objeto de este con- 
trato, y se deja a salvo lo que prohiban otras leyes para evitar dudas 
sobre la disposición legal que deba prevalecer. 


El plazo en general lo fijan las partes voluntariamente, y asi 
lo ordena el artículo 1886; pero, tratándose de alquiler de casas, el 
artículo 1940 establece disposiciones especiales para la terminación 
del arrendamiento. 


Está permitido al arrendatario subarrendar si no le ha sido prohi- 
bido expresamente, pero no puede ceder el contrato sin consentimien- 
to del arrendador. 


Los capitulos 11 y MI regulan separadamente las obligaciones y 
derechos de arrendador y arrendatario. La obligación esencial del 
primero es entregar la cosa objeto del contrato en estado de servir 
al objeto del arrendamiento; y la principal obligación del arrenda- 
tario es el pago de la renta convenida desde el día en que reciba la 
cosa, en los plazos, forma y lugar convenidos. Siendo personales las 
obligaciones que nacen de este contrato, el arrendador debe mantener 
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al arrendatario en el goce pacifico de la cosa y, a su vez, el arrenda- 
tario debe servirse del bien solamente para el uso convenido y, a 
falta de convenio, para el que corresponda, según su naturaleza y 


destino. 


El capítulo IV se ocupa de las mejoras, y el V, del modo de ter- 
minar el arrendamiento. Las disposiciones del Código derogado 
están reproducidas en su mayor parte. 

El capítulo VI se titula Disposiciones especiales relativas al al- 
quiler de casas y locales. 


Las leyes sobre esta materia han sido abundantes, pues el pro- 
blema de la vivienda ha ocupado la atención de legisladores y esta- 
distas por las proyecciones sociales que se le reconocen. Sin em- 
bargo, hasta hoy las soluciones que se proponen dejan mucho que 
desear y los repetidos decretos de emergencia pretenden resolver los 
conflictos que surgen en estos contratos, favoreciendo en cuanto es 
posible a personas de escasos medios económicos. 


Sin dejar de reconocer la importancia de la legislación espe- 
cial en esta materia para acudir en determinadas circunstancias al 
clamor de la gente necesitada de vivienda, el Código legisla para 
situaciones normales, pero declara, en el artículo 1941, que las dis- . 
posiciones de este capítulo regirán sin perjuicio de lo establecido en 
la ley especial de inquilinato u otra ley de emergencia, en cuanto a 


fijación de renta y demás condiciones que las circunstancias exijan. 


Algunas de esas disposiciones especiales las hemos tomado pa- 
ra darles carácter más permanente, puesto que deben mantenerse 
en todo tiempo y en cualquier circunstancia. Así el artículo 1931 
establece que para dar en arrendamiento una casa, habitación o lo- 
cal, debe el propietario o arrendador presentar la tarjeta de habi- 
tabilidad del inmueble, expedida por el funcionario competente, pa- 
ra que el contrato pueda otorgarse, documento que debe referirse 
a las condiciones de higiene y salubridad que exige el Código res- 


pectivo. 


Si el arrendador no realiza las obras que las autoridades sani- 
terias ordenen para que un local sea habitable e higiénico, respon- 
derá de los daños y perjuicios que sufran los inquilinos. 


El artículo 1939 dispone que el arrendatario podrá poner fin 
al arrendamiento dando aviso por escrito al arrendador con anti- 
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cipación de treinta días, si se tratare de vivienda y de sesenta días, 
si el inmueble fuere oficina o local de negocios. 


El arrendador podrá dar por terminado el arrendamiento en 
los casos de rescisión señalados en el artículo 1930 y en los especia- 
les que determina el artículo 1940. 


Los casos de rescisión se refieren a incumplimiento de las obli- 
gaciones que incumben al arrendatario y al caso de muerte de éste si 
sus herederos no desean continuar con el arrendamiento. Los casos 
especiales son: la falta de pago de la renta en dos meses vencidos; la 
necesidad del arrendador de habitar la casa él y su familia, o de 
ocupar el local para establecer sus propios negocios; el hecho de ne- 
cesitar el inmueble reparaciones urgentes o nueva edificación y la 
circunstancia de ser la casa o edificio propiedad del Estado o muni- 
cipal y ser indispensable para sus dependencias. 


Todas estas disposiciones son preceptos vigentes de la Ley de 
Inquilinato, Decreto del Congreso número 1468, y las hemos repro- 
ducido. 


Para concluír este ligero comentario debemos hacer mención de 
los artículos 1908, 1912, 1913 y 1914. 


El arrendatario debe devolver el inmueble en el estado en que 
lo recibió, salvo los deterioros inherentes al uso prudente del bien 
arrendado. 


Por consiguiente, si establece en el inmueble una industria pe- 
ligrosa, tiene obligación de asegurarlo y si no lo hace, deberá res- 
ponder de los daños y perjuicios que se causen. 


También es responsable por el incendio y, en este caso, para 
eximirse de responsabilidad, deberá probar que ocurrió por caso 
fortuito, fuerza mayor o vicio de construcción. Si son varios los 
arrendatarios, todos responderán proporcionalmente, pero si se prue- 
ba que el incendio comenzó en la habitación de alguno de ellos, él se- 
rá el único responsable. 


Si el inmueble estuviere asegurado, cesa la responsabilidad del 
arrendatario, con respecto al dueño, pero debe responder al asegu- 
rador si el incendio fue causado por su culpa. 
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Rigen para estos casos los preceptos de las obligaciones que 
proceden de hechos y actos ilícitos, a que se refieren los artículos 


1645 y 1648. 


61.—PRESTAMO. El mutuo y el comodato son contratos de 
préstamo, siendo el primero de consumo y el segundo de uso. 


62.—CONTRATO DE MUTUO. Una persona entrega a otra di- 
nero u otras cosas fungibles con la obligación de devolver igual 
cantidad de la misma especie y calidad. El deudor o mutuatario 
recibe la cosa para consumirla y, por lo tanto, debe transmitirsele la 
propiedad de la misma. Lo que va a devolver es otra cosa igual, 
puesto que la que recibió está desaparecida. 


Fue un contrato gratuito y para hacerlo oneroso era necesario 
que las partes lo estipularan expresamente. Actualmente la le- 
gislación se inspira en el principio contrario y así lo hemos estable- 
cido en el artículo 1946. Salvo pacto en contrario, el deudor paga- 
rá intereses al acreedor y, a falta de convenio, se presumirá que las 
partes aceptaron el interés legal. Es el interés la compensación que 
recibe el acreedor por la privación dei dinero u otra cosa fungible 
que entregue al deudor; pero si la gratuidad del préstamo es excepcio- 
nal en esta época en que el préstamo de dinero es un negocio lucrativo, 
tampoco puede permitirse que el acreedor o prestamista explote la 
necesidad del prestatario, porque la ley debe velar por la equidad y 
moralidad en los negocios. 


El artículo 1947 expresa que el interés legal es de seis por ciento 
al año y que el máximo del interés convencional puede ser fijado por 
una ley especial. Si no hubiere limitación legal, los contratantes 
pueden fijar el interés que les parezca; pero cuando sea manifiesta- 
mente desproporcionado con relación al interés normal aceptado en 
la localidad, el juez podrá reducirlo equitativamente, tomando en cuen- 
ta el tipo corriente y las circunstancias del caso. Artículo 1948. 


Se ratifica el precepto, por lo tanto, de que en cuanto a fijación 
del interés, las partes tienen un límite que es la moral y las leyes de 
orden público. Es ineficaz la fijación del tipo de interés en un código, 
pero la usura sí debe prevenirse y, en el caso de que el deudor se 
hubiera visto obligado a aceptar un tipo de interés desproporciona- 
do, puede acudir al juez para los efectos que indica el artículo men- 
cionado en el párrafo anterior. 
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La capitalización de intereses queda prohibida, salvo lo que dis- 
pongan las leyes bancarias para los préstamos que concedan las ins- 
tituciones de crédito. 


La fijación del tipo máximo de interés y la prohibición de la ca- 
pitalización de intereses han sido motivo de leyes especiales que se 
han promulgado y derogado sucesivamente, lo que demuestra el deseo 
del legislador de evitar la usura y la explotación de las necesidades del 
que acude al prestamista en demanda de dinero. La ineficacia de la 
ley ante las argucias del acreedor para burlarla, ha dado argumento a 
los partidarios de la libre contratación para calificar de inútil cual- 
quier precepto que limite esa voluntad, pero creemos que, sin llegar 
al rígido precepto de fijar un tipo máximo en todas las situaciones 
y localidades, sí puede establecerse la facultad judicial para conocer 
y decidir los casos concretos que se le presenten denunciando la des- 
proporción entre el interés normal de cierta localidad y el estipulado 
en un contrato, el cual, aunque aparezca aceptado, ya se sabe que las 
condiciones usurarias son dictadas y exigidas por el prestamista y acep- 
tadas por el deudor por la urgente necesidad de recibir el dinero que 
solicita. 


Al hablar del pago como efecto y extinción de las obligaciones, 
comentamos los artículos 1395 y 1396, que se relacionan directamen- 
te con la devolución del dinero prestado. Nos remitimos a la expli- 
cación dada al respecto sobre la restitución a que está obligado el 
deudor. 


La devolución de cosas que no sean dinero, deberá hacerla el 


deudor entregando igual cantidad del mismo género y calidad, aunque 


el precio de ellas haya bajado o subido. El maíz, por ejemplo, que se 
acostumbra prestar de una finca a otra, se encuentra en este caso. 
Pero si las cosas prestadas se hubieren justipreciado al tiempo del 
contrato, el prestatario deberá satisfacer el valor que se les dio aunque 
valgan más o menos al tiempo del pago. En el primer caso, si el 
préstamo consistió en cien quintales de maíz, el deudor devolverá 
igual cantidad aunque valga más o menos el quintal; en el segundo 


“caso, el deudor deberá devolver una cantidad igual al valor que se 


le dio al maíz al tiempo del contrato, 


63.—COMODATO. El carácter esencial de este contrato es la 
gratuidad, de manera que si se fijara un precio por el uso de la cosa 
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no fungible que se presta, el comodato quedaría desnaturalizado y con- 
vertido en otra figura jurídica. 


Al contrario de lo que sucede en el mutuo, la propiedad de la cosa 
la conserva el comodante y, en consecuencia, le corresponden los au- 
mentos y los menoscabos, a no ser que estos últimos sean causados 
por culpa del comodatario. 


El principio de que la cosa perece para su dueño si la pérdida 
sobreviene por caso fortuito o fuerza mayor, sufre una excepción 
cuando las partes hayan convenido en tasar la cosa prestada, pues en 
tal caso el comodatario responderá de la pérdida de ella aún por 
caso fortuito, salvo pacto en contrario. 


El comodato se otorga en consideración a la persona del como- 
datario, por lo que éste no puede transferirlo, sin autorización del 
comodante. 


Enuncia el artículo 1962 las obligaciones del comodante y, entre 
éstas, la de no pedir lo que prestó antes del vencimiento del plazo 
convenido o antes de haber servido en el uso para el que fue prestado. 
Sin embargo, el artículo siguiente, 1963, faculta al comodante para 
pedir al deudor que devuelva la cosa si la necesita con urgencia im- 
prevista, o si corre peligro de perecer si continúa en poder del como- 
datario. El antiguo contrato de precario tiene en dicho artículo al- 
guna aplicación; pero es indispensable que se haga intervenir a la 
autoridad judicial para que resuelva lo procedente si el deudor lo so- 
licitare para sostener su derecho. 


La devolución de la cosa prestada, vencido el plazo o el uso to- 
mado en cuenta, es obligación principal del comodatario, pero si es 
imposible la restitución por haberse perdido o destruído, entregará otra 
igual o su valor a elección del acreedor, siendo dicho valor el que se 
dio a la cosa en el contrato si hubo tal estipulación. 


64.—DEPOSITO. La función específica de este contrato es la 
guarda o custodia de una cosa confiada a una persona que merece la 
confianza del que la entrega. La gratuidad no es requisito esencial y 
bien puede estipularse una retribución al depositario, sin que se des- 
naturalice el depósito. 


Se regula el contrato voluntario de depósito, que es el que debe 


figurar en el Código Civil. El depósito judicial o secuestro tiene lu- 
gar propio en el Código Procesal. 
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Suprimimos en lo absoluto el llamado depósito de la mujer, de 
lo que ya hemos hecho algunas consideraciones en otro lugar. Ni 
la mujer casada ni la doncella próxima al matrimonio o por cual- 
quier otra circunstancia, debe ser objeto de depósito, ni mucho menos 
ser confundida como tal en el contrato de depósito de cosas. La mu- 
jer que va a separarse o a divorciarse debe quedar bajo la protección 
de la autoridad, pero nunca ser motivo de depósito que el marido 
solicite en ejercicio de una potestad marital que una legislación mo- 
derna está muy lejos de reconocer y apoyar. 


Para que el contrato se perfeccione y quede obligado el deposi- 
tario a cuidar y devolver la cosa, se necesita su entrega material y 
que no sea fungible, a no ser que la cosa fungible pueda guardarse por 
algún tiempo sin deterioro. 


El depósito de dinero en establecimientos bancarios se ha llama- 
do depósito irregular, calificación que sólo puede darse al depósito a 
la orden del depositante, pues el que se hace con plazo determinado 
es un mutuo. 


De la misma manera, cuando se faculta al depositario para usar 
la cosa depositada, el contrato se convierte en mutuo o comodato, se- 
gún se trate de cosas fungibles o no fungibles. 


El plazo se estipula en favor del depositante, quien siempre con- 
serva la facultad de pedir la devolución de la cosa aunque el plazo no 
esté vencido, y el depositario deberá entregarla, salvo las tres excep- 
ciones que menciona el artículo 1988. 


El depósito de dinero en personas particulares ha sido una manio- 
bra para agravar la responsabilidad del deudor en un contrato de 
mutuo. Pero ya se establece en el capítulo de la simulación de los 
negocios jurídicos, los efectos que tal procedimiento puede tener al 
recurrir el interesado ante la autoridad en demanda de justicia. 


Si el plazo solamente obliga al depositario, puede solicitar la 
devolución de la cosa depositada si ya no puede guardarla con segu- 
ridad o sin perjuicio de sí mismo, salvo que haya aceptado el depó- 
sito con retribución, caso en el que la renuncia debe ser valorada por 
el juez. 


El depósito de cosas litigiosas que constituye el juez en un ter- 
cero, a solicitud de las partes, queda regido por las disposiciones de 
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este contrato; pero el secuestro judicial propiamente se sujeta a lo 
que disponen las leyes procesales. 


Las disposiciones del Código del 77, relativas a las responsabili- 
dades de los posaderos y hosteleros, pasan al título XV, pues hemos 
tratado el hospedaje separado del depósito. 


La Comisión Revisora expresa lo que sigue: 


En el depósito, se consideró por la Comisión una situación es- 
pecial que se ha presentado en la práctica, originada por personas 
inescrupulosas. Se ha utilizado el depósito de dinero para encubrir 
mutuos, con la amenaza de la cárcel para el deudor que no devuel- 
va el dinero depositado, al primer requerimiento. Para evitar esto, 
la Comisión introdujo un agregado al artículo 1999 del Proyecto en 
el sentido de que se presume nulo el contrato de depósito constituído 
en persona no autorizada por la ley para recibirlo, salvo prueba en 
contrario. Con una norma así se evitará la acción penal que pueda 
ejercitarse contra el supuesto depositario. 


65.—OBRA O EMPRESA. Este contrato corresponde al Código 
Civil. El contratista se compromete a ejecutar y entregar una obra 
que le encarga otra persona, mediante un precio que ésta se obliga a 


pagar. 


La distinción entre el contrato de trabajo y el de obra o em- 
presa, la fija Salvat “en el sistema que se basa en la existencia o no 
de una relación de dependencia entre el locatario y el locador: sí 
este último trabaja bajo la dirección de aquél de quien recibe órde- 
nes e indicaciones sobre el modo de ejecutar los trabajos o servi- 
cios, en otros términos, si hay una relación de dependencia, el contra- 
to constituye una locación de servicios; sí, por el contrario, el loca- 
dor o empresario no se encuentra sometido a relación de dependen- 
cia, sino que obra por sí solo y en la forma que estime más adecuada 
para cumplir el trabajo tomado a su cargo, hay locación de obra, 
cualquiera que sea el valor de ella; por ejemplo, si un obrero albañil 
toma a su cargo la pintura de una pared”. (Salvat, Derecho Civil ar- 
gentino, tomo l, Pág. 511, Ed. 1946.) 


Espín Cánovas dice que el criterio de distinción entre ambos 
contratos reside “en que mientras en el de servicios o trabajo se obli- 
ga una de las partes a su trabajo, sin tener en cuenta el resultado, en 
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el de obras o empresas, por el contrario, lo ofrecido es el resultado 
del trabajo, sin consideración al trabajo necesario para obtenerlo”. 
(Espín Cánovas, Vol. 3, pág. 462, Ed. 1954.) 


El Código del 77 incluye este contrato entre la locación o arren- 
damiento de servicios en los artículos 1763 a 1775, denominándolo 
simplemente “Operarios”, pero aceptado el criterio de distinción en- 
tre el llamado arrendamiento de servicios y arrendamiento de obra, 
que la legislación ha separado con la formación del Código de Tra- á 
bajo, queda al Código Civil desarrollar el contrato sustantivo deno- 
minado en la doctrina de obra o empresa. 


Puede referirse a toda clase de obras, pero a la que se dedica 
mayor atención es a la de construcción de edificios, por su impor- 
tancia y complejidad. 


Se regula el contrato en los artículos 2,000 a 2,026, siendo sus ele- 
mentos característicos la obra que se encomienda y el precio que se 
paga por ella. Dos modalidades puede tener: que el contratista ponga 
sólo su trabajo o que suministre, además, los materiales. Ambos 
casos caen dentro del concepto expresado en el artículo 2000, puesto 
que no se hace distinción alguna. : 


El contratista para realizar la obra encomendada tiene que con- 
tratar los servicios de operarios o trabajadores y esta relación de 
trabajo si queda regida por el Código de Trabajo, pero toda respon- 
sabilidad recae sobre el contratista y no sobre el comitente, tanto en 
cuanto al pago de los salarios y demás prestaciones, como al cum- 
plimiento de las disposiciones de las autoridades municipales y de 
policía. Sin embargo, en caso de que los trabajadores reclamaren 
el pago de sus sueldos o salarios, el comitente responderá hasta por 
la cantidad que a su vez adeudare al contratista. 


Las obligaciones de comitente y contratista están claramente es- 
tablecidas, así como los efectos del contrato en lo que se refiere a 
garantía del trabajo efectuado. 


66.—SERVICIOS PROFESIONALES. Un título especial para la 
prestación de servicios por profesionales, como abogados, médicos, in- 
genieros, profesores, etc. Independizado el contrato de trabajo y el 
de empresa del arrendamiento o locación, como lo consideraba el Có- 
digo del 77, necesario resulta establecer este contrato con disposicio-- 
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nes especificas que lo caracterizan como autónomo de servicios pro- 
fesionales separándonos de la antigua denominación de arrendamien- 
to y aún de las opiniones que lo enmarcan entre el mandato, empresa 
o contrato innominado, pues la naturaleza de tales servicios requieren 


adecuada legislación. 


El profesional deberá prestar sus servicios con la debida diligen- 
cia y con arreglo a las prescripciones de la ciencia o arte de que se 
trate, siendo responsable de los daños que cause por su dolo, culpa o 
ignorancia inexcusable, o por la divulgación de los secretos de su 


cliente. 


Los artículos que regulan este contrato comprendidos del 2027 
al 2036, son claros y terminantes. El último se refiere a las perso- 
nas que sin tener título facultativo o autorización legal, prestaren ser- 
vicios profesionales para los cuales la ley exige ese requisito, además 
de incurrir en las penas respectivas, no tendrán derecho a retribución 
y serán responsables de los daños y perjuicios que hubieren ocasio- 
nado. 


67.—CONTRATO DE EDICION. El autor de una obra científica, 
literaria, artística o industrial puede celebrar con el editor este con- 
trato, que el Código lo configura como autónomo con caracteres pro- 
pios, dándole diversas modalidades, sin que en ningún caso quede fue- 
ra de este título ni se le considere como convenio de diferente natura- 
leza. 


El titular conserva su derecho de autor, pero puede cederlo al 
editor, ya para una edición solamente o para ésta y las subsiguientes. 


Las obligaciones esenciales son recíprocas: el autor deberá en- 
tregar al editor la obra en el tiempo convenido y abstenerse de pu- 
blicarla por su cuenta; el editor deberá publicarla y hacerla circular. 


A su vez, el autor y editor tienen derecho a percibir las utilida- 
des que produzca la venta de la obra publicada, en el modo y forma 
que establezca el contrato que acuerden. 


Es conveniente que las partes celebren contrato escrito y que 
fijen detalladamente las obligaciones y derechos de cada una; pero 
si este convenio faltare, quedarán sujetos a las prescripciones de los 
artículos 2037 a 2065. Se ha procurado en tales preceptos deter- 
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minar las facultades propias del autor cuando no disponiendo de 
capital para costear la impresión de su obra, recurre al editor o 
empresa editorial y la entrega para que sea publicada. Si el caso 
fuera distinto, es decir, si el autor pagara con dinero efectivo la 
impresión, el contrato quedaría fuera de este titulo y regido por el 
de obra o empresa. 


El derecho del editor sobre la obra impresa y publicada se con- 
creta a una edición y al número de ejemplares estipulados, salvo 
convenio en contrario; pero sea cualquiera la modalidad del contrato, 
el autor de la obra conserva el derecho de oponerse a toda deforma- 
- ción, mutilación o modificación cuando con ella se menoscabe su re- 
_putación o fama o sea perjudicial a su honor. Tiene también la fa- 
cultad de introducir en su obra correcciones y mejoras, aún cuando 
ya la hubiere entregado al editor, pero si a consecuencia de estas 
modificaciones aumentare el trabajo de éste, deberá reconocer el au- 
mento respectivo en el pago de los gastos. 


Este contrato está aceptado en las recientes legislaciones que 
lo han desligado del arrendamiento de servicios como lo calificaba 
el Código del 77. 


68.—DIFUSION POR RADIO, TELEVISION, CINEMATOGRA- 
FIA O GRABACION Y REPRESENTACION TEATRAL O ESCENICA. 
Aunque con bastante analogía con el contrato de edición, la produc- 
ción cinematográfica tiene también caracteres propios, figurando co- 
mo contrato sustantivo. 


Expresa el artículo 2066 que el dueño, gerente, director o em- 
presario de un establecimiento dedicado legalmente a dichas acti- 
vidades, conviene con el autor de una obra científica, literaria o ar- 
tistica, en que sea publicada, adaptada o representada mediante la 
radiofonía, la televisión o grabada o impresa sobre disco, película, 
cinta, hilo o cualquier otro procedimiento mecánico apto para la re- 
producción sonora o visual. 


Este contrato lo celebra el autor de la obra si fuere uno solo, 
la mayoría de ellos o su representante si fueren varios, y el director 
de un coro u orquesta o el autor de la pieza musical. 


El término para la difusión, la cantidad que debe pagarse al 
autor, los derechos y obligaciones de ambas partes, salvo lo que dis- 
pongan en el contrato que celebren, están establecidos en los artículos 
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2067 a 2076, figurando este nuevo contrato en nuestra legislación 
dentro del grupo de los que tienen por objeto la prestación de servi- 
cios. 


69.—HOSPEDAJE. El Código del 77 solamente comprendía 
la responsabilidad de los posaderos y hosteleros en el artículo 1978, 
dentro del contrato de depósito. Los posaderos y hosteleros, decía, 
son responsables como depositarios de todo lo que los huéspedes 
les hubieren entregado personalmente, a no 'ser que la pérdida 
procediera de robo hecho con gente armada o por fuerza mayor. 


Es el criterio antiguo de que el hospedaje tenía como elemento 
único y esencial el depósito de las cosas alrededor del cual se con- 
sideraban sus otros elementos. 


El nuevo Código introduce el contrato de hospedaje como figura 
autónoma cuya naturaleza participa ciertamente del depósito, pero 
no como único elemento sustancial sino corno integrante de otros 
elementos asimismo esenciales. 


El hospedaje lo define el artículo 2077 como el contrato en vir- 
tud del cual una persona se obliga a dar albergue a otra mediante 
la retribución convenida, comprendiéndose o no la alimentación. 


Este contrato puede ser mercantil si la industria es ejercida 
por una empresa que tenga esta actividad, pero cuando falta el ca- 
rácter profesional en la persona que dedica parte de sus actividades 
a este negocio, el contrato quedará regido por los preceptos del Có- 
digo Civil. 


Respecto de la naturaleza jurídica de este contrato que se in- 
dependiza del depósito, debe considerarse que participa del alquiler 
del local o departamento en que el viajero se hospeda, de la pres- 
tación de servicios del personal de la casa o establecimiento, de sumi- 
nistro, obra o empresa por la alimentación y de depósito por la cus- 
todia necesaria a que queda obligado el hostelero. Todos estos ele- 
mentos no se dan con el carácter propio de cada una de las figuras 
que lo integran como si fuera una agregación de ellas, sino como un 
contenido que encierra en sí elementos que constituyen un contrato 
ímico con perfiles propios. 


El hospedaje que no es puramente familiar o privado sino es- 
tablecimiento público destinado a ese objeto, queda sujeto al re- 
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glamento que para su funcionamiento aprobare la autoridad admi- 
nistratva que corresponda, cuyas disposiciones deben estar escritas 
en lugar visible para conocimiento de los interesados. Es el caso 
del contrato de adhesión en que el que se hospeda acepta las con- 
diciones impuestas por el hostelero, pero de ninguna manera a su 
capricho sino revisadas y aceptadas por la autoridad en defensa de 
los intereses del público. 


El artículo 2079 es el que hace referencia al depósito, pero nó- 
tese que no consiste en la entrega material de las cosas al hospede- 
ro, como en el contrato de depósito, sino en el simple conocimiento 
de los objetos introducidos, a no ser que se trate de dinero, alhajas 
y documentos de valor, en que la entrega real sí es necesaria para 
responsabilizar a aquél. 


El hostelero no se exime de responsabilidades por la pérdida 
de equipajes o efectos de los viajeros u ocupantes aún cuando lo pre- 
tenda en cualquier forma, pues el artículo 2081 protege a éstos en 
este sentido sin permitir más exención que la que resulta de convenio 
expreso con el huésped. 


El hostelero tiene derecho de retención sobre el equipaje y 
efectos del huésped mientras éste no le pague el valor del hospeda- 
je. 


La responsabilidad de los hosteleros se extiende a los carros o 
caballerías que el viajero haya introducido en el hotel, posada, pen- 
sión o establecimiento similar. 


70.—TRANSPORTE. El transporte, igual que el hospedaje, pue- 
de constituir la actividad profesional de una empresa sujeta a leyes 
mercantiles o especiales, o regida por las disposiciones de este título. 


Con el nombre de porteadores y en tres artículos que son el 
1762, 1763 y 1764 del Código del 77, se comprende el contrato que 
denominamos de Transporte, definiéndolo el artículo 2085 como el 
convenio por el cual una persona se obliga a transportar a personas 
o cosas bajo su inmediata dirección o la de sus dependientes. 


Es esencial en este contrato la responsabilidad que el portea- 
dor contrae como custodio o depositario de las cosas que recibe para 
su condición, pero no siendo este elemento el único que lo caracte- 
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A es indispensable configurarlo y sujetarlo a preceptos especl- 
ficos con el nombre que le damos en el título. 


El transporte tiene un campo muy amplio en la legislación mer- 
cantil, sobre todo el marítimo y aéreo y el de empresas organizadas 
para el transporte de personas y mercaderías sujeto, además, a nor- 
mas de derecho administrativo. 


El transporte que no se encuentre en estos casos se rige por las 
“disposiciones de este título, pues existen muchos transportes que son 
de naturaleza puramente civil. . 


El porteador recibe los efectos y se obliga a hacerlos llegar al 
lugar de su destino y entregarlos al destinatario sanos y salvos, me- 
diante un precio que paga el remitente o cargador. 


Para el transporte de cosas el porteador dará al cargador una 
carta de porte o guía, que es el documento en que consta el contrato 
entre ambos, con expresión del lugar y persona a quien deben entre- 
garse los objetos recibidos para su conducción. 


La carta de porte fija las responsabilidades del porteador, las 
que en todo caso, señala el artículo 2088. 


Son de importancia las disposiciones de los artículos 2089 y 
2090, referentes al transporte de cosas de naturaleza peligrosa y de 
explosivos. 


Dispone el primero que el porteador si tuviere conocimiento de 
ello, deberá tomar las precauciones necesarias y será responsable 
de los daños que cause en las personas o en los efectos de los ocu- 
pantes del vehículo. Si no tuvo conocimiento de la peligrosidad de 
la cosa transportada, cesará su responsabilidad, la cual será del re- 
mitente. 


El transporte de explosivos peligrosos es prohibido hacerlo en 
vehículos que conduzcan personas, siendo responsables solidaria- 
mente el cargador y porteador en caso de contravención. 


Por las infracciones a la ley y a los reglamentos de policia será 
responsable el porteador, durante el viaje, salvo que la infracción 
sea imputable al cargador. 
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Los restantes artículos tratan de la rescisión o modificación del 
contrato, entrega de la carga al destinatario, pago del flete y derecho 
del porteador sobre los efectos conducidos, en los casos de la falta de 
pago, depósito prolongado, deterioro de las cosas que no se reciban 
oportunamente y acciones que se derivan de este contrato. 


"11.—FIANZA. La fianza es un contrato de garantía, por el cual 


una persona se compromete a responder por las obligaciones de de A 


dice el artículo 2100. 


“La garantía personal, dice Puig Peña, es figura totalmente des- 
acreditada. No produce, en efecto, frente al acreedor las segurida- 
des que le proporcionan las garantías pignoraticias o hipotecarias; 
fomenta, por así decirlo, en la persona del deudor (en la mayoría 
de los casos) una situación de apatía e inmoralidad, incitándola a de- 
clarar su irresponsabilidad en perjuicio del fiador, y constituye cier- 
tamente a éste en un peligro constante de tener que cumplir una 
prestación por deuda que no contrajo. 


Desde el punto de vista social, hace de la amistad un instru- 
mento peligroso y abusivo porque el deudor se atreve con más fa- 
cilidad a exigir del amigo la garantía que el contenido económico 
de la obligación garantizada; contando, además, con que éste encon- 
trará más dificultad en negarse al abonamiento personal, pues que 
de momento no sufre su patrimonio, aunque a la larga sea, en de- 
finitiva, el que tenga que cumplir.” (Puig Peña, tomo IV, volumen 
1, página 479.) 


Estas expresiones del eminente civilista español parecen dictadas 
para nuestro medio. En realidad, la fianza constituida por una per- 
sona ante el ruego de otra que invoca la amistad para comprometerla, 
termina en muchísimos casos con el pago hecho por el fiador en de- 
fecto del deudor que falta al cumplimiento de sus obligaciones, y así 
termina la amistad. 


Existen ahora instituciones fiadoras que hasta hace poco tiem- 
po comenzaron a hacer operaciones de esta índole, pero sujetas a le- 
yes bancarias o mercantiles, están fuera de las disposiciones de este 
título. Ojalá llegaran a organizarse con mayor amplitud y facilidad 
a fin de ir terminando con la fianza constituida por personas parti- 
culares. 
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A pesar de los inconvenientes que este contrato presenta, se re- 
produce casi todo el contenido del Código anterior, pues es induda- 
ble que sigue y seguirá usándose mientras no exijan los respectivos 
acreedores que la fianza sea dada por una institución de crédito. 


Se ha tratado en varias oportunidades de excluir como fiadores 
a militares, funcionarios judiciales y empleados públicos. La argu- 
cia de partes interesadas sustituyó entonces la palabra fiador por 
codeudor, quedando burlada la prohibición referida. 


Los establecimientos bancarios usan esta forma y así la excusa 
que tenía el amigo para mo comprometerse a una obligación ajena 
quedó anulada y el codeudor en peor situación que un fiador, pues 
apareciendo haber recibido una cantidad junto con el llamado deu- 
dor principal, jurídicamente no tiene derecho a reembolso más que 
a la mitad de lo debido. 


Sin embargo, no se menciona este caso, pues legalmente es 
aceptable la declaración de dos o más personas de haber recibido 
una cantidad conjuntamente y obligarse en forma solidaria, aún 
cuando los otorgantes saben que se trata de una verdadera fianza. 


Las consecuencias de la naturaleza accesoria de este contrato 
están contenidas en los artículos 2102, 2103 y 2104. Los beneficios 
de orden, excusión y división ya no tienen lugar en la generalidad 
de los casos, puesto que los acreedores exigen fianza solidaria con el 
deudor, quedando renunciados por ese hecho tales beneficios, de los 
cuales ni se hace mención. Todas las disposiciones relativas a las 
obligaciones solidarias son aplicables a la fianza prestada en tal for- 
ma y en cuanto a la terminación de la obligación del fiador por la 
prórroga de la obligación principal, las prescripciones respectivas 
son iguales a las contenidas en el Código derogado. 


12.—RENTA VITALICIA. Este contrato será nuevo en nuestro 
ordenamiento jurídico, pero no en la legislación universal. Forma 
parte del grupo de contratos aleatorios, como que su elemento esen- 
cial es la incertidumbre en la mayor o menor duración de la vida del 
rentista y por lo tanto del tiempo que durará el pago de la pensión, 
lo que puede ser una ganancia o una pérdida para el obligado. 


Como su nombre lo indica, y lo expresa el artículo 2121, una 
persona transmite el dominio de determinados bienes, a obra que 
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se obliga a pagar periódicamente una pensión durante la vida del 
rentista. 


Agrega el artículo que la renta vitalicia puede constituirse tam- 
bién a título gratuito: mediante la obligación que contraiga el institu- 
yente de pagar una renta sin compensación ninguna, o disponiendo 
por testamento que su heredero o legatario quede obligado al pago de 
la renta a la persona o personas que el disponente designe. 


La renta vitalicia a título oneroso es un contrato cuyos elemen- 
tos personales son por lo regular dos: el dueño del capital 
que se transmite y la persona que lo recibe y se obliga a pagar el 
precio en forma de pensión, ya sobre la vida del transmitente o sobre 
la vida de una o varias personas designadas por el mismo, caso en 
el cual se realiza un contrato a favor de tercero. Sus elementos rea- 
les son los bienes que se traspasan y la pensión, y su elemento formal 
es la escritura pública que debe otorgarse según lo prescribe el ar- 
tículo 2122. 


Es esencial que viva la persona designada como pensionista y por 
lo tanto el contrato será nulo si ésta ha muerto antes de su otorga- 
miento o dentro del plazo que no podrá bajar de tres meses que se- 
ñala el artículo 2124, pues habría falta de causa en el primer caso y 
falta de riesgo en el segundo. 


Rentista puede ser una persona jurídica, dice el artículo 2123, 
pero en este caso la renta deberá terminar con la vida del institu- 
yente o con la vida de la persona designada por el mismo, pues de 
lo contrario se desvirtuaría la renta vitalicia y se crearía una vin- 
culación perpetua. 


La renta constituida a favor de varias personas exige que todas 
ellas sean determinadas y si alguna muere, su parte en la pensión no 
acrecerá la de las demás, si el instituyente no lo hubiere dispuesto. 


La renta puede destinarse para alimentos, pero difiere de la 
pensión alimenticia en que ésta es variable según las necesidades 
del alimentista y la renta vitalicia es fija. Sin embargo, sirviendo 
para tal finalidad, dispone el artículo 2127 que no será compensa- 
ble ni embargable la que corresponde al período que esté corriendo, 
ni las futuras. 
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Obligación del deudor de renta es garantizar su pago y si no 
cumpliere, el acreedor puede demandar la resolución del contrato y 
la restitución de los bienes si ya hubieren sido entregados. Artículo 


2128. 


Por lo general esta obligación se cumple constituyendo el deudor 
de renta, hipoteca sobre bienes inmuebles o sobre el mismo inmue- 
ble que recibe en propiedad, contrato accesorio que queda sujeto a 
las disposiciones legales sobre insuficiencia de la garantía y su am- 
pliación en caso que el inmueble sufra depreciación, correspondién- 
dole al juez calificar estas circunstancias. Artículo 2129. 


La muerte del deudor hace que la obligación pase a sus herede- 
ros en forma solidaria, dice el artículo 2130, salvo lo que se esta- 
blezca en el contrato. La muerte del rentista extingue la obligación. 


La renta a título gratuito puede comenzar a pagarse desde que 
muera el instituyente. Pueden ocurrir estos casos: que el beneficia- 
rio haya fallecido; que el instituido no aceptare la pensión; y que el 
tercero rentista enajene o grave su derecho. En el primer supuesto, 
la institución no tiene lugar y los herederos del instituyente serán 
los que incluyan entre el patrimonio que reciban el monto de la ren- 
ta, a no ser que ésta se haya establecido para pagar servicios u obli- 
gaciones, caso en el cual pasará la renta a los herederos del benefi- 
ciario; si el rentista no aceptare, la pensión, igual que en el caso 
anterior, regresará a los herederos del instituyente, excluyéndose 
al beneficiario si éste fuere heredero; y si el derecho hubiere sido 
enajenado o gravado, estando facultado para hacerlo, la renta termi- 
nará en la fecha en que debía concluír para el rentista que enajenó 
su derecho. 


Por último, si el deudor fuere responsable criminalmente de la 
muerte del rentista o de la muerte de la persona sobre cuya vida se 
constituyó la renta, devolverá el capital al instituyente o a sus he- 
rederos, sin deducción de lo que hubiere pagado. 


13.—LOTERIAS Y RIFAS. APUESTAS Y JUEGO. El juego 
plantea un problema difícil para el legislador, dice Castán, no sólo 
porque parecen estar en oposición, de un lado, el interés social y eco- 
nómico (que condena el juego, como fomentador del vicio, de la 
holganza y de la prodigalidad), y de otro, el respeto debido al dere- 
cho de propiedad individual y a la libertad de contratación, sino, 
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además, porque aunque se opte —como creemos debe hacerse— por 
la tutela de las conveniencias sociales, le es al Estado muy difícil lu- 
char contra la pasión del juego, y son de muy limitada eficacia las 
sanciones directas —de orden civil y penal— que puede la ley esta- 


blecer contra él. (Castán, Derecho Civil español, tomo IV, página 
678, VII edición). 


El juego desde el punto de vista moral, social, etc., dice Cle- 
mente de Diego, considerado como pasatiempo lícito, como distrac- 
ción honesta, y cuyas partidas sean de mínima cuantía, no puede en 
modo alguno ser rechazado por la más rígida moral; como cultivo 
de las fuerzas, en cuanto contribuye al desarrollo físico, es reco- 
mendado por la higiene y por la Pedagogía; pero como medio de 
adquirir riqueza, como profesión habitual, como vicio, es una ex- 
poliación mutua, y no pueden menos de rechazarlo de consuno la 
Moral, la Economía y el Derecho; fomenta el vicio, la holgazane- 
ría y la prodigalidad. (Clemente de Diego, Derecho Civil, tomo II, 
página 339, edición 1959). 


Hedemann, en su Derecho de Obligaciones, volumen II, pági- 
na 373, edición 1958, asienta: “En el juego los contratantes acep- 
tan desde el principio el factor de aleatoriedad, la acción del azar 
entra en sus cálculos y basan precisamente en ello el contrato de 
juego. Por esta circunstancia no se da en el juego una base eco- 
nómica razonable. Y el ordenamiento jurídico solamente protege 
lo que desde el punto de vista económico se muestra como razo- 
nable, Este es el motivo de que frente al juego se haya adoptado 
una actitud negativa... Esta posición se traduce prácticamente en 
una denegación de acción judicial. Y las puertas de los tribuna- 
les no solamente se cierran para el que quiere acudir a ellos recla.= 
mando lo ganado en el juego, sino también para el que pierde, que 
habiendo pagado voluntariamente querría volver a recobrar su di- 
nero. El juez no debe inmiscuirse en estas cuestiones”. 


El Código se refiere a juegos y apuestas lícitos, pues los jue: 
gos prohibidos no se toman en cuenta, toda vez que estando cata- 
logados como delitos ninguna obligación puede surgir de ellos, a 
no ser las reparaciones civiles provenientes de los mismos. 


Los juegos prohibidos son los de suerte o azar, pero aún a los 
permitidos el artículo 2145 les niega acción para reclamar 
lo que se gane, siguiendo el criterio del Código alemán, que 
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al decir de Ennecerus, “dada la ausencia de un fin seriamente 
moral o económico y dados los peligros que trae consigo especial- 
mente el juego a crédito, la ley no quiere fomentar estos negocios 
de suerte, como lo haría si les concediese protección judicial”. (En- 
necerus, Derecho de Obligaciones, tomo 1H, página 451. Traduc- 
ción de la XXXV edición alemana). 


Este mismo autor hace la diferencia entre juego y apuesta ex- 
presando que el primero es aquel por el cual, con fines de distrac- 
ción o ganancia, las dos partes se prometen una prestación bajo 
condiciones opuestas; y el segundo contrato es aquel por el cual, 
con el fin de robustecer una afirmación, las partes se prometen re- 
ciprocamente ciertas prestaciones para el caso de ser o no ser ver- 
dad aquella afirmación. (Autor y tomo citados, página 451.) 


Esta diferencia la considera Puig Peña muy acertada, pues la 
distinción clásica entre ambas figuras, dice, se asentó en la cir- 
cunstancia de que la realización del hecho dependa de las mismas 
partes (juego) o sea extraña completamente a las mismas (apues- 
tas); pero este criterio —que ya se sostenía en Roma— está hoy 
trasnochado, pues tanto en el juego como en la apuesta puede tra- 
tarse de hechos que las mismas partes ejecuten o que no sea obra 
de los mismos. En la lotería, en las jugadas y en la bolsa, el acon- 
tecimiento no es Obra de las partes y sin embargo son juegos. En 
cambio, existe apuesta si dos personas se obligan a pagar una can- 
tidad a aquella de ambas que consiga mayor velocidad, y sin embar- 
go el hecho es ejecutado por los mismos contratantes. (Puig Peña, 
Derecho Civil, tomo 1V, volumen YU, página 471). 


Como las consecuencias del juego y apuestas lícitos son co- 
munes, los artículos de esta materia se refieren a ambos contra- 
tos indistintamente, no obstante reconocer la diferencia de esas dos 
figuras jurídicas. 


Las loterías y rifas son juegos de azar, pero por excepción se 
consideran legales, siempre que estén autorizadas por el Gobierno. 


Los artículos 2137 a 2144 regulan estos contratos. El porta- 
dor del billete puede cobrar el premio sin que tenga que justificar 


la forma en que lo adquirió, salvo que fuere nominativo, cuya trans- 
ferencia se operará por endoso. 
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La autoridad deberá intervenir en el sorteo y hará constar en 
acta, que ha sido vendido por lo menos el ochenta por ciento de 
los billetes emitidos y que los mo vendidos han sido retirados del 
sorteo. 


Deberá mantenerse en depósito el producto de la venta de bi- 
lletes hasta que todos los premios hayanm sido pagados, salvo que 
el responsable preste suficiente garantía a juicio de la autoridad. 


El billete es título ejecutivo para reclamar el pago del premio 
obtenido o la devolución de lo pagado si el sorteo no llegare a rea- 
lizarse. 


Sólo por orden judicial podrá dejarse de pagar al portador del 
billete y en este caso se depositará el valor en la persona o insti- 
tución que designe el juez. 


Fuera de estas bases legales, las loterías y rifas quedarán su- 
jetas a leyes y reglamentos especiales. 


Lo ganado en juego o apuesta no produce acción para recla- 
marlo judicialmente; pero el que pierde tampoco puede demandar 
la devolución de lo que ha pagado voluntariamente, a no ser que 
hubiere mediado dolo o que fuere menor o inhabilitado para ad- 
ministrar sus bienes. La razón la hemos dado anteriormente, con 
la cita de Hedemann sobre lo dispuesto en el mismo sentido en el 
Código Alemán. 


El artículo 2146 es una disposición de contenido humano. 
Procede la repetición de lo ganado a solicitud del cónyuge del que 
perdió, cuando el monto de lo pagado le prive de los medios econó- 
micos indispensables para las necesidades familiares, en cuyo caso, 
el juez podrá obligar al que ganó a que restituya la cantidad que 
cubra los gastos ordinarios y normales de la familia. 


En la pasión del juego y de la apuesta, puede comprometerse 
el bienestar de la familia privándole de los medios económicos dis- 
ponibles para llenar sus necesidades del mes y aún del día siguiente. 
No es posible que la ley consienta que el ganancioso se embolse lo 
que la esposa y los hijos están reclamando como lo único con que 
cuentan para su subsistencia. La devolución se impone por huma- 
nidad, equidad y justicia. 


Por los preceptos citados se ve que las dispesiciomes sobre el 
juego y apuestas son restrictivas, reconociéndose únicamente lo que 
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no puede evitarse porque como afirma Castán en la cita que hemos 
hecho, es muy difícil luchar contra la pasión del juego y son de li- 
mitada eficacia las sanciones de la ley. 


Consecuentes con el principio adoptado son los artículos 2147, 
2148 y 2149, que prohiben que las deudas de juego o apuestas pue- 
dan compensarse o convertirse en obligaciones civiles por medio de 
la novación; y disponen que una obligación firmada por el perdi- 
doso puede anularla probando la causa real de la misma; y que si 
a la obligación se le hubiere dado la forma de título a la orden o 
al portador, el suscriptor debe pagarla al portador de buena fe, pero 
sin perjuicio de las acciones que procedan contra el que ganó, que 
pueden ser las que se mencionan en los artículos 2145 y 2146. 


Termina el título el artículo 2150 disponiendo que cuando las 
personas se sirvan del medio de la suerte para dividir cosas comunes 
o terminar cuestiones, producirá en el primer caso, los efectos de 
una partición legítima, y en el segundo, los de una transacción. 


74.—TRANSACCION. Define la transacción el artículo 2151 co- 
mo el contrato en virtud del cual, las partes mediante concesiones 
recíprocas, deciden de común acuerdo algún punto dudoso o litigioso, 
evitan el pleito que podría promoverse o terminan el que está prin- 
cipiado. 


Los elementos esenciales de este contrato, según Ruggiero, son: 


a) Una relación incierta, es decir, un derecho litigioso o estima- 
do tal aunque realmente no lo sea, ya que hasta el simple 
temor del litigio, o cuando éste hubiere comenzado, el mero 
temor de que el juez lo falle desfavorablemente; 

b) Intención en los contrayentes de sustituir la relación dudosa 
o incierta por otra cierta, incontestable; y 

c) Una recíproca concesión de las partes de modo que cada una 
de éstas dando, prometiendo o reteniendo algo sufran un 
sacrificio. Este último elemento es el que imprime a la tran- 
sacción el carácter de bilateral y el que la distingue de la re- 
nuncia, de la donación o de otros negocios que implican tam- 
bién abandono de una pretensión jurídica; una transacción 
sin concesiones recíprocas no es concebible, pero tales con- 
cesiones no han de ser forzosamente equivalentes. (Ruggiero 
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Derecho Civil, traducción de la IV edición italiana, 1944 tomo 
TI, volumen 1, página 520). 


Con verdadera claridad fija el ilustre autor italiano los elementos 
de la transacción indispensables para que produzcan sus efectos le- 
gales, pero para otorgarla se necesita capacidad para disponer de las 
cosas o derechos que sean objeto de la transacción, pues si resulta- 
ren ajenos el contrato será nulo. 


Es considerada la transacción en el derecho como acto declarati- 
vo y no traslativo, razón por la cual, sólo ha lugar al saneamiento 


cuando una de las partes da a la otra alguna cosa que no sea objeto 
de la disputa. Artículo 2157. 


En cuanto al objeto, el artículo 2158 contiene los casos en que 
la transacción es prohibida, refiriéndose a derechos sobre los cuales 
no se puede disponer libremente por no ser materia de negociación, 
los cuales no pueden renunciarse ni enajenarse, como son las cuestio- 
nes de estado, responsabilidad penal, alimentos presentes y heren- 
cia de persona viva. 


Exigiéndose la capacidad en los otorgantes, carecen de ella el 
marido sin el consentimiento de la mujer sobre bienes de la comu- 
nidad, los que administran bienes nacionales sin la autorización del 
Ejecutivo, los depositarios sobre la cosa objeto del depósito, el ad- 
ministrador de una sociedad sin la expresa autorización, el tutor so- 
bre los bienes que administró si las cuentas de la tutela no están 
aprobadas y las asociaciones si no se ajustan al instrumento de su 
constitución o estatutos, y en su defecto a la autorización judicial. 


El artículo 2166 enuncia las causas de nulidad. Puede oponerla 
cualquiera de las partes a la otra cuando ésta pretenda revivir el li- 
tigio que habia sido resuelto mediante el otorgamiento del contrato 
de transacción. 


La Comisión Revisora hizo las modificaciones siguientes: 


“Se suprimió la norma contenida en el artículo 2169 del Pro- 
yecto que establece que la transacción produce entre las partes el 
efecto de cosa juzgada, porque siendo la transacción un contrato, si 
se evita el litigio o se termina el que está principiado, es con base en 
la voluntad de las partes. De manera que, en este sentido, la transac- 
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. 
ción no difiere de cualquier otro contrato y no hay porqué equiparar 


el contrato a la sentencia judicial. Además porque la excepción 
técnica oponible en este caso es la de transacción, la cual está con- 
templada en el Proyecto de Código Procesal Civil y Mercantil. 


Por estimarse fundamental, se agregó una nueva disposición 
relativa a la transacción, que establece que debe redactarse por es- 
crito, sea en escritura pública o en documento privado legalizado por 
notario; o bien, mediante petición escrita dirigida al Juez, cuyas fir- 
mas estén debidamente autenticadas por notario. 


715--—COMPROMISO. La transacción y el co mora Re tienen 


de común el objeto que se proponen como es de poner fin a una 
controversia, pero si la primera la termina o impide su prosecución, 
el compromiso sólo sustituye la jurisdicción ordinaria del juez por- 
una jurisdicción excepcional que se confiere a árbitros de hecho o 
de derecho. 


Los primeros o árbitros de derecho, deberán sustanciar y re- 
solver con sujeción a la ley, las cuestiones que se sometan a su co- 
nocimiento; los segundos, árbitros arbitradores o amigables com- 
ponedores, decidirán según su conciencia. 


Los asuntos sobre los cuales no se puede transigir tampoco 
pueden ser motivo de compromiso; y en cuanto a la capacidad debe- 
rán atenerse a lo dicho sobre transacción. 


Casi todos los contratos de sociedad estipulan que las contro- 
versias que surjan entre los socios serán resueltas por árbitros, y en 
cualquier otro contrato en que así se convenga, cada uno de los con- 
tratantes puede obligar al otorgamiento de la escritura de compro- 
miso y al nombramiento de árbitros y si hubiere oposición inter- 
vendrá el juez para llevar adelante lo convenido. Siendo este con- 
trato el que da entrada a jueces privados que si son de derecho deben 
tramitar y resolver de acuerdo con las disposiciones del Código 
Procesal, el artículo 2177 remite al Código Procesal Civil y Mer- 
cantil todo lo que se relaciona con el procedimiento, extensión y 
efectos del compromiso. 


El Artículo 2175 lo modificó la Comisión Revisora en la forma 
siguiente: 


| me 
“En el artículo 2175 se hizo la respectiva modificación para que 
quedara esta norma en armonía con lo dispuesto en el Código Pro- 
cesal Civil y Mercantil, en cuanto a la negativa de alguna de las 
partes para otorgar la escritura de compromiso y para nombrar 
los árbitros que le corresponden. De acuerdo con lo dispuesto en 
el Proyecto que regula la materia procesal, en tal supuesto ya no 
es necesario el otorgamiento de la escritura de compromiso, en 
rebeldía, por el Juez, sino que debe procederse a la formalización 
judicial del compromiso, en una forma breve y simple, en la que 
el Juez mediante resolución, establece los puntos que deberían fi- 
gurar en la escritura compromisoria, si se hubiere otorgado volun- 
tariamente.” 


CONCLUSION 


Damos por terminada esta breve explicación de las disposi- 
ciones contenidas en los cinco libros del Código. 


Consultamos casi todos los códigos civiles europeos y latinoame- 
ricanos con sus respectivas obras de glosa y doctrina publicados por 
eminentes civilistas, algunos de los cuales citamos en los lugares opor- 
tunos, pero preferentemente nos sirvieron de modelo los modernos 
códigos civiles del Brasil, México y Perú, en muchas de cuyas dispo- 
siciones inspiramos nuestra reforma, adoptando a veces ya su fondo, 
ya su redacción. 


Reproducimos las disposiciones del Código del 77 y del de 1933, 
que en nuestro concepto no deben sufrir modificación y tomamos tam- 
bién parte de lo relativo a contratos en particular, redactado por la 
- que fue Comisión de Legislación, que tuvimos el honor de integrar. 


Omitimos en la exposición de motivos las cuestiones que de sobra 
son conocidas y otras cuya claridad hacen innecesaria toda explicación. 


Creemos que el Código responde a nuestra tradición jurídica, a 
nuestras costumbres, grado de cultura, ambiente social y necesidades 
económicas. Debemos conformarnos con prescindir en ciertos casos 
de novedosos principios jurídicos, pues su aplicación sería ineficaz; 
esto no obstante, tenemos la satisfacción de haber adoptado, espe- 
cialmente en el libro de la familia, preceptos no superados en otros 
países de legislación civil más avanzada. 
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A pesar de la detallada revisión que hizo la ilustrada Comisión 
nombrada al efecto, no dudamos que aparecerán errores y preceptos 
incongruentes, pero la experiencia en la aplicación del Código irá in- ' 
dicando las reformas o modificaciones que convenga introducir. | 
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APENDICE 


Alocución para ser leída en la ceremonia del matrimonio civil 


El matrimonio es una institución social por la que un hombre y 
una mujer se unen legalmente, con el fin de vivir juntos, procrear, 
alimentar y educar a sus hijos y auxiliarse mutuamente. 


La familia se organiza sobre la base jurídica del matrimonio y 
la ley consagra su valor y crea las mejores condiciones para que se 
desenvuelva, sus miembros deriven las ventajas que de ella proceden 
y la sociedad se perfeccione a medida que aquella robustezca sus 
vinculos y se haga cada día más grande y mejor. 


La familia que se desintegra causa daños incalculables; por eso 
vosotros, que os encontráis en el pórtico del hogar, debéis saber que al 
entrar en él asumis graves responsabilidades: el hogar que se forma 
por el matrimonio es como cualquier mecanismo delicado, que ha de 
cuidarse y mantenerse; por ello es tarea de todos los días que una 
y otra parte han de desempeñar con celo y desinterés, con espiritu de 
sacrificio, pensando que en ello se cifra el máximo de los bienes te- 
rrenales: la felicidad conyugal. Limar asperezas, compadecer, com- 
prender, alentar, perdonar y admirar son las formas de acción de 
esta tarea cuotidiana que a cada cónyuge toca en la elaboración de la 
obra maestra que ha de ser la familia perfecta del hogar bien or- 
zanizado. 


Sentada la institución del matrimonio sobre el principio de la 
igualdad de derechos y obligaciones de los cónyuges, ha de procurar 
cada uno ceder de lo suyo en beneficio de los dos: la paz del hogar que 
nace de la mutua comprensión, permite a los casados contar con un 
refugio seguro cuando los embates de la vida ponen a prueba nues- 
tras fuerzas, la voz de aliento que galvaniza las energías desfalle- 
cientes, el consuelo que mitiga las pesadumbres, el consejo que nos 
saca de la confusión y la duda, la voz de alerta que nos previene de 
los peligros, la advertencia oportuna que nos aparta de la senda equi- 


257 


ñ 
Y 
e 
e 
ed 
Y 
2 


A 


vocada, la admonición discreta que nos recuerda el deber olvidado; 
todo ello, digo, tiene su natural puesto en el hogar donde nuestra pe- 
queñez nos hace grandes, donde la infelicidad se torna en sana alegría, 
la apatía en optimismo y el decaimiento en fuerza que nos capacita 
para triunfar en la lucha por la vida. 


Mas para que éstos, que son frutos de virtud, maduren en el ho- 
gar, es necesario que los cónyuges los procuren con afán aplicando 
las lecciones del diario vivir y buscando en sí mismos las fuerzas 
morales que, en su hora les inculcó la educación. Hay que renun- 
ciar a tantas cosas; hay que resistir las tentaciones; hay que do- 
meñar los impulsos desordenados. Templando el alma todos los 
días, fortaleciendo la fe, perfeccionándose cada quién y poniendo in- 
terés y afecto en el cumplimiento de los deberes, se logra dar cima a 
la obra magnifica que hoy emprendéis. Que en ningún momento os 
arredre la magnitud de la labor que os espera, porque nada será más 
grato que el recuerdo de este momento dichoso, cuando coronadas 
vuestras cabezas por la nieve de los años, veáis realizado ese grandioso 
monumento que es la familia perfecta, moralmente grande que se in- 
tegra en la estirpe, que es honra de nuestros padres y antepasados y es 
porvenir luminoso que se abre en ancho panorama para vuestros 
hijos y descendientes. 


No he de ser yo, llamado por la ley a formalizar vuestro matri- 
monio, quien implore del Altísimo las bendiciones que abundantes 
derramará sobre vosotros en el templo; pero sí quien os augure la 
felicidad a que por vuestras prendas sois acreedores. ¡Que a los pies 
de la novia rueden haces de rosas! —como dijo el poeta—. ¡Que al 
paso de la novia surjan lirios tempranos ostentando su clámide de 
transparente albura! ¡Que a los pies de la novia broten las esperanzas 
que hacen fácil y grata la senda de la vida! ¡Que en la faz de la novia 
brille perenne estrella, irradiando la paz y la alegría...! Y vos varón, 
timonel de la nave que se hace a la mar de la existencia, dirigidlo con 
firmeza para que, cuando los vendavales la azoten y el mar embra- 
vecido ponga a prueba vuestra pericia, podáis decir: “Mi hogar lim- 
pio como el Arca de Dios, entre el oleaje”. 


NOTA: La alocución anterior, la redactó el licenciado Luis Bel- 
tranena Sinibaldi y con ligeras modificaciones hechas con su autori- 
zación, la dejamos como apéndice de la celebración del matrimonio. 
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Alocución para el matrimonio Civil acordada el 9 de octubre de 1883. 


“Os encontrais en uno de los momentos más solemnes y tras- 
cendentales de vuestra vida, cual es el en que verificais vuestro ma- 
trimonio, considerado por la ley que lo garantiza y ampara, como el 
único medio moral de funder la familia, y como un contrato solem- 
ne por el que un hombre y una mujer se unen con el fin de vivir en 
el mismo hogar en el seno de la más intima amistad, de procrear y de 
auxiliarse mutuamente. 


“Habeis contraído por este acto la obligación de crear, alimen- 
tar y educar a los hijos que tengais; deber sagrado e instintivo que 
la misma naturaleza grabara en todos los corazones, y que, sin duda, 
cumplireis con el cuidado y cariñosa solicitud que engendra el amor. 
No olvideis que ellos serán el vínculo más querido entre vosotros. 
Ante esos tiernos lazos de vuestro afecto, dominad vuestras pasiones; 
dadles sólo sanos ejemplos, e inculcadles que la moralidad y el tra- 
bajo son los timbres más preciados del hombre, ya que es un deber 
vuestro preparar una generación honrada y feliz de ciudadanos dig- 
nos a la Patria. No olvideis tampoco que la sociedad bendice, con- 
sidera y alaba a los buenos padres, por el gran bien que le hacen, 
dándole cumplidos ciudadanos, y que la misma sociedad censura y des- 
precia con justicia a los que por abandono, por mal entendido cariño, 
o por su mal ejemplo, corrompen el inapreciable depósito que la na- 
turaloza les confió. 


“La esposa, por la dulzura de su carácter y por las demás dotes 
de su sexo, está llamada principalmente a evitar las desavenencias 
que amenacen turbar el orden y tranquilidad de la familia; y debe 
dar y dará al marido obediencia, en todo lo que no sea contrario a 
la moralidad y a las leyes, agrado, asistencia y consuelo, tratándolo 
siempre con la veneración que se debe a la persona que nos apoya 
y defiende. 


“El hombre, más vigoroso que la mujer, está obligado a prote- 
gerla y a ejecutar los trabajos fuertes y. penosos; tratándola siempre 
como a la parte más delicada y sensible de sí mismo, y con la bene- 
volencia generosa que el fuerte debe al débil. Está igualmente obli- 
gado a tener en su casa a su esposa y a suministrarle todo lo preciso 
para las necesidades de la vida, según sus facultades y situación, de- 
biendo la mujer conformarse con ésta, y ayudar a su compañero a 
sufrir en todas las situaciones penosas en que pueda encontrarse la 


familia. 
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“Ambos debeis prudenciar y atenuar vuestras faltas; y nunca 
os direis injurias, porque las injurias entre los casados, deshonran 
al que las dice y prueban su falta de tino o de cordura en la elección, 
ni menos os maltratareis de obra, porque es villano y cobarde abusar 
de la fuerza. Ambos, por último, debeis prepararos para la impor- 
tante condición de padres de familia, para que cuando llegueis a ser- 
lo, vuestros hijos hallen en vosotros buen ejemplo y una conducta 
digna de servirles de modelo. 


“La autoridad, que previa una información acerca de vuestras 
calidades, interviene para la validez de vuestro enlace, velará porque 
se cumplan las disposiciones legales relativas al matrimonio, y me- 
diará siempre que lo demanden las elevadas miras sociales de tan 
importante institución. 


“Sed, pues felices en el seno de vuestro hogar, e id con la se- 
guridad de que cumpliendo fielmente con vuestros deberes, obtendreis 
la dicha que proporciona el matrimonio.” 
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CODIGO CIVIL 


QUATEMALA, C. A. 1986 


y 
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DECRETO-LEY NUMERO 106 


ENRIQUE PERALTA AZURDIA 
Jefe del Gobierno de la República 


CONSIDERANDO: 


Que desde hace varios años se ha sentido la urgente nece- 
sidad de reformar la legislación civil, para adaptarla a los avan- 
ces de la ciencia y a la natural evolución de las costumbres y de- 
más relaciones sociales reguladas por esta rama del Derecho; 


CONSIDERANDO: 


Que también es indispensable unificar, dentro del Código Ci- 
vil, varias leyes dispersas que anticiparon reformas o establecieron 
nuevas instituciones que, por su propia naturaleza, deben figurar 
en este cuerpo legal; 


CONSIDERANDO: 


Que la comisión designada para revisar el proyecto del nue- 
vo Código Civil emitió un informe favorable al mismo, después de 
haber introducido las modificaciones que estimó pertinentes; 


POR TANTO, 


En uso de las facultades que le confiere el artículo 3* de la 
Carta Fundamental de Gobierno, 
En Consejo de Ministros, 


DECRETA: : 
- El siguiente 


¿* 


CODIGO CIVIL 


LIBRO 1 
Da las personas y de la familia 
TITULO 1 
De las personas 
CAPITULO 1 


De las personas individuales 


Personalidad 
Artículo 1/—La personalidad civil comienza con el nacimien- 
to y termina con la muerte; sin embargo, al que está por nacer se 
le considera nacido para todo lo que le favorece, siempre que naz- 
ea en condiciones de viabilidad. 


Partos Dobles 


Artículo 2—-Si dos o más nacen de un mismo parto, se con- 
siderarán iguales en los derechos civiles que dependen de la edad. 


Conmoriencia 


Artículo 3'—Si dos o más personas hubiesen fallecido de mo- 
do que no se pueda probar cuál de ellas murió primero, se presu- 
me que fallecieron todas al mismo tiempo, sin que se pueda alegar 
transmisión alguna de derechos entre ellas. 


Identificación de la persona 


Artículo l”—La persona individual se identifica con el mom- 
bre con que se inscriba su nacimiento en el Registro Cívil, el que 
se compone del nombre propio y del apellido de sus padres casa- 
dos, o del de sus padres no casados que la hubieren reconocido. 
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Los hijos de padres desconocidos serán inscritos con el nomm- 
bre que les dé la persona o institución que los inscriba. 


Artículo 5—El que constante y públicamente use un nombre 
propio distinto del que consta en su partida de nacimiento, o use 
incompleto su nombre, u omita alguno de los apellidos que le co- 
rresponden, puede establecer su identificación por medio de decla- 
ración jurada hecha en escritura pública, por la misma persona si 
fuere mayor de edad o por sus padres que ejercieren la patria po- 
testad, o por cualquiera que tenga interés en la identificación. 


Cambio de nombre 


Artículo 6/—Las personas no pueden cambiar sus mormbres 
sino con autorización judicial. La persona a quien perjudique un 
cambio de nombre, puede oponerse a la pretensión del solicitante 
en la forma que dispone el Código Procesal Civil y Mercantil. 


Artículo 7?—En los casos a que se refieren los artículos an- 
teriores, la alteración se anotará al margen de la partida de naci- 
miento. La identificación y el cambio de nombre no modifican la 
condición civil del que la obtiene ni constituye prueba alguna de 
la filiación. 


Capacidad 


Artículo 8?—La capacidad para el ejercicio de los derechos ci- 
viles se adquiere por la mayoría de edad. 

Son mayores de edad los que han cumplido dieciocho años. 

Los menores que han cumplido catorce años son capaces pa- 
ra algunos actos determinados por la ley. 


Incapacidad 


Artículo 9%-—Los mayores de edad que adolecen de enferme- 
dad mental que los priva de discernimiento, deben ser declarados 
en estado de interdicción. Pueden asimismo ser declarados en es- 
tado de interdicción, las personas que por abuso de bebidas alco- 
hólicas o de estupefacientes, se exponen ellas mismas o exponen a 
sus familias a graves perjuicios económicos. 
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La declaratoria de interdicción produce, desde la fecha en que 
sea establecida en sentencia firme, incapacidad absoluta de la per- 
sona para el ejercicio de sus derechos; pero los actos anteriores a 
tal declaratoria pueden ser anulados si se probare que la incapa- 
cidad existia notoriamente en la época en que se verificaron. 


Artículo 10.—Las perturbaciones mentales transitorias no de- 
terminan la incapacidad de obrar, pero son nulas las declaraciones 
de voluntad emitidas en tales situaciones. 


Artículo 11.—Después de la muerte de un individuo, los ac- 
tos realizados por él mismo no podrán impugnarse por incapaci- 
dad sino cuando la interdicción ha sido pedida antes de su muerte, o 
cuando la prueba de la incapacidad resulte del mismo acto que se 
impugna. 


Artículo 12.—La interdicción puede solicitarla indistintamen- 
te el Ministerio Público, los parientes del incapacitado o las perso- 
nas que tengan contra él alguna acción qué deducir; y termina cuan- 
do cesa la causal que la motivó y así lo declare la autoridad judi- 
cial a instancia de quienes tienen derecho a pedirla o del mismo 
declarado incapaz. 


Artículo 13.—(Artículo 1? del Decreto-Ley número 218.) — 
Quienes padezcan de ceguera congénita o adquirida en la infancia, 
y los sordomudos tienen incapacidad civil para ejercitar sus dere- 
chos, pero son capaces los que puedan expresar su voluntad de ma- 
nera indubitable. 


Artículo 14.—Los incapaces pueden ejercitar sus derechos y 
contraer obligaciones por medio de sus representantes legales. 


CAPITULO HU 
De las personas jurídicas 
Artículo 15.—Son personas jurídicas: 


1? El Estado, las municipalidades, las iglesias de todos los 
cultos, la Universidad de San Carlos y las demás institu- 
ciones de Derecho Público creadas o reconocidas por la ley; 
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22 (Artículo 2? del Decreto-Ley número 218.) —Las fundacio- 
nes y demás entidades de interés público creadas o reco- 
nocidas por la ley; 

3? Las asociaciones sin finalidades lucrativas, que se proponen 
promover, ejercer y proteger sus intereses sindicales, po- 
líticos, económicos, religiosos, sociales, culturales, profesio- 
nales o de cualquier otro orden, cuya constitución fuere de- 
bidamente aprobada por la autoridad respectiva. Los pa- 
tronatos y los comités para obras de recreo, utilidad o be- 
neficio social, creados o autorizados por la autoridad co- 
rrespondiente, se consideran también como asociaciones; y 

4o (Artículo 2? del Decreto-Ley número 218.) —Las sociedades, 
consorcios y cualesquiera otras con fines lucrativos que per- 
mitan las leyes. 


Las asociaciones no lucrativas a que se refiere el inciso 3? po- 
drán establecerse con la autorización del Estado, en forma accio- 
nada, sin que, por ese solo hecho, sean consideradas como empre- 
sas mercantiles. 


Artículo 16.—La persona jurídica forma una entidad civil dis- 
tinta de sus miembros individualmente considerados; puede ejerci- 
tar todos los derechos y contraer las obligaciones que sean necesa- 
rias para realizar sus fines y será representada por la persona u 
órgano que designe la ley, las reglas de su institución, sus estatu- 
tos o reglamentos, o la escritura social. 


Artículo 17.—Las iglesias son capaces para adquirir y poseer 
bienes y disponer de ellos, siempre que los destinen exclusivamen- 
te a fines religiosos, de asistencia social o a la educación. Su per- 
sonería se determina por las reglas de su institución. 


Artículo 18.—Las instituciones, los establecimientos de asis- 
tencia social y demás entidades de interés público, regulan su capa- 
cidad civil por las leyes que las hayan creado o reconocido, y las 
asociaciones por las reglas de su institución aprobadas por el Ejecu- 
tivo cuando no hubieren sido creadas por el Estado. 


Artículo 19.—Las personas jurídicas a que se refiere el inciso 
4% del artículo 15, quedan sujetas a lo convenido en su escritura 
constitutiva o en sus estatutos debidamente aprobados por la auto- 
ridad que corresponda. 
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Artículo 20.—Las fundaciones se constituirán por escritura pú- 
blica o por testamento. En el instrumento de fundación debe indi- 
carse el patrimonio afecto y el fin a que se destina y la forma de 
administración. La autoridad respectiva aprobará el funcionamien- 
to de la fundación si no fuere contraria a la ley, y a falta de dispo- 
siciones suficientes, dictará las reglas necesarias para dar cumpli- 
miento a la voluntad del fundador. 

El Ministerio Público deberá vigilar porque los bienes de las 
fundaciones se empleen conforme a su destino. 


Artículo 21.—Si el fin de la fundación no fuere realizable, 
o si resultaren insuficientes los bienes para la finalidad propuesta, 
o se hiciere oneroso su mantenimiento, probadas estas circunstan- 
cias ante el juez de Primera Instancia competente, será incorpora- 
do el patrimonio de la fundación a otra institución que persiga fi- 
nes análogos, salvo lo que a este respecto hubiere dispuesto el fun- 
dador. 


Artículo 22.—Las fundaciones extranjeras quedan sujetas a las 
anteriores disposiciones en cuanto a su aprobación y funcionamiento. 


Artículo 23.—Quienes integren uniones, asociaciones o comi- 
tés que se propongan llevar a cabo fines de socorro o de beneficen- 
cia u obras públicas, monumentos, exposiciones, festejos y simila- 
res, cuando no tengan personalidad jurídica, son responsables soli- 
dariamente de los fondos que recauden y de su inversión en la fi- 
nalidad anunciada. Cuando ésta no se haya realizado, los fondos 
recogidos serán destinados mediante disposición de la autoridad, a 
fines de asistencia social. 


Artículo 2/.—Las personas jurídicas son civilmente responsa- 
bles de los actos de sus representantes que en el ejercicio de sus 
funciones perjudiquen a tercero, o cuando violen la ley o no la 
cumplan; quedando a salvo la acción que proceda contra los auto- 
res del daño. 


Artículo 25.—Las asociaciones podrán disolverse por la volun- 
tad de la mayoría de sus miembros y por las causas que determinen 
sus estatutos. También pueden disolverse por acuerdo de la auto- 
ridad respectiva, a pedido del Ministerio Público, cuando se com- 


pruebe que sus actividades son contrarias a la ley y al orden pú- 
blico. 
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Artículo 26.—Disuelta una asociación, los bienes que le per- 
tenezcan tendrán el destino previsto en sus estatutos; y si nada se 
hubiere dispuesto, serán considerados como bienes vacantes y apli- 
cados a los objetos que determine la autoridad que acuerde la diso- 
lución. 


Artículo 27.—La extinción de la persona jurídica no la exi- 
me de las responsabilidades que hubiere dejado pendientes; y no 
cesará la representación de las personas que la hayan tenido, sino 
hasta que estén fenecidos los asuntos relacionados con dicha per- 
sona jurídica. 


Artículo 28.—Las compañías o asociaciones legalmente cons- 
tituidas en el extranjero, podrán establecerse en el país o tener en él 
agencias o sucursales, previa autorización del Ejecutivo. 


Artículo 29.—No se dará la autorización a que se refiere el 
artículo anterior, sin que la compañía o asociación compruebe le- 
galmente estar constituida y autorizada con arreglo a las leyes del 
país de su domicilio, que por su constitución y fines no se opongan 
a las leyes de la República y que ha nombrado mandatario expen- 
sado y arraigado con todas las facultades generales y especiales que 
la ley exige para responder de los negocios judiciales y extrajudi- 
ciales que se relacionen con la compañia o asociación. Si el apo- 
derado no tuviere todas estas facultades, se le considerará investi- 
do de ellas, por ministerio de la ley. 


Artículo 30.—Las compañías o asociaciones extranjeras que 
tengan negocios en la República, están obligadas: 


1* A establecer agencias o sucursales que atiendan dichos ne- 

 gocios; | 

2" A tener contabilidad, en forma legal y escrita en español, 
en que consten las operaciones o negocios que verificaren 
en el país; y 

3" A someterse a las leyes y tribunales de la República pa- 


ra la decisión de las cuestiones judiciales a que den lugar 


los negocios de la agencia o sucursal. 


Artículo 31.—Las compañías o asociaciones extranjeras, esta- 
blecidas en Guatemala y las sucursales y agencias extranjeras, que 
infrinjan las prescripciones contenidas en el artículo anterior, po- 
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drán ser clausuradas por la autoridad administrativa, sin perju- 
cio de hacer efectivas las responsabilidades en que hubieren incurri» 
do con ocasión de sus actividades. 

Las fundaciones, instituciones, establecimientos de asistencia 
social y asociaciones cuyas finalidades sean de interés público, es- 
tarán sometidas a la vigilancia del Estado. Dichas entidades y las 
sociedades por acciones, podrán también ser intervenidas por el Eje- 
cutivo cuando el interés o el orden público lo requieran. 


CAPITULO HI 
Del domicilio 


Artículo 32.—El domicilio se constituye voluntariamente por 
la residencia en un lugar con ánimo de permanecer en él. 


Artículo 33.—Se presume el ánimo de permanecer, por la re- 
sidencia continua durante un año en el lugar. Cesará la presunción 
anterior si se comprobare que la residencia es accidental o que se 
tiene en otra parte. 


Artículo 3/.—Si una persona vive alternativamente o tiene 
ocupaciones habituales en varios lugares, se considera domiciliada 
en cualquiera de ellos; pero si se trata de actos que tienen relación 
especial con un lugar determinado, éste será el domicilio de la per- 
sona. 


Artículo 35.—La persona que no tiene residencia habitual se 
considera domiciliada en el lugar donde se encuentra. 


Artículo 36.—El domicilio legal de una persona es el lugar en 
donde la ley le fija su residencia para el ejercicio de sus derechos y 
el cumplimiento de sus obligaciones, aunque de hecho no esté allí 
presente. 


Artículo 37.—Se reputa domicilio legal: 


a) (Artículo 3? del Decreto-Ley número 218.) —Del menor de 
edad e incapacitado, el de las personas que ejerzan la patria 
potestad, o la tutela; 

b) De los funcionarios, empleados, dependientes y demás per- 
sonas, el lugar en que prestan sus servicios; ¡ero los que 
accidentalmente se hallen desempeñando alguna comisión, 
no adquieren domicilio en el lugar; 
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c) De los militares en servicio activo, el lugar en que están 
destinados; 4 


d) De los que se hallen extinguiendo una condena, el lugar 
donde la extinguen, por lo que toca a las relaciones juri- 
dicas posteriores a ella; en cuanto a las anteriores, con- 
servarán el último que hayan tenido; y 


e) De los agentes diplomáticos guatemaltecos residentes en el 
extranjero por razón de su cargo, el último domicilio que 
tenían en el territorio nacional. 


Artículo 38.—El domicilio de una persona jurídica es el que 
se designa en el documento en que conste su creación o, en su de- 
fecto, el lugar en que tenga su administración o sus oficinas cen- 


trales. 


Artículo 39.—También se reputa como domicilio de las per- 
sonas jurídicas que tengan agencias o sucursales permanentes en 
lugares distintos de los de su domicilio, el lugar en que se hallan di- 
chas agencias o sucursales respecto de los actos o contratos que 
éstas ejecuten. 


Artículo 40.—Las personas, en sus contratos, pueden designar 
un domicilio especial para el cumplimiento de las obligaciones que 
éstos originen. ' 


Articulo /1.—La vecindad es la circunscripción municipal en 


que una persona reside y se rige por las mismas leyes que el domi- 


cilio. 
La vecindad confiere iguales derechos e impone las mismas 
obligaciones locales a guatemaltecos y extranjeros. 


CAPITULO IV 


De la ausencia 


Articulo 2.—Es ausente la persona que se halla fuera de la 
República y tiene o ha tenido su domicilio en ella. 


Se considera también ausente, para los efectos legales, la per- 
sona que ha desaparecido de su domicilio y cuyo paradero se ignora. 
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Declaración de ausencia para la representación 
en juicio 


Artículo 143.—Toda persona que tenga derechos qué ejercitar 
u obligaciones qué cumplir en la República y se ausente de ella, de- 
berá dejar mandatario legalmente constituido, con todas las facul- 
tades especiales para responder de las obligaciones del mandante; 
y si no lo hiciere, se le declarará ausente a petición de parte. 


Artículo l/.—La declaratoria anterior tendrá como único ob- 
jeto, nombrar defensor judicial al ausente, para los casos en que 
deba responder a una demanda o hacer valer algún derecho en jui- 
cio. 


Artículo 45.—-Si el ausente hubiere dejado apoderado sin fa- 
cultades suficientes para la defensa en juicio, el cargo de defensor 
judicial recaerá de preferencia en éste. 

A falta de apoderado, el juez nombrará a una persona de no- 
toria honradez, arraigo y competencia. 


Artículo Y6—Termina el cargo do detentor pene lA 
sente: 


a) Desde que termine el litigio en que se le nombró; 
b) Desde que se provea de guardador de bienes al ausente; y 


y c) Desde que el ausente se apersone por sí o por medio de 
» apoderado con facultades suficientes. 


Declaración de ausencia para la guarda y 
administración de bienes del ausente 


Artículo 47.—(Artículo 4% del Decreto-Ley número 218.) — 
Cuando el ausente tenga bienes que deban ser administrados, cual- 
quier persona capaz o el Ministerio Público puede denunciar la au- 
sencia y solicitar el nombramiento de guardador de sus bienes. 


pS El juez nombrará un defensor específico en estas diligencias, 
que exclusivamente tendrá a su cargo la representación judicial del 
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presunto ausente y dictará las providencias necesarias para asegu- 
rar los bienes, nombrando un depositario, que puede ser el mismo 
defensor. 


Artículo 48.—(Artículo 4? del Decreto-Ley número 213.) —Si 
el ausente hubiere dejado mandatario se procederá como lo expresa 
el artículo 45. 


Artículo 19.—La ausencia debe ser declarada judicialmente. 
Concluido el procedimiento respectivo y hecho el nombramiento de- 
finitivo de guardador, la persona designada entre las que menciona 
el artículo 45, recibirá los bienes, llenando previamente los requisi- 
tos legales y asumirá la representación del ausente, cesando en sus 
cargos el defensor especifico y el depositario provisional. 


Artículo 50.—El representante del ausente es administrador 
de los bienes de éste y tiene las mismas obligaciones, facultades y 
prohibiciones de los tutores, en lo que fueren aplicables. 


Artículo 51.—El guardador tendrá derecho a una retribución 
anual que fijará el juez de Primera Instancia competente, de acuer- 
do con lo dispuesto para la tutela en el artículo 340. 


Artículo 52.—Cuando el guardador sea removido por su culpa 


no tendrá derecho a retribución alguna. 


Artículo 53.—Termina el cargo de guardador: 


1? Cuando se apersona el ausente por sí o por medio de apo- 
derado; l 


2? Cuando se extinguen los bienes o dejan de pertenecer al 
ausente; 


3? Cuando fallezca el guardador, se le admita la renuncia o se 
le remueva del cargo, según las reglas establecidas para el 
tutor en lo que fueren aplicables, en cuyos casos el juez pro- 
cederá de oficio a nombrar nuevo guardador; y 


4e Cuando se da la administración a las personas que indica  ' 


el artículo 55. 
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Artículo 5/.—El Ministerio Público y los parientes del ausen- 
te deben denunciar al juez de Primera Instancia respectivo, las cau- 
sas de remoción del guardador. 


Administración por los parientes 


Artículo 55.—La administración de los bienes podrá ser soli- 
citada y ejercida por el cónyuge e hijos del ausente y a falta de ellos, 
por los parientes consanguíneos en el orden de sucesión que estable- 
ce la ley. 


Artículo 56.—Antes de concederse la administración a los pa- 
rientes del ausente, se practicará inventario y tasación de los bienes 
y liquidación o partición de los que pertenecen al matrimonio si el 
ausente fuere casado. 


Artículo 57.—Los parientes que solicitaren la administración 
constituirán hipoteca o prestarán fianza por el valor de los bienes 
del ausente. Mientras no se otorgue la expresada garantía, no ce- 
sará la administración del guardador. 


Artículo 58.—Al entrar el administrador designado en pose- 
sión de los bienes, cesará la representación del guardador, quien de- 
berá rendirle cuentas de su administración. 


Artículo 59.—Los parientes que tuvieren la administración, 
asumirán la representación legal del ausente y harán suyos los fru- 
tos naturales y civiles de los bienes. 


Artículo 60.—El administrador no podrá enajenar ni gravar 
los bienes del ausente, sin llenar las formalidades que las leyes es- 
tablecen en cuanto a los bienes de menores o incapacitados. 


Artículo 61.—El guardador o el administrador que adquieran 
para el ausente bienes o derechos por sucesión u otro titulo gratui- 
to, deben denunciarlo al juez respectivo dentro de quince días y am- 
pliarán hasta el valor de estos bienes o derechos, la garantía que 
hubieren prestado. 


Artículo 62.—Se reputa vivo al ausente, para el efecto de ad- 
quirir por cualquier título, mientras no se haya decretado la pose- 
sión definitiva de sus bienes. 
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Muerte presunta y posesión de los herederos 


Artículo 63.—(Artículo 4? del Decreto-Ley número 218.) — 


Transcurridos cinco años desde que se decretó la administración por 


los parientes, o desde que se tuvo la última noticia del ausente, po- 
drá declararse la muerte presunta de éste y, en tal caso, podrán sus 
herederos testamentarios o legales, pedir la posesión de la herencia. 


Artículo 64.—Podrá asimismo declararse la muerte presunta: 


a) De la persona que desapareciere durante una guerra en 
que haya tomado parte o se hubiere encontrado en la zona 
de operaciones, cuando haya transcurrido un año de ter- 
minada la guerra sin que se tenga noticias de ella; 

b) De la persona que se hubiere encontrado a bordo de un 
buque náufrago, o al verificarse un accidente de aviación, 
cuando haya transcurrido un año de su desaparición; y 

c) De la persona cuyo cadáver no haya sido encontrado y 
hubiere desaparecido por causa de explosión, incendio, te- 
rremoto, derrumbe, inundación u otro siniestro. 


Artículo 65.—Cuando no constare la fecha del siniestro en 
que se presume fallecida alguna persona, el juez fijará el día y la 
hora que se reputen ser los de la muerte, en vista de las circunstan- 
cias en que pueda haber ocurrido y de las pruebas que presenten 
los interesados. 

A falta de datos acerca de la hora de fallecimiento, se fijará 
como tal, la última hora del día presuntivo de la muerte. 


Artículo 66.—La herencia corresponderá a los que resulten he- 
rederos del ausente en la fecha señalada como día de la muerte pre- 
sunta. 


Artículo 67.—En cualquier tiempo en que se estableciere la 
fecha exacta del fallecimiento del ausente, en esa fecha se conside- 
rará abierta la sucesión para el efecto de declarar quiénes son los 
herederos. | | 


Artículo 68.—La resolución que declare la muerte presunta así 
como la que otorgue la posesión definitiva de los bienes, será ins- 
crita en los registros del estado civil y de la propiedad inmueble que 
correspondan. 
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Artículo 69.—En cualquier estado en que aparezca revocado 
el testamento que motivó la posesión definitiva, o que se presente 
otro testamento posterior del ausente, se conferirá la herencia a los 
que resulten herederos según los documentos últimamente apareci- 


dos. 


Artículo 70.—Decretada la posesión definitiva, los propieta- 
rios de bienes usufructuados, los legatarios y, en general, todos aque- 
llos que tengan derechos subordinados a la condición de muerte del 
ausente, podrán hacerlos valer. 


Artículo 71.—Cesará la posesión definitiva cuando haya no- 
ticia comprobada de que vive el ausente; desde entonces, el herede- 
ro quedará con el carácter de guardador y sujeto a todas las obli- 
gaciones de éste. 


Artículo 72.—Los que por cualquier título tengan la adminis- 
tración o custodia de los bienes del ausente, o hayan obtenido la po- 
sesión definitiva de ellos, no podrán retenerlos por causa alguna 
ni rehusar su entrega inmediata al ausente que regrese o a la per- 
sona que legalmente lo represente. El ausente, mientras viva, con- 
serva la posesión civil de estos bienes, bajo el amparo de la ley. 


Artículo 73.—Los poseedores de los bienes deben proveer de 
alimentos a los que tengan derecho a recibirlos, en los términos que 
la ley establece. 


Artículo '7h.—Los efectos jurídicos de la declaración de ausen- 
cia y de muerte presunta, respecto a los bienes, se determinan por 
la loy del lugar en que se hallen situados. 

Las demás relaciones jurídicas seguirán sujetas a la ley que 
anteriormente las regía. 


Artículo '75.—Si el ausente o presunto muerto aparece o se 
prueba su existencia, aun después de la posesión definitiva, reco- 
brará sus bienes en el estado en que éstos se encuentren, el pre- 
cio de los vendidos y los que provengan del empleo que se haya he- 
cho de ese precio. X 

Artículo 76.—Los herederos, o legatarios que hayan obtenido 
la posesión definitiva de los bienes, no podrán adquirirlos por pres- 


cripción. 
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Matrimonio del cónyuge me 


Artículo 77.—Si el cónyuge de la persona declarada muerta h 
contrae nuevo matrimonio, éste será válido aunque el ausente viva, > 
a no ser que los cónyuges o uno de ellos conociera la circunstancia o? 


de estar vivo el ausente. En este caso, la acción de nulidad corres- 
ponde al ausente o al cónyuge que haya ignorado, al casarse, que Y 
aquél vivía. Esta acción prescribe a los seis meses contados, para 3 
el ausente, desde la fecha en que tuvo conocimiento del nuevo ma- EY 
trimonio; y para el cónyuge, desde que supo la supervivencia del | 
ausente. De 
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TITULO II 
De la familia 


CAPITULO 1 
Del matrimonio 


PARRAFO I 
Disposicicnes generales 
El matrimonio, institución social 


Artículo 78.—El matrimonio es una institución social por la 
que un hombre y una mujer se unen legalmente, con ánimo de per- 
manencia y con el fin de vivir juntos, procrear, alimentar y edu- 
car a sus hijos y auxiliarse entre sí. 


Artículo 79.—El matrimonio se funda en la igualdad de de- 
rechos y obligaciones de ambos cónyuges, y en su celebración de- 
ben cumplirse todos los requisitos y llenarse las formalidades que 
exige este Código para su validez. 


Esponsales 


Artículo 80.—Los esponsales no producen obligación de con- 
traer matrimonio, pero dan lugar a demandar la restitución de las 
cosas donadas y entregadas con promesa de un matrimonio que no 
se efectuó. 


Aptitud para contraer matrimonio 


Artículo 81.—La mayoría de edad determina la libre aptitud 
para contraer matrimonio. Sin embargo, pueden contraerlo: el ya- 
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rón mayor de dieciséis años y la mujer mayor de catorce, siempre 
que medie la autorización que determinan los artículos siguientes. 
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Artículo 82.—La autorización deberán otorgarla conjuntamen- 
te el padre y la madre, o el que de ellos ejerza sólo la patria po- 
testad. 

La del hijo adoptivo menor la dará el padre o madre adop- 


tante. 
A falta de padres, la autorización la dará el tutor. 


Autorización judicial 


Artículo 83.—Si no puede obtenerse la autorización conjunta 
del padre y de la madre, por ausencia, enfermedad u otro motivo, 
bastará la autorización de uno de los progenitores; y si ninguno de 
los dos puede hacerlo, la dará el juez de Primera Instancia del do- 
micilio del menor. 


Artículo 8/.—En caso de desacuerdo de los padres, o de ne- 
gativa de la persona llamada a otorgar la autorización, el juez pue- 
de concederla cuando los motivos en que se funde la negativa no 
fueren razonables. 


Matrimonio por poder 


Artículo 85.—El matrimonio podrá celebrarse por poder. El 
mandato debe ser especial, expresar la identificación de la persona 
con la que debe contraerse el matrimonio y contener declaración ju- 
rada acerca de las cuestiones que menciona el artículo 93. La re- 
vocatoria del poder no surtirá efecto si fuere notificada legalmente 
al mandatario cuando el matrimonio ya estuviere celebrado. 


Matrimonio celebrado fuera de la República 


Artículo 86.—El matrimonio celebrado fuera del territorio na- 
cional, en la forma y con los requisitos que en el lugar de su cele- 
bración establezcan las leyes, producirá todos sus efectos en la Re- 
pública, a no ser que medie impedimento absoluto para contraerlo 
por alguna de las causas que determina este Código. 
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Nacionalidad 


Artículo 87.—La guatemalteca casada con extranjero conser- 
va su nacionalidad, a menos que quiera adoptar la de su cónyuge, 
en cuyo caso deberá hacerlo constar expresamente en las diligencias 
matrimoniales. 


PARRAFO Il 
impedimentos para contraer matrimonio 4 
Casos de insubsistencia 


Artículo 88.—Tienen impedimento absoluto para contraer ma- 
trimonio: 


1* Los parientes consanguineos en línea recta y, en la co- 
lateral, los hermanos y medio hermanos; 

2% Los ascendientes y descendientes que hayan estado ligados 
por afinidad; y 

3" (Artículo 5? del Decreto-Ley número 218.) —Las personas 
casadas y las unidas de hecho con persona distinta de su 
conviviente, mientras no se haya disuelto legalmente esa 
unión. 


Artículo 89.— (Artículo 6? del Decreto-Ley número 218.) — No 
podrá ser autorizado el matrimonio: 


1* Del menor de dieciocho años, sin el consentimiento expre- 
so de sus padres o del tutor; 

2? Del varón menor de dieciséis años o de la mujer menor de 
catorce años cumplidos, salvo que antes de esa edad hubie- 
re concebido la mujer y presten su consentimiento las per- 
sonas que ejerzan la patria potestad o la tutela; 

3? De la mujer, antes de que transcurran trescientos días con- 
tados desde la disolución del anterior matrimonio, o de la 
unión de hecho, o desde que se declare nulo el matrimonio, 
a menos que haya habido parto dentro de ese término, o 
que uno de los cónyuges haya estado materialmente sepa- 
rado del otro o ausente por el término indicado. Si la nu- 
lidad del matrimonio hubiere sido declarada por impoten- 
cia del marido, la mujer podrá contraer nuevo matrimonio 
sin espera de término alguno; 
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4% Del tutor y del protutor o de sus descendientes, con la per- 
sona que esté bajo su tutela o protutela; 

5* Del tutor o del protutor o de sus descendientes, con la per- 
sona que haya estado bajo su tutela o protutela, sino des- 
pués de aprobadas y canceladas las cuentas de su adminis- 

tración; 

6* Del que teniendo hijos bajo su patria potestad, no hiciere 
inventario judicial de los bienes de aquéllos, ni garantiza- 
re su manejo, salvo que la administración pasare a otra 
persona; y 

72 Del adoptante con el adoptado, mientras dure la adopción. 


Sanciones 


Artículo 90.—Si no obstante lo prescrito en el artículo ante- 
rior fuere celebrado el matrimonio, éste será válido, pero tanto el 
funcionario como las personas culpables de la infracción serán res- 
ponsables de conformidad con la ley y las personas a que se refie- 
ren los incisos 4? y 5%, perderán la administración de los bienes de 
log menores, y no podrán sucederles por intestado. 


Artículo 91.—-Si el funcionario que interviene en el acto tu- 
viere conocimiento de la existencia de algún impedimento legal, ya 
por razón de oficio o por denuncia del Ministerio Público o de cual- 
quier persona, ordenará la suspensión de las diligencias matrimo- 
niales y no podrá proseguirlas sino hasta que los interesados ob- 
tengan resolución favorable por la autoridad competente. Si la de- 
nuncia no fuere ratificada, quedará sin efecto. 


PARRAFO MI 


Celebración del matrimonio 


Funcionarios que pueden autorizar el matrimonio 


Artículo 92.—El matrimonio debe autorizarse por el alcalde 
municipal o el concejal que haga sus veces, o por un notario hábil 
legalmente para el ejercicio de su profesión. 

También podrá autorizarlo el ministro de cualquier culto que 
tenga esa facultad, otorgada por la autoridad administrativa que 
corresponde. 
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Formalidades 


Artículo 93.—Las personas civilmente capaces que pretendan 
contraer matrimonio, lo manifestarán así ante el funcionario com- 
petente de la residencia de cualquiera de los contrayentes, quien re- 
cibirá bajo juramento de cada uno de ellos, legalmente identifica- 
dos, declaración sobre los puntos siguientes que hará constar en ac- 
ta: nombres y apellidos, edad, estado civil, vecindad, profesión u 
oficio, nacionalidad y origen, nombres de los padres y de los abue- 
los si los supieren, ausencia de parentesco entre sí que impida el 
matrimonio, no tener impedimento legal para contraerlo y régimen 
económico que adopten si no presentaren escritura de capitulacio- 
nes matrimoniales y manifestación expresa de que no están legal- 
mente unidos de hecho con tercera persona. 


Menores de edad 


Artículo 9/.—Los menores de edad que soliciten contraer ma- 
trimonio, deben comparecer acompañados de sus padres, o tutores, 
o presentar autorización escrita de ellos, en forma auténtica, o ju- 
dicial si procediere y, además, las partidas de nacimiento o, si €s- 
to no fuere posible, certificación de la calificación de edad decla- 
rada por el juez. 


Contrayente que fue casado 


Artículo 95.—El contrayente que hubiese sido casado, presen- 
tará el documento legal que acredite la disolución o insubsistencia 
del matrimonio anterior; si hubiere tenido hijos, comprobará estar 
garantizada la obligación de alimentarlos; y si tuviere bienes de 
menores bajo su administración, presentará el inventario respectivo. 


Contrayente extranjero 


Artículo 96.—-El contrayente que fuere extranjero o guatemal- 
teco naturalizado, deberá comprobar en forma fehaciente su iden- 
tidad y libertad de estado. Previamente a la celebración del ma- 
trimonio, se publicarán edictos en el Diario Oficial y en otro de 
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mayor circulación, por el término de quince días, emplazando a de- 
nunciarlo a quienes sepan de algún impedimento legal para el mismo. 

Si el matrimonio no fuere celebrado dentro de los seis meses 
de publicados los edictos, éstos perderán su efecto legal. 


Constancia de Sanidad 


Artículo 97.—La constancia de Sanidad es obligatoria para el 
varón, y también para la mujer cuando lo solicite el contrayente 
o los representantes legales de éste, si fuere menor de edad. 

Será extendida por la Dirección General de Sanidad o por un 
facultativo, haciendo constar que la persona examinada no padece 
de enfermedad contagiosa incurable, perjudicial al otro cónyuge o 
a la descendencia, o no tiene defectos físicos que imposibiliten la 
procreación. 

No están obligadas a presentar certificado de Sanidad las 
personas que residan en lugares que carecen de facultativo y las 
que, al solicitar el matrimonio, ya hubieren tenido relaciones de he- 
cho que hagan innecesario dicho certificado. 


Señalamiento de día y hora 


Artículo 98.—-Cerciorado el funcionario de la capacidad de los 
contrayentes y cumplidos, en su caso, los requisitos que exigen los 
artículos anteriores, señalará, si lo solicitan los contrayentes, día y 
hora para la celebración del matrimonio, o procederá a su celebra- 
ción inmediata. 


Ceremonia de la celebración 


Artículo 99.—Estando presentes los contrayentes, procederá el 
funcionario que debe autorizar el matrimonio, a dar lectura a los 
artículos 78, 108 a 114 de este Código; recibirá de cada uno de los 
cónyuges su consentimiento expreso de tomarse, respectivamente, 
como marido y mujer y, en seguida, los declarará unidos en matri- 
monio. 

El acta deberá ser aceptada y firmada por los cónyuges y los 
testigos, si los hubiere, poniendo su impresión digital los que no 
sepan hacerlo, además del funcionario autorizante. 
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Constancia del acto 


Artículo 100.—Una vez efectuado el matrimonio, el funciona- 
rio que lo autorice entregará inmediatamente constancia del acto a 
los contrayentes, razonará las cédulas de vecindad y demás documen- 
tos de identificación que se le presenten, y enviará aviso a la Ofi- 
cina de Registro de Cédula de Vecindad respectiva, dentro de los 
quince días siguientes a la celebración de dicho acto, para que se 
hagan las anotaciones correspondientes. 


Actas de matrimonto 


Artículo 101.—Las actas de matrimonio serán asentadas en un 
libro especial que deberán llevar las municipalidades. 

Los notarios harán constar el matrimonio en acta notarial 
que deberá ser protocolizada, y los ministros de los cultos, en libros 
debidamente autorizados por el Ministerio de Gobernación. 


Copia del acta al Registro Civil 


Artículo 102.—Dentro de los quince días hábiles siguientes a 
la celebración del matrimonio, el alcalde que lo haya autorizado de- 
berá enviar al Registro Civil que corresponda, copia certificada de 
acta y los notarios y ministros de los cultos aviso circunstanciado. 
La falta de cumplimiento de esta obligación será sancionada, en ca- 
da caso, con multa de uno a cinco quetzales, que impondrá el juez 
local a favor de la Municipalidad. 


Artículo 108.—Todos los días y horas son hábiles para la ce- 
lebración del matrimonio. Las diligencias, constancias, certificacio- 
nes, avisos y testimonios relativos al mismo se extenderán en papel 
simple. 


Artículo 104.—Cuando se trate de matrimonios que deban ce- 
lebrarse fuera del perímetro de la sede municipal, el alcalde, o quien 
haga sus veces, concurrirá a donde sea necesario, siempre que los 
interesados faciliten los medios de transporte. 


Matrimonio en artículo de muerte 


Artículo 105.—En caso de enfermedad grave de uno o de am- 
bos contrayentes, podrá ser autorizado el matrimonio sin observarse 
las formalidades establecidas, siempre que no exista ningún impedi- 
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mento ostensible y evidente que haga ilegal el acto y que conste 
claramente el consentimiento de los contrayentes enfermos. El fun- 


cionario deberá constituirse en el lugar donde sea requerido por los 
interesados. 


Recursos 


Artículo 106.—Contra los actos y providencias del funcionario 
que deba celebrar el matrimonio, que pongan obstáculo indebido a 
su celebración, podrán ocurrir los interesados a los jueces de Pri- 
mera Instancia o de paz de la jurisdicción, quienes, en vista de las 
justificaciones que se les presenten, resolverán lo que proceda, sin 
demora alguna. 


Militares 


Artículo 107.—Los militares y demás individuos pertenecien- 
tes al Ejército, que se hallen en campaña o en plaza sitiada, podrán 
contraer matrimonio ante el jefe del cuerpo o de la plaza, siempre 
que no tengan ningún impedimento notorio que imposibilite la unión.* 
Dentro de quince días de terminada la campaña o levantado el si- 
tio, se enviará el acta original del matrimonio al Registro Civil que 
corresponda. 


PARRAFO IV 
Deberes y derechos que nacen del matrimonio 


Apellido de la mujer casada 


Artículo 108.—-Por el matrimonio, la mujer tiene el derecho 
de agregar a su propio apellido el de su cónyuge y de conservarlo 
siempre, salvo que el matrimonio se disuelva por nulidad o por di- 
vorcio. 


Representación conyugal 


Artículo 109.—La representación conyugal corresponde al ma- 
rido, pero ambos cónyuges tendrán en el hogar autoridad y conside- 
raciones iguales; fijarán de común acuerdo el lugar de su residen- 
cia y arreglarán todo lo relativo a la educación y establecimiento de 
los hijos y a la economía familiar. 
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Protección a la mujer 


Artículo 110.—El marido debe protección y asistencia a su mu- 
jer y está obligado a suministrarle todo lo necesario para el soste- 
nimiento del hogar de acuerdo con sus posibilidades económicas. 

La mujer tiene especialmente el derecho y la obligación de 
atender y cuidar a sus hijos durante la menor edad y dirigir los 
quehaceres domésticos. 


Obligación de la mujer en el sostenimiento del hogar 


Artículo 111.—La mujer deberá también contribuir equitati- 
vamente al sostenimiento del hogar, si tuviere bienes propios o de- 
sempeñare algún empleo, profesión, oficio o comercio; pero si el m2a- 
rido estuviere imposibilitado para trabajar y careciere de bienes 
propios, la mujer cubrirá todos los gastos con los ingresos que re- 
ciba. 


Derechos de la mujer sobre los imgresos del marido 


Artículo 112.—La mujer tendrá siempre derecho preferente 
sobre el sueldo, salario o ingresos del marido, por las cantidades 
que correspondan para alimentos de ella y de sus hijos menores. 

Igual derecho compete al marido en los casos en que la mujer 
tenga la obligación de contribuir en todo o en parte para los gas- 
tos de la familia. 


Mujer empleada fuera del hogar 


Artículo 113.—La mujer podrá desempeñar un empleo, ejer- 
cer una profesión, industria, oficio o comercio, cuando ello no per- 
judique el interés y cuidado de los hijos ni las demás atenciones del 


hogar. 


Artículo 114.—El marido puede oponerse a que la mujer se 
dedique a actividades fuera del hogar, siempre que suministre lo 
necesario para el sostenimiento del mismo y su oposición tenga mo- 
tivos suficientemente justificados. El juez resolverá de plano lo 
que sea procedente. 


Representación de la mujer lo ds 


Artículo 115.—La representación conyugal será asumida por 
la mujer cuando por cualquier motivo deje de ejercerla el marido 
y especialmente en los casos siguientes: 

1* Si se declara la interdicción del marido; 

22 Si el marido abandona voluntariamente el hogar, o se de- 

clara su ausencia; y 

32 Si el marido fuere condenado a prisión, y por todo el tiem- 

po que esta dure. 


PARRAFO V 
Régimen económico del matrimonio 
Capitulaciones matrimoniales 


Artículo 116.—El régimen económico del matrimonio se regu- 
la por las capitulaciones matrimoniales otorgadas por los contrayen- 
tes antes o en el acto de la celebración del matrimonio. 


Artículo 117.— Las capitulaciones matrimoniales son los pac- 
tos que otorgan los contrayentes para establecer y regular el régi- 
men económico del matrimonio. 


Artículo 118.—Son obligatorias las capitulaciones matrimonia- 

les en los casos siguientes: 

1? Cuando alguno de los contrayentes tenga bienes cuyo va- 
lor llegue a dos mil quetzales; 

2? Si alguno de los contrayentes ejerce profesión, arte u ofi- 
cio, que le produzca renta o emolumento que exceda de dos- 
cientos quetzales al mes); 

3? Si alguno de ellos tuviere en administración bienes de me- 
nores o incapacitados que estén bajo su patria potestad, tu- 
tela o guarda; y 

4* Si la mujer fuere guatemalteca y el varón extranjero o 

guatemalteco naturalizado. 


Artículo 119.—Las capitulaciones matrimoniales deberán cons- 
tar en escritura pública o en acta levantada ante el funcionario que 
haya de autorizar el matrimonio. El testimonio de la escritura o la 
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tación del acta, se inscribirán en el Registro Civil, una vez 

efectuado el matrimonio; y también en el Registro de la Propibdid y 

| si se afectaren bienes inmuebles o derechos reales sobre los mismos. 
j Artículo 120.—Son nulas y se tendrán por no puestas, las cláu- id 
| sulas del convenio que contravengan las disposiciones de la ley, o 
restrinjan derechos y obligaciones de los cónyuges entre sí o con 
respecto a los hijos. 


Artículo 121.—Las capitulaciones deberán comprender: 


1? (Artículo 7? del Decreto-Ley número 218.) ——La designa- 
ción detallada de los bienes que tenga cada uno de los cón- 
yuges al contraer matrimonio; W 

2 Declaración del monto de las deudas de cada uno; y 0 

3% Declaración expresa de los contrayentes sobre si adoptan el 
régimen de comunidad absoluta, el de separación absoluta, 

o el de comunidad de gananciales; o con las modalidades y 
condiciones a que quieran sujetarlo. 


Comunidad absoluta 


Artículo 122.—(Artículo 8* del Decreto-Ley número 218.)-— 
En el régimen de comunidad absoluta, todos los bienes aportados al 
matrimonio por los contrayentes o adquiridos durante el mismo, 
pertenecen al patrimonio conyugal y se dividirán por mitad al di- 
solverse el matrimonio. 


Separación absoluta 


Artículo 123.—En el régimen de separación absoluta cada cón- 
| yuge conserva la propiedad y administración de los bienes que le 
| pertenecen y será dueño exclusivo de los frutos, productos y acce- 
d siones de los mismos. 

Serán también propios de cada uno de los cónyuges los sala- 
rios, sueldos, emolumentos y ganancias que obtuviere por servicios 
personales o en el ejercicio del comercio o industria. 


Comunidad de gananciales 


Artículo 131.—-(Articulo 9* del Decreto-Ley número 218.) — 
Mediante el régimen de comunidad de gananciales, el marido y la 
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rn a y de los que adquieren Mt él, por título eratutoW 
y e con el valor de unos y otros; pero harán suyos por mitad, al disoló) 
verse el patrimonio conyugal los bienes siguientes: 


1? Los frutos de los bienes propios de cada uno de los cónyu- 
ges, deducidos los gastos de producción, reparación, conser- 

Es vación y o fiscales y municipales de los respectivos 

1 _bienes; 

2 Mos que se compren o permuten con esos fetos aunque se 
haga la adquisición a nombre de uno solo de los cónyuges; y 

32 Los que adquiera cada cónyuge coíñ su trabajo, empleo, pro- 


* fesión o a + 
; A | $ 
y Alteración de las capitulaciones , 
a Artículo 125.—(Artículo 10 del Decreto-Ley número 218.) — 


Los cónyuges tienen derecho irrenunciable de alterar las capitula- - 
- ciones matrimoniales y adoptar otro régimen económico del patri- 
monio conyugal, durante el matrimonio. 

| La modificación de las capitulaciones matrimoniales deberá 
hacerse por medio de escritura pública que se inscribirá en los regis- 
8 tros respectivos, y sólo perjudicará a tercero desde la fecha de la 
A ' E en: ¡ 


Ad 


+ 


Régimen subsidiario 


- 


us Artículo 126.—A falta de capitulaciones sobre los bienes, se ¿ 
- entenderá contraído el matrimonio bajo el régimen de comunidad 
de gananciales. 0 


Bienes propios de cada cónyuge 


Artículo 127.—(Artículo 11 del Decreto-Ley número 218.) — 
No obstante lo establecido en los artículos anteriores, son bienes 
propios de cada cónyuge los que adquiera por herencia, donación u 
otro título gratuito, y las indemnizaciones por accidentes o por se- 
guros de vida, de daños personales o enfermedades, deducidas las 
.primas pagadas durante la comunidad. 
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Sostenimiento del Hogar 


Artículo 128.—La separación absoluta de bienes no exime en 
ningún caso a los cónyuges, de la obligación común de sostener los 
gastos del hogar, la alimentación y educación de los hijos y las de- 
más cargas del matrimonio. 


Menaje de la casa 


Artículo 129.—Corresponde exclusivamente a la mujer el me- 


naje del hogar conyugal exceptuándose únicamente los objetos de 
uso personal del marido. 


Cónyuges extranjeros 


Artículo 1580.—El régimen de bienes entre cónyuges extranje- 
ros de una misma nacionalidad, se determina, a falta de capitula- 
ciones, por la ley personal que les es común en el momento de la 
celebración del matrimonio; y si fueren de distinta nacionalidad, por 


la del lugar en que los esposos fijaron el primer domicilio conyugal. 


El cambio de nacionalidad de los esposos o de uno de ellos, 
no tengrá influencia sobre el régimen de los bienes. 


Administración 


Artículo 131.—El marido es el administrador del patrimonio 
conyugal, en el régimen de comunidad absoluta, o en el de ganan- 
ciales, sin que sus facultades puedan exceder los límites de una ad- 
ministración regular. 

La enajenación o gravamen de bienes inmuebles de la comu- 
nidad debe ser otorgada con el consentimiento de ambos cónyuges 
para que el acto sea válido. 


Oposición de la mujer 


Artículo 132.—La mujer puede oponerse a cualquier acto del 
marido que redunde en perjuicio de los intereses administrados y 
también puede hacer cesar su administración y pedir separación de 
bienes, cuando por su notoria negligencia, incapacidad o impruden- 
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te administración, amenaza arruinar el patrimonio común, o no pro- | 
- yee a un adecuado mantenimiento de la familia. E col 


«y En ambos casos, el juez de primera instancia, con plena justi- 
| e ficación de los hechos, resolverá lo procedente. 


E 
$ Administración de la mujer 
Y Artículo 183.—La administración del patrimonio conyugal se ! 


transfiere a la mujer en los casos del artículo 115, con las mismas 
facultades, limitaciones y responsabilidades que establecen los artícu- 
los anteriores. 


” 


Marido menor de edad 


| Artículo 13/.—-Si el marido fuere menor de dieciocho años, 
deberá ser asistido en la administración de sus bienes y los del pa- 
trimonio conyugal, por la persona que ejerza sobre él la patria po- 
testad o tutela; pero si la mujer fuere mayor de edad, ella ejercerá 
la administración de los bienes hasta que el marido llegue a la ma- 
yoría. 


Responsabilidad de los bienes comunes 


Ñ Artículo 135.—De las obligaciones que contraiga cualquiera de 
los cónyuges para el sostenimiento de la familia, responderán los 
bienes comunes, y si éstos fueren insuficientes, los bienes propios de 
cada uno de ellos. | 


54 Hechos ilícitos 
y Artículo 136.—La responsabilidad civil por hechos ilícitos de | 


un cónyuge, no obliga al otro en sus bienes propios ni en su parte 
de los comunes. 


a. Deudas anteriores al matrimonio 


Artículo 137.—Las deudas anteriores al matrimonio serán pa- 
] gadas con los bienes propios del que las contrajo, aun cuando aquél 4 
' se rija por el régimen de comunidad. 
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Gastos de enfermedad y funerales 


Artículo 138.—Los gastos que causaren las enfermedades, así 
como los que se originen por funerales y lutos a consecuencia de la 
muerte de un cónyuge o de los hijos de ambos, se reputan deudas 
comunes del matrimonio, por las cuales son responsables los bie- 
nes propios de los cónyuges, an el caso de ser insuficientes los co- 
munes. 


Disolución de la comunidad de bienes 


Artículo 139.—La comunidad de bienes termina: 

1? Por la disolución del matrimonio; 

2? Por separación de bienes; y 

3* Por ser condenado en sentencia judicial firme, alguno de 
los cónyuges por delito cometido en contra del otro. 


Liquidación del patrimonio conyugal 


Artículo 1/0.— (Artículo 12 del Decreto-Ley número 218.) — 
Concluida la comunidad de bienes, se procederá inmediatamente a 
su liquidación. 

Si el régimen económico fuere el de comunidad parcial, los 
bienes que queden después de pagar las cargas y obligaciones de la 
comunidad y de reintegrar los bienes propios de cada cónyuge, son 
gananciales que corresponderán por mitad, a marido y mujer o a 
sus respectivos herederos. 


Artículo 141.—El abandono injustificado del hogar conyugal 
por uno de los cónyuges, hace cesar para él, desde el día del aban- 
dono, los efectos de la comunidad de bienes en cuanto le favorezcan. 


Artículo 1//2.—En caso de separación de hecho, el cónyuge 
culpable no tendrá derecho a gananciales durante el tiempo de la 
separación. 

Artículo 1/3.—Cuando se declare la nulidad del matrimonio, 
el cónyuge que hubiere obrado de mala fe no tendrá parte en las uti- 
lidades. 

Si los dos procedieron de mala fe, el hecho de ambos quedará 
compensado. 
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PARRAFO VI 


Insubsistencia y nulidad del matrimonio 
Insubsistencia del matrimonio 


Artículo 144.—El matrimonio es insubsistente en los casos 
que enumera el artículo 88. La declaratoria de insubsistencia pue- 
de hacerla de oficio el juez, con intervención de los cónyuges y del 
Ministerio Público. 


Anulabilidad del matrimonio: 


Artículo 1/5.—Es anulable el matrimonio: 


1? Cuando uno o ambos cónyuges han consentido por error, 
dolo o coacción; 

2? Del que adolezca de impotencia absoluta o relativa para la 
procreación, siempre que por su naturaleza sea perpetua, 
incurable y anterior al matrimonio; 

3% De cualquier persona que padezca incapacidad mental al 
celebrarlo; y 

4% Del autor, cómplice o encubridor de la muerte de un cón- 
yuge, con el cónyuge sobreviviente. 


Error o dolo 


Artículo 1/6.—-El error que hace anulable el matrimonio es el 
que recae sobre la identidad personal del otro contrayente, o se pro- 
duce por la ignorancia de algún defecto sustancial del mismo, de tal 
gravedad, que haga insoportable la vida en común o constituya un 
peligro para la prole. 

La acción de nulidad que nace del error o dolo, sólo puede de- 
ducirse por el cónyuge engañado, dentro de treinta días de haberse 
dado cuenta del error o del dolo. 


Violencia 


Artículo 147.—La anulación por motivo de coacción, corres- 
ponde demandarla al contrayente agraviado, dentro de sesenta días 
contados desde la fecha en que cesó la violencia, amenaza o intimi- 
dación. En el caso del matrimonio del raptor con la raptada, el tér- 
mino comenzará a contarse desde que la mujer haya recobrado su 
plena libertad. 
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Ejercicio de las acciones 


Artículo 1/8.—La anulación del matrimonio por ocurrir el ca- 


so del inciso 2? del artículo 145, puede pedirse por cualquiera de los 
contrayentes si la impotencia es relativa; pero si fuere absoluta, el 
cónyuge impotente no podrá demandar la nulidad. 

La acción deberá ser ejercitada, dentro de seis meses de ha- 
berse efectuado el matrimonio. 


Artículo 119.—La acción de nulidad, en el caso del inciso 4* 
del artículo 145, puede ser deducida por el cónyuge inocente, por los 
hijos de la víctima o por el Ministerio Público, dentro del término 
de seis meses contados, para el cónyuge inocente, desde que tuvo 
conocimiento de la cu'pabilidad de su nuevo cónyuge y para los hijos 
y el Ministerio Público, desde que se celebró el nuevo matrimonio. 


Artículo 150.—La nulidad por incapacidad mental de uno de 
los cónyuges, puede demandarse por el cónyuge capaz, por el padre, 
madre o tutor del incapacitado y por el Ministerio Público, dentro 
de sesenta días contados desde que tengan conocimiento del matri- 
monio. 


Artículo 151.—La acción de nulidad, que no sea la determina- 
da en los artículos 149 y 150, no pasa a los herederos del cónyuge, 
pero sí podrán éstos continuar la demanda iniciada por su causante. 


Artículo 152.—La declaratoria de nulidad o de insubsistencia 
del matrimonio se mandará publicar por el juez en el Diario Oficial 
y se comunicará a los registros civiles y de la propiedad para que 
se hagan las cancelaciones o anotaciones correspondientes. 


PARRAFO VII 


De la separación y del divorcio 


Artículo 153.—El matrimonio se modifica por la separación 
y se disuelve por el divorcio. 
Separación y divorcio 


Artículo 15/.—La separación de personas, así como el divor- 
cio, podrán declararse: 
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1? Por mutuo acuerdo de los cónyuges; y | 
% Por voluntad de uno de ellos mediante causa determinada. 


1% 
+ 


La separación o divorcio por mutuo acuerdo de los cónyuges, 
no podrá pedirse sino después de un año, contado desde la fecha en 
que se celebró el matrimonio. 


Causas 


Artículo 155.—Son causas comunes para obtener la separación 
o el divorcio: 


/ 


di. 1? La infidelidad de cualquiera de los cónyuges; 

] % Los malos tratamientos de obra, las riñas y disputas con- 
tinuas, las injurias graves y ofensas al honor y, en gene- 
ral, la conducta que haga insoportable la vida en común; 

39 El atentado de uno de los cónyuges contra la vida del otro 

| o de los hijos; 

á 4% La separación o abandono voluntario de la casa conyugal 

o la ausencia inmotivada, por más de un año; 

52 El hecho de que la mujer dé a luz durante el matrimonio, 

_ a un hijo concebido antes de su celebración, siempre que 
el marido no haya tenido conocimiento del embarazo an- 

; tes del matrimonio; 

e) 6* La incitación del marido para prostituir a la mujer o co- 
rromper a los hijos; 

7% La negativa infundada de uno de los cónyuges a cumplir 
con el otro o con los hijos comunes, los deberes de asisten- 

| cia y alimentación a que está legalmente obligado; 

, 8* La disipación de la hacienda doméstica; 

9? Los hábitos de juego o embriaguez, o el uso indebido y 
constante de estupefacientes, cuando amenazaren causar la 

3 ruina de la familia o constituyan un continuo motivo de 

desavenencia conyugal; 

' 10. La denuncia de delito o acusación calumniosa hecha por 

a un cónyuge contra el otro; 

11. La condena de uno de los cónyuges, en sentencia firme, por 

No delito contra la propiedad o por cualquier otro delito co- 

mún que merezca pena mayor de cinco años de prisión; 
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12. La enfermedad grave, incurable y contagiosa, perjudicial 
) al otro cónyuge o a la descendencia; 


13. La impotencia absoluta o relativa para la procreación, siem- 
pre que por su naturaleza sea incurable y posterior al ma- 
trimonio; 

14. La enfermedad mental incurable de uno de los cónyuges que 
sea suficiente para declarar la interdicción; y 


15. Asimismo, es causa para obtener el divorcio, la separación 
de personas declarada en sentencia firme. 


Artículo 156.—Se presume voluntario el abandono e inmoti- 
vada la ausencia a que se refiere el inciso 4? del artículo anterior; 
pero contra tales presunciones se admite prueba en contrario. La 
acción respectiva debe promoverse durante la ausencia o abandono 
del cónyuge demandado. 


Artículo 157.—No son causa de separación ni de divorcio, los 
actos de infidelidad cometidos en connivencia o con el consentimien- 
to del otro cónyuge, o cuando después de consumados y conocidos 
por el otro, han continuado los cónyuges conviviendo. 


Quién puede solicitar la separación o el divorcio 
por causa determinada 


Artículo 158.—-El divorcio y la separación sólo pueden soli- 
citarse por el cónyuge que no haya dado causa a él, y dentro de los 
seis meses siguientes al día en que hayan llegado a su conocimiento 
los hechos en que se funde la demanda. 


(Artículo 13 del Decreto-Ley número 218.)-——No puede decla- 
rarse el divorcio o la separación con el simple allanamiento de la 
parte demandada. Asimismo, no es suficiente prueba para decla- 
rar el divorcio o la separación, la confesión de la parte demanda- 
da sobre la causa que lo motiva. 
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Efectos de la separación y del divorcio 


Artículo 159.—Són efectos civiles comunes de la separación 
y del divorcio, los siguientes: 


1? La liquidación del patrimonio conyugal; 
2% El derecho de alimentos a favor del cónyuge inculpable, en 


su caso; y : 
3? La suspensión o pérdida de la patria potestad, cuando la 


causal de separación o divorcio la lleve consigo y haya pe- 
tición expresa de parte interesada. 


Artículo 160.—Son efectos propios de la separación, además 
de la subsistencia del vínculo conyugal, los siguientes: 


1* El derecho del cónyuge inculpable, a la sucesión intestada 
del otro cónyuge; y 
2? El derecho de la mujer de continuar usando el apellido del 
- marido. 


Artículo 161.—-Es efecto propio del divorcio la disolución del 
vínculo conyugal, que deja a los cónyuges en libertad para contraer 
nuevo matrimonio. 


Protección a la mujer y a los hijos 


Artículo 162.—Desde el momento en que sea presentada la so- 
licitud de separación o de divorcio, la mujer y los hijos quedarán 
bajo la protección de la autoridad para seguridad de sus personas 
y de sus bienes, y se dictarán las medidas urgentes que sean ne- 
cesarias. Los hijos quedarán provisionalmente en poder del cónyuge 
que determine el juez, hasta que se resuelva en definitiva, a no ser 
que causas graves obliguen a confiarlos a un tutor provisional. 


Mutuo acuerdo 


Artículo 163.—Si la separación o el divorcio se solicitaren por 
mutuo acuerdo, los cónyuges deberán presentar un proyecto de con- 
venio sobre los puntos siguientes: 
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1? A quién quedan confiados los hijos habidos en el matrimo- 
nio; 

he 2? Por cuenta de quién de los cónyuges deberán ser alimen- 
| tados y educados los hijos, y cuando esta obligación pese 
sobre ambos cónyuges, en qué proporción contribuirá cada 

¡ uno de ellos; 
3 3? Qué pensión deberá pagar el marido a la mujer si ésta no 
tiene rentas propias que basten para cubrir sus necesida- 


des: y 
40 Garantía que se preste para el cumplimiento de las obligacio- 
nes que por el convenio contraigan los cónyuges. 


| Obligación del juez 


Artículo 16).—Para el efecto expresado en el artículo ante- 
y rior, el juez, bajo su responsabilidad, debe calificar la garantía, y 
| si ésta, a su juicio, no fuere suficiente, ordenará su ampliación, de 
manera que lo estipulado asegure satisfactoriamente las obligacio- 

nes de los cónyuges. 


Artículo 165.—Si la separación o el divorcio se demandaran 
| por causa determinada, deberá el juez resolver las cuestiones a que 
se refiere el artículo 163; pero, tanto en este caso como en el de 
mutuo acuerdo, no podrá declararse la separación o el divorcio mien- 
tras no estén suficientemente garantizadas la alimentación y edu- 
cación de los hijos. 
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A quién se confían los hijos 


Artículo 166.—Los padres podrán convenir a quién de ellos 
se confían los hijos; pero el juez, por causas graves y motivadas, 
puede resolver en forma distinta, tomando en cuenta el bienestar 
de los hijos. Podrá también el juez resolver sobre la custodia y cul- 
dado de los menores, con base en estudios o informes de trabajado- 
res sociales o de organismos especializados en la protección de me- 
nores. En todo caso, cuidará de que los padres puedan comunicar- 
se libremente con ellos. 
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Obligación de los padres separados 


| Artículo 167.—LCualesquiera que sean las estipulaciones del 
convenio o de la'decisión judicial, el padre y la madre quedan su- 
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jetos, en todo caso, a las obligaciones que tienen para con sus hi- 


jos y conservan el derecho de relacionarse con ellos y la obligación 
de vigilar su educación. 


Obligación del juez respecto de los hijos 


Artículo 168.—-En cualquier tiempo el juez podrá dictar, a 
pedido de uno de los padres o de los parientes consanguíneos, o del 
Ministerio Público, las providencias que considere beneficiosas para 
los hijos y que sean requeridas por hechos nuevos. 


Pensión a la mujer 


Artículo 169.—La mujer inculpable gozará de la pensión ali- 
menticia a que se refiere el inciso 3* del artículo 163, la cual será 


fijada por el juez, si no lo hicieren los cónyuges, teniendo en cuen- 


ta las posibilidades de quien debe prestarla y las necesidades de 
quien ha de recibirla. 

La mujer gozará de la pensión mientras observe buena con- 
ducta y no contraiga nuevo matrimonio; y el marido inculpable ten- 
drá el mismo derecho, sólo cuando esté imposibilitado para dedicar- 
se a trabajos que le proporcionen medio de subsistencia y no con- 
traiga nuevo matrimonio. 


Liguidación del patrimonio conyugal 


Artículo 170.—Al estar firme la sentencia que declare la in- 
subsistencia o nulidad del matrimonio, o la separación o el divorcio, 
se procederá a liquidar el patrimonio conyugal en los términos pres- 
critos por las capitulaciones, por la ley, o por las convenciones que 
hubieren celebrado los cónyuges. 


Pérdida del apellido 


Artículo 171.—La mujer divorciada no tiene derecho a usar el 
apellido del marido. 
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Artículo 172.—Los efectos y consecuencias de la insubsistencia 
o de la nulidad del matrimonio, asi como los de la separación y del 
divorcio, se regirán, en cuanto a las personas, por las leyes del país 
donde hayan sido decretadas. 


CAPITULO YU 
De la unión de hecho 
Cuándo procede declararla 


Artículo 173.—-La unión de hecho de un hombre y de una mu- 
jer con capacidad para contraer matrimonio, puede ser declarada 
por ellos mismos ante el alcalde de su vecindad o un notario, para 
que produzca efectos legales, siempre que exista hogar y la vida 
en común se haya mantenido constantemente por más de tres años 
ante sus familiares y relaciones sociales, cumpliendo los fines de 


procreación, alimentación y educación de los hijos y de auxilio re- 


cíproco. 
Cómo se hace constar 


Artículo 17l.——La manifestación a que se refiere el artículo 
anterior, se hará constar en acta que levantará el alcalde, o en es- 
critura pública o acta notarial si fuere requerido un notario. 

Identificados en forma legal, declararán bajo juramento sus 
nombres y apellidos, lugar y fecha de nacimiento, domicilio y resi- 
dencia, profesión u oficio, día en que principió la unión de hecho, 
hijos procreados, indicando sus nombres y edades, y bienes adquiri- 
dos durante la vida en común. 


Aviso al Registro Civil 


Artículo 175.——Dentro de los quince días siguientes, el alcal- 
de o el notario dará aviso al Registro Civil jurisdiccional para que 
proceda a la inscripción de la unión de hecho, oficina que entregará 
a los interesados constancia de dicha inscripción, la que producirá 
iguales efectos que la certificación de matrimonio. 
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La falta de este aviso será: sancionada con una multa de cin- 
co quetzales, que impondrá el juez local a solicitud de parte. 

La certificación del acta municipal o el testimonio notarial, 
se presentarán al Registro de la Propiedad, si se hubieren declara- 
do inmuebles, como bienes comunes. 


Enajenación de bienes 


Artículo 176.—Los bienes comunes no podrán enajenarse ni 
gravarse sin consentimiento de las dos partes, mientras dure la 
unión y no se haga liquidación y adjudicación de los mismos. 


Unión de menores 


Artículo 177.—Los alcaldes o notarios no podrán aceptar de- 
claración de unión de hecho de menores de edad, sin el consenti- 
miento de los padres o del tutor o, en su caso, autorización del juez. 


Solicitud de reconocimiento judicial 


Artículo 178.—También puede solicitar el reconocimiento de 
la unión de hecho una sola de las partes, ya sea por existir oposi- 
ción o por haber muerto la otra, en cuyos casos deberá presentarse 
el interesado ante el juez de primera instancia competente, quien 
en sentencia hará la declaración de la unión de hecho, si hubiere si- 
do plenamente probada. En dicha declaración, fijará el juez el día 
o fecha probable en que la unión dio principio, los hijos procreados 
y los bienes adquiridos durante ella. 

La certificación de la sentencia favorable al demandante, de- 
berá presentarse al Registro Civil y al de la Propiedad si hubiere 
bienes inmuebles, para que se proceda a las respectivas inscripcio- 
nes. 


Termino 


Artículo 179.—La acción a que se refiere el artículo anterior, 
deberá iniciarse antes de que transcurran tres años desde que la 
unión cesó, salvo el derecho de los hijos para demandar en cualquier 
tiempo la declaración judicial de la unión de hecho de sus padres, 
para el solo efecto de establecer su filiación. 
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Uniones ilícitas 


Artículo 180.—La mujer que a sabiendas que el varón tiene 
registrada su unión de hecho con otra mujer, y el hombre que a sa- 
biendas que la mujer tiene registrada su unión con otro hombre, 
hicieren vida común, no gozarán de la protección de la ley, mien- 
tras la unión registrada no hubiere sido disuelta legalmente y li- 
quidados los bienes comunes. 


Preferencia en varias uniones 


Artículo 181.—En el caso de que varias mujeres, igualmente 
solteras, demandaren la declaración de la unión de hecho con el mis- 
mo hombre soltero, el juez hará la declaración únicamente en favor 
de aquélla que probare los extremos previstos en el artículo 173; y 
en igualdad de circunstancias, la declaratoria se hará en favor de la 
unión más antigua. Lo dispuesto en este artículo es aplicable siem- 
que las uniones de hecho que se pretenda se declaren, coexistan en 
el momento de solicitarse la declaratoria respectiva o bien en la fe- 
cha en que ocurrió la muerte de la persona con quien se mantuvo 
la unión de hecho. 


Efectos de la imscripción 


Artículo 182.—La unión de hecho inscrita en el Registro Civi 
produce los efectos siguientes: 


1* Los hijos nacidos después de ciento ochenta días de la fe- 
cha fijada como principio de la unión de hecho, y los na- 
cidos dentro de los trescientos días siguientes al día en que 
la unión cesó, se reputan hijos del varón con quien la ma- 
dre estuvo unida, presunción contra la cual se admite prue- 
ba en contrario; 
2% Si no hubiere escritura de separación de bienes, los ad- 
quiridos durante la unión de hecho se reputan bienes de am- 
bos, salvo prueba en contrario que demuestre que el bien 
fue adquirido por uno solo de ellos, a titulo gratuito, o con 
el valor o por permuta de otro bien de su exclusiva pro- 
piedad; 


el 


AÑ. 
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3* (Artículo 14 del Decreto-Ley número 218.) —Derecho de 
una de las partes a solicitar la declaratoria de ausencia de 
la otra y, una vez declarada, pedir la cesación de su unión 
con el ausente, liquidación del haber común y adjudicación 
de los bienes que le correspondan. 

4% En caso de fallecimiento de alguno de ellos, el. sobrevi- 


viente puede pedir la liquidación del haber común y adju-. 


dicación de bienes, al igual que en el caso del inciso ante- 
rior; y 

52 Sujeción del hombre y la mujer a los derechos y obliga- 
ciones de los cónyuges durante el matrimonio. 


Cese de la unión 


Artículo 183.—La unión de hecho puede cesar por mutuo 
acuerdo de varón y mujer, en la misma forma que se constituyó, 
o por cualquiera de las causas señaladas en el artículo 155 para 
el divorcio y la separación, en cuyo caso la cesación deberá ser de- 
clarada judicialmente. 

La cesación de la unión de hecho por mutuo acuerdo deberá 
hacerse constar ante el juez de Primera Instancia del domicilio de 
los convivientes, o ante un notario; pero para que se reconozca y 
se ordene la anotación respectiva en el Registro Civil, debe cum- 
plirse previamente con lo que dispone el artículo 163 de este Có- 
digo, con respecto al divorcio de los cónyuges. 


Artículo 18/.——El varón y la mujer cuya unión de hecho cons- 
te en la forma legal, se heredan recíprocamente ab intestato en los 
mismos casos que para los cónyuges determina este Código. 

Las disposiciones de este Código relativas a los deberes y de- 
rechos que nacen del matrimonio y al régimen económico de éste, 
tienen validez para las uniones de hecho, en lo que fueren aplicables. 


Aviso al Registro 


Artículo 185.— Terminadas las diligencias de la cesación de la 
unión y satisfechas las exigencias legales, la autoridad que haya in- 
tervenido en ellas o el notario que autorice la escritura de separa- 
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ción, liquidación y adjudicación de bienes, dará aviso al Registro Ci- 
vil en que se inscribió la unión de hecho, para que se haga la' anota- 
ción correspondiente. 


Libertad de estado 


A 
> 


Artículo 186.—La separación, una vez registrada, deja libres 
de estado a hombre y mujer, pero sin que esto perjudique las obli- 
gaciones que ambos tienen que cumplir con respecto a los hijos, quie- 
nes conservarán integros sus derechos a ser alimentados, no obstan- 
te cualquier estipulación de los padres. 


Ma 


Matrimonio de uno de los unidos de hecho 


Artículo 187.—Para que pueda autorizarse el matrimonio de 
cualquiera de los dos que haya hecho vida común que estuviere re- 
gistrada, es indispensable que se proceda a cumplir con lo precep- 
tuado en el artículo 183. 


Oposición al matrimonio 


Artículo 188.—Al matrimonio puede oponerse parte interesa- 
da para exigir que previamente se resuelvan aquellas cuestiones y 
se liquiden los bienes comunes. ¡ 

El funcionario que intervenga en el matrimonio no Duato auto- 
rizarlo si el solicitante mo comprueba haber liquidado los bienes co- 
munes y asegurado la prestación de alimentos de los hijos. 


Matrimonio de los que están unidos de hecho 


Artículo 189.—-Cuando las personas ligadas por unión de he- 
cho desearen contraer matrimonio entre sí, la autoridad respectiva 
o el notario a quien acudieren, lo efectuará con solo presentar cer- 
tificación de la inscripción del Registro Civil, en la cual conste di- 
cha circunstancia. El matrimonio subsecuente de los padres hace 
que se tenga como nacidos de matrimonio a los hijos habidos antes 
de su celebración y durante la unión de hecho. 
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CAPITULO II 


Del parentesco 
Clases de parentesco 
Artículo 190.—La ley reconoce el parentesco de consanguini- 
dad dentro del cuarto grado, el de afinidad dentro del segundo gra- 


do, y el civil, que nace de la adopción y sólo existe entre el adop- 
tante y el adoptado. Los cónyuges son parientes, pero no forman 


grado. 
Consanguinidad 


Artículo 191.——Parentesco de consanguinidad es el que existe 
entre personas que descienden de un mismo progenitor. 


Afinidad 


Artículo 192.—-Parentesco de afinidad es el vínculo que une a 


un cónyuge con el otro y sus respectivos parientes consanguíneos. 


Grado 


Artículo 193.—El parentesco se gradúa por el número de ge- 
neraciones; cada generación constituye un grado. 


Línea 


Artículo 194.—La serie de generaciones o grados procedentes 
de un ascendiente común forma línea. 


Artículo 195.—La línea es recta, cuando las personas descien- 
den unas de otras, y colateral o transversal, cuando las personas pro- 
vienen de un ascendiente común, pero no descienden unas de otras. 


Artículo 196.—En la línea recta, sea ascendente o descenden- 
te, hay tantos grados como generaciones, o sea tantos como perso- 
nas, sin incluirse la del ascendiente común. 
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Artículo 197.—En línea colateral los grados se cuentan igual- 
mente por generaciones, subiendo desde la persona cuyo parentes- 
co se requiere comprobar hasta el ascendiente común y bajando des- 
de éste hasta el otro pariente. 


Artículo 198.—El parentesco de afinidad se computa del mis- 
mo modo que el de consanguinidad, y concluye por la disolución del 
matrimonio. 


CAPITULO IV 
Paternidad y filiación matrimonial 
Paternidad del marido 


Artículo 199.—El marido es padre del hijo concebido durante 
el matrimonio, aunque éste sea declarado insubsistente, nulo o anu- 
lable. 

Se presume concebido durante el matrimonio: 

1* El hijo nacido después de ciento ochenta días de la cele- 

bración del matrimonio, o de la reunión de los cónyuges le- 
galmente separados; y 


2% El hijo nacido dentro de los trescientos días siguientes a la: 


disolución del matrimonio. 


Prueba en contrario 


Artículo 200.—Contra la presunción del artículo anterior no 
se admite otra prueba que la de haber sido físicamente imposible al 
marido tener acceso con su cónyuge en los primeros ciento veinte 
días de los trescientos que precedieron al nacimiento, por ausencia, 
enfermedad, impotencia o cualquiera otra circunstancia. 


Impugnación por el marido 


Artículo 201.—El nacido dentro de los ciento ochenta días si- 
guientes a la celebración del matrimonio, se presume hijo del ma- 
rido si éste no impugna su paternidad. 
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La impugnación no puede tener lugar: 


1 Si antes de la celebración del matrimonio tuvo conocimien- 
to de la preñez; 

2» Si estando presente en el acto de la inscripción del naci- 
miento en el Registro Civil, firmó o consintió que se firma- 
ra a su nombre la partida de nacimiento; y 

3* Si por documento público o privado, el hijo hubiere sido 
reconocido. 


Artículo 202.—La filiación del hijo nacido después de los tres- 
cientos días de la disolución del matrimonio, podrá impugnarse por 
el marido; pero el hijo y la madre tendrán también derecho para 
justificar la paternidad de aquel. 


Adulterio de la madre 


Artículo 203.—El marido no puede impugnar la paternidad del 
hijo concebido o nacido durante el matrimonio, alegando el adulte- 
rio de la madre, aún cuando ésta declare en contra de la paterni- 
dad del marido, salvo que se le hubiere ocultado el embarazo y el 
nacimiento del hijo, en cuyo caso sí podrá negar la paternidad pro- 
bando todos los hechos que justifiquen la impugnación. 

Si al marido se le hubiere declarado en estado de interdicción, 
podrá ejercitar ese derecho su representante legal. 


Término 


Artículo 20/.—La acción del marido negando la paternidad del 
hijo nacido de su cónyuge, deberá intentarse judicialmente, dentro 
de sesenta días, contados desde la fecha del nacimiento, si está pre- 
sente; desde el día en que regresó a la residencia de su cónyuge, si 
estaba ausente; o desde el día en que descubrió el hecho, si se la 
ocultó el nacimiento. 

Los herederos del marido solamente podrán continuar la ac- 
ción de impugnación de la paternidad iniciada por él, pero este de- 
recho podrán ejercitarlo únicamente dentro de sesenta días conta- 
dos desde la muerte del marido. 
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Acción de los herederos 


Artículo 205.—Podrán asimismo impugnar la filiación, si el 
hijo fuere póstumo, o si el presunto padre hubiere fallecido antes 
de que transcurriera el plazo señalado en el artículo anterior. 

Los herederos deberán iniciar la acción dentro de sesenta días 
contados desde que el hijo haya sido puesto en posesión de los bie- 
nes del padre, o desde que los herederos se vean turbados por el hi- 
jo en la posesión de la herencia. 


Derechos de la mujer encinta 


Artículo 206.—En caso de separación o disolución del matri- 
monio, la mujer que esté encinta deberá denunciarlo al juez o al 
marido, en el término de noventa días contados desde su separa- 
ción o divorcio. Asimismo, si la mujer quedare encinta a la muer- 
te del marido, deberá denunciarlo al juez competente, dentro del 
mismo término, a fin de que, en uno u otro caso, se tomen las dispo- 
siciones necesarias para comprobar la efectividad del parto en el 
tiempo legal y establecer la filiación. 


Nuevas nupcias de la madre 


Artículo 207.—Si disuelto un matrimonio, la madre contraje- 
re nuevas nupcias dentro de los trescientos días siguientes a la fe- 
cha de la disolución, el hijo que naciere dentro de los ciento ochen- 
ta días de celebrado el segundo matrimonio, se presume concebido 
en el primero. | MORO 

Se presume concebido en el segundo matrimonio, el hijo que 
naciere después de los ciento ochenta días de su celebración, aunque 
se esté dentro de los trescientos días posteriores a la disolución del 
primer matrimonio. 

Contra estas presunciones es admisible la prueba a que se re- 
fiere el artículo 200. 


Artículo 208.—En todo juicio de filiación será parte la madre, 
si viviere. 
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CAPITULO V 


Paternidad y filiación extramatrimonial 
Igualdad de derechos de los hijos 


Artículo 209.—Los hijos procreados fuera de matrimonio, go- 
zan de iguales derechos que los hijos nacidos de matrimonio; sin 
embargo, para que vivan en el hogar conyugal se necesita el con- 
sentimiento expreso del otro cónyuge. 


Reconocimiento del padre 


Artículo 210.—Cuando la filiación no resulte del matrimonio 
ni de la unión de hecho registrada de los padres, se establece y se 
prueba, con relación a la madre, del solo hecho del nacimiento; y, 
con respecto del padre, por el reconocimiento voluntario, o por sen- 
tencia judicial que declare la paternidad. 


Formas de reconocimiento 
Artículo 211.—El reconocimiento voluntario puede hacerse: 


1* En la partida de nacimiento, por comparecencia ante el re- 

gistrador civil; 

2? Por acta especial ante el mismo registrador; 

3? Por escritura pública; 

4? Por testamento; y 

5? Por confesión judicial. 

En los casos de los tres últimos incisos de este artículo, debe 
presentarse al registrador civil testimonio o certificación del docu- 
rento en que conste el reconocimiento para su inscripción y anota- 
ción de la partida de nacimiento respectiva. 


El reconocimiento no es revocable 


Artículo 212.—El reconocimiento no es revocable por el que 
lo hizo. Si se ha hecho en testamento y éste se revoca, no se tiene 
por revocado el reconocimiento. Tampoco puede sujetarse a ningu- 


na modalidad. 
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Artículo 213.—Es válido el reconocimiento que se hace por 
medio de testamento, aunque éste se declare nulo por falta de requi- 
sitos testamentarios especiales que no hubieran anulado el acto si 
sólo se hubiera otorgado el reconocimiento. ' 


Reconocimiento de ambos padres 4 


Artículo 214.——Los padres pueden reconocer al hijo conjunta 
o separadamente. Ri 

El reconocimiento hecho por uno solo de los padres, sólo pro- m0. 
duce efecto respecto de él. Mo 

El padre o la madre que no intervino en el acto, así como el : 4 
propio hijo o un tercero interesado legítimamente, puede im- Mi 
pugnar el reconocimiento, dentro de seis meses a contar del día en A 
que tal hecho fuere conocido por ellos. a 

Si el hijo fuere menor de edad, puede contradecir el recono- 
cimiento dentro del año siguiente a su mayoría. 


Reconocimiento separado y 


Artículo 215.—Cuando el padre o la madre hicieren el reco- 
nocimiento separadamente, no estarán obligados a revelar el nom- 
bre de la persona con quien hubieren tenido el hijo. 

No será permitido al padre hacer reconocimiento de hijos, atri- 
buyendo la maternidad a una mujer casada con otra persona, salvo 
que el marido haya impugnado la paternidad y obtenido sentencia 
favorable. ? A 


Reconocimiento por los abuelos 


Artículo 216.—En caso de muerte o incapacidad del padre o 
de la madre, el hijo puede ser reconocido por el abuelo paterno o por 
el abuelo materno, respectivamente. AN 

Si el incapaz recobrare la salud, podrá impugnar el reconoci-= 
miento dentro del año siguiente al día en que tenga conocimiento 
de aquel hecho. l 
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Reconocimiento por el menor de edad 


Artículo 217.—El varón menor de edad no puede reconocer a 
un hijo sin el consentimiento de los que ejerzan sobre él la patria 
potestad, o de la persona bajo cuya tutela se encuentre o, a falta de 
ésta, sin la autorización judicial. 


Artículo 218.—La mujer mayor de catorce años sí tiene la 
capacidad civil necesaria para reconocer a sus hijos, sin necesidad 
de obtener el consentimiento a que se refiere el artículo anterior. 


Derechos de la mujer que ha cuidado a un niño 


Artículo 219.—La mujer que ha cuidado a un niño, como hijo 
suyo, y ha proveído a su subsistencia y educación, tiene derecho a 
que no lo separen de ella por efecto del reconocimiento que un hom- 
bre heya hecho del menor. Pero si fuere obligada a entregarlo por 
resolución judicial, el padre que pretenda llevárselo, deberá previa- 
mente pagar el monto de lo gastado en el sostenimiento del niño. 


Acción judicial de filtación 


Artículo 220.—+El hijo que no fuere reconocido voluntariamen- 


te, tiene derecho a pedir que judicialmente se declare su filiación y 
este derecho nunca prescribe respecto de él. 


Los herederos del hijo podrán proseguir la acción que éste de- 


d jare iniciada al tiempo de su fallecimiento, o intentarla si el hijo fa- 


lleciere durante su menor edad, o si hubiere adolecido de incapaci- 
dad y muriere en ese estado. 


Casos en que puede ser declarada la paternidad 


Artículo 221.—La paternidad puede ser judicialmente decla- 
rada: 


1? Cuando existan cartas, escritos o documentos en que se re- 
conozca; 

2? Cuando el pretensor se halle em posesión notoria de esta- 
do de hijo del presunto padre; 
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32 En los casos de violación, estupro o rapto, cuando la época 


del delito coincida con la de la concepción; y N 
4 Cuando el presunto padre haya vivido maridablemente con Dd 
la madre durante la época de la concepción. 9 


Presunción de paternidad 


Artículo 222.—Se presumen hijos de los padres que han vivido 0 


maridablemente: ; h 
1* Los nacidos después de ciento ochenta días contados desde po 
que iniciaron sus relaciones de hecho; y 


2? Los nacidos dentro de los trescientos días siguientes al día Ñ 
en que cesó la vida común. 


Posesión notoria de estado 


Artículo 223.—Para que haya posesión notoria de estado sa 
requiere que el presunto hijo haya sido tratado como tal por sus pa- 
dres o los familiares de éstos y que, además, concurra cualquiera A 
de las circunstancias siguientes: E 

12 Que hayan proveído a su subsistencia y educación, e OS 

2? Que el hijo haya usado, constante y públicamente, el ape- 

llido del padre; y es Je ¿e 

3" Que el hijo haya sido presentado como tal en las relacio- 

nes sociales de la familia. | 


Acción de filiación después del fallecimiento de los padres h 
Artículo 224.—La acción de filiación sólo podrá entablarse en 


vida del padre o de la madre contra quien se dirija, salvo en los e 
siguientes casos: 


1? Cuando el hijo sea póstumo; Y 
2? Cuando la persona contra quien se dirija la acción hubiera (a 

fallecido durante la menor edad del hijo; y e 
3” En los casos mencionados en el artículo 221, de 


5 


Indemnización a la madre 


a Artículo 225.—La madre tiene derecho a ser indemnizada del 
3 daño moral en los casos de acceso carnal delictueso, o de minoridad 
$ al tiempo de la concepción. 


po Improcedencia de la acción 


A Artículo 226.—La acción concedida en el artículo anterior y 
la declaratoria a que se refieren los incisos 3* y 4? del artículo 221 
y no proceden en los casos siguientes: 


1? Si durante la época de la concepción, la madre llevó una 
vida notoriamente desarreglada, o tuvo comercio carnal con 

Ñ persona distinta del presunto padre; y 

2? Si durante la época de la concepción fue manifiestamente 
imposible al demandado tener acceso carnal con la madre. 


Reconocimiento es acto declarativo 


Artículo 227.—El reconocimiento voluntario y el judicial son 
actos declarativos de la paternidad y, por consiguiente, surten efec- 
tos desde la fecha del nacimiento del hijo. 

Sobre la calidad de hijo no puede celebrarse transacción ni 
comprorniso alguno; pero sí sobre los derechos pecuniarios, que pue- 
dan deducirse de la filiación. 


CAPITULO VI 


De la adopción 


Concepto 


Pe. Artículo 228.—La adopción es el acto jurídico de asistencia so- 
cial por el que el adoptante toma como hijo propio a un menor que 
ss es hijo de otra persona. 

E No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, puede legali- 
3 zarse la adopción de un mayor de edad con su expreso consentimien- 
e to, cuando hubiere existido la adopción de hecho durante su mino- 
MS. ridad. 
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sl Efectos sólo entre adoptante y adoptado le 
cl Artículo 229.—Los derechos y obligaciones que nacen de la 
' adopción, así como el parentesco civil que se establece entre adop- py | 
y tante y adoptado, no se extienden a los parientes de uno u otro. .. 

q Sin embargo, el adoptado y los hijos del adoptante, deben ser A 
i considerados, tratados y presentados a las relaciones sociales, como 15 
F hermanos; pero entre ellos no existe derecho de sucesión recíproca. E: 

M7 
| Artículo 230.—El adoptante tiene respecto de la persona y bie- 
nes del adoptado, los mismos derechos y obligaciones que tienen los dl 
) padres respecto de la persona y bienes de los hijos. h, 
18 


Artículo 231.—El adoptado tendrá para con la persona del e 
adoptante los mismos derechos y obligaciones de los hijos con res- 


pecto a sus padres. | ño 
y Patria potestad del adoptante al 
y m0 (e 
o Artículo 232.—Al constituirse la adopción, el adoptante ad- Y le 
quiere la patria potestad sobre el adoptado y éste tiene derecho a ll 

usar el apellido de aquél. Dl 

YY 
Artículo 233.—La mayoría de edad del adoptado no termina 

la adopción, pero pone fin a la patria potestad que sobre él ejerce A 

el adoptante. d 
Adopción conjunta de marido y mujer 00 


Artículo 234.—El marido y la mujer podrán adoptar cuando y d 


los dos estén conformes en considerar como hijo al menor adoptado. A 
Fuera de este caso, ninguno puede ser adoptado por más de una a 
persona. de 
También uno de los cónyuges puede adoptar al hijo del otro. Ma 

Ñ 

Adopción por el tutor 0 


Artículo 235.—El tutor no puede adoptar al pupilo mientras 08 
no hayan sido definitivamente aprobadas las cuentas de la tutela y 
entregados los bienes al protutor. 
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Herencia del adoptado 


Artículo 236.—El adoptante no es heredero legal del adopta- 
do, pero éste sí lo es de aquel. 

Si el adoptado no es heredero, tendrá derecho a ser alimen- 
tado hasta la mayoría de edad. 

En caso de herencia testada, los alimentos sólo se deben en 
la parte en que los bienes y el trabajo del alimentista no alcancen 
a satisfacer sus necesidades. 


Artículo 237.—-El adoptado y su familia natural conservan sus 
derechos de sucesión recíproca. Si el adoptado falleciere antes que 
el adoptante o renunciare la herencia o fuere excluido de ella, los 
hijos de aquél no tienen derecho de representación ni a ser alimen- 
tados por el adoptante. 


Artículo 238.—-El adoptado que sea menor de edad al morir 
el adoptante, vuelve al poder de sus padres naturales o tutor, o a 
la institución de asistencia social que procediere. 


Cómo se establece la adopción 


Artículo 239.—La adopción se establece por escritura públi- 
ca, previa aprobación de las diligencias respectivas por el juez de 
Primera Instancia competente. 


Artículo 240.—La solicitud de adopción debe presentarse al 
juez de Primera Instancia del domicilio del adoptante. 

Se acompañará a la solicitud la partida de nacimiento del me- 
nor y se propondrá el testimonio de dos personas honorables para 
acreditar las buenas costumbres del adoptante y su posibilidad eco- 
nómica y moral para cumplir las obligaciones que la adopción im- 
pone. , 

Artículo 2/1.—Si el menor tiene bienes, el adoptante deberá 


presentar inventario notarial de los mismos y constituir garantía 
suficiente a satisfacción del juez. 


Artículo 242.—Si el solicitante hubiere sido tutor del menor, 
deberá presentar los documentos en que conste que fueron aproba- 
das sus cuentas y que los bienes fueron entregados. 


Artículo 213.—Los padres del menor, o la persona que ejerza 
la tutela deberán expresar su consentimiento para la adopción. 
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El Ministerio Público examinará las diligencias y si no opusie- 
re objeción alguna, el juez declarará haber lugar a la adopción y 
mandará que se otorgue la escritura respectiva. 


Artículo 2/44.—En la escritura de adopción deberán compare- 
cer el adoptante y los padres del menor, o la persona que ejerza la 
tutela. Firmada la escritura, el menor pasa a poder del adoptante, 
lo mismo que los bienes si los hubiere, y el testimonio será presen- 
tado al Registro Civil para su inscripción, dentro de los quince días 
siguientes a la fecha del otorgamiento. | 


Artículo 2/45.—Las disposiciones de este Código que regulan 
la patria potestad, su suspensión, pérdida y rehabilitación regirán 
para la adopción en lo que fueren aplicables. 

Cesación 
Artículo 216.—La adopción termina: 
12 Por mutuo consentimiento de adoptante y adoptado, cuan- : 
do éste haya cumplido la mayoría de edad; y 
2? Por revocación. 
Revocación 


Artículo 2/7.—La adopción puede revocarse: 


1? Por atentar el adoptado contra la vida y el honor del adop- E 


tante, su cónyuge, ascendientes o descendientes; 

2% Por causar maliciosamente al adoptante una pérdida esti- 
mable de sus bienes; 

3? Por acusar o denunciar al adoptante imputándole algún de- 
lito, excepto en causa propia o de sus ascendientes, descen- 
dientes o cónyuge; y 

4% Por abandonar al adoptante que se halle física o mental- 
mente enfermo o necesitado de asistencia. 


Artículo 2/18.—La revocación será declarada por el tribunal, 
a solicitud del adoptante con intervención del Ministerio Público y 
de las personas que prestaron su consentimiento para constituir la 
adopción. 
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Artículo 2/9.—La resolución que declare la revocación de la 
adopción, o la pérdida o suspensión de la patria potestad del adop- 
tante, obliga al juez a tomar inmediatamente las providencias opor- 
tunas para que el menor vuelva al poder de sus padres si existieren, 
o quede bajo la tutela de algún pariente hábil o del centro asisten- 
cial que corresponda. 


Rehabilitación 


Artículo 250.—La rehabilitación del adoptante para el ejerci- 
cio de la patria potestad, deja en vigor la adopción en los términos 
establecidos en la escritura respectiva. 


Artículo 251.—Las resoluciones judiciales a que se refieren los 
artículos anteriores, deberán certificarse para que el Registro Civil 
wv de la Propiedad, en su caso, hagan las anotaciones respectivas. 


CAPITULO VH 
De la patria potestad 
En el matrimonio y fuera de él 


Artículo 252.—La patria potestad se ejerce sobre los hijos me- 
nores, conjuntamente por el padre y la madre en el matrimonio y en 
ls unión de hecho; y por el padre o la madre, en cuyo poder esté 
e! hijo, en cualquier otro caso. 

Los hijos mayores de edad permanecerán bajo la patria potes- 
tad, solamente que hayan sido declarados en estado de interdicción. 


Obligaciones de ambos padres 


Artículo 253.—El padre y la madre están obligados a cuidar y 
sustentar a sus hijos, sean o no de matrimonio, educarlos y corre- 
girlos, empleando medios prudentes de disciplina, y serán respon- 
sables conforme a las leyes penales si los abandonan moral o mate- 
rialmente y dejan de cumplir los deberes inherentes a la patria po- 
testad. 


60 


| 
: 
| 


MD E e A AA A A A A 


Representación del menor o incapacitado 


Artículo 25).—La patria potestad comprende el derecho de re- 
presentar legalmente al menor o incapacitado en todos los actos de 
la vida civil; administrar sus bienes y aprovechar sus servicios aten- 
diendo a su edad y condición. | 


Artículo 2559.—Cuando la patria potestad la ejerzan conjunta- 
mente el padre y la madre durante el matrimonio o la unión de he- 
cho, la representación del menor o incapacitado y la administración 
de los bienes la tendrá el padre. 


Pugna entre el padre y la madre 


Artículo 256.—Siempre que haya pugna de derechos e intere- 
ses entre el padre y la madre, en ejercicio de la patria potestad, la 
autoridad judicial respectiva debe resolver lo que más convenga al 
bienestar del hijo. 


Padres menores de edad 


Artículo 257.—Si los padres fueren menores de edad, la admi- 
nistración de los bienes de los hijos será ejercitada por la persona 
que tuviere la patria potestad o la tutela sobre el padre. 


Hijo adoptivo 


Artículo 258.—La patria potestad sobre el hijo adoptivo la 
ejerce únicamente la persona que lo haya adoptado. 


Capacidad relativa de los menores 


Artículo 259.—Los mayores de catorce años tienen capacidad 
para contratar su trabajo y percibir la retribución convenida, con la 
que ayudarán a sus padres para su propio sostenimiento. 


Log hijos deben vivir con sus padres casados o unidos 


Artículo 260.—Los hijos menores de edad deben vivir con sus 
padres, o con el padre o la madre que los tenga a su cargo; no pue- 
den sin permiso de ellos dejar la casa paterna o materna o aquélla 
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en que sus padres los han puesto; debiendo en todos los casos ser 
auxiliada la autoridad doméstica por la pública, para hacer volver 
a los hijos al poder y obediencia de sus progenitores. 


Madre soltera. o separada 


Artículo 261.—Cuando el padre y la madre no sean casados 
ni estén unidos de hecho, los hijos estarán en poder de la madre, 
salvo que ésta convenga en que pasen a poder del padre, o que sean 
internados en un establecimiento de educación. 

Si la separación de los padres procede de la disolución del ma- 
trimonie, se estará a lo dispuesto en el artículo 166. 

En todo caso el que por vias de hecho sustrajere al hijo del po- 
der de la persona que legalmente lo tenga a su cargo, será respon- 
sable conforme a la ley; y la autoridad deberá prestar auxilio para 
la devolución del hijo, a fin de reintegrar en la patria potestad al 
que la ejerza especialmente. 


El imterés de los hijos es predominante 


Artículo 262.—No obstante lo preceptuado en los artículos an- 
teriores, cuando la conducta de los padres sea perjudicial al hijo y 
se demande las suspensión o pérdida de la patria potestad, debe el 
juez adoptar las providencias urgentes que exija el interés y conve- 
niencia del menor y puede disponer también, mientras resuelve en 
definitiva, que salga de la casa de sus padres y quede al cuidado 
del pariente más próximo, o de otra persona de reconocida honora- 
bilidad, o si fuere posible, de un centro educativo. 


Los hijos deben respeto a sus padres 


Artículo 263.—Los hijos aun cuando sean mayores de edad y 
cualquiera que sea su estado y condición, deben honrar y respetar 
a sus padres y están obligados a prestarles asistencia en todas las 
circunstancias de la vida. 


Bienes de los hijos 


Artículo 26).—-Los padres no pueden enajenar ni gravar los 
bienes de los hijos ni contraer en nombre de ellos obligaciones que 
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excedan los límites de su ordinaria administración, sino por causa 
de absoluta necesidad y evidente utilidad y previa la autorización 
del juez competente e intervención del Ministerio Público. 


Artículo 265.—Tampoco podrán los padres celebrar contratos 
de arrendamiento por más de tres años, ni recibir la renta anticipa- 
da por más de un año, sin autorización judicial; ni vender valores 
comerciales, industriales, títulos de renta, acciones, bonos, frutos y 
ganados, por menor valor del que se cotice en la plaza el día de la 
venta; ni prestar garantía en representación de los hijos, a favor 
de tercera persona. 


Artículo 266.—Siempre que el juez conceda licencia para ena- 
jenar o gravar bienes inmuebles, tomará las medidas necesarias pa- 
ra hacer que el producto de la venta o el monto del crédito, sea em- 
pleado en el objeto que motivó la autorización y que el saldo, si lo 
hubiere, se invierta debidamente, depositándose mientras tanto en un 
establecimiento bancario. 


Artículo 267.—Salvo el caso de sucesión intestada, el que ejerza 
la patria potestad no puede adquirir, ni directa ni indirectamente, 
bienes o derechos del menor. 

Los actos realizados contra esta prohibición pueden ser anula- 
dos a solicitud del hijo o de sus herederos. 


Tutor especial 


: Artículo 268.—Si surge conflicto de intereses entre hijos suje- 
tos a la misma patria potestad, o entre ellos y los padres, el juez nom- 
brará un tutor especial. 


Separación de la administración en la patria potestad 


Artículo 269.—Si el que ejerce la patria potestad disipa los bie- 
nes de los hijos, o por su mala administración, se disminuyen o de- 
precian, será separado de ella, a solicitud de los ascendientes del me- 
nor, sus parientes colaterales dentro del cuarto grado de consangui- 
nidad, o del Ministerio Público. 


Artículo 270.—Los padres están obligados a prestar garantía de 


la conservación y administración de los bienes de los hijos, cuando 
pasen a ulteriores nupcias o cuando sean declarados en quiebra. 
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Artículo 271.—Si al que se halla bajo la patria potestad se le 
hiciere alguna donación, o se le dejare herencia o legado, con la ex- 
presa condición de que los bienes no los administren los padres, será 
respetada la voluntad del donante o testador, quien deberá designar 
la persona o institución administradora y, si no lo hiciere, el nom- 
bramiento lo hará el juez en persona de reconocida solvencia y ho- 
norabilidad, si no hubiere institución bancaria autorizada para tales 


encargos. 


Artículo 272.—Los padres deben entregar a los hijos, luego que 
éstos lleguen a la mayoría de edad, los bienes que les pertenezcan y 
rendir cuentas de su administración. 


Suspensión 
Artículo 273.—La patria potestad se suspende: 


1? Por ausencia del que la ejerce, declarada judicialmente; 

22 Por interdicción, declarada en la misma forma; 

3? Por ebriedad consuetudinaria; y 

4 Por tener el hábito del juego o por el uso indebido y cons- 
tante de drogas estupefacientes. 


Pérdida 
Articulo 274.—La patria potestad se pierde: 


1* Por las costumbres depravadas o escandalosas de los padres, 
dureza excesiva en el trato de los hijos o abandono de sus 
deberes familiares; 

2? Por dedicar a los hijos a la mendicidad, o darles órdenes, 
consejos, insinuacicnes y ejemplos corruptores; 

3* Por delito cometido por uno de los padres contra el otro, 
o contra la persona de alguno de sus hijos; 

4” Por la exposición o abandono que el padre o la madre hi- 
cieren de sus hijos, para el que los haya expuesto o aban- 
donado; y 

3* Por haber sido condenado dos o más veces por delito del 
orden común, si la pena excediere de tres años de prisión 
por cada delito. 

También se pierde la patria potestad cuando el hijo es adopta- 

do por otra persona. 
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Artículo 275.—El que haya sido suspendido en el ejercicio de 
la patria potestad o la hubiere perdido, no quedará exonerado de 
las obligaciones hacia sus hijos, que se establecen en el presente ca- 
pítulo. 


Artículo 276.—Sólo podrán promover la acción sobre pérdida 
o suspensión de la patria potestad, los ascendientes del menor, sus 
parientes colaterales dentro del cuarto grado de consanguinidad y el 
Ministerio Público. El progenitor inocente y el Ministerio Público 
serán parte en el juicio en todos los casos. 


Restablecimiento 


Artículo 277.—El juez en vista de las circunstancias de cada 
caso, puede, a petición de parte, restablecer al padre o a la madre, 
en el ejercicio de la patria potestad en los siguientes casos: 


_ 1% Cuando la causa o causas de la suspensión o pérdida hu- 
bieren desaparecido y no fueren por cualquier delito contra 
las personas o los bienes de los hijos; 

2? Cuando en el caso de delito cometido contra el otro cón- 
yuge, a que se refiere el inciso 32 del artículo 274, no haya 
habido reincidencia y hubieren existido circunstancias ate- 
nuantes; 

3* Cuando la rehabilitación fuere pedida por los hijos mayo- 
res de catorce años o por su tutor, siempre que la causa 
de pérdida de la patria potestad no estuviere comprendida 
dentro de los casos específicos que determina el inciso 1? 
de este artículo. 

En todos los casos debe probarse la buena conducta del que se 

intente rehabilitar, por lo menos en los tres años anteriores a la fe- 
cha en que se presente la solicitud respectiva. 


CAPITULO VM 
De los alimentos entre parientes 
Concepto 


Artículo 278.—La denominación de alimentos comprende todo 
lo que es indispensable para el sustento, habitación, vestido, asisten- 
cia médica y también la educación e instrucción del alimentista 
cuando es menor de edad. 
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Artículo 970.—Los alimentos han de ser proporcionados a las 
circunstancias personales y pecuniarias de quien los debe y de quien 
los recibe, y serán fijados por el juez, en dinero. 

Al obligado se le puede permitir que los alimentos los preste 
de otra manera cuando, a juicio del juez, medien razones que lo 
justifiquen. 


Artículo 280.—Los alimentos se reducirán o aumentarán pro- 


porcionalmente, según el aumento o disminución que sufran las ne- 


cesidades del alimentista, y la fortuna del que hubiere de satisfa- 
cerlos. 


Artículo 281.—Los alimentos sólo se deben en la parte en que 
los bienes y el trabajo del alimentista no alcancen a satisfacer sus 
necesidades. 


Artículo 282.—No es renunciable ni transmisible a un tercero, 
ni embargable, el derecho a los alimentos. 

Tampoco pueden compensarse con lo que el alimentista deba 
al que ha de prestarlos. 

Podrán, sin embargo, compensarse, embargarse, renunciarse y 
enajenarse las pensiones alimenticias atrasadas. 


Personas obligadas 


Artículo 283.—Están obligados recíprocamente a darse alimen- 
tos, los cónyuges, los ascendientes, descendientes y hermanos. 

Cuando el padre, por sus circunstancias personales y pecunia- 
rias, no estuviere en posibilidad de proporcionar alimentos a sus hi- 
jos, y la madre tampoco pudiere hacerlo, tal obligación corresponde 
a los abuelos paternos de los alimentistas, por todo el tiempo que 
dure la imposibilidad del padre de éstos. 


Artículo 28/.—Cuando recaiga sobre dos o más personas la 
ebiigación de dar alimentos, se repartirá entre ellas el pago, en can- 
tidad proporcionada a su caudal respectivo; en caso de urgente ne- 
cesidad, y por circunstancias especiales, el juez podrá decretar que 
uno o varios de los obligados los preste provisionalmente, sin perjui- 
cio de que pueda reclamar de los demás la parte que le corresponde. 
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Artículo 285.—Cuando dos o más alimentistas tuvieren dere- 
cho a ser alimentados por una misma persona, y ésta no tuviere for- 
tuna bastante para atender a todos, los prestará en el orden siguiente: 


1? A su cónyuge; 

2? A los descendientes del grado más próximo; 

3% A los ascendientes, también del grado más próximo; y 

49 A los hermanos. | 

Si los alimentistas concurrentes fuesen el cónyuge, o varios 
hijos sujetos a la patria potestad, el juez atendiendo a las necesida- 
des de uno y otros, determinará la preferencia o la distribución. 


Derechos para alimentos 


Artículo 286.——De las deudas que la mujer se vea obligada a 
contraer para alimentos de ella y de los hijos, por no proporcionar 
el padre lo indispensable para cubrirlos, será éste responsable de su 
pago en la cuantía necesaria para ese objeto. 


Artículo 287.—La obligación de dar alimentos será exigible, 
desde que los necesitare la persona que tenga derecho a percibirlos. 
El pago se hará por mensualidades anticipadas, y cuando fallezca 
el alimentista, sus herederos no estarán obligados a devolver lo que 
éste hubiere recibido anticipadamente. 


Artículo 288.—El que haya suministrado alimentos con pro- 
testa de cobrarlos, tiene derecho a ser indemnizado por la persona 
que esté obligada a satisfacerlos. 


Artículo 289.—Cesará la obligación de dar alimentos: 


1* Por la muerte del alimentista; 
2? Cuando aquél que los proporciona se ve en la imposibili- 


dad de continuar prestándolos, o cuando termina la nece- 


sidad del que los recibía; 

3? En el caso de injuria, falta o daño grave inferidos por el 
alimentista contra el que debe prestarlos; 

4+ Cuando la necesidad de los alimentos dependa de la con- 


ducta viciosa o de la falta de aplicación al trabajo del ali- 


mentista, mientras subsistan estas causas; y 
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5e Si los hijos menores se casaren sin el consentimiento de 


los padres. 


Artículo 290.—Los descendientes no pueden tampoco exigir 
alimentos: 
1% Cuando han cumplido dieciocho años de edad, a no ser que 
se hallen habitualmente enfermos, impedidos o en estado 
de interdicción; y 
2 Cuando se les ha asegurado la subsistencia hasta la misma 
edad. 


Artículo 291.—Las disposiciones de este capítulo son aplica- 
bles a los demás casos en que por ley, por testamento o por contra- 
to, se tenga derecho a alimentos, salvo lo pactado u ordenado por el 
testador o lo dispuesto por la ley, para el caso especial de que se 
trate. Y 

El derecho de alimentos que provengan de contrato o dispo- 
sición testamentaria, no perjudica, en ningún caso, la preferencia 
que la ley establece en favor de los parientes del obligado. 


Obligación de garantía 


Artículo 292.—La persona obligada a dar alimentos contra la 
cual haya habido necesidad de promover juicio para obtenerlos, de- 
berá garantizar suficientemente la cumplida prestación de ellos con 
hipoteca, si tuviere bienes hipotecables, o con fianza u otras segu- 
ridades, a juicio del juez. En este caso, el alimentista tendrá de- 
recho a que sean anotados bienes suficientes del obligado a prestar 
alimentos, mientras no los haya garantizado. 


CAPITULO IX 

De la tutela 

PARRAFO I 
Disposiciones generales 
Casos en que procede 


Artículo 293.—El menor de edad que no se halle bajo la patria 
potestad, quedará sujeto a tutela para el cuidado de su persona y 
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cb Mos bienes. También quedará sujeto a tutela aunque fuere ma- 
yor de edad, el que hubiere sido declarado en estado de interdicción, 
si no tuviere padres. 
El tutor es el representante legal del menor o incapacitado. 


Artículo 29).—-La tutela se ejerce por un tutor y un protutor, 
cuyos cargos son personales y no pueden delegarse, pero pueden otor- 
gar mandatos especiales para actos determinados. 


Artículo 295.—La tutela y protutela son cargos públicos a cuyo 
desempeño están obligadas todas las personas que se encuentren 
en pleno goce de sus derechos civiles. 


Clases de tutela 


Artículo 296.—La tutela puede ser testamentaria, legítima y 
judicial. 


Testamentaria 


Artículo 297.—La tutela testamentaria se instituye por testa- 
mento, por el padre o la madre sobreviviente, para los hijos que 
estén bajo su patria potestad; por el abuelo o la abuela, para los 
nietos que estén sujetos a su tutela legítima; por cualquier testa- 
dor, para el que instituya heredero o legatario, si éste careciere de 
tutor nombrado por el padre o la madre y de tutor legítimo; y por 
el adoptante que designe heredero o legatario o su hijo adoptivo. 


Artículo 298.—Los padres y los abuelos, en su caso, pueden 
nombrar un tutor y un protutor para todos o para varios de sus hi- 
jos o para cada uno de ellos. Pueden también nombrar varios tuto- 
res para que ejerzan el cargo uno en defecto de otro, respectivamen- 
te, en el orden de su designación. 


Legítima 


Artículo 299.—La tutela legítima de los menores corresponde 
en el orden siguiente: 
1? Al abuelo paterno; 
2% Al abuelo materno; 
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4% A la abuela materna; y 

5* A los hermanos, sin distinción de sexo, siendo preferidos 
los que procedan de ambas líneas y entre éstos el de mayor 
edad y capacidad. 


La línea materna será preferida a la paterna para la tutela de 
los hijos fuera de matrimonio. Sin embargo, mediando motivos jus- 
tificados para variar la precedencia, puede el juez nombrar tutor al 
pariente que reuna las mejores condiciones de conocimiento y fami- 
liaridad con el menor, solvencia, idoneidad y preparación, que cons- 
tituya una garantía para el desempeño satisfactorio de su cargo. 


Judicial 


Artículo 300.—La tutela judicial procede por nombramiento del 
juez competente, cuando no haya tutor testamentario ni legítimo. 
Para este efecto, el Ministerio Público y cualquier persona capas 
deben denunciar a la autoridad el hecho que da lugar a la tutela. 
- no provista. 

Para la designación de la persona del tutor, el juez deberá to- 
mar en cuenta las circunstancias que se mencionan en el artículo 
anterior. 


Tutela de los declarados en estado de interdicción 


Artículo 301.—La tutela de los mayores de edad declarados 
en interdicción corresponde: 

1? Al cónyuge; 

2? Al padre y a la madre; 

3? A los hijos mayores de edad; y 

4% A los abuelos, en el orden anteriormente establecido. 


Artículo 302.—Si hallándose en ejercicio un tutor legítimo o 
judicial apareciere el testamentario, se transferirá inmediatamente 
a éste la tutela. 


Má ' ” A 

a. de los menores que han cumplido dieciscis años 

Artículo 303.—A los menores que hayan cumplido la edad de 
dieciséis años, debe asociarlos el tutor en la administración de los 
bienes para su información y conocimiento; y si carecieren de tu- 
tor testamentario tendrán derecho a proponer candidato entre sus 
parientes llamados a la tutela legítima, o a falta de éstos, a perso- | 
na de reconocida honorabilidad para que ejerza la tutela judicial. 


Protutor 


Artículo 304.—-El protutor intervendrá en las funciones de la 
tutela, para asegurar su recto ejercicio. 
| La designación del protutor se hará en la misma forma que 
h la del tutor. Puede recaer en parientes del pupilo o en otras per- 
sonas, siempre que reunan las condiciones de notoria honradez y 
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arraigo. Ds 
y" Artículo 305.—El protutor está obligado: 
1? A intervenir en el inventario y avalúo de los bienes del me= , 


, nor y en la calificación y otorgamiento de la garantía que 
di debe prestar el tutor; MN 
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3 2% A defender los derechos del menor en juicio y fuera de A 
Y él, siempre que estén en oposición con los intereses del tu- Ñ y 


tor; 
3 A promover el nombramiento de tutor, cuando proceda la 
remoción del que estuviere ejerciéndola, o cuando la tu- 
tela quede vacante o abandonada; | 
42 A intervenir en la rendición de cuentas del tutor; y 
5* A ejercer las demás atribuciones que le señala la ley. 
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Tutores especificos 


Eo Artículo 306.—Cuando hubiere conflicto de intereses entre va= 
rios pupilos sujetos a una misma tutela, el juez les nombrará tuto- 


res específicos. 
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5 Artículo 307.—Mientras “no se nombre tutor y pr or y no 
xa e: se disciernan los cargos, el juez, de oficio, o a solicitud del Ministe- 
rio Público, deberá dictar las providencias necesarias para el cuida- 
do de la persona del menor o incapacitado y la seguridad de sus 

> _ bienes. 


Tutores legales 


e Artículo 308.—Los directores o superiores de los estableci- 
al e mientos de asistencia social, que acojan menores o incapacitados, 
: a son tutores y representantes legales de los mismos, desde el mo- 
S mento de su ingreso, y su cargo no necesita discernimiento. 


A A E Artículo 309.—Los institutos de asistencia pública pueden 


| 7 qe confiar el menor internado, que carezca de padres, ascendientes y 

; el hermanos, a persona de notoria moralidad, que disponga de medios 

dk económicos para proporcionarle alimentos, instrucción y educación. 
al 


La dirección del establecimiento debe estar frecuentemente in- 
formada de las condiciones en que se desarrolla la vida del menor 
- y, en caso de abandono, o cambio de circunstancias, recogerlo e in- 


: A de nuevo. 
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Artículo 310.—Los extranjeros no están obligados a aceptar el 

: cargo de tutor o protutor, sino en el caso de que se trate de sus pa- 

- rientes y connacionales. La admisión de tales cargos, no implica la 
- adquisición de la nacionalidad guatemalteca. 


, 

y 

2 Artículo 311.—El discernimiento de la tutela, se rige por la ley 
A del lugar del domicilio del menor o incapacitado. 

E 

A ys El cargo de tutor, discernido en país extranjero, de conformi- 


dad con las leyes de dicho país, será reconocido en la república. 


| La tutela, en cuanto a los derechos y obligaciones que impo- 
e, se rige por las leyes del lugar en que fue discernido el cargo. 


Artículo 312.—Las facultades de los tutores, respecto a los 
bienes que el menor o incapacitado tuviere fuera del lugar de su 


domicilio, se ejercitarán conforme a la ley del lugar en que dichos 


> bienes se hallen situados. 
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8 ¿se lo 313.—Las disposiciones rela ivas a los tutores, regi- 
y rán para Mas personas que administren bienes de menores o e pe 
ces, en casos determinados. 


PARRAFO Il 


Inhabilidad y excusa para la tutela 


Prohibiciones pa 


Artículo 314.—No puede ser tutor ni protutor: 


1? El menor de edad y el incapacitado; 
2* El que hubiere sido penado por robo, hurto, estafa, false- 00 
dad, faltas y delitos contra la honestidad, u otros delitos 
del orden común que merezcan pena mayor de dos años; 
Es 3 El que hubiere sido removido de otra tutela, o no hubiere 
- rendido cuentas de su administración, o si habiéndolas ren- ; e 
dido, no estuviesen aprobadas; bx. A 
Ñ 4? El ebrio consuetudinario, el que haga uso habitual de es- ¡ 
tupefacientes, el vago y el de notoria mala conducta; de 0 
9 El fallido o concursado, mientras no haya obtenido su re- 
habilitación; 

3 6 El que tenga pendiente litigio propio o de sus ascendientes, 
Ñ descendientes o cónyuges, con el menor o incapacitado; 
* 7* El que ha perdido el ejercicio de la patria potestad o la 
administración de los bienes de sus hijos; $ di 
8” El acreedor o deudor del menor por cantidad apreciable en 
relación con los bienes del menor, a juicio del juez, a me- Y 

nos que con conocimiento de causa, haya sido nombrado 
por testamento; 3 

9? El que no tenga domicilio en la República; y : 

10. El ciego y el que padezca enfermedad grave, incurable o le 

contagiosa. 

Artículo 315.—Los tutores o protutores a quienes sobrevenga 
alguna de las incapacidades que se mencionan en el artículo ArenOS Ae hos 
serán separados de su cargo por declaración judicial, previa denun- 

cia y comprobación del hecho por el Ministerio Público o algún pa- 
- riente del pupilo. te 
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Remoción 


Artículo 316.—Serán también removidos de la tutela y pro- 


1» Los que demuestren negligencia, ineptitud o infidelidad en 
el desempeño del cargo; 

2? Los que incitaren al pupilo a la corrupción o al delito; 

S* Los que emplearen maltrato con el menor; 

4* Los que a sabiendas hayan cometido inexactitud en el in- 
ventario, omitiendo bienes o créditos activos o pasivos; y 

5* Los que se ausenten por más de seis meses del lugar en 
que desempeñen la tutela y protutela. 


Ezxcusa 
Artículo 317.—Pueden excusarse de la tutela y protutela: 


1% Los que tengan a su cargo otra tutela o lisas 

2% Los mayores de sesenta años; 

3? Los que tengan bajo su patria potestad tres o más hijos; 

4% Las mujeres; 

59 Los que por sus limitados recursos no puedan atender el 
cargo sin menoscabo de su subsistencia; 

6* Los que padezcan enfermedad habitual que les impida cum- 
plir los deberes de su cargo; y 

7* Los que tengan que ausentarse de la República por más de 
un año. $ 


Artículo 318.—-Los que no fueren parientes del menor o inca» 
pacitado, no estarán obligados a aceptar la tutela o protutela si hu- 
biere personas llamadas por la ley, que no tengan excusa o impedi- 
mentos para ejercer aquellos cargos. 


PARRAFO mI 


Ejercicio de la tutela 


Discernimiento del cargo 


Artículo 319.—El tutor y el protutor no entrarán a ejercer 
sus cargos, sino después de discernidos por el juez. 
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Ninguna tutela puede ser discernida sin estar llenados todos 
los requisitos que para su ejercicio exige la ley. 


Obligación de hacer inventario 


Artículo 320.—El tutor procederá al inventario y avalúo de 
los bienes del menor o incapacitado, dentro de los treinta días si- 
guientes a la aceptación del cargo, plazo que podrá ser restringido 
o ampliado prudencialmente por el juez, según las circunstancias. 

En ningún caso, ni aun por disposición del testador, quedará 
el tutor eximido de esta obligación. > 


Constitución de garantía 


Artículo 321.—Practicado el inventario, el tutor y el protutor 
quedan solidariamente obligados a promover la constitución de la ga- 
rantía, salvo que no haya bienes, o que tratándose de tutor testa- 
dl mentario hubiere sido relevado de esta obligación por el testador, 
en cuanto a los bienes objeto de la herencia, donación o legado. 


o Artículo 322.—Cuando con posterioridad al discernimiento de S 
: la tutela, sobrevenga o se descubra causa que haga obligatoria la 
A caución, lo hará saber al juez, el propio tutor o el protutor, o el 
Ministerio Público, para el efecto de la constitución de la garantía. 


A Artículo 323.—La garantía deberá asegurar: dl 
A 12? El importe de los bienes muebles que reciba el tutor; e 
] 2? El promedio de la renta de los bienes, en los últimos tres 
4 años anteriores a la tutela; y 

li 3* Las utilidades que durante un año puede percibir el pupilo 
4 de cualquier empresa. 


Artículo 32).—La garantía deberá aumentarse o disminuirse, 
AN según aumente o disminuya el valor de los bienes expresados y el 
Ad: de las cosas en que aquélla esté constituida. NN 


bo Artículo 325.—La garantía deberá consistir en hipoteca, pren- Í , 
da o fianza otorgada por alguna institución bancaria o legalmente 
autorizada para el efecto. La garantía personal y aun la caución ju- 


o 


ratoria, pueden admitirse por el juez cuando, a su juicio, fueren sufi- 
cientes, tomando en cuenta el valor de los bienes que vaya a admi- 
nistrar el tutor y la solvencia y buena reputación de éste. 


Artículo 326.—La garantia prendaria que preste el tutor, se 
constituirá depositando los efectos o valores en una institución de 
crédito autorizada para recibir depósitos y, a falta de ella, en una 
persona de notorio arraigo. 


Artículo 327.—El juez fijará, a solicitud y propuesta del tu- 
tor, la pensión alimenticia, de acuerdo con el inventario y las cir- 
cunstancias del pupilo, sin perjuicio de alterarla, según el aumento 
o disminución del patrimonio y otros motivos que apreciará el tri- 
bunal. 


Presupuesto 


Artículo 328.—El tutor, dentro del primer mes de ejercer su 
cargo, someterá a la aprobación del juez, el presupuesto de gastos 
de administración para el año. 

Para los gastos extraordinarios que pasen de quinientos quet- 
zales, necesita el tutor autorización judicial. 


Artículo 329.—Las alhajas, muebles preciosos, efectos públi- 
cos, bonos, acciones y valores, que a juicio del juez no hayan de 
estar en poder del tutor, serán depositados en un establecimiento 
autorizado por la ley para recibir depósitos. 


Carrera, oficio o profesión del menor 


Artículo 330.—-El tutor destinará al menor a la carrera, ofi- 
cio o profesión que éste elija, según sus circunstancias. Si ya había 
iniciado alguna de estas actividades durante la patria potestad, el 
tutor no puede variarla sin autorización del juez, para lo cual debe- 
rán tomarse en cuenta las aptitudes y circunstancias del menor. 


Artículo 831.—El pupilo debe respeto y obediencia: al tutor. 
Este tiene respecto de aquél, las facultades de los padres, con las li-. 
mitaciones que la ley establece. 
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Necesidad de autorización judicial 


Artículo 332.—El tutor necesita autorización judicial: 

12 Para enajenar o gravar bienes inmuebles o derechos reales 
del menor o incapacitado; para dar los primeros en arren- 
damiento por más de tres años, o con anticipo de renta por 
más de un año; para hacer oO reconocer mejoras que 
no sean necesarias; para constituir servidumbres pasivas; y 
en general, para celebrar otra clase de contratos que afec- 
ten el patrimonio del pupilo, siempre que pasen de quinien- 
tos quetzales. 

Los contratos a que se refiere este inciso, no pueden ser 
prorrogados; 

2? Para tomar dinero a mutuo, debiendo sujetarse a las con- 
diciones y garantías que acuerde el juez; 

3? Para repudiar herencias, legados y donaciones; 

47 Para transigir o comprometer en árbitros, las cuestiones en 
que el pupilo tuviere interés; 

5* Para hacerse pago de los créditos que tenga contra el me- 
nor o incapacitado; y 

6? Para resolver la forma, condiciones y garantías en que debe 
colocar el dinero del pupilo. 


Artículo 333.—La venta de valores comerciales o industriales, 
títulos de renta, acciones, bonos, frutos y ganados, podrá hacerse 
extrajudicialmente, pero nunca por menor valor del que se cotice 
en la plaza el día de la venta, lo cual deberá comprobar el tutor al 


rendir sus cuentas. 


Artículo 331.—El e responde de los intereses legales del 


capital de pupilo, cuando por su omisión o negligencia, quedare im- 
productivo o sin empleo. 


Artículo 335.—El tutor no puede, sin autorización judicial, li- 
quidar la empresa que forme parte del patrimonio del menor o va- 
riar el comercio o industria a que éste o sus causantes hubieren es- 


tado dedicados. ' zz 


Prohibiciones 
Artículo 336.—Quedan prohibidos al tutor los actos siguientes: 


1* Contratar por sí o por interpósita persona, con el menor o 
.. "A 
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incapacitado, o aceptar contra él créditos, derechos o accio- 


nes, a no ser que resulten de subrogación legal; 


2% Disponer a título gratuito de los bienes del menor o inca- 
pacitado; 


3* Aceptar donaciones del expupilo, sin estar aprobadas y can- 
celadas las cuentas de su administración, salvo cuando el 
tutor fuere ascendiente, cónyuge o hermano del donante; 


4% Hacer remisión voluntaria de derechos del menor o inca- 
pacitado; y 


5% Aceptar la institución de beneficiario en seguros a su favor, 
provenientes de su pupilo. 


Artículo 387.—Tampoco podrán contratar acerca de bienes del 
menor o incapacitado, por sí o por interpósita persona, los parien- 
tes del tutor, salvo que éstos sean coherederos o coparticipes del pu- 
pilo. 


Artículo 338.—-El tutor no puede reconocer hijos del pupilo, 
sino con el consentimiento expreso de éste y en ningún caso los del 
incapaz, ni consentir expresa o tácitamente las resoluciones desfa- 
vorables al pupilo. 


Artículo 339.— Durante el ejercicio de la tutela, el protutor 
está obligado a defender los derechos del menor en juicio y fuera de 
él, cuando estén en oposición con los intereses del tutor; y a promo- 
ver el nombramiento, cuando proceda la remoción del que la tuvie- 
ra en ejercicio, o cuando la tutela quede vacante o abandonada. 


Retribución de la tutela 


Artículo 3L0.—La tutela y protutela dan derecho a una retri- 
bución que se pagará anualmente y que no bajará del cinco ni ex- 
cederá del quince por ciento anual de las rentas y productos líqui- 
dos de los bienes del pupilo. 


Cuando la retribución no hubiere sido fijada en el testamento, 
o cuando sin mediar negligencia del tutor, no hubiere rentas o pro- 
ductos líquidos, la fijará el juez, teniendo en cuenta la importancia 
del caudal del pupilo y el trabajo que ocasione el ejercicio de la tu- 
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tela. La retribución se distribuirá entre el tutor y el protutor, co- 
- rrespondiendo al primero el setenta y cinso por ciento y al segundo 
el veinticinco por ciento restante. 


Artículo 34,1.—Cuando el tutor y el protutor hubieren sido re- 
movidos por su culpa, no tendrán derecho a recibir retribución al- 
guna. A 

Artículo 342.—El tutor está obligado a llevar una contabilidad, 
comprobada y exacta de todas las operaciones de su administración, 
en libros autorizados, aun cuando el testador le hubiere relevado 


de rendir cuentas. Al final de su cargo, presentará una memoria que 
resuma los actos llevados a cabo. 


PARRAFO IV 
Rendición de cuentas de la tutela 


Artículo 343.—El tutor deberá rendir cuentas anualmente y al 
concluirse la tutela o cesar en su cargo. 


Artículo 344.—La rendición anual! de cuentas se hará ante el 
juez con intervención del protutor y del Ministerio Público. 


Artículo 315.—La rendición final de cuentas se hará por el tu- 
tor o sus herederos, al expupilo o a quien lo represente, dentro de 
sesenta días contados desde que terminó el ejercicio de la tutela. 


Artículo 346.—El tutor que sustituya a otro está obligado a 
exigir la entrega de bienes y la rendición de cuentas al que lo ha 


precedido. Si no lo hiciere, es responsable de los daños y perjuicios 


que por su omisión se siguieron al pupilo. 


Artículo 317.—Las cuentas deben ir acompañadas de sus do- 


cumentos justificativos. Sólo podrá excusarse la comprobación de 


los gastos en que no se acostumbre recoger recibo. 


Artículo 348.—Los gastos de la rendición de cuentas, serán 
a cargo del menor o incapacitado. 


Entrega de bienes 


Artículo 3/9.—El tutor, concluida la tutela, está obligado a 


entregar al que fue su pupilo, todos los bienes y documentos que le 


pertenezcan. 
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| Esta obligación no se suspende por estar pendiente la rendi- 
ción de cuentas, 


E q Artículo 350.—El saldo de las cuentas que resultare a favor 
ES o en contra del tutor, producirá interés legal. 
8 En el primer caso, desde que el pupilo sea requerido para el 


-3 pago, previa entrega de los bienes; en el segundo, desde la rendi- 
a ción de cuentas, si hubieren sido rendidas dentro del término legal, 
> y en caso contrario, desde que éste expire. 

3 Prescripción de acciones 


Artículo 351.—Las acciones u obligaciones que reciprocamen- 
ul te correspondan al tutor y al expupilo, por razón del ejercicio de la 
3 tutela, se extinguen a los cinco años de concluida ésta. 


3 CAPITULO X 
Del patrimonio familiar 
Concepto 


3 Artículo 352.—El patrimonio familiar es la institución jurí- 
dE dico-social por la cual se destina uno o más bienes a la protección 
E del hogar y sostenimiento de la familia. 


ES: Bienes sobre los cuales puede constituirse 


>. Artículo 353.—Las casas de habitación, los predios o parcelas 
2 cultivables, los establecimientos industriales y comerciales, que sean 
objeto de explotación familiar, pueden constituir el patrimonio de fa- 
E milia, siempre que su valor no exceda de la cantidad máxima fija- 
da en este capítulo. 


| Artículo 354.—-Sólo puede fundarse un patrimonio para cada 
E familia, por el padre o la madre sobre sus bienes propios, o por ma- 
rido y mujer sobre bienes comunes de la sociedad conyugal. 


También puede constituirse por un tercero, a título de dona- 
ción o legado. 
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Valor máximo del patrimonio 


Artículo 355.—No puede establecerse patrimonio familiar que 
exceda de diez mil quetzales en el momento de su constitución, 

Cuando el valor de los bienes afectos sea inferior a dicha suma, 
podrá ampliarse hasta llegar a ese valor, sujetándose la ampliación 
al mismo procedimiento que para su constitución. 


Caracteres del patrimonio 


Artículo 356.—Los bienes constituidos en patrimonio familiar 
son indivisibles, inalienables, inembargables y no podrán estar gra- 
vados ni gravarse, salvo el caso de servidumbre. 


y No puede hacerse en fraude de acreedores 


E Artículo 357.—El establecimiento del patrimonio familiar no 
puede hacerse en fraude de acreedores. Los bienes deben estar libres 
de anotación y gravamen y la gestión del instituyente solicitando 
la aprobación judicial, será publicada para que llegue a conocimien- 
to de los que puedan tener interés en oponerse. 


Obligaciones de los beneficiarios 


A Artículo 358.—Los miembros de la familia beneficiaria están | 
y obligados a habitar la casa o a explotar persona!'mente el predio agri- Re 
cola, o la industria o negocio establecido, salvo las excepciones que 


el juez permita temporalmente por motivos justificados. Mr 


E Artículo 359.—Si el inmueble constituido en patrimonio fami- 3 
| liar fuere inscrito únicamente a nombre del cabeza de familia, se 
entenderá que ha sido constituido para el sostenimiento del cónyuge, 
de los hijos menores o incapaces y de las personas que tengan dere- 9 
cho a ser alimentadas por aquél. E 


Obligación de constituir patrimonio 


Artículo 360.—Cuando haya peligro de que la persona que 
tiene obligación de dar alimentos, pierda sus bienes por mala ad- 
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ministración o porque los esté dilapidando, los acreedores alimen= 
tistas tienen derecho a exigir judicialmente que se constituya patri- $ 8 


monio familiar sobre determinado bien del obligado. > 


Aprobación judicial 


Artículo 361.—Para la constitución del patrimonio familiar se 
requiere la aprobación judicial y su inscripción en el Registro de la 
Propiedad, previos los trámites que fije el Código Procesal Civil y 
Mercantil. | 

Sin embargo, cuando el Estado proceda al parcelamiento y dis- 
tribución de un bien nacional, podrá darle a cada parcela el carácter 
de patrimonio familiar y bastará esa calificación legal, para su cons- 
titución y registro. En lo demás, este patrimonio familiar se regula- 
rá de conformidad con lo dispuesto en este capítulo en todo lo que le 
sea aplicable. 


Administrador 


, e 
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Artículo 362.—LEl representante legal de la familia será el admi- 
nistrador del patrimonio familiar y representante a la vez de los bene- 
ficiarios en todo lo que al patrimonio se refiera. 


Termina el patrimonio 
Artículo 363.—El patrimonio familiar termina: 


1? Cuando todos los beneficiarios cesen de tener derecho a per- 
cibir alimentos; 

2? Cuando sin causa justificada y sin autorización judicial, la 
familia deje de habitar la casa que debe servirle de morada, a 
o de cultivar por su cuenta la parcela o predio vinculado; e 

3? Cuando se demuestre la utilidad y necesidad para la fami- Sy 
lia, de que el patrimonio quede extinguido; 

4% Cuando se expropien los bienes que lo forman; y 

5? Por vencerse el término por el cual fue constituido. 
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Artículo 361.—El patrimonio familiar a término fijo, debe com- 
prender el término indispensable para que el menor de los miem- 
bros actuales de la familia alcance la mayoría de edad; pero en nin- 
gún caso podrá constituirse un patrimonio familiar por un término 
menor de diez años. 
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Artículo 365.—Terminado el derecho al patrimonio familiar, los 
bienes sobre que fue constituido, volverán al poder de quien lo cons- 
tituyó o de sus herederos; pero si el dominio corresponde a los bene- 
ficiarios, tendrán derecho de hacer cesar la indivisión. 
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Artículo 366.—Cuando el patrimonio se extinga por expropia= 
ción del inmueble, la indemnización respectiva se depositará en una 
institución bancaria mientras se constituye un nuevo patrimonio fa- 


É- miliar. 


Artículo 367.—Puede disminuirse el valor del patrimonio fa- 

miliar cuando por causas posteriores a su establecimiento, ha so- 

D. brepasado la cantidad fijada como máxima, o porque sea de utilidad 
y necesidad para la familia dicha disminución. 


Artículo 368.—El Ministerio Público intervendrá en la consti- 
_tución, extinción y reducción del patrimonio familiar. 
CAPITULO XI 
Del Registro Civil 
PARRAFO I 
Disposiciones generales 


lo: Artículo 369.—El Registro Civil es la institución pública en- 
EP cargada de hacer constar todos los actos concernientes al estado ci- E 
vil de las personas. hó. 


y es ud 


Artículo 370.—El Registro Civil efectuará las inscripciones de 
log nacimientos, adopciones, reconocimientos de hijos, matrimonios, 
uniones de hecho, capitulaciones matrimoniales, insubsistencia y nu- 
lidad del matrimonio, divorcio, separación y reconciliación poste- 

3 rior, tutelas, protutelas y guardas, defunciones e inscripción de ex- 
q tranjeros y de guatemaltecos naturalizados y de personas jurídicas. 


e 


3 | Las actas prueban el estado civil 


Artículo 371.—Las certificaciones de las actas del Registro Ci-. 
vil prueban el estado civil de las personas. 
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Si la inscripción no se hubiere hecho, o no apareciere en el 
libro en que debiera encontrarse, o estuviese ilegible, o faltaren las 
hojas en que se pueda suponer que se encontraba el acta, podrá es- 
tablecerse el estado civil ante juez competente, por cualquier otro 
medio legal de prueba, incluso las certificaciones de las partidas 
eclesiásticas. 


Artículo 372.—Cuando no sea posible fijar la fecha del naci- 
miento de una persona, el juez le atribuirá la edad que fijaren los 
expertos, compatible con el desarrollo y aspecto físico del individuo. 


Función municipal 


Artículo 873.—Los registros del estado civil se llevarán en ca- 
da municipio y estarán a cargo de un registrador nombrado por la 
propia corporación. 

En los lugares en donde no sea necesario un nombramiento es- 
pecial, ejercerá el cargo el secretario de la municipalidad. 

En la capital y, cuando fuere posible, en las cabeceras depar- 
tamentales, el registrador deberá ser abogado y notario, colegiado 
y hábil para el ejercicio de su profesión. 

En todo caso, para el desempeño del cargo es indispensable ser 


guatemalteco natural y persona idónea y de reconocida honorabi- 
lidad. : 


Agentes consulares 


Artículo 37l.—Los agentes consulares de la República en el 
extranjero, llevarán el registro de los nacimientos, matrimonios, 
cambios de nacionalidad y defunciones de los guatemaltecos resi- 
dentes o transeúntes en los países en que aquéllos ejerzan sus fun- 
ciones. De cada partida que asienten en sus libros, remitirán copía 
certificada al Registro Civil de la capital de la República, por medio 
del Ministerio de Relaciones Exteriores, dentro de los ocho días si- 
guientes para que se hagan las inscripciones que corresponden. 


Fe pública del registrador 


Artículo 375.—El registrador es depositario del Registro Ci- 
vil y en el ejercicio de las funciones que le son propias, goza de fe 
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- pública, y es responsable, mientras no pruebe que el hecho es im- 


putable a Otra persona, por las omisiones, alteraciones, falsificacio- 
nes y suplantaciones cometidas en las actas del registro. 

El registrador como tal depositario, tiene a su cargo la con- 
servación de los libros y documentos relativos al estado civil de las 
personas, 


Formas de las inscripciones 


Artículo 376.—Las inscripciones se harán en formularios im- 
presos, conforme modelo oficial, que se llenarán con los datos que 
suministren los interesados o que consten en los documentos que 
se presenten. 

Cada hoja del formulario constará de tres partes, dos de ellas 
separables, una para ser enviada a la Dirección de Estadística y 
otra que se entregará al interesado. 


Artículo 377.—Los registros civiles que no tuvieren formula- 
rios, harán las inscripciones en los libros respectivos; pero tanto és- 
tos como los formularios, estarán o deberán ser encuadernados, em- 
pastados y foliados; llevarán en cada una de sus hojas el sello de 
la municipalidad que corresponda y serán proporcionados por ésta. 
La primera hoja llevará una razón que exprese el número de folios 
que contiene, la que será firmada por el alcalde municipal y el se- 
cretario de la corporación. 


Artículo 378.—Las inscripciones debe hacerlas el registrador 
en el momento en que el interesado comparece a dar el aviso. La 
inscripción que proceda en virtud de resolución judicial o adminis- 
trativa, o de actos verificados ante los alcaldes municipales u otor- 
gados ante notario, la hará el registrador en vista del aviso, certi- 
ficación o testimonio que se le presente. 


Artículo 379.—Las actas llevarán numeración cardinal y se 
extenderán en los libros autorizados, una a continuación de otra, 
por .riguroso orden de fechas. La inscripción deberá contener los 


- datos que se mencionan en los párrafos respectivos de este capitu'o. 


Los formulariog serán impresos con sujeción a iguales forma- 
lidades. 


Artículo 880.—Siempre que se extienda un acta que tenga re- 
lación con otra, deberá anotarse la partida a que haga referencia o 
a la cual modifique. 
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Artículo 381.—Cuando en alguna acta se haya cometido error 
de palabra, que no entrañe alteración de concepto, podrá rectificar- 
se en nuevo asiento poniéndose razón al margen del primitivo, si 
las partes y el registrador estuvieren de acuerdo. 4 


Artículo 382.—Cuando en el acta se hubiere incurrido en omi- 
sión, error o equivocación que afecte el fondo del acto inscrito, el 
interesado ocurrirá al juez competente para que, con audiencia del 
3 registrador y del Ministerio Público, se ordene la rectificación y se 
anote la inscripción original. 


Cierre de libros 


Artículo 383.—Los libros se cerrarán el treinta y uno de di- 
ciembre de cada año, con una razón que indique el número de ac- 
tas que contiene, la que será firmada por el registrador. 

Igual razón se pondrá en el libro que se concluya en el trans- 
curso del año. i 


Inspección 


AS 
Y 


Artículo 381.—El registrador civil de la capital y los regis- 
tradores de las demás cabeceras departamentales. tendrán la inspec- 
ción y vigilancia de los registros civiles municipales de sus respec- 
tivos departamentos, debiendo visitarlos e instruir a los encarga- 
dos de llevarlos, respecto de los requisitos y formalidades para asen- - 
tar las inscripciones. Levantarán acta de la visita, en que harán 
constar las faltas e irregularidades que observaren y las medidas se 
dictadas para subsanarlas, de lo cual darán cuenta al alcalde res- 


pectivo. 


Estadística E 


Artículo 385.—Los registradores civiles municipales, remitirán 
al registrador civil de la cabecera, dentro de los primeros diez días 
de cada mes, un cuadro, con la debida separación, comprensivo del 
movimiento del registro durante el mes anterior. El registrador ci- 
vil de la cabecera, a su vez, formará por duplicado el cuadro total 
de las inscripciones hechas en todos los registros del departamento 
y los enviará al alcalde municipal y a la Dirección de Estadística. 
ds : 
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- Asimismo, en formularios que proporcionará la Dirección General 
de Sanidad Pública, dará los datos que se requieran. 


Las infracciones de los registradores a lo dispuesto en este ar- 
tículo serán sancionadas por el alcalda respectivo, con multa de cin- 
co a veinticinco quetzales. 


Artículo 386.—Toda persona obligada a dar aviso para qua 
se haga una inscripción que no lo hiciere dentro de los plazos se- 
ñalados en este Código, incurrirá en multa que no baje de dos quet- 
zales ni exceda de diez, la cual graduada por el propio registrador, 
la hará efectiva el interesado al hacerse la inscripción que solicite. 


z Artículo 387.—Las multas que se impongan por el incumpli- 
miento de la loy y reglamento del Registro, serán percibidas por las 
respectivas municipalidades. 


Artículo 388.—Los registros del estado civil son públicos y las 

» inscripciones son gratuitas. 
Cualquier persona puede obtener certificaciones de los actos 
y constancias que contengan. 
Las certificaciones que expidan los registradores pagarán el. 
honorario fijado en el arancel que regula esta materia, debiendo in- he 
sertarse en ellas todas las notas marginales que contenga la er 3 


rós 


Registros parroquiales 


S Artículo 389.—Los registros parroquiales prueban el estado 
3 civil de las personas nacidas antes de la institución del Registro; 
3 y también el de los nacidos en lugares o poblaciones durante el 
tiempo que carecieron de dicha institución. 


Reglamento 


Artículo 390.—El reglamento del Registro Civil contendrá las 
- demás disposiciones que deben normar su funcionamiento y regu= 
lar su perfecta organización en todos los municipios de la República. 
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PARRAFO Il 
Registro de Nacimientos 
Plazo para dar parte 


Artículo 391.—Los nacimientos que ocurran en la República 
deberán declararse al Registro Civil respectivo para su inscripción, 
dentro del plazo de treinta días del alumbramiento. 


Quién debe dar aviso 


Artículo 392.—La declaración del nacimiento de un niño se 
hará por el padre o la madre, o en defecto de uno u otro, por las 
personss que hayan asistido al parto. 

Los padres podrán cumplir esta obligación por medio de en- 
cargado especial; pero el registrador deberá citarlos para que dentro 
de un termino que no pase de sesenta días, ratifiquen la declara- 
ción. 

Artículo 393.—Los dueños o administradores de fincas rústi- 
cas y los alcaldes auxiliares de los caseríos, aldeas y otros lugares 
tienen también la obligación de dar parte de los nacimientos que 
ocurran en su localidad. 


Artículo 39/.—Los nacimientos que ocurran en los hospitales, 
casas de maternidad, cárceles u otros establecimientos análogos, se- 
rán declarados por sus respectivos administradores. 


Artículo 395.—No se consignará declaración alguna sobre la 
condición de los hijos ni sobre el estado civil de los padres en las 
actas de nacimiento, ni en ningún documento referente a la filia- 
ción. 


Artículo 396.—En caso de duda o de que los datos aportados 
sean sospechosos de falsedad, el registrador se constituirá acompa- 
ñado de testigos en el lugar en que el niño hubiere nacido, para 
comprobar la veracidad de la declaración. 


Niños expósitos 


Artículo 897.—Los administradores de los asilos de huérfa- 
nos y, en general, toda persona que hallare abandonado a un recién 
nacido, o en cuya casa hubiere sido expuesto, están obligados a de- 
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- clarar el hecho y a exhibir en la oficina del Registro las ropas, do- 
A cumentos y demás objetos con que se encontró, todo lo cual se 
describirá en el acta respectiva. 


E ES 


Formalidades del acta Y 


Artículo 398.—El acta de inscripción del nacimiento expre- 3 
sará: - 
¡ 12 El lugar, fecha, día y hora en que ocurrió el nacimiento y 3 


si fuere único o múltiple; 
27 El sexo y nombre del recién nacido; 
3? El nombre, apellidos, origen, ocupación y residencia de los 
padres; 
4? El establecimiento hospitalario donde ocurrió el hecho, o 
los nombres del médico, comadrona u otra persona que hu- 
biere intervenido en el parto. Si se tratare de hijos naci- 
dos fuera de matrimonio, no se designará al padre en la 
partida, sino cuando haga la declaración él mismo o por 
medio de mandatario especial; y 
5 Firma o impresión digital del que diere el aviso y del re- 


gistrador. 0 


Nacimientos dobles 


Artículo 399.—La inscripción de dos o más recién nacidos del 
mismo parto, se hará en partida separada para cada uno de ellos, 
designándose especialmente todo signo corporal que pueda contri- y 
buir a identificarlos. 


Muerte del recién nacido 


Artículo 100.—La muerte del recién nacido no exime de la 
obligación de registrar el nacimiento y la defunción. 


Nacimiento durante un viaje 


Artículo 401.—Si durante un viaje ocurriere un nacimiento, 
se inscribirá en el Registro en cuya jurisdicción municipal se efec- , 
tuó el parto. Y 
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Nacimiento fuera de la República 
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Artículo l02.—Si el nacimiento de un guatemalteco ocurrie- 
- re fuera de la República, se procederá del modo siguiente: 


1* En caso de nacimiento a bordo de un buque que navegue 
en agues de la República, será obligación del capitán del 
buque ponerlo en conocimiento de la autoridad del primer 
puerto nacional a donde llegue, para que se inscriba en el 
Registro Civil del puerto; 
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2% Si el nacimiento hubiere acaecido en alta mar o en aguas 
jurisdiccionales extranjeras, en buque que navegue con 
bandera de la República, tendrá el capitán la misma obli- 
gación; 


3? Si el nacimiento ocurriere en buque que navegue con ban- 
dera extranjera en aguas no jurisdiccionales, el parte del 
nacimiento se dará por los padres, parientes, encargados 
del recién nacido o cualquier persona que hubiere estado 
a bordo en el primer lugar donde arribe el buque y haya 
consulado de Guatemala; y 


4% Las mismas reglas se observarán si el nacimiento ocurriese 
a bordo de una aeronave. 


Hermanos del mismo nombre 


Artículo 403.—Si el recién nacido tuviere o hubiere tenido 

uno o más hermanos del mismo nombre, se hará constar esta cir- 

- cunstancia en la partida de nacimiento y se hará también referen- 
cia, en su caso, a la muerte de los hermanos homónimos. 


Anotación de la partida 


: Artículo )0l.—Al margen de las partidas de nacimiento se 
- anotarán las modificaciones del estado civil, las identificaciones y 
- cambios de nombre, así como el reconocimiento que hagan los pa- 
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PARRAFO MI 
Registro de defunciones 


Lugar donde debe inscribirse 


Artículo 05.—Toda defunción que ocurra en la República, Y 


debe inscribirse en el Registro Civil del lugar donde la persona hu- 
biere fallecido. 


Personas obligadas a dar aviso 


Artículo 406.—El jefe de la casa o establecimiento donde hu- 
biere fallecido alguna persona y las demás expresadas en los articu- 


los 392 a 394, están obligadas a dar aviso al Registro Civil por sí o . E 


por medio de otra persona, en un término que no exceda de veinti- 
cuatro horas. 


Lugares fuera de las poblaciones 


Artículo +07.—En los lugares situados fuera de las poblacio- 
nes donde esté el Registro, los agentes de la autoridad permitirán 


el enterramiento del cadáver, recibiendo previamente el parte que Y 


transmitirán al expresado Registro, dentro del indicado término, más 
el de la distancia. 


Constancia médica 


Artículo 408.—Además de las formalidades exigidas por este yy 
Código para extender la partida de defunción, será necesario conms-= 
tancia médica. Si no hubiere facultativo en el lugar, la constancia 


podrá expedirla un empírico o el jefe de la policía del lugar. 5 


Artículo 409.—La constancia expresará, en cuanto sea posible, ; 
el nombre y domicilio que tuvo el difunto, la causa inmediata de .. 
la muerte y el día y hora en que tuvo lugar, debiendo el facultativo : 
expresar si estas circunstancias le constan por conocimiento propio 
o por informes de tercero. ¿N | 
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Artículo 110.—La constancia deberá presentarse al encarga- * 
do del Registro por la persona obligada a declarar la muerte, y po- 
drá ser exigida de oficio por aquel funcionario a los facultativos. 

El registrador, cuando dudare de la autenticidad de la certi- 
ficación, podrá hacer comparecer a su despacho al que la haya ex- 
tendido para que la ratifique a su presencia. 


Artículo 411.—La partida de defunción será firmada por quie- 
nes dieron el aviso si supieren firmar y por el registrador. 


Formalidades de la partida de defunción 


Artículo 412.—El acta de defunción deberá expresar, en cuan 
to sea posible: 


1? El nombre, apellido, edad, sexo, origen, domicilio o resi- 
dencia, profesión u oficio de la persona muerta, indicando 
el nombre y apellido del cónyuge, si hubiere sido casado; 

2 El lugar, fecha y hora en que hubiere acaecido la muerte 
y la enfermedad o causa de la defunción; 

3% Los nombres y apellidos del padre y de la madre del muer- 
to, si se supieren; 

4? Si testó y ante quién; y 

5* Los nombres, apellidos, edades, profesiones y domicilios de 
los declarantes. 


Cadáver abandonado 


23 a Artículo 413.—Si se tratare de un cadáver abandonado, la ins- 
_cripción deberá contener, si fuere posible, los datos a que se refie- 
_re el artículo anterior y, en todo caso: 


1* El lugar donde fue hallado el cadáver; 

2? El estado en que se encontraba; 

3? El sexo y la edad que represente; y 

4? La descripción del vestido que tenía y cualesquiera otras 
circunstancias o indicios que puedan servir para identifi- 
car la persona del muerto. 
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e, Siempre que se adquieran otros datos, se anotarán al margen 


ga del acta. 


Artículo 414.— No podrá sepultarse el cadáver de ninguna 
persona, sin que se presente al encargado del cementerio, constan- 
cia de la defunción inscrita en el Registro Civil, salvo lo dispuesto en 


A 

j 

$ | 

E el artículo 407. 
Encargados de los cementerios 


Artículo /15.—Los encargados de los cementerios llevarán en 

un libro nota exacta de las inhumaciones que se verifiquen en el 

mes, con separación de los que han fallecido en hospitales y esta- 

| blecimientos de asistencia pública, haciendo relación de la constan- 

cia expedida por el Registro Civil, y mensualmente enviarán al en- 

cargado del Registro una copia de las partidas del libro de inhuma- 

ciones, para que las confronte con las del libro respectivo. El regis- 

rador dará parte al juez de las diferencias que note, para que in- 
vestigue la causa de ellas. 


Muerte a bordo de um buque 


Artículo 116.—En caso de muerte a bordo de un buque ques 
navegue en aguas de la República, será obligación del capitán del 
buque ponerlo en conocimiento de la autoridad del primer puerto 
nacional a donde arribe, para que se inscriba en el Registro Civil 
del puerto. 


Cuando la defunción hubiere acaecido en alta mar o en aguas 
a jurisdiccionales extranjeras, en buque que navegue con bandera de 
la República, tendrá el capitán la misma obligación. 


Muertos en campaña. TN 


a 
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Artículo 417,—Respecto de los que murieren en campaña oen 
algún combate o encuentro, en el territorio de la República, el que 
tenga el mando de las tropas está obligado a poner en conocimiento 
de su jefe, las muertes ocurridas, para que éste haga inscribirlas 

- por quien corresponde. 
Igual obligación tendrá el que mande tropas, respecto de los 
muertos habidos en ellas, fuera de la República. 
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Muerte presunta 


Artículo 418.—La sentencia que declare la presunción de 
muerte de una persona, será inscrita en el Registro Civil del domi- 
cilio del presunto muerto. 


Artículo 419.—Cuando hubiere noticia cierta de los hechos a 
que se refiere el artícuio 64, será inscrita la defunción en el regis- 
tro de la vecindad de las víctimas. Para los casos de los incisos b) 
y c) del artículo 64, la autoridad del puerto o aeropuerto nacional, 
de donde hubiere zarpado la nave y el cónsul de la República en el 
puerto o aeropuerto de su destino darán aviso del siniestro a sus su- 
periores jerárquicos, para que sean inscritas las defunciones ocurri- 
das. 


Artículo 120.—Si alguno muere fuera del lugar de su domici- 
lio, el registrador que reciba la declaración de muerte, debe inscri- 
birla y comunicarla, dentro del plazo de diez días, al registrador del 
lugar en que el difunto tenía su domicilio, si constare esa circuns- 
tancia, para que sea anotada en la partida de nacimiento. 


Artículo 421.—En caso de inhumación clandestina, no se ins- 
cribirá la defunción, sino por mandato judicial recaído en la causa 
que, para el efecto, debe ser instruida. 


PARRAFO IV 
Registro de matrimonios 
Inscripción 


Artículo 122.—La inscripción del matrimonio la hará el re- 
gistrador civil inmediatamente que reciba la certificación del acta 
de su celebración, o el aviso respectivo. 


Artículo 423.—En la partida de matrimonio, se anotará cual- 
quier otra inscripción que posteriormente se hiciere en el Registro 
y que afecte a la unión conyugal. 

Sin perjuicio de la anotación marginal, la sentencia que de- 
clare la nulidad o insubsistencia del matrimonio, la separación, el 


divorcio o la reconciliación, se transcribirá en el libro correspon- 
diente. 
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Capitulaciones matrimoniales 


Artículo 424.—Las capitulaciones matrimoniales y sus modi- 
ficactones, se inscribirán en el libro respectivo. Las modificaciones 
se anotarán también al margen de la primera inscripción. 


Artículo 425.—Para el efecto del artículo anterior, el notario 
que autorice una escritura de capitulación matrimonial o su modi- 
ficación; o el funcionario ante quien se levante el acta que se re- 
fiere el artículo 119, hará constar en el documento, que se advirtió 
a los interesados la obligación de presentar al Registro el testimonio 
en el primer caso, o copia certificada en el segundo, para su inscrip- dé 
ción. > 

La omisión de la advertencia, será penada con cinco quetzales 
de multa. 3 


SES 


PARRAFO V 


Registro de reconocimiento de hijos 


Reconocimiento en el registro 0 


Artículo 426.—El reconocimiento que se efectuare en el Re- 
gistro, se kará constar en el libro respectivo, por medio de un acta 
que firmarán el registrador y el padre que hiciere el reconocimiento. 


Requisitos que deben cumplirse 


Artículo 427.—En el acta se expresará el nombre, apellido, 
edad, estado, profesión, nacionalidad y domicilio del que hace el S 
reconocimiento; así como el nombre, lugar y fecha en que nació el 
hijo a quien se reconoce. 


El registrador hará constar si conoce al que comparece como 
progenitor y, en caso negativo, exigirá la cédula de vecindad o la 
comparecencia de dos testigos de conocimiento, que firmarán el 
acta. 
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Reconocimiento por escritura pública 


Artículo 428.—Cuando el reconocimiento se haga por escritura 
pública o por testamento, la inscripción en el Registro se hará en 
vista del testimonio. 


Reconocimiento judicial 


Artículo 429.—(Artículo 15 del Decreto-Ley número 218.) — 
Cuando el reconocimiento proceda de sentencia de los tribunales, el 
juez de oficio o a solicitud de parte, enviará al Registro, copia de 
la ejecutoria en que se declare la filiación, para que se haga la ins- 
cripción que corresponda o, en su caso, copia certificada del acta 
de confesión judicial en que conste el reconocimiento. 


PARRAFO VI 


Registro de tutelas 


Artículo 430.—Los tutores, protutores y guardadores están 
obligados a presentar al Registro Civil el documento que acredite 
su cargo y la certificación del acta en que se les hubiere discernido, 
para su inscripción. 


. Artículo 431.—La remoción o suspensión de los tutores, pro- 
tutores y guardadores, se anotará al margen de la partida donde 
se haya registrado el discernimiento del cargo. También se ano- 
tará la aprobación de la cuenta final de la tutela o guarda. 

Para tales efectos, el juez dará aviso dentro de cuarenta y 
ocho horas al registrador que corresponda. 


PARRAFO VI! 


Registro de extranjeros domiciliados y naturalizados 


Artículo 132.—El extranjero domiciliado en la República, de- 
be inscribirse en el Registro haciendo constar su nacionalidad, es- 
tado civil, profesión, oficio o modo de vivir, el lugar de la última 
residencia y el tiempo que tenga de estar en el país. Para este efec- 
to, deberá exigírsele la presentación de documentos auténticos que 
identifiquen su persona. 


96 


Artículo 133.—Se inscribirán en el Registro los extranjeros 
que adquieran la nacionalidad guatemalteca y se hará constar, ade- 
más de los datos a que se refiere el artículo anterior, el acuerdo en 
que fue concedida. 


Artículo 43).—El domicilio de los extranjeros en la Repúbli- 
ca, sólo podrá comprobarse con certificación de la partida de ins- 
cripción en el Registro Civil. 


PARRAFO VII 


Registro de adopciones y de uniones de hecho 


Artículo 435.—La adopción será inscrita en un libro especial, 
en vista del testimonio de la escritura pública de adopción que es- 
tablece el artículo 244. 

La revocación de la adopción y la rehabilitación del adoptan- 
te deberán ser anotadas al margen de la partida respectiva. 


Artículo 136.—La unión de hecho se inscribirá al recibir el 
registrador la certificación del acta que levante el alcalde, o el tes- 
timonio de la escritura pública o acta notarial, o certificación de la 
sentencia firme dictada por el tribunal competente. | 


Artículo 437.—En la partida de la unión de hecho debe ano- 
tarse el día en que dio principio tal unión y los hijos procreados, 
si constaren tales datos en los documentos presentados. 


PARRAFO IX 
Registro de personas jurídicas 


Artículo 138.—En el libro especial de Registro de Personas 
Jurídicas se hará la inscripción de las comprendidas en los incisos 
3? y 4%, y párrafo final del artículo 15 de este Código. 


Artículo 439.—Lo inscripción se hará con presencia del tes- 
timonio de la escritura pública en que se constituya la persona ju- 
rídica, debiéndose dar cumplimiento a los requisitos que establece 
el tratado de sociedades en el Código respectivo. 

Con la escritura debe acompañarse una copia de la misma en 
papel sellado del menor valor, que quedará archivada, devolviéndo- 
se el testimonio de la escritura con la razón de haber quedado ins: 
crita la persona jurídica. 
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- Artículo 440.—Las asociaciones que menciona el inciso 3* del 


citado artículo 15, presentarán para su inscripción, copia simple 
certificada de sus estatutos o reglamento y el acuerdo de su apro- 
bación y del reconocimiento de su personalidad jurídica, documen- 
tos que quedarán en poder del Registro. 


PARRAFO X 
Disposición general 
Artículo 441.—El registro, una vez hecha la inscripción, en- 


tregará certificación de la partida correspondiente, a quien la so- 
licita 


LIBRO Il 


De los bienes, de la propiedad y demás 
A derechos reales E 
3 TITULO I 
De los bienes 
j CAPITULO 1 | 3 
4 De las varias clases de bienes Ms 
Concepto 3 


: Artículo /142.—Son bienes las cosas que son o pueden ser ob- 
jeto de apropiación, y se clasifican en inmuebles y muebles, 


A Cosas apropiables A 
o de 
ES de, 


Artículo 443.—Pueden ser objeto de apropiación todas las co- 
sas que no estén excluidas del comercio por su naturaleza o por 
disposición de la ley, 


Cosas fuera del comercio 53 


Artículo l44.—Están fuera del comercio por su naturaleza, las 
que no pueden ser poseídas exclusivamente por ninguna persona, y 
por disposición de la ley, las que ella declara irreductibles a propie- 
dad particular. E 
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Artículo 445.—Son bienes inmuebles: 
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Bienes muebles 


El suelo, el subsuelo, el espacio aéreo, las minas mientras 
no sean extraídas, y las aguas que se encuentren en la su- 
perficie o dentro de la tierra; 

Los árboles y plantas mientras estén unidos a la tierra, y 
los frutos no cosechados; 

Las construcciones adheridas al suelo de manera fija y per- 
manente; 

Las cañerías conductoras de agua, gas o electricidad, in- 
corporadas al inmueble; 

Los ferrocarriles y sus vías; las líneas telegráficas y te- 
lefónicas, y las estaciones radiotelegráficas fijas; 

Los muelles, y los diques y construcciones que, aun cuan- 
do sean flotantes, estén destinados por su objeto y condi- 
ciones a permanecer en un punto fijo de un río, lago o 
costa; y 

Los viveros de animales, palomares, colmenares, estanques 
de peces o criaderos análogos, cuando el propietario los 
haya colocado o los conserve con el propósito de mante- 
nerlos unidos de modo permanente a la finca. 


Se reputan bienes inmuebles 


Artículo 446.—Se consideran inmuebles para los efectos le- 
gales, los derechos reales sobre inmuebles y las acciones que los ase- 


guran. 


Parte integrante 


Artículo 147.—Es parte integrante de un bien lo que no pue- 
de ser separado sin destruir, deteriorar o alterar el mismo bien. 


Materiales de un edificio 


Artículo 448.—No pierden el carácter de parte integrante de 
un edificio los materiales que se han separado mientras se hacen 
reparaciones. 
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Artículo )49.—Es accesorio del bien todo lo que está aplica- 
do permanentemente a su fin económico y se halla en una relación 
que responde a ese fin. 

La separación temporal de los bienes no les hace perder su 
calidad. 


Condición de integrantes y accesorios 


Artículo 150.—Las partes integrantes y los accesorios de un 
bien siguen la condición de éste, salvo los casos en que la ley o el 
contrato permitan su diferenciación. 


Bienes muebles 


Artículo /51.—Son bienes muebles: 


12 Los bienes que pueden trasladarse de un lugar a otro, sin 
menoscabo de ellos mismos ni del inmueble donde estén 
colocados; 

2? Las construcciones en terreno ajeno, hechas para un fin 
temporal; : 

3? Las fuerzas naturales susceptibles de apropiación; 

4% Las acciones o cuotas y obligaciones de las sociedades ac- 
cionadas, aun cuando estén constituidas para adquirir in- 
muebles, o para la edificación u otro comercio sobre esta 
clase de bienes; 

5% Los derechos de crédito referentes a muebles, dinero o ser- 
vicios personales; y 

6* Los derechos de autor o inventor comprendidos en la pro- 
piedad literaria, artística e industrial. 


Menaje de casa 


Artículo 152.—Cuando se use de las palabras muebles o bie- 
nes muebles de una casa, se comprenderán los que sirven exclusi- 
va y propiamente para el uso ordinario de una familia, según las 
circunstancias de las personas que la integran. En consecuencia, no 
se comprenderán los libros, dinero, joyas, documentos, papeles de 
crédito, medallas, armas, ¡instrumentos de artes y oficios, ropas, 
granos y animales, 
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Artículo 453.—Los materiales provenientes de la destrucción 
de un edificio que no sean utilizados en reparaciones del mismo y 
los reunidos para la construcción de uno nuevo, son muebles mien- 
tras no estén empleados en la construcción. 


Bienes fungibles 


Artículo 454.—Los bienes muebles son fungibles si pueden 
ser substituidos por otros de la misma especie, calidad y cantidad; 
y no fungibles los que no pueden ser reemplazados por otros de las 
mismas cualidades. 


Semovientes 
Artículo 455.—Los semovientes son bienes muebles; pero los 
animales puestos al servicio de la explotación de una finca, se re- 
putan como inmuebles. 
CAPITULO H 
De los bienes con relación a las personas a quienes pertenecen 
Dominio de los bienes 
Artículo 456.—Los bienes son del dominio del poder público o 
de propiedad de los particulares. 
Bienes del dominio múblico 
Artículo 157.—Los bienes del dominio del poder público per- 


tenecen al Estado o a los municipios y se dividen en bienes de uso 
público común y de uso especial. 


Bienes nacionales de uso común 


Artículo /58.—Son bienes nacionales de uso público común: 


1? Las calles, parques, plazas, caminos y puentes que no sean 
de propiedad privada; 
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22 Los puertos, muelles, embarcaderos, pontones y demás 
obras de aprovechamiento general, construidos o adquiri- 
dos por el Estado o las municipalidades; 

3” Las aguas de la zona marítima territorial en la extensión 
y términos que fije la ley respectiva; los lagos y rios nave- 
gables y flotables y sus riberas; los rios, vertientes y arro- 
yos que sirven de límite al territorio nacional; las caídas 
y nacimientos de agua de aprovechamiento industrial, en 
la forma que establece la ley de la materia; y las aguas no 
aprovechadas por particulares; y 

4% La zona marítimo-terrestre de la República, la plataforma 
continental, el espacio aéreo y la estratósfera en la exten- 
sión y forma que determina la ley. 


Bienes nacionales de uso no común 
Artículo 459.—Son bienes nacionales de uso no común: 


1? Los que están destinados al servicio del Estado, de las mu- 
nicipalidades y de las entidades estatales descentralizadas, 
y los demás que constituyen su patrimonio; 

2% Los de uso público, cuando dejen de serlo de hecho o por 
virtud de una ley; 

3% Los ingresos fiscales y municipales; 

47 El subsuelo, los yacimientos de hidrocarburos y los mine- 
rales antes de ser extraídos, así como cualquiera otra subs- 
tancia orgánica o inorgánica del subsuelo; 

5 Los terrenos baldíos y las tierras que no sean de propie- 
dad privada; 

6% Los que habiendo sido de propiedad particular queden va- 
cantes, y los que adquieran el Estado o las municipalidades 
por cualquier título legal; 

7% Los excesos de propiedades rústicas o urbanas, de confor- 
midad con la ley; y 

8% Los monumentos y las reliquias arqueológicas. 


Bienes de propiedad privada 


_ Artículo 460.—Son bienes de propiedad privada los de las per- 
sonas individuales o jurídicas que tienen titulo legal, 
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Aprovechamientos de bienes nacionales 


Artículo 461.—Los bienes de uso común son inalienables e | 
imprescriptibles. Pueden aprovecharse de ellos todos los habitan- 
tes, con las restricciones establecidas por la ley, pero para aprove- 
chamientos especiales se necesita concesión otorgada con los requi- 
sitos que establecen las leyes respectivas. 
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Artículo 462.—Los bienes que constituyen el patrimonio del 
Estado, de los municipios y de las entidades estatales descentrali- 
zadas, están sujetos a las leyes especiales y subsidiariamente a lo dis- 
puesto en este Código. 


£rtículo 463.—El traspaso de los bienes del dominio público 
de uso común al patrimonio del Estado o de los municipios, deberá 


hacerse llenándose los trámites que señalan las leyes y reglamentos 
respectivos. 
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TITULO II 
De la propiedad 
CAPITULO 1 
Disposiciones generales 


Contenido del derecho de propiedad 


Artículo /6).—La propiedad es el derecho de gozar y dispo- 
ner de los bienes dentro de los límites y con la observancia de las 
obligaciones que establecen las leyes. 


Abuso del derecho 


Artículo 465.—El propietario, en ejercicio de su derecho, no 
puede realizar actos que causen perjuicio a otras personas y espe- 
cialmente en sus trabajos de explotación industrial, está obligado 
a abstenerse de todo exceso lesivo a la propiedad del vecino. 


Derecho del perjudicado 


Artículo 466.—El que sufre o está amenazado con un daño 
porque otro se exceda o abusa en el ejercicio de su derecho de pro- 
piedad, puede exigir que se restituya al estado anterior, o que se 
adopten las medidas del caso, sin perjuicio de la indemnización por 
el daño sufrido. 


Expropiación forzosa! 


Artículo 467.—La propiedad puede ser expropiada por razo- 
nes de utilidad colectiva, beneficio social o interés público, previa 
indemnización determinada de conformidad con la ley de la materia. 


(1) Le e Expropiación Forzosa, decreto 523 del Congreso, en tomo 687 de la Recopilación 
e es, 
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Defensa de la propiedad 
Artículo 468.—El propietario tiene derecho de defender su 
propieded por los medios legales y de no ser perturbado en ella, si 
antes no ha sido citado, oido y vencido en juicio. 
Reivindicación 
Artículo 169.—El propietario de una cosa tiene el derecho de 


reivindicarla de cualquier poseedor o detentador. 


Derecho de autor* 


Artículo )70.—El producto o valor del trabajo o industria lí- 
citos, así como las producciones del ingenio o del talento de cual- 
quiera persona, son propiedad suya y se rigen por las leyes relati- 
vas a la propiedad en general y por las especiales sobre estas ma- 
terias. 


Frutos de los bienes 


Artículo /71.—El propietario de un bien tiene derecho a sus 
frutos y a cuanto se incorpora por accesión, de conformidad con lo 
dispuesto en el capítulo respectivo de este Código. 


Bienes de interés histórico y artistico? 


Artículo 472.—Las cosas de propiedad privada, inmuebles y 
muebles, declaradas como objetos de interés artístico, histórico o 
argueológico, están sometidas a leyes especiales. 


CAPITULO H 
De las limitaciones de la propiedad 
Subsuelo y sobresuelo 


Artículo 473.—La propiedad del predio se extiende al subsue- 
lo y al sobresuelo, hasta donde sea útil al propietario, salvo dispo- 
siciones de leyes especiales. 


(1) Decreto 1037 del Congreso, en tomo 72 de la Recopilación de Leyes. 
(2) Decreto 425 del Congreso, en tomo 65 de la Recopilación de Leyes, 
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Prohibición de hacer excavaciones que dañen a vecino 


Artículo 4714.—En un predio no pueden hacerse excavacionas 
o construcciones que debiliten el suelo de la propiedad vecina, sin 
que se hagan las obras de consolidación indispensables para evitar 
todo daño ulterior. 


Deslinde y amojonamiento 


Artículo )75.—Todo propietario tiene derecho de obligar a los 
vecinos propietarios o poseedores, al deslinde y al amojonamiento; 
y según la costumbre del lugar y la clase de propiedad, a construir 
y a mantener a prorrata las obras que los separen. 


Obligación de cerrar el fundo 


Artículo 476.—Todo propietario debe cerrar su fundo, del mo- 
do que lo estime conveniente o lo dispongan las leyes y reglamen- 
tos municipales, salvo los derechos de servidumbre. 


Construcciones cerca de edificios públicos 


Artículo 477.—Nadie puede edificar ni plantar cerca de las 
plazas fuertes, fortalezas y edificios públicos, sino sujetándose a 
las condiciones exigidas en los reglamentos respectivos. 


Servidumbres establecidas 


Artículo /78.—Las servidumbres establecidas por utilidad pú- 
blica o comunal respecto de construcciones o plantaciones, para 
mantener expedita la navegación de los ríos o la construcción o re- 
paración de las vías públicas o para las demás obras comunales de 
esta clase, se determinan y resuelven por leyes y reglamentos espe- 
ciales y, a falta de éstos, por las reglas establecidas en este Código. 


Construcciones no permitidas 


Artículo 479.— (Artículo 16 del Decreto-Ley número 218.) — 


Nadie puede construir a menos de dos metros de distancia de una . 


pared ajena o medianera, aljibes, pozos, cloacas, letrinas, acueduc- 
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tos, hornos, fraguas, chimeneas, establos ni depósitos de agua ni de 
materias corrosivas, sin construir las obras de resguardo necesarias, 
y con sujeción a cuantas condiciones se prevengan en los reglamen- 


tos de policía y de sanidad. 


Dentro de poblado se prohibe depositar materias inflamables 
o explosivas, salvo que lo establezcan reglamentos especiales; e ins- 
talar máquinas y fábricas para trabajos industriales que sean peli- 
grosos, nocivos o molestos. 


Prohibición de actos que dañen pared medianera 


_ Artículo 180.—No se puede poner contra una pared media- 
nera que divida dos predios de distinto dueño, ninguna acumulación 
de basura, tierra, estiércol u otras materias que puedan dañar la 
salubridad de las personas y la solidez y seguridad de los edificios. 


Tanto en estos casos como en los enunciados en el artículo an- 
terior, a falta de reglamentos generales o locales, se ocurrirá a un 
juicio pericial. j 


Siembra de árboles cerca de heredad ajena 


Artículo 481.—No se debe plantar árboles cerca de una he- 
redad ajena, sino a distancia no menor de tres metros de la línea 
divisoria, si la plantación se hace de árboles grandes, y de un me- 
tro si la plantación es de arbustos o árboles pequeños. 


Derecho de exigir que se arranquen los árboles 


Artículo 182.—Todo propietario puede pedir que se arranquen 
los árboles que existan a mayor distancia de la señalada en el articu- 
lo que precede, si por la extensión de sus raíces amenazaren la se- 
guridad de sus construcciones. 


Ramas que se caen sobre propiedad vecina 


Artículo 483.—Si las ramas de los árboles se extienden sobre 
alguna heredad, jardines o patios vecinos, el dueño de éstos tendrá 
derecho de reclamar que se corten en cuanto se extiendan sobre sus 
propiedades. 
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Los frutos de las ramas que se extiendan sobre el predio del 
vecino pertenecen a éste. 


Obra peligrosa 


Artículo /8/.—Si un edificio o pared amenazare peligro, po- 
drá el propietario ser obligado a su demolición o a ejecutar las obras 
necesarias para evitarlo. Si no cumpliere el propietario, la autori- 
dad podrá hacerlo demoler a costa de éste. 


Lo mismo se observará cuando algún árbol amenazare caerse. 
CAPITULO HI 


De la copropiedad 


PARRAFO 1 
Disposiciones generales 
Cuando hay copropiedad 
Artículo 185.—Hay copropiedad cuando un bien o un derecho 
pertenece pro indiviso a varias personas. 
A falta de contrato o disposición especial, se regirá la copro- 
piedad por las disposiciones del presente capítulo. 


Cuotas de los partícipes 


Artículo 186.—Las cuotas de los copartícipes se presumen 
iguales. El concurso de los comuneros, tanto en los beneficios como 
en las cargas de la comunidad, será proporcional a sus respectivas 
cuotas. | 


Uso de la cosa común 


Artículo 187.-—Cada partícipe podrá servirse de las cosas co- 
munes, siempre que disponga de ellas conforme a su destino y de 
manera que no perjudique el interés de la comunidad ni impida a 
los copropietarios usarla según su derecho. 
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Obligaciones de los comuneros 


Artículo 1188.—Cada partícipe debe contribuir a los gastos ne- 
cesarios para la conservación de la cosa común, salvo la facultad de 
liberarse de esta obligación con la renuncia de la parte que le co- 
rresponde en el dominio. 


Innovaciones 


Artículo 189.—Ninguno de los condueños podrá sin el consen- 
timiento de los demás, hacer alteraciones que modifiquen la cosa ceo- 
mún, aunque de ellas pudieran resultar ventajas para todos, a no 
ser que fueren aprobadas por la mayoría de los copropietarios que re- 
presente por lo menos las dos terceras partes del valor total de la 
misma. 


Administración 


Artículo 190.—Para la administración del bien común, serán 
obligatorios los acuerdos de la mayoría de los partícipes, que repre- 
sente por lo menos las dos terceras partes del valor total de la cosa. 


Derecho de cada condueño 


Artículo /491.—Todo condueño tiene la plena propiedad de la 
parte alícuota que le corresponda y la de sus frutos y utilidades, pu- 
diendo, en consecuencia, enajenarla, cederla o gravarla y aún ceder 
únicamente su aprovechamiento, salvo si se tratare de derecho per- 
sonal. Pero el efecto de la enajenación o gravamen con relación a 
los condueños, estará limitado a la porción que se le adjudique en 
la división al cesar la comunidad. Los condueños gozan del derecho 
de tanteo, que podrán ejercitar dentro de los quince días siguien- 
tes de haber sido notificados del contrato que se pretende celebrar. 


Derecho de pedir la división 


Artículo /92.—Ningún copropietario estará obligado a perma- 
necer en la comunidad. Cada uno de ellos podrá pedir en cualquier 
tiempo que se divida la cosa común, salvo los casos en que la indi- 
visión esté establecida por la key. 
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Acordada la división, cada comunero tendrá derecho prefe- 
rente a adquirir las partes de los otros si ellos quisieren venderlas. 


Pacto de indivisión 


Artículo 193.—Será válido el pacto de conservar la cosa indi- 
visa por tiempo determinado que no exceda de tres años, plazo que 
podrá prorrogarse por nueva convención. 


La autoridad judicial, sin embargo, cuando lo exijan graves 
y urgentes circunstancias, puede ordenar la división de la cosa co- 
mún aun antes del tiempo convenido. 


Improcedencia de la división 


Artículo 49).—Los copropietarios no podrán exigir la división 
de la cosa común, cuando de hacerla resulte inservible para el uso 
a que se destina. En este caso, si los condueños no convinieren en 
que se adjudique a uno de ellos indemnizando a los demás, se pro- 
cederá a su venta y se repartirá su precio. 


Deudas contraídas por un partícipe y por los comuneros 


Artículo 495.—A las deudas contraídas en pro de la comuni- 
dad y durante ella, no está obligado sino el condómino que las con- 
trajo, quien tendrá acción contra los otros para reembolso de lo que 
hubiere pagado. 


Si la deuda hubiere sido contraída por los comuneros colec- 
tivamente, sin expresión de cuotas y sin haberse estipulado solida- 
ridad, están obligados al acreedor por partes iguales, salvo el dere- 
cho de cada uno contra los otros para que se le abone lo que haya 
pagado de más respecto a la cuota que le corresponda. 


Derecho de pedir el acotamiento de tierras 


Artículo 196.—Cada uno de los comuneros en una tierra po- 
drá pedir que se acote una parte proporcional a su cuota, para ex-. 
plotarla con labores agrícolas. 


Si los demás comuneros se negaren a concedérsela podrá acu- 
dir al juez local para que resuelva. 
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y | | Otorgada la parcela, los gastos y los frutos de ella pertenece- 
j rán exclusivamente al comunero que la haya obtenido, 


Sanciones por distracción de fondos 


Artículo 197.—Cada comunero debe a la comunidad lo que 
A saca indebidamente de ella, incluidos los intereses legales del dine- 
ro común que haya empleado en sus propias atenciones, y responde- 
3 rá también de cualesquiera daños que haya causado en el bien co- 


mún. 
Derecho de tanteo 


Artículo 1498.—-Si se hubiere de poner en explotación todo o 


3 parte de la cosa común, cualquiera de los comuneros tendrá derecho 
do preferente a obtenerla en igualdad de condiciones del que ofrezca 
3 la mejor propuesta. 


E Si pidieren el arriendo dos o más comuneros y no lograren 
6 ponerse de acuerdo, se hará la adjudicación a todos ellos en propor- 
ción a sus respectivas cuotas en el condominio. 


Derechos de los acreedores 


Artículo 499.—Los acreedores de uno o más condueños, tienen 
derecho para hacer embargar y vender la porción correspondiente 
a sus deudores, pero sin dividir por ello la cosa común. 


3 Aplicabilidad de las reglas de la partición de la herencia 


Artículo 500.—Serán aplicables a la división entre los partí- 
cipes en la comunidad, las reglas concernientes a la partición de la 
herencia. 

a Los comuneros quedan recíprocamente oblizados al sanea- 
miento en proporción a la parte de cada uno. 


38 Acreedores o cesionarios en la partición 


e Artículo 501.—Los acreedores o cesionarios de los partícipes 

E podrán concurrir a la división de la cosa común y oponerse a que 
se verifique sin su concurso. Pero no podrán impugnar la división 
consumada, excepto en el caso de fraude o en el de haberse verifi- 
cado sin su concurso. 
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No hay perjuicio de tercero 


Artículo 502.—La división de la cosa común no perjudicará a 
tercero que hubiere inscrito su derecho antes de la partición. 


Cesa la copropiedad 


Artículo 503.—La copropiedad cesa por la división de la cosa 
común; por su pérdida, destrucción o enajenación; y por la consoli- 
dación o reunión de todas las cuotas en un solo copropietario. 


Comunidad de tierras 


Artículo 50).—Las formas de comunidad de tierras entre cam- 
pesinos serán reguladas por las leyes agrarias. 


PARRAFO UH 


Copropiedad en la medianería de inmuebles 


Medianería 


Artículo 505.—Hay copropiedad en una pared, foso o cerca que 
sirve de límite y separación a dos propiedades contiguas; y mien- 
tras no haya prueba o signo exterior que demuestre lo contrario, se 
presume: 

1* En las paredes divisorias de los edificios contiguos, hasta 

el punto común de elevación; 

2? En las paredes divisorias de los jardimes o corrales situa- 


dos en poblado o en el campo; y 
32 En las cercas, vallados y setos vivos que dividen los pre- 


dios rústicos. 
Signo contrario a la medianería 


Artículo 506.-——Hay signo contrario a la medianería: 


1* Cuando hay ventanas o huecos abiertos en las paredes di- 
visorias de los edificios; 
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2 Cuando conocidamente toda la pared, vallado o seto están 
construidos sobre el terreno de una de las fincas y no por 
mitad entre uno y otro de las dos contiguas; 

32 Cuando la pared soporta las cargas de carreras, pisos y ar- 
maduras de una de las posesiones y no de la contigua; 

4% Cuando la pared divisoria entre patios, jardines y otras he- 
redades, están construidas de modo que la albardilla cae 
hacia una sola de las propiedades; 

52 Cuando la pared divisoria, construida de mampostería pre- 
senta piedras llamadas pasaderas, que de distancia en dis- 
tancia salen de la superficie sólo por un lado de la pared 
y no por el otro; 

6% Cuando la pared fuere divisoria entre un edificio del cual 
forma parte y un jardín, campo, corral o sitio sin edificio; 

7% Cuando una heredad se halle cerrada o defendida por va- 
llado, cerca, o setos vivos y las contiguas no lo estén; - 

8* Cuando la cerca que cierra completamente una heredad es 
de distinta especie de la que tiene la vecina €n sus lados 
contiguos a la primera; y 

9? Cuando en las cercas de alambre de cualquier clase, el 
alambre esté clavado en los postes o setos vivos que lo sos- 
tienen, solamente del lado de una heredad y no del lado 
de la heredad contigua. 


Presunción en contra de la medianería 


Artículo 507.—En general se presume que en los casos se- 


ñalados en el artículo anterior, la propiedad de las paredes, cercas, 
vallados o setos, pertenece exclusivamente al dueño de la finca o 
heredad que tiene a su favor aquellos signos exteriores. 


Arboles medianeros 


Artículo 505.—Los árboles que crecen en el seto medianero se 


reputan comunes, y cada uno de los propietarios tiene derecho a 
pedir que sean cortados, probando que de algún modo le dañan; pero 
si sirven de lindero o forma parte de una cerca, no deben cortarse 
ni substituirse sino de común acuerdo. 
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Presunción en cuanto a zanjas 


Artículo 509.—Las zanjas o acequias abiertas entre las here- 
dades se presumen también medianeras, si no hay título o signo 
que demuestre lo contrario. 


Presunción en cuanto a la tierra sacada de la zanja 


Artículo 510.—Hay signo contrario a la medianería cuando 
la tierra o broza sacada de la zanja o acequia para abrirla o limpiar- 
la se halla sólo de un lado; en este caso se presume que la propie- 
dad de la zanja o acequia es exclusivamente del dueño de la heredad 
que tiene a su favor este signo exterior. 


Cesa la presunción anterior 


Artículo 511.—La presunción que establece el anterior articu- 
lo, cesa cuando la inclinación del terreno obliga a echar la tierra 
de un solo lado. 


Obligaciones de los condueños 


Artículo 512.—Los dueños de los predios están obligados a cui- 
- dar de que no se deterioren la pared, cerca, zanja o seto medianeros; 
y si por hecho propio o de alguno de sus dependientes o animales se 
deterioraren, deben reponerlos, pagando los daños y perjuicios que 
se hubieren causado. 


Reparación y mantenimiento de construcciones medianeras 


Artículo 513.—La reparación y reconstrucción de las paredes 
medianeras y el mantenimiento de los vallados, cercas, setos vivos, 
zanjas o acequias, también medianeros, se costearán proporcional- 


mente por todos los dueños que tengan a su favor esta medianería, 


Renuncia de la medianeria Est 
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Artículo 51/.—El propietario de un edificio que se apoya en 


una pared medianera puede, al derribarlo, renunciar o no a la me- 


dianería. 
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En el primer caso serán de su cuenta todos los gastos necesa- 
rios para evitar o reparar los daños que causen la demolición. 


En el segundo, además de esta obligación, queda sujeto a las 
que imponen los artículos 512 y 513. 


Contrato para adquirir la medianería 


Artículo 515.—El propietario de una finca contigua a una 
pared divisoria no medianera, sólo puede darla este carácter en to- 
do o en parte, por contrato con el dueño de ella. 


Derecho de alzar la pared medianera 


Artículo 516.—Todo propietario puede alzar la pared media- 
nera haciéndolo a sus expensas e indemnizando de los perjuicios que 
se ocasionen por la obra aunque sean temporales. 


Limitación de la medianería 


Artículo 517.—(Artículo 17 del Decreto-Ley número 218.) — 
Mientras el dueño de la pared divisoria tenga a su favor una ser- 
vidumbre de luz o de vista, el dueño del predio vecino sólo podrá 
adquirir la medianería hasta la altura de la parte inferior de las 
ventanas o huecos que constituyen el signo exterior de la servi- 
dumbre. 


Obras a cargo del dueño que haya alzado la pared 


Artículo 518.—Serán igualmente de cuenta del dueño de la 
pared, todas las obras de conservación, en la parte que éste haya 
aumentado de altura o de espesor y las que en la parte medianera 
sean necesarias, siempre que el deterioro provenga de la mayor al- 
tura o espesor que se haya dado a la pared. 


Obligación de reconstruir la pared 


Artículo 519.—Si la pared medianera no puede resistir la ma- 
yor elevación, el propietario que quiera levantarla tendrá la obli- 
gación de reconstruirla a su costo, y si fuere necesario darle mayor 
espesor, deberá darlo de su suelo. 
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Medianería hasta la altura común 


Artículo 520.—En los casos señalados por los articulos 516, 
517 y 519, la pared continuará medianera hasta la altura en que 
lo era anteriormente, aun cuando haya sido construida de nuevo a 
expensas de uno solo de los medianeros; y desde el punto donde co- 
menzó la mayor altura, es propia exclusivamente del que la cons- 
truyó. * 


Adquisición de la medianería en la parte elevada 


Artículo 521.—Los demás propietarios que no hayan contri- 
buido a dar más elevación o espesor a la pared medianera, podrán, 
sin embargo, adquirir en la parte nuevamente elevada los derechos 
de medianería, pagando 'proporcionalmente el valor de la obra y 
la mitad del valor del terreno sobre que se hubiere dado mayor es- 
pesor. 


Uso de la pared medianera 


Artículo 522.—Cada propietario de una pared medianera, po- 
drá usar de ella, en proporción al derecho que tenga en la mancomu- 
nidad; podrá por tanto, edificar apoyando su obra en la pared me- 
dianera o introduciendo vigas hasta la mitad de su espesor; pero 


sin impedir el respectivo uso común de los demás medianeros, 


Para usar el medianero de este derecho, ha de dar aviso pre- 
vio a los demás interesados en la medianería y si alguno se opu- 
siere, se fijarán por peritos las condiciones necesarias para que la 
nueva obra no perjudique los derechos de aquéllos. 


No se puede abrir ventanas en pared medianera 


Artículo 523.—Ningún propietario puede, sin consentimiento 
del otro, abrir ventanas ni hueco alguno en pared medianera. 


Ventanas en pared no medianera 


Artículo 521.—El dueño de una pared no medianera, contigua 
a finca ajena, puede abrir en ella ventanas o huecos para recibir 
las luces a una altura tal, que la parte inferior de la ventana, diste 
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del suelo de la vivienda a que da luz, tres metros a lo menos, en 
q todo caso con reja de hierro remetida en la pared y con red de 
3 alambre cuyas mallas tengan tres centímetros a lo más. 


E Derecho del vecino 


Artículo 525.—Sin embargo de lo dispuesto en el artículo an- 
3 terior, el dueño de la finca o propiedad contigua a la pared en que 
3 estuviesen abiertas ventanas o huecos, podrá construir pared con- 
, tigua a ella, o si se adquiere la medianería, apoyarse en la misma 
>. pared medianera aunque de uno u otro modo cubra los huecos o 
ES ventanas. 
Ventanas de vista de costado u oblicuas 


4 Artículo 526.—No se puede tener ventanas para asomarse, o 
balcones ni otros semejantes voladizos sobre la propiedad del ve- 
e cino, prolongándolos más allá del límite que separa las heredades. 
Tampoco puede tenerse vistas de costado u oblicuas, sobre la 
misma propiedad, si no hay seis decímetros de distancia. 
La distancia se mide desde la línea de separación de las dos 
propiedades. 


Ventanas de vista directa 


Artículo 527.—No pueden abrirse ventanas o balcones que den 
vista a las habitaciones, patios o corrales del predio vecino, a menos 
que medie una distancia de tres metros. 

La distancia se medirá entre el plano vertical de la línea más 
saliente de la ventana o balcón y el plano vertical de la línea divi- 
soria de los dos predios, en el punto en que dichas líneas se estre- 


chan más, si no son paralelas. 
PARRAFO Im 


De la propiedad horizontal 


Propiedad singular en edificio de varios pisos, 
departamentos y habitaciones 


Artículo 528.—(Artículo 18 del Decreto-Ley número 218.) — 
Los distintos pisos, departamentos y habitaciones de un mismo edi- 


118 


ficio de más de una planta, susceptibles de aprovechamiento inde- 
pendiente, pueden pertenecer a diferentes propietarios, en forma se- 
parada o en condominio, siempre que tengan salida a la vía pública 
o a determinado espacio común que conduzca a dicha vía. 


Cómo se origina la propiedad horizontal 


Artículo 529.—El régimen de propiedad horizontalmente di- 
vidida puede originarse: 


a) Cuando el propietario o los propietarios comunes de un 
edificio decidan someterlo a este régimen para efectuar 
cualquier negocio jurídico con todos o parte de sus dife- 
rentes pisos, una vez que se hayan inscrito en el Registro 
de la Propiedad como fincas independientes; 


b) Cuando una o varias personas construyan un edificio con 
el mismo propósito; y 


c) Cuando en disposición de última voluntad se instituya a 
los herederos o a algunos de ellos como legatarios de pisos 
de un mismo edificio susceptible de propiedad horizontal. 


El inmueble debe estar libre de gravámenes 


Artículo 530.—Todo inmueble, para que pueda organizarse en 
el régimen de propiedad horizontal, debe encontrarse libre de gra- 
vámenes, limitaciones, anotaciones o reclamaciones de cualquiera 
naturaleza. En caso contrario, deben prestar su consentimiento ex- 
preso las personas a cuyo favor aparecieren inscritos tales graváme- 
nes, limitaciones o reclamaciones. 


Debe constituirse por escritura pública 


Artículo 531.—El régimen de la propiedad horizontal se debe 
constituir por escritura pública, que ha de inscribirse en el Registro 
de la Propiedad Inmueble. 


La escritura constitutiva debe contener los requisitos siguien- . de 


tes: 


1% Declaración dei propietario o propietarios de someter a es- 
te régimen el inmueble de su propiedad; 
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20 Situación, medidas y colindancias del terreno, así como 
una descripción total del edificio y mención de sus servi- 
cios de agua, electricidad y cualesquiera otros de que goce; 

32 Descripción de cada piso con los datos que sean necesarios 
para su identificación; 

4 El valor del inmueble y el de cada piso; 

52 Descripción de los elementos y partes comunes del edificio 
y de los elementos y partes comunes limitados a las uni- 
dades independientes; y 

6? Cualquier otro dato que consideren conveniente los otor- 
gantes. 


Piso-departamento-habitación 


£rtículo 532.— (Artículo 19 del Decreto-Ley número 218.) — 
Se entiende por piso el conjunto de departamentos y habitaciones 
construidos en un mismo plano horizontal, en un edificio de varias 
plantas; por departamento, la construcción que ocupa parte de un 
piso, y por habitación el espacio constituido por un solo aposento. 


Propiedad singular y condominio 


Artículo 533.—Cada titular es dueño exclusivo de su piso y 
copropietario de los elementos y partes comunes del edificio total. 

Son elementos comunes, además del terreno, las cosas necesa- 
rias para la seguridad, conservación y servicios generales para el 
uso y goce de todo el inmueble y de cada planta. 


Indivisión forzosa 


Artículo 531.—Los elementos y partes comunes se han de 
mantener en indivisión forzosa mientras dure el régimen de pro- 
piedad horizontal, siendo nulo cualquier pacto en contrario. 


Facultades del propietario 


Artículo 535.— (Artículo 20 del Decreto-Ley número 218.) — 
Cada piso, departamento o habitación puede transmitirse o gravar- 
se con independencia del edificio total de que forma parte. El pro- 
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pietario tiene derecho de usar, gozar y disponer de él con las limi- 
taciones que establecen las leyes, escritura constitutiva del régimen 
y reglamento de copropiedad y administración. 


Prohibiciones 


Artículo 536.—-(Artículo 21 del Decreto-Ley número 218.) — 
Cada propietario de piso, departamento o habitación debe abstener- 
se de destinar su propiedad a usos contrarios a la moral y buenas 
costumbres, hacerla servir a otros objetos que los convenidos en la 
escritura constitutiva, efectuar actos que perturben la tranquilidad 
de los demás propietarios u ocupantes, o realizar hechos que com- 
prometan la seguridad, solidez y salubridad del edificio, así como in- 
currir en omisiones que produzcan los mismos resultados. 


Acción contra el propietario que viole las prohibiciones 


Artículo 537.— (Artículo 22 del Decreto-Ley número 218.) — 
Si el dueño de un piso, departamento o habitación faltare en forma 
grave a las obligaciones que determina el artículo anterior, los pro- 
pietarios pueden acudir al juez para que, comprobados los hechos, 
declare la exclusión del demandado del goce personal de la unidad 
y responda de los daños y perjuicios causados a los dueños u ocupan- 
tes de los demás departamentos. 


Infracciones cometidas por inquilinos 
Artículo 538.—Las infracciones a que se refieren los artículos 
anteriores cometidas por inquilinos u ocupantes, son causales pa- 


ra el desahucio y la acción puede ejercitarla el administrador como 
representante legal de los propietarios, 


Prohibición a log dueños del primero y último pisos 


Artículo 539.— (Artículo 23 del Decreto-Ley número 218.) — 


El propietario del último piso, departamento o habitación situados 


en la planta más alta, no podrá elevar el nivel de dicha planta sin el 
consentimiento unánime de los demás propietarios y la autorización 
municipal respectiva. Sin cumplir estos mismos requisitos, el pro: 
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pietario de la planta baja o del subsuelo, o de departamento o ha- 
bitación situados en los mismos, no podrá hacer sótanos o excava- 
ciones de ninguna especie. 


Mejoras comunes 


Artículo 5/0.—Las reformas a todo el edificio, destinadas al 
mejoramiento del mismo o al uso más cómodo de los elementos co- 
munes, así como las modificaciones que alteren su estructura, de- 
ben ser acordadas por todos los propietarios, y cuando afecten es- 
pecialmente alguna planta, el consentimiento de su propietario es 
indispensable. 


Obras urgentes 


Artículo 51.—Cuando el edificio o sus elementos comunes 
requieran obras urgentes o necesarias de reparación para su segu- 
ridad o conservación, cualquier propietario de piso, en ausencia del 
administrador, puede hacerlas a sus expensas y tiene derecho a re- 
petir contra los demás para el pago proporcional de los gastos he- 
chos, mediante la presentación de los comprobantes respectivos. 


Autorización de obras urgentes 


Artículo 542.—La estimación de la urgencia o necesidad de las 
obras y su importe, corresponde a la mayoría de los propietarios, o 
en su defecto, al juez competente, cuando lo solicite cualquiera de 
ellos, si no hubiere acuerdo. 


Mejoras en cada piso 


Artículo 5/3.—Cada propietario puede hacer toda clase de 
obras y reparaciones en su piso, siempre que no dañe la estructura 


O partes esenciales del edificio, perjudicando su seguridad, solidez 
o salubridad. 


Oposición a las mejoras 


Artículo 5/4.—En caso de que cualquier interesado considere 
que las obras o reparaciones perjudican el edificio o limitan el libre 
uso y goce a otras unidades del mismo, puede acudir al juez ejerci- 
tando las acciones procedentes. 
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Gastos comunes 


Artículo 5/5.—Cada propietario debe contribuir a los gastos 
comunes de administración, mantenimiento, reparación, pago de 
servicios generales y primas de seguros sobre el edificio total; así 
como al pago de los impuestos que a éste correspondan, sin perjui- 
cio de cubrir por su cuenta los impuestos de su propiedad particu- 
lar. 


Ádeudos al enajenarse el piso 


Artículo 5£6.—La obligación de los propietarios de pagar los 
gastos comunes se transmite al causahabiente, siendo éste respon- 
sable solidariamente con el enajenante por los adeudos pendientes 
ocurridos antes de la enajenación. 


Admimstración del edificio 


Artículo 5/7.—Los edificios sometidos al régimen de propie- 
dad horizontal deben ser administrados por la persona que designe 
la mayoría de propietarios. 


El administrador ejercerá su cargo con sujeción a las dispo- 
siciones que debe contener el Reglamento de copropiedad y admi- 
nistración. 


Facultades del administrador 


Artículo 5/8.—El administrador es el representante legal de 
los propietarios en todos los asuntos judiciales o extrajudiciales co- 
munes relacionados con el edificio, sea que se promuevan a nombre 
o en contra de ellos. 


Artículo 5)9.—El administrador tendrá las facultades gene- 
rales que la ley otorga a todo mandatario, y las que requieran cláu- 
sula especial que se le confieran por el Reglamento de copropiedad 
y administración, o en disposición tomada por los propietarios con 
el voto favorable de la mayoría. 


Artículo 550.—Los asuntos de interés común que no se encuen- 
tren comprendidos dentro de las facultades conferidas al adminis- 
trador, así como aquéllos que correspondan a éste pero que los pro- 
pietarios estimen conveniente conocer personalmente, deben ser 
resueltos por la mayoría de los mismos propietarios. 
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Informe y rendición de cuentas 


Artículo 551.—La asamblea de propietarios debe anualmente 
conocer del informe del administrador y de la cuenta que éste de- 
be rendir. Aprobará el presupuesto de gastos para el año siguiente 
y determinará la forma en que deben allegarse los fondos necesa- 
rios para cubrirlo. 

Las disposiciones legalmente adoptadas por la asamblea obli- 
gan a todos los propietarios. 


Seguros comunes 


Artículo 552.—El edificio total debe ser asegurado contra los 
riesgos que pueda sufrir, determinados en la escritura constitutiva, 
sin perjuicio de los seguros particulares a que igualmente estén obli- 
gados los titulares o que acuerde la mayoría de propietarios. 


Destino de la indemnización 


Artículo 553.——En caso de siniestro que destruya el edificio, 
la indemnización del seguro se entregará al administrador, previo 
afianzamiento de su responsabilidad, para que pague en primer lu- 
gar los gravámenes si los hubiere y, en seguida, la reparación o re- 
construcción del edificio. 


Artículo 55).—Si la indemnización no alcanzare a cubrir los 
gastos de reconstrucción, el costo adicional se debe satisfacer por 
los titulares perjudicados por el siniestro, en proporción al valor de 
su propiedad, salvo lo que dispongan en cada caso los propietarios 
afectados. 


Extinción del régimen 


Artículo 555.—(Artículo 24 del Decreto-Ley número 218.) — 
El régimen de propiedad horizontal puede extinguirse por resolu- 
ción expresa de los dueños de unidades singulares del edificio, to- 
mada con el voto de las dos terceras partes del total de propietarios. 
Sin embargo, la minoría inconforme con esta determinación puede 
adquirir las unidades singulares de los que hayan votado por la ex- 
tinción del régimen, a efecto de mantenerlo, 


Artículo 556.— (Artículo 25 del Decreto-Ley número 218.) — 
La extinción no puede otorgarse sino en el caso de que todas las 
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unidades singulares del inmueble se encuentren libres de gravamen 
y anotación o, en caso contrario, que los interesados presten su con- 


: sentimiento. 

| Artículo 557.—Los propietarios de unidades singulares del 4 

edificio, al extinguirse el régimen quedan como dueños en común del E 

: terreno, de la construcción, o de los materiales aprovechables según -] 
el caso. 


Artículo 558.—La cancelación del régimen de propiedad ho- 
rizontal de un inmueble, deben hacerla constar los propietarios en 
escritura pública que debe inscribirse en el Registro de la Propie- 
dad. Las fincas filiales se refundirán en la finca matriz en la cual 
se harán las inscripciones respectivas a favor de los comuneros y 
. los gravámenes y anotaciones que pesaren sobre las fincas cancela- 
3 das, en su caso. 


Reglamento de copropiedad y administración 3 


Artículo 559.—(Artículo 26 del Decreto-Ley número 218.) — 
Para la regulación de las recíprocas relaciones de vecindad y condo- 
minio, asi como lo referente a la administración y atención de los 
servicios comunes, deberán los otorgantes del régimen aprobar e in- 
cluir en la escritura constitutiva el Reglamento de copropiedad y 
administración y determinar en él las formas de mayoría para los 
casos de aprobación de los actos y negocios que requiera el voto 
de los propietarios. 

El Reglamento puede ser modificado en la misma forma y a 
sus disposiciones deben sujetarse los nuevos adquirentes, inquili- 
nos y ocupantes. 


CAPITULO IV 
De la propiedad en fideicomiso 
Concepto 


Artículo 560.—-(Artículo 27 del Decreto-Ley número 218) 

| Fideicomiso es la institución por medio de la cual un banco oun 
establecimiento de crédito legalmente autorizado, adquiere la pro-. 
piedad de determinados bienes para destinarlos a un fin lícito, o 
entregarlos al destinatario al cumplirse la condición o el plazo im-. 
puesto por el instituyente. 


; 12 


La persona propietaria de los bienes que ordena el fideico- 
miso se denomina fideicomitente; la institución de crédito que ad- 
quiere la propiedad para realizarlo se llama fiduciario; y fideico- 
misario el que recibe el beneficio o adquiere definitivamente la pro- 
piedad de los bienes. 

Los bienes objeto de fideicomiso constituyen un patrimonio 
separado. 


Requisitos que se exigen en el fideicomitente y en el 
fideicomisario 


Artículo 561.—El fideicomitente debe tener capacidad legal 
para enajenar sus bienes, y el fideicomisario, para adquirir el pro- 
vecho del fideicomiso. 

El que no puede heredar por incapacidad o indignidad, no pue- 
de ser fideicomisario de un fideicomiso testamentario. 

La institución fiduciaria, no podrá ser a la vez fideicomisaria 
en el mismo fideicomiso. 


Sólo las instituciones de crédito pueden ser fiduciarias 


Artículo 562.—Sólo pueden ser fiduciarios los bancos o ins- 
tituciones de crédito facultados por la ley para hacer negocios en la 
República. 

En caso de que al constituirse el fideicomiso no se designe no- 
minalmente la institución fiduciaria, se tendrá por designada la 
que elija el fideicomisario, o en su defecto, el juez de Primera Ins- 
tancia del lugar en que estuvieren ubicados los bienes. 


Artículo 563.—El fideicomiso se puede establecer por contra- 
to o por testamento para cualesquiera fines que no sean contrarios 
a la moral o a las leyes y sobre toda clase de bienes y derechos, sal- 
vo aquellos que, conforme a la ley, sean estrictamente personales 
de su titular. Cuando se constituya por contrato debe constar la 
aceptación del fiduciario en el mismo acto. 

Los jueces de Primera Instancia del Ramo Civil, a solicitud 
de parte y con opinión favorable del Ministerio Público podrán cons- 
tituir fideicomisos en los casos en que por ley pueden designar per- 
sonas que se encarguen de la administración de bienes. El fiducia- 
rio nombrado judicialmente sólo será administrador de los bienes. 
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Varios fideicomisarios 


Artículo 56).—(Artículo 28 del Decreto-Ley número 2183.) — 
El fideicomitente puede designar varios fideicomisarios al estable- 
cerse el fideicomiso, para que reciban simultánea o sucesivamente 


- el beneficio que se instituya. 


Los inmuebles deben registrarse 


Artículo 565.—La propiedad en fideicomiso de bienes inmue- 
bles deberá inscribirse en el Registro de la Propiedad a nombre de 
la institución fiduciaria. 


Efectos contra terceros 


Artículo 566.—El fideicomiso surte efectos contra terceros: 


a) 


b) 


c) 


d) 


e) 


Desde el momento de la presentación del documento cons- 
titutivo al Registro de la Propiedad Inmueble, si se trata- 
re de inmuebles, derechos reales y demás Pus sujetos a 
inscripción; 

Desde que la traslación se perfeccione de acuerdo con el 
documento constitutivo de la obligación o con la ley, si se 
tratare de créditos u obligaciones no endosables; 

Desde la fecha del endoso o registro, en su caso, si se tra- 
tare de títulos nominativos o a la orden, o de bienes mue- 
bles sujetos a registro o inscripción; 

Desde la fecha en que se constituye el fideicomiso, si se 
tratare de bienes muebles no sujetos a registro; 

Desde que se efectúa la tradición, si se tratare de títulos 
al portador; y 


f) Desde la fecha de la publicación eE un edicto en el Diario 


Oficial notificándolo a los interesados, si se tratare de em- 
presas industriales, comerciales o agrícolas, que fueren ob- 
joto del fideicomiso. 


Artículo 567.—El fiduciario tiene todas las acciones y derechos 


inherentes al dominio; pero no podrá enajenar ni gravar los bienes 
fideicometidos si no estuviere estipulado por el fideicomitente, sal- 
vo que la ejecución del fideicomiso se haga imposible o manifiesta- 
mente desventajosa sin enajenarlos o gravarlos. 
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Obligaciones del fiduciario 


Artículo 568.—La institución fiduciaria está obligada: 


1? A cumplir el fideicomiso de entero acuerdo con la ley y lo 
dispuesto en la escritura de su constitución; 

2% A tomar posesión de los bienes fideicometidos, en los tér- 
minos del acto constitutivo, cuidar su conservación y se- 
guridad, ejercitar los derechos y acciones necesarios para 
su defensa y, en su caso, administrarlos e invertirlos de la 
manera más adecuada a su naturaleza y que no se oponga 
a las finalidades del fideicomiso, mediante las garantías 
aconsejables, cuando así proceda; y 

3 A llevar cuenta detallada de su gestión, rendirlas periódi- 
camente a quien corresponda, e incluir, cuando sea conve- 
niente o se le solicite, un informe de dichas gesticnes y del 
estado de los bienes fideicometidos. 


Artículo 569.—-El fiduciario debe declarar que actúa en esa 
calidad, en todo acto o contrato que otorgue en ejecución del fidei- 
comiso y será responsable de los daños y perjuicios que ocasione al 
fideicomitente o al fideicomisario en su caso, si omite esa declara- 
ción. 

Artículo 570.—El fideicomiso de usufructo, renta o pensión, 
constituido a favor de una persona jurídica no podrá durar más de 
veinticinco años, salvo que se haya establecido para el sostenimien- 
to de instituciones de beneficio socia] reconocidas por el Estado. 


El fiduciario no puede delegar su encargo 


Artículo 571.—La institución fiduciaria no podrá delegar su 
encargo. Sus funcionarios designados para desempeñar gestiones fi- 
duciarias, únicamente podrán conferir poderes para pleitos y co- 
branzas y mandatos especiales para actos que hayan de realizarse 
fuera de su domicilio. 


Derechos del fideicomisario 


Artículo 572.—El fideicomisario tendrá, además de los dere- 
chos que le conceda la escritura de su designación, los siguientes: 
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12 Atacar la validez de los actos que la institución fiduciaria 


o 


3o 


realice en su perjuicio con infracción del fideicomiso o de 
mala fe y, en su caso, obtener la restitución al patrimonio 
del mismo fideicomiso, de los bienes que hayan salido de 
dicho patrimonio como consecuencia de esos actos. 
Cuando intervengan terceros, la impugnación sólo pro- 
cederá si éstos han tenido conocimiento de los vicios, o si 
el acto es gratuito; 
Exigir a la institución fiduciaria, informes y cuentas de 
su gestión; y 
Promover la remoción de la institución fiduciaria, por cau- 
sa justificada. 


Si no existe fideicomisario determinado, los derechos 


mencionados corresponderán al Ministerio Público. 


E 

, 

3 Artículo 573.—Los derechos que el fideicomisario pueda te- 
| ner en los bienes objeto del fideicomiso no son embargables por sus 


acreedores; pero si lo son los frutos que el fideicomisario perciba 


del fideicomiso. Si el fideicomisario fuere menor, incapaz, enfermo 
incurable o institución de asistencia social, únicamente será embar- 
gable hasta el cincuenta por ciento de los frutos que perciban del 
fideicomiso. 


Remoción del fiduciario 


Artículo 574.—El fiduciario debe ser removido: 


a) Si tiene intereses antagónicos con los del fideicomisario; 


b) 


c) 


Si malversa los fondos del fideicomiso, administra los bie- 
nes en forma perjudicial a los fines para los cuales fue 
constituido el fideicomiso o abusa de sus facultades; y 
Si le sobreviniere inhabilidad. 

La remoción del fiduciario no termina el fideicomiso, 
a menos que su sustitución sea imposible. 


Fideicomisos prohibidos 


- Artículo 575.—Quedan prohibidos: 
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1? Los fideicomisos secretos; 

22 Aquellos en los cuales el beneficio se conceda a diversas 
personas sucesivamente que deban sustituirse por muerte 
de la anterior, salvo el caso de que la sustitución se reali- 
ce en favor de personas que estén vivas o ya concebidas a 

3 la muerte del fideicomitente; y 

3* Aquellos cuya duración sea mayor de veinticinco años. Sin 

embargo, pueden constituirse con duración mayor de vein- 

E ticinco años cuando el fin del fideicomiso sea únicamente 

3 para garantizar a enfermos incurables o incapaces, o para 

( beneficio de instituciones de asistencia social. 


Extinción del fideicomiso 


E Artículo 576.—El fideicomiso termina: 


a) Por la realización del fin para el que fue constituido; 


3 b) Por hacerse imposible su realización; 
3 c) Por haberse cumplido la condición resolutoria a que haya 
A quedado sujeto; 


d) Por convenio expreso entre el fideicomitente y el fideico- 

misario, si esta causal se hubiere previsto en el contrato 
4 o acto constitutivo. Este convenio no perjudicará derechos 
3 de terceros, adquiridos durante la gestión del fideicomiso; 
A e) Por revocación hecha por el fideicomitente, cuando se haya 
reservado ese derecho en el contrato o acto constitutivo; 
ñ f) Por renuncia, no aceptación o remoción del fiduciario, si 
3 no fuere posible sustituirlo; 

g) Por el transcurso del plazo máximo de veinticinco años, 

A a menos que el fideicomisario sea incapaz, enfermo incu- 
rable o institución de asistencia social; y 
h) Por sentencia judicial. 


Efectos de la extinción 


3 Artículo 577.—Al terminar el fideicomiso, los bienes del mis- 
mo que tenga en su poder el fiduciario, deberán ser entregados a 
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quien corresponda, según las disposiciones del contrato o acto cons- 
titutivo o sentencia judicial en su caso; y, en su defecto, al fideico- 
mitente o sus herederos, en los casos señalados en los incisos b), 
c), e) y f) del artículo anterior; y al fideicomisario, en los casos se- 
ñalados en los incisos a) y g) de dicho artículo. 


Para que la devolución de los bienes objeto del fideicomiso 
surta efectos, tratándose de inmuebles, o derechos reales sobre ellos, 
bastará que la institución fiduciaria así lo asiente, en declaración le- 
galizada por notario, en el documento constitutivo del fideicomiso 
y que esta declaración se inscriba en el Registro de la Propiedad en 
que aquél hubiere sido inscrito. 


Honorarios del fiduciario 


Artículo 578.—Los honorarios de la institución fiduciaria po- 
drán ser a cargo del fideicomitente, del fideicomisario, o de ambos; 
pero, en todo caso, la propia institución tendrá preferencia sobre el 
patrimonio del fideicomiso para ser pagada de dichos honorarios y 
de los gastos del mismo fideicomiso, que haya anticipado 


CAPITULO V 
De la propiedad de las aguas 
Aguas de dominio privado 
Artículo 579.—Son de dominio privado: 
12? Las aguas pluviales que caigan en predios de propiedad pri- 


vada, mientras no traspasen sus linderos; 


2 Las aguas continuas y discontinuas que nazcan en dichos 
predios, mientras discurran por ellos; 


8? Las lagunas y sus álveos formados por la naturaleza, en 
los expresados terrenos; y 


4% Las aguas subterráneas obtenidas por medios artificiales en 
propiedades particulares. 
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. Propiedad de los álveos o cauces 


Artículo 580.—Pertenecen al propietario los álveos o cauces 
naturales de las corrientes discontinuas formadas por aguas p!uvia- 
les y los álveos de los ríos y arroyos en la parte que atraviesan sus 
:eredades, pero no podrá ejecutar labores ni construir obras que 
puedan hacer variar el curso natural de las m'smas en parjuicio de 
otro, o cuya destrucción por la fuerza de las avenidas, pueda causar 
daño a predios, fábricas o establecimientos, fuentes, caminos o po- 
blaciones. Los álveos de las charcas, lagunas o lagos que colindan 
con sus propiedades le pertenecerán en proporción a su colindancia, 
siempre que no sean de propiedad de persona determinada. 


Aguas subterráneas 


Artículo 581.—Todo propietario puede abrir pozos dentro de 


sus fincas, para obtener y elevar aguas subterráneas, y efectuar cual- 
quiera otra obra con el objeto de buscar el alumbramiento de di- 
chas aguas, pero sin que tales trabajos puedan mermar o distraer 
aguas públicas o privadas de su corriente superficial natural que se 
destinan a un servicio público o a un aprovechamiento particular 
preexistente, con título legítimo, en cuyo caso, la autoridad, a so!i- 
citud de los interesados, podrá ordenar la suspensión de la obra. 


Distancias a que pueden abrirse los pozos 


Artículo 582.—Las obras artificiales a que se refiere el artícu- 
lo anterior no podrán ejecutarse a menor distancia de cuarenta me- 
tros de edificios ajenos, de un ferrocarril o carretera, ni a menos 
de cien metros de otro alumbramiento o fuente, río, canal, acequia 
o abrevadero público, sin la licencia correspondiente de los dueños 
o, en su caso, del municipio. 


Artículo 583.—Los pozos no deberán perforarse a menor dis- 
tancia de dos metros entre uno y otro dentro de las poblaciones, y 
de quince metros, por lo menos, en el campo. 
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Propiedad de las aguas alumbradas da dd 
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Artículo 58/.—-El propietario que obtenga el alumbramiento 
de aguas subterráneas por medios artificiales, será dueño de e'las 
aunque salgan de la finca de su pertenencia, con sujeción a lo que 


establece el artículo siguiente. 


Artículo 585.—Si para aprovechar las aguas alumbradas tu- 
viere el dueño necesidad de conducirlas por predios inferiores aje- 
nos, deberá constituir la servidumbre correspondiente, pero si las 
dejare abandonadas a su curso natural] y los dueños de estos predios 
las hubieren aprovechado por cinco años ininterrumpidos, adquiri- 
rán el derecho de disfrutarlas por el orden de su colocación, dándo- 
se preferencia al que se haya anticipado en su uso, quien no podrá 
ser privado de él por otro, aun cuando éste estuviere situado más 
arriba, sin antes ser vencido en juicio. 


Artículo 586.—Para los efectos del artículo anterior, se ten- 
drán por aguas subterráneas, las que habiendo corrido por la super- 
ficie, desaparecieren por causas de erupciones volcánicas, terremo- 
tos u otros accidentes de la naturaleza. 


Concesionarios mineros 


Artículo 587.—Log concesionarios de pertenencias mineras, 
socavones y galerías generales de desagúes de minas, tienen la pro- 
piedad de las aguas halladas en sus labores, mientras conserven la 
concesión de sus minas respectivas. 


Artículo 588.—Todo lo relativo al uso, aprovechamiento y dis- 
frute de las aguas públicas y particulares, se regirá por las disposi- 
ciones de las leyes agrarias o de la ley especial del régimen de aguas 
y regadíos. 


CAPITULO VI 
De la propiedad por ocupación 
Ocupación de muebles 


Artículo 589.—Las cosas muebles o semovientes que no per- 


tenecen a ninguno, pueden adquirirse por ocupación, de conformi- 


dad con lo dispuesto en leyes especiales. 
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Artículo 590.—Los inmuebles no pueden adquirirse por 0cu- 


pación. Los que no estén reducidos a propiedad particular pertene- 
cen a la Nación. 


Muebles que pueden ser objeto de ocupación 


Artículo 591.—Pueden ser objeto de ocupación las piedras, 
conchas y otras substancias que se encuentran en las riberas del 
mar, de los rios y arroyos de uso público y que no presentan señales 
de dominio anterior. 

También pueden ser objeto de ocupación las cosas cuya propie- 
dad abandona voluntariamente su dueño. 


Tesoro descubierto 


Artículo 592.—El tesoro encontrado en terreno propio perte- 
nece integramente al descubridor. 


El tesoro encontrado en terreno ajeno se dividirá por partes 
iguales entre el dueño del terreno y la persona qu haya hecho el des- 
cubrimiento. Sin embargo, el descubridor no tendrá derecho a su 
porción sino cuando el descubrimiento sea fortuito, o cuando haya 
buscado el tesoro con permiso del dueño del terreno. 


Descubrimiento de tesoro 


Artículo 593.—Nadie puede buscar tesoro en terreno ajeno, 
sin permiso escrito del dueño. 


El interesado que obtuviere permiso y prestare garantía a sa- 
tisfacción del propietario, podrá hacer excavaciones para sacar di- 
nero, alhajas u objetos preciosos, que alegare pertenecerle. 


Artículo 59/.—No probándose el derecho sobre dichos dineros, 
alhajas u objetos preciosos, serán considerados como bienes perdi- 
dos o como tesoro encontrado en suelo ajeno, según los anteceden- 
tes y señales. | : 


Artículo 595.—En el segundo caso del artículo anterior, dedu- 
cidas las costas se dividirá el tesoro por partes iguales entre el de- 
nunciador y el dueño del suelo; pero no podrá éste pedir indemniza- 
ción de perjuicios, a menos de renunciar a su porción. 
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Bienes mostrencos 


Artículo 596.—El que encontrare un musble o semoviente al 
parecer extraviado y cuyo dueño se ignore, deberá presentarlo a 
la autoridad municipal más próxima al lugar donde hubiere tenido 
lugar el hallazgo. 

La autoridad que reciba el bien encontrado, pondrá el hecho 
en conocimiento público, y si transcurrido el término fijado no se 
presentare persona que justifique su dominio, se procederá a su 
venta en pública subasta. 


Artículo 597.—El dueño que recobre lo perdido o su precio, 
está obligado al pago de los gastos y a abonar a quien lo halló el 
diez por ciento del valor de la cosa o del producto de la venta. 


Artículo 598.—La persona que hallare cosas perdidas y no las 
entregare a la autoridad perderá su porción a favor de los fondos 
de justicia y quedará sujeta a la acción de daños y perjuicios que 
podrá deducir el propietario y, según las circunstancias, a la san- 
ción penal que corresponda. 

El procedimiento que la autoridad deberá seguir en el caso 
del hallazgo de cosas a que se refieren los tres artículos anteriores, 
será el señalado en la ley especial de bienes mostrencos.* 


Artículo 599.—No se presumen abandonadas por sus dueños 
las cosas que los navegantes en el agua y en el aire, arrojen para 
aligerar la nave, ni los despojos provenientes del siniestro. 

Tampoco se presumirán abandonadas las cosas que, con el fin 
de salvarlas, sean sacadas a la vía pública o a otro lugar, en caso de 
terremoto, incendio u otro siniestro, 


Caza y pesca 


Artículo 600.—Son susceptibles de ocupación por la caza y la 
pesca, los animales bravios o salvajes. 


Artículo 601.—No se puede cazar sino en tierras propias, o en 
las ajenas con permiso del dueño. Pero no será necesario este per- 
miso si las tierras no estuvieren cercadas, ni plantadas, ni cultiva- 


das. 


(1) Ver decreto gubernativo número 1835, en tomo 55 de la Recopilación de Leyes. 
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Artículo 602.—Si alguno cazare en tierras ajenas sin permi- 
so del dueño, cuando por la ley esté obligado a obtenerlo, lo que ca- 
ce será para el dueño a quien además indemnizará de todo per- 
juicio. 


Artículo 603.—Se entiende que el cazador o pescador se apo- 
dera del animal bravío y lo hace suyo desde el momento en que lo ha 
herido de manera que no le sea fácil escapar, y mientras persiste 
en perseguirlo o desde el momento en que el animal ha caido en sus 
trampas o redes, con tal que las haya armado o tendido en paraje 
en que le sea lícito cazar o pescar. 


Artículo 604.—Si el animal herido muriese en tierras ajenas 


donde no es lícito cazar sin permiso del dueño, éste o quien le re- 


presente, deberá entregarlo al cazador o permitir que entre a bus- 
carlo. 

Si no disre el permiso, deberá pagar el valor del animal heri- 
do; pero si el cazador entra a buscarlo sin el permiso indicado, per- 
derá todo derecho. 


Artículo 605.—Los animales feroces que escapen del encie- 
rro en que los tengan sus dueños, podrán ser destruidos por cualquie- 
ra y podrán también ser ocupados desde que el dueño abandone su 
persecución. 

Cualquier persona puede apoderarse de los animales bravíos 
y hacerlos suyos, tan luego como recobren su libertad natural, con 
tal de que no vaya el dueño en su seguimiento. 


Artículo 606.—Los animales no domésticos y peces que de su 
respectivo criadero pasaren a otro perteneciente a distinto dueño, 
serán propiedad de éste, siempre que no hayan sido atraídos por me- 
dio de algún artificio o engaño, pues en este caso, el aprehensor es- 
tará obligado a la indemnización de todo perjuicio y a la devolu- 
ción de la pieza cobrada. 


Artículo 607.——El propietario de un enjambre de abejas ten- 
drá derecho a perseguirlo sobre el fundo ajeno, indemnizando al po- 
seedor de éste del daño causado. 


Artículo 608.—-Los animales sin marca alguna que se encuen- 
tren en una finca particular se presume que son del dueño de ésta, 
mientras no se pruebe lo contrario, a no ser que el propietario no 
tenga cría de la raza a que los animales pertenezcan. 
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Artículo 609.—Los animales sin marca que se encuentren en 

3 tierras de propiedad particular que varias personas exploten en co- 

mún, se presume que pertenecen al dueño de la cría de la misma es- 

pecie y de la misma raza en ellas establecida, mientras no se pruebe 

| lo contrario; pero si dos o más fueren dueños de la misma especie 

o raza, se reputarán de propiedad común si no se prueba que perte- 
necen a alguno de ellos. 


E A ad 


Artículo 610.—Los animales domésticos, que nacen y se crían 
ordinariamente bajo el dominio del hombre, aunque salgan de su 
poder puede reclamarlos de cualquiera que los retenga, pagando los 
gastos de su alimentación si se hubieren causado. 


Artículo 611.—El ejercicio de la caza y E pesca se sujetará a 
los reglamentos sobre la materia. 


CAPITULO VI 
De la posesión 
Concepto de la posesión 


Artículo 612.—Es poseedor el que ejerce sobre un bien todas 
o algunas de las facultades inherentes al dominio. 


Posesión temporal 


Artículo 613.—-El poseedor temporal en virtud de un derecho he 
es poseedor inmediato, correspondiendo la posesión mediata a quien 
le confirió tal derecho. 


Casos en que no hay pcsesión 


Artículo 614.-—No es poseedor quien ejerce el poder sobre la 
cosa en virtud de la situación de dependencia en que se encuentra 
respecto del propietario de la misma y la retiene en provecho de és- 
te en cumplimiento de las instrucciones que de él ha recibido. 


Artículo 615.—Tampoco es poseedor el que tiene la cosa o dis- 
fruta del derecho por actos meramente facultativos o de simp!e tole- 
rancia, concedidos o permitidos por el propietario. 
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Bienes objeto de la posesión 


Artículo 616.—Sólo pueden ser objeto de posesión los bienes 
corporales y los derechos que sean susceptibles de apropiación. La 
posesión de los derechos se rige por las mismas disposiciones que 
regulan la de las cosas corporales. - 


La posesión presume la propiedad 


Artículo 617.—La posesión da al que la tiene, la presunción 
de propietario, mientras no se pruebe lo contrario. Sólo la posesión 
que se adquiere y disfruta en concepto de dueño de la cosa poseída, 
puede producir el dominio por usucapión. 


Tran=misión de la posesión 


Artículo 618.—La posesión continúa de derecho en la persona 
del sucesor. El poseedor puede agregar a la suya la posesión de su 
antecesor o antecesores, con tal que ambas posesiones tenga los re- 
quisitos legales. ] 


Posesión actual, anterior e intermedia 


Artículo 619.—La posesión actual y la anterior hacen presu- 
mir la posesión intermedia; pero la posesión actual no hace presu- 
mir la anterior. 


Condiciones para la usucapión 


Artículo 620.—Para que la posesión produzca el dominio se 
necesita que esté fundada en justo título, adquirida de buena fe, de 
manera continua, pública y pacífica y por el tiempo señalado en la 
ley. 


Justo título 


Artículo 621.—Es justo título para la usucapión, el que siendo 
traslativo de dominio, tiene alguna circunstancia que lo hace inefi- 
caz para verificar por sí sólo la enajenación. 
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Artículo 622.—La buena fe del poseedor consiste en la creen- : 
cia de que la persona de quien recibió la cosa era dueña de ella y E 
podía transmitir su dominio. 


Presunción de buena fe 


Artículo 623.—La buena fe dura mientras las circunstancias E 
permiten al poseedor presumir que posee legítimamente, o hasta 3 
que es citado en juicio. 


Efectos de la posesión de buena fe », | 


Artículo 624.—El poseedor de buena fe que haya adquirido ¿ y 
la posesión por título traslativo de dominio, goza de los derechos q 
siguientes: . 3 
1? Hacer suyos los frutos percibidos, mientras su buena fe no 

sea interrumpida; 


2% De que se le abonen todos los gastos necesarios y útiles, $ 
teniendo derecho de retener la cosa poseída hasta que se 
haga el pago; 


3% Retirar las mejoras voluntarias, si no se causa daño en el 
bien mejorado, o reparando el que se cause al retirarlas; Po: 


4 Que se le abonen los gastos hechos por él para la produc- 
ción de frutos naturales y civiles que no haga suyos por 
estar pendientes al tiempo de interrumpirse la posesión, te- E 
niendo derecho al interés legal sobre el importe de esos gas- 
tos desde el día en que los haya hecho; 


5c No ser desposeido de la cosa, si antes no ha sido citado, 
oido y vencido en juicio; 


6* Ser preferido a cualquier otro que la pida con igual de- 
recho, excepto el caso en que deba darse posesión indivisa; E 


7* Servirse de la posesión como medio para adquirir el domi- 
nio por prescripción; y 


8* Ser considerado dueño de los muebles que posee. 


139 E 


A 
AF y > 
0 Le a 

VS A a E A dd Re A. A, , o“ A hi A 


e 


Frutos percibidos 


Artículo 625.—Se entiende percibidos los frutos naturales des- 
de que se separan o levantan. 


Los frutos civiles se producen día por día, y pertenecen al po- 
seedor en esta proporción, luego que le son debidos, aunque no los 
haya recibido. 


Comprobación de gastos 


Artículo 626.—El poseedor debe justificar el importe de los 
gastos a que tenga derecho; y cuando hubiere percibido frutos que 
legalmente no le correspondieren, habrá lugar a la compensación 
de valores. 


Gastos 


Artículo 627.—Son gastos necesarios log que están prescri- 
tos por la ley y aquellos sin los cuales la cosa se pierde o desmajora. 
Gastos útiles, los que sin ser necesarios aumentan e] precio o pro- 
ducto de la cosa; y voluntarios, los que sirven sólo al ornato de la 
cosa, o al placer o comodidad del poseedor. 


Poseedor de mala fe 


Artículo 628.—Es poseedor de mala fe el que entra a la po- 
sesión sin título alguno para poseer; y también el que conoce los 
vicios de su título que le impiden poseer con derecho. 


Posesión de mala fe 


Artículo 629.—El poseedor de mala fe está obligado a la de- 
volución del bien que ha poseído y de sus frutos, o el valor de és- 
tos estimado al tiempo que los percibió o los debió percibir; y a 
responder de la pérdida o deterioro de la cosa, sobrevenidos por su 
culpa o por caso fortuito o fuerza mayor, salvo que pruebes que tal 
pérdida o deterioro se habría causado aunque la posesión la hubi*- 
re tenido el propietario. 
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Posesión discontinua 


Artículo 630.—Existe discontinuidad en la posesión, cuando 
la cosa poseida se abandona o desampara por más de un año, o an- 
tes, cuando expresa o tácitamente se manifiesta la intención de no 
conservarla. 


Posesión violenta 


Artículo 631.—Es posesión violenta, la que se adquiere por la 
fuerza o por medio de coacción moral o material contra el poseedor, 
contra la persona que lo representa o contra quien tiene la cosa a 
nombre de aquél. 


Posesión pública y clandestina 


Artículo 632.——Posesión pública es la que se disfruta de ma- 
nera que pueda ser conocida de todos; y clandestina, la que se ejer- 
ce ocultándola a los que tienen derecho para oponerse a ella. 


Posesión de bienes inmuebles, Titulación supletoria 


Artículo 633.—Tratándose de bienes inmuebles, la posesión 
por diez años, con las demás condiciones señaladas en el artículo 
620, da derecho al poseedor para solicitar su titulación supletoria a 
fin de ser inscrita en el Registro de la Propiedad. 


Artículo 63).—Las diligencias de titulación supletoria debe- 
rán sujetarse al procedimiento que señala la ley respectiva, y la re- 
solución aprobatoria de las mismas es título para adquirir la pro- 


piedad. 


Artículo 635.—Sólo los guatemaltecos de nacimiento pueden 
obtener titulación supletoria de terrenos comprendidos dentro de 
quince kilómetros a lo largo de las fronteras y del litoral. Si se tra- 
ta de personas jurídicas, los individuos que las formen deben ser 
todos guatemaltecos de nacimiento. 


Artículo 636.—Los inmuebles situados dentro de las reservas 
del Estado no pueden titularse supletoriamente. Tampoco pueden 
titularse los excesos de las propiedades raices, los que se adquieren 
según lo dispuesto por las leyes administrativas de la materia. 


Artículo 637.—La posesión registrada de un inmueble, una 
vez consumado el término de diez años desde la fecha de la inscrip- 


Hi 


ción del título en el Registro de la Propiedad, se convierte en ins- 
cripción de dominio y puede oponerse a cualquiera otra inscripción 


de propiedad relativa al mismo bien. 
le declare dueño aun antes del tiempo señalado en el párrafo ante- 


rior, y la sentencia que así le declare, es título para la inscripción de 


Sin embargo, el usucapiente puede entablar juicio para que sé 
la propiedad y para cancelar el asiento a favor del antiguo dueño. 


: Posesión indivisa 
Artículo 638.—Una misma cosa no puede ser poseida por va- 
rias personas a la vez, de suerte gue cada una pretenda poseerla 
toda; pero sí pueden poseer una cosa en común, teniendo todas ellas 


la posesión indivisa. 
Reivindicación de la posesión 
Artículo 639.—El que hubiere perdido la posesión de una co- 
sa mueble o semoviente o aquel a quien se la hubiesen quitado, po- 


drá reivindicarla de quien la tenga, sin perjuicio de que este últi- 
mo, si hubiese adquirido la cosa de buena fe, pueda exigir indemni- 


zación de quien la hubiere habido. 
Posesión de cosas compradas en feria o en venta pública 
Artículo 640.—Si el actual poseedor de la cosa sustraida o per- 


dida, la hubiere comprado en una feria o en venta pública o a per- 


sonas que negocien en cosas análogas, no podrá el propietario exigir 
-—— la restitución, sin reembolsar al poseedor la cantidad que la cosa 
Posesión de la herencia 


le hubiere costado. 


el momento de la muerte del causante, aunque el heredero lo ignore. 


El que válidamente repudia una herencia, se entiende no ha- 


A 
Artículo 611.—La posesión de la herencia se adquiere desde 


— berla poseído jamás. 
CAPITULO VE 

De la usucapión 
Quiénes pueden adquirir por usucapión 
Artículo 6/2.—Pueden adquirir la propiedad por usucapión, 
todas las personas capaces para adquirir por cualquier otro título. 
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Cosas prescribibles 


Artículo 643.—Son susceptibles de prescripción todas las co- 
sas que están en el comercio de los hombres. 


El derecho de prescribir es irrenunciable 


Artículo 64/.—Los que tienen capacidad para enajenar, pue- 
den renunciar la prescripción consumada, pero el derecho de pres- 
cribir es irrenunciable. 


Los acreedores pueden utilizar la prescripción 
consumada que renuncia el adquirente 


Artículo 645.—Los acreedores, y cualquiera otra persona in- 
terosada en hacer valer la prescripción, podrán utilizarla a pesar de 
la renuncia del adquirente. 


La usucapión sólo favorece al que posee a 
nombre propio 


Artículo 646.—-El que posee a nombre de otro no puede ad- 
quirir por prescripción la cosa poseida, a no ser que legalmente se 
haya mudado la causa de la posesión. 


Mudada la causa de la posesión 


Artículo 6/7.—Se dice mudada legalmente la causa de la po- 
sesión cuando el que poseía a nombre de otro, comienza a poseer 
legalmente a nombre propio; pero, en este caso, la prescripción no 
corre sino desde el día en que se haya mudado la causa. 


Posesión común 


Artículo 648.—-Si varias personas poseen en común alguna co- 
sa, no puede ninguna de ellas prescribir contra sus copropietarios 
o coposeedores, pero sí puede prescribir contra un extraño y, en 
este caso, la prescripción aprovecha a todos los participes. 
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La prescripción no vale sin título 


Artículo 619.—El que alega la prescripción debe probar la 
existencia del título en que funda su derecho. 


a Efecto de la prescripción 


Artículo 650.—La prescripción una vez perfeccionada, produ- 


3 
NE ce el dominio de la cosa adquirida, y con la acción que nace de él, 
A puede reivindicarse de cualquier poseedor y utilizarse como acción 
eS o excepción por el usucapiente. 


Es Prescripción de inmuebles y muebles 


Artículo 651.—(Artículo 29 del Decreto-Ley número 218.) — 
, Salvo disposiciones especiales, el dominio sobre bienes inmuebles 
> y demás derechos reales sobre los mismos, se adquiere por prescrip- 
ción, por el transcurso de diez años. Los bienes muebles y semo- 
vientes, por el de dos años. 


Casos en que no corre la prescripción 


Artículo 652.—No corre la prescripción: 


Ed” qe 1% Contra los menores y los incapacitados, durante el tiempo 
que estén sin representante legal constituido. Los represen- 
tantes serán responsables de los daños y perjuicios que por 
la prescripción se causen a sus representados; 


2? Entre padres e hijos, durante la patria potestad; 


3% Entre los menores e incapacitados y sus tutores, mientras 
dure la tutela; 


4: Entre los consortes; y 


ES 5 Entre copropietarios, mientras dure la indivisión. 
3 Interrupción de la prescripción 
Artículo 653.—La prescripción se interrumpe: 
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ji” Si el poseedor es privado de la posesión de la cosa, o del 
goce del derecho durante un año; 

22 (Artículo 30 del Decreto-Ley número 218.) —Por notifica- 
ción de la demanda o por cualquier providencia precautoria 
ejecutada, salvo si el acreedor desistiere de la acción inten- 
tada, o el demandado fuere absuelto de la demanda, o el 
acto judicial se declare nulo; y 

3* Si la persona a cuyo favor corre la prescripción reconoce 
expresamente, de palabra o por escrito, o tácitamente por 
hechos indudables, el derecho de la persona contra quier 
prescribe. 


Efectos de la interrupción 


Artículo 651.—El efecto de la interrupción, es inutilizar, pa- 
ra la prescripción, todo el tiempo corrido antes de ella. E 


CAPITULO IX 


De la accesión 
Frutos naturales y civiles 


Artículo 655.—Los frutos naturales y civiles pertenecen al 
propietario de la cosa que los produce. o 


pa 
y 


Artículo 656.—Son frutos naturales las producciones espon= 
táneas de la tierra, las crías de los animales y demás productos que - E 
se obtengan con o sin la industria del hombre. 


Artículo 657.—No se conceptúan frutos naturales sino los que 
están manifiestos, producidos o nacidos. 

Respecto de los animales, basta que estén en el vientre de la 
madre. La cría de los animales pertenece exclusivamente al dueño 
de la hembra, salvo que haya estipulación contraria, 


Accesión por incorporación a bienes inmuebles 


Artículo 658.—Lo que se une o se incorpora a una COsa per- 
tenece al propietario de ésta, de conformidad con las disposiciones 
siguientes: 
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Artículo 659.—Toda construcción, siembra, plantación u obra | 
verificada sobre o debajo del suelo, se presume hecha por el pro- | 
pietario a sus expensas y que le pertenece. 


Accesión de mala fe con materiales ajenos 


Artículo 660.—El propietario del suelo que ha hecho construc- | 
ciones, plantaciones u obras con materiales ajenos, debe pagar al 
dueño el valor de éstos, y quedará también obligado, en caso de 
mala fe, al pago de los daños y perjuicios; pero el propietario de los 
materiales no tiene derecho de llevárselos, a menos que pueda ha- 
cerlo sin destruir la obra construida o sin que perezcan las plan- 
taciones. 


Accesión de buena fe 


Artículo 661.—El dueño del terreno en que se edificare, sem- 
brare o plantare de buena fe, tendrá derecho a hacer suya la obra, 
siembra o plantación, previa la indemnización correspondiente o de 
obligar al que edificó o plantó a pagarle el precio del terreno, y al 
que sembró, solamente su renta. 


Sembrador o edificador de mala fe 


Artículo 662.—El que de maia fe edifica, planta o siembra en 
terreno ajeno, pierde lo edificado, plantado o sembrado, sin que ten- 
ga derecho a reclamar indemnización alguna del dueño del suelo, ni 
de retener la cosa. 


Derecho del dueño 


Artículo 663.—El dueño del terreno en que se haya edificado 
ce mala fe, podrá pedir la demolición de la obra y la reposición de 
las cosas a su estado primitivo, a costa del edificador. 


Mala fe de ambas partes 


/ 

Artículo 664.—Cuando haya mala fe, no sólo por parte del 
que edificare, sino por parte del dueño del terreno, se entenderá 
compensada esta circunstancia y se arreglarán los derechos de uno 
y Otro, conforme lo resuelto para el caso de haberse procedido de 
buena fe, 
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Cuando hay mala fe en el edificador o sembrador 


Artículo 665.—Se entiende que hay mala fe de parte del edi- 
ficador, plantador o sembrador, cuando hace la piantación, edifi- 
cación o siembra en terreno que es ajeno, no pidiendo previamenta 
al dueño su consentimiento por escrito. 


Guando hay mala fe en el dueño A 


AA e 


Artículo 666.—<Se entiende haber mala fe por parte del due- | 
ño, siempre que a su vista o ciencia y paciencia se kicieren el edi- 
: ficio, la siembra o la plantación y no se opusiere a ellos. 


) Materiales y plantas pertenecientes a tercero 4 


Artículo 667.—Si los materiales, plantas o semillas pertene- 
cen a un tercero que no ha procedido de mala fe, el dueño del te- 
rreno es responsable subsidiariamente del valor de aquellos objetos, 
| siempre que concurran las dos circunstancias siguientes: 

1* Que el que de mala fe empleó los materiales, plantas o se- 

millas no tenga bienes con qué responder de su valor; y 

2% Que lo edificado, plantado o sembrado aproveche al dueño 

4 del terreno. 3 


a 


| Artículo 668.—No tendrá lugar lo dispuesto en el artículo an- e 
terior, si el propietario usa del derecho que le concede el artículo 663, ES: 


Accesiones ocasionadas por las aguas 


Artículo 669.—Son de dominio público los terrenos que se 
unen a la zona marítimo-terrestre por las accesiones y aterramien- 
tos que ocasione el mar, Cuando por consecuencia de estas accesio- 
nes y por efecto de retirarse el mar, la línea interior que limita la 
expresada zona avance hacia aquél, los terrenos sobrantes de lo que 

y era antigua zona mariítimo-terrestre, pasarán a ser propiedad de 
3 la Nación. A 


¿MN 


) Propiedad de la Nación 


Artículo 670.—Son propiedad de la Nación las islas ya forma- : q 
das e que se formen en la zona marítirmo-terrestre y en las rías y 
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desembocaduras. Pero si estas islas se formaren en terrenos de pro- 
piedad particular, continuarán perteneciendo a los dueños de la fin- 
ca o fincas desmembradas. 


Dominio público 


Artículo 671.—Es de dominio público lo que el mar arroje y 
no tenga dueño conocido, salvo lo dispuesto en el título relativo a 
ocupación y en leyes especiales. 


Artículo 672.—Los terrenos que fuesen accidentalmente inun- 
dados por las aguas de los lagos, o por los arroyos, ríos y demás co- 
rrientes, continuarán siendo propiedad de sus dueños respectivos. 


Cauces de los ríos 


Artículo 673.—Los cauces de los ríos que queden abandona- 
dos por variar naturalmente el curso de las aguas, pertenecen a los 
dueños de los predios ribereños en toda la longitud respectiva. Si el 
cauce abandonado separaba heredades de distintos dueños, la nue- 
va línea divisoria correrá equidistante de unas y otras. 


Nuevo cauce del río 


Artículo 67).—-Cuando en un río navegable o flotable, varian- 
do naturalmente de dirección, se abre un nuevo cauce en heredad 
privada, este cauce entrará en el dominio público. El dueño de la 
heredad lo recobrará siempre que las aguas vuelvan a dejarlo en se- 
co, ya naturalmente o bien por trabajos legalmente autorizados al 
efecto. 


Cauces abandonados 


Artículo 675.—Los cauces públicos que queden en seco a con- 
secuencia de trabajos autorizados por concesión especial, formarán 
parte de ésta, si no se establece otra cosa en las condiciones con 
que se hizo. 
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Avulszión 


Artículo 676.—Cuando la corriente de un arroyo, torrente O 
río segrega de su ribera una porción conocida de terreno, y la trans- 
porta a las heredades fronteras o a las inferiores, el dueño de la 
finca que orillaba la ribera segregada conserva la propiedad de la 
porción de terreno incorporado; pero si dentro del término de seis 
meses no ejercitare su derecho, lo perderá en favor del dueño del 
terreno a que se hubiere agregado la porción arrancada. 


Artículo 677.—Si la porción conocida de terreno segregado de 
una ribera queda aislada en el cauce, continúa perteneciendo al due- 
ño del terreno cuya ribera fue segregada. Lo mismo sucederá cuan- 
do dividiéndose un río en arroyos, circunde y aisle algunos terrenos. 


Formación de islas 


Artículo 678.—Las ¡islas que, por sucesiva acumulación de 
arrastres superiores, se van formando en las rías, pertenecen a los 
dueños de las márgenes u orillas más cercanas a cada una, o a las 
de ambas márgenes si la isla se hallase en medio río, dividiéndose 
entonces longitudinalmente por la mitad. 

Si una sola isla así formada, distare de una margen más que 


de otra, será únicamente y por completo dueño suyo el de la margen 


más cercana. 
Aluvión 


Artículo 679.——Pertenece a los dueños de los terrenos confi- 
nantes con los arroyos, torrentes, rios y lagos, el acrecentamiento 
que reciban paulatinamente por accesión o sedimentación de las 
aguas. 


Bienes mostrencos 


Artículo 680.—Cualquiera puede recoger y salvar los anima- 
les, maderas, frutos, muebles y otros productos de la industria arre- 
batados por las corrientes de las aguas públicas o sumergidos en 
ellas, presentándolos inmediatamente a la autoridad local, que dis- 
pondrá su depósito o su venta en pública subasta, cuando no puedan 
conservarse. Se anunciará en seguida el hallazgo, y si dentro de los 
tres meses hubiere reclamación por parte del dueño, se le entrega- 
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rá el objeto o su precio, previo abono de los gastos de conservación 
y el derecho de salvamento, que consistirá en un diez por ciento. 
Transcurrido aquel plazo sin haber reclamado el dueño, perderá és- 
te su derecho, y se devolverá todo a quien lo salvó, previo abono 
de los gastos de conservación. 


Brozas, ramas y leñas flotantes 


Artículo 681.—Las brozas, ramas y leñas que vayan flotan- 
do en las aguas o sean depositadas por ellas en el cauce o en terre- 
no de dominio público, son del primero que las recoja. Las dejadas 
en terrenos de dominio privado, son del dueño de la finca respectiva. 


Arboles arrancados por las aguas 


Artículo 682.—Los árboles arrancados y transportados por la 
corriente de las aguas, pertenecen al propietario del terreno a don- 
de vinieren a parar, si no los reclaman dentro de un mes sus anti- 
guos dueños, quienes deberán abonar los gastos ocasionados en re- 
coger los árboles o ponerlos en lugar seguro. 


Objetos sumergidos en los cauces públicos y privados 


Artículo 683.—Los objetos sumergidos en los cauces públicos 
siguen perteneciendo a sus dueños, pero si en el término de seis me- 
ses no los extrajeren, serán de las personas que verifiquen la extrac- 
ción, previo el permiso de la autoridad. Si los objetos sumergidos 
ofrecieren obstáculos a las corrientes o al tránsito, se concederá por 
la autoridad un término prudente a los dueños, transcurrido el cual 
sin que hagan uso de su derecho, se procederá a la extracción co- 
mo de cosa abandonada. 


El dueño de objetos sumergidos en aguas de propiedad par- 
ticular, solicitará del dueño de éstas el permiso para extraerlos; y 
en el caso de que éste lo negare, concederá el permiso la autoridad, 
previa fianza de daños y perjuicios. 
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Defensas contra las aguas 


Artículo 684.—Los dueños de predios lindantes con cauces pú- 
blicos, tienen libertad de poner defensas contra las aguas €n sus 
respectivas márgenes, por medio de plantaciones, estacadas o re- 
vestimientos, siempre que lo juzguen conveniente. 


Terrenos pantanogos 


Artículo 685.—Los dueños de lagunas o terrenos pantanosos 
y encharcadizos, que quieran desecarlos o sanearlos, podrán extraer 
de los terrenos públicos la tierra y piedra indispensables para el 
terraplén y demás obras. 


Accesión por incorporación a bienes muebles 


Artículo 686.—Cuando dos cosas muebles pertenecientes a 
dueños distintos, se unen de tal manera que vienen a formar una 
sola, sin que intervenga mala fe, el propietario de la principal ad- 
quiere lo accesorio, pagando su valor. 

Se reputa principal, entre dos cosas incorporadas, la de ma- 
yor valor. 


Cosa principal 


Artículo 687.—Si no pudiere hacerse la calificación conforme 
a la regla establecida en el artículo que precede, se reputará prin- 
cipal el objeto cuyo uso, perfección o adorno, se haya conseguido 
por la unión del otro. 


Coga accesoria 


Artículo 688.—En la pintura, escultura y bordado; en los es- 
critos, impresos, grabados y litografías, se estima por accesorio, la 
tabla, el metal, la piedra, el lienzo, el papel o el pergamino, 


Cosas que pueden separarse 
Artículo 689.—Cuando las cosas unidas pueden separarse sin 


detrimento, y subsistir independientemente, los dueños respectivos 
tienen derecho de exigir la separación. 
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Cosas que no pueden separarse 


Artículo 690.—Cuando las cosas no pueden separarse sin que 
la que se reputa accesoria sufra deterioro, el dueño de la principal 
tendrá también derecho a pedir la separación; pero quedará obliga- 
do a indemnizar al dueño de la accesoria, siempre que éste haya pro- 
cedido de buena fe. 


Pérdida de lo accesorio por mala fe de su dueño 


Artículo 691.—Cuando el dueño de la cosa accesoria es el que 
ha hecho la incorporación, la pierde si ha obrado de mala fe; y está, 
además, obligado a indemnizar al propietario de la principal, de los 
perjuicios que se le hayan seguido por la incorporación. 


Mala fe del dueño de la cosa principal 


Artículo 692.—Si el dueño de la cosa principal es el que ha 
procedido de mala fe, el que lo sea de la accesoria, tendrá derecho 
a que se le pague su valor y se le indemnice de los daños y perjui- 
cios, o que la cosa de su pertenencia se separe, aunque para tllo ha- 
ya de destruirse la principal. 


Incorporación sin oposición 


Artículo 693.—Si la incorporación se hace por cualquiera de 
los dueños, a la vista o ciencia y paciencia del otro, sin que éste se 
oponga, los derechos respectivos se arreglarán conforme a lo dis- 
puesto en el artículo 686. 


Derecho a indemnización 


Artículo 69).—Siempre que el dueño de la materia empleada 
tenga derecho a indemnización, podrá exigir que ésta consista en 
la entrega de una cosa igual en valor y en todas sus circunstancias 
a la empleada, o bien en el precio de ella, fijado por expertos. 


Mezcla de cosas no separables sin detrimento 


Artículo 695.—Si se mezclan dos cosas de igual o diferente es- 
pecie por voluntad de sus dueños o por casualidad, y las cosas no 
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son separables sin detrimento, el propietario en cuyo poder se haya 
verificado la confusión o mezcla, podrá adquirir para sí la cosa mez- 
clada o confundida, reintegrando al otro propietario el valor propor- 
cional a la parte que le corresponda. Si la mezcla se verificare en 
poder de un tercero, cada propietario adquirirá un derecho propor- 
cional a la parte que le corresponda, atendiendo al valor de las cosas 
mezcladas o confundidas. 


Artículo 696.—Si por voluntad de uno solo, pero con buena 
fe, se mezclan o confunden dos cosas de igual o diferente especie, 
los derechos de los propietarios se arreglarán por lo dispuesto en el 
artículo anterior; a no ser que el dueño de la cosa mezclada sin su 
consentimiento, prefiera la indemnización de daños y perjuicios. 


Mezcla de mala fe 


Artículo 697.—El que de mala fe hace la mezcla o confusión, 
pierde la cosa mezclada o confundida que fuere de su propiedad y 
queda, además, obligado a la indemnización de los perjuicios cau- 
sados al dueño de la cosa o cosas con que se hizo la mezcla. 


Empleo de materia ajena 


Artículo 698.—El que de buena fe empleó materia ajena en 
todo o en parte para formar una cosa de nueva especie, hará suya la 
obra, siempre que el mérito artístico de ésta exceda en precio a la 
materia cuyo valor indemnizará al dueño. 


Artículo 699.—Cuando el mérito artístico de la obra sea in- 
ferior en precio a la materia, el dueño de ésta hará suya la nueva 
especie y tendrá derecho, además, de reclamar indemnización de da- 
ños y perjuicios, descontándose del monto de éstos el valor de la 


obra, a tasación de expertos. 


Artículo 700.—Si la nueva especie se hizo de mala fe, el due- 
ño de la materia empleada tiene el derecho de quedarse con la obra, 
sin pagar nada al que la hizo; o de exigir de éste que le pague el va- 
lor de la materia y lo indemnice de los perjuicios que se le hayan 
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Mala fe en mezcla o confusión 


Artículo 701.—La mala fe, en los casos de mezcla o confusión, 
se calificará conforme a lo Uqralo en los artículos 665 y 666 de 
á este Código. 


3d 
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y Artículo 702.—Cuando la cosa se haga común entre los pro- 
A pietarios de las materias de que se haya formado, cada uno de ellos 
E podrá pedir su venta por cuenta de los interesados. 
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TITULO UI 


Usufructo, uso y habitación 


CAPITULO 1 


Derechos y obligaciones del usufructuario 


Extensión del usufructo 


Artículo 703.—-Pertenecen al usufructuario los frutos natura- 
les y civiles que los bienes produzcan ordinaria y extraordinaria- 
mente, salvo las limitaciones establecidas en el título en que se cons- 
tituya. 


Forma de constitución 


Artículo 704.—El usufructo se constituye por contrato o por 
acto de última voluntad. 


Duración del usufructo 


Artículo 705.—El usufructo puede constituirse por tiempo fi- 
jo, vitalicio, puramente o bajo condición, pero no a perpetuidad, y 
sobre toda especie de bisnes muebles e inmuebles. 


Asimismo puede constituirse a favor de personas jurídicas, o 
de una o varias personas individuales, simultánea o sucesivamente. 


En caso de disfrute sucesivo, el usufructo sólo aprovechará a 
las personas que existan cuando concluya el derecho del anterior 
usufructuario. 
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El usufructo no puede exceder de treinta años 


Artículo 706.—Cuando en la constitución del usufructo no se 
fije tiempo para su duración, se entiende constituido por toda la 
vida del usufructuario. El usufructo que no sea vitalicio y el cons- 
tituido a favor de personas jurídicas no podrá exceder de treinta 
años, salvo que se trate de bienes nacionales, en cuyo caso podrá ser 
hasta por cincuenta años. 


No hay derecho de acrecer 


Artículo 707.—Si se constituye el usufructo a favor de varias 
personas simultáneamente, sea por herencia o por contrato, no hay 
derecho de acrecer, si el constituyente no lo ha establecido clara 
y expresamente. 


Derechos de los acreedores 


Artículo '708.—Los acreedores del usufructuario pueden em- 
bargar los productos del usufructo y oponerse a toda cesión o re- 
nuncia de éste que se haga en fraude de aquéllos. 


Derecho del usufructuario 


Artículo 709.—Los frutos naturales pendientes al tiempo de 
comenzar el usufructo, pertenecen al usufructuario, salvo las obli- 
gaciones a que tales frutos estén afectos con anterioridad. Los pen- 
dientes al tiempo de extinguirse el usufructo, pertenecen al propie- 
tario. 

El dueño de los frutos pendientes al constituirse o al termi- 
narse el usufructo, es quien debe pagar los gastos de cultivo del año 
rura] correspondiente. 


Artículo 710.—Los frutos civiles pertenecen al usufructuario 
día por día. 


Artículo '711.—El usufructuario de cosas muebles que se gas- 
tan y deterioran lentamente con el uso, tiene derecho a servirse de 
ellas según su naturaleza y destino; y al fin del usufructo, no está 
obligado a restituirlas sino en el estado en que se hallen, respondien- 
do solamente de aquellas pérdidas o deterioros que provengan de do- 
lo o culpa. 
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Artículo 712.—El usufructo de una heredad se extiende a sus 
bosques y arboledas, pero el usufructuario debe conservarlos y re- 
poner los árboles que derribe, sujetándose en la explotación, a las 
disposiciones de las leyes forestales. 


Obligación de restituir 


Artículo 713.—Si el usufructo comprende cosas que no pueden 
usarse sin consumirse, el usufructuario está obligado a restituirlos 
en igual género, cantidad y calidad; y si esto no fuere posible, a pa- 
gar su valor si se hubiesen dado estimadas, o su precio corriente 
a] tiempo de cesar el usufructo, si no fueron estimadas, 


Usufructo sobre capitales 


Artículo 714.—Si el usufructo se constituye sobre capitales 
puestos a rédito, el usufructuario hace suyo éste y no aquéllos; pe- 
ro en toda novación o convenio que modifique la obligación primi- 
tiva, se necesita el consentimiento del usufructuario. 


Goce de la accesión 


Artículo 715.—El usufructuario puede gozar del aumento ques 
sobrevenga por accesión a la cosa usufructuada, de las servidum- 
bres y, en general, de todos los derechos de que gozaría el propie- 
tario. Goza también del producto de las minas y canteras que se 
estén explotando al empezar el usufructo, que perteneciere al pro- 
pietario, pero no del de las nuevas minas que se descubran, ni del 


tesoro que se encuentre. 
Enajenación del usufructo 


Artículo 716.—El usufructuario puede gozar por sí mismo de 
la cosa usufructuada, arrendarla a otro, y enajenar su derecho de 
usufructo, salvo lo dispuesto en el artículo 708, pero todos los con- 
tratos que como tal usufructuario celebre, terminarán al fin del usu- 


fructo. 


Artículo 717.—El usufructuario no tiene derecho a que se le 
abonen las mejoras que hiciere en la cosa usufructuada, pero sí lo 
tendrá para que le sean compensadas con los deterioros que se le 
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puedan imputar. En cuanto a las mejoras separables sin detrimen- 
to de la cosa, el usufructuario podrá llevárselas si el propietario no 
le abonare su valor. Lo dispuesto en este artículo, se entiende sin 
perjuicio de las convenciones que hayan celebrado el usufructuario 
y el propietario, relativas a mejoras, o de lo que sobre esta mate- 
ria se haya previsto en la constitución Jlel usufructo. 


Cesión del usufructo 


Artículo 718.—-Cedido el usufructo a un tercero, el cedente y 
el cesionario serán solidariamente responsables al propietario de la 
cosa usufructuada. 


Servidumbres 


Artículo 719.—El usufructuario no puede constituir servidum- 
bres perpetuas sobre la finca que usufructúa; las que constituya ce- 
sarán al terminar el usufructo. 


Obligaciones del usufructuario 


Artículo 720.—El usufructuario tomará las cosas en el esta- 
do en que se encuentran; pero no podrá entrar en posesión de ellas, 
- sin hacer previo inventario de los muebles y descripción del estado 
de los inmuebles, con citación del propietario. 


Los gastos inherentes a este acto serán a cargo del usufructua- 
rio. Cuando haya sido relevado el usufructuario de las obligacio- 
nes de que trata este artículo, el propietario tendrá derecho de ha- 
cer que se lleven a cabo a sus expensas. 


Garantía 
Artículo 721.—El usufructuario debe garantizar el buen uso 
de su derecho, a satisfacción del propietario. 


No están obligados a prestar garantía el donante con reser- 
va de usufructo y el que hubiere sido dispensado de tal obligación 
por el instituyente. 
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Derecho del propietario si no se presta garantía 


Artículo 722.—Si el usufructuario no presta garantía en los 
casos en que deba darla, podrá el propietario exigir que los inmue- 
bles se pongan en administración, que los musbles se vendan, que 
los efectos públicos, titulos de crédito nominativos y al portador, 
se depositen en un banco u otra institución de crédito, y que los ca- 
pitales o sumas en metálico y el precio de la enajenación de los bie- 
nes muebles se inviertan en valores seguros. 


El interés del precio de las cosas muebles y de los efectos pú- 
blicos y valores, y los productos de los bienes puestos en adminis- 
tración, pertenecen al usufructuario. 


Administración por el propietario 


Artículo 723.—También podrá el propietario, si lo prefiere, 
mientras el usufructuario no preste garantía, o quede dispensado de 
ella, retener en su poder los bienes del usufructo, en calidad de ad- 
-ministrador, con la obligación de entregar al usufructuario su pro- 
ducto líquido, deducida la suma que por dicha administración se 


convenga o judicialmente se señale. El administrador podrá ser re- 
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Artículo 721.—El retardo en dar garantía no priva al usufruc- 
tuario del derecho sobre los frutos y puede en todo tiempo, respe- 
tando los actos legalmente ejecutados, reclamar la administración, 
prestando la garantía a que está obligado. 


Abuso del usufructuario 


Artículo '725.—El usufructuario tiene la obligación de dar ga- 
rantía aun cuando no haya estado obligado a ella por el título cons- 


titutivo del usufructo, si abusa causando deterioros en el fundo o 


dejándolo destruirse por falta de reparación, así como cuando por 
el cambio de circunstancias personales del usufructuario, no ofrece 
éste las mismas seguridades que al constituirse el usufructo. 
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Reparaciones ordinarias 


Artículo 726.—El usufructuario debe hacer las reparaciones 
ordinarias indispensables para la conservación de la cosa. 


Reparaciones extraordinarias 


Artículo 727.—Las reparaciones extraordinarias strán a car- 
go del propietario, 


El usufructuario está obligado a darle aviso, cuando fuere ur- 
gente la necesidad de hacerlas. 


Son reparaciones extraordinarias las que se necesitan para 
restablecer o reintegrar los bienes que se hayan arruinado o dete- 
riorado por vejez, caso fortuito o accidente no imputable al usu- 


fructuario. 
Aviso que debe dar el usufructuario 


Artículo 728.— La omisión del aviso oportuno al propietario, 
hace responsable a] usufructuario de la destrucción, pérdida o me- 
noscabo de la cosa por falta de las reparaciones. 


Si por la urgencia del caso fuere necesaria la pronta repara- 
ción antes de dar aviso al propietario, y la hiciere el usufructuario, 
éste tendrá derecho a que se le abone su valor, siempre que diere 
el aviso inmediatamente después de dar principio a la obra. 


Reparaciones hechas por el propietario 


Artículo 729.—Si el propietario hiciere las reparaciones €x- 
traordinarias, tendrá derecho a exigir del usufructuario, el interés 
legal de la cantidad invertida en ellas, mientras dure el usufructo. 


Si no las hiciere cuando fueren indispensables para la conser- 
vación de la cosa, podrá hacerlas el usufructuario, pero tendrá de- 
recho a exigir del propietario, al concluir el usufructo, el reembolso 
de su valor, sin intereses. 


Si el propietario se negare a satisfacer dicho importe, tendrá 
el usufructuario derecho a retener la cosa hasta reintegrarse con 
sus productos. 
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Artículo 730.—Las disposiciones de los artículos que preceden 
se aplican también cuando por vejez, o por caso fortuito, se arrui- 
na solamente en parte el edificio que formaba un accesorio nece- 
sario para el goce del fundo sujeto al usufructo. 


Carga que soporta el usufructuario 3 


Artículo 731.—Cuando el usufructo sea a título gratuito, el 
usufructuario está obligado a soportar todos los impuestos y contri- 4 
buciones que pesen sobre la cosa usufructuada; pero si fuere cons- 
tituido a título oneroso, el usufructuario sólo estará obligado a pa- | 
gar los impuestos que impliquen servicios para el goce de la cosa 


usufructuada. 


Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de lo pactado al 
constituirse el usufructo. 


Ejecución de la finca 


Artículo 732.—Si la finca se embarga o vende judicialmente 
) para el pago de una deuda del propietario, el usufructo no será per- 
judicado sino por los gravámenes o actos anteriormente inscritos O 
anotados en el Registro de la Propiedad. 


Usufructo de patrimonio 


Artículo 733.—El usufructuario de un patrimonio o de una 
parte de patrimonio, estará obligado al pago total o proporcional a 
su parte de todas las anualidades de rentas vitalicias, y de los in- 
tereses de todas las deudas o legados que graven el patrimonio. 
| Cuando se trate del pago de un capital, si el usufructuario adelan- 
a tare la cantidad con que debe contribuir la cosa usufructuada, se 
le restituirá aquél, sin intereses, al terminar el usufructo. 


Si el usufructuario no quisiere hacer este adelanto, tendrá de- 
recho el propietario a elegir entre el pago de la cantidad adeudada 
o hacer vender una porción de los bienes sujetos al usufructo, hasta 
la concurrencia de la cantidad debida. 


durante el usufructo. 


, 
: En el primer caso, el usufructuario debe abonarle el interés 
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Derechos del propietario perturbados por un tercero 


Artículo 73/.—Si los derechos del propietario son perturbados 
por un tercero, sea del modo y por el motivo que fuere, el usufruc- 
tuario está obligado a ponerlo en conocimiento de aquél; y si no lo 
hace, es responsable de los daños que resulten, como si hubiesen 
sido ocasionados por su culpa. 


Costas de los pleitos 


Artículo 735.—Los gastos, costas y condenas de los pleitos sos- 
tenidos con motivo del usufructo, son de cuenta del propietario, si 
el usufructo se ha constituido por título oneroso; y del usufructua- 
rio, si se ha constituido por título gratuito. 


Artículo 736.—Si el pleito interesa al mismo tiempo al dueño 
y al usufructuario, contribuirán a los gastos en proporción a sus 
derechos respectivos, si el usufructo se constituyó a título gratuito; 
pero el usufructuario, en ningún caso está obligado a responder por 
; más de lo que produce el usufructo. 
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e Usufructo sobre animales 

E | Artículo 737.—Si el usufructo está constituido sobre animales 
+ y éstos perecen sin culpa del usufructuario, sólo estará obligado pa- 
ra con el propietario a darle cuenta de las pieles o de su valor; pe- 


ro si no todo el rebaño pereciere, el usufructuario estará obligado a 
- reemplazar con las crías los animales muertos. 


CAPITULO UU 
Modo de extinguirse el usufructo 
Extinción del usufructo 


Artículo 738.—El usufructo se extingue: 


1? Por muerte del usufructuario; 

ps 2* Por vencimiento del plazo por el cual se constituyó, o por 
+ realizarse la condición resclutoria a la cual estaba sujeto 
: el usufructo; 
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3% Por la reunión del usufructo y de la propiedad en una mis- 
ma persona; pero si la reunión se verifica en una sola cosa 
o parte de lo usufructuado, en lo demás subsistirá el usu- 
fructo; 


42 Por prescripción; 


5 Por renuncia del usufructuario, salvo lo dispuesto respecto 
de las renuncias hechas en fraude de acreedores; 


6% Por la pérdida de la cosa usufructuada. Si la destrucción 
no es total, el derecho continúa sobre el resto; y 


7% Por la anulación o cesación del derecho del que constituyó 
el usufructo. 


Cesación del usufructo 


Artículo 739.—También puede cesar el usufructo por el abuso 
que el usufructuario haga de su derecho, deteriorando los bienes o 
dejándolos perecer por falta de las reparaciones ordinarias, En es- 
te caso, la extinción del usufructo no procede de hecho, sino que de- 
be ser declarada por resolución judicial. 

También puede optar el propietario en el mismo caso, a que 
se le ponga en posesión de los bienes, obligándose a pagar al usu- 
fructuario, periódicamente, el producto líquido de los mismos, de- 
ducido el honorario de administración, fijado de conformidad con 
la ley. 


Destrucción del bien usufructuado 


Artículo 7/0.—Si el usufructo estuviere constituido sobre una 
finca de la que forme parte un edificio, y éste llegare a perecer, de 
cualquier modo que sea, el usufructuario, tendrá derecho a disfru- 
tar del suelo y de los materiales. 


Lo mismo sucederá cuando el usufructo estuviere constituido 
solamente sobre un edificio y éste pereciere. En tal caso, si el pro- 
pietario quisiere construir otro edificio, tendrá derecho a ocupar 
el suelo y a servirse de los materiales, quedando obligado a pagar 
al usufructuario, mientras dure el usufructo, los intereses de las su- 
mas correspondientes al valor del suelo y de los materiales. 
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Impedimento temporal 


Artículo 7/1.—El impedimento temporal, por caso fortuito o 
fuerza mayor, no extingue el usufructo, ni da derecho a exigir in- 
demnización del propietario. 


El tiempo del impedimento se tendrá por corrido para el usu- 
fructuario, de quien serán los frutos que durante él pueda producir 
la cosa usufructuada. 


Usufructo a término 


Artículo 712.—El usufructo concedido por el tiempo que tar- 
de un tercero en llegar a cierta edad, subsistirá el número de años 
prefijados; aunque éste muera antes, salvo si el usufructo hubiere 
sido expresamente concedido sólo en atención a la existencia de 
dicho tercero. 


Seguro 


Artículo 713.—Si el usufructuario concurriere con el propie- 
tario al seguro del predio usufructuado, el segundo percibirá el pre- 
cio del seguro en caso de siniestro, y el usufructuario continuará en 
el goce del nuevo edificio si se construyere, o tendrá derecho a los 
intereses del precio si la reedificación no conviniere al propietario. 


Si el propietario se hubiese negado a contribuir al seguro del 
¿predio constituyéndolo por sí solo el usufructuario, adquirirá éste 
el derecho de percibir por entero, en caso de siniestro, el precio del 
seguro, pero con la obligación de invertirlo en la reconstrucción de 


la finca. RA pS 


Si el usufructuario se hubiere negado a contribuir al seguro 
constituyéndolo por sí solo el propietario, percibirá éste integro el 
precio del seguro, en caso de siniestro. 


Expropiación de la cosa usufructuada 


Artículo 744.—Si la cosa usufructuada fuere expropiada por 
causa de utilidad pública, el propietario estará obligado a abonar al 
usufructuario el interés legal del importe de la indemnización que 
recibiere, por todo el tiempo que deba durar el usufructo. 
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El usufructuario podrá exigir que el propietario garantice el 
pago de los réditos. 


CAPITULO MI 


Uso y habitación 


Contenido del uso 


Artículo 715.—El uso da derecho de servirse de cosa ajena o 
de aprovecharse de los frutos de ella, en cuanto basten para las ne- 
cesidades del usuario y las de su familia. 


Contenido de la habitación 


Artículo 7/6.—La habitación se limita a lo que sea necesario 
para quien tiene el derecho y para su familia, aun cuando no la ha- 
ya tenido en el momento de constituirse tal derecho. 


Artículo 717.—Los derechos de uso y habitación, se regulan 
por el título que los constituye. Si el título no determina la exten- 
sión de estos derechos, se regularán conforme a los artículos si- 
guientes. 


Son derechos inalienables 


Artículo 7)8.—Los derechos de uso y habitación no se pueden 
enajenar, gravar ni arrendar. 


Obligaciones de prestar garantía y de hacer inventario 
Artículo '719.—Para gozar de los derechos de uso y habitación, 


debe prestarse previamente garantía y hacerse formal inventario 
y descripción del estado de los inmuebles, con citación del propie- 


tario. En cuanto a la garantía rigen las mismas prescripciones que 


para el usufructo. 


Artículo '750.—Los derechos de uso y habitación se establecen 9 


y se pierden de la misma manera que el usufructo. 
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Obligaciones del usuario y del habitacionista 


Artículo 751.—Si quien tiéne el uso de un fundo tomare todos 
sus frutos, o si quien tiene derecho de habitación ocupare toda la 
casa, estará obligado a hacer los gastos de cultivo o de reparaciones 
ordinarias y a pagar las contribuciones. 


Si no tomare más que una parte de los frutos, o no ocupara 
más que una parte de la casa, contribuirá en proporción de lo que 
goce. 
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TITULO IV 


De las servidumbres 


CAPITULO I1 
Disposiciones generales 
Concepto 


Artículo 752.—-Servidumbre €s el gravamen impuesto sobre 
un predio para uso de otro predio de distinto dueño o para aer 
pública o comunal. ] E 

Sin embargo, el propietario de dos fincas puede gravar una 
de ellas con servidumbre en beneficio de la otra. 

El inmueble a cuyo favor está constituida la servidumbre se 
llama predio dominante; el que la sufre, predio sirviente. 


Artículo 753.—La servidumbre consiste en no hacer o en to- 
lerar. Para que al dueño del predio sirviente pueda exigirse la eje- 
cución de un hecho es necesario que esté expresamente determinado 
por la ley o en el acto en que se constituyó la servidumbre. 


Clasificación 


Artículo 754.—Las servidumbres son continuas o discontinuas, 
aparentes o no aparentes. 

Son continuas aquéllas cuyo uso es o puede ser incesante, sin 
intervención de ningún hecho actual del hombre; y discontinuas, 
aquéllas cuyo uso necesita algún hecho actual del hombre, SÍ 

Son aparentes, las que se anuncian por Obras o signos exte- 
riores dispuestos para su uso y aprovechamiento, y no aperentesia 
las que no presentan signo exterior de su existencia. 
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Inseparabilidad 


_ Artículo 755.—Las servidumbres son inseparables del inmue- 
ble a que activa o pasivamente pertenecen. 


Si los inmuebles mudan de dueño, la servidumbre continúa, 
ya activa, ya pasivamente, en el predio en que estaba constituida, 
hasta que legalmente se extinga. 


Indivisibilidad 


Artículo 756.—Las servidumbres son indivisibles. Si se divi- 
de el predio sirviente, cada una de sus porciones tiene que tolerarla 
en la parte que le corresponde. Si se divide el dominante, cada pro- 
pietario de éste puede usarla por entero, pero no alterarla ni agra- 
varla. 


Servidumbres voluntarias y legales 


Artículo 757.— Las servidumbres se derivan de la situación 
natural de los predios, de las obligaciones impuestas por la ley o 
de la voluntad de los propietarios. 


Artículo 758.—Las servidumbres que tienen por objeto el in- 
terés de loz particulares, pueden ser establecidas, derogadas o mo- 
dificadas por la voluntad de éstos, siempre que tengan capacidad 
para disponer de sus bienes. 


Lo concerniente a servidumbres legales establecidas para uti- 
lidad pública o comunal se regirá por leyes y reglamentos especia- 
les y, en su defecto, por las disposiciones de este título. 


Amplitud de la servidumbre . 


Artículo 759.—A] constituirse una servidumbre, se entienden 
concedidos todos los medios necesarios para su uso; y extinguida 
aquélla, cesan también estos derechos accesorios, pero no aquellos 
medios que se han obtenido por un título independiente de la ser- 
vidumbre. 


168 


CAPITULO NM 


De la servidumbre de acueducto 
Casos en que puede imponerse 


Artículo 760.—Puede imponerse la servidumbre forzosa de 
acueducto, para la conducción de aguas destinadas a algún servicio 
de utilidad pública, previa indemnización, 

Puede imponerse también servidumbre forzosa de acueducto 
para objetos de interés privado, previa indemnización, en los casos 
siguientes: 


12 Establecimiento o aumento de riegos; 

2? Establecimiento de baños y fábricas; 

3? Desecación de lagunas y terrenos pantanosos; 

4% Evasión o salida de aguas procedentes de alumbramientos 
artificiales; y 

9 Salida de aguas de escorrederas y drenajes. 


En los tres primeros casos puede imponerse la servidumbre, 
no sólo para la conducción de las aguas necesarias, sino también pa- 
ra la evasión de las sobrantes. 


Oposición del dueño del predio sirviente 


Artículo 761.—El dueño del terreno sobre que trate de im- 
ponerse la servidumbre forzosa de acueducto, podrá oponerse por al- 
guna de las causas siguientes: 


1? Por pretenderse construir acequia descubierta que sea per- 
judicial por su calidad de agua; 
22 Por ser peligrosa para el terreno del predio sirviente, 
cuando se intente utilizarla para objetos de interés priva- 
do; y 

3? Por poderse establecer sobre otros predios con iguales ven- 
tajas para el que pretenda imponerla y menores inconve- 
nientes para el que haya de sufrirla, 


- No puede imponerse la servidumbre forzosa de acueducto pa- 
ra objeto de interés privado, sobre edificios, ni sobre jardines, ni 
huertas existentes al tiempo de hacerse la solicitud. 
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División del fundo 


Artículo 762.—Cuando un terreno de regadío que recibe el 
agua por un solo punto, se divide por herencia, venta u otro título 
entre dos o más dueños, los de la parte superior quedan obligados 
a dar paso al agua como servidumbre de acueducto para riego de 
los inferiores, sin poder exigir por ello indemnización, salvo pacto 
en contrario. 


Cómo se constituye 


Artículo 763.—La servidumbre forzosa de acueducto podrá 
constituirse: 


1* Por acequia descubierta cuando no sea peligrosa por su 
profundidad o situación ni ofrezca otros inconvenientes; 

22 Con acequia cubierta cuando la exija su profundidad, con- 
tigúidad a habitaciones o caminos, o algún otro motivo 
análogo a juicio de autoridad competente; y 

3% Con cañería o tubería, cuando puedan ser absorbidas aguas 
ajenas; cuando las aguas conducidas pueden infeccionar a 
otras, absorber sustancias nocivas o causar daños a obras o 
edificios; y siempre que resulte necesario del expediente 
que al efecto se forme. 


Artículo 76).—La servidumbre forzosa de acueducto puede 
establecerse temporal o perpetuamente. Se entenderá perpetua pa- 
ra los efectos de este Código, cuando su duración exceda de cinco 
años. 


Servidumbre temporal 


Artículo 765.—Si la servidumbre fuese temporal, se abonará 
previamente al dueño del terreno el duplo del arriendo que corres- 
pondería por la parte que se le ocupa, con la adición del importe 
de los daños y desperfectos para el resto de la finca, incluso los que 
proceden de su fraccionamiento por interposición de acequia. 

Además, será de cargo del dueño del predio dominante, el re- 
poner las cosas a su antiguo estado, terminada la servidumbre. Si 
ésta fuese perpetua se abonará el valor del terreno ocupado y de los 
daños y perjuicios que se causaren al resto de la finca. 
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Obligaciones del que obtenga la servidumbre 


Artículo 766.—Serán de cuenta del que haya promovido y ob- 
tenga la servidumbre de acueducto, todas las obras necesarias para 
su construcción, conservación y limpieza. Al efecto se le autoriza- 


rá para ocupar temporalmente los terrenos indispensables para el ; 


depósito de materiales, previa indemnización de daños y perjuicios, 
o garantía suficiente en el caso de no ser éstos fáciles de prever o 
no conformarse con ella los interesados. Estos podrán compelerle 
a ejecutar las obras y limpias necesarias para impedir estancamien- 
tos o filtraciones que originen deterioros. 


Anchura del conducto 


Artículo 767.—Al establecerse la servidumbre forzosa de acue- 
ducto se fijará, en vista de la naturaleza y configuración del terre- 


no, la anchura que debe tener la acequia y sus márgenes, según la 


cantidad de agua que habrá de ser conducida. Si por ser la acequia 
de construcción antigua o por otra causa, no estuviere determinada 
la anchura de su cauce, se fijará conforme a las bases anteriores, 
cuando lo solicite cualquiera de los interesados. 


Derecho de paso 


Artículo 768.—A la servidumbre forzosa de acueducto es in- 
herente el derecho de paso por sus márgenes, para su exclusivo ser- 
vicio. 


Artículo?69.—Si el acueducto atravesare vías públicas o par- 
ticulares, de cualquiera naturaleza que sean, quedará obligado, el 
que haya obtenido la concesión, a construir y conservar las alcanta- 
rillas, canales y puentes necesarios; y si hubiere de atravesar otros 
acueductos, se procederá de modo que no retarde ni acelere el cur- 
so de las aguas, ni disminuya su caudal, ni adultere su calidad. 


Aumento de capacidad del acueducto 


Artículo 770.—Cuando el dueño de un acueducto que atravie- 
se tierras ajenas, solicite aumentar su capacidad para que reciba 
mayor caudal de agua, se usarán las mismas reglas que para su es- 
tablecimiento. 
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Prohibición de hacer plantaciones 


Artículo 771.—El dueño de un acueducto podrá fortificar sus 
márgenes con céspedes, estacadas, paredes o ribazos de piedra suel- 
ta, pero no con plantaciones de ninguna clase. El dueño del predio 
sirviente tampoco podrá hacer plantaciones ni operación alguna de 


cultivo en las mismas márgenes, y las raices que penetren en ellas 
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podrán ser cortadas por el dueño del acueducto. 


Facultades del dueño del predio sirviente 


Artículo 772.—La servidumbre de acueducto no obsta para 
que el dueño del predio sirviente pueda cerrarlo y cercarlo, así como 
edificar sobre el acueducto mismo, de manera que éste no experl- 
mente perjuicio ni se imposibiliten las reparaciones y limpias nece- 
sarias que hará oportunamente el dueño del acueducto, dando aviso 
anticipado al propietario, arrendatario o administrador del predio 
sirviente. Si para la limpieza fuese preciso demoler parte de algún 
edificio, el costo de su reparación será a cargo de quien hubiere edi- 
ficado sobre el acueducto, en caso de no haber dejado las correspon- 
dientes aberturas o boquetes para aquel servicio. 


Artículo 773.—El dueño del predio sirviente podrá construir 
sobre el acueducto, puentes para pasar de una a otra parte del pre- 
dio; pero lo hará con la solidez necesaria y de manera que no se 
amengúen las dimensiones del acueducto ni se embarace el curso 
del agua. 


Artículo '771.—En toda acequia o acueducto, el agua, el cau- 
ce, los cajeros y las márgenes serán considerados como parte inte- 
grante de la heredad o edificio a que van destinadas las aguas. 


Prohibiciones 


Artículo '75.—Nadie podrá en los casos y condiciones especi- 
ficados en los artículos precedentes, construir edificio ni puente so- 
bre acequia o acueducto ajeno, ni derivar agua, ni aprovecharse de 
los productos de ella, ni de los de sus márgenes, ni utilizar la fuer- 
za de la corriente, sin expreso consentimiento del dueño. 
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Tampoco podrán los dueños de los predios que atravesare una 
acequia o acueducto, o por cuyos linderos corriere, alegar derecho 
de posesión al aprovechamiento de su cauce ni márgenes, a no ser 
que se fundare en títulos de propiedad que expresen tal derecho. 


Caducidad 


Artículo 776.—La concesión de la servidumbre de acueducto 
sobre predios ajenos, caducará si dentro del plazo que se hubiere fi- 
jado, el concesionario no hiciere uso de ella; dicha caducidad se ope- 
ra sin perjuicio de satisfacer al dueño de cada predio sirviente la 
indemnización que corresponde. 


Servuidumbres urbanas de acueducto 


Artículo '777.—Las servidumbres urbanas de acueducto, ca- 
nal, puente, cloaca, sumidero y demás establecidas para el servicio 
público y privado de las poblaciones, edificios, jardines y fábricas, 
se regirán por las disposiciones generales y locales. 

Las procedentes de contratos privados que no afecten a las 
atribuciones de los municipios se regirán por las leyes aplicables 
al contrato. 


Servidumbre de estribo 


Artículo '778.—En los mismos casos que la servidumbre de 
acueducto, puede imponerse la servidumbre forzosa de estribo, cuan- 
do el que intenta construir una presa no sea dueño de las riberas 
o terrenos donde haya de apoyarla. 


Pago de terreno ocupado 


Artículo '779.—Decretada la servidumbre forzosa de estribo de 
pesa, se abonará al dueño del predio o predios sirvientes, el valor 
que por la ocupación del terreno corresponda; y además, se le in- 
demnizará de los daños y perjuicios que hubieren experimentado las 
fincas. | 


Construcción de compuertas 


Artículo 780.—El que para dar riego a su heredad o mejorarla 
necesite construir compuertas o partidor en la acequia o regadora 
por donde haya de recibirlo, sin gravamen ni merma para los de- 
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más regantes, podrá exigir de los dueños de las márgenes, que per- 
mitan su construcción, previo abono de daños y perjuicios, incluso 
los que se originen por la nueva servidumbre. 


Servidumbre de abrevadero y de saca de agua 


Artículo 781.—Las servidumbres forzosas de abrevadero y de 
saca de agua, solamente podrán imponerse por causa de utilidad pú- 
blica en favor de alguna población o caserío, previa la indemniza- 
ción correspondiente. 


Artículo 782.—No se impondrán estas servidumbres sobre los 
pozos ordinarios, las cisternas o aljibes ni sobre los edificios o te- 
rrenos cercados con pared. 


Artículo 783.—Las servidumbres de abrevadero y de saca de 
agua llevan consigo la obligación, en los predios sirvientes, de dar 
paso a personas y ganados hasta el fundo donde hayan de ejercersa 
aquéllas, debiendo ser también extensiva a este servicio la indem- 
nización. 

Artículo 78).—Son aplicables a las concesiones de esta clase 
de servidumbres, las prescripciones que se dejan establecidas para el 
otorgamiento de las de acueducto; al decretarlas se fijará, según su 
objeto y las circunstancias de la localidad, la anchura de la vía o 
senda que haya de conducir al abrevadero o punto destinado para 
sacar agua. 


Artículo 785.—Los dueños de predios sirvientes podrán va- 
riar la dirección de la vía o senda destinada al uso de estas servi- 
dumbres, pero no su anchura ni entrada, y en todo caso sin que la 
variación perjudique el uso de las servidumbres. 


CAPITULO M 
Servidumbre legal de paso 


Derecho del predio enclavado 


Artículo 786.—El propietario de un predio enclavado entre 
otros ajenos que no tenga salida a la vía pública, o que no pueda 
procurársela sin excesivo gasto o dificultad, tiene derecho a exigir 
paso por los predios vecinos, para el aprovechamiento y explotación 
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del mismo predio. El propietario de una finca rústica, tenga o no | 
salida a la vía pública, podrá también exigir paso por los predios 
vecinos hasta la estación de cualquier ferrocarril. En ambos casos 
y mientras resuelven en definitiva las autoridades judiciales, podrá 
constituirse provisionalmente por éstas, previa garantía de indem- 
nización y de daños y perjuicios. 


Indemnización al predio sirviente 


Artículo 787.—Se deberá siempre una indemnización equiva- 
lente al valor del terreno necesario y al perjuicio que ocasione ese. 
gravamen. La misma disposición se aplicará al que teniendo paso 
por predio de otro, necesite ensanchar el camino para conducir ve- 
hículos con los mismos fines. 


Prescripción 
Artículo 788.—La acción para reclamar esa indemnización es 


prescriptible; pero, aunque prescriba, subsistirá la servidumbre ob- 
tenida. 


Lugar de la servidumbre 


Artículo '789.—El dueño del predio sirviente tiene el derecho 
de señalar el lugar donde ha de constituirse la servidumbre de pa- 
so. Si no estuviere de acuerdo el dueño del predio dominante por 
ser impracticable o muy gravoso para éste el lugar designado, podrá 
ocurrir al juez competente para que, oyendo el dictamen de exper- 
tos, resuelva lo más conveniente, procurando conciliar los intereses 
de los dos predios. 


Predio obligado 


Artículo 790.—Si hubiere varios predios por donde pueda dar- 
se el paso, el obligado a la servidumbre será aquél por donde fuere 
más corta la distancia. Si ésta fuere igual por dos o más predios, el 
juez designará cuál de éstos ha de dar el paso. 
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Anchura de paso 


Artículo 791.—En la servidumbre de paso, el ancho de éste 
será el que baste a las necesidades del predio dominante, a juicio 
del juez, no pudiendo exceder de seis metros ni bajar de dos, sino 
por convenio de los interesados. 


Paso sin indemnización 


Artículo 792.—Si un fundo queda cerrado por todas partes, 
por causa de venta, permuta o división, los vendedores, permutan- 
tes o coparticipes, están obligados a dar el paso sin indemnización 
alguna. | 


Exoneración de la servidumbre 


Artículo '793.—Si obtenida la servidumbre de paso, deja de 
ser indispensable para el predio dominante por la adquisición de 
otros terrenos que le dan un acceso cómodo al camino o por otro 
medio, el dueño del predio sirviente tendrá derecho para pedir que 
se le exonere de la servidumbre, restituyendo lo que al establecer 
ésta se hubiere pagado por el valor del terreno. 


Paso para servicio público 


Artículo 791.—Cuando la servidumbre de paso tenga por ob- 
jeto un servicio público, debe darse por el punto menos perjudicial 
al predio sirviente; pero buscando siempre la mayor facilidad y me- 
nor distancia hacia el punto en que el servicio deba ser prestado. 


Entrada al predio sirviente 


Artículo 795.—Todo propietario debe permitir la entrada y 
paso por su propiedad, siempre que sean absolutamente necesarios 
para construir o reparar un muro u obra de interés particular del 
vecino, o en interés común de ambos. 


Servidumbre para establecer comunicación telefónica 


Artículo 796.—Cuando para establecer comunicaciones telefó- 
nicas particulares entre dos o más fincas, o para conducir energía 
eléctrica a una finca, sea necesario colocar postes o tender alambres 
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en terrenos de una finca ajena, el dueño de ésta debe permitirlo, 
mediante la indemnización correspondiente, la que, a falta de acuer- 
do entre las partes. fijará el juez en las diligencias respectivas. 

Esta servidumbre comprende el derecho de tránsito de las per- 
sonas y el de la conducción de los materiales indispensables para la 
eonstrucción y vigilancia de la línea. 


Conducción de energía eléctrica 


Artículo 797.—Las servidumbres provenientes de la conduc- 
ción de energía eléctrica para las poblaciones y del paso de vehicu- 
los aéreos, se regirán por leyes especiales. 


Servidumbre legal de desagúe 


Artículo 798.—Cuando un predio rústico o urbano se encuen- 
tre enclavado en otro u otros, de manera que no tenga comunica- 
ción directa con algún camino, canal o calle pública, estarán obli- 
gados los dueños de los predios circunvecinos a permitir por entre 
éstos, el desagie del central. Las dimensiones y dirección del con- 
ducto se fijarán por el juez, previo informe de peritos y audiencia 
de los interesados, observándose, en cuanto fuere posible, las re- 
glas dadas en este capitulo. 


CAPITULO IV 
De las servidumbres voluntarias 


Las servidumbres voluntarias se rigen por su título 


Artículo '799.—El ejercicio y extensión de las servidumbres es- 
tablecidas por la voluntad del propietario, se regulan por los respec- 
tivos títulos y, en su defecto, por las disposiciones de este capítulo. 


Propiedad común 
Artículo 800.—Si fueren varios los propietarios de un predio, 


no se podrá imponer servidumbre sino con el consentimiento de 


todos. 
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Artículo 801.—Si fueren varios los propietarios, y uno solo de 
ellos adquiere la servidumbre sobre otro predio a favor del común, 
todos los propietarios podrán aprovecharse de ella, quedando obli- 
gados a los gravámenes y a los pactos con que se haya adquirido. 


Propiedad resoluble 


Artículo 802.—Los que sólo tienen dominio resoluble, como 
aquel a quien se ha legado un fundo bajo condición no realizada, 
y otros semejantes, pueden constituir servidumbre; pero queda sin 
efecto, desde que se resuelve el derecho del constituyente. 
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Fundo hipotecado 
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A Artículo 803.—El dueño de un fundo hipotecado puede consti- 

A tuir servidumbre; pero si por tal motivo bajase el valor de aquél, 

3 de modo que perjudique al acreedor, tendrá derecho éste para hacer 

3 que se venda el fundo libre de la servidumbre. 

Y Adquisición de la servidumbre 

E ) Artículo 804.—Puede adquirirse la servidumbre en favor de | 


un fundo por los poseedores de éste, sean de buena o de mala fe; | 
y pueden igualmente adquirirla los que no gozan de la libre admi- | 
nistración de sus bienes y los administradores de bienes ajenos en 
provecho de éstos. 


Artículo 805.—Las servidumbres continuas y aparentes se ad- 
quieren por cualquier título legal, inclusive la prescripción por el 
transcurso de 10 años. 


Artículo 806.—Las servidumbres continuas no aparentes, y 
las discontinuas, sean o no aparentes, no podrán adquirirse por pres- 
cripción sino por otro título legal. La posesión, aunque sea inme- 
morial, no basta para establecerlas. 


Título 


Artículo 807.—Al que pretenda tener derecho a una servidum- 
bre, toca probar, aunque esté en posesión de ella, el título en virtud 
del cual la goza. 
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Pruebas supletorias 


Artículo 808.—La falta de títulos constitutivos de las servi- 
dumbres que no pueden adquirirse por prescripción, únicamente se 
puede suplir por confesión judicial o reconocimiento hecho en escri- 
tura pública por el dueño del predio sirviente, o por sentencia firme 
que declare existir la servidumbre. 


Obligaciones del dueño del predio dominante 


Artículo 809.—El dueño del predio dominante debe hacer a 
su costa las obras que fueren necesarias para que al dueño del pre- 
dio sirviente no se cause por servidumbre, más gravamen que el 
consiguiente a ella. Si por su descuido u omisión se causare daño, 
estará obligado a la indemnización. 


Artículo 810.—El dueño del predio sirviente no podrá menos- 
cabar de modo alguno la servidumbre constituida sobre aquél. 


Cambio de lugar de la servidumbre 


Artículo 811.—Si el lugar primitivamente destinado para el 
uso de una servidumbre llegare a presentar graves inconvenientes 
al dueño del predio sirviente, éste podrá ofrecer otro que sea cómodo 
al dueño del predio dominante, quien no podrá rehusarlo si no se 
perjudica. 


Artículo 812.—El cambio de sitio para ejercicio de una ser- 
vidumbre puede también admitirse a instancias del dueño del pre- 
dio dominante, si éste prueba que el cambio le reporta una notoria 
ventaja y no produce daño alguno al predio sirviente. 


Obras que puede realizar el dueño del predio sirviente 


Artículo 813.—El dueño del predio sirviente puede ejecutar 
las obras que hagan menos gravosa la servidumbre, si de ellas no 
resulta perjuicio alguno al predio dominante. 


Artículo 814.—Si de la ejecución de dichas obras se siguiere 
algún perjuicio al predio dominante, el dueño del sirviente estará 
obligado, a restablecer las cosas a su antiguo estado, y a indemni- 
zar los daños y perjuicios. 
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Artículo 815.—Si el dueño del predio dominante se opone a 
las obras de que trata el artículo 813, la controversia se resolverá 


sumariamente. 


Interpretación en caso de duda 


Artículo 816.—Cualquiera duda sobre el uso y extensión de la 
servidumbre, se decidirá en el sentido menos gravoso para el pre- 
dio sirviente, sin imposibilitar ni dificultar el uso de la servidumbre. 


CAPITULO V 


Extinción de las servidumbres voluntarias 


Artículo 817.—Las servidumbres vo'untarias se extinguen: 


1% Por el no uso. 


Cuando la servidumbre fuere continua y aparente, por 
el no uso de tres años, contados desde el día en qua dojó 
de existir el signo aparente de la servidumb-e. Cuando fue- 
re discontinua o no aparente, por el no uso de cinco años, 
contados desde el día en que dejó de usarse por haber eje- 
cutado el dueño del fundo sirviente acto contrario a la ser- 
vidumbre, o por haber prohibido que se usare de ella. Si no 
hubo acto contrario o prohibición, aunque no se haya usa- 
do de la servidumbre, o si hubo tales actos, pero continúa 
el uso, no corre el tiempo de la prescripción; 

Cuando los predios llegaren sin culpa del dueño del sir- 
viente a tal estado que no pueda usarse la servidumbre. 

Si en lo sucesivo los predios vuelven a su estado ante- 
rior de manera que pueda usarse de ella, se restablecerá, 
a no ser que hayan transcurrido tres años, o que desde el 
día que pudo volverse a usar, haya pasado el tiempo su- 
ficiente para la prescripción; 

Por la remisión gratuita u onerosa, hecha por el dueño del 
predio dominante; y 

Cuando constituida en virtud de un derecho revocable, se 
vence el plazo, se cumple la condición o sobreviene la cir- 
cunstancia que debe poner término a aquél. 
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La prescripción en la posesión pro indiviso 


Artículo 818.—Si el predio dominante pertenece a varios due- 
| ños pro indiviso, el uso de uno de ellos aprovecha a los demás para 
| impedir la prescripción. 


] 
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Artículo 819.—-Si entre los propietarios hubiere a'guno contra 
p quien por leyes especiales, no puede correr la prescripción, ésta no 
y correrá contra los demás. 


Prescripción de las servidumbres legales 


Artículo 820.—Las servidumbres legales establecidas por uti-. 
| lidad pública o comunal, se pierden por el no uso de cinco años, de. 

si se prueba que durante este tiempo se ha adquirido, por el que | 
| disfrutaba aquéllas, otra servidumbre de la misma naturaleza por | 
distinto lugar. 


Artículo 821.—Los aprovechamientos comunes de las aguas 
públicas y las concesiones de aprovechamientos especiales, quedan 
sujetos a lo que establezcan la ley y reglamentos respectivos. 


TITULO V 


Derechos reales de garantía 


CAPITULO 1 
De la hipoteca 


Concepto 


Artículo 822.—La hipoteca es un derecho real] que grava un 
bien inmueble para garantizar el cumplimiento de una obligación. 


No hay saldo insoluto 


Artículo 823.—La hipoteca afecta únicamente los bienes so- 
bre que se impone, sin que el deudor quede obligado personalmen- 
te ni aun por pacto expreso. 


Derecho del acreedor hipotecario 


me Artículo 82).— (Artículo 31 del Decreto-Ley número 218.) — 
- La constitución de la hipoteca da derecho al acreedor para promo- 
ver la venta judicial del bien gravado cuando la obligación sea exi- 
- gible y no se cumpla. 
Es nulo el pacto de adjudicación en pago que se estipule al 
constituirse la hipoteca. 


Indivisibilidad de la hipoteca 
Artículo 825.—La hipoteca es indivisible y como tal, subsiste 


integra sobre la totalidad de la finca hipotecada aunque se reduzca 
la obligación. 


Derecho de pedir la reducción de la garantía 


Artículo 826.—(Artículo 32 del Decreto-Ley número 218.) — 
El deudor tiene el derecho irrenunciable de pedir al acreedor la re- 
ducción de la garantía mediante la liberación del gravamen hipo- 
tecario que pesa sobre alguna o varias fincas, cuando hubiere paga- 
do más del 50% de la deuda y siempre que el valor de los inmue- 
bles que continúen gravados, guarden una justa relación con el sal- 
do deudor. Si la determinación de las fincas que deben quedar ex- 
cluidas de la hipoteca no pudiere hacerse de común acuerdo, se ha- 
rá judicialmente por medio de juicio oral. 


División del gravamen si son varias fincas 


Artículo 827.—[(Artículo 33 del Decreto-Ley número 218.) — 
Cuando se hipotequen varias fincas a la vez por un solo crédito, 
todas ellas responderán conjuntamente de su pago. Sin embargo, 
los interesados podrán asignar a cada finca la cantidad o parte de 
gravamen que debe garantizar. En este caso, el acreedor no podrá 
ejercer su derecho en perjuicio de tercero sobre las fincas hipote- 
cadas, sino por la cantidad que a cada una de ellas se le hubiere 
asignado; pero podrá ejercerlo sobre las mismas fincas no median- 
do perjuicio de tercero, por la cantidad que alguna de ellas no hu- 
biere alcanzado a cubrir. 


Imputación del deudor 


Artículo 828.— (Artículo 34 del Decreto-Ley número 218.) — 
Si la parte de crédito pagado se puede aplicar a la liberación de una 


u otra de las fincas gravadas, el deudor elegirá la que debe quedar 
libre. 


Inmueble sujeto a condición 


Artículo 829.—El que hipotecare un bien sobre el cual tuvie- 
re un derecho eventual limitado, o sujeto a condiciones suspensivas, 
rescisorias o resolutorias, que consten en el Registro de la Propie- 
dad, lo hace con las condiciones o limitaciones a que está sujeto 
ese derecho aunque así no se exprese, 

La hipoteca surtirá efectos contra tercero desde su inscrip- 
ción en el Registro, si la obligación llega a realizarse o la condición 
a cumplirse, 
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Extensión de la hipoteca 


Artículo 830.—La hipoteca se extiende: 


1? A las accesiones naturales y mejoras; 

22 A los nuevos edificios que el propietario construya y a los 
nuevos pisos que levante sobre los edificios hipotecados; 

3* A los derechos del deudor en los excesos de la superficie 
del inmueble; 

42 A las indemnizaciones que se refieran a los bienes hipote- 
cados, concedidas o debidas al propietario por seguros, ex- 
propiación forzosa o daños y perjuicios; y 

52 (Artículo 35 del Decreto-Ley número 218.) —A las servi- 
dumbres y demás derechos reales a favor del inmueble. 

| 
, 
| 
; 


Pago de las indemnizaciones 


Artículo 831.—En caso de indemnización, los acreedores hipo- 
tecarios harán valer sus derechos sobre el precio que se pague, si 
fuere por expropiación por utilidad pública. 

Si la finca estuviere asegurada y se destruyere por incendio 
u otra eventualidad. subsistirá la hipoteca en los restos de la finca 


y además el valor del seguro quedará afecto al pago. 

Si fueren varios los acreedores hipotecarios, el monto de la 
indemnización hasta el límite de las obligaciones que consten en el | 
Registro, se depositará a la orden del juez para que verifique los 


pagos de conformidad con lo dispuesto en el artículo siguiente. 


Artículo 852.—El pago de las indemnizaciones deberá hacerlo 
el juez según el orden de preferencia que les corresponda legalmen- 
te a los acreedores hipotecarios. 

Sobre las sumas que retiren los acreedores no correrán inte- 
reses. 


Artículo 833.—Si la indemnización por expropiación forzosa 
o por daños y perjuicios causados en bienes hipotecados sobre cuyos 
frutos o muebles se hubiere constituido prenda agraria, no fuere 
especialmente aplicable al inmueble o a los bienes pignorados, el pa- 
go se hará por el juez, de manera equitativa, tomando en cuenta 
el monto de los capitales garantizados, los daños y perjuicios sufri- 
dos y demás circunstancias que sean necesarias. 
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Los frutos no quedan incluidos en la hipoteca 


Artículo 831.—(Artículo 36 del Decreto-Ley número 218 )— 
Los bienes de una finca sobre los cuales puede constituirse prenda 
agraria no quedarán incluidos en la hipoteca, salvo que estuvieren 
libres de gravamen al ejecutarse el cumplimiento de la obligación. 


Quién puede hipotecar | e 


E Artículo 835.—-Sólo puede hipotecar el que puede enajenar, y 
únicamente pueden ser hipotecados los bienes inmuebles que pue- 
den ser enajenados. 


8 Nulidad de la prohibición de enajenar 


Artículo 836.—-(Artículo 37 del Decreto-Ley número 218.) — 
El dueño de los bienes gravados con hipoteca podrá siempre enaje- 
narlos o hipotecarlos no obstante cualquiera estipulación en 
contrario, salvo lo que se establezca en contratos que se refieran a 
créditos bancarios. 


Artículo 837.—El predio común no puede ser hipotecado si- 
no con el consentimiento de todos los propietarios. Sin embargo, 
pueden hipotecarse los derechos que el condómino tenga en el pre- 
dio común. 


Bienes que no pueden hipotecarse 


Artículo 888.—(Artículo 38 del Decreto-Ley número 218.) — 
No podrán hipotecarse: 


1? El inmueble destinado a patrimonio de familia; y 

2% Los bienes adquiridos por herencia, legado o donación, 
cuando el causante haya puesto dicha condición, pero és- 
ta no podrá exceder del término de cinco años. Para los 
menores de edad dicho término se cuenta desde que cum- 
plan la mayoría de edad. 


Hipoteca del edificio sobre suelo ajeno 


Artículo 839.—La hipoteca del edificio o parte del ed'ficio 
construido en suelo ajeno, no afecta los derechos del propietario del 
suelo. 
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Edificios en propiedad horizontal 


Artículo 810.—El edificio organizado en el régimen de pro- 
piedad horizontal puede hipotecarse en su totalidad por resolución 
unánime de todos los propietarios, o separadamente por el dueño 
del piso o finca independiente; pero, en el primer caso, deberá deter- 


minarse la cantidad o parte de gravamen que se asigne a cada piso 


del edificio. 
Aceptación de la hipoteca 


Artículo 8/41.—La constitución y aceptación de la hipoteca de- 
ben ser expresas. 


Hipoteca y otras garantías 


Artículo 8/2.— (Artículo 39 del Decreto-Ley número 218.) — 
Si se constituyeren hipotecas y otras garantías, deberá determinar- 
se la cantidad o parte de gravamen que se asigne a los bienes hipo- 
tecados y a las demás garantías. Sin embargo, si se constituye 
prenda e hipoteca, ésta puede garantizar el saldo insoluto que deje 
la prenda, pero en este caso no habrá responsabilidad personal del 
deudor, ni aun por pacto expreso. 


Artículo 81/3.—No podrán unificarse en el registro dos o más 
fincas cuando alguna de ellas, por lo menos, estuviere hipotecada, 
sin que preceda convenio del propietario con los acreedores hipo- 
tecarios y los que tengan algún derecho real inscrito sobre las mis- 
mas. 


Intereses sobre el capital que asegura la hipoteca 


Artículo 84/.—La hipoteca constituida en garantía de una 
obligación que devengue intereses, no asegurará, con perjuicio de 
tercero, sino los intereses de las dos últimas anualidades y los que 
se causen desde que se anote la ejecución. 


Insuficiencia de la garantía 


Artículo 815.— (Artículo 40 del Decreto-Ley número 218.) — 
Si la garantía ya no fuere suficiente por haber disminuido el valor 
de la finca hipotecada, el acreedor podrá exigir que se mejore la ga- 
rantía hasta hacerla suficiente para responder de la obligación. 
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Si quedare comprobada, mediante prueba pericial la insufi- 
ciencia de la garantía y el deudor no la mejorare dentro del térmi- 
no que señalare el juez, el plazo se dará por vencido y procederá el 
cobro del crédito. 


Cancelación de gravámenes en caso de remate 


Artículo 846.—Los bienes rematados por ejecución de un 


acreedor hipotecario, pasarán al rematario o adjudicatario libres de 
las hipotecas de grado inferior que sobre ellos pesaren y también de 
los demás gravámenes, ¡inscripciones y anotaciones inscritas con 
posterioridad a la inscripción de la hipoteca motivo de la ejecución. 


Artículo 8)7.— También tiene derecho el rematario o adju- 
dicatario a que se cancelen las hipotecas anteriores, siempre que 
pagare integramente los capitales e intereses hasta el vencimiento 
de los plazos o la fecha del pago, si ya hubieren transcurrido los 
plazos. 


Artículo 8/8.—Los bienes inmuebles rematados en virtud de 
ejecución no hipotecaria, pasarán al adquirente con los gravámenes, 
anotaciones y limitaciones inscritos con anterioridad a la anotación 
de la demanda ejecutiva o del embargo, en su caso. 


Derecho de tanteo en el remate 


Artículo 819.—Después de los comuneros, los acreedores hi- 
potecarios por su orden, tendrán derecho preferente durante el re- 
mate, a que la finca se les adjudique por la mejor postura que se 
hiciere. 


Pagos con el precio que se obtenga en el remate 


Artículo 850.—Del precio que se obtenga en la venta judicial 
de los bienes gravados, se pagarán: 


1% Los gastos de rigurosa conservación que haya autorizado 
el juez; 

22 (Artículo 41 del Decreto-Ley número 218.) —La deuda por 
contribuciones de la finca o fincas objeto de la ejecución, 
correspondientes a los últimos cinco años; 

3* La deuda por seguros vigentes de la finca o fincas remata- 
das; 


4% Los gastos del procedimiento ejecutivo, comprendiendo 
honorarios de abogado, procurador, depositario o interven- 
tor y expertos, regulados conforme a la ley; y 

5 Los acreedores hipotecarios, subhipotecarios o prendarios, 
conforme al lugar v vreferencia lesal de sus títulos. 


Artículo 851.—Si hubieren sido varias las ejecuciones, los pa- 
gos a que se refiere el inciso 4? del artículo anterior quedarán suje- 
tos al orden de preferencia que corresponda a cada hipoteca. 


Subhipoteca 


Artículo 852.—El crédito garantizado con hipoteca puede sub- 
- hipotecarse en todo o en parte, llenándose las formalidades aplica- 


bles establecidas para la constitución de la hipoteca. 


Notificación al deudor 


Artículo 853.—La subhipoteca deberá notificarse al deudor 
para que pueda inscribirse en el Registro. 


Pago con intervención judicial 


Artículo 851.—-Si el crédito estuviere subhipotecado o anota- 
do, el deudor deberá hacer el pago con intervención judicial, si no 
hubiere acuerdo entre los interesados. El juez ordenará los pagos 
correspondientes y la cancelación de los gravámenes o anotaciones 
que los garantizaren. | 


Caso en que la subhipoteca ocupa el lugar de la hipoteca 


Artículo 855.—£Si la finca pasare en propiedad al acreedor hi- 
potecario, la hipoteca se extingue, pero la subhipoteca ocupará su 
'ugar como hipoteca, en favor del acreedor respectivo, sin que la 
responsabilidad del inmueble pueda exceder del crédito h'p>tezcario 
gravado. 


Prescripción de la hipoteca 


- Artículo 856.—(Artículo 42 del Decreto-Ley número 218.) — 
La obligación garantizada con hipoteca prescribirá a los diz años 
contados desde el vencimiento de la obligación o de la fecha en 
que se tuviere como vencida en virtud de lo estipulado. 
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Hipoteca en cuentas corrientes de crédito 


Artículo 857.—(Artículo 43 del Decreto-ley número 218.) — 
Puede contituirse hipoteca en garantía de crédito en cuenta co- 
rriente, fijándose en la escritura de constitución la cantidad má- 
xima de que responda la finca hipoteca. 


Garantía que presta la hipoteca 


Artículo 858.—La hipoteca constituida para garantizar un 
crédito abierto con limitación de cantidad, garantiza las sumas par- 
ciales entregadas a cuenta en cualquier tiempo, en cuanto no exce- 
dan de la suma prefijada. 


Hipoteca de seguridad 


Artículo 859.—(Artículo 44 del Decreto-Ley número 218.) — 
Puede constituirse hipoteca en garantía de obligaciones futuras a 
favor de instituciones bancarias. En este caso, es indispensable de- 
signar al acreedor, el monto máximo de las obligaciones que se ga- 
rantiza y el término de vigencia de la garantía. En la escritura en 
que se establezcan las obligaciones o se otorguen los préstamos, de- 
berá consignarse que están garantizados con la hipoteca preconsti- 
tuida y cada obligación o préstamo quedará sujeta además a las 
estipulaciones que se hubieren especificado en cada caso en el con- 
trato o título respectivo. 


CAPITULO YU 
Cédulas hipotecarias 


Artículo 860.—(Artículo 45 del Decreto-Ley número 218.) — 
Puede constituirse hipoteca para garantizar un crédito representa- 
. do por cédulas sin que sea necesario que haya acreedor y emitirse 
las cédulas en favor del mismo dueño del inmueble hipotecado. 


Solidaridad de gravamen si son varios bienes 


Artículo 861.—Si son varios los inmuebles hipotecados, todos 
ellos garantizarán solidariamente el crédito; y si forman un solo 
cuerpo, deberán unificarse previamente en el registro. 
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Propiedades pro indiviso y en que exista usufructo 


Ñ. Artículo 862.—Las propiedades que estén pro indiviso y aque- 
le: llas en que la nuda propiedad y el usufructo correspondan a diver- 


No los copropietarios y en el segundo el usufructuario. 


4 Promedades gravadas 


sas personas, se admitirán en garantía, siempre que en el primer 
caso consientan expresamente en el gravamen de toda la propiedad 


* Artículo 863.—No se admitirán en garantía las propiedades 


suspensivas, rescisorias o resolutorias. 


E Emisión de cédulas hipotecarias 


y que se encuentren anotadas o gravadas ni las sujetas a condiciones 


Artículo 861.——Los bancos de crédito territorial podrán emitir 


tamos sobre inmuebles que otorgaren. 


Ro Requisitos de la escritura de cédulas 


E - cédulas hipotecarias por una suma igual al importe total de los prés- 


Artículo 865.—( Artículo 46 del Decreto-Ley número 218.) — 


berá contener los requisitos especiales siguientes: 


La hipoteca de cédulas se hará constar en escritura pública que de- 


1? El monto del crédito representado por las cédulas y el mon- 


to de cada serie; si se emitieron varias; 


3 2% El valor y número de cédulas que se emiten y la serie a 
y que pertenecen; 
3 3? El tipo de interés y el tiempo y lugar del pago; 


amortizaciones graduales; 


del monto del avalúo practicado; 


49 El plazo del pago o los pagos sucesivos en caso de hacerse 


5? Identificación de la finca o fincas hipotecadas y expresión 


6* Designación de persona o institución que como agente fi- 
D nanciero esté encargado del servicio de la deuda, pago de 


do intereses, comisiones y amortizaciones; 


me - 7% El nombre de la persona o institución a cuyo favor se ha- 


propio otorgante si fuere a su favor; 


on ce la emisión, en caso de que no fuere al portador y el del 


3 8” La especificación de las emisicnes anteriores, si las hu- 
e biere; y 
3 9? Si la emisión se dividiere en series, el orden de preferen- 


cia para su pago, si se hubiere establecido. 
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Artículo 866.—(Artículo 47 del Decreto-Ley número 218.) — 
Verificada la inscripción de la hipoteca en el Registro, se emitirán 
las cédulas. 

Cada cédula será del valor de cien ras o de cualquier 
múltiplo de cien. 


Monto de la emisión de cédulas 


Artículo 867.— (Artículo 48 del Decreto-Ley número 218.) — 
El monto de la emisión de cédulas hipotecarias no puede exceder 
del setenta y cinco por ciento del avalúo del inmueble hipotecado, 
practicado por valuador autorizado o bancario y aprobado por el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 


Requisitos de las cédulas 


Artículo 868.— (Artículo 49 del Decreto-Ley número 218.) — 
Las cédulas contendrán: 


1% Número de orden e indicación de la serie a que pertene- 
cen, 

2? Un resumen de las disposiciones pertinentes de la escritura 
en que se constituya la hipoteca; 

3 El número de cupones y sus respectivos vencimientos; 

4% Lugar y fecha de la emisión de las cédulas; 

5* Firma del agente financiero; 

6* Firma del otorgante de la hipoteca; y 

7% Firma y sello del registrador de la Propiedad Inmueble. 

Las cédulas emitidas por una institución bancaria, serán fir- 


madas por el representante legal de la misma, sin los requisitos 


enunciados en los incisos 6? y “7”. 


Cupones de las cédulas 


Artículo 869.—(Artículo 50 del Decreto-Ley número 213.) — 
Si el crédito devenga intereses y éstos no se hubieren descontado, 
se agregará a cada cédula tantos cupones que sirvan de título al 
portador para la cobranza de aquéllos, como períodos de pago de 
intereses. 
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Requisitos que deben tener los cupones 


Artículo 870.—Cada cupón contendrá: 


1? La denominación de cupón hipotecario; 

22 El número, serie, lugar y fecha de la cédula; 
3* El valor y especie en que debe pagarse; 

4% Lugar y fecha de su pago; 

5% La firma de] otorgante de la hipoteca; y 

6? El sello del registro de la Propiedad. 


Deben redactarse en español 


Artículo 871.—(Artículo 51 del Decreto-Ley número 218.) — 
Las cédulas y los cupones se redactarán en español, irán impresos, 
grabados o litografiados, podrán contener traducciones a uno o va- 
rios idiomas extranjeros y no causarán impuesto de papel sellado 
ni timbre. 


Son títulos que aparejan ejecución 


Artículo 872.—(Artículo 52 del Decreto-Ley número 218.) — 
Las cédulas y los cupones vencidos son títulos que aparejan ejecu- 
ción y pueden traspasarse por la simple tradición si fueren al porta- 
dor, o por endoso si fueren nominativos. 

El endoso no hace responsable al endosante y se reputará 
auténtico mientras no se pruebe lo contrario. 


Depreciación de la garantía 


Artículo 875.—Si la finca hipotecada desmejorare de valor y 
se tema fundadamente que pueda llegar a no cubrir las responsabili- 
dades hipotecarias, los tenedores de cédulas que representen por lo 
menos el veinticinco por ciento de las no pagadas, podrán pedir al 
juez la venta del inmueble aunque el plazo no esté vencido, a menos 
que el deudor amplíe la garantía de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 845, de lo cual será notificada la persona encargada 
del servicio de la deuda. 

Si la venta se efectuare, con el precio que se obtenga se hará 
- el pago del crédito, descontándose los intereses anticipados y los 
no vencidos. 
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Intervención del inmueble 


Artículo 871.— (Artículo 53 del Decreto-Ley número 218.) — 
Si el poseedor de la finca hipotecada no la cuidare y atendiere co- 
mo es debido, dentro de una prudente administración, los tenedores 
del veinticinco por ciento de las cédulas no redimidas o la institu- 
ción encargada del servicio de la deuda, podrán pedir que se ponga 
la finca en intervención. El juez, con justificación de los hechos 
nombrará interventor. 


Repartición del precio del remate 


á 
, 


Artículo 875.—Cuando el precio del remate no alcance a cu= 
. . . . a ” 1 E a 
brir la totalidad de la primera hipoteca, se repartirá a prorrata en- > E 


tre las cédulas correspondientes a tal hipoteca. Me 
Consignación del valor de las cédulas o cupones 


Artículo 876.—Las cédulas o cupones vencidos que no se pre- 
senten para su cobro, podrán ser pagados por consignación de su 
valor ante el juez. 

En la misma forma podrán pagarse las cédulas y cupones no 
vencidos si el deudor quisiere cancelarlos antes del vencimiento. 

La constancia de la consignación aprobada servirá para la can- 
celación de la hipoteca en el registro. 


Reposición de cédulas 


Artículo 877.—La reposición de las cédulas se sujetará a lo 
establecido para la reposición de títulos o acciones de sociedades 
anónimas. 


Cancelación de la hipoteca 


Artículo 878.—(Artículo 54 del Decreto-Ley número 218.) — 
La hipoteca de cédulas se cancelará por uno de los medios siguientes: 
12 Por escritura pública otorgada por el emisor o por el in- 
termediario si lo hubiere. Con el testimonio deberán pre- 
sentarse al Registro las cédulas a que se refiere la cancela- 

ción o la constancia de la consignación por las cédulas y b 
cupones no presentados; Ne 
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9 Por solicitud escrita al Registro acompañando las cédulas 
o constancia de depósito en su caso; y 
3% Por sentencia firme. 


Las cédulas se conservarán originales en el Registro, con la 
razón de haber sido canceladas; pero no será necesario presentar 
copia de ellas. 


Artículo 879.—(Artículo 55 del Decreto-Ley número 218.) — 
Las disposiciones de la hipoteca común son aplicables a la hipote- 
ca de cédulas siempre que no contraríen lo dispuesto en este capí- 
tulo. 


CAPITULO HI 
Prenda común 
Concepto 
Artículo 880.—La prenda es un derecho real que grava bie- 
nes muebles para garantizar el cumplimiento de una obligación. 
» 


Saldo insoluto 


Artículo 881.—La prenda afecta únicamente los bienes sobre 
que se impone, cualquiera que sea su poseedor, sin que el deudor 


: quede obligado personalmente, salvo pacto expreso. 


Derecho que tiene el acreedor 


Artículo 882.—(Artículo 56 del Decreto-Ley número 218.)-—- 

El contrato de prenda da al acreedor el derecho de ser pagado cor: 
preferencia a otros acreedores, del precio en que se venda la prenda. 
Es nulo todo pacto que autorice al acreedor para apropiarse la 
prenda o para disponer de ella por sí mismo en caso de falta de pago. 


Prenda a varias personas sucesivamente 


Artículo 883.—(Artículo 57 del Decreto-Ley número 218.)-—. 
Un objeto puede darse en prenda a varias personas sucesivamente, 
con previo aviso en forma auténtica a los acreedoz1es que ya tienen 


q 19 


qn 
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la misma garantía. Los acreedores seguirán el orden en que han si- 
do constituidas las prendas para el efecto de la preferencia en el pa» 
go. El primer acreedor tendrá derecho de sustituir al depositario. ds. 


a 
o ¿e 


Formalidades para la constitución de la prenda 'e 


Artículo 88/.—La prenda debe constar en escritura pública 
o documento privado, haciéndose constar la especie y naturaleza de 
los bienes dados en prenda, su calidad, peso, medida, cuando fueren 
necesarios, y demás datos indispensables para su identificación; 
nombre del depositario y especificación de los seguros que estuvie- 
ren vigentes sobre los bienes pignorados. La aceptación del acree- 
dor y del depositario deberá ser expresa. e 


Depósito de los bienes ) y 


Artículo 885.— (Artículo 58 del Decreto-Ley número 218.) — 
Los bienes pignorados, al constituirse la garantía, deberán ser de- 
positados en el acreedor o en un tercero designado por las partes, o A | 
bien en el propio deudor si el acreedor consiente en ello, ] 
La persona que reciba la prenda tiene las obligacio..es y dere= 


chos de los depositarios. 0% 


Prenda de títulos nominativos y al portador ; A 


e e 


Artículo 886.—-(Artículo 59 del Decreto-Ley número 218.)-—- 
La prenda de los títulos nominativos se constituirá por medio de en- 
doso al celebrarse ol contrato que es objeto de la garantía y el deu- 
dor recibirá un resguardo con el fin de hacer constar el objeto del 
endoso. En este caso, el deudor dará aviso de la pignoración a la ES 
institución emisora para que no se haga ningún traspaso de los ti: e ¿ 
tulos pignorados, mientras estén afectos a la obligación que garan-» 
ticen. » 

La prenda de títulos al portador se hace por la mera tradición 
de éstos, describiéndolos en el contrato respectivo, y el deudor re- 


cibirá un resguardo para su propia garantía. 


y a es 2 
SA do 


Prenda de créditos 


Artículo 857.—Siempre que la prenda fuere un crédito, el de- 
positario estará obligado a hacer lo que sea necesario para que no 
se altere ni menoscabe el derecho que aquél representa. Las canti- 


195 Be 
. 


NR o A A a UN A A A A A 


alo == 
E 
- dades que reciba las aplicará a la amortización de intereses y capi- 
tal, si fuere el caso, salvo lo que las partes convengan en el con- 


trato. 


Prenda de facturas 


A Artículo 888.—Cuando la garantía consista en facturas por 
3 cobrar, el depositario de la prenda hará el cobro, retendrá su valor 
en depósito y lo hará saber a los interesados. 


q Si consistiere en facturas de mercadería por recibir, tomará la 
Y mercadería y la conservará en prenda, dando también aviso a los 
CES 

interesados. 


Prenda constituida por un tercero 


Artículo 889.—Si el bien pignorado no pertenece al deudor 
sinó a un tercero que no ha consentido en el gravamen, la prenda 
no subsiste y el acreedor podrá exigir que se le preste otra garantía 
a su satisfacción, o se le pague inmediatamente su crédito; pero si 
el acreedor hubiere procedido de mala fe, no tendrá los derechos a 
que se refiere el presente artículo, 


El tercero no podrá exigir del acreedor la restitución de la 
prenda sin reembolsar a éste el valor del crédito y sus intereses, 
cuando el que prestó la garantía negocie en cosas análogas o las hu- 
biere adquirido en feria o venta pública. 


Saneamiento 


Artículo 890.—El deudor está obligado al saneamiento de la 
cosa dada en prenda, pero si se tratare de créditos u otros valores, 
únicamente responderá de su existencia y legitimidad en el momen- 
to de la pignoración. 


Imputación del deudor 


E Artículo 891.—El deudor no podrá reclamar la restitución de 
8 la prenda mientras no haya pagado la totalidad de la deuda, salvo 
E que siendo varios los bienes pignorados, los interesados hubieren con- 
E venido en asignar a cada cosa la cantidad por la que debe respon- 
3 der. 
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Uso del bien pignorado 


Artículo 892.—(Artículo 60 del Decreto-Ley número 218.) — 
Los bienes dados en prenda no se podrán usar sin consentimiento 
del dueño y del acreedor. Tampoco podrán ser trasladados fuera 
del lugar de la explotación agrícola, pecuaria o industrial o del se- 
ñalado en el contrato, ni exportarse sin autorización escrita del 
acreedor. 

El poseedor de las cosas dadas en prenda que disponga en 
cualquier forma de ellas y el tercero que las adquiera, si el grava- 
men estuviere inscrito en el Registro, quedan igualmente obligados 
y responsables ante el acreedor, civil y criminalmente. 


Abuso del depositario 


Artículo 893.—Si el depositario abusare de la prenda será res- 
ponsable en caso de pérdida o deterioro y el deudor tendrá derecho 
de hacerla depositar en otra persona. 


Cambio de acreedor 


Artículo 89/.— (Artículo 61 del Decreto-Ley número 218.) — 
El cambio de acreedor no altera las condiciones del contrato. 


Amortización con los frutos 


Artículo 895.—Los frutos de la cosa empeñada pertenecen al 
dueño de ella; pero si por convenio los percibe el acreedor, su impor- 
te se aplicará primero a los intereses y el sobrante al capital. Esta 
disposición rige también para el caso de indemnización. 


Pérdida o destrucción de la prenda 


Artículo 896.—Si se perdiere o destruyere la prenda, será pa- 
gada por el depositario, quien sólo podrá eximirse de esta obliga- 
ción probando que no se perdió ni destruyó por su culpa. 


Artículo 897.—Cuando la pérdida fuere por accidente o caso 
fortuito, acaecido después de pagado el crédito o de cumplida la 
obligación principal, el depositario pagará el valor de la prenda si 
no tuvo justa causa para demorar su devolución. 
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quiso admitir anteriormente el pago de su crédito. 


Depreciación y venta de la cozga pignorada 


Artículo 898.—-(Artículo 62 del Decreto-Ley número 218.) — 
Si la cosa dada en prenda se deteriora o disminuye su valor, el 
acreedor o el deudor pueden solicitar que se venda en pública su- 
basta, o al precio corriente. La disminución o la suficiencia de la 
garantía las calificará el juez en juicio oral. 


Si se efectuare la venta de la prenda, su importe substituirá 
la cosa, pero si calculado el monto del capital e intereses hasta el 
vencimiento del plazo o la fecha de pago, resultare excedente, éste 
se entregará al propietario. 


Oposición a la venta 


Artículo 899.—(Artículo 63 del Decreto-Ley número 218.) — 
El deudor puede oponerse a la venta y obtener la restitución de la 
cosa, constituyendo otra garantía declarada suficiente por el juez, 
oyendo expertos. Este derecho es irrenunciable. 


Venta solicitada por el deudor 


Artículo 900.—(Artículo 64 del Decreto-Ley número 218.) — 
También puede el deudor solicitar la venta en igual forma, de la co- 
sa O cosas pignoradas, si se le presentare ocasión ventajosa para 
hacerlo, en cuyo caso, una vez verificada la venta, se procederá co- 
mo lo dispone el párrafo segundo del artículo 898, 


Artículo 901.——Cuando fueren varias las cosas dadas en pren- 
da y su valor total excediere del monto del crédito, el juez, podrá, 
a solicitud del deudor y previa calificación, limitar la venta a las 
cosas cuyo valor sea suficiente a cubrir la deuda, sin perjuicio de 
subastar las restantes si el precio de las vendidas no cubriere la obli- 
gación. 


Artículo 902.—Las indemnizaciones relativas a los bienes pig- 
norados quedan afectas al pago del crédito prendario. 
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Montes de piedad 


Artículo 903.—Respecto de los montes de piedad y demás esta- 
blecimientos autorizados para prestar sobre prendas, se observarán 
las leyes y reglamentos que les conciernen, y subsidiariamente las 
disposiciones de este capítulo. 


CAPITULO IV 


Prenda agraria, ganadera e industrial 


Bienes que pueden ser objeto de prenda sin desplazamiento 


Artículo 904.— (Artículo 65 del Decreto-Ley número 218.) — 
Puede constituirse prenda con independencia de los inmuebles a que 
pertenezcan y quedar en posesión del deudor, sobre los bienes si- 
guientes: 


1* Los frutos pendientes, futuros o cosechados; 

2% Los productos de las plantas y las plantas que sólo pueden 
utilizarse mediante el corte; 

3* Las máquinas, aperos o instrumentos usados en la agricul- 
tura; | 

4* Los animales y sus crías; 

5 Las máquinas e instrumentos usados en la industria; 

6? Las materias primas de toda clase y los productos en cual- 
quier estado de las fábricas o industrias; y 

79% Los productos de las minas y canteras. 


También puede constituirse prenda sobre vehículos y demás 
muebles fácilmente identificables que constituyan garantía de una 
- Operación comercial. 


Los bienes pueden pignorarse aunque exista hipoteca 


Artículo 905.—Aunque la finca estuviere hipotecada, podrán 
pignorarse los bienes a que se refiere el artículo anterior, pero debe 
darse la preferencia al acreedor hipotecario, quien podrá ejercer es- 
te derecho dentro de cinco días contados desde que el deudor le ha- 
ga saber en forma auténtica, las bases del contrato que proyecta ce- 
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lebrar. Si el acreedor hipotecario no concede el crédito, no podrá 
oponerse a que el deudor lo obtenga de otra persona sobre las mis- 
mas bases. 


Pago de saldo insoluto con la siguiente cosecha 


Artículo 906.—(Artículo 66 del Decreto-Ley número 218.) — 
Sólo la cosecha pendiente podrá pignorarse, pero cuando su pro- 
ducto no alcanzare a amortizar el crédito prendario, el saldo inso- 
luto quedará cancelado con el producto de la cosecha subsiguiente, 
aunque no alcanzare a cubrir la totalidad de dicho saldo. Cuando 
la prenda recayere sobre ganado o productos industriales, cualquier 
saldo quedará cancelado con las cosechas de los dos años subsiguien- 
tes. De esta limitación se exceptúan los créditos concedidos por ins- 
tituciones bancarias. 


Preferencia en el pago 


Artículo 907.—El acreedor prendario tiene preferencia sobre 
cualquier otro acreedor, en el precio de los bienes dados en prenda, 
por el importe del crédito, intereses y gastos si los hubiere, 


Nuevos gravámenes 


Artículo 908.—Puede constituirse nuevo gravamen sobre bie- 
nes ya pignorados, o darse en garantía la parte restante de una co- 
secha pendiente a persona distinta del primer acreedor, siempre que 
éste, impuesto de las bases del contrato que se pretenda celebrar, 
en la forma expresada en el artículo 905, no quiera o no pueda con- 
ceder nuevo crédito; pero en todo caso, sin perjuicio de los derechos 
que como primer acreedor le corresponden. 


Depositario 


Artículo 909.—(Artículo 67 del Decreto-Ley número 218.) — 
En la prenda sobre bienes fungibles podrá convenirse que los bienes 
pignorados puedan sustituirse, siempre y cuando el depositario ten- 
ga en existencia en el momento de la sustitución, bienes de las mis- 
mas características especificadas en el contrato respectivo. 
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Inversión de los fondos 


Artículo 910.—(Artículo 68 del Decreto-Ley número 218.) — 
Los fondos que se obtengan con prenda agraria, si hubiere hipoteca, 
deberán invertirse exclusivamente en gastos de administración, sos- 
tenimiento, cultivo, recolección y beneficio, y en reparación de ma- 
quinaria, en la finca de que se trata. 


En los créditos que se concedan para la compra de maquinaria, 
ganado o bienes de cualquier otra especie, se puede constituir pren- 
da sobre esos bienes, aunque no estén todavía en poder del deudor. 
Esta prenda queda perfeccionada sin necesidad de otro requisito 
cuando el deudor adquiera los bienes pignorados. 


Extensión de la prenda 


Artículo 911.—Si para obtener nueva maquinaria, vehículos o 
semovientes destinados al servicio de la finca hipotecada, se die- 
ren en prenda los frutos pendientes, la garantía prendaria se en- 


tenderá extendida a los nuevos bienes adquiridos, 


Inscripción en el Registro 


Artículo 912.—La prenda agraria deberá inscribirse en el Re- 
gistro de Inmuebles si recae en los bienes que se detallan en el ar- 
tículo 904, exceptuándose la constituida sobre los bienes siguientes: 


1? Los animales que no se destinan al servicio o explotación 
de la finca; 

2* Los frutos o productos ya cosechados; 

3% Las materias primas y los productos en cualquier estado, 
de las fábricas o industrias; 

4? Los productos extraídos de las minas y canteras; y 

52 Los enumerados en el inciso 2? del artículo 904 si la finca 
fuere de un tercero. 


Prenda abierta 


Artículo 913.—-(Artículo 69 del Decreto-Ley número 218.) — 
Pueden constituirse prenda en garantía de obligaciones futuras a 
favor de instituciones bancarias. En este caso, es indispensable de- 
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signar al acreedor, el monto máximo de las obligaciones que se ga- 
rantizan y el término de vigencia de la garantía. Cuando se creen 
las obligaciones o se otorguen los préstamos, deberá consignarse en 
el respectivo titulo o contrato que ellos están garantizados con la 
prenda preconstituida y que cada obligación o préstamo quedará 
sujeta además a las estipulaciones que se hubieren especificado en 
el contrato o titulo respectivo. 


Venta de los bienes 


Artículo 91/.—Los bienes dados en prenda podrán ser vendi- 
dos por el deudor siempre que la venta sea al contado, que el precio 
cubra el total de lo adeudado y que previamente dé aviso al acree- 
dor. Al hacer la venta deberá depositar el monto del crédito en el 
lugar donde debe hacerse el pago, ya sea en el Juzgado de Primera 
Instancia o en un establecimiento bancario, dentro de veinticuatro 
horas hábiles de haberse celebrado, más el término de la distancia, 
en su caso, y dar inmediatamente aviso al acreedor. 

La omisión de cualquiera de los requisitos aquí establecidos 
hace que el deudor incurra en las responsabilidades a que se refie- 
re el articulo anterior. * 


Derecho del acreedor para inspeccionar los bienes 


Artículo 915.—El acreedor podrá por sí o por medio de un de- 
legado, inspeccionar los bienes objeto de la prenda y si se encontra- 
ren sufriendo daño o deterioro o en estado de abandono por parte 
del deudor, el acreedor podrá también acudir al juez para que se 
nombre un interventor. 


Artículo 916.—Las disposiciones de la prenda común y de la 
hipoteca son aplicables a la prenda agraria o industrial en cuanto no 
contraríen su naturaleza y lo preceptuado en este capitulo. 


(1) Es el artículo €92. 
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De la sucesión hereditaria 
TITULO 1 


De la sucesión en general 


CAPITULO 1 


Disposiciones generales 


Sucesión hereditaria 


Artículo 917.—La sucesión por causa de muecrte se realiza por 
la voluntad de la persona, manifestada en testamento y, a falta de 
éste, por disposición de la ley. La primera se llama testamentaria y 
la segunda, intestada, comprendiendo en uno y otro caso, todos los 
bienes, derechos y obligaciones que no se extinguen por la muerte. 


Transmisión de la herencia 


Artículo 918.—Los derechos a la sucesión de una persona se 
transmiten desde el momento de su muerte; y la sucesión puede ser 
a título universal y a título particular. 


5 Herencia y legado 
. 


Artículo 919.—La asignación a título universal se llama he- 
rencia, la asignación a título particular se llama legado. El título 
es universal, cuando se sucede al causante en todos sus bienes y obli- 
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gaciones transmisibles, a excepción de los legados. El título es par- 
ticular cuando se sucede en uno o más bienes determinados. 
La sucesión puede ser en parte testada y en parte intestada. 


Responsabilidad limitada del heredero 


Artículo 920.—El heredero sólo responde de las deudas y cargas 
de la herencia hasta donde alcancen los bienes de ésta. 


El legatario sólo responde de las cargas que expresamente le 
imponga el testador. 


Legatarios considerados como herederos 


Artículo 921.—Cuando toda la herencia se distribuya en lega- 
dos, los legatarios serán considerados como herederos. 


Derechos del heredero 


Artículo 922.—Cada heredero puede disponer del derecho que 
tiene en la masa hereditaria, pero no puede disponer de las cosas 
que forman la sucesión. 


Ley que rige la capacidad para suceder 


Artículo 923.—La capacidad para suceder se rige por la ley 
del domicilio que tenga el heredero o legatario al tiempo de la muer- 
te del autor de la sucesión, cuando se trate de bienes situados fue- 
ra de la república. 


CAPITULO U 
De las incapacidades para suceder 
Incapacidades para heredar, por indignidad . 


Artículo 92).—Son incapaces para suceder como herederos o 
legatarios, por causa de indignidad: 
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1? El que haya sido condenado por haber dado, mandado o 
intentado dar muerte a la persona de cuya sucesión se tra- 
te, o a los padres, hijos, cónyuge, conviviente de hecho, o 
hermanos de ella, Esta causa de indignidad subsistirá no 
obstante la gracia acordada al criminal o la prescripción 

ñ de la pena; 

2? El heredero mayor de edad que, siendo sabedor de la muer- 
te violenta del autor de la sucesión, no la denunciare a los 
jueces en el término de un mes, cuando sobre ella no se hu- 
biere procedido de oficio. Si los homicidas fueren ascen- 
dientes o descendientes, cónyuge o conviviente de hecho, o 
hermanos del heredero, cesará en éste la obligación de de- 
nunciar; 

32 El que voluntariamente acusó al autor de la herencia, de un 
delito que merezca por lo menos la pena de un año de pri- 
sión; 

42 El condenado por adulterio con el cónyuge del causante; 

5? El pariente del autor de la herencia si, habiendo estado 
éste demente y abandonado no cuidó de él, de recogerlo o 
asilarlo en establecimiento público, si hubiere podido ha- 
cerlo; 

6* El padre o la madre que haya abandonado a sus hijos me- 
nores de edad o que los haya corrompido o tratado de co- 
rromper, cualquiera que sea la edad de los hijos; 

7e El que con dolo o coacción obligare al testador a hacer tes- 
tamento, a cambiarlo o revocarlo; 

8? El que por iguales medios impidiere a otro hacer testamen- 
to o revocar el que tuviere hecho, o suplantare, ocultare o 
alterare otro testamento posterior; y 

9? El que ejerciere violencia sobre el notario o testigos, para 

impedir el otorgamiento del testamento, o para conseguir 

que se teste a su favor o a favor de otra persona, 


Cuándo no se aplican 


Artículo 925.—Las incapacidades enumeradas en el artículo 
anterior no se aplican cuando el causante así lo dispone en disposi- 
ciones testamentarias posteriores a los hechos que las hayan pro- 
ducido. 
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Incapacidades para fs por testamento 


Artículo 926.—Son incapaces para suceder por testamento: 


1* Los ministros de los cultos, a menos que sean parientes del 
testador; 


22 Los médicos o cirujanos que hubieren asistido al testador 
en su última enfermedad, si éste falleciere de ella, salvo que 
sean parientes del testador; 


ze 
32 El notario que autoriza el testamento y sus parientes, y los 
testigos instrumentales; 


4* El tutor, el protutor y los parientes de ellos si no se hu- 
bieren aprobado las cuentas de la tutela, a no ser que fue- 
ren parientes del pupilo; y 


5e Las instituciones extranjeras, cualquiera que sea su finali- 


dad. 


La indignidad de los ascendientes no daña 
a sus descendientes 


Artículo 927.—La indignidad del padre o de la madre o de los 
descendientes, no daña a sus hijos o descendientes, ora sucedan por 
derecho propio o por representación. En este caso, ni el padre ni la 
madre, tienen sobre la parte de la herencia que pasa a sus hijos, 
los derechos de administración que la ley reconoce en favor de los 


padres. 


Acción por indignidad 


Artículo 928.—Sólo puede deducirse acción, para declarar la 
indignidad del heredero, dentro de dos años de que el indigno esté 
en posesión de la herencia o legado. No se podrá intentar esta ac- 
ción contra sus herederos, si no se ha iniciado durante la vida de 
éste. 

No produce efecto la acción de indignidad contra tercero de 
buena fe, 
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Representación hereditaria 
Casos en que hay representación 


Artículo 929.— (Artículo 70 del Decreto-Ley número 218.) -—- 
Derecho de representación hereditaria, es el que tienen los descen- 
dientes de una persona para heredar en lugar de ella, si hubiere 
muerto antes que su causante. 

Igual derecho existe cuando el heredero ha renunciado la he- 
rencia O la ha perdido por indignidad. En estos casos, los hijos 
o descendientes tendrán derecho a heredar representando al repu- 
diante o al excluido. 

La persona que por indignidad perdiere el derecho a heredar, 
en ningún caso tendrá la administración de los bienes de los que 
entren a representarlo. 


Representación en la línea colateral 


Artículo 930.—En la línea colateral] corresponde la represen- 
tación solamente a los hijos de los hermanos, quienes heredarán por 
estirpes si concurren con sus tíos. 

Si los sobrinos concurren solos, heredarán por partes iguales. 


Artículo 931.—No hay representación en la línea ascendente 
ni de ningún otro pariente fuera de los mencionados en los artícu- 
los anteriores. 


Artículo 932.—Siempre que se herede por representación en 
la línea recta descendente, la división de la herencia será por estir- 
pes de modo que el representante o representantes no hereden más 
de lo que heredaría su representado si viviese. 


Representación en herencia testamentaria 


Artículo 933.—Las disposiciones de este capitulo rigen para 
la sucesión intestada y testamentaria pero la representación en ca- 
so de testamento, sólo se efectuará cuando los herederos y legata- 
rios sean parientes del testador. 
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TITULO H 
De la sucesión testamentaria 
CAPITULO 1 


Disposiciones generales 
Libertad de testar 


Artículo 931).—- (Artículo 71 del Decreto-Ley número 218.) — 
Toda persona capaz civilmente puede disponer de sus bienes por 
medio de testamento a favor de cualquiera que no tenga incapaci- 
dad o prohibición legal para heredar. 

El testador puede encomendar a un tercero la distribución de 
herencias o legados que dejare para personas u objetos determinados, 


Concepto del testamento 


Artículo 935.—El testamento es un acto puramente personal 
y de carácter revocable, por el cual una persona dispone del todo 
o de parte de sus bienes, para después de su muerte, 


Lámites de la libertad da testar 
Artículo 936.—La libertad de testar sólo tiene por límite el 
derecho que algunas personas tienen a ser alimentadas. 
Es prohibido el contrato de sucesión recíproca 


Artículo 937.—Queda prohibido el contrato de sucesión re- 
cíproca entre cónyuges o cualesquiera otras personas; y es nulo el 
testamento que se otorgue en virtud de contrato. 
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Artículo 938.—Se prohibe que dos o más personas otorguen 
testamento en un mismo acto. 6 
- Artículo 939.—Las cédulas o papeles a que se refiere el tes- 
tador en el testamento, no podrán considerarse como parte de éste, 
aunque el testador lo ordene. 
Interpretación de las disposiciones testamentarias 


Artículo 9/0.—Toda disposición testamentaria deberá enten- 
derse en el sentido literal de sus palabras, a no ser que aparezca 
claramente que fue otra la voluntad del testador. La interpretación 
del testamento no debe hacerse tomando sólo palabras o frases ais- 
ladas, sino la totalidad de la declaración de voluntad. 

Hijo póstumo 

Artículo 9/1.—El hijo póstumo o el nacido después de hecho 
el testamento, si no hubieren sido desheredados de manera expre- 
sa y el testador hubiere distribuido desigualmente sus bienes entre 
los otros hijos, tendrán derecho a una parte de la herencia equiva- 
lente a la porción que les correspondería si toda la herencia se hu- 
biera repartido en partes iguales. 

Si los herederos testamentarios no son hijos del testador, el 
hijo póstumo y el nacido después de hecho el testamento que no 
hubieran sido desheredados expresamente, tendrán derecho al cin- 
cuenta por ciento de la herencia. En ambos casos la porción here- 
ditaria que corresponda al hijo póstumo o al nacido después de he- 
cho el testamento, se deducirá a prorrata de las porciones corres- 
pondientes a los herederos testamentarios. El hijo preterido se repu- 
ta desheredado. 


S Disposición a favor de parientes en general 

Artículo 9/2.—La disposición redactada a favor de parientes 
del testador, en forma general e indeterminada, se entiende hecha 
únicamente a favor de los herederos llamados a la sucesión. 

Donación por causa de muerte 

Artículo 9/3.—Las donaciones por causa de muerte se rigen 

por las mismas disposiciones de los testamentos sobre legados. 
Fideicomiso 

Artículo 9/4.—(Artículo 72 del Decreto-Ley número 218.) — 
En el fideicomiso instituido por testamento, la institución de crédi- 
to que actúe como fiduciaria no tendrá la calidad de heredero, 
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Incapacidades para testar 


Artículo 945.—Están incapacitados para testar: 

1? El que se halle bajo interdicción; 

2? El sordomudo y el que hubiere perdido el uso de la pala- 
bra, cuando no puedan darse a entender por escrito; y 

3 El que sin estar bajo interdicción no gozare de sus facul- 
tades intelectuales y volitivas, por cualquier causa, en el 
momento de testar. 


Error en la persona del heredero 


Artículo 9/46.—No es heredero ni legatario el instituido por 
error, cuando ese error recae sobre la persona designada. 


Omisión de heredero 


Artículo 9/7.—La omisión de la institución de heredero en un 
testamento no anula las disposiciones que contiene, 

Los bienes, derechos y acciones de que no dispuso el testa- 
dor que omitió la institución de heredero, pasan a sus herederos 
legales. 


Designación de dos o más herederos 


Artículo 918.—El testador que nombre dos o más personas co- 
mo sus herederos, señalará la parte de herencia que destina a cada 
uno de ellos. Si no lo hiciere, será igual el derecho de todos los he- 
rederos a los bienes hereditarios. 


Porciones que exceden de la misma hereditaria 


Artículo 9/9.—Cuando reunidas las porciones que asignó el 
testador a sus herederos, excedan del monto de la masa hereditaria, 
se reducirán a prorrata. 


Artículo 950.—Si el testador señala todas las porciones que i 


deja a sus herederos, y queda algo sin aplicación determinada, esta 
parte corresponderá a los herederos legales. 


Artículo 951.—Designada en el testamento parte determinada 
de la herencia para uno o más herederos, sin señalarse la de sus 00- 
herederos, éstos se distribuirán con igualdad lo que sobre de la he- 
rencia, deducido lo que fue destinado especialmente. 
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Bienes vacantes de la herencia 


É Artículo 952.—Salvo lo dispuesto por el testador, los bienes 
3 adjudicados por testamento, ya sea por herencia o por legados que 
vacaren por haber fallecido los adjudicatarios antes que el testador, 
pasarán por derecho de representación a quienes determina la ley, 
si fueren parientes de él. 


¡ Artículo 953.—(Artículo 73 del Decreto-Ley número 218.) — 
E Si la vacancia se produjera por la no aceptación de la herencia y 
3 no hubiere derecho de representación, los bienes pasarán al here- 
a dero universal testamentario; en su defecto, se adjudicarán a las 
3 personas a quienes corresponda la herencia intestada, conforme a 
y la ley, siempre que éstas no hubieren sido desheredadas expresa- 
mente por el testador. 


; CAPITULO H 
: De la forma de los testamentos 
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Formas testamentarias 


Artículo 95/.—Los testamentos en cuanto a su forma, son co- 
munes y especiales. 

Son comunes, el abierto y el cerrado. 

Son especiales los que se otorguen en los casos y condiciones 
que se expresan en este capítulo. 


Testamento en escritura pública 


Artículo 955.—El testamento común abierto deberá otorgar- 
se en escritura pública, como requisito esencial para su validez, 


Artículo 956.—El testador puede entregar al notario la mi- 
nuta de sus disposiciones testamentarias o manifestar de palabra 
su última voluntad. 

El notario redactará el testamento, y procederá a su lectura 
en presencia de los testigos, en un solo acto y sin interrupción, lle- 
nando los demás requisitos que para el efecto exige el Código de 
Notariado. 


Testamento del ciego 


Artículo 957.—En el testamento del ciego debe intervenir un 
testigo más de los que se requieren para el testamento abierto, será 
leído en alta voz dos veces; la primera por el notario autorizante, y 
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la segunda, por uno de los testigos elegido al efecto por el testador. 
Se hará mención especial de esta circunstancia. 


Testamente del sordo 


Artículo 958.—Si un sordo quiere hacer testamento abierto, Y 
deberá leer él mismo en voz inteligible, el instrumento, a presencia 
del notario y testigos, lo que se hará constar. 


Formalidades del testamento cerrado ; E 


Artículo 959.—En el testamento cerrado se observarán las so- 3 
lemnidades pertinentes prescritas para el testamento abierto y, ade- 
más, las siguientes: 3 


1* El papel que contenga el testamento se pondrá dentro de a 
una cubierta cerrada, de suerte que no pueda extraerse y 
aquél sin romper ésta; i 

2? En presencia del notario y los testigos, y los intérpretes en 
su caso, manifestará el testador que el pliego que presenta 
contiene su testamento y si está escrito y firmado por él 
o escrito por mano ajena y si, por no poder firmar, lo ha : 
hecho a su ruego otra persona, cuyo nombre expresará; ds = 

3* Sobre la cubierta del testamento extenderá el notario el 
acta de su otorgamiento, dará fe de haberse observado las 
formalidades legales; y 

4* Extendida y leída el acta, la firmarán el testador, log tes- 
tigos, los intérpretes si los hubiere y la autorizará el no- 
tario con su sello y firma. 

Si el testador no puede firmar, pondrá su impresión digital, 

y un testigo más, designado por él mismo, firmará a su ruego, E 


Testamento cerrado y 


Artículo 960.—No pueden hacer testamento cerrado: 
1* El ciego; y e 
2 El que no sepa leer y escribir. 


Artículo 961.—Los que no pueden hablar, pero sí eseribir, po- 
drán otorgar testamento cerrado, pero tanto el testamento como el 
acta de la plica deberán ser escritos y firmados de puño y letra del 
testador. : 


213 «A 


“e 
4 vE y 
¿0 
e A : O 
A A a NS RN A A as E MI. A NA A 


MS SEA E A OS TR IIS OO 
7 Ed ns » p : a 4 . AN y or RS 53 +: Y 4 a a 
E k 


AR 
q FPUGARN 


Artículo 962.—Autorizado el testamento cerrado, el notario lo 
entregará al testador, después de transcribir en el protocolo, con el 
número y en el lugar que le corresponde, el acta de otorgamiento. Di- 
cho instrumento será firmado también por todos los que en el acto 
intervinieren. 

Artículo 963.—El testador podrá conservar en su poder el tes- 
tamento cerrado, encomendar su guarda a persona de su confianza, 


o depositario en poder de] notario. Cualquiera de estas tres circuns- 
tancias se hará constar en el acta. 


Artículo 96).—+El notario o la persona que tenga en su poder 
el testamento cerrado, deberá presentarlo al juez competente luego 
que sepa el fallecimiento del testador y, a más tardar, dentro de diez 
días, bajo pena de responder de los daños y perjuicios. 


Testamento militar 


Artículo 965.—Los militares en campaña, rehenes, prisioneros 
y demás individuos empleados en el Ejército o que sigan a éste, po- 
drán otorgar testamento abierto ante el oficial bajo cuyo mando se 
encuentren. 

Es aplicable esta disposición a los individuos de un ejército 
que se halle en país extranjero. 

Si el testador estuviere enfermo o herido, podrá otorgarse an- 
te el facultativo que lo asista, o ante un oficial de cualquier cate- 
goría. 

Si estuviere en destacamento, ante el que manda éste aunque 
sea subalterno. 

En todos los casos de este artículo, será necesaria la presen- 
cia de dos testigos que sepan leer y escribir; y si el testador no pu- 
diere firmar, lo hará por él cualquiera de los dos testigos. 


Artículo 966.—El testamento otorgado con arreglo al artículo 
anterior, deberá ser remitido con la brevedad posible al Cuarte] Ge- 
neral, y por éste al Ministerio de la Defensa. 

Si el testador hubiere fallecido, el ministro remitirá el testa- 
mento al juez del último domicilio del difunto y, no siéndose conoci- 
do, a cualquier Juzgado de Primera Instancia del Ramo Civil del de- 
partamento de Guatemala, para que, de oficio, cite a los herederos 
y demás interesados en la sucesión. 
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Estos deberán solicitar que el testamento se protocolica en la 
forma prevenida en el Código Procesal Civil y Mercantil. 


Testamento marítimo 


Artículo 967.-—Los testamentos abiertos o cerrados de los que 
vayan a bordo durante un viaje marítimo, se otorgarán en la forma 


siguiente: ¡A iodo E Ss 


Bd 


Si el buque es de guerra, ante el contador o ante el que ejerza 
sus funciones, en presencia de dos testigos que sepan leer y escri= 
bir, y que vean y entiendan al testador. El comandante del buque 


o el que haga sus veces, pondrá además su “visto bueno”. 

En los buques mercantes autorizará el testamento el capitán 
o el que haga sus veces, con asistencia de dos testigos como se ex- 
presa anteriormente. 

En uno y otro caso, los testigos se elegirán entre los pasaje- 
ros, si los hubiere. 


Artículo 968.—El testamento del contador del buque de gue- 
rra y del capitán del mercante, serán autorizados por quien deba 
substituirlos en el cargo, observándose en lo demás lo dispuesto en 
el artículo anterior. 


Artículo 969.— Los testamentos abiertos, hechos en alta mar, 
serán custodiados por el comandante o por el capitán, y se hará 
mención de ellos en el diario de navegación. 


Artículo 970.—En el testamento hecho en el mar, es nula 
toda disposición a favor de cualquiera persona que ejerza autori- 
dad a bordo, a no ser que sea pariente del testador. 


Testamento en lugar incomunicado 


Artículo 971.—Los que se hallen en lugar incomunicado por 
motivo de epidemia, podrán testar ante el juez local y en presen- 
cia de dos testigos que sepan leer y escribir. 


Testamento del preso 


Artículo 972.—Si el testador se halla preso podrá en caso de 
necesidad, otorgar testamento ante el jefe de la prisión pudiendo 
ser testigos, a falta de otros, los detenidos o presos, con ta] que no 
sean inhábiles por otra causa y que sepan leor y escribir, 
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En este testamento es nula toda disposición hecha a favor de 
los que tienen autoridad en la prisión, a menos que sean parientes 
del testador. 


Artículo 973.—Los testamentos especiales a que se refieren 
los artículos anteriores, sólo son válidos si el testador muere duran- 
te la situación a que dichos artículos se refieren o dentro de los no- 
venta días posteriores a la cesación de ella. 


Testamento en el extranjero 


Artículo 97).—Los guatemaltecos podrán testar fuera del te- 
rritorio nacional, sujetándose a las normas establecidas por las le- 
yes del país en que se hallen. 

También podrán testar en alta mar, durante su navegación 
en un buque extranjero, con sujeción a las leyes de la nación a que 
el buque pertenezca. 


Artículo 975.—No será válido en Guatemala el testamento 
mancomunado que los guatemaltecos otorguen en país extranjero, 
aunque lo autoricen las leyes de la nación donde se hubiere otorgado. 


Artículo 976.—También podrán los guatemaltecos que se en- 
cuentran en país extranjero otorgar testamento, abierto o cerrado, 
ante el agente diplomático o consular de esta República, residente 
en el lugar del otorgamiento, si fuere notario. 


CAPITULO Mm 


Revocación, nulidad, falsedad y caducidad de las 
disposiciones testamentarias | 


Artículo 977.—Es nulo el testamento que se otorga Sin la ob- 
servancia de las solemnidades esenciales que la ley establece. 


El testamento cerrado será nulo, además, cuando apareciere 


rota la plica que lo contiene. 


Artículo 978.—Es anulable el testamento otorgado con vio- 
lencia, dolo o fraude. 

El testador no puede prohibir que se impugne el testamento, 
en los casos en que haya nulidad declarada por la ley. 
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Artículo 979.—El que de algún modo ejerza coacción sobre el 
testador para que haga, altere o revoque su testamento o cualquie- 
ra disposición testamentaria, pierde todos los derechos que por el 
testamento o por la ley le correspondan en los bienes de la herencia. 

Artículo 980.—Incurre también en la pena del artículo ante- 
rior quien impida que una persona haga, revoque o varíe su testa: 
mento. 

Artículo 981.—Si el testamento posterior fuere declarado nu- 
lo o falso, subsistirá el anterior. 

Artículo 982.—El testamento no puede ser revocado en todo 
ni en parte sino con las solemnidades necesarias para testar. 

Artículo 983.—(Artículo 74 del Decreto-Ley número 218.) — 
Todo testamento queda revocado por el otorgamiento de otro pos- 
terior. Sin embargo, el testador puede de manera expresa dejar 
vigente todo o parte del testamento anterior. 

Las donaciones por causa de muerte hechas con anterioridad 
al testamento caducarán salvo disposición en contrario del testador. 


Artículo 98/.—Cuando se ha otorgado un testamento dando 
expresamente por causa la muerte del heredero instituido en el an- 
terior, valdrá éste y se tendrá por no otorgado aquél si resulta fal- 
sa la noticia de la muerte. 

Artículo 985.—Por la enajenación que haga el testador del to- 
do o parte de una cosa dejada en testamento, se entiende revocada 
su disposición relativa a la cosa o parte etnajenada, a no ser que 
vuelva a su dominio. 


Artículo 986.—La donación o legado de un crédito hecho en 
testamento, queda revocado en todo o en parte, si el testador reci- 
be en pago el todo o parte de la cantidad que se le debía o si por 
cualquier razón ha cancelado el crédito. 


Artículo 987.—No produce efecto el testamento en cuanto a 
la institución del heredero, si el nombrado tuviere incapacidad legal 
para heredar. 

Artículo 988.—Caduca la disposición testamentaria en que se 
deja algo bajo condición, si el heredero o el legatario a que se re- 
fiere, muere antes de que se verifique. 


Artículo 989.—No caduca la disposición testamentaria si el 
testador ha nombrado heredero substituto para el caso en que el 
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heredero instituido muera antes que él, o no quiera, o no pueda 
aceptar la herencia. 


Artículo 990.—No caduca la herencia ni el legado que se de- 
ja desde día cierto o desde tiempo determinado aun cuando el he- 
redero o el legatario mueran antes de haber llegado el día o venci- 
do el tiempo que fijó el testador. 


Artículo 991.—La disposición testamentaria de una cosa espe- 
cifica, en favor de alguno, no produce efecto si se destruye la cosa 
sin culpa de la persona obligada a entregarla. 


Artículo 993.—En todos los casos en que caduque o pierda su 
efecto la institución de heredero, pasará la herencia a los herede- 
ros legales. 


CAPITULO IV 
Herencia condicional y a término 
Herencia condicional : 


Artículo 993.—Las disposiciones testamentarias podrán otor- 
garse bajo condición, haciendo depender su eficacia de la realiza- 
ción de un acontecimiento futuro e incierto. 

Las condiciones impuestas a los herederos y legatarios se re- 
girán por lo establecido para las obligaciones condicionales en lo 
que no esté prevenido en este capítulo. 


Artículo 994.—La condición de no enajenar o no gravar los 
bienes, sólo será válida hasta la mayoría de edad y cinco años más 
de los herederos o legatarios. 


e - E 


Artículo 995.—Se tendrá por no puesta la condición de no ca- 
sarse; pero será válida la que se dirija a impedir el matrimonio con 
persona determinada. Podrá, sin embargo, legarse al causahabien- 

r te, el usufructo, uso o habitación, o una pensión personal, por el 
tiempo que permanezca soltero. 


Artículo 996.—Si el heredero o legatario fueren instituidos 
bajo condición suspensiva, se pondrán en administración los bienes 
que les correspondan, hasta que la condición se realice o haya cer- 
teza de que no podrá cumplirse. 

Se tendrá por cumplida la condición cuando sin culpa del he- 
redero o legatario, impida el cumplimiento de ella el interesado en 

- QUe no se realice. 
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Artículo 997.—La administración de que habla el artículo an- 
terior, se confiará al heredero o herederos sin condición; pero si no 
hubiere coherederos, podrá confiarse la administración al heredero 
condicional, siempre que garantice suficientemente su manejo a jui- 
cio del juez. 


Herencia a término 


Artículo 998.—Será válida la designación de día o tiempo en 
que haya de comenzar o cesar el efecto de la institución de herede- 
ro O legatario. 

En ambos casos, hasta que llegue el término señalado, o cuan- 
do éste concluya, se entenderá llamado el sucesor legítimo. Mas, 
en el primer caso, no entrará éste en posesión de los bienes sino, 
después de prestar caución suficiente, con intervención del insti- 
tuido. 


Artículo 999.—En la herencia o legado conferidos desde día 
determinado, los frutos que produzcan los bienes hasta que llegue 
ese día, corresponderán a los herederos legales, si el testador no hu- 
biere dispuesto de ellos. 


Artículo 1000.—-Si el testador instituye heredero o legatario 
hasta cierto día o tiempo determinado, no podrá el heredero rete- 
ner los bienes hereditarios, ni hará suyos los frutos, desde que pasen 
el día o tiempo señalados. 


Artículo 1001.—Los bienes y frutos de que habla el artículo 
anterior, pertenecerán en adelante a] heredero instituido, o a los he- 
rederos legales del testador. 


CAPITULO V 
Legados 


Artículo 1002.—El testador puede disponer de una cosa, o de 
una cantidad, o del todo o de una parte de sus bienes, a título de 
legado, en favor de una o más personas individuales o jurídicas. E DAS 


7 
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Artículo 1003.—Legatario es la persona a quien se da algo por | 
testamento, conforme el artículo anterior, aun sin instituirlo he-= 
redero. 30 
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Artículo 1004.—-Si toda la herencia se distribuye en legados, 
se prorratearán las deudas, gravámenes y porciones alimenticias en- 
tre los legatarios, en proporción al valor de sus respectivos legados. 


Artículo 1005.—No tiene efecto el legado de una cosa en es- 
si no se halla en el dominio del testador al tiempo de su 


pecie, 
muerte. 

Artículo 1006.—En el legado de una cosa indeterminada, com- 
prendida en un género o en una especie, la elección corresponde al 


y obligado a pagarlo. 
3 Artículo 1007.—El legado de un crédito contra tercero o el 

de perdón o liberación de una deuda del legatario, sólo surtirá efec- 
to en la parte del crédito o de la deuda subsistente al tiempo de mo- 


E: rir el testador. 
Artículo 1008.—En los legados remuneratorios, se observarán 


-B las reglas sobre donaciones de este género. 
Artículo 1009.—El legado hecho a un acreedor tendrá efecto 


sin perjuicio del pago de su crédito. 
Artículo 1010.—Se acepta el legado expresamente, cuando se 


3 pide; y tácitamente, cuando se recibe la cosa legada. 
Artículo 1011.—Si el legado consiste en una pensión o renta 


vitalicia, ésta comienza a correr desde el día de la muerte del tes- 


ss 


tador. 
Artículo 1012.—Si entre varios herederos ninguno ha sido en- 


cargado particularmente de pagar el legado, cada uno debe hacerlo 
en proporción a la parte que le haya correspondido en la herencia. 


e 


Artículo 1013.—Si la obligación de pagar el legado se ha im- 


puesto a uno de los herederos, él sólo debe hacerlo. 
Artículo 101).—La cosa legada se entregará con sus acceso- 


rios y en el estado en que se encuentre el día de la muerte del tes- 
: tador. 
Y Artículo 1015.—Los gastos necesarios para la entrega del le- 
E gado, serán a cargo de la herencia. 
13 Artículo 1016.—Si la cosa legada estuviere gravada con una 
pensión, servidumbre u otra carga inherente a] fundo, tal gravamen 


a recaerá sobre el legatario. 
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Artículo 1017.—Si la cosa legada estuviere empeñada por una 
obligación de la herencia o de un tercero, el heredero estará obliga- 
do al pago. 

Artículo 1018.—Desde que pase un año del fallecimiento del 
testador, se abonarán intereses al legatario, si el legado consiste en de 
dinero. - ¿ | 

Artículo 1019.—Al entrar el heredero en posesión de la heren- : 
cia, tendrán los legatarios el derecho de pedir al albacea o al here- , 
dero, según las circunstancias, la entrega del legado y sus frutos e 3 
intereses. 


Artículo 1020.—En todo caso se cumplirá la disposición del 
testador en cuanto al modo, orden y tiempo en que deban entregar- 
se o pagarse los legados. 


Artículo 1021.—El legatario que muera antes que el testador, 
no adquiere derecho alguno al legado, ni lo transmite a sus herede- 
ros, a no ser que éstos hubiesen sido llamados igualmente por el tes- 3 
tador. : 

Artículo 1022.—No hay derecho de acrecer entre los legata- 
rios, si el testador no lo estableció clara y expresamente, Ad 

Artículo 1023.—Distribuida en legados toda la herencia, el he- 3 
redero instituido, si lo hubiere, tendrá derecho a la cuarta parte de 
la herencia que se deducirá a prorrata de los legados. 

Artículo 102).—Si en el testamento se hubiere legado al he- 
redero alguna cosa, y el valor de ésta, sumado al de la herencia, fue- 
re menos que la cuarta parte de ella, tendrá derecho a completar- 
la, deduciendo lo necesario a prorrata de los demás legados. A 

Lo dispuesto en este precepto y en los artículos 1001, 1004, A 
1006, 1015, 1017, 1018 y 1023, se observará si el testador no hu- : 
biere dispuesto lo contrario. 

Artículo 1025.—Las reglas establecidas con respecto a la he- 
rencia para dos o más herederos, regirán en los legados que se dejen 
a dos o más personas. Asimismo, regirá para los legados lo dispues- 
to en el capítulo II de este título. 


CAPITULO VI 3 


De la aceptación y de la renuncia de la herencia e 


Artículo 1026.—La aceptación de la herencia puede ser expre- 
sa o tácita. 
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Artículo 1027.—El heredero acepta expresamente la herencia, 
manifestándolo al juez, o pidiéndole posesión de los bienes, o usan- 
do del título o de la calidad de heredero en instrumento público, 


Artículo 1028.— Acepta el heredero tácitamente, entrando en 
posesión de la herencia o practicando otros actos para los cuales no 
tendría derecho sin ser heredero. 


Artículo 1029.—La herencia instituida a favor de personas 
jurídicas, menores e incapacitados, será aceptada por sus represen- 
tantes legales. 

La renuncia de la herencia dejada a menores e incapacitados 
deherá hacerse con aprobación judicial e intervención del Ministe- 
rio Público. 


Artículo 1030.—La aceptación de la herencia no puede hacer- 
se condicional ni parcialmente. 


Artículo 1031.—El término para aceptar la herencia es de seis 
meses a contar de la muerte del testador, si el heredero se encuen- 
tra en el territorio de la República y de un año si está en el extran- 
jero. Si pasa el término de la aceptación sin que nadie se presente 
a reclamar la herencia ni haya heredero a quien manifiestamente 
pertenezca, o han renunciado los que tenían derecho a ella, se decla- 
rará vacante, arreglándose a las prescripciones del Código Procesal. 


Artículo 1082.—Una vez aceptada la herencia, el heredero es 
propietario de ella desde la muerte del causante, y son suyos los fru- 
tos y las ganancias y pérdidas de los bienes hereditarios. 


Artículo 1033.—Pueden renunciar la herencia y legados los 
que tengan la libre disposición de sus bienes. 


Artículo 103).—-El término para renunciar la herencia es el 
mismo que el de la aceptación. 

La renuncia debe ser expresa y hacerse por escrito ante el juez 
o por medio de escritura pública. 
HEY a 


Artículo 1035.—La renuncia de la herencia solamente, no pri- 
va al que la hace de reclamar los legados que se le hubieren dejado. 


Artículo 1036.—El acreedor del heredero o legatario que re- 
nuncia a la herencia o al legado, puede reclamar la parte que cu- 
bra su crédito. 
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Artículo 1037.—El que es llamado a una misma herencia por 
testamento o intestado, si renuncia la una se entiende que renuncia 


las dos. 


Artículo 1038.—Cuando alguno tuviere interés en que el he- 
redero declare si acepta o renuncia a la herencia, podrá pedir, pa- 
sados nueve días de la apertura de ésta, que el juez fije un plazo, 
que no excederá de treinta días para que dentro de él haga su de- 
_claración, bajo apercibimiento de que si no lo hace se tendrá la he- 
rencia por aceptada. 


Artículo 1039.—-Si el heredero renuncia la herencia en perjui- 
cio de sus acreedores, pueden éstos, siempre que sus créditos fueren 
anteriores a la renuncia, pedir al juez que los autorice para aceptar 
en nombre de aquél. En este caso, la aceptación sólo aprovechará 
a los acreedores hasta el monto de sus créditos; correspondiendo el 
exceso, si lo hubiere, a los herederos que sean llamados por la ley. 


Artículo 1010.—El que deba entrar a la posesión de la heren- 
cia por la renuncia del heredero, puede oponerse a que la acepten 
los acreedores pagando a éstos los créditos que tengan contra el que 


renunció. 
CAPITULO VH 
Albaceas 


Artículo 1011.—Albacea o ejecutor testamentario, es la per- 


sona a quien el testador encarga el cumplimiento de su voluntad. 
Los albaceas tendrán todas las facultades que expresamente 


les haya conferido el testador, y no sean contrarias a las leyes. 


Artículo 1012.—Puede haber también albacea judicial, por 
nombramiento de juez. 


Artículo 10/3.—Se nombrará albacea judicial sólo en los ca- 
sos de renuncia, remoción o falta del que estaba nombrado en el tes- 
tamento, cuando así lo pidieren los herederos instituidos. 


Artículo 10/4.—Los herederos o el juez en su caso, pueden 
exigir garantía al albacea judicial. 
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Artículo 1015.—Incumbe a los herederos cumplir la voluntad 
del testador cuando éste no hubiere nombrado albacea. 


Artículo 10/6.—Incumbe también a los herederos ejecutar las 
disposiciones del testador siempre que no se hayan cumplido, sea 
por no estar comprendidas en la comisión del albaceazgo, o por fal- 
ta de posibilidad o de voluntad del albacea nombrado. 


Artículo 10/7.—Puede conferirse el albaceazgo a una o más 
personas para que lo ejerzan mancomunadamente o una después de 
otra. 


Artículo 10/8.—Para ser albacea se necesita haber cumplido 
dieciocho años de edad, poder legalmente administrar bienes, no ser 
incapaz de adquirirlos a título de herencia, y no estar en actual ser- 
vicio de funciones judiciales o del Ministerio Público, aunque se ha- 
lle con licencia temporal, salvo en los casos de que se trate de las 
sucesiones de sus parientes. 


Artículo 1049.—Ninguno está obligado a aceptar el cargo de 
albacea, pero no puede renunciarlo después de aceptarlo, sino con 
justa causa, a juicio del juez. 


Artículo 1050.—Las facultades y atribuciones de los albaceas, 
además de las que designe el testador, serán las siguientes: 


1* Disponer y pagar los funerales del testador, con arreglo a 
lo ordenado por éste, y en defecto de tal disposición, se- 
gún las costumbres del lugar y las posibilidades de la he- 
rencia; 

2? Hacer las gestiones necesarias para la inmediata seguridad 
de los bienes; 

3? Hacer el inventario con intervención de los herederos, y 
cuando no los haya, con la de los interesados en los bienes; 

4* Pagar las deudas y legados; y 

3* Administrar los bienes, hasta que los herederos tomen po- 
sesión de ellos. 


Obligaciones relativas al patrimonio familiar 


Artículo 1051.—Cuando el testador haya instituido patrimo- 
nio familiar, el albacea, y si no hubiere, los herederos tienen obli- 
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gación de hacer las gestiones pertinentes para cumplir lo dispuesto 
en el testamento, debiendo iniciarlas en el momento en que se abra 


la sucesión. 


Venta de bienes para pago de deudas y legados 


Artículo 1052.—Si no hubiere en la herencia dinero bastan- 
te para hacer los pagos de las deudas y de los legados, promoverán 
los albaceas la venta de los bienes muebles y no alcanzando éstos, la 
de los inmuebles, procediendo en ambos casos con intervención de 
los herederos. Si los herederos fueren menores e incapaces, no se 
procederá sin la intervención judicial. 


Entrega de legados 


Artículo 1053.—Practicado el inventario, cuidará el albacea 
que se entreguen los legados específicos y asegurará el pago de los 
demás legados, a su satisfacción, y quedará la herencia en poder de 
los herederos, aunque no haya transcurrido el término legal del al- 


baceazgo. 


Artículo 105).—Mientras el albacea no sea removido ni haya 
declaratoria de herederos, tiene la representación de la sucesión pa- 
ra demandar y responder en juicio, salvo prohibición del testador. 


El cargo de albacea no puede transmitirse 


Artículo 1055.—El cargo de albacea es meramente personal y 
no puede transmitirse ni substituirse por el que lo ejerce. Pasan, 
sin embargo, a sus herederos, las responsabilidades civiles en que 
hubiese incurrido por su administración. 


Para actos de administración pueden dar poderes especiales 


Artículo 1056.—No obstante lo prevenido en el artículo ante- 
rior, podrán los albaceas dar poderes especiales en relación a los ac- 
tos que a ellos les competen, siendo personalmente responsables por 


los actos del mandatario. 
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Prohibición al albacea de adquirir bienes de la herencia 


Artículo 1057.—Durante el ejercicio del albaceazgo, y mien- 
tras no estén aprobadas las cuentas de administración no podrá ad- 
quirir el albacea por sí, ni por medio de otro, bienes de la testamen- 
taria, ni créditos contra ella, bajo pena de nulidad. | 


Plazo del albaceazgo 


Artículo 1058.—El albacea, a quien el testador no haya fija- 
do plazo, deberá cumplir su encargo dentro de un año contado des- 
de su aceptación, o desde que terminen los litigios que se promovie- 
ren sobre la validez o nulidad del testamento o de alguna de sus 
disposiciones. 


Artículo 1059.—Si el testador quisiere ampliar el plazo le- 
gal, deberá señalar expresamente el de la prórroga. Si no lo hubie- 
se señalado, se entenderá prorrogado el plazo por un año. Si trans- 
currida esta prórroga, no se hubiese todavía cumplido la voluntad 
del testador, podrá el juez conceder otra por el tiempo que fuere 
necesario, atendidas las circunstancias del caso. 


Artículo 1060.—Los herederos y legatarios podrán, de común 
acuerdo prorrogar el plazo del albaceazgo por el tiempo que crean 
necesario; pero si el acuerdo fuese sólo por mayoría, la prórroga 


- no podrá exceder de un año. 


Rendición de cuentas 


Artículo 1061.—Son nulas de pleno derecho las disposiciones 
por las que el testador dispensa al albacea de la obligación de hacer 
inventario y rendir cuentas. 

El albacea dará a los interesados cuenta documentada del al- 
baceazgo inmediatamente después de haberlo ejercido. 


Gastos 


Artículo 1062.—Los gastos del albaceazgo se pagarán de la 
herencia. 
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Honorarios del albacea 


Artículo 1063.—El albacea, si no fuere heredero o legatario, 
tendrá por su trabajo el honorario del dos por ciento (2%) del va- 
lor de los bienes por él administrados o inventariados, si la canti- 
dad llega o pasa de cincuenta mil quetzales; del tres por ciento (3%), - 
si a cuarenta; del tres y medio por ciento (314%), si a treinta; del 
cuatro por ciento (4%), si a veinte; y del cinco por ciento (53%), 
cuando baje de esa cantidad. Si fueren varios los albaceas, ese ho- 
norario se distribuirá entre ellos proporcionalmente al trabajo que 
cada cual haya realizado. 


Aseguramiento que pueden exigir los herederos 


Artículo 1064.—En la herencia desde día cierto, o desde que 
se hayan cumplido los encargos del testador, los herederos tienen 
derecho a exigir que el albacea asegure la devolución de los bienes, 
para cuando llegue el día o se hayan cumplido los encargos, sin más 
menoscabo en cuanto de él dependa, que el que resulta naturalmen- 
te de las disposiciones del testador. 


Artículo 1065.—Los legatarios desde día cierto, o desde que 
se hayan cumplido los encargos del testador, no habiendo herede- 
ros, gozan del mismo derecho concedido a éstos en el artículo an- 
terior. 


Remoción del albacea 


Artículo 1066.—Por causa de negligencia, abuso o malversa- 
ción pueden ser removidos los albaceas, sean cuales fueren su clase 
y extensión de sus facultades, a petición de los interesados en los 
bienes. 


Artículo 1067.—Termina el albaceazgo por la muerte, imposi- 
bilidad, renuncia o remoción del albacea, y por el vencimiento del 
término señalado por el testador, por la ley y, en su caso, por los 
interesados. 
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TITULO II j 


De la sucesión intestada 


CAPITULO 1 E 


Disposiciones generales E 
A AR 
Casos en que tiene lugar “E 
Artículo 1068.—La sucesión intestada tiene lugar: 
1* Cuando no hay testamento; De | 


2? (Artículo 75 del Decreto-Ley N? 218.) —Cuando falta la É y 
condición puesta a la institución de heredero, o el institui- : 
do muere antes que el testador, o es incapaz de heredar, o 
repudió la herencia; fuera de los casos de sustitución, re- 
presentación y acrecimiento con arreglo a este Código; Y 

3? Cuando en el testamento no hay heredero instituido y ea 
testador no ha dispuesto de todos sus bienes en legados; y E. 

4 Cuando el testador ha dejado de disponer de alguno o al- 


AE EL 


3 


gunos de sus bienes. pe 


e 
- A 
ed 


Artículo 1069.—En los casos de los incisos 3* y 4? del artícu= 
lo anterior, el intestado sólo procede respecto de los bienes de que dE 
no dispuso el testador. Pe 


Artículo 1070.—Para reglar la sucesión intestada, la ley sólo 
considera los vínculos del parentesco; no el sexo de las personas, 
ni la naturaleza, ni el origen de los bienes. 


Artículo 1071.—En la sucesión intestada se hereda por dere- id 
cho propio y por derecho de representación. 4 
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Artículo 1072.—Los que suceden por derecho propio heredan 
por cabezas, es decir, que cada uno toma por iguales partes, la por- 
ción que la ley le asigna. 


Artículo 1073.—Los que suceden por derecho de representa- 
ción heredan por estirpes, tal como se expresa en el artículo 932. 


Artículo 1074.—Son llamados a la sucesión intestada, según 
las reglas que más adelante se determinan, los parientes del difun- 
to y, a falta de éstos, el Estado y las Universidades de Guatemala, 


- por partes iguales. 


El pariente más próximo en grado excluye al más remoto, sal- 
vo el derecho de representación en los casos en que deba tener lugar. 


Artículo 1075.—En el caso de ser la sucesión parte intestada 
y parte testamentaria, se procederá previamente a la liquidación, a 
fin de pagar el pasivo de la herencia, y en seguida se partirán sepa- 
radamente los bienes intestados y los testamentarios, respetando 
siempre la voluntad del testador. 


Todos los hijos heredan por partes iguales 


Artículo 1076.—Los hijos, sean o no de matrimonio, heredan 


a sus padres por iguales partes. El hijo adoptivo hereda a su padre 


adoptivo en igual grado que los hijos que lo son por naturaleza; 


| se pero no hay derecho de sucesión entre el adoptado y los parientes 
del adoptante. 


Artículo 1077.—-Si hubiere varios parientes de un o gra- 


do y alguno o algunos renunciaren o no pudieren heredar, su parte 


acrecerá a los otros del mismo grado salvo el derecho de represen- 
tación. - 
CAPITULO UH 
Orden de sucesión intestada 


Artículo 1078.—La ley llama a la sucesión intestada, en pri- 
mer lugar, a los hijos, incluyendo a los adoptivos, y al cónyuge so- 
breviviente que no tenga derecho a gananciales; quienes heredarán 
por partes iguales. 
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No obstante, el cónyuge sobreviviente cuyo derecho de ganan-- 
ciales sea menor que la cuota hereditaria que le correspondería en 
ausencia de gananciales, tendrá derecho a que se le complete un 
monto equivalente a dicha cuota, deduciéndose la diferencia de la 
masa hereditaria. 


Artículo 1079.—A falta de descendencia, sucederán los ascen- | 


dientes más próximos y el cónyuge, por igualeg porciones y cuando 
sólo hubiere una de esas partes, ésta llevará toda la herencia. 


Artículo 1080.—(Artículo 76 del Decreto-Ley número 218.) 


A falta de los llamados a suceder, según el artículo anterior suce- i 
derán los parientes colaterales hasta el cuarto grado. 


Artículo 1081.—Lo dispuesto en los articulos anteriores se en- 
tenderá sin perjuicio de los derechos de representación y de alimen- 
tos. 


Artículo 1082.—El cónyuge separado no tendrá parte alguna 
en la herencia intestada de su mujer o marido, si por sentencia hu- 
biere sido declarado culpable de la separación. 


Artículo 1083.—El cónyuge divorciado no tendrá parte algu- E 


na en la herencia intestada de su excónyuge. 


Artículo 1084.—La sucesión de las personas que tienen legali- A 


zada su unión de hecho, se regula por los precepto anteriores. 
El hombre o mujer supérstite ocupan el primer lugar, junta- 
mente con los hijos. 


CAPITULO mM 
Partición de bienes hereditarios 
Obligación del albacea de hacer la partición 


Artículo 1085.— Aprobados el inventario y la cuenta de admi- , y 


nistración el albacea debe hacer inmediatamente la partición de la 
herencia. 


No puede suspenderse la partición 


Artículo 1086.—Sólo puede suspenderse una partición, en vir- 
tud de convenio expreso de los interesados y por un | término que 
no pase de tres años. 
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No puede obligarse a la protndivisión 
Artículo 1087.—A ningún coheredero puede obligársele a per- 
manecer pro indiviso en los bienes hereditarios ni aun por orden 
expresa del testador. 


Herederos que pueden pedir la partición 


Artículo 1088.—Todo coheredero que tenga la libre disposi- 


ción de sus bienes puede pedir, en cualquier tiempo, la partición de 


la herencia. 


Artículo 1089.—Por los incapacitados y por log ausentes de- 
ben pedir la partición sus representantes legítimos, 


Artículo 1090.—Los herederos bajo condición, no pueden pe- 
dir la partición hasta que aquella se cumpla. 


Artículo 1091.—Los coherederos del heredero condicional pue- 
den pedir la partición asegurando competentemente el derecho de 
aquél, para el caso de realizarse la condición; y hasta establecerse 
que ésta ha faltado o no puede ya verificarse, la partición se tendrá 
como provisional. 


Artículo 1092.—La partición se considerará provisional en el 
caso del artículo anterior, sólo en cuanto a la parte en que consiste 
el derecho del pretendiente, y en cuanto a las cauciones con que 
se haya asegurado. 


Legatario de parte alícuota 


Artículo 1093.—El legatario de parte alícuota de la herencia, 
puede pedir la partición; el de género o cantidad puede pedir la en- 
trega del legado. 


Acreedor de heredero o legatario de parte alícuota 


Artículo 1091).—El acreedor de un heredero o de un legatario 
de parte alícuota que ha embargado el derecho que éstos tienen a la 
herencia y que ha obtenido sentencia de remate, puede pedir la par- 
tición, siempre que el pago no pueda hacerse con otros bienes. 
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Artículo 1095.—También pueden pedirla los cesionarios, ya 
sea del heredero o del legatario de parte alícuota. 


Artículo 1096.—Si antes de hacerse la partición muere uno 
de los herederos, dejando dos o más herederos, deberán éstos pro- 
ceder de consuno y bajo una misma representación bastando que 
uno de ellos pida la partición. 


Artículo 1097.—Respecto de la partición de los bienes de un 
ausente, una vez declarada la muerte presunta, se procederá de 
acuerdo con lo dispuesto en este capítulo. 


Partición hecha por el testador 


Artículo 1098.—El dueño de los bienes puede hacer la parti- 
ción de ellos por acto entre vivos, siempre que se respeten y asegu- 
ren los derechos de las personas que deben ser alimentadas. 


Derechos de los alimentistas 


Artículo 1099.—Al hacerse la partición de bienes, deben los 
herederos asegurar, en beneficio de los alimentistas, las porciones 
o cuotas a que éstos tengan derecho; y sin ese requisito no será 
inscrita la partición. En tal caso, los registradores harán de oficio, 
anotación sobre los bienes de la herencia, la que se cancelará hasta 
que estén garantizados los alimentos y Jas pensiones debidas. 


Heredero ausente 


Artículo 1100.—Si alguno de los herederos estuviere ausente y 
no tuviere representante legítimo, el juez a petición de cualquier 
persona capaz o del Ministerio Público, procederá a nombrarle su re- 
presentante en los términos establecidos en el tratado de ausencia. 

Cuando hubiere ausentes, menores o incapacitados, la parti- 


ción debe ser aprobada judicialmente. 


Artículo 1101.—La proindivisión de bienes se regirá por las 
reglas de la comunidad de bienes, si los interesados no hubieren 
acordado las normas de administrarla y regirla, 
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Partición extrajudicial 


Artículo 1102.—Cuando los herederos son mayores de edad 
y no hay ausentes o incapaces, podrán partir los bienes como mejor 
les parezca, sin intervención judicial. 


Obligación recíproca de los herederos 


Artículo 1103.—Los herederos deben abonarse recíprocamen- 
te las rentas y frutos que cada uno haya recibido de los bienes he- 
reditarios, los gastos útiles y necesarios y los daños ocasionados por 
malicia o negligencia. 


Deudas de la proindivisión 


Artículo 1101.—Las deudas contraídas durante la proindivi- 
sión serán pagadas preferentemente. 


, 


Masa hereditaria 


Artículo 1105.—De los bienes que deja una persona a su fa- 
llecimiento se pagarán sus deudas. El resto es masa hereditaria dis- 
tribuible entre los que tienen derecho a ella. 


Gastos de enfermedad y muerte 


Artículo 1106.—Los gastos de última enfermedad, de funera- 
les y lutos se deducirán de la masa hereditaria. 


Gastos de partición 


Artículo 1107.—Los gastos de la partición se rebajarán del 
fondo común; los que se hagan por el interés particular de algún he- 
redero o legatario, se imputarán a su haber. 
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CAPITULO IV 


Efectos de la partición 


Artículo 1108.—La partición legalmente hecha, confiere a los 
coherederos la propiedad exclusiva de los bienes que les hayan sido 
adjudicados. 


Obligación recíproca de saneamiento 
Artículo 1109.—Los 


coherederos están obligados recíproca- 
mente a indemnizarse en caso de evicción de los bienes repartidos. 


Cuándo cesa la obligación de sareamiento 


Artículo 1110.—La obligación de saneamiento sólo cesará en 
los casos siguientes: 8 
1? Cuando al hacerse la partición entre herederos mayores, 
se pactó expresamente; y 
2? Cuando la evicción proceda de causa posterior a la parti- 
ción o fuese ocasionada por culpa del que la sufre. 


Derecho del que sufra la evicción 


Artículo 1111.—El que sufra la evicción será indemnizado por 3 
los coherederos en proporción a sus cuotas hereditarias. 


Cuota del que pierda su parte 


Artículo 1112.—La cuota que deberá pagarse al que pierda 
total o parcialmente su parte por evicción, no será la que represente 


su haber primitivo, sino la que corresponda, hecha la deducción del 
total de la herencia. 


Coheredero insolvente 


Do 
Artículo 1113.—Si alguno de los coherederos que debe in- E 
demnizar estuviere imsolvente, la cuota con que debía contribuir 


se partirá entre los demás, incluyendo al que perdió su parte por 
evicción. 
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Artículo 111/.—Los que pagaren por el insolvente conserva- 
rán su acción contra él, para cuando mejore de fortuna. 


Insolvencia del deudor después de la adjudicación 


Artículo 1115.—Si se adjudica como cobrable un crédito, los 
coherederos no responden de la insolvencia posterior del deudor; y 
sólo son responsables de su insolvencia, al tiempo de hacerse la par- 
tición. 


Créditos incobrables 


Artículo 1116.—-Por los créditos incobrables adjudicados co- 
mo tales, no hay responsabilidad. 


Responsabilidad de los coherederos 


Artículo 1117.—El heredero cuyos bienes hereditarios fueren 
embargados, o contra quien se pronuncie sentencia firme por cau- 
sa de ellos, tiene derecho de pedir que sus coherederos caucionen la 
responsabilidad que puede resultarles; en caso contrario, que se les 
prohiba enajenar los bienes que recibieron. 


CAPITULO V 


Rescisión y nulidad de la partición 


Rescisión de particiones extrajudiciales 


Artículo 1118.—Las particiones hechas extrajudicialmente só- 
lo pueden ser rescindidas en los casos en que lo pueden ser los con- 
tratos en general. 


Rescisión de particiones judiciales 


Artículo 1119.—Las particiones hechas judicialmente no pue- 
den ser rescindidas sino en los casos de saneamiento u otra causa 
legal, conforme al capítulo anterior que trata de los efectos de la 
partición, 
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Partición anulable 


Artículo 1120.—La partición será anulable si se hubiere he- 
cho con preterición de alguna persona que haya tenido título para 
heredar en el momento de abrir la sucesión; pero sólo en el caso 
que hubiere mediado dolo o mala fe por parte de sus coherederos. 


Artículo 1121.—Si no hubiere mediado dolo o mala fe, o si 
el título para la herencia intestada se adquiere con posterioridad a 
la partición, ésta no se rescindirá, pero el preterido tendrá derecho 
a la parte del valor de los bienes que le corresponderían, determi- 
nándose su valor en juicio de expertos. 


Partición nula 
Artículo 1122.—La partición hecha con un heredero falso, es 
nula en cuanto tenga relación con él, y en cuanto su personalidad 
perjudique a otros interesados. 
Partición suplementaria 
Artículo 1123.—Si hecha la partición aparecieren algunos 


bienes omitidos en ella, se hará una división suplementaria, en la 
cual se observarán las disposiciones anteriores. 
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LIBRO IV 

Del Registro de la Propiedad 
TITULO I 

De la inscripción en general 
CAPITULO 1 

De los títulos sujetos a inscripción 


Artículo 112).—-(Artículo 77 del Decreto-Ley número 218.) — 
El Registro de la Propiedad es una institución pública que tiene por 
objeto la inscripción, anotación y cancelación de los actos y contra- 
tos relativos al dominio y demás derechos reales sobre bienes inmue- 
bles y muebles identificables. Son públicos sus documentos, libros 
y actuaciones. 


Artículo 1125.—En el Registro se inscribirán: 


1? Los títulos que acrediten el dominio de los inmuebles y de 
los derechos reales impuestos sobre los mismos; 

22 Los títulos traslativos de dominio de los inmuebles y en 
los que se constituyan, reconozcan, modifiquen o extingan 
derechos de usufructo, uso, habitación, patrimonio familiar, 
hipoteca, servidumbre y cualesquiera otros derechos reales 
sobre inmuebles; y los contratos de promesa sobre inmue- 
bles o derechos reales sobre los mismos; 

3* La posesión que conste en título supletorio legalmente ex- 
pedido; 

do Los actos y contratos que transmitan en fideicomiso los 


bienes inmuebles o derechos reales sobre los mismos; 
> 
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52 Las capitulaciones matrimoniales, si afectaren bienes in- 
muebles o derechos reales; 

62 (Artículo 78 del Decreto-Ley número 218.) Los títulos en 
que conste que un inmueble se sujeta al régimen de pro- 
piedad horizontal; y el arrendamiento o subarrendamiento, 
cuando lo pida uno de los contratantes; y obligatoriamen- 
te, cuando sea por más de tres años o que se haya antici- 
pado la renta por más de un año; 

7% Los ferrocarriles, tranvías, canales, muelles u obras públi- 
cas de índole semejante, así como los buques, naves aéreas, 
y los gravámenes que se impongan sobre cualesquiera de 
estos bienes; 

82 Los títulos en que se constituyan derechos para la explo- 
tación de minas e hidrocarburos y su transmisión y gravá- 
menes; 

9? Las concesiones otorgadas por el Ejecutivo para el apro- 
vechamiento de las aguas; 

10. La prenda común, la prenda agraria, ganadera, industrial o 
comercial; 

11. La posesión provisional o definitiva de los bienes del au- 
sente; 

12. La declaratoria judicial de interdicción y cualquiera sen- 
tencia firme por la que se modifique la capacidad civil de 
lás personas propietarias de derechos sujetos a inscripción 
o la libre disposición de los bienes; 

13. (Artículo 78 del Decreto-Ley número 218.) Los edificios 
que se construyan en predio ajeno con el consentimiento 
del propietario; los ingenios, grandes beneficios, desmo- 
tadoras y maquinaria agrícola o industrial que constituyan 
unidad económica independiente del fundo en que estén ins- 
taladas; y 

14, (Artículo 78 del Decreto-Ley número 218.) Los vehículos 
automotores y demás muebles fácilmente identificables por 
los números y modelos de fabricación. 


Artículo 1126.—Se inscribirán asimismo en el Registro, los 


instrumentos o titulos expresados en el artículo anterior, otorgados 
o expedidos en país extranjero, que reunan los requisitos necesarios 
para hacer fe en juicio, y las providencias o sentencias firmes pro- 
nunciadas en el extranjero, cuando se hayan mandado cumplimen- 
tar por los tribunales de la República, y afecten derechos reales, 
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Artículo 1127.—(Artículo 79 del Decreto-Ley número 218.) — - 
La inscripción en el Registro puede pedirse por cualquier persona 
que tenga interés en asegurar el derecho que se deba inscribir. 


Los registradores harán toda inscripción o anotación dentro 
de seis días y el asiento de! diario dentro de veinticuatro horas, con- 
tados ambos términos desde la hora de entrega del documento. Si 
la escritura o documento presentado diere lugar a varias inscrip- 
ciones, el término de seis días se ampliará a doce días hábiles. 


Artículo 1128.—-(Artículo 80 del Decreto-Ley número 218.) — 
Si el documento presentado no fuere inscribible o careciere de los 
requisitos legales necesarios, el registrador lo hará constar en el 
diario y en el propio documento que devolverá, expresando la hora 
de entrega y la ley en que se funda. 


Artículo 1129.—(Artículo 81 del Decreto-Ley número 218.) — 
En ningún tribunal ni oficina pública se admitirán escrituras ni do- 
cumentos sujetos a inscripción, que no hubieren sido razonados por 
el registrador. 


CAPITULO H 


De la forma y efectos de la inscripción 


Artículo 1130.—(Artículo 82 del Decreto-Ley número 218.) — 
La primera inscripción será la del título de propiedad o de posesión 
y sin ese requisito no podrá inscribirse otro título o derecho real 
relativo al mismo bien; y no podrá ser modificada, ampliada o en- 
mendada sino por providencia judicial. 


Artículo 1131.—(Artículo 83 del Decreto-Ley número 218.) — 
Toda inscripción expresará: 


1* Si la finca es rústica o urbana, su situación, municipio, de- 
partamento, linderos, medida superficial, según el sistema 
métrico decimal, su nombre y número si constare; 

2? La naturaleza, extensión, condiciones y cargas del derecho 
que se inscriba y su valor si constare; 
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3* La naturaleza, extensión, condiciones y cargas de derechos 


sobre los bienes que sean objeto de la inscripción; 

4% La naturaleza del acto o contrato y la fecha y lugar de éste; 

5% Los nombres y apellidos paterno y materno, si los tuvie- 
ren, de las personas otorgantes del acto o contrato, o la de- 
nominación de la persona jurídica que otorgare el acto oO 
contrato a cuyo favor deba hacerse la inscripción; 

6? El juez, funcionario o notario que autorice el título; y 

72% La fecha de la entrega del título en el Registro, con expre- 
sión de la hora. 


Los requisitos a que se refiere el inciso 1%, sólo serán necesa- 
rios en la primera inscripción. 

La inscripción de bienes muebles identificables se hará con los 
requisitos que establezca el reglamento del Registro. 


Artículo 1132.—Todo documento se presentará por duplica- 
do al Registro; la copia se extenderá en papel sellado del menor va- 
lor y se conservará con la clasificación del caso en la oficina. De los 
documentos otorgados en sl] extranjero, se presentará por duplica- 
do certificación notarial. 


Artículo 1133.—Cuando la finca corresponda por su situación 
a dos o más departamentos, se inscribirá en el Registro del territo- 
rio donde estuviere enclavada la casa de habitación o las princi- 
pales oficinas; en su defecto, en el Registro del departamento donde 
estuviere ubicada la mayor parte del terreno. En igualdad de cir- 
cunstancias, si no hubiere casa ni oficina, el interesado la inscribirá 
en cualquiera de los departamentos en que esté situada la finca. 


Artículo 113),.-—(Artículo 84 del] Decreto-Ley número 218.) — 
Em las inscripciones relativas a un bien anteriormente inscrito, se 
omitirán aquellas circunstancias que respecto de él consten ya en 
el Registro, haciéndose sólo referencia a ellas y citándose el número 
y el libro y folio en que se encuentran; pero se cuidará de expresar 
las alteraciones que el mismo haya sufrido. 


Artículo 1135.—Cuando hubiere de inscribirse algún acto o 
contrato traslativo de dominio, en que haya mediado precio, se ex- 
presará el que resulte del título, si ha sido al contado o a plazos y 
la forma en que debe pagarse. Las mismas circunstancias se expre- 
sarán también en la permuta y en la adjudicación en pago, si alguno 
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de los interesados quedare obligado a satisfacer al otro cualquiera 
diferencia en numerario o en especie. 


Artículo 1136.— (Artículo 85 del Decreto-Ley número 218.) — 
Las inscripciones hipotecarias y prendarias expresarán las condicio- 
nes a que estén sujetos los créditos, el importe de la obligación ga- 
rantizada y el plazo. 


Artículo 1137.—Las servidumbres se harán constar en la ins- 
cripción de la propiedad, tanto del predio dominante como del pre- 
dio sirviente; pero si fueren constituidas con el carácter de uso pú- 
blico y a favor de pueblos, ciudades o municipios, sólo se harán cons- 


tar en el predio sirviente, cuando no hubiere predio dominante de- 
terminado. 


Artículo 1138.—El cumplimiento de las condiciones suspensi- 
vas, resolutorias o rescisorias que afecten los actos o contratos ins- 
critos, se hará constar en el Registro por una nueva inscripción a fa- 
vor de quien corresponda, al ser presentada la escritura pública res- 
pectiva o la resolución judicial que lo ordene. 


Artículo 1139.—Las inscripciones de las resoluciones judicia- 
les a que se refieren los incisos 11 y 12 del artículo 1125, expresarán 
la especie de incapacidad y las limitaciones declaradas en cuanto a 
la libre disposición de los bienes. 

Estas inscripciones comprenderán todos los bienes inscritos a 
nombre de la persona a que se refiere la resolución judicial firme. 


Artículo 1140.—Si el inmueble perteneciere en común a varias 
personas, se hará una sola inscripción mientras no se practique la 
división entre los copartícipes o alguno de éstos transfiera su dere- 
cho a otro. 


Artículo 1141.—Entre dos o más inscripciones de una misma 
fecha y relativas a la misma finca o derecho, determinará la prefe- 
rencia la anterioridad en la hora de la entrega del título en el Re- 
gistro. 


Artículo 11/2.—Si se presenta en el mismo día orden o man- 
damiento judicial de embargo y escritura de venta o contrato que 
afecte los bienes embargados, se atenderá la hora de la entrega. Si 
fueren presentados a un mismo tiempo los documentos que deben 
ser inscritos, tendrá la preferencia el que sea anterior en fecha, y 
siendo de la misma fecha, el registrador anotará ambos, dará parte 
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respectivos. Estas anotaciones no podrán ser canceladas sino por 
orden judicial. 


Artículo 11/3.—Si al hacerse una inscripción o anotación re- 


sultare del título algún otro derecho real no inscrito anteriormen- 
te, el registrador procederá a hacer acto continuo la inscripción -se- 
parada y especia] que corresponda a tal derecho. Esta inscripción, 
desde su fecha, producirá efecto contra tercero. 


Artículo 111/.—Los títulos supletorios inscritos, producirán 
los mismos efectos del título de dominio, de conformidad con lo es- 
tablecido en el artículo 637 de este Código. 


Artículo 11/5.—La inscripción será nula cuando por omisión 
de alguna de las circunstancias que debe contener, o por estar ex- 
tendida con inexactitud, hubiere inducido a error a un tercero y 
éste, o alguna de las partes contratantes aparezcan perjudicadas en 
el Registro. 


Artículo 1116.—La inscripción no convalida los actos o con- 
tratos nulos según las leyes. Esto no obstante, los actos o contra- 
tos que se ejecuten u otorguen por personas que en el Registro apa- 
rezcan con derecho a ello, una vez inscritos, no se invalidarán en cuan- 
to a tercero, aunque después se anule o resuelva el derecho del otor- 
gante, en virtud de causas que no aparezcan del mismo Registro. 


Artículo 11/7.—Las acciones rescisorias o resolutorias no per- 
judicarán a tercero que haya inscrito su derecho, exceptuándose: 


1* Las acciones rescisorias o resolutorias estipuladas expre- 
samente por las partes, que consten en el Registro; y 

2% La acción revocatoria de enajenación en fraude de acree- 
dores, cuando el tercero haya sido cómplice en el fraude o 
el derecho lo haya adquirido a titulo gratuito. 


En los dos casos del inciso 2? no perjudicará a tercero la ac- 
ción revocatoria que no se hubiere entablado dentro de un año, con- 
tado desde el día de la enajenación fraudulenta. 


Artículo 11/8.—Unicamente perjudicará a tercero lo que apa- 
rezca inscrito o anotado en el Registro. Por tercero se entiende el 
que no ha intervenido como parte en el acto o contrato. 

Los títulos inscritos o anotados surtirán efectos contra terce- 
ro y aun contra los acreedores singularmente privilegiados, desde 
la fecha de su entrega al Registro. 
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CAPITULO M 


De las anotaciones y sus efectos 


Artículo 11/49.—Podrán obtener anotación de sus respectivos 
derechos: 


"E 
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El que demandare en juicio la propiedad, constitución, mo- 
dificación o extinción de derechos reales sobre inmuebles 
u otros derechos reales sujetos a inscripción, o la cancela- 
ción o modificación de ésta; 

El que obtuviere mandamiento judicial de embargo que se 
haya verificado sobre derechos reales inscritos del deudor; 
Los legatarios y acreedores ciertos del causante en dere- 
chos reales de la herencia; 

El que demandare la declaración o presunción de muerte, 
la incapacidad por interdicción, la posesión de los bienes 
del ausente, o que se modifique la capacidad civil de las 
personas en cuanto a la libre disposición de sus bienes; 

El que presentare título cuya inscripción no puede hacerse 
definitivamente por faltas que sean subsanables en el tér- 
mino de treinta (30) días, pasados los cuales la anotación 
se tendrá por cancelada de hecho; y 

El que en cualquier otro caso tuviere derecho a pedir ano- 
tación preventiva, conforme a lo dispuesto en este Código 
o en otra ley. 


Artículo 1150.—Las anotaciones que procedan de orden judi- 
cial, en los casos de los incisos 1?, 2?, 4? y 6” del artículo anterior, 
las hará el registrador al recibir el despacho que deberá librar el 
tribunal respectivo. 


En el caso del inciso 3? será necesario que el derecho conste de 
manera fehaciente, pero si hubieren transcurrido seis meses desde la 
muerte del causante, la anotación sólo la hará el registrador de or- 
den judicial. 


En los demás casos, bastará la solicitud del interesado ante el 
registrador justificando su derecho. 


Artículo 1151.—Las anotaciones que procedan de providen- 
cias judiciales no se suspenderán por apelación u oposición de parte. 
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Artículo 1152.—El interesado en la anotación de un inmue- 
ble que no esté inscrito en el Registro, tiene derecho de hacer per- 
sonalmente todas las gestiones necesarias para obtener la inscrip- 
ción del inmueble de que se trate. 

Artículo 1153.—El legatario de género o cantidad, no podrá 
exigir anotación sobre bienes inmuebles o derechos reales legados 
a otros especialmente, y el legatario de inmuebles determinados o 


de crédito o pensiones asignados sobre ellos, no podrá constituir 


su anotación sino sobre los mismos bienes. 


Artículo 1154.—Si alguno de los legatarios fuere persona in- 
cierta, la anotación de su legado se practicará de oficio por el regis- 
trador, al anotarse otros legados o al inscribirse la herencia a fa- 
vor del heredero. 


Artículo 1155.—El acreedor que obtenga anotación a su fa- 
vor en el caso del inciso 2* del artículo 1149, será preferido, en 
cuanto a los bienes anotados, solamente a los que tengan contra 
el mismo deudor un crédito contraído con posterioridad a dicha 
anotación. 

Artículo 1156.—La anotación preventiva no da preferencia a 
los legatarios entre sí, ni al acreedor sobre los demás de su misma 
clase. 


Artículo 1157.—La anotación a favor del acreedor a la he- 
rencia o del legatario que no lo fuera de especie, ni de rentas o de- 
rechos reales constituidos sobre un inmueble determinado, cadu- 
cará al año de su fecha, y en consecuencia, deberá cancelarse de 
oficio por el registrador, aun cuando haya sido decretada judicial- 
mente. y : 

Si al vencimiento del año no fuere aún exigible el legado o 
el crédito, se considerará subsistente la anotación hasta dos meses 
después del día en que pueda exigirse, 


Artículo 1158.—Si antes de expirar el término de la anota- 
ción resultare ésta ineficaz para garantizar el crédito o legado, por 
razón de las cargas o condiciones especiales de los bienes anotados, 
podrá pedir el acreedor a la herencia o el legatario, que se anoten 
otros bienes, si los hubiere susceptibles de tal gravamen. 

Artículo 1159.—El legatario de rentas o pensiones podrá pe- 
dir, en cualquier tiempo, que la anotación hecha a su favor se con- 
vierta en inscripción hipotecaria, si el testador hubiere consigna- 
do las porciones sobre inmuebles determinados de la herencia, 
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Artículo 1160.—Si el legatario hubiere anotado su derecho, 
podrá pedir, en cualquier tiempo, la inscripción hipotecaria de los 
bienes inmuebles de la herencia gravados por el testador, que exis- 
tan en poder del heredero o legatario obligado a dar la pensión. 

Artículo 1161.—Cuando se presente al Registro de la Propie- 
dad un testamento en que se constituya patrimonio familiar, el re- 
gistrador hará, de oficio, anotación provisional sobre los bienes 


afectados por el patrimonio, la que se cancelará al hacerse la ins- 


cripción definitiva. 

Artículo 1162.—Cuando la anotación preventiva de un dere- 
cho se convierta en inscripción definitiva del mismo, surtirá ésta 
sus efectos desde la fecha de la anotación. 
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Artículo 1163.—Los bienes inmuebles o derechos reales ano- +58 de 


tados podrán enajenarse o gravarse, pero sin perjuicio del derecho 
de aquel cuyo favor se haya hecho la anotación. 


Artículo 116).—-El registrador suspenderá o denegará la ins- 
cripción de los títulos y demás documentos que en algún concepto 
impidan su registro, y anotados si lo pidiere alguno de los intere- 
sados, los devolverá para que se subsane el vicio o defecto que ha- 


ya encontrado. La anotación referida no la hará el registrador, si 


de los libros del Registro no apareciere con derecho a verificarlo 
la persona que traslade, grave o modifique el dominio o derecho 
real. El registrador razonará el título o documento devuelto, mani- 
festando los vicios o defectos que lo hagan inadmisible en el Regis- 
tro. Si el interesado no se conforma, puede ocurrir al juez, y éste 
resolverá de plano lo que en derecho proceda. Contra la resolución 
que se pronunciare se podrán interponer, por el interesado o por el 
registrador, en su caso, los recursos procedentes. 


Artículo 1165.—La anotación a que se contrae el artículo an- 
terior, caducerá a los treinta días de su fecha y será cancelada de 
oficio por el registrador, si durante este término no se presentare 
el título con la subsanación requerida o providencia del juez man- 
dando hacer la inscripción o aviso del mismo funcionario de ha- 
berse prorrogado aquel término o haber juicio pendiente respecto 
del valor legal del título. 

En este último caso, la anotación subsistirá hasta el resulta- 
do del juicio. El aviso del juez comunicando la prórroga o haber 
juicio pendiente, se hará constar por medio de una razón autori- 
zada por el registrador. 
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Artículo 1166.—Toda anotación expresará: el inmueble o de- 
recho real a que se contraiga; el juez que la hubiere decretado, si 
fuere el caso; las personas a quienes afecte, el título de su proceden- 
cia, el importe de las obligaciones si pudieren determinarse; la fe- 
cha y hora de la entrega del documento en el Registro. La falta de 
alguno de estos requisitos hará ineficaz la anotación. 


CAPITULO IV 


a - 


De las cancelaciones 
» as 
Artículo 1167.— (Artículo 86 del Decreto-Ley número 218.) — 
Las inscripciones se cancelarán en virtud del documento en que 
conste haberse extinguido legalmente los derechos u obligaciones 


- inscritos. 


Y 
Artículo 1168.—(Artículo 87 del Decreto-Ley número 218.) — 


La cancelación podrá hacerse parcial o totalmente. En el primer ca- 


so deberá indicarse con claridad, la parte respecto de la cual se ha- 
ce la cancelación. 


Artículo 1169.—(Artículo 88 del Decreto-Ley número 218.) — 
Podrá pedirse la cancelación total de las inscripciones y anotacio- 
nes: | 


1* Cuando se extingue por completo el inmueble objeto de la 
inscripción o el derecho real inscrito; 

2? Cuando se declare la nulidad del documento €n cuya vir- 
tud se haya hecho la'inscripción; y 

3? Cuando se declare la nulidad de la inscripción a consecuen- 
cia de lo dispuesto en el artículo 1145. 


Artículo 1170.— (Artículo 89 del Decreto-Ley número 218.) — 
El registrador, a solicitud escrita de parte interesada, cancelará: 


1* Las inscripciones de derechos reales sobre inmuebles con 
plazo inscrito, cuando hubieren transcurrido diez años de 
vencimiento del plazo o de la prórroga inscritos; 

2% Las inscripciones de derechos sobre bienes muebles identi- 
ficables, cuando hubieren pasado tres años desde el venci- 
miento del plazo o de la prórroga inscritos; 
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z 
3? Las anotaciones de demanda y de embargo después de cin- 
co años de su fecha; y | 
4% La prenda agraria después de dos años del vencimiento del 
plazo fijado en el contrato, 


Artículo 1171.—Las inscripciones o anotaciones decretadas 
judicialmente en los casos 1%, 2*, 4? y 6* del artículo 1149, no se can- 


celarán sino por providencia judicial firme. En los demás casos del 


citado artículo, podrá hacerse la cancelación en escritura pública 
en la cual exprese su consentimiento la persona a cuyo favor se hu- 
biere ho la inscripción o on sus causahabientes o repre- 


sentantes legítimos. 


- Artículo 1172.—La anotación se cancelará, no sólo cuando se 
extinga el derecho anotado, sino también cuando en escritura públi- 
ca se convenga, o en providencia judicial se disponga convertirla en 
definitiva. 


Artículo 1173.—Cuando se presente al Registro un título tras- 
lativo de dominio o derecho real, otorgado en virtud de remate p 
ejecución judicial, se cancelará de oficio todo embargo, anotación 
o inscripción posterior a la inscripción o anotación del derecho que 
hubiere motivado el remate. Asimismo, se cancelará la anotación 
de la demanda de nulidad o falsedad del título que haya dado lugar 
a la ejecución y al remate. 


Artículo 1171.—Toda cancelación contendrá los requisitos si- 
guientes: 

1? La clase de documento en cuya virtud se haga la cancela- 
ción; 

2* La fecha del documento y la de entrega en el Registro; 

3? La designación del juez que hubiere expedido el documento 
o del notario ante quien se haya otorgado; 

4% Los nombres de los interesados en la cancelación; y 

52 La inscripción o anotación que se cancele. 


Artículo 1175.—El registrador, bajo su responsabilidad, sus- 
penderá o denegará la cancelación conforme a lo dispuesto para las 
inscripciones. 

Artículo 1176.—Será nula la cancelación en perjuicio de ter- 
cero: 
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1% Cuando no dé a conocer claramente la inscripción cance- 
lada; 

2% Cuando en la cancelación parcial no se dé a conocer clara- 
mente la parte del inmueble que haya desaparecido, o la 


E parte de la obligación que se extinga y la que subsista; y 
de A 3* Cuando la cancelación no tenga la fecha de la entrega en el 
MS, Registro, del instrumento en que se haya convenido por 
e las partes u ordenado por el juez. 

o 


' 
4 Artículo 1177.—Cuando una cancelación se declare nula en 
virtud de causas que no aparezcan €n el asiento, tal nulidad no po- 
drá perjudicar a tercero. 


den a Artículo 1178.—Cuando una finca tuviere quince o más ins- 
| cripciones de dominio o hipotecarias, el registrador las cancelará y 
ie abrirá nueva inscripción con los datos que de las inscripciones re- 


sulten, transcribiendo a ella toda inscripción o anotación que estu- 
di viere vigente. El registrador podrá exigir de los interesados los de- 
q. ARAS datos que juzgue necesarios. 


CAPITULO V 


Certificaciones del Registro 


Artículo 1179.—La liberación o gravamen de los bienes in- 
2 muebles o derechos reales sobre los mismos, sólo podrán acreditar- 


de dichos bienes. 


Artículo 1180.—(Artículo 90 de Decreto-Ley número 218.) — 
Los registradores expedirán las certificaciones que se les pidan, re- 
lativas a los bienes inscritos en el Registro. Dichas certificaciones 
, se solicitarán por escrito y se extenderán sin citación alguna, de- 
biendo pagar el solicitante los honorarios fijados en el Arancel. 


Artículo 1181.—Cuando se expidiere certificación de una ins- 
cripción cancelada, el registrador insertará en todo caso a continua- 
ción de ella, copia literal del asiento de cancelación. 

De la misma manera, el registrador hará mérito en la certifi- 


que tenga relación con el asiento certificado. 
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se por la certificación del Registro en que se haga constar el estado - 


cación, de cualquier título que estuviere presentado solamente, pero 
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Artículo 1182.—Cuando el registrador Jidaso Al está o no sub- 
sistente una inscripción, por dudar también de la validez o eficacia 
de la cancelación que a ella se refiere, insertará a la letra ambos 
asientos en la certificación, expresando que lo hace así por haber 
dudado si dicha cancelación reune las circunstancias necesarias pa- $ 
ra producir todos sus efectos legales, debiendo expresar también los 
motivos de la duda. 0 pe 

Artículo 1183.—Las certificaciones pueden ser substituidas É : 
por copias fotográficas, legalizadas por el registrador, -— 

Artículo 118).—Cuando las certificaciones que expida el re- 
gistrador no fueren conformes con los asientos a que se refieren, se 
estará a lo que de éstos resulte, salvo la acción del perjudicado por 
aquéllas para exigir la indemnización correspondiente del registra- 
dor que hubiere cometido la falta. ss 
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TITULO II 


De las inscripciones especiales 


CAPITULO I 
Disposiciones generales 


Artículo 1185.—-(Artículo 91 del Decreto-Ley número 218.) — 
En el Registro de la Propiedad se llevarán por separado los regis- 
tros siguientes: de prenda agraria, de testamentos y donaciones por 


causa de muerte, de propiedad horizontal, de fábricas inmoviliza- 


das, de buques y aeronaves, canales, muelles, ferrocarriles y otras 
obras públicas de indole semejante, de minas e hidrocarburos, de 
muebles identificables y otros que establezcan leyes especiales. 

También se llevarán los registros de la prenda común, de la 
prenda ganadera, industrial y comercial, cuyas modalidades serán 
objeto de disposiciones especiales. 


Artículo 1186.—-Sin perjuicio de hacerse la inscripción en los 
libros especiales cuando las operaciones se refieran a las expresa- 
das en los incisos 5?, 6?, 10, 11 y 12 del artículo 1125, se anotarán 
los inmuebles que afecten tales inscripciones. 


Artículo 1187.—Salvo disposiciones especiales, las reglas es- 
tablecidas para la inscripción en general, se observarán en las ins- 
cripciones de que trata este título. 


CAPITULO H 
Registro de la prenda agraria 


Artículo 1188.—La partida de inscripción de la prenda agra- 
ria contendrá: | 
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z 1» El nombre e inscripción del fundo a que la prenda perte- 
A nezca; 

2? El nombre de los contratantes; 

3* El lugar y la fecha del contrato; 


4 La suma recibida en préstamo y la forma en que deberá 
devolverse; 


FS 5* El nombre del notario que autorizó el contrato; 

Me 6? Los intereses estipulados; 

7% El plazo de la obligación; 

a 8? Las cosas dadas en prenda, con especificación de todas las 

circunstancias que sirvan para identificarlas; 

de 9 Las condiciones especiales que hayan pactado los contra- 

> tantes; y 

10. Los detalles que se requieran para la claridad y precisión 
del asiento. 


E Artículo 1189.—-(Artículo 92 del Decreto-Ley número 218.) — 
Cuando las cosas dadas en prenda se encuentren en departamentos 
que correspondan a distintas oficinas del Registro, el documento res- 
pectivo deberá ser presentado e inscrito en todas ellas. 


A Artículo 1190.—Tan pronto como se registre un contrato de 
: prenda sin tradición, se anotará al margen de la inscripción de do- 
minio del fundo de que legalmente formen parte las cosas pignora- 
das. Esta anotación se cancelará al mismo tiempo que la inscrip- 
ción de prenda. 


8 Artículo 1191.— (Artículo 93 del Decreto-Ley número 218.) — 
-————Enlos casos en que para la cancelación o rescisión de la prenda, no 
-—— mediare instrumento público o sentencia firme, bastará la solicitud 
27 escrita del acreedor y deudor ante el registrador, quien levantará 


el acta respectiva y hará las operaciones correspondientes. 


Artículo 1192.—Cuando ocurriere la venta judicial de la pren- 
| da por incumplimiento del contrato respectivo, el juez que inter- 
venga en ella mandará, una vez concluida la ejecución, cancelar el 
asiento de inscripción de la prenda. 
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CAPITULO MI 
Registro de testamentos y de donaciones por causa de muerte 


Artículo 1193.—En el registro de testamentos y donaciones 
por causa de muerte, se hará constar: 


19 En el libro de testamentos abiertos y donaciones por Cau- 
sa de muerte: el nombre del testador o donante con todas 


las identificaciones que aparecen en el testamento o dona- 


ción; el lugar, fecha y hora; el folio o folios que correspon- 
dan al protocolo; el número y registro del papel sellado en 
que estuviere extendido el original; y la constancia de ha- 
ber firmado el testador o donante, o el nombre de la per- 
sona que firmó a su ruego; 

9 En el libro de testamentos cerrados: copia integra del acta 
que protege ei testamento; 

30 En el libro de testamentos especiales: los mismos datos que 
contiene el inciso 1? de este artículo, en lo que sea aplica» 
ble; y 

4v La ampliación, revocación, nulidad o insubsistencia de tes- 
tamentos o donaciones. 


Artículo 119).—(Artículo 94 del Decreto-Ley número 218.) — 
Muerto el testador, se presentará el testámonio del testamento abier- 
to con duplicado y certificación del acta de defunción para que sea 
anotado en el libro de asientos y razonado. 


CAPITULO IV 
Registro de la propiedad horizontal 


Artículo 1195.—La propiedad horizontal deberá inscribirse 
formando tantas fincas separadas como pisos o unidades tenga la 
edificación. 

El testimonio de la escritura que origine la primera inscrip- 
ción del edificio, deberá acompañarse de una copia de los planos 
del mismo y los planos de cada unidad o piso. 


Artículo 1196.—Los planos deben detallar la situación, dimen- 


siones y colindancias del terreno, así como una descripción del edi- 


ficio, incluyendo sus servicios de agua, electricidad y cualesquiera 
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otros de que goce; y descripción de cada piso o unidad, su situación, 
colindancias y datos que sean necesarios para identificarlos. 


Artículo 1197.—La inscripción del edificio, como finca ma- 
triz, se debe practicar en la finca con cuyo número aparezca inscri- 
to el terreno. 


Artículo 1198.—Cada piso, departamento o habitación que 
reuna los requisitos que establece este Código, se debe inscribir co- 
mo finca independiente de la finca matriz, y cada una de las nuevas 
fincas debe tener notas marginales de mutua referencia. 


Artículo 1199.—La inscripción del edificio en la finca matriz 
ha de expresar las circunstancias que para toda inscripción señala 
el artículo 1131, en cuanto fueren aplicables. 


Artículo 1200.—En la inscripción deben expresarse los ele- 
mentos comunes a favor del o de los que resultan ser titular o titu- 
lares del edificio total; y en su caso, de los que correspondan a cada 
piso, departamento o habitación, en la proporción respectiva. 


Artículo 1201.—Al inscribirse un piso, departamento o habi- 
tación, se deben expresar las mismas circunstancias que indican los 
artículos anteriores. En cuanto a la parte que en los elementos co- 
munes generales o limitados, en su caso, corresponde a los titula- 
res, el registrador hará una breve referencia al asiento de la finca 
matriz en que aparezcan inscritos. 


Artículo 1202.—-Si la edificación de los pisos no estuviere con- 
cluida, deberá indicarse lo ya realizado y lo que se encuentre 
pendiente de construcción; pero al estar terminados, debe declarar- 
se al Registro para modificar o ampliar la inscripción que corres- 
ponda. 


Artículo 1208.—La parte proporcional o porcentaje en los ele- 
mentos comunes que corresponda al titular de cada piso o unidad, 
se entiende transmitida o gravada conjuntamente con éste, sin nece- 
sidad de inscribir dicha transmisión o gravamen de la parte propor- 
cional de esos elementos en la finca matriz. 


Artículo 1204.—La adición de nueyos pisos o la adquisición 
de nuevas porciones de terreno colindantes, efectuada por la tota- 
lidad de titulares para que formen parte de los elementos comunes 
del edificio, se ha de inscribir en la finca matriz, con la cual deben 
unificarse las nuevas parcelas adquiridas. 
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Artículo 1205.—La cancelación total o parcial de gravámenes 
que afecten el edificio en general y las anotaciones preventivas que 
hagan referencia expresa al edificio o a los elementos comunes del 
mismo en su totalidad, se deben practicar en la finca matriz, de- 
jando anotación marginal en las fincas filiales. 


CAPITULO V 
Otros registros especiales 


Artículo 1206.—(Artículo 95 del Decreto-Ley número 218.) — 
Las inscripciones de que trata este capítulo deberán hacerse con los 
requisitos que se exigen para toda clase de inscripciones, en cuan- 
to fueren aplicables, y se anotarán al margen de la inscripción de 
cada uno de los inmuebles que afecten. 


Artículo 1207.—Los buques y naves aéreas, canales, muelles, | 
ferrocarriles, y otras obras públicas de índole semejante, y los de- 
rechos reales que los afecten, deberán inscribirse en el Registro Cen- 
tral de la Propiedad en los libros destinados a tales bienes. 


Artículo 1208.—La inscripción de una de las Obras menciona- 
das la hará el registrador a la presentación de la escritura constitu- 
tiva de la concesión o contrato, debidamente aprobado. 

La primera inscripción deberá expresar la naturaleza y des- 
cripción de la obra y todo lo que ella comprenda como necesario pa- 
ra su existencia o explotación, de conformidad con los términos y 
condiciones de la concesión legalmente aprobada. 


Artículo 1209.—Si la inscripción se hace durante la construc- 
ción de la obra pública, podrá adicionarse o rectificarse al concluir 
la obra o terminar cada una de las secciones, presentando al efecto, 
certificación auténtica en que conste que el funcionario competen- 
te se da por recibido de la obra o de la sección que se pone al servi- 
cio público. 

Artículo 1210.—En cuanto el concesionario adquiera en forma 
legal, el terreno para la construcción de ferrocarril, canal, muelle 
u obras de la misma índole, se inscribirán los títulos de la adquisi- 
ción, en la forma prevenida en el artículo 1208. 


Artículo 1211.—Las estaciones, almacenes, presas, puentes, 
acueductos y demás obras que constituyan parte integrante de la 
vía o canal, como necesarias para su existencia o explotación, na 
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requieren inscripción separada, sino que se incluirán en la inscrip- 
ción general de la obra; pero las fincas rústicas o urbanas que ad- 
quiera la compañía concesionaria y que estén separadas de la vía 
o canal, deben inscribirse separadamente con las condiciones y re- 


quisitos que exige la ley. 


Artículo 1212.—El dominio del Estado sobre los hidrocarbu- 
ros naturales en sus diferentes condiciones, los carbones minerales 
y las sustancias minerales metálicas que se encuentran en el sub- 
suelo, es inalienable e imprescriptible y deberá inscribirse con tales 
requisitos en un libro especial, formando un inmueble separado del 
fundo en cuyo subsuelo se encuentre ubicado el yacimiento o la mi- 
na respectiva. En la inscripción de dicho fundo se anotará la des- 
membración del dominio del subsuelo y en la nueva finca que se 
forme a favor del Estado, se expresarán el número, folio y libro de 
la finca en cuyo subsuelo se formó el nuevo inmueble, 


Artículo 1213.—El dominio útil de los hidrocarburos, carbo- 
nes minerales y minas, se inscribirá en el mismo libro, a favor de 
los concesionarios, con las condiciones establecidas en el respectivo 
contrato que se hará constar en escritura pública y asimismo se ins- 
cribirán las transferencias de dominio y derechos reales que los 
afecten, que se regularán por las prescripciones comunes. 


Artículo 1211.—(Artículo 96 del Decreto-Ley número 218.) — 
La inscripción de un bien mueble identificable se hará en libro es- 
pecial a la presentación de la escritura o documento legalizado o co- 
pia legalizada de los mismos en que conste la transferencia de do- 
minio y con los requisitos que además establezca el reglamento del 


Registro. 


Artículo 1215.—La primera inscripción de un buque o nave 
particular será la de propiedad del mismo. Para extender esta ins- 
cripción deberán presentarse la escritura de propiedad y copia cer- 
tificada de la matrícula del buque expedida en la forma legal. El 
cambic de matrícula se hará constar en nueva inscripción. 

La primera inscripción de propiedad del buque, contendrá la 
descripción del mismo, expresando las circunstancias que sirvan pa- 
ra identificarlo. 
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TITULO NI 
De los registros y de los registradores 
CAPITULO 1 


Establecimiento e inspección de registros : 3 


Artículo 1216.—(Artículo 97 del Decreto-Ley número 218.) 
El Registro de la Propiedad de la zona central con sede en la cias 
dad capital, tendrá a su cargo el registro de las demás zonas que no 
lo tengan propio y como Registro General, el control y vigilancia de - 
los demás registros de la Propiedad. Y 


Artículo 1217.—La inspección de cada Registro la tendrá a su 
cargo el juez de Primera Instancia de lo Civil, designado anualmen= 
te por la Corte Suprema de Justicia, si fueren varios los jueces del 
departamento en que tenga su sede el respectivo Registro. 


Artículo 1218.—Los jueces de Primera Instancia visitarán el 3 
Registro de su jurisdicción, para darse cuenta de la marcha de la - 
oficina, del estado en que se encuentren los libros y archivos del 
mismo Registro y de la actividad y competencia del personal. Ex- Be 
tenderá acta en que haga constar sus observaciones y si el despa- 
cho se encuentra al día o si sufre retraso, enviando copia de la mis- 
ma acta a la Corte Suprema de Justicia para que, si fuere del caso, 
dicte las medidas que estime convenientes. $ 

Artículo 1219.—Si los jueces notaren alguna falta de forma- 
lidad por parte de los registradores en el modo de llevar el Regis- 
tro, o en el arreglo de los documentos que a él corresponda, dictarán 
las disposiciones necesarias para corregirla y, en su caso, sanciona- - 
rán a los registradores en la forma que establece este Código. 
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CAPITULO IU 
DS: Libros que deben llevarse en el Registro 
E Pa . . . . 
q Artículo 1220.—En los registros es obligatorio llevar los si- | 
q” guientes libros principales: A 
1* De entrega de documentos; ] 
2? De diario o de asientos; 
3? De inscripciones; 
4? De cuadros estadísticos; y 3 
52 De índices por orden alfabético de apellidos de los propie- 4 
tarios y poseedores de inmuebles. 
Artículo 1221.—El registrador llevará, asimismo, los libros 
que sean necesarios para las inscripciones especiales y los demás que 3 
determine el reglamento del Registro. 
Artículo 1222.—Los libros de los registros serán públicos; no 
se sacarán por ningún motivo de la oficina del Registro, donde se 
mantendrán con todas las precauciones necesarias para su conserva- 
ción y seguridad. Las diligencias judiciales y extrajudiciales que 
exijan la exhibición de dichos libros, se practicarán precisamente en 3 
la misma oficina. E 
, / Artículo 1223.—Sólo harán fe los libros del Registro llevados : 


legalmente. 


Artículo 1224.—-Los libros que se encuentren destruidos o de- 
teriorados de tal manera que sea difícil su consulta, serán repues- 
tos bajo la responsabilidad del registrador, previa autorización ju- 
dicial, 

Hecha la transcripción, el registrador cerrará el nuevo libro 
con una razón en que haga constar estar confrontadas y conformes 
con el original todas las partidas transcritas. 


CAPITULO HI 


De los registradores 


Artículo 1225.—-(Artículo 98 del Decreto-Ley número 218.) — 
Cada registro estará a cargo de un registrador nombrado por el 
Presidente de la República, en acuerdo gubernativo a través del Mi- 
nisterio de Gobernación. Su permuta, traslado o cesación serán 
acordados en la misma forma. 
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Artículo 1226.—(Artículo 99 del Decreto-Ley número 218.) — 
Para ser nombrado Registrador de la Propiedad se requiere ser 
guatemalteco de origen, notario y abogado colegiado activo. 


Artículo 1227.—(Artículo 100 del Decreto-Ley número 218.) 
—El cargo de registrador es incompatible con el ejercicio de las 
profesiones de abogado y notario y con todo empleo o cargo público. 


Artículo 1228.—-(Artículo 101 del Decreto-Ley número 218.) 
—Los registradores antes de entrar a ejercer sus cargos, garantiza- 
rán las responsabilidades en que pudieren incurrir, con hipoteca o 
fianza. El Ministerio de Gobernación fijará el importe de la ga- 
rantía atendiendo a la importancia del Registro entre mil y diez 
mil quetzales. 


Artículo 1229.—La garantía de que trata el artículo anterior 
no se cancelará, sino hasta un año después de haber cesado el regis- 
trador en el ejercicio de su cargo, salvo que hubiere pendiente al- 
guna reclamación contra el registrador, en cuyo caso, la cancelación 
quedará sujeta a las resultas del juicio. 


Artículo 1230.—Si la garantía fuere hipotecaria y quedara un 
saldo insoluto al rematarse el inmueble, el registrador responderá 
con sus demás bienes por dicho saldo. 


Artículo 1231.—Los registradores enviarán al registrador de 
la capital, durante el mes de enero de cada año, un cuadro estadís- 
tico relativo al año anterior, que contendrá: las enajenaciones y su 
precio, con separación de fincas rústicas y urbanas; los derechos rea- 
les impuestos sobre ellas y su valor si constare; las hipotecas, nú- 
mero de fincas hipotecadas, importe de los capitales asegurados con 
ellas y las cancelaciones verificadas. 


Artículo 1232.—En el mes de febrero de cada año, el registra- 
dor de la capital, enviará al Ministerio de Gobernación un cuadro 
con los datos estadísticos que deberá comprender todas las operacio- 
nes efectuadas en los registros de la Propiedad. Los datos estadís- 
ticos se compilarán por dicho registrador en el libro respectivo. 


Artículo 1233.—En cada Registro habrá un registrador susti- 
tuto, de nombramiento del Ejecutivo a propuesta y bajo la respon- 
sabilidad del propietario, para que haga las veces de éste en los 
casos de ausencia, enfermedad o incompatibilidad en el desempeño 
de sus funciones. El sustituto tendrá las mismas calidades que el 


261 


3 
; 
3 
a 
E Y 
$ 
A 
y 
> 
3 
] 
E 
] 
, 
E 
t 
a 
3 
E 
¡ : 
Y E 
. 
A 
: 
] 
7 


a E EA A ¿A 
di é . SUR ee E 


Í 


propietario. Si excediere de un mos el tiempo de la interinidad, el 
sustituto deberá prestar garantía en los mismos términos que el 
propietario. 


Artículo 1234.—El registrador sustituto hará las veces del 
propietario accidentalmente, cuando éste, su cónyuges o sus parien- 
tes intervengan en un documento inscribible o sean parte en el jui- 
cio de que proceda el mandamiento u orden para una inscripción o 
anotación. 

Cuando exista incompatibilidad en ambos registradores, el Mi- 
nisterio de Gobernación designará, en cada caso, al notario que de- 
ba autorizar las operaciones. 


Artículo 1235.—Los registradores no son parte en ningún liti- 
gio en que se ventile la validez o nulidad de una inscripción, excep- 
to cuando se les deduzca responsabilidad por abusos de sus funcio- 
nes o por defecto de una inscripción, y en los ocursos de queja. 


Artículo 1236.— Quien por culpa del registrador aparezca en 
el Registro indebidamente exonerado de alguna obligación o grava- 
men inscrito, quedará responsable de dicha obligación o gravamen 
solidariamente con el registrador; y éste responderá además, de los 
daños y perjuicios que por tales daños u omisiones se hayan cau- 
sado. 


Artículo 1237.—El juez de 1* Instancia a cuya jurisdicción 
pertenezca el Registro, será el competente para conocer de las de- 
mandas que por daños y perjuicios procedan contra el registrador. 


Artículo 1238.—Las infracciones de esta ley o de los reg!amen- 
tos relativos al Registro, cometidas por los registradores, aunque no 
causen perjuicio a tercero, ni constituyan delito, serán castigadas 
con multas de cinco a cincuenta quetzales. 

La multa será impuesta por el juez del departamento a que 
corresponda el Registro y sin más trámite que las diligencias nece- 
sarias para averiguar el hecho. Quedan al penado expeditos los re- 
cursos legales. 

El importe de las multas ingresará a los fondos de justicia. 


Artículo 1239.—Lo dispuesto en los artículos anteriores, en 
cuanto a la indemnización de daños y perjuicios y sujeción a mul- 
tas, no obstará a la imposición de la pena que, en caso de delito, 
proceda conforme a las leyes. 
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Artículo 12/40.—Cuando un registrador fuere 
vez a la indemnización de daños y perjuicios y tra 
se pagarán de preferencia los primeros. 


Artículo 12/1.—(Artículo 102 del Decreto-Ley número 213.) 
-—Los registradores percibirán los honorarios que fije el Arancel y 
costearán sin tasa alguna, los gastos ordinarios de oficina, que in- 
cluyen a la provisión y conservación de los libros del Registro. 


CAPITULO IV 


de la muita, 


Errores en los libros y su rectificación 


Artículo 12/2.—Los registradores, antes de firmar y sellar los 
asientos del Registro, cuidarán de revisarlos para salvar las palabras 
testadas o intercaladas. 


Artículo 1243.—No podrán corregirse los errores u omisiones 
cometidos en los libros del Registro, con tachas o intercalando pa- 
labras entre líneas, después de firmados los asientos. 


Artículo 1244.—Los registradores mo pueden rectificar sin 
consentimiento del interesado los errores materiales. Se entiende 
que hay error material, cuando se han escrito unas palabras por 
otras, omitido la expresión de alguna circunstancia, cuya falta no 
causa nulidad, o equivocado los nombres propios o las cantidades 
al copiarlas del título, sin cambiar por eso el sentido general de la 
inscripción, ni el de ninguno de sus conceptos. 


Artículo 1215.—Los errores de concepto no pueden rectificar- 
se sino por acuerdo unánime de los interesados, y en defecto de tal 
acuerdo, mediante resolución judicial que ordene la rectificación. 

Los errores de concepto cometidos en asientos de presentación 
o en anotaciones marginales, pueden ser rectificados por el registra- 
dor, cuando el asiento principal basta para que aquéllos sean cono- 
cidos. 

Artículo 12/6.—Se entenderá que se comete error de concepto, 
cuando alguna de las palabras expresadas en la inscripción alteren 
o varíen su verdadero sentido. 


Artículo 1217.—El registrador o cualquiera de los interesados 


en un asiento, pueden oponerse a la rectificación que otros soliciten 
por causa de error de concepto, siempre que a juicio de aquellos el 
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concepto que se supone equivocado esté conforme con el mérito del 
título a que el asiento se refiere, La cuestión que se suscite con este 
motivo, se decidirá judicialmente. 


Artículo 12/8.—Los errores de concepto se rectifican por un 
nuevo asiento, que se extenderá mediante la presentación del mis- 
mo título ya inscrito, si el registrador reconoce su error o el juez 
lo declara; y en virtud de nuevo título si el error ha sido cometido 
a causa de la redacción vaga, ambigua o inexacta del título primi- 
tivo y las partes convienen en ello, o se declara así por resolución 
judicial. 

Siempre que se rectifique un error en virtud del mismo título 
antes presentado, son de cuenta del registrador los gastos y perjui- 
cios que del error se originen. 

En caso contrario, pagarán los interesados los gastos de la 
nueva inscripción y los demás que la rectificación ocasione. 


Artículo 12/9.—Cuando los errores materiales o de concepto 
anulen una inscripción, no habrá lugar a la rectificación sino me- 
diante declaración judicial. 

El asiento rectificado no produce efecto en ningún caso, sino 
desde la fecha de la rectificación sin perjuicio del derecho de los 
terceros para reclamar de la falsedad o nulidad del título a que se 
refiere el asiento equivocado. 


Artículo 1250.—Respecto a los detalles sobre el modo de lle- 
var el registro, los registradores observarán las prescripciones con- 
tenidas en el reglamento del ramo. 


b 
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LIBRO V 
Del derecho de obligaciones 


PRIMERA PARTE 
De las obligaciones en general 


TITULO 1 
Del negocio jurídico 
CAPITULO I 
De la declaración de voluntad 


Artículo 1251.—El negocio jurídico requiere para su validez: 
capacidad legal del sujeto que declara su voluntad, consentimiento 
que no adolezca de vicio y objeto lícito. 


Artículo 1252.—La manifestación de voluntad puede ser ex- 
presa o tácita y resultar también de la presunción de la ley en los 
casos en que ésta lo disponga expresamente. . 


Artículo 1253.—El silencio no se considerará como manifes- 
tación tácita de voluntad sino en los casos en que existe, para la par- 
te a quien afecta, la obligación de explicarse. 


Artículo 1251.— Toda persona es legalmente capaz para hacer 
declaración de voluntad en un negocio jurídico, salvo aquellas a 
quienes la ley declare especificamente incapaces. 


Artícuo 1255.—La incapacidad relativa de una de las partes 
no puede ser invocada por la otra en su propio beneficio, si oportu- 
namente la hubiere conocido. 
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Artículo 1256.— Cuando la ley no declare una forma especí- 
fica para un negocio jurídico, los interesados pueden usar la que Juz- 
guen conveniente. 


CAPITULO HU 
Vicios de la declaración de voluntad 


Artículo 1257.—Es anulable el negocio jurídico cuando la de- 
claración de voluntad emane de error, de dolo, de simulación o de 
violencia. La nulidad no puede pedirla o demandarla la parte que 
hubiere causado el vicio. * 


Artículo 1258.—El error es causa de nulidad cuando recae so- 
bre la sustancia do la cosa que le sirve de objeto, o sobre cualquiera 
circunstancia que fuere la causa principal de la declaración de vo- 
luntad. 


Artículo 1259.—El error sobre la persona sólo invalidará el ne- 
gocio jurídico cuando la consideración a ella hubiere sido el motivo 
principal del mismo. 


Artículo 1260.—El error de cuenta sólo dará lugar a su co- 
rrección. 


Artículo 1261.—-Dolo es toda sugestión o artificio que se em- 
plee para inducir a error o mantener en €l a alguna de las partes. 


Artículo 1262.—El dolo de una de las partes y el dolo que pro- 
viene de un tercero, sabiéndolo aquélla, produce la nulidad si ha si- 
do la causa determinante del negocio jurídico. 


Artículo 1263.—La omisión dolosa produce los mismos efec- 
tos que la acción dolosa. 


Artículo 126).—Será ineficaz el consentimiento prestado por 
violencia o intimidación. 


Artículo 1265.—La violencia o intimidación deben ser de tal 
naturaleza que causen impresión profunda en el ánimo de una per- 
sona razonable y le ingpiren el temor de exponer su persona o su hon- 
ra O la de su cónyuge o conviviente de hecho, ascendientes, descen- 
dientes o hermanos, a un ma] grave o a la pérdida considerable de 
sus bienes, 


Si se trata de otras personas, el juez podrá declarar la nulidad 
según las circunstancias. 


Artículo 1266.—Para calificar la violencia o intimidación, de- 
be atenderse a la edad, al sexo, a la condición de la persona y demás 
circunstancias que puedan influir sobre su gravedad. 


A£rtículo 1267.—La amenaza del ejercicio regular de un de- 
recho y el temor reverencial, esto es, el sólo temor de desagradar a 
las personas a quienes se debe sumisión y respeto, no anularán el 


acto o negocio. 
- 


Artículo 1268.—Si habiendo cesado la violencia o siendo co- 3 
nocido el error o el dolo, el que sufrió la violencia o padeció el en- A 
gaño ratifica su voluntad o no reclama dentro del término de la 3 
prescripción, el negocio adquiere toda su validez, y 


CAPITULO 11 
Negocios jurídicos condicionales 


Artículo 1269.—En los negocios juridicos condicionales, la ad- 
quisición de los derechos, así como la resolución o pérdida de los ya 
adquiridos, dependen del acontecimiento que constituye la condi- 
ción. 


] Artículo 1270.—El negocio condicional surte efectos desde el p 
cumplimiento de la condición, salvo estipulación en contrario. A 


, Artículo 1271.—Se puede estipular cualesquiera condiciones 4 
que no sean contrarias a las leyes ni a la moral. ps 

No vician el contrato y se tienen por no puestas las condicio- 
nes imposibles y las contrarias a las leyes o a las buenas costumbres. 


Artículo 1272.—Es nulo el negocio contraído bajo una condi- 
ción cuyo cumplimiento depende en lo absoluto de la voluntad de la 
parte obligada. 


Artículo 1273.—Se tendrá por cumplida la condición cuando 
] el obligado impide voluntariamente su cumplimiento. 


Artículo 1271.—El negocio jurídico sujeto a la condición de 
que se verifique un acontecimiento dentro de un término, caduca 
si pasa el término sin realizarse la condición, o antes si hay certi- 
dumbre de que no puede cumplirse. 


Artículo 1275.—-Si la condición es de que no se verifique cier- 
to acontecimiento dentro de un término, se entiende cumplida des- 
de que pasa el término o llega a ser cierto que el acontecimiento 
no puede realizarse. 


Artículo 1276.—El acreedor puede, antes del cumplimiento de 
la condición, ejercitar las acciones conducentes a la conservación de 
su derecho. 


Artículo 1277.—El cumplimiento de la condición es indivisi- 
ble, aunque consista en una prestación divisible. 


Artículo 1278.—La condición resolutoria expresa, opera de 
pleno derecho. 


CAPITULO IV 
Del plazo 


Artículo 1279.—El plazo solamente fija el día o fecha de la 
ejecución o extinción del acto o negocio jurídico. 


Artículo 1280.—No puede exigirse el cumplimiento de la pres- 
tación antes del vencimiento del plazo, pero si el que pagó ignoraba 
la existencia de ese plazo cuando hizo el pago, tendrá derecho a re- 
clamar del acreedor los intereses o los frutos que éste hubiere per- 
cibido por el anticipo. 


Artículo 1281.—Perderá el deudor el derecho de utilizar el 
plazo: 

1? Cuando después de contraída la obligación resulte insol- 
vente, salvo que garantice la deuda; 

2? Cuando no otorgue al acreedor las garantías a que se hu- 
biese comprometido; y 

3? Cuando por acto propio hubiese disminuido las garantías 
y cuando por caso fortuito desaparecieran, a menos que 
sean inmediatamente sustituidas por otras, a satisfacción 


del acreedor. ] 


t 


Artículo 1282.—El plazo se presume convenido en favor del 
deudor, a menos que resulte del tenor del instrumento o de otras 
circunstancias, que ha sido fijado en favor del acreedor o de las dos 
partes. 
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Artículo 1283.—Si el negocio no señala plazo, pero de su na- 
turaleza y circunstancias se dedujere que ha querido concederse al 
deudor, el juez fijará su duración. 

También fijará el juez la duración del plazo cuando éste ha- 
ya quedado a voluntad del deudor. 


CAPITULO V 
De la simulación 


Artículo 128/.—La simulación tiene lugar: y 

1? Cuando se encubre el carácter jurídico del negocio que se e 
declara, dándose la apariencia de otro de distinta natura- 
leza; q 

2? Cuando las partes declaran o confiesan falsamente lo que 
en realidad no ha pasado o se ha convenido entre ellas; y 

3? Cuando se constituyen o transmiten derechos a personas 
interpuestas, para mantener desconocidas a las verdadera- 
mente interesadas. 


Artículo 1285.—La simulación es absoluta cuando la declara- 
ción de voluntad nada tiene de real; y es relativa, cuando a un ne- 
gocio jurídico se le da una falsa apariencia que oculta su verdadero 
carácter. 


Artículo 1286.—La simulación absoluta no produce ningún 
efecto jurídico. La simulación relativa, una vez demostrada, produ- 
cirá los efectos del negocio jurídico encubierto, siempre que su ob- 
jeto sea lícito. 


Artículo 1287.—La simulación ¡no anula el negocio jurídico 
cuando no tiene un fin ilícito ni causa perjuicio a ninguna persona. 


Artículo 1288.—La acción de simulación €s imprescriptible 
entre las partes que simularon y para los terceros perjudicados con 
la simulación. 


Artículo 1289.—-Si la persona favorecida por la simulación ha 
transferido a otro sus derechos, la acción contra el tercero sólo se- 
rá admisible si la transmisión tuvo lugar a titulo gratuito. Si la 
transmisión se operó a título oneroso, la revocación sólo será posi- 
ble, si el subadquirente obró con mala fe. 
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CAPITULO VI 


De la revocación 


Artículo 1290.—Todo acreedor puede pedir la revocación de | 
los negocios celebrados por el deudor en perjuicio o fraude de sus 
derechos. | 

Sólo los acreedores cuyos créditos stan anteriores al negocio 
impugnado, pueden ejercitar la acción revocatoria. | 


Artículo 1291.—Los negocios de disposición a título gratuito 
realizados por el deudor insolvente, o reducido a la insolvencia a 
consecuencia de dichos negocios, pueden ser revocados a instancia 
de los acreedores. 


Artículo 1292.—-Si el negocio fuere oneroso, la revocación só- | 
lo tendrá lugar cuando haya mala fe de parte del deudor y del ad- 
quirente. E 

Artículo 1293.—La revocación puede tener lugar, tanto en los 
negocios en que el deudor enajena los bienes que efectivamente po- 
see, como en aquellos en que renuncia derechos constituidos a su fa- 
vor y cuyo goce no fuere exclusivamente personal. 


Artículo 1291.—-La acción revocatoria debe seguirse a instan- 
cia del acreedor. 

La revocación sólo será declarada en interés de los acreedores 
que la hubiesen pedido y hasta el importe de sus créditos. 


Artículo 1295.—La acción revocatoria cesará luego que el deu- 
Bis dor satisfaga su deuda o adquiera bienes con qué poder cubrirla. 
EN La persona a quien se hubiesen enajenado los bienes del deu- 
k dor, puede hacer cesar la acción de los acreedores satisfaciendo el 
crédito de los que se hubiesen presentado. 


Artículo 1296.—Revocado el negocio fraudulento del deudor, 
los bienes se devolverán por el que los adquirió de mala fe, con todos 
sus frutos; o indemnización de daños y perjuicios cuando la resti- 
tución de dichos bienes no fuere posible. 


Artículo 1297.—La acción concedida al acreedor contra el pri- 
mer adquirente, no procede contra el tercer poseedor sino cuando 
éste ha adquirido de mala fe. 
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Artículo 1298.—Son también revocables los pagos hechos en 
estado de insolvencia, por cuenta de obligaciones a cuyo cumplimien- 
to no podía ser compelido el deudor al tiempo de hacerlos. 


Artículo 1299.—Se presumen fraudulentos: 

1* Los pagos anticipados hechos por el deudor concursado o 
declarado en quiebra, dentro de los 10 días anteriores a la 
fecha fijada para la cesación de pagos. 

Hay pago anticipado en el descuento de pagarés o fac- 
turas a cargo del fallido y en el que se verifique mediante 
renuncia del plazo estipulado a favor del deudor; 

2? Todo gravamen que, dentro del propio término de 10 días, 
se constituya sobre los bienes del fallido, por deudas con- 
traídas en el mismo término o con anterioridad; 

3% Las enajenaciones a título oneroso o gravámenes constitui- 
dos sobre bienes, realizados por las personas contra las cua- 
les se hubiere pronunciado antes sentencia condenatoria en 
relación a tales bienes; y 

4% Las enajenaciones hechas por el fallido o concursado después 
del día fijado para la cesación de pagos o dentro de los 10 
días que la han precedido. 


Artículo 1300.—La acción revocatoria prescribe en un año, con- 
tado desde la celebración del negocio o desde la fecha en que se ve- 
rificó el pago o se hizo la renuncia del derecho. 


CAPITULO VH 


De la nulidad 
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Artículo 1301.—Hay nulidad absoluta en un negocio jurídico, p> pS 


cuando su objeto sea contrario al orden público o contrario a leyes 


prohibitivas expresas, y por la ausencia o no concurrencia de los re- 
quisitos esenciales para su existencia. 

Los negocios que adolecen de nulidad absoluta no producen 
efecto ni son revalidables por confirmación. 


Artículo 1302.—La nulidad puede ser declarada de oficio por 
el juez cuando resulte manifiesta. Puede también ser alegada por 
los que tengan interés o por el Ministerio Público. 
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Artículo 1303.—El negocio jurídico es anulable: 
12 Por incapacidad relativa de las partes o de una de ellas; y 
20 Por vicios del consentimiento. 


Artículo 1304.—Los negocios que adolecen de nulidad relativa 
pueden revalidarse confirmándolos expresamente o dando cumpli- 
miento a la obligación, a sabiendas del vicio que los hace anulables. 


Artículo 1305.—La revalidación expresa debe hacerse con los 
mismos requisitos que exige la ley para la celebración del negocio 
que se trata de revalidar. 


- Artículo 1306.—La confirmación expresa o tácita de un nego- 
cio viciado de nulidad relativa, implica la renuncia a la acción o ex- 
cepción de nulidad. 


Artículo 1307.—La confirmación surte efectos desde la fecha 
de la celebración del negocio que se confirma, pero no perjudicará 
derechos de terceros de buena fe. 


Artículo 1308.—La nulidad de una o más de las disposiciones 
de un negocio juridico no perjudica a las otras, siempre que sean se- 
parables. 

La nulidad de la obligación principal lleva consigo la de las 
obligaciones accesorias; pero la nulidad de éstas no induce la de la 
obligación principal, 


Artículo 1309.—El negocio que adolece de nulidad relativa 
surte todos sus efectos mientras en sentencia firme no se declare 
dicha nulidad. 


Artículo 1310.—La nulidad que se funde en vicios de] consen- 


-timiento de las partes o de una de ellas, solamente se podrá inten- 


tar por la parte cuyo consentimiento está viciado o por quien resul- 
tare directamente perjudicado. 


Artículo 15311.—La nulidad procede con respecto a las obliga- 
ciones de los ausentes, de los menores y de los incapaces cuando no 
se han cbservado las formalidades requeridas por la ley, o cuando 
los menores o incapaces actúan sin intervención de las personas que 
los representan. 

En estos casos la acción de nulidad por parte del menor, in- 
capaz O ausente, corresponde a su representante legal o al Minis- 
terio Público. 


Artículo 1312.—El derecho de pedir la nulidad relativa dura 
dos años contados desde el día en que se contrajo la obligación, sal- 
vo los casos en que la ley fije término distinto. 


Artículo 1313.—Si la nulidad se fundare en violencia o temor 
grave, el término es de un año, contado de la fecha en que la vio- 
lencia cesó o el temor grave ha debido razonablemente desaparecer. 


Artículo 131/.—Las partes deben restituirse recíprocamente 
lo que han recibido o percibido como consecuencia del negocio anu- 


lado. 


TIT A, 


Artículo 1315.—En los casos en que ambas partes han perci- ES 
bido frutos, productos o intereses, serán compensables hasta la fe- 
cha de la notificación de la demanda de nulidad, y desde esta fecha A 
serán restituibles. Y 


| Artículo 1316.—La restitución de las cosas debe hacerse en el 
| estado que guardaban en el momento de la celebración del negocio. le 

Las mejoras o deterioros se abonarán por quien corresponda, : 
salvo que el deterioro proceda de caso fortuito, fuerza mayor, vicio 
o defectos ocultos. 


Artículo 1317.—Si a una de las partes le fuere imposible la 
restitución de la cosa, cumplirá entregando otra de igual especie, ca- E 
lidad y valor, o devolviendo el precio que tenía en el momento de 
la celebración del negocio; y si la nulidad de la obligación o la im-. 
posibilidad de la entrega proviene de mala fe, pagará además los 
daños y perjuicios que correspondan. 


Artículo 1318.—La devolución de las cosas, declarada la nuks 
b dad, debe hacerse simultáneamente, y si esto no fuere posible, den- 
tro del término que fijen las partes o, en su defecto, el juez. 


TITULO H 
De las obligaciones, sus modalidades y efectos 
CAPITULO 1 


Disposiciones preliminares 


Artículo 1319.—Toda obligación resultante de un acto o de- 
claración de voluntad consiste en dar, hacer o no hacer alguna cosa. 


Artículo 1320.—La obligación de dar cosa determinada com- 
prende su entrega y la de sus accesorios y pertenencias, así como los 
frutos que produzca desde que se perfecciona ej convenio. El deu- 
dor es responsable, asimismo, de su rain, hasta que veri- 
fique la entrega. q a A 

Artículo 1321.—En las obligaciones de dar cosa determinada 
únicamente por su especie, la elección corresponde a] deudor, salvo 
pacto en contrario. 

El deudor cumplirá eligiendo cosas de regular calidad, y de 
la misma manera procederá el acreedor, cuando se le hubiere deja- 
do la elección. 


Artículo 1322.—En los casos a que se refiere el artículo ante- 
rior, el deudor no podrá, antes de la individualización de la cosa, 
eximirse de la entrega, alegando la pérdida por caso fortuito o fuer- 
za mayor. Practicada la elección, se aplicarán las reglas estable- 
cidas sobre obligaciones de dar cosas ciertas o determinadas. 


Artículo 1323.—En las obligaciones de hacer, el incumpli- 
miento del obligado da derecho al acreedor para hacer por sí o por 
medio de tercero, a costa del deudor, lo que se hubiere convenido, 
si la calidad del ejecutante fuere indiferente, 
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Artículo 132).—Si el acreedor prefiere la prestación por el 
deudor, pedirá que se le fije un término prudencial para que cumpla 
la obligación, y si no la cumpliere, será obligado a pagar daños y 
perjuicios. 


Artículo 1325.—Si la obligación de hacer resultare imposible 
sin culpa del deudor, la obligación queda extinguida. El deudor de- 
be devolver en este caso al acreedor lo que por razón de la obligación 
hubiese recibido. 


Artículo 1326.—Si la obligación es de no hacer, el obligado in- 
curre en daños y perjuicios por el solo hecho de la contravención. 


Artículo 1327.—El acreedor tiene derecho para €xigir que se 
obligue al deudor a destruir lo que se hubiere hecho contraviniendo 
lo pactado, o a que se le autorice la destrucción por cuenta del deu- 
dor. 


Artículo 1328.—-Si no fuere posible destruir lo que se hubiere 
hecho o si la prestación fuere indestructible por su naturaleza, como 
la divulgación de un secreto industrial, el acreedor tendrá derecho 
de exigir daños y perjuicios por la contravención. 


Artículo 1829.—La obligación personal queda garantizada con 
los bienes enajenables que posea el deudor en el momento de exigir- 
se su cumplimiento. 


Artículo 1830.—Cuando las condiciones bajo las cuales fuere 
contraída la obligación cambiaren de manera notable, a consecuen- 
cia de hechos extraordinarios imposibles de prever y de evitar, ha- 
ciendo su cumplimiento demasiado oneroso para el deudor, el con- 
venio podrá ser revisado mediante declaración judicial. 


Artículo 1331.—La pérdida o deterioro de la cosa objeto de 
la obligación, antes de la entrega, se regirá por las reglas siguientes: 
1? Si se pierde sin culpa del deudor, la obligación quedará sin 
efecto y se devolverá lo que se hubiere recibido por cuenta 

del convenio; 
2? Si la pérdida fue por culpa del deudor, éste responderá al 
acreedor por el valor de la cosa y los daños y perjuicios; y 
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3% Si la cosa se deteriora sin culpa del deudor, el acreedor po- 
drá rescindir el convenio o recibir la cosa en el estado en 
que se encuentre, con indemnización de daños y perjuicios 
en ambos casos, o disminución proporcional del precio si 
lo hubiere. 


Artículo 1332.—-Si el deterioro de la cosa fuere de tal impor- 
tancia que la haga inútil para el fin que se proponía el acreedor, se 
procederá como en el caso de pérdida. 


Artículo 1333.—Las mejoras originadas por la naturaleza de 
la cosa o por el transcurso del tiempo, corresponden al acreedor. 

Si las mejoras se hicieren por el deudor con el consentimiento 
del acreedor, éste debe pagarlas. Estas normas serán aplicables 
siempre que la cosa sea entregada al acreedor. 


CAPITULO HH 


Obligaciones alternativas 


Artículo 133/-—El obligado, alternativamente a diversas pres- 
taciones, cumple ejecutando íntegramente una de ellas. El acreedor 
no puede ser compelido a recibir parte de una y parte de otra. 


£ 


Articulo 1335.—La elección corresponde al deudor, a menos 
que expresamente se concediere al acreedor. 

La elección no puede recaer en prestaciones que resultaren im- 
posibles, ilícitas o que no hubieran podido ser objeto de la obliga- 
ción. 

La elección no producirá efectos sino desde que fuere notifi- 
cada. 


Artículo 1336.—El deudor perderá el derecho de elección cuan- 
do de las prestaciones a que alternativamente estuviere obligado, só- 
lo una fuere realizable. 


Artículo 1337.—El acreedor tendrá derecho a la indemniza- 
ción de daños y perjuicios cuando, por culpa del deudor hubieren 
desaparecido todas las cosas que alternativamente fueron objeto de 
la obligación, o se hubiera hecho imposible el cumplimiento de ésta. 
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La indemnización se fijará tomando por base el valor de la 
última cosa desaparecida o el del servicio que últimamente se hu- 
biere hecho imposible. 


Artículo 1338.—Cuando la elección corresponde al acreedor, la 
obligación cesará de ser alternativa desde el día en que haya sido 
notificada al deudor. 

' Mientras no se hubiere hecho la notificación, las responsabi- 
lidades del deudor se regirán por las reglas siguientes: 

1? Si alguna de las cosas se perdió sin culpa del deudor, cum- 

plirá entregando la que el acreedor elija entre las restantes 
o la que haya quedado si una sola subsistiera; 

2 Si la pérdida de alguna de las cosas sobrevino por culpa 
del deudor, el acreedor podrá reclamar cualquiera de las que 
subsistan, o el precio de la que, por culpa de aquél, hubiera 
desaparecido; y 

3? Si todas las cosas se hubieren perdido por culpa del deudor, 
la elección del acreedor recaerá sobre su precio. 

Las mismas reglas se aplicarán a las obligaciones de hacer o de 

no hacer, en el caso de que algunas o todas las prestaciones resulta- 
ren imposibles. 


Artículo 1339.—Cuando la elección debe ser hecha por varias 
personas, el juez concederá un plazo para que se pongan de acuerdo. 


Sr 
z 
y Si no hubiere acuerdo decidirá la mayoría, y si no hicieren la elec- 
> > e .. . 7 . nd o 

ción o no hubiere mayoría, elegirá el juez. 


Artículo 1340.—Si el deudor es omiso en hacer la elección, el 
juez le señalará un plazo para que cumpla con hacerla, y si venci- 
do este plazo el deudor se mantuviera en la omisión, la elección co- 
rresponderá al acreedor. 


e 
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CAPITULO IM 
Obligaciones facultativas 


Artículo 1311.—Obligación facultativa es la que, no teniendo 
por objeto sino una sola prestación, da al deudor el derecho de sus- 
tituir esa prestación por otra. 


Artículo 1312.—La naturaleza de la obligación facultativa se 
determina únicamente por la prestación principal que forma el ob- 
jeto de ella. 
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Artículo 1313.—La obligación facultativa será nula por un A 
vicio inherente a la prestación principal, aunque la prestación ac- 
cesoria no tenga vicio alguno. e 


Artículo 13/4.—La obligación facultativa se extingue cuando 
la cosa que forma el objeto de la prestación principal perece sin cul- 
pa del deudor, antes que éste se haya constituido en mora, o porque 
se hubiere hecho imposible su cumplimiento, aunque el objeto de 
la prestación accesoria no hubiese perecido y fuese posible su en- 


trega. 


Artículo 13/5.—No tendrán influencia alguna sobre la presta- 
ción principal, ni la pérdida o deterioro de la cosa ni la imposibili- 
dad del hecho o de la omisión que constituye el objeto de la pres- 
tación accesoria. 


Artículo 18/6.—En caso de duda sobre si la obligación es al- 
ternativa o facultativa, se tendrá por facultativa. 


CAPITULO IV 


Obligaciones mancomunadas 


Artículo 13/7.—Hay mancomunidad cuando en la misma obli=" 8 S Fa 
gación son varios los acreedores o varios los deudores. en 


Mancomunidad simple 


Artículo 13/8.—Por la simple mancomunidad no queda obli- 
gado cada uno de los deudores a cumplir integramente la obligación,, 
ni tiene derecho cada uno de los acreedores para exigir el tota] cum» 
plimiento de la misma. En este caso, el crédito o la deuda se consi- 
deran divididos en tantas partes como acreedores o deudores haya, y 
cada parte constituye una deuda o un crédito separados. 


Artículo 1319.—Los actos de uno solo de los acreedores, diri- 
gidos contra uno solo de los deudores, no aprovechan a los otros 
acreedores ni perjudican a los otros deudores. 


Artículo 1350.—La mora o la culpa de uno de los deudores 
no afecta a los demás. 
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Artículo 1351.—Para que la prescripción de una obligación se 
interrumpa respecto de todos los deudores, se requiere la citación 
de todos ellos. 


Mancomunidad solidaria E 


E: Artículo 1352.—La obligación _mancomunada es solidaria 
y cuando varios deudores están obligados a una misma cosa, de ma- 
E nera que todos o cualquiera de ellos pueden ser constreñidos al cum- 
Er pimiento total de la obligación, y el pago hecho por uno solo libera 
dos a los demás; y es solidaria con respecto a los acreedores cuando cual- 
q quiera de ellos tiene el derecho de exigir la totalidad del crédito, y 
$ el pago hecho a uno de ellos libera a] deudor. 


Artículo 1853.—La solidaridad no se presume; debe ser expre- 
sa por convenio de las partes o por disposición de la ley, 

La solidaridad expresa podrá pactarse aunque los acreedores 
o deudores no se obliguen del mismo modo, ni por plazos ni condi- 
ciones iguales. 


Artículo 135).—Cada uno de los acreedores o deudores so- 
lidarios puede hacer todo lo que sea útil a los demás, pero no lo que 
les sea perjudicial. La acción ejercitada contra cualquiera de los 
deudores solidarios perjudica a todos ellos. 
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Artículo 1855.—El deudor podrá hacer el pago a cualquiera 
de los acreedores solidarios, pero si hubiere sido demandado por al- 
guno de ellos, a éste hará el pago con notificación de los demás in- 
teresados. 


sl O 


Artículo 1356.—Cada uno de los deudores solidarios es res- 
ponsable del hecho propio para con sus codeudores en el cumplimien- 
to de la obligación. 


Artículo 1357.—El acreedor puede dirigirse contra cualquiera 
de los deudores solidarios, o contra todos ellos simultáneamente. 

La reclamación entablada contra uno no será obstáculo para 
las que se dirijan posteriormente contra los demás, mientras la obli- 
gación no estuviere totalmente satisfecha. 


Artículo 1358.—El pago total por uno de los deudores solida- 
rios extingue la obligación. El deudor que hizo el pago total pue- 
de reclamar de sus codeudores la parte que a cada uno de ellos co- 
rresponde en la obligación, con los intereses respectivos y gastos 
necesarios. 
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Artículo 1359.—Si uno de los deudores solidarios resulta in- 


- solvente, la parte que le corresponde en la obligación se distribuirá 


a prorrata entre los codeudores solventes y el que hizo el pago. 


Artículo 13680.—El deudor solidario podrá utilizar contra el 
acreedor todas las excepciones que le sean personales, las que se ori- 
ginen de la naturaleza de la obligación y las comunes a todos los 
codeudores. 

El deudor solidario que no opone la prescripción, o las excep- 
ciones comunes a todos los codeudores, pierde el derecho de repe- 
tir contra los demás. 


Artículo 1361.—Cualquier acto que interrumpa la prescrip- 


ción en favor de uno de los acreedores o en contra de uno de los deu- 


dores solidarios, aprovecha o perjudica a los restantes, siempre que 
el tiempo exigido por la ley haya debido correr del mismo modo 
para todos ellos. El acreedor sólo podrá exigir a los deudores, cuyas 
obligaciones no hayan prescrito, el valor de éstas, deducida la par- 
te que corresponde a los demás. 


Artículo 1362.—Si el acreedor de uno de los deudores solida- 
rios, sólo exige de él la parte que le corresponde, no se entenderá 
interrumpida la prescripción respecto de los demás. 


Artículo 1363.—La sentencia condenatoria obtenida por uno de 
los acreedores solidarios contra el deudor común, aprovecha a los 
otros. La sentencia absolutoria del deudor aprovecha a éste contra 
todos los acreedores solidarios, a menos que haya sido fundada en 
una causa personal del acreedor demandante. 


Artículo 1364.—La novación hecha por el acreedor con uno 
de los deudores solidarios libera a todos los codeudores. Sin em- 


bargo, si el acreedor ha exigido la adhesión de los codeudores y és- 


tos la han rehusado, el primitivo crédito subsiste. 


Artículo 1365.—La novación o transacción hecha entre uno de 
los acreedores solidarios y el deudor común, sólo afecta la parte del 
acreedor que las celebró. 


Artículo 1366.—El pago parcial aceptado por el acreedor y la 
quita o remisión que hiciere a uno de los deudores solidarios, no al- 
tera sus derechos por el resto de la deuda, ni los de los deudores en- 


tre sí. 
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Artículo 1367.—Si uno de los acreedores solidarios libera so- 
lamente a uno de los deudores solidarios, ese hecho no altera los de- 
rechos de los demás acreedores ni las obligaciones de los demás deu- 
dores por el resto de la obligación. 


Artículo 1368.—La confusión libera a los otros codeudores por 
la parte de aquel en cuya persona se han reunido las calidades de 
acreedor y de deudor. 


Artículo 1569.—El deudor solidario no puede oponer compen- 
sación al acreedor por lo que éste deba a otro de los codeudores so- 
lidarios. 


Artículo 1370.—Si el acreedor hubiere renunciado a la solida- 
ridad respecto a uno de los codeudores y otro de ellos cae en insol- 
vencia, la parte de deuda del insolvente será repartida proporcional- 
mente entre todos los deudores, comprendiendo al que había sido 
liberado de la solidaridad. Sin embargo, si se comprueba que el 
acreedor quiso liberar de toda obligación al deudor, respecto del cual 
renunció a la solidaridad, la parte proporcional de éste quedará a car- 
go del acreedor. 


Artículo 1571.—Si la cosa debida perece por culpa de cualquie- 
ra de los deudores solidarios, todos serán solidariamente responsa» 
bles del precio y de los daños y perjuicios. Los deudores solidarios 
no culpables tendrán derecho a que el culpable reintegre la parte 
de precio que le corresponde y la totalidad de los daños y perjuicios 
pagados al acreedor. 

Artículo 1372.—Cada uno de los sucesores de un deudor soli- 
dario estará obligado a pagar la cuota que le corresponde en pro- 
porción a su haber hereditario, salvo que la obligación sea indivisi- 
ble; pero todos los sucesores serán considerados en conjunto como 
un solo deudor solidario, con relación a los otros deudores. 


CAPITULO V 
Obligaciones divisibles e indivisibles 


Artículo 1373.—Las obligaciones son divisibles cuando su ob- 
jeto es susceptible de cumplirse parcialmente; e indivisibles si las 
prestaciones no pueden ser cumplidas sino por entero, 

Artículo 137).—El deudor no puede obligar al acreedor a re- 
cibir por partes el pago de una deuda aunque ésta sea divisible, sal- 
vo convenio. 
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Artículo 1375.—La solidaridad no da a la obligación el caráo- 
ter de indivisible, ni la indivisibilidad de la obligación la hace so- 
lidaria. 


Artículo 1376.—La obligación se considera indivisible: 


12? Cuando tiene por objeto la entrega de un cuerpo cierto; 

2% Cuando uno solo de los deudores está encargado de ejecu- 
tar la prestación; y 

3? Cuando las partes convienen expresamente en que la pres- 
tación no pueda satisfacerse parcialmente o cuando por la 
naturaleza de la obligación sea imposible su cumplimiento 
parcial. : 


Artículo 1377.—En las obligaciones indivisibles, el acreedor no ' E ; 


puede dirigir su acción contra uno solo de los deudores, sino contra 
todos a la vez, salvo que uno solo esté encargado de ejecutar la 


prestación, en cuyo caso, el deudor tiene derecho de pedir que se 


cite y emplace a sus codeudores para el efecto de repetir contra 
ellos. 


Artículo 1378.—Cuando es indivisible la obligación contraída 
con cláusula de indemnización, se incurre en ésta por culpa de cua- 
lesquiera de los deudores; pero los codeudores no culpables tendrán 
derecho a que el culpable les reintegre la parte que hubieren tenido 
que pagar. 


Artículo 1379.—Si es divisible la obligación contraída con cláu- 
sula de indemnización, o simplemente mancomunada, será obligada 
a pagarla solamente el deudor que contravino a la obligación y por 
la parte que le corresponde. 


CAPITULO VI 
Cumplimiento de las obligaciones 
PARRAPO 1 
Pago 


] 


Artículo 1380.—-El cumplimiento de la prestación puede aer eje- 
cutado por un tercero, tenga o no interés y ya sea consintiendo o RES 
norándolo el deudor. 
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Artículo 1581.—En las obligaciones de hacer, el acreedor no 
puede ser compelido a recibir la prestación o el servicio de un ter- 
cero, cuando la calidad y circunstancias de la persona del deudor 


hubieren sido motivo determinante al establecer la obligación. 


4 Artículo 1382.—El que pague por cuenta de otro puede repe- 
tir lo que pagó, a no ser que lo hubiere hecho contra la voluntad 
E expresa del deudor. 
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Artículo 1383.—Para hacer pago válidamente en las obliga- | 
ciones de dar en que se ha de transferir la propiedad de la cosa, es 
necesario ser dueño de lo que se da en pago y tener capacidad para 
enajenarlo. Sin embargo, si el pago hubiere consistido en una can- 
tidad de dinero u otra cosa fungible no habrá repetición contra el 
acreedor que la hubiere gastado o consumido de buena fe. 


Artículo 1381.—El pago debe hacerse al acreedor o a quien 
tenga su mandato o representación legal. 

El pago hecho a quien no tuviere facultad para recibirlo, es 
válido si el acreedor lo ratifica o se aprovecha de él, 


Artículo 1385.—No es válido el pago que se haga directamen- 
te al menor o incapaz. Sin embargo, si lo pagado se invirtió en su 
beneficio personal o en la conservación de su patrimonio, se extin- 
gue la obligación en la parte invertida en esos fines. 


3 Artículo 1386.—No se puede obligar al acreedor a aceptar co- 
E sa distinta de la que se le debe, aunque el valor de la ofrecida sea 
igual o mayor, salvo disposición especial de la ley. 


E Artículo 1387.—El pago deberá hacerse del modo que se hu- 
y biere pactado, y no podrá efectuarse parcialmente sino por convenio 
ES expreso o por disposición de la ley. 


Sin embargo, cuando la deuda tuviere una parte líquida y otra 
ilíquida, podrá el acreedor exigir el psgo de la primera sin esperar 
a que se liquide la segunda. 


Artículo 1388.—No extingue la obligación el deudor que paga 
a su acreedor después de estar notificado judicialmente para que no 
lo verifique. 


Artículo 1389.—Es válido el pago hecho de buena fe al que 
está en posesión del derecho de cobrar, aunque sea después vencido 
en juicio sobre la propiedad del crédito. 
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Artículo 1390.—El deudor que paga tiene derecho de exigir 
el documento que acredite el pago; y de retener éste mientras dicho 
documento no le sea entregado. 


Artículo 1391.—El portador de un recibo se reputa autorizado 
para recibir el pago, a menos que las circunstancias se opongan a 
admitir esta presunción. 


Artículo 1392.—La entrega del documento original que jus- 
tifica el crédito, hecha por el acreedor al deudor, hace presumir la li- 
beración de éste, mientras no se pruebe lo contrario. 


Artículo 1393.—El pago hecho al tenedor de un título al por- 
tador extingue la deuda. 


Artículo 1391.—El pago hecho por medio de cheque, queda 
sujeto a la condición de que éste se haga efectivo a su presentación. 


Artículo 1395.—El pago en moneda nacional lo hará el deu- 
dor entregando igual cantidad numérica con arreglo al valor nomi- 
na] que tenga la moneda en la fecha en que se le requiera de pago, 
siempre que ya sea exigible la obligación. 


Artículo 1396.—-Si el pago tuviere que hacerse en moneda ex- 
tranjera, cumplirá el deudor con entregar su equivalencia en mo- 
neda nacional, al tipo de cambio que rija en la plaza el día del pago. 


Artículo 1397.—£Si el pago tuviere que hacerse en especie y 
hubiere imposibilidad de entregar la misma cantidad y calidad, el 
deudor satisfará el valor que la cosa tenga en el tiempo y lugar 
señalados para el pago, salvo que se haya fijado precio al celebrarse 
el contrato. 


Artículo 1398.—El pago se hará en el lugar designado en el 
contrato. Si no se designó y se trata de cosa cierta y determinada, 
se hará el pago en el lugar en que la cosa existia al tiempo de con- 
traerse la obligación. En cualquier caso, el pago debe hacerse en 
el domicilio del deudor al tiempo de exigirse la obligación. 


Artículo 1399.—Los gastos extrajudiciales y judiciales que oca- 


sione el pago serán cubiertos por el deudor, debiendo los últimos 


ser fijados por el juez con arreglo a la ley. 
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Artículo 1100.—El acreedor que después de celebrado el con- 
trato cambia voluntariamente de domicilio, deberá indemnizar al 
deudor los gastos que haga por este motivo para efectuar el pago, 
si la obligación debe cumplirse en el domicilio de aquél. 

Artículo 1/01.—Las obligaciones deben ser ejecutadas sin de- 
mora, a no ser que circunstancias relativas a su naturaleza, modo o 
lugar fijado para el cumplimiento, impliguen la necesidad de un pla- 
zo, que fijará el juez prudencialmente si no estuviere señalado por 
la ley. St las partes hubieren señalado plazo, el pago debe ser hecho 
el día de su vencimiento. 

Artículo 1102.—En los pagos periódicos la constancia de pa- 
go del último período hace presumir el pago de los anteriores, salvo 
prueba en contrario. 

Artículo 1103.—El pago del capital supone el de los intereses, 
salvo que se hubiere aceptado el pago con la reserva expresa corres- 
pondiente. 

Artículo 1/01.—-El deudor de diversas obligaciones a favor del 
mismo acreedor, tiene derecho a declarar al hacer el pago, a qué 
deuda debe aplicarse. 

Artículo 1105.—Si el deudor, no obstante la imputación hecha 
por él, aceptare recibo del acreedor imputando el pago a alguna deu- 
da especialmente, no puede pedir que se aplique a otra, a menos que 
hubiere causa que invalide la imputación hecha por el acreedor. 


Artículo 1106.—No expresándose a qué deuda debe hacerse 
la imputación, se entenderá aplicado el pago a la que sea de plazo 
vencido; si hay varias de plazo vencido a la que fuere más onerosa 
para el deudor; si son de igual naturaleza, a la más antigua; y si 
todas son iguales, el pago se imputará proporcionalmente. 


Artículo 1107.—El que debe capital e intereses no puede, sin 
consentimiento del acreedor, aplicar el pago al capital antes que a 
los intereses, ni éstos antes que a los gastos. 


PARRAFO H 
Pago por consignación 


Articulo 1108.—Se paga por consignación, depositando la su- 
ma o cosa que se debe ante un juez competente. 
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Artículo 1409.—La consignación procede: 


1% Cuando el acreedor se negare a recibir la cantidad o cosa 
que se le debe; 

9 Cuando el acreedor fuere incapaz de recibir el pago y ca- 
reciere de representación legal; 

39 Cuando el acreedor no se encuentre en el lugar en que de- 
be hacerse el pago y no tuviera en dicho lugar apoderado 
conocido; 

49 Cuando fuere dudoso el derecho del acreedor y concurrie- 
ren otras personas a exigir el pago, o cuando el acreedor 
fuere desconocido; 

5e Cuando la deuda fuere embargada o retenida en poder del 
deudor, y éste quisiese exonerarse del depósito; 

6% Cuando se hubiere perdido el título de la deuda; 

79 Cuando el rematario o adjudicatario de bienes gravados 
quiera redimirlos de las cargas que pesan sobre ellos; y 

8* En cualquier otro caso en que el deudor no pueda hacer 
directamente un pago válido. 


Artículo 1//10.—Para que la consignación produzca efecto, es 
necesario: 


1? Que se haga ante juez competente; 

29 Que se haga por persona capaz o.hábil para verificar el 
pago; 

3? Que comprenda la totalidad de la deuda líquida y exigible, 
con sus intereses y costas si las hubiere; y 

4% Que esté cumplida la condición, si la deuda fuere condicio- 
nal, o vencido el plazo si se estipuló en favor del acreedor. 


Artículo 1411.—Declarada válida la consignación, la obliga- 
ción quedará extinguida desde la fecha en que se hizo el depósito 
y, en consecuencia, los riesgos de la cosa pasan desde ese mismo 
día al acreedor. 


Artículo 1/12.—El deudor puede retirar la consignación mien- 
tras el acreedor no la haya aceptado o no fuere declarada válida. 
En tales casos, la obligación subsistirá con todas sus condiciones, 
modalidades y garantías. 
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Artículo 1/13.—Declarada válida la consignación, el deudor 
sólo puede retirarla con el consentimiento expreso del acreedor y, 
en tal caso, cesan las responsabilidades de los codeudores, fiadores 
y demás garantes de la obligación. 


Artículo 14114.—-Si lo debido es cosa cierta y determinada que 
deba entregarse en el lugar en que se encuentra, el deudor, al ofre- 
cer el pago, requerirá al acreedor para que la reciba, y si éste no la 
recibiere, podrá el deudor pedir al juez que la ponga en depósito. 


Artículo 1/15.—Si se tratare de un inmueble o de una cosa 
destinada a permanecer en el lugar, puede el deudor, después de 
requerir al acreedor para que la reciba y entre en posesión, obtener 
del juez el nombramiento de un interventor, si el acreedor se opusie- 
re a recibirla. 

En los casos de este artículo y del anterior, una vez formali- 
zado el depósito o la intervención a cargo de un tercero, el deudor 
quedará libre de responsabilidad. 


PARRAFO IM 


Pago por cesión de bienes 


Artículo 1116.—-El deudor puede hacer cesión de bienes a sus 
acreedores cuando se encuentre en la imposibilidad de continuar sus 
negocios o de pagar sus deudas. 


_ Artículo 1)417.—La cesión de bienes puede ser extrajudicial o 
judicial. La primera es contractual, y la segunda es un beneficio que 
se concede al deudor de buena fe que por accidentes inevitables o por 
causas que no le pueden ser imputadas, suspende el pago de sus deu- 
das o está en inminente riesgo de suspenderlas, 


Artículo 1118.—La cesión judicial de bienes debidamente apro- 
bada, produce los efectos siguientes: 

1? La separación del deudor de la administración de sus bienes, 
quien no podrá recibir pagos válidamente; 

2? La liquidación de los negocios del deudor, la realización de 
los bienes cedidos y el pago y cobro de las deudas; 

3? La suspensión definitiva de las ejecuciones entabladas con- 
tra el deudor y de los intereses respectivos, por créditos no 
garantizados con hipoteca, subhipoteca o prenda; y 
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4% La extinción de las deudas en virtud de los pegos que se 
hagan, aunque lo que alcance cada acreedor no baste para 
el pago total, siempre que el que haga la cesión sea una 
persona individual. 

Si fuere una sociedad y sus bienes no alcanzaren el pago 
total, subsistirá la responsabilidad de los socios conforms 
el contrato y naturaleza de la sociedad. 


Artículo 1/19.—Los acreedores, una vez aceptada la cesión 
judicial, pueden celebrar convenios con el deudor para la adminis- 
tración y venta de los bienes cedidos. En estos arreglos se procede- 
rá conforme a las disposiciones del Código Procesal Civil y Mer- 
cantil. 


Artículo 1/20.—Dentro de un año posterior a la aprobación 
del convenio o de la cesión judicial, cualquiera de los acreedores pue- 
de impugnar la cesión por dolo o culpa del cedente; y si se compro- 
bare que hubo dolo o culpa, quedarán subsistentes las obligaciones 
del deudor, sin perjuicio de otras responsabilidades. 


Artículo 1/421.—El deudor puede recobrar los bienes o parte 
de ellos antes de su venta o adjudicación, pagando a los acreedores 
las deudas. 


Artículo 11422.—La cesión judicial de bienes está sujeta a] pro- 
cedimiento señalado en el Código Procesal Civil y Mercantil; y el 
pago de los créditos deberá hacerse de conformidad con lo que dis- 
ponga la ley para la graduación de acreedores. 


CAPITULO VIH 
Incumplimiento de las obligaciones 


Artículo 1423.—El incumplimiento de la obligación por el 
deudor se presume por culpa suya mientras no pruebe lo contrario. 


Culpa 


Artículo 1142/.—La culpa consiste en una acción u omisión 
perjudicial a otro, en que se incurre por ignorancia, impericia o ne- 
- gligencia, pero sin propósito de dañar. 


Artículo 1/25.—La responsabilidad por culpa debe graduarse 
atendiendo a la naturaleza de la obligación y a las circunstancias de 
las personas, de tiempo y de lugar. 


Artículo 1126.—El deudor no es responsable de la falta de 
cumplimiento de la obligación por caso fortuito o fuerza mayor, 
a no ser que en el momento en que ocurriere, hubiere estado en 
mora. 

Artículo 1/27.—La deuda de cosa determinada proveniente de 
hechos ilícitos, obligará al responsable aun por caso fortuito o fuer- 
za mayor, a no ser que habiendo ofrecido la cosa al que debió re- 
cibirla, éste se haya constituido en mora. 


Mora 


Artículo 1/28.—El deudor de una obligación exigible se cons- 
tituye en mora por la interpelación del acreedor. 


Artículo 1129.—El acreedor también incurre en mora cuando 
sin motivo legal no acepta la prestación que se le ofrece, o rehusa 
realizar los actos preparatorios que le incumben para que el deudor 
pueda cumplir su obligación. 

Artículo 1/30.—El requerimiento para constituir en mora al 
deudor o al acreedor, debe ser judicial o notarial. La notificación 
de la demanda de pago equivale al requerimiento. 


Artículo 1/31.—No es necesario el requerimiento: 
1% Cuando la ley o el pacto lo declaran expresamente; 
2% Cuando de la naturaleza y circunstancias de la obligación 
resultare que la designación de la época en que debía cum- 
plirse la prestación, fue motivo determinante para que 
aquélla se estableciera; 
3? Cuando el cumplimiento de la obligación se ha imposibi- 
litado por culpa del deudor, o éste ha declarado que no quie- 
re cumplirla; y 
4% Cuando la obligación procede de acto o hecho ilícito, 
Artículo 11432.—En las obligaciones recíprocas ninguno de los 
obligados incurre en mora sino desde que alguno de ellos cumple 
su prestación o garantiza su cumplimiento en la parte que le con- 
cierne. 
Daños y perjuicios 

Artículo 1433.—Establecida legalmente la situación de mora, 
el deudor está obligado a pagar al acreedor los daños y perjuicios 
resultantes del retardo, y corren a su cargo todos los riesgos de la 
cosa, 
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Artículo 1/31.—Los daños que consisten en las pérdidas que 
el acreedor sufre en su patrimonio, y los perjuicios, que son las ga- 
nancias lícitas que deja de percibir, deben ser consecuencia inme- 
diata y directa de la contravención, ya sea que se hayan causado o 
que necesariamente deban causarse. 


Artículo 1135.—Si la obligación consiste en el pago de una 
suma de dinero y el deudor incurre en mora, la indemnización de 
daños y perjuicios, no habiendo pacto en contrario, consistirá en 
el pago de los intereses convenidos y, a falta de convenio, en el in- 
terés legal hasta el efectivo pago. 


Cláusula de indemnización 


Artículo 1436.—Las partes pueden fijar anticipadamente una 
cantidad que deberá pagar el que deje de cumplir la obligación, o 
no la cumpla de la manera convenida, o retarde su cumplimiento, 
la cual, en tales casos, compensa los daños y perjuicios. 


Artículo 1457.,—El acreedor puede exigir el cumplimiento de 
la obligación o el pago de la cantidad convenida, pero no las dos 
cosas, a no ser que ésta se exija por el simple retardo o por el cum- 
plimiento imperfecto. 


Artículo 1438.—Si la obligación hubiere sido cumplida en par- 
te, imperfectamente o con retardo, procederá la reducción propor- 
cional de la cantidad indemnizatoria, y si las partes no se pusieren 
de acuerdo, la fijara el juez. 


Artículo 1439.—En caso de exigirse la indemnización, el 
acreedor no está obligado a probar los daños y perjuicios, ni el deu- 
dor podrá eximirse de pagarla pretendiendo probar que no los hubo, 


Artículo 1440.—La indemnización convenida anticipadamente 
por las partes no puede exceder de la cuantía de la obligación prin- 
cipal. 


Artículo 1441.—La cláusula de indemnización será insubsis- 
tente cuando se trate de asegurar con ella el cumplimiento de obli- 
gaciones que no pueden exigirse judicialmente, salvo los casos ex- 
presamente consignados en la ley. 


Di 


A " 
a 


Artículo 1442.—Las arras dadas en garantía del cumplimien- 
lo: to de una obligación, constituyen el equivalente de los daños y per- 


A juicios provenientes de la inejecución, siempre que mediare culpa; 
E y si el incumplimiento procediere de quien las recibió, éste deberá 
E restituir el doble de lo que hubiere recibido. ] 
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TITULO II 
Transmisión de las obligaciones 
CAPITULO 1 
Cesión de derechos 


Artículo 1//43.—El acreedor puede ceder sus derechos sin el 
consentimiento del deudor, salvo que haya convenio en contrario 
o que no lo permita la ley o la naturaleza del derecho. 

En la cesión se observarán las disposiciones relativas al ne- 
gocio jurídico que les dé origen, en lo que no estuvieren modifica- 
das en este capitulo. 


Artículo 1/44).—La cesión comprende todos los derechos acce- 
sorios cuando no se pacte lo contrario. 

Cuando la cesión hubiere sido por menor valor del monto del 
crédito, el deudor podrá extinguir su obligación reembolsando al ce- 
sionario la cantidad que haya pagado por la cesión y los gastos que 
la misma le hubiere ocasionado. 


Artículo 1415.—La cesión debe hacerse en escritura pública 
si se trata de derechos sobre inmuebles o que deben inscribirse en 
el Registro de la Propiedad. 


Artículo 14/46.—Las acciones o títulos nominativos se trans- 
fieren por endoso, a falta de disposiciones especiales en el contrato 
de su creación. 

Los documentos y efectos a la orden se transfieren por endo- 
so, y los documentos al portador por la mera tradición. 

Los efectos públicos negociables quedan sujetos en cuanto a 
su transferencia, a las disposiciones de la ley que autoriza su emi- 
sión. 
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Artículo 1447.—Si la cesión no comprendiere la totalidad del 
derecho y el título quedare en poder del cedente, se hará constar 
esta circunstencia en el documento de cesión y el cedente estará 
obligado a exhibirlo cuando lo necesitare el cesionario. 


Artículo 1448.—La cesión no produce efecto contra el deudor 
ni contra tercero sino desde que se notifica al deudor o desde que 
éste se muestra sabedor de ella. Se entiende que el deudor tiene co- 
nocimiento de la cesión cuando ejecuta un hecho que lo supone como 
un principio de pago al cesionario o la contestación de la demanda 
promovida por éste. , 

Artículo 1/9.—La notificación de la cesión deberá hacerla el 
cedente o el cesionario, ya sea judicialmente o por medio de nota- 
rio. Esta diligencia no es necesaria cuando el acreedor está facul- 
tado por el deudor para ceder el crédito sin su notificación. Tam- 
poco €s necesaria en los documentos endosables. 


Artículo 1/50.—Cuando no se trate de títulos a la orden o al 
portador, el deudor a quien se notifique la cesión puede oponer al 
cesionario todas las excepciones que podría oponer al cedente por 
causas anteriores a la notificación. | 


Artículo 1/51.—El que cede un crédito u otro derecho, sólo 
responde de su legitimidad y existencia al tiempo de la cesión, sal- 
vo que se haya comprometido expresamente con el cesionario a ga- 
rantizar la solvencia del deudor, o que se trate de documentos en- 
dosables. | | 

Artículo 1/52.—La responsabilidad del cedente que se com- 


promete a garantizar la solvencia del deudor, se limita al momento 
en que la obligación sea exigible, salvo convenio en contrario. 


CAPITULO H 
Subrogación 


Artículo 1/53.—La subrogación tiene lugar cuando el acree- 
dor sustituye en el tercero que paga, todos los derechos, acciones y 
garantías de la obligación. 


Artículo 1454.—(Artículo 103 del Decreto-Ley número 218.) 
—El que subroga no puede ejercer los derechos y acciones del acree- 
dor sino hasta la concurrencia de la suma efectivamente pagada por 
él para la liberación del deudor. 
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Artículo 1155.—La subrogación tiene lugar por ministerio de 
la ley, sin necesidad de declaración alguna de los interesados: 

1% Cuando el que es acreedor paga a otro acreedor que le es 
preferente; 

2% Cuando el tercero que paga tiene interés jurídico en el 
cumplimiento de la obligación; 

3? Cuando el tercero no interesado en la obligación paga con 
anuencia del deudor; y 

49 Cuando un heredero paga con sus bienes propios alguna 
deuda de la herencia. 


Artículo 1/56.—(Artículo 104 del Decreto-Ley número 218.) 
—Cuando la deuda fuere pagada por el deudor con dinero que un 
tercero le prestare con ese objeto, el prestamista subrogará al acree- 
dor por ministerio de la ley, en sus derechos, si el préstamo cons- 
tare en documento fehaciente en que se declare que el dinero fue 
prestado para el pago de la deuda. 


Artículo 1/57.—La subrogación legal en provecho del que ha 
pagado una deuda a la cual estaba obligado con otros, lo autoriza 
a ejercer los derechos y acciones del acreedor, salvo los efectos de la 
confusión en cuanto a la parte que corresponda al subrogado en la 
obligación. 

Artículo 1158.—Si el subrogado lo hubiere sido sólo en parte 
y los bienes del deudor no alcanzaren a pagar la totalidad del cré- 
dito, el pago se hará a prorrata. 


CAPITULO El 
Transmisión de deudas 


Artículo 1/459.—La sustitución del deudor en una obligación 
personal y su liberación, se verifican por convenio entre el acreedor 
y el tercero que se sustituye. 


Artículo 1460.—La sustitución también puede convenirse en- 
tre el deudor y el tercero, siempre que el acreedor consienta expre- 
sa o tácitamente. 


Artículo 1/461.—Se presume que el acreedor consiente en la 
sustitución del deudor, cuando permite que el sustituto ejecute ac» 
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tos que debía ejecutar el deudor, como el pago de intereses o la 
amortización parcial o periódica del capital, siempre que lo haga 
en nombre propio y no por cuenta del deudor primitivo. 


Artículo 1/62.—El acreedor que exonera al antiguo deudor 
aceptando otro en su lugar, no puede repetir contra el primero si 
el nuevo se encuentra insolvente, salvo pacto en contrario. 


Artículo 1163.—El deudor sustituto queda obligado en los mis- 
mos términos en que lo estaba el deudor primitivo; pero si la deu- 
da estuviere garantizada con fianza, esta garantía cesará con la sus- 
titución del deudor, a menos que el fiador consienta expresamen- 
te en que continúe. 


Artículo 1461.—Si la obligación estuviere garantizada con hi- 
poteca o prenda, la transferencia de la cosa pignorada o hipotecada 
transmite la deuda, con todas sus consecuencias y modalidades, sin 
necesidad de convenio expreso de los interesados. 


Artículo 11465.—La persona que adquiere un patrimonio o una 
empresa con activo y pasivo, es responsable de las deudas y obli- 
gaciones de la misma hasta el importe de los bienes adquiridos, 
siempre que el precio de la adquisición esté de acuerdo con su va- 
lor efectivo aceptado por los acreedores. 

Si el precio no hubiere sido aceptado por los acreedores, la 
responsabilidad del adquirente y cedente será solidaria. 


Artículo 1166.—“Cuando dos empresas se fusionan, transfirién- 
dose recíprocamente su activo y pasivo, la empresa nueva respon- 
derá de todo el pasivo. 


Artículo 1/67.—-El deudor sustituto puede oponer al acreedor 
las excepciones que se originen de la naturaleza de la deuda y las 
que sean personales, pero no puede oponer las que sean personales 
al deudor primitivo. 


Artículo 1/68.—Cuando se declara nula la sustitución del deu- 
dor, la antigua deuda subsiste con todos sus accesorios, pero con 
la reserva de derechos adquiridos por terceros de buena fe. En es- 
te caso, el deudor primitivo es responsable por la disminución de la 
garantía. 


TITULO IV 


Extinción úáe obligaciones 
CAPITULO I 
Compensación 


Artículo 1/69.—La compensación tiene lugar cuando dos per- do A 
sonas reunen la calidad de deudores y acreedores recíprocamente y E. 
por su propio derecho. 


Artículo 1/70.—-La compensación no puede tener lugar en per- 
juicio de tercero y solamente procede cuando las deudas consisten 
en dinero o en cosas fungibles de la misma especie y calidad, y son 
igualmente líquidas y exigibles. 


- Artículo 1)/71.—Para que la compensación produzca sus efec- 
tos es necesario que la oponga la parte interesada y, una vez opues- 
ta, extingue las dos deudas desde la fecha de su coexistencia y has- 
ta la cantidad que importe la menor. 


Artículo 1/72.—La prescripción no impide la compensación 
cuando no se había consumado en el momento en que las obligacio- 
nes eran compensables., 


Artículo 1/73.—No procede la compensación: 

1? En la demanda sobre la restitución del despojo; 

2? En la demanda sobre la restitución de un depósito; y 
3? En lo que se debe por alimentos presentes. 


Artículo 1/7).—El corredor o cualquiera otra persona inter- 
mediaria, no puede compensar las sumas que reciba para comprar 
objetos determinados, ni el precio que se le entregue por las cosas 
que vende, con las cantidades que le deban los comitentes, 
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Artículo 1475.—El fiador, o el que ha dado sus blenes en ga- 
rantía de la deuda de otro, puede oponer la compensación de lo que 
el acreedor le debe a él o al deudor. 


Artículo 1/76.—Cuando las deudas deban ser pagadas en di- 
ferentes lugares, se tendrán en cuenta para la compensación los 
gastos de transporte. 


Artículo 1477.—Cuando haya varias deudas compensables de- 
bidas por la misma persona, se observarán para la compensación las 
reglas establecidas para la imputación de pagos. 

El que paga una deuda compensable sabiendo que lo es, sin opo- 
ner compensación, cuando exija su crédito que pudo ser compensa- 
do, no puede aprovecharse en perjuicio de tercero de las garantías 
que hubiere tenido dicho crédito al tiempo de hacer el pago. 


CAPITULO H 
Novación 


Artículo 1)78.—Hay novación cuando deudor y acreedor alte- 
ran sustancialmente la obligación sustituyéndola por otra. 

La novación no se presume; es necesario que la voluntad de 
efectuarla resulte claramente del nuevo convenio, o que la antigua 
y la nueva obligación sean de todo punto incompatibles. 


Artículo 1/79.—La novación extingue las garantías y obliga- 
ciones accesorias, a menos que el acreedor y deudor convengan ex- 
presamente en la reserva; pero no valdrá ésta cuando la garantía 
la hubiere prestado un tercero que no acepte expresamente la nueva 
obligación. 


Artículo 1180.—La novación no altera el orden y preferencia 
de las garantías constituidas por el deudor cuando se trata de bie- 
nes de su propiedad o de bienes de terceros que hayan prestado su 
consentimiento para la nueva obligación. 


Artículo 1/81.—(Artículo 105 del Decreto-Ley número 218.) 
—La prórroga del plazo de una deuda no constituye novación, pe- 
ro pone fin a la responsabilidad de los fiadores y extingue las ga- 
rantías constituidas sobre bienes que no sean del deudor, salvo que 
los fiadores o los dueños de las cosas dadas en garantía accedan ex- 
presamente a la prórroga. 
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Artículo 1182.—La sola reducción del plazo no constituye no- 
vación, pero no podrá cobrárseles a los fiadores que no hayan acep- 
tado expresamente la reducción, sino hasta que expire el plazo pri- 
mitivamente estipulado. 


Artículo 1483.—Cuando la nueva obligación consista simple- 
mente en añadir o quitar una especie, género o cantidad a la prime- 
ra, los codeudores subsidiarios o solidarios no podrán ser obligados 
por el exceso. 


Artículo 118).—Si la nueva obligación se limita a señalar una 
cantidad como indemnización para el caso de incumplimiento y am- 
bas son exigibles al mismo tiempo, las garantías constituidas sub- 
sistirán sólo hasta la concurrencia de la deuda principal sin la in- 
demnización; y si únicamente ésta fuere exigible quedarán extingui- 
das las garantías y exonerados los codeudores solidarios o subsidia- 
rios que no hubieren aceptado el nuevo convenio. 


Artículo 1485.—La reducción del tipo de interés en las deu- 
das consistentes en dinero y la reducción de rentas, no constituyen 
novación. 


Artículo 1/186.—La simple mutación del lugar para el pago, 
deja subsistentes las garantías de la obligación constituidas por ter- 
ceros, pero sin ningún gravamen más pera éstos, 


Artículo 1/87.—La novación no produce efectos si la antigua 
obligación era nula o estaba extinguida. La obligación simplemen- 
te anulable queda confirmada por la novación. 


Artículo 1/88.—Si solamente la nueva obligación fuere nula, 
la anterior renacerá con todas sus condiciones, modalidades, privi- 
legios y garantías. 


CAPITULO HM 
Remisión 


Artículo 1/89.—La remisión de la deuda hecha por el acree- 
dor y aceptada por el deudor, extingue la obligación. 


Artículo 1/90.—El perdón de la deuda hecha al deudor, aun- 
que no sea aceptado por éste, extingue la obligación de los fiadores 
y cualesquiera otras garantías. | 
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Artículo 1491.—La condonación hecha a uno de los deudores 
simplemente mancomunados, sólo extingue la obligación del deudor 
que fue perdonado. 


Artículo 1192.—La condonación hecha a uno de los fiadores 
simples, no extingue la obligación del deudor ni la de los demás fia- 
dores. 


Artículo 1193.—-Si el deudor cayere en insolvencia el acreedor 
cobrará su crédito de los demás fiadores, rebajada la parte que co- 
rresponde el fiador que fue perdonado. 


Artículo 1/91.—Se presume la remisión de la obligación acce- 
soria de prenda cuando la cosa pignorada, después de entregada al 
acreedor, se hallare en poder del deudor, salvo prueba en contrario. 


CAPITULO IV 
Confusión 


Artículo 1/95.—La reunión en una misma persona de la ca- 
lidad de acreedor y deudor, extingue la obligación. 


Artículo 1/96.—-Si por cualquier causa el acto que originó la 
confusión se anulare o rescindiere, se restablece la situación primi- 
tiva, con todos sus privilegios, garantías y accesorios, sin perjuicio 
de tercero de buena fe. 


Artículo 1/497.—La confusión que se verifica en el deudor 
principal aprovecha a sus fiadores. 


Artículo 1498.—La confusión que se verifica en la persona del 
fiador no extingue la obligación principal ni la de los demás fiado- 
res. 


Artículo 1/99.—Si concurre la calidad de acreedor en uno de 
varios deudores simplemente mancomunados, no queden libres los 
demás sino en la parte que correspondía a su codeudor. 


Artículo 1500.—Los créditos y deudas del heredero que no 
hayan sido instituidos a título universal, no se confunden con las 
deudas y créditos hereditarios. 
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CAPITULO Y 


Prescripsión extintiva 


Artículo 1501.—La prescripción extintiva, negativa, o libera- 
toria, ejercitada como acción o como excepción por el deudor, extin- 
gue la obligación. 

La prescripción de la obligación principal produce la prescrip- 
ción de la obligación accesoria. 


Artículo 1502.—Las personas impedidas de administrar sus 
bienes, pueden reclamar contra sus representantes legales, cuyo do- 
lo o negligencia hubiere sido causa de la prescripción. 


Artículo 1503.—Los que tienen capacidad para obligarse pue- 
den renunciar la prescripción ya adquirida, pero no el derecho de 
prescribir para lo sucesivo. 


Artículo 150).—Se entiende renunciada la prescripción, si el 
deudor confiesa deber sin alegar prescripción, o si paga el todo o 
parte de la deuda. 


Artículo 1505.—No corre el término para la prescripción: 


1? Contra los menores y los incapacitados, durante el tiempo 
que estén sin representante legal constituido; 

2? Entre padres e hijos, durante la patria potestad; 

3? Entre los menores e incapacitados y sus tutores, mientras 
dure la tutela; 

4% Entre los copropietarios, mientras dure la indivisión; y 


3? Entre los cónyuges, durante el matrimonio; y entre hom- 


bre y mujer, durante la unión de hecho. 


Artículo 1506.—La prescripción se interrumpe: 


1? (Artículo 106 del Decreto-Ley número 218.) Por demanda 
judicial debidamente notificada o por cualquier providen- 
cia precautoria ejecutada, salvo si el acreedor desistiere de 
la acción intentada, o el demandado fuere absuelto de la 
demanda, o el acto judicial se declare nulo; 

2% Si la persona a cuyo favor corre la prescripción, reconoce 
expresamente, de palabra o por escrito, o tácitamente por 
hechos indudables, el derecho de la persona contra quien 
prescribe; y 
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3* Por el pago de intereses o amortizaciones por el deudor, 
así como por el cumplimiento parcial de la obligación por 
parte de éste. 


Artículo 1507.—El efecto de la interrupción es inutilizar pa- 
ra la prescripción todo el tiempo corrido antes de ella. 


Artículo 1508.—La prescripción extintiva se verifica en todos 
los casos no mencionados en disposiciones especiales, por el trans- 
curso de cinco años, contados desde que la obligación pudo exigir- 
se; y si ésta consiste en no hacer, desde el acto contrario a la obli- 
gación. 


Artículo 1509.—En las obligaciones a plazo y en las condicio- 
nales, se cuenta el término para la prescripción, desde que el plazo 
se cumple o la condición se verifica. 


Artículo 1510.—La prescripción de la acción de garantía por 
razón de saneamiento, se cuenta desde el día en que tuvo lugar la 
evicción. 


Artículo 1511.—En las obligaciones con intereses, la prescrip- 
ción del capital, vencido el plazo, se cuenta desde la fecha del último 


/ pago de los intereses. 


Artículo 1512.—La prescripción de la obligación de rendir 
cuentas comienza a correr desde el día en que el obligado termina 
su administración; y la de la acción para cobrar el saldo de aquéllas, 
desde el día en que la cuenta sea aprobada por los interesados o por 


- sentencia firme. 


Artículo 1513.—Prescribe en un año la responsabilidad civil 
proveniente de delito o falta y la que nace de los daños o perjuicios 
causados en las personas. 

La prescripción corre desde el día en que recaiga sentencia fir- 
me condenatoria, o desde aquel en que se causó el daño. 


Artículo 151).—-Prescriben en dos años: 


1? Los honorarios, sueldos, salarios, jornales y otras retribu- 
ciones por prestación de cualquier servicio; 

2? La acción de cualquier comerciante para cobrar el precio de 
los objetos vendidos; 
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3% La acción de los dueños de hoteles y toda clase de casas 
de hospedaje para cobrar el importe de las pensiones y la 
de los fondistas y demás personas que suministran alimen- 
tos, para cobrar el precio de éstos; y 

4% Las pensiones, rentas, alquileres y cualesquiera otras pres- 
taciones periódicas no cobradas a su vencimiento, ya se ha- 
ga el cobro en virtud de acción real o de acción personal. 

En estos casos la prescripción corre desde el día en que el 

acreedor puede exigir el pago. 


Artículo 1515.—La obligación de rendir cuentas que tienen 
todos los que administran bienes ajenos, y la acción para cobrar el 
saldo de ellos, prescriben por el término de tres años. 


Artículo 1516.—Las disposiciones del presente capítulo se en- 
tienden sin perjuicio de lo que en este Código o en leyes especiales 
se establezca respecto a otros casos de prescripción. 
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TITULO V 


Obligaciones provenientes de contrato 


CAPITULO I 
Disposiciones generales 


Artículo 1517.—Hay contrato cuando dos o más personas con- 
vienen en crear, modificar o extinguir una obligación. 


Artículo 1518.—Los contratos se perfeccionan por el simple 
consentimiento de las partes, excepto cuando la ley establece deter- 
minada formalidad como requisito esencial para su validez, 


Artículo 1519.—Desde que se perfecciona un contrato obliga 
a los contratantes al cumplimiento de lo convenido, siempre que es- 
tuviere dentro de las disposiciones legales relativas al negocio cele- 
brado, y debe ejecutarse de buena fe y según la común intención de 
las partes. 


Contrato de adhesión 


Artículo 1520.—Los contratos de adhesión, en que las condi- 
ciones que regulan el servicio que se ofrece al público son estableci- 


das sólo por el oferente, quedan perfectos cuando la persona que usa 


el servicio acepta las condiciones impuestas. 

Las normas y tarifas de estos negocios deben ser previamente 
aprobadas por el Ejecutivo, para que pueda actuar la persona o em- 
presa que hace la oferta, incurriendo en responsabilidad en caso con- 
trario. Cuando la variación de las circunstancias en que fue autori- 
zado un servicio de carácter público haga demasiado onerosas las 
normas y tarifas aceptadas, puede el Ministerio Público o el repre- 
sentante de la municipalidad respectiva, pedir la revisión de las con- 
diciones impuestas. 
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Proposición de contrato 


Artículo 1521.—La persona que propone a otra la celebración 
de un contrato fijándole un plazo para aceptar, queda ligada por su 
- oferta hasta la expiración del plazo. 


: : SS Si no se ha fijado plazo, el autor de la oferta queda desligado 


si la aceptación no se hace inmediatamente. 


Artículo 1522.—La oferta contendrá las condiciones del con- 


trato y se hará en términos precisos y concretos. La respuesta se 


dará lisa y llanamente. 


Artículo 1523.—Cuando la oferta se haga a persona ausente, 
el contrato se forma en el momento en que el proponente recibe la 
contestación de aquélla dentro del plazo de la oferta. 

Si la oferta se hiciere sin fijación de plazo, el autor de ella 
quedará ligado durante el tiempo suficiente para que la contesta- 
ción llegue a su conocimiento. 


Artículo 1521.—El contrato por teléfono se considera celebra- 
do entre presentes, y tanto en este caso como en el del artículo an- 
terior, el contrato se reputa celebrado en el lugar en que se hizo 
la oferta. 


Artículo 1525.—Si por alguna circunstancia la aceptación lle- 
gare tardíamente a conocimiento del oferente, éste lo comunicará 
sin dilación al aceptante, bajo pena de responder por los daños y 
perjuicios. 


Artículo 1526.—Si el negocio fuere de aquellos en que no se 
acostumbra la aceptación expresa, o cuando el oferente la hubiere 
dispensado, se reputará concluido el contrato si la oferta no fue re- 
husada sin dilación. 


Artículo 1527.— Se considera inexistente la aceptación, si an- 
tes de eila o junto con ella, llegare a conocimiento del oferente la 
retractación del aceptante. 


Artículo 1528.—No tendrá efecto la oferta si el proponente 
falleciere o perdiere su capacidad para contratar, antes de haber re- 
cibido la aceptación; o si falleciere o perdiere su capacidad la otra 
parte antes de haber aceptado. 
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tes pasan a los hereTeros y demás sucesores de E partes, a menos se 
que lo contrario resulte de la ley, de la convención o de la natura- Y 
leza misma del contrato. E 


Contrato a favor y a cargo de tercero 


Artículo 1530.—Se puede prometer por el hecho de un tercero 
con cargo de indemnización si éste mo cumple. La responsabilidad 
del prometiente cesará desde el momento en que el tercero acepte 1 
obligación. | 


Artículo 1531.—El que estipulare en favor de un tercero tiene 
derecho a exigir el cumplimiento de la obligación. 

El mismo derecho incumbe al tercero cuando así resulte del 
fin contemplado en el contrato. 


Artículo 1532.— Cuando se dejare al tercero favorecido por el 
contrato el derecho de reclamar la ejecución de lo pactado, no de- 
penderá del estipulante exonerar al deudor. 


Artículo 1533.—El estipulante puede reservarse el derecho de 
substituir al tercero designado en el contrato, independientemente 
de la voluntad de éste y del otro contratante. 


Efectos del contrato 


Artículo 153).—Los que celebren un contrato, están obligados 
a concluirlo y a resarcir los daños y perjuicios resultantes de la in- 
ejecución o contravención por culpa o dolo. 


Artículo 1535.—En todo contrato bilateral hay condición re- 
solutoria y ésta se realiza cuando alguna de las partes falta a] cum- 
plimiento de la obligación en lo que le concierne. 

El interesado puede pedir la resolución del contrato o recla- 
mar su ejecución, y en ambos casos, el pago de daños y perjuicios, 
si los hubiere. 


Artículo 1536.—- También se podrá pedir la resolución del con- 
trato, aun después de haber optado por reclamar el cumplimiento, 
si éste resultare imposible con posterioridad a la demanda, 


Artículo 1537.—El que ha dado motivo para la falta de cum- 
plimiento o invalidez de un contrato, no podrá invocar en su fa- 
vor esa causa para pedir su resolución. 


Objeto del contrato 


Artículo 1538.—No sólo las cosas que existen pueden ser ob- 
jeto de los contratos, sino las que se espera que existan; pero es ne- 
cesario que las unas y las otras estén determinadas, a lo menos, 
en cuanto a su género. 

La cantidad puede ser incierta con tal que el contrato fije 
reglas o contenga datos que sirvan para determinarla. 

Los hechos han de ser posibles, determinados y en su cumpli 
miento han de tener interés los contratantes. 


Artículo 1539.—Se prohibe todo contrato sobre el derecho de 
suceder en los bienes de una persona que no ha fallecido, o cuyo fa- 
llecimiento se ignora. 


Artículo 15/0.—Si después de celebrado un contrato bilateral 
sobreviniere a una de las partes disminución de su patrimonio, ca- 
paz de comprometer o hacer dudosa la prestación que le incumbe, 
puede la parte que debe efectuar su prestación en primer lugar, re- 
husar su ejecución, hasta que la otra satisfaga la que le concierne a 
dé garantías suficientes. 


Artículo 15)1.—Mientras las partes no estén conformes sobre 
todos los extremos del contrato, no se considerará concluido. La 
conformidad sobre puntos aislados no producirá obligación, aunqus 
se haya consignado por escrito. ) 


Contratos usurarios 


Artículo 1512.—La persona que aprovechándose de la posición 
que ocupe, o de la necesidad, inexperiencia o ignorancia de otra, la 
induzca a conceder ventajas usurarias o a contraer obligaciones no- 
toriamente perjudiciales a sus intereses, está obligada a devolver lo 
que hubiere recibido, con los daños y perjuicios, una vez declarada 
judicialmente la nulidad del convenio.* 


(1) Ver artículos 427 y 428 del Código Penal 
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CAPITULO II Y 


Saneamiento 
PARRAFO I 
Disposiciones generales 


Artículo 15)3.—El enajenante está sujeto al saneamiento por 
evicción o por vicios ocultos, en todo contrato oneroso en que se 
transfiere la propiedad, la posesión, el uso, goce o disfrute de una 
cosa. 


Artículo 154).—Los contratantes pueden ampliar o restrin- 
gir por pacto expreso los efectos del saneamiento y aun convenir 
en que éste no se preste; pero la renuncia al saneamiento no será 
válida si hubiere mediado mala fe por parte del enajenante, 


Artículo 1545.—Cuando ha sido renunciado el saneamiento, 
llegado que sea el momento de prestarlo, debe el enajenante deyol- 
ver únicamente el precio que recibió, si el contrato fuere traslativo 
de dominio; salvo que el caso de saneamiento ocurrido hubiere sido 
renunciado de manera expresa, para cuyo efecto, al celebrarse el 
contrato, está obligado el que enajena a declarar los gravámenes 
y limitaciones que afectan a la cosa, así como los vicios ocultos que 
conozca. 


Artículo 15/6.—-El adquirente puede pedir la rescisión del con- 
trato en lugar del saneamiento, si sólo hubiere perdido una parte 
de la cosa, siempre que esta parte fuere de tal importancia con res- 
pecto al todo, que sin ella no la habría adquirido. 


Artículo 1547.—Si por razón del saneamiento estuviere obli- 
gado el enajenante a pagar una cantidad que exceda de la mitad del 
precio que recibió, podrá rescindir el contrato satisfaciendo el va- 
lor que tenga la cosa al tiempo de la rescisión, más los gastos y per- 
juicios ocasionados. 


PARRAFO IU 
Saneamiento por evicción 


Artículo 1518.—Tendrá lugar la evicción cuando se prive al ad- 
quirente, por sentencia firme en virtud de un derecho anterior a la 
enajenación, de todo o parte de la cosa adquirida. 
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Artículo 1549.—Si el derecho del demandante no era porfec- 
to antes de la enajenación y se perfeccionó por culpa o descuido del 
adquirente, no habrá lugar al saneamiento por evicción., 


Artículo 1550.—Promovido juicio contra el adquirente en los 
casos en que hay lugar al saneamiento, debe el demandado hacer ci- 
tar al enajenante en la forma establecida en el Código Procesal Ci- 
vil y Mercantil para el emplazamiento de terceros, 


Artículo 1551.—Si el enajenante comparece y quiere tomar la 
defensa, se seguirá contra él solo el procedimiento, pero el adqui- 
rente podrá intervenir como parte para la conservación de sus de- 
rechos. 


Artículo 1552.—Si el enajenante se allana al saneamiento, po- 
drá siempre el adquirente continuar por sí mismo el procedimiento; 
y si es vencido, no tendrá derecho para exigir de aquél el reembolso 
de los gastos del juicio, ni el de los frutos percibidos durante el mis- 
mo y satisfechos al dueño. 


Artículo 1553.—El precio que el enajenante está obligado a 
sanear, es el que tenga la cosa al tiempo de perderla el adquirente, 
pero si fuere menor del que tenía al adquirirla y el enajenante hu- 
biere procedido de mala fe, podrá exigirse el precio que tenía la cosa 
al tiempo de la enajenación. 


Artículo 155/.——Realizada la evicción, tendrá derecho el ad- 
quirente a exigir del enajenante, además de la restitución del pre- 
cio, lo siguiente: 


1? Los frutos que haya sido obligado a restituir; 

2? El pago de las mejoras necesarias y útiles que hubiere he- 
cho el adquirente, y los gastos de conservación de la cosa; 

3? Los gastos del juicio que haya motivado la evicción y en 
su caso, los del procedimiento seguido con el obligado al sa- 
neamiento; y 

4» Los gastos e impuestos del] contrato que haya satisfecho. 


Artículo 1555.—Si el juicio terminare por sentencia absoluto- 
ria en favor del adquirente, no estará obligado, el que enajenó, a 
indemnizarle los perjuicios y gastos que el proceso le hubiere cau- 
sado, sino en cuanto fuere imputable a hecho o culpa del enajonante. 
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Artículo 1556.—Si se perdiera solamente una parte de la cosa, 
e] precio que debe sanearse será el de la parte perdida, fijado en re- 
lación a su importancia o en proporción al precio total. 


Artículo 1557.—El enajenante que ha procedido de mala fe 
está obligado, en caso de saneamiento, a pagar al adquirente las me- 
joras de recreo y los daños y perjuicios causados. 


Artículo 1558.—El adquirente pierde el derecho al saneamien- 


to por evicción, en los casos siguientes: 


1? Si omite hacer citar de evicción al enajenante; 

2? Cuando sin consentimiento del enajenante, transige, desis- 
te del juicio o lo somete a juicio de árbitros; 

3? Si habiéndose hecho cargo de la defensa, la descuida, se 
deja condenar por rebeldía o abandona el juicio; 

49 Si no hace uso de los recursos legales contra las resolu- 
ciones que afectan directamente al negocio principal; 

5” Si a sabiendas no opone la excepción de prescripción; 

6* Si no emplea en la defensa los documentos que le haya su- 
ministrado el enajenante; 

79 Si comete dolo en el juicio en que fue vencido, o se prue- 
ba colusión entre él y el demandante; y 

8 Si a sabiendas adquirió cosa ajena o litigiosa. 


PARRAFO IM 
Saneamiento por vicios ocultos 


Artículo 1559.—El enajenante está obligado al saneamiento 
por los vicios o defectos ocultos de la cosa enajenada que la hagan 
impropia o inútil para el uso a que se la destina, o que disminuya 
" este uso de tal modo que, de haberlos conocido el adquirente, no hu- 
biera aceptado la cosa o el precio convenido. 


Artículo 1560.—El enajenante no es responsable de los defec- 
tos o vicios manifiestos o que están a la vista, ni tampoco de los que 
no están si el adquirente, por razón de su oficio o profesión, debe fá- 
cilmente conocerlos, salvo el caso de que el enajenante haya declara- 
do que la cosa la entregaba sin ningún defecto. 
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Artículo 1561.—Por los vicios ocultos de la cosa tiene el ad- 
quirente derecho de ejercitar, a su elección, la acción redhibitoria 
para que se rescinda el contrato, o la acción estimatoria para que 
se le devuelva del precio lo que la cosa vale menos. 


Artículo 1562.—Si se probare que el enajenante conocía los 
defectos de la cosa, está obligado a indemnizar daños y perjuicios, 
además de restituir el precio. Si los ignoraba, no está obligado si- 
no a la restitución del precio y al pago de los gastos del contrato si 
se hubieren causado. 


Artículo 1563.—El enajenante sufre la pérdida de la cosa, si 
perece por los vicios ocultos que tenía; pero si prueba que la des- 
trucción pudo evitarse y no se evitó por culpa del adquirente, éste 
sólo tendrá derecho a la reducción del precio. 


£rtículo 156).—En las ventas judiciales no habrá lugar a la 
responsabilidad por daños y perjuicios, pero sí a todo lo demás dis- 
puesto en los artículos anteriores. 


Artículo 1565.—Enajenándose dos o más cosas conjuntamen- 
te, sea por un precio alzado o señalando a cada una su precio, el vi- 
cio de una sola da lugar al saneamiento de ella, pero no de las de- 
más, a no ser que aparezca que el adquirente no habría recibido la 
cosa o cosas buenas sin la que resulte viciada, o que la cosa consis- 
ta en un rebaño o partida de ganado y el vicio fuere una enferme- 
dad contagiosa. : 


Artículo 1566.—En la adquisición de un tiro, yunta o pareja 
de animales, o juego de otras cosas, se presume que el adquirente 
no habría aceptado una sola de ellas ni adquirido el juego incom- 
pleto aunque se hubiere señalado precio separado a cada uno de los 
animales o cosas que lo componen. 


Artículo 1567.—-Si el animal que se enajena muere dentro de 
los siete días siguientes a la entrega, procederá el saneamiento si 
el adquirente probare que la muerte se debió a enfermedad o causa 
anterior a la enajenación o a la entrega si ésta no fuere simultánea 
con la enajenación. 


Artículo 1568.—No serán objeto de contrato los ganados y 
animales que padezcan enfermedades contagiosas. Cualquier con- 
trato que se hiciere respecto de ellos será nulo. 
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También será nulo el contrato de enajenación de los ganados 
y animales, si, expresándose en el mismo contrato el servicio o uso 
para que se adquieren, resultaren inútiles para prestarlo. 


Artículo 1569.—El saneamiento por los vicios ocultos de los 
animales y ganados no tendrá lugar en las ventas hechas en feria, 
ni en la de caballerías enajenadas como de desecho, salvo el caso 
previsto en la primera parte del artículo anterior. 


Artículo 1570.—Si la cosa enajenada fuere inmueble y resul- 
tare gravado con servidumbres no aparentes de las que no se dio 
noticia al adquirente al tiempo de contratar, puede éste ejercitar la 
acción de reducción del precio, si no prefiere la redhibición; pero 
deberá intentar aquélla dentro de tres meses contados desde el día 
en que tenga conocimiento de la servidumbre. 


Artículo 1571.—-Si el enajenante ha garantizado el buen fun- 
cionamiento de la cosa por un tiempo determinado y resultare, du- 
rante su transcurso, defecto en el funcionamiento, debe el adquiren- 
te hacerlo saber a aquél dentro de los quince días siguientes al des- 
cubrimiento del defecto; y si el enajenante no procede a su inmedia- 
ta reparación, podrá exigir el saneamiento. 


Artículo 1572. —La acción redhibitoria o la estimatoria debe 
deducirse dentro de los seis meses siguientes a la entrega de la cosa. 

Las mismas acciones, por los vicios ocultos de los animales, 
deberán ejercitarse dentro de quince días de la fecha de su entre- 
ga al adquirente. 


Artículo 1573.—La acción redhibitoria excluye la estimatoria, 
y viceversa; intentada una de ellas, el adquirente queda privado de 
la otra. 


CAPITULO M 


Forma de los contratos 


Artículo 15714.—Toda persona puede contratar y obligarse: 

1? Por escritura pública; 

2 Por documento privado o por acta levantada ante el al- 
calde del lugar; 

3* Por correspondencia; y 

4% Verbalmente. 
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Artículo 1575.—El contrato cuyo valor exceda de trescientos 
quetzales, debe constar por escrito. 

Si el contrato fuere mercantil puede hacerse verbalmente si 
no pasa de mil quetzales. 


_ Artículo 1576.—Los contratos que tengan que inscribirse o 
anotarse en los registros, cualquiera que sea su valor, deberán cons- 
tar en escritura pública. : 

Sin embargo, los contratos serán válidos y las partes pueden 
compelerse recíprocamente al otorgamiento de escritura pública, si 
se establecieren sus requisitos esenciales por confesión judicial del 
obligado o por otro medio de prueba escrita. 


Artículo 1577.—Deberán constar en escritura pública los con- 
tratos calificados expresamente como solemnes, sin cuyo requisito 
esencial no tendrán validez. 


Artículo 1578.—La ampliación, ratificación o modificación de 


un contrato debe hacerse constar en la misma forma que la ley se- 
ñala para el otorgamiento del propio contrato. 


CAPITULO IV 
Rezcisión de los contratos 


Artículo 1579.—Los contratos válidamente celebrados, pen- 
dientes de cumplimiento, pueden rescindirse por mutuo consenti- 
miento o por declaración judicial en los casos que establece este Có- 
digo. 


Artículo 1580.—En caso de haberse perjudicado un tercero 
por la rescisión, se reputará subsistente la obligación sólo en lo que 
sea relativo a los derechos de la persona perjudicada. 


Artículo 1581.—La condición resolutoria convenida por los 
contratantes deja sin efecto el contrato desde el momento en que 
se realiza, sin necesidad de declaración judicial. 


Artículo 1582.—La resolución de un contrato por efecto de la 
condición resolutoria implícita, debe ser declarada judicialmente. 


Artículo 1583.—Verificada o declarada la rescisión o resolu- 
ción de un contrato, vuelven las cosas al estado en que se hallaban 
antes de celebrarse; en consecuencia, las partes deberán restituirse 
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lo que respectivamente hubieren recibido. Los servicios prestados 
deberán justipreciarse ya sea para pagarlos o para devolver el valor 
de los no prestados. pe 

Artículo 158).—En la rescisión por mutuo consentimiento 
ninguna de las partes podrá reclamar daños y perjuicios, frutos ni | 
intereses, si no lo hubieren convenido expresamente. 

Artículo 1585.—La acción para pedir la rescisión dura un año, 
contado desde la fecha de la celebración del contrato, salvo que la 
ley fije otro término en casos especiales. 


Artículo 1586.—Son aplicables a la rescisión y resolución las 
disposiciones de los artículos 1314, 1315, 1316, 1317 y 1318 de este 
Código. 

CAPITULO V 
División de los contratos 


Artículo 1587.—Los contratos son unilaterales, si la obliga- 
ción recae solamente sobre una de las partes contratantes; son bi- 
laterales, si ambas partes se obligan recíprocamente. 


Artículo 1588.—Son consensuales, cuando basta el consenti- 
miento de las partes para que sean perfectos; y reales, cuando se re- 
quiere para su perfección la entrega de la cosa. 


Artículo 1589.—Son principales, cuando subsisten por si So- 
los; y accesorios, cuando tienen por objeto el cumplimiento de otra 
obligación. 

Artículo 1590.—Es contrato oneroso aquel en que se estipu- 
lan provechos y gravámenes recíprocos; y gratuito, aquel en que el 
provecho es solamente de una de las partes. 


Artículo 1591.—El contrato oneroso es conmutativo cuando 
las prestaciones que se deben las partes son ciertas desde que se ce- 
lebra el contrato, de tal suerte que ellas pueden apreciar inmediata- 
mente el beneficio o la pérdida que les cause éste. Es aleatorio, 
cuando la prestación debida depende de un acontecimiento incierto 
que determina la ganancia o pérdida, desde el momento en que ese 
acontecimiento se realice. 


Artículo 1592.—Son condicionales los contratos cuyk realiza- 
ción o cuya subsistencia depende de un suceso incierto o ignorado 
por las partes; y absolutos, aquellos cuya realización es independien- 


- 


te de toda condición. 


CAPITULO VI 


Interpretación de los contratos 


Artículo 1593.—Cuando los términos o conceptos del contra- 
to son claros y no dejan lugar a duda sobre la intención de los con- 
tratantes, se estará al sentido literal de sus cláusulas. 

Si las palabras fueren diferentes o contrarias a la intención 
evidente de los contratantes, prevalecerá ésta sobre aquéllas. 


Artículo 159).—Por muy generales que sean los términos en 
que aparezca redactado un contrato, no deberán entenderse com- 
prendidos en él, cosas distintas y casos diferentes de aquellos sobre 
los que los interesados se propusieron contratar. 


Artículo 1595.—Las frases y palabras que puedan interpretar- 
se en diverso sentido, deben entenderse en aquel que sea más con- 
forme con la materia de] contrato. 


Artículo 1596.—-Si alguna cláusula permitiere diversos o con- 
trarios sentidos, deberá entenderse en el más adecuado para que pro- 
duzca efecto, según la naturaleza del contrato. 


Artículo 1597.—Cuanda dos o más cláusulas se contradigan en- 
tre sí, de tal manera que sea imposible su coexistencia, prevalece- 
rá la cláusula o las cláusulas que sean más conformes con la natura- 
leza del contrato y con la intención de las partes. j 


Artículo 1598.—Las cláusulas de los contratos se interpreta- 
rán las unas por las otras, atribuyendo a las dudosas el sentido que 
resulte del conjunto de todas. 


Artículo 1599.—Las cláusulas ambiguas se interpretarán con 
arreglo a lo que el uso y la costumbre determinan en el lugar en que 
el contrato se haya otorgado. 


Artículo 1600.—Las cláusulas oscuras, ambiguas, o contra- 
dictorias de un contrato, insertas en modelos o formularios prepa- 
rados de antemano por uno de los contratantes, se interpretarán en 
favor del otro contratante. 


Artículo 1601.—Cuando en un contrato se ha expresado un 
caso para explicar la obligación, no se entenderá que se quiso res- 
tringir toda la obligación a este caso solamente, excluyendo los 
otros a que naturalmente se extienda. 
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Artículo 1602.—Si la duda no puede resolverse por los medios 
indicados, debe decidirse en favor del obligado. 
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Artículo 1603.—Tratándose de una obligación, debe estarse, 
en caso de duda, más por la negativa que por la afirmativa, y vice- 
versa, si se trata de una liberación. 


Artículo 160/.—Cuando por los términos en que está conce- 
bido el contrato, no pueda conocerse la intención o voluntad de los 
contratantes sobre el objeto principal, la obligación carece de valor. 


TITULO VI i 

Obligaciones provenientes de hechos lícitos sin convenio 3 
| CAPITULO 1 

Gestión de negocios 


Artículo 1605.—El que sin convenio se encarga voluntaria- 
mente de los negocios de otro, está obligado a dirigirlos y manejar- 
los útilmente y en provecho del dueño. 

Cesará la gestión desde el momento en que el interesado o 
quien lo represente, se persone en el negocio. 


Artículo 1606.—El gestor debes dar aviso de su gestión al due- 
ño, tan pronto como sea posible y esperar su decisión, a menos que 
haya peligro en la demora. 

Si no fuere posible dar ese aviso, el gestor debe continuar su 
gestión hasta que concluya el asunto. 

Artículo 1607.—El gestor queda sujeto, en el ejercicio de la 
gestión, a las obligaciones y responsabilidades del mandatario, en 
lo que sean aplicables. 

Artículo 1608.—Cuando dos o más personas tomaren a su car- 
go la gestión de los negocios de un tercero, su responsabilidad será 
solidaria. 


Artículo 1609.—El juez apreciará, para fijar la amplitud de 
la responsabilidad, las circunstancias que indujeron al gestor a en- 
cargarse de la gestión. 


Artículo 1610.—El gestor responderá del caso fortuito cuan 
do verifique operaciones distintas del giro habitual de los negocios 
del dueño, cuando hubiere pospuesto el interés de éste al suyo pro- 
pio, o cuando inició la gestión contra la voluntad manifiesta o pre- 
sunta del dueño. 
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Cesa la responsabilidad del gestor por caso fortuito, si prue- 
ba que habría sobrevenido igualmente, aunque se hubiera abstenido 
de la gestión. 

Artículo 1611.—La ratificación de la gestión por parte del 
dueño, produce los efectos del mandato expreso y opera retroacti- 
vamente. 


Artículo 1612.—Aunque no hubiese ratificado expresamente 
la gestión ajena, el dueño de los bienes o negocios que aproveche las 
ventajas de-la misma, será responsable de las obligaciones contraí- 
das en su interés, e indemnizará al gestor los gastos necesarios y 
útiles que hubiere hecho y los perjuicios que hubiere sufrido en el 
desempeño de la gestión. 

La misma obligación le concierne cuando la gestión hubiere 
tenido por objeto evitar algún perjuicio inminente y manifiesto, 
aunque de ellos no resultare provecho alguno. 


Artículo 1613.—La utilidad o necesidad del gasto en que incu- 
rra el gestor, se apreciará, no por el resultado obtenido, sino según 
las circunstancias del momento en que se hizo. 


Artículo 161).—Cuando sin conocimiento del obligado a pres- 
tar alimentos, los diese un extraño, tendrá derecho éste a reclamar- 
los de aquél, a no constar que los dio por motivo de piedad y sin 
ánimo de reclamarlos. 


Artículo 1615.—Los gastos funerarios suministrados por 
quien no tenía obligación, y en relación a la posición social de la 
persona y a los usos del lugar, deberán ser satisfechos con los bienes 
del causante, y si éstos no fueren suficientes o no hubiere dejado, 
responderán las personas que en vida habrían tenido la obligación 


| de alimentarle. 


CAPITULO IU 
Enriquecimiento sin causa 


Artículo 1616.—La persona que sin causa legítima se enrique- 
ce con perjuicio de otra, está obligada a indemnizarla en la medida 
de su enriquecimiento indebido. 


Artículo 1617.—No hay enriquecimiento sin causa en los con- 
tratos celebrados lícitamente, cualquiera que sea la utilidad que ob- 
tenga una de las partes contratantes; salvo el caso contemplado en 
el artículo 1542. 
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Artículo 1618.—El que ha pagado alguna cosa por error de 
haberse creído deudor de ella, tiene derecho a recobrarla del que la 
recibió indebidamente. Sin embargo, cuando una persona, a conse- 
cuencia de un error suyo, ha pagado una deuda ajena, no tendrá de- 
recho de repetición contra el que, a consecuencia del pago, ha su- 
primido o cancelado un título necesario para el cobro de su crédi- 
to; pero podrá intentar contra el deudor las acciones del acreedor. 


Artículo 1619.—Si el que recibe lo indebido fuere menor o 
incapaz, solamente restituirá lo que existe en su poder y lo con- 
sumido en su propio provecho; salvo el caso de mala fe imputable 
al menor, o de que lo haya recibido por medio de su representante 
legal, casos en los cuales se aplicarán las prescripciones relativas a 
las personas capaces. 


Artículo 1620.—Si el que de buena fe recibe la cosa indebida 
y la enajena antes de haber sido notificado de la demanda de res- 
titución, estará obligado a restituir el precio recibido o a ceder la 
acción para reclamarlo del comprador. Si la enajenación hubiere 
sido hecha a título gratuito, la donación no subsistirá. 


Artículo 1621.—Si actuó de mala fe el que recibió lo que no 
se le debía, estará obligado, no sólo a la restitución prescrita en el 
artículo anterior, sino también a los frutos o los intereses legales, 
desde la fecha del pago indebido, y a reparar el detrimento que hu- 
biere sufrido la cosa. 


Artículo 1622.—En el caso de haberse perdido en todo o en 
parte la cosa indebidamente pagada, sólo estará obligado el que la 
recibió de buena fe, a satisfacerla total o parcialmente, si tuvo cul- 
pa en su pérdida. : 

Mas, el que la recibió con mala fe, restituirá en todo caso su 
valor y satisfará los intereses devengados desde el día en que se 
le pagó indebidamente. 


Artículo 1623.—-Si el que recibió con mala fe la cosa indebi- 
damente pagada, la enajenare y el tercero adquirente ha procedido 
también con mala fe, ambos responderán solidariamente al dueño. 


Artículo 1621.—El que de buena fe hubiere aceptado un pago 
indebido, tiene derecho a que se le abonen los gastos necesarios y 
a retirar las mejoras útiles, si con la separación no sufre detrimen- 
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to la cosa dada en pago. Si con la separación sufriere deterioro, tie- 
ne derecho a que se le pague una cantidad equivalente al aumento 
de valor que recibió la cosa con la mejora hecha. 


Artículo 1625.—No se puede recobrar lo pagado que no ha- 
biéndose podido exigir con arreglo a las leyes, se hubiere satisfecho 
según la equidad. 

Tampoco se puede recobrar lo que se hubiese dado con objeto 
de alimentos o por causa de piedad, si en el acto de la entrega no se 
hizo reserva de reclamar el pago. 


Artículo 1626.—Está sujeto a las reglas del pago indebido el 
que se hace para extinguir una obligación condicional cuya condi- 
ción no se ha cumplido; o por una causa que ha dejado de existir. 


Artículo 1627.—Pasan a los respectivos herederos los dere- 
chos y obligaciones sobre lo indebidamente pagado. 


Artículo 1628.—La acción para recobrar lo indebidamente pa- 
gado prescribe en un año, contado de la fecha en que se hizo el pa- 
go indebido. 


CAPITULO Mm 
De la declaración unilateral de la voluntad 
Oferta al público 


Artículo 1629.—La persona que ofrezca al público objetos en 
determinado precio, queda obligada a sostener su ofrecimiento. 


Promesa de recompensa 


Artículo 1630.—El que hace oferta por la prensa u otro me- 
dio de difusión, de remunerar una prestación o un hecho, contrae 
la obligación de cumplir lo prometido, 

Cualquiera que realice la prestación, aun cuando no haya te- 
nido conocimiento de la existencia de la promesa, puede exigir del 
obligado la recompensa ofrecida. 


Artículo 1631.—La promesa pública de recompensa podrá re- 
vocarse, cuando exista justa causa para ello, en la misma forma que 


la oferta, a no ser que la prestación se hubiere ya realizado, 
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Artículo 1632.—La revocación obliga al promitente a reem- 
bolsar los gastos hechos por quienes de buena fe comenzaron a eje- 
cutar el hecho y dieron aviso de haber principiado; pero la suma 
total que se reembolse no podrá exceder del monto de la remune- 
ración ofrecida. 


al mE 

Artículo 1633.—El que hubiere realizado la prestación o co- 
menzado a ejecutarla, podrá reclamar el reembolso dentro de los 
dos meses siguientes a la fecha de la publicación de la revocatoria. 


Artículo 1631.—Si el hecho por el cual se prometió la recom- 
pensa se hubiese ejecutado por varias personas, tendrá derecho a 
recibirla la que primero realizó la ejecución, 

Si el hecho fue ejecutado simultáneamente por varios, cada 
uno recibirá una parte igual de la recompensa. 

Si la recompensa no es divisible, o si, según el tenor de la pro- 
mesa, hubiere de obtenerla uno solo, se sorteará entre los interesa- 
dos. 


Artículo 1635.—-En los concursos en que haya promesa de re- 
compensa, es requisito indispensable que se fije plazo para la pre- 
sentación de la obra. 


Artículo 1636.—La persona o personas designadas para la ca- 
lificación de los trabajos, están obligadas a decidir a quién o a quié- 
nos debe entregarse el premio ofrecido o si ninguna de las obras 
presentadas merece la recompensa. 


Artículo 1637.—El prometiente sólo podrá exigir la propiedad 
de la obra premiada, cuando haya estipulado esta condición en la 
promesa. 


Títulos al portador 


Artículo 1638.—3on títulos al portador los que no están ex- 
pedidos a favor de persona determinada, contengan o no la cláusu- 
la “al portador”. 

Estos títulos se transmiten por la simple tradición. 

Artículo 1639.—El poseedor de un título al portador puede 
reclamar del emisor la prestación debida. 

Artículo 1640.—El emisor está obligado a pagar a cualquiera 
que le presente y entregue el título, salvo que hubiere sido notificado 
judicialmennte para retener el pago. 
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Artículo 1641.—El emisor no puede oponer más excepciones 
que las que se refieren a la nulidad del título, las que se deriven de 
su texto o las que tenga en contra del portador que lo presente. 


Artículo 16/2.—El suscriptor de un título al portador está 
obligado, aun cuando haya sido robado o perdido, o haya entrado 
a la circulación sin su voluntad. 

Para la eficacia de la obligación al portador será indiferente 
que el título se haya puesto en circulación después de la muerte o de 
la incapacidad del que lo suscribe. 


Artículo 1643.—No podrán emitirse títulos al] portador en se- 
rie, que contengan la obligación de pagar una suma de dinero, sin 
autorización gubernativa, previa comprobación de estar cumplidos 
los requisitos y formalidades establecidos en leyes especiales. 

Los títulos de esta naturaleza puestos en circulación sin la 
autorización gubernativa son nulos, pero el emisor en este caso, es 
| E responsable de los daños y perjuicios. 

OEA 

ME 3 _ Artículo 164).—La reposición de títulos que por su deterio- 
ñ. 4 - ro no estuvieren en condiciones de circular, siempre que los carac- 
A _ teres distintivos del mismo puedan reconocerse con seguridad, será 
- hecha por el emisor, a costa del interesado, previa aprobación del 


., 


Juez de Primera Instancia del domicilio del suscriptor del título, 
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TITULO VII 


Obligaciones que proceden de hechos y actos ilícitos 


CAPITULO UNICO 
Todo daño debe indemnizarse 


Artículo 16/45.—Toda persona que cause daño o perjuicio a 
otra, sea intencionalmente, sea por descuido o imprudencia, está 
obligada a repararlo, salvo que demuestre que el daño o perjuicio 
se produjo por culpa o negligencia inexcusable de la víctima. 


ds A 


Artículo 16/6.—El responsable de un delito doloso o culposo, | E 
está obligado a reparar a la víctima los daños o perjuicios que le 
haya causado. é $ 


FT 


Artículo 16/7.—La exención de responsabilidad penal no li- 
bera de la responsabilidad civil, a no ser que el juez así lo estimare 
atendiendo a las circunstancias especiales del caso. E 


Fe 
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Artículo 16/8.—La culpa se presume, pero esta presunción 
admite prueba en contrario. ¿El perjudicado sólo está obligado a 
probar el daño o perjuicio sufrido. 


7 


Accidentes de trabajo 


Artículo 16/9.—En los accidentes de trabajo son responsables 
los patronos, aunque mediare culpa del trabajador; pero no respon- 
derá del accidente cuando el trabajador lo haya voluntariamente 
producido. PIES 

Artículo 1650.—La persona o empresa que habitual o acciden- y 
talmente ejerciere una actividad en la que hiciere uso de mecanis- 3 
mos, instrumentos, aparatos o sustancias peligrosas por sí mismos, Le 
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por la velocidad que desarrollen, por su naturaleza explosiva o in- 
flamable, por la energía de la corriente eléctrica que conduzcan o 
por otras causas análogas, está obligada a responder del daño O par- 
juicio que causen, salvo que pruebe que ese daño o perjuicio se pro- 
dujo por dolo de la víctima. 


Medios de transporte 


Artículo 1651.—Las empresas o el dueño de cualquier medio 
de transporte, serán solidariamente responsables con los autores y 
cómplices de los daños o perjuicios que causen las personas encarga- 
das de los vehículos, aun cuando la persona que los cause no sea em- 
pleada de dichas empresas o del dueño dei medio de transporte, siem- 
pre que el encargado de los vehículos se los haya encomendado, aun- 
que fuere de manera transitoria. 


Artículo 1652.—La responsabilidad a que se refiere el artículo 
anterior cesa si se comprueba que el damnificado hubiere dado lu- 
gar al daño o perjuicio resultante o cuando hubiere procedido con 
manifiesta violación de las leyes y reglamentos. 


Abuso del derecho 


Artículo 1653.—El exceso y mala fe en el ejercicio de un de- 
recho, o la abstención del mismo, que cause daños o perjuicios a las 
- personas o propiedades, obliga a] titular a indemnizarlos. 


Artículo 1654.—Si la persona que reclama la indemnización 
ha contribuido a causar el daño o perjuicio, la obligación de repa- 
rarlo se deducirá en proporción a su participación en él. 


Lesiones corporales 
8 Articulo 1655.—Si el daño consiste en lesiones corporales, la 
victima tiene derecho al reembolso de los gastos de curación y al 
pago de los daños o perjuicios que resulten de su incapacidad cor- 
poral, parcial o total para el trabajo, fijado por el juez en atención 
a las siguientes circunstancias: 
rd 


1* Edad, estado civil, oficio o profesión de la persona que 


hubiere sido afectada; 
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2* Obligación de la víctima de alimentar a las personas que 
tengan derecho conforme a la ley; y 

3* Posibilidad y capacidad de pago de la parte obligada. 

En caso de muerte, los herederos de la víctima, o las personas 
que tenían derecho a ser alimentados por ella, podrán reclamar la 
indemnización que será fijada de conformidad con les disposiciones 
anteriores. 


he Difamación 


4 Artículo 1656.—En caso de difamación, calumnia o injuria, 
la reparación se determinará en proporción al daño moral y a los | 
4 perjuicios que se derivaron. : 


Artículo 1657.—Si varias personas son culpables del daño o 
perjuicio derivado de hecho ilícito, serán solidariamente responsa- 


i o > 
: bles, salvo que pueda determinarse la parte de daño o perjuicio cau- ño 
h sado por cada una. El que haya pagado la totalidad de la indemni- e 
zación podrá repetir contra cada uno de los otros por la parte que ¡ 3 


fije el juez, según el grado de participación de cada cual en el he- q 
cho, y si no fuere posible determinarlo, por partes iguales. 


Artículo 1658.—El que causa daño o perjuicio para proser- 
varse a sí mismo o para proteger a un tercero de un peligro inmi- 
nente, está obligado, no obstante, a la reparación que fije el juez 
de manera equitativa y según las circunstancias; pero si la protec- 
E ción redunda exclusivamente en favor del tercero, éste será obliga- 
do a dicha reparación. 
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j 

: Artículo 1659.—El que causa daño o perjuicio estando priva- 
] do accidentalmente de discernimiento, no queda exento de respon- 
sabilidad, a menos que pruebe que cayó en este estado sin su culpa. 


Menores de edad 


y Artículo 1660.—-El menor de edad, pero mayor de quince años, 
y el incapaz cuando obra en momentos de lucidez, son responsables 
de los daños o perjuicios que ocasionen. En los dermás casos, son 
responsables los padres, tutores o guardadores., 


327 


rn” 


ra e ae O el ol A 1 Ñ' 
MA E A e A E O A ER PTI A A PT NY 


Artículo 1661.—Los directores de establecimientos de ense- 
ñanza y los jefes de taller son responsables, en su caso, por los da- 
ños o perjuicios que causen los alumnos o aprendices menores de 
quince años, mientras estén bajo su autoridad o vigilancia. 


Artículo 1662.—La responsabilidad a que se refieren los dos 
artículos anteriores cesa, si las personas comprendidas en ellos jus- 
tifican que les fue imposible evitar el daño o perjuicio. Esta impo- 
sibilidad no resulta de la circunstancia de haber sucedido el hecho 
fuera de su presencia si aparece que ellos no han ejercido vigilan- 
cia sobre los menores o incapaces. - 


Responsabilidad de los patronos 


Artículo 1663.—Los patronos y los dueños de talleres, hote- 
les, establecimientos mercantiles o industriales y, en general, las 
personas que tienen a otra bajo su dependencia, responden por los 
daños o perjuicios que causen sus empleados y demás trabajado- 
res en actos del servicio. 

También están obligados a responder por los actos ajenos, los 
que teniendo la posesión o el mando de un objeto o elemento cual- 
quiera, lo entreguen o transfieran a persona que no ofrezca las ga- 
rantías necesarias para manejarlo. 

El que pague puede repetir contra el autor del daño o perjui- 
cio lo que hubiere pagado. 


Personas jurídicas 


Artículo 16).—Las personas jurídicas son responsables de los 
daños o perjuicios que causen sus representantes legales en el ejer- 
cicio de sus funciones. 


Estado y municipalidades 


Artículo 1665.—El Estado y las municipalidades son responsa- 
bles de los daños o perjuicios causados por sus funcionarios o em- 
pleados en el ejercicio de sus cargos. 

Esta responsabilidad es subsidiaria y sólo podrá hacerse efec- 
tiva cuando el funcionario o empleado directamente responsable no 


ten ] ici 
1ga bienes, o los que tenga no sean suficientes para responder de: 
daño o perjuicio causado. 
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Artículo 1666.—En los casos de los tres artículos “anteriores, 
el que paga el daño o perjuicio tiene derecho a repetir contra el que 
lo causó, salvo que éste hubiere procedido de conformidad con ins- 
trucciones recibidas de aquél y sin excederse de ellas. 


Apremio y prisión ilegales 


Artículo 1667.—El que origina un apremio o prisión ilegales 
y el que los ordena, son responsables solidariamente por el daño o 
perjuicio que causen. 


Profesionales 


Artículo 1668.—El profesional es responsable por los daños o 
perjuicios que cause por ignorancia o negligencia inexcusables, o por 
divulgación de los secretos que conoce con motivo de su profesión. 


Dueños de animales 


Artículo 1669.—El dueño o poseedor de un animal, o el que 
lo tenga a su cuidado, es responsable por los daños o perjuicios que 
cause, aun en el caso de que se le hubiere escapado o extraviado sin 
su culpa. Pero si el animal fuere provocado o sustraído por un ter- 
cero o hubiese mediado culpa del ofendido, la responsabilidad re- 
caerá sobre éste y no sobre aquéllos. 


Propietarios de edificios 


Artículo 1670.—El que se hallare amenazado de un daño o 
perjuicio proveniente del edificio o de la obra de otro, instalaciones 
o árboles, tiene derecho a exigir del propietario que tome las medi- 
das necesarias para evitar el peligro, de acuerdo con lo que al res- 
pecto dispone este Código. 


Artículo 1671.—El propietario de un edificio es responsable 
del daño o perjuicio causado por la ruina total o parcial del mismo. 
Si la ruina se debió a defecto de construcción, la responsabilidad 
del dueño será solidaria con la del constructor, pero el propietario 
podrá repetir contra aquél para reembolsarse de lo que hubiere pa- 
gado por los daños o perjuicios sufridos. 
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Artículo 1672.—Los propietarios, arrendatarios, poseedores y. 


en general, las personas que se aprovechan de los bienes, responde- A 


rán, igualmente: 


1* Por los daños o perjuicios que causen las cosas que se arro- 
jaren o cayeren de los mismos; 

2 Por la caída de árboles, cuando no sea ocasionada por fuer- 
za mayor; 

3% Por las emanaciones de cloacas o depósitos de materias in- 
fectantes; 

4% Por el humo o gases que sean nocivos, perjudiquen o cau- 
sen molestia a las personas o a las propiedades; 

5% Por los desagiies, acueductos, instalaciones, depósitos de 
agua, materiales o sustancias que humedezcan o perjudi- 
quen la propiedad del vecino; y 

6? Por el ruido, trepidación, peso o movimiento de las máqui- 
nas o por cualquiera otra causa que origine el daño o per- 
juicio. 


En todos estos casos, el perjudicado tiene derecho a exigir que 


cese la causa que motiva el daño o perjuicio y la indemnización si 
procediere. 


Preseripción 


Artículo 1673.—La acción para pedir la reparación de los da- 


ños o perjuicios a que se refiere este título, prescribe en un año, 
contado desde el día en que el daño se causó, o en que el ofendido 
tuvo conocimiento del daño o perjuicio, así como de quien lo pro- 
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De los contratos en particular 


TITULO I 
De la promesa y de la opción 


Artículo 167/.—Se puede asumir por contrato la obligación 
de celebrar un contrato futuro. 

La promesa de contrato debe otorgarse en la a exigida 
por la ley para el contrato que se promete celebrar. 


Artículo 1675.—La promesa de contrato puede ser unilateral 
o bilateral. 


Artículo 1676.—La promesa unilateral es la estipulación que 
una persona hace a favor de otra, otorgándole la opción de adquirir 
una cosa o un derecho en las condiciones pactadas y por el tiempo 
convenido. 


Artículo 1677.—La opción puede ser contrato independiente 
o celebrarse como pacto accesorio de otro y, en ambos casos, debe 
contener las condiciones en que ha de realizarse el convenio. 


Artículo 1678.—La aceptación del optante debe ser expresa 
y no puede ceder a otro su derecho de opción, si no estuviere expre- 
samente facultado por el prometiente. 


Artículo 1679.—La promesa bilateral de contrato obliga a am- 


bas partes y les da derecho a exigir la celebración del contrato pro- 
metido de entero acuerdo con lo estipulado. 


Artículo 1680.—Cuando la promesa se refiera a enajenación 
de bienes inmuebles o derechos reales sobre los mismos, el contrato 
debe inscribirse en el Registro de la Propiedad. 
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Artículo 1681.—El plazo en el contrato de promesa no podrá 
exceder de dos años si se tratare de bienes inmuebles o derechos 
reales sobre los mismos, y de un año, si se tratare de otros bienes o 


prestaciones. 


Artículo 1682.—Si no se fijare plazo convencional, se entende- 
rá que las partes se sujetan al plazo señalado en el artículo anterior. 


Artículo 1683.—Si el prometiente se negare a otorgar la escri- 
tura para dar forma legal al contrato prometido, en su rebeldía, lo 
hará el juez, salvo que la cosa haya pasado a tercero de buena fe, 
en cuyo caso la promesa se resolverá en el pago de daños y perjui- 
cios. 


Artículo 168).—La acción para exigir el cumplimiento de la 
promesa, deberá entablarse dentro de los tres meses siguientes al 
vencimiento del plazo convencional o legal. 

Vencido el plazo a que se refiere el párrafo anterior para en- 
tablar la acción, sin que ésta se haya ejercitado, las partes quedan 
libres de toda obligación. En este caso, si hubo arras, las devolverá 
quien las recibió. 
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Artículo 1685.—Cuando en la promesa se conviene en el pago 
de una multa sin expresar que este pago es sin perjuicio del cumpli- 
miento del contrato, pagada la multa cesa la obligación de celebrar 
el contrato prometido. 
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TITULO U 


Del mandato 


CAPITULO I 
Disposiciones generales 


Artículo 1686.—-Por el mandato, una persona encomienda a 
otra la realización de uno o más actos o negocios. 


El mandato puede otorgarse con representación o sin ella. En 
el mandato con representación, el mandatario obra en nombre del 
mandante y los negocios que realice dentro de las facultades que se 
lo hayan conferido, obligan directamente al representado. 


En el mandato sin representación, el mandatario obra en nom- 
bre propio, sin que los terceros tengan acción directa contra el man- 
dante. 


Artículo 1687.—-El mandato debe constar en escritura pública 
como requisito esencial para su existencia, y puede ser aceptado ex- 
presa o tácitamente. 

No es necesaria la escritura pública: 


1? Cuando se trate de asuntos cuyo valor no exceda de mil 
quetzales, en cuyo caso puede otorgarse el mandato en do- 
cumento privado, legalizado por notario, o en acta levan- 
tada ante el alcalde o juez local, con las formalidades le- 
gales. 

Sin embargo, si el mandato se refiere a la enajenación 
o gravamen de bienes inmuebles o derechos reales sobre 
los mismos, es obligatorio el otorgamiento del poder en es- 
critura pública; y 
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9% Cuando la representación se confiere por cartas-poderes pa- 
ra la asistencia a juntas y demás actos en que la ley lo per- 
mite. 

El mandato para asuntos judiciales queda sujeto, especialmen- 
te, a lo que establecen las leyes procesales. 

Artículo 1688.—Pueden ser objeto de mandato, todos los ac- 
tos o negocios para los que la ley no exige intervención personal del 
interesado. 

No se puede dar poder para testar o donar por causa de muer- 
te, ni para modificar o revocar dichas disposiciones. 

Artículo 1689.—Sólo es gratuito el mandato si el mandatario 
hace constar, de manera expresa, que lo acepta de ese modo. 

Artículo 1690.—El mandato es general o especial. El general 
comprende todos los negocios del poderdante y el especial se con- 
trae a uno o más asuntos determinados. 

Artículo 1691.—Los representantes de los menores, incapaces 
o ausentes, no pueden dar poder general sino solamente especial 
para asunto determinado que no pueda ser atendido personalmente 


por ellos. 


Artículo 1692.—Se necesita poder especial para donar entre 
vivos, contraer matrimonio, otorgar capitulaciones matrimoniales, 
pactar las bases referentes a la separación o al divorcio, demandar 
la nulidad o insubsistencia del matrimonio, constituir patrimonio 
de familia, reconocer hijos y negar la paternidad. 


Artículo 1693.—El poder genera] necesita cláusula especial 
para enajenar, hipotecar, afianzar, transigir, gravar o disponer de 
cualquier otro modo la propiedad del mandante, y para todos los 
demás actos en que la ley lo requiera. 

La facultad para celebrar negocios o contratos implica la de 
otorgar los correspondientes documentos. 


Artículo 169).—No se puede ejercer al mismo tiempo poder de 
varias personas cuando entre éstas hay colisión de derechos. Tam- 
poco puede un solo mandatario otorgar contratos, representando a 


la vez los derechos o intereses de las dos partes contratantes, sin 
autorización de los mandantes. 


Artículo 1695.—El marido no puede, sin el consentimiento ex- 
preso de la mujer, ni ésta sin el de aquél, dar poder para asuntos re- 


1 * . 
MES los bienes comunes o para contratos de los que resulten 
obligaciones para ambos. 
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Artículo 1696.—-Por las personas jurídicas confieren poder las 


personas individuales que las representen, debiendo limitarse el 
mandato a los negocios que son objeto de la sociedad. 


Artículo 1697.—Para que las personas jurídicas puedan ejer- 
cer mandato, es necesario que las operaciones a que el poder se re- 
fiera entren en el curso de los negocios de aquéllas, o que, de con- 
formidad con el instrumento de su constitución o respectivos esta- 


tutos, estén facultados los gerentes o representantes para aceptar- 


los. 


Artículo 1698.—No puede ejercer mandato el fallido mientras 
no se le rehabilite; el sentenciado por cualquier delito mientras no 
haya purgado la condena o sido rehabilitado, y, en casos especiales, 
las personas a quienes la ley lo prohibe o tienen incompatibilidad o 
impedimento. 


Artículo 1699.—El mandato es esencialmente revocable, aun 
cuando se haya conferido con plazo o para asunto determinado; pe- 
ro si hubiere sido aceptado, la revocación sólo producirá efecto des- 
de la fecha y hora en que se notifique al apoderado. 


Artículo 1700.—Es válido el poder otorgado en el extranjero 
con sujeción a las formalidades externas prescritas por las leyes 
del lugar en que se otorga; pero si para el acto o contrato, objeto del 
poder, la ley de Guatemala exige facultad especial, debe sujetarse 
a lo dispuesto en ésta. 


Artículo 1701.—El poder que se da a dos o más personas se- 
rá ejercitado conjuntamente si el mandante no expresó que se ejer- 
cite por separado. 


Artículo 1702.—El mandato en que se le confiere al apodera- 
do la facultad de otorgar poderes o sustituir el que se le otorga, no 
autoriza al mandatario para dar facultades no comprendidas en el 
mandato, ni más amplias que las que le fueron conferidas. 


Artículo 1708.—Es nulo lo que el apoderado haga excedién- 
dose de los límites del mandato o sin contener éste las facultades 
necesarias, 


Artículo 170).—El testimonio de la escritura pública del man- 
dato y el de la revocación deben presentarse al Registro de Poderes. 
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CAPITULO H 


Obligación del mandatario 


ario queda obligado por la acep. 
a el mandato y a responder de los 
se ocasionen al mandante. 
jetarse a las instruccio- 
de las facultades y | 


Artículo 1705.—El mandat 
tación, a desempeñar con diligenci 
daños y perjuicios que, de no ejecutarlo, 

Artículo 1706.—El mandatario debe su 
nes del mandante, y no separarse ni excederse 
límites del mandato. | 

Está obligado a dar cuenta de su administración, a informat | 
de sus actos y a entregar los bienes del mandante que tenga en su 


poder, en cualquier tiempo en que éste lo pida. 


Artículo 1707.—El apoderado debe desempeñar personalmen- 
te el mandato y sólo podrá sustituirlo si estuviere facultado expre- 
samente para hacerlo. 

Queda libre de responsabilidad el apoderado cuando hace la 
sustitución en la persona designada por el mandante. 

Si la designación se hiciere por el apoderado, éste es respon- 
sable si la sustitución recayere en persona notoriamente incapaz O 
insolvente. 


Artículo 1708.—Aceptado el mandato no puede el apoderado 
renunciarlo sin justa causa cuando hubiere negocios pendientes de 
cuya interrupción pueden resultar perjuicios al mandante; y si lo 
renuncia, deberá continuar la gestión de los asuntos pendientes has- 
ta que se le reemplace. 


Artículo 1709.—Cuando el mandatario queda inhabilitado O 
le sobrevienen causas de incompatibilidad y el mandante no ha de- 
signado sustituto, podrá el juez nombrarlo bajo su responsabilidad 
para mientras aquél lo hace, pero solamente para continuar los asun- 
tos pendientes de carácter urgente. 


Artículo 1710.—Sin la autorización previa y escrita del man- 
dante, no puede el mandatario usar ni adquirir para sí ni para sus 
parientes legales las sumas o bienes que de él haya recibido o por su 
cuenta, bajo pena de nulidad y pago de daños y perjuicios que se 
sobrevengan al mandante. 


e Artículo 1711.—Si una causa ¡imprevista y fundada hiciere 
perjudicial a juicio del mandatario la ejecución de las instrucciones 
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recibidas, podrá suspender su cumplimiento, bajo su responsabili- 
dad, dando cuenta al mandante por el medio más rápido posible. 


CAPITULO II 
Obligación del mandante 


Artículo 1712.—El mandante debe cumplir todas las obliga- 
ciones que el mandatario haya contraído dentro de los límites del 
mandato. 

En lo que el mandatario se haya excedido, no queda obligado 
el mandante sino cuando lo ratifica expresa o tácitamente, 


Artículo 1713.—El mandante debe anticipar al mandatario, si 
éste lo pide, las cantidades necesarias para la ejecución del man- 
dato. 

Si el mandatario las hubiere anticipado, debe reembo'sarlas 
el mandante, aunque el negocio no haya salido bien, siempre que 
el mandatario no haya incurrido en culpa. 

El reembolso comprenderá los intereses de la cantidad anti- 
cipada, a contar desde el día en que se hizo la anticipación. 


Artículo 171).—Debe también el mandante indemnizar al 
mandatario de todos los daños y perjuicios que le haya causado el 
cumplimiento del mandato, sin culpa ni dolo del mismo mandatario. 


Artículo 1715.—El mandatario podrá retener las cosas que 


“son objeto del mandato hasta que el mandante realice la indemni- 


zación y reembolso de que tratan los artículos anteriores, 


Artículo 1716.—-Si dos o más personas han nombrado un man- 
datario para un negocio común, quedan obligadas solidariamente 
para todos los efectos del mandato. 


CAPITULO IV 


Terminación del mandato 


Artículo 1717.—El mandato termina: 
1? Por vencimiento del término para el que fue otorgado; 
2? Por concluirse el asunto para el que se dio; 
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3% Por revocación; 
4% Por renuncia del mandatario; 
5 Por muerte o interdicción del mandante o del mandatario; 


6” Por quiebra del mandante o porque sobrevenga al manda- 
tario causa que conforme a la ley lo inhabilite para ejer- 
cer mandatos; y 

72 Por disolución de la persona jurídica que lo hubiere otor- 


gado. 


Artículo 1718.—La revocación deberá notificarse tanto al 
mandatario como a las personas interesadas en el asunto o negocio 
pendiente. 


Artículo 1719.—La revocación notificada únicamente al man- 
datario no puede oponerse a terceros que ignorándolo hubieren tra- 
tado con él y así lo prueben; pero en tal caso queda al mandante su 
derecho expedito contra el mandatario. 


Artículo 1720.—El nombramiento de nuevo mandatario para 
que se encargue del mismo o de log mismos asuntos o negocios, sin. 
expresar que queda vigente el mandato anterior, equivale a la revo- 
cación de éste. 

Los efectos de la revocación comienzan desde el dia en que 
se notifica al anterior mandatario el nombramiento del sucesor. 


Artículo 1721.—Por la revocación que el mandante haga del 
mandato quedan revocados los poderes y las sustituciones que el 
apoderado haya otorgado, salvo que el poderdante expresamente los 
confirme. 

Esta revocación debe notificarse a los sustitutos para que sur- 
ta sus efectos. 


Artículo 1722.—Muerto el mandante, el apoderado deberá 
continuar ejerciendo el mandato, pero solamente para asuntos pen- 
dientes y mientras se apersonan los representantes legales; y en nin- 
gun caso para nuevos negocios. 


Artículo 1723.—Lo que haya hecho el mandatario después de 
la muerte del mandante o de haber sido cesado en el cargo, será 
válido si procedió ignorando esas circunstancias. 


; Artículo 172/.—En caso de muerte del mandatario, sus here- 
eros o e persona que tenga interés, deberán dar aviso al 
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mandante y mientras éste resuelve lo conveniente, harán lo que las 
circunstancias exijan para la conservación de los bienes. 


En ausencia del mandante, el aviso se dará al juez. 


Artículo 1725.—Pasa a los herederos del mandatario la obli- 
gación de rendir cuentas al mandante cuando aquél hubiere admi- 


- nistrado bienes. 


Artículo 1726.—El mandato general que no exprese duración, 
se considera conferido por diez años contados desde la fecha del 
otorgamiento, salvo prórroga otorgada con las mismas formalidades 
del mandato. 


Artículo 1727.—Las acciones derivadas del] mandato que no 
tengan término especial de prescripción, duran un año contado de 
la fecha en que terminó el mandato. 


TIA 
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TITULO IM 


De la sociedad 3 | 


> Artículo 1728.—La sociedad es un contrato por el que dos o 
8 más personas convienen en poner en común bienes o servicios para 
_€jercer una actividad económica y dividirse las ganancias. 


Artículo 1729.—La sociedad debe celebrarse por escritura pú- 
blica e inscribirse en el Registro respectivo para que pueda actuar 


| como persona jurídica, * 
p Y 
Y, e 


2? Razón social; 

3” Domicilio de la sociedad; 

4% Duración de la sociedad; 

5 Capital y la parte que aporta cada socio; 

6? Parte de utilidades o pérdidas que se asigne a cada socio, 
fecha y forma de su distribución; 

1% Casos en que procederá la disolución de la sociedad antes 
de su vencimiento; y las bases que en todo caso de disolu- 
ción deberán observarse para la liquidación y división del 
haber social; 

S* Cantidad que puede tomar periódicamente cada socio para 
sus gastos personales; 

9% Modo de resolver las diferencias que surjan entre los so- 

e C08;- Y 

| 10. La forma de administración de la sociedad, y los demás 

: pactos que acuerden los socios. , 


4 Artículo 1730.—La escritura de sociedad deberá expresar lo 
| siguiente: 

4 1? Objeto de la sociedad; 

| 


Artículo 1731.—Si la sociedad se constituye para propósito u 
objeto que por su naturaleza tenga duración limitada, pero cuyo pla- 
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ro no sea posible fijar, se entenderá que su duración será por el 
tiempo necesario para la realización de aquel objeto. 


Artículo 1732.—Son nulas y se tienen por no puestas las cláu- 
sulas del contrato de sociedad en que se estipule que alguno de los 
socios no participará en las ganancias o que la parte del capital o 
bienes que aporte estarán libres de responsabilidad o riesgo. 


Artículo 1733.—No pueden los socios hacer pacto alguno re- 
servado, ni oponer contra el contenido de la escritura de sociedad 
ningún documento privado ni prueba testimonial, 

Las ampliaciones o modificaciones sobre este contrato, se ha- 
rán con las mismas solemnidades y requisitos exigidos para su ce- 
lebración. 


. » 


Artículo 173).—La aportación de bienes implica la transmi- 
- sión de su dominio a la sociedad como persona jurídica, salvo que 
expresamente se pacte otra cosa. Los inmuebles o derechos reales 
sobre los mismos, deberán inscribirse en el Registro de la Propiedad. 


Artículo 1735.—El socio que contrate en nombre de la socie- 
dad antes de que ésta pueda actuar como persona jurídica, queda 
directamente responsable por los efectos del contrato celebrado. 
ed 4 E 
e Artículo 1736.—(Artículo 107 del Decreto-Ley número 218.) 
—Los cónyuges no pueden celebrar entre sí contrato de sociedad que 
implique la formación de una persona jurídica, salvo que figuren 
como consocios terceras personas. Se exceptúa también el caso de 
sustitución legal. 


Artículo 1737.—Durante el matrimonio no puede la mujer, sin 
el consentimiento del marido, ni éste sin el de aquélla, celebrar con 
terceros contrato de sociedad en relación a bienes comunes o apor- 
tar a una sociedad esta clase de bienes. 


Artículo 1788.—El tutor y el guardador no pueden celebrar 
contrato de sociedad con sus representados mientras no haya ter- 
minado la minoría de edad o la incapacidad y estén aprobadas las 
cuentas de la tutela y canceladas las garantías. 


Artículo 1739.—No pueden celebrar contrato de sociedad los 


declarados en quiebra mientras no hayan sido rehabilitados. 
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Artículo 17140.—Por los menores o incapaces podrán sus repre- 
sentantes celebrar contrato de sociedad, previa autorización judicial 
por utilidad comprobada. La responsabilidad de los menores o in- 
capaces se limitará al monto de su aportación entregada. 


Artículo 1741.—La razón o firma social se formará con el 
nombre y apelido de uno de los socios; o los apellidos de dos o más, 
con la agregación de las palabras “Sociedad Civil”. 


Artículo 1712.—Las obligaciones sociales se garantizan con 
los bienes de la sociedad, y si éstos no fueren suficientes, con los bie- 
nes propios de los socios. 


Artículo 1743.—A la sociedad no pueden ser aportados como 


capital social de menores sus bienes inmuebles o derechos de pro- 


piedad sobre ellos, pero sí los frutos o productos de dichos bienes. . 


Artículo 174/.—Los socios deben poner en la masa común 


dentro del plazo convenido, sus respectivos capitales; y contra el mo- 


roso puede la sociedad proceder ejecutivamente hasta que se verifi-. 


que la entrega o rescindir el contrato en cuanto a dicho socio. 


Artículo 17/45.—Cada socio está obligado a entregar y sanear 
a la sociedad la cosa que prometió. 


Artículo 1746.—El socio que retarde la entrega de su capital, 
cualquiera que sea la causa, debe abonar a la sociedad el interés le- 
gal de dinero que no entregó a su debido tiempo. 


Artículo 17/7.—Los socios que ponen su industria en común, 
darán cuenta a la sociedad de las utilidades que hayan obtenido del 
ejercicio de esa industria. 


Artículo 17/85.—El riesgo de las cosas ciertas y determinadas, 
no fungibles, que se aportan a la sociedad para que sólo sean comu- 
nes su uso, frutos o productos, corresponde al socio propietario. 


Si las cosas aportadas son fungibles o no pueden guardarse sin 
que se deterioren, o se aportaron para ser vendidas, el riesgo corres- 
ponde a la sociedad. También corresponderá a la misma, a falta de 
pacto especial, el riesgo de las cosas justipreciadas al aportarse y, 
en este caso, la reclamación se limitará al precio en que fueron ta- 


sadas. 


Ys 


Artículo 17/9.—Cualquier daño o perjuicio causado en los in- 
tereses de la sociedad por dolo, abuso de facultades o negligencia 
grave de algún socio, constituye a su autor en la obligación de in- 
demnizarlo si los consocios lo exigen, con tal que no pueda colegirse 
de acto alguno la aprobación o ratificación expresa o virtual del 
hecho sobre que se funda la reclamación. 


Artículo 1750.—Ningún socio puede distraer ni segregar del 
fondo común para sus gastos particulares, mayor cantidad que la 
designada a cada uno en las cláusulas del contrato. 


Además de responder los socios por los daños o perjuicios que 
resulten a la sociedad, a causa de haber ellos tomado cantidades del 
fondo común, abonarán el interés legal correspondiente a éstas. 


Artículo 1751.—La sociedad abonará a los socios los gastos que 
hicieren al desempeñar los negocios de ella, y les indemnizará de los 
daños o perjuicios que les sobrevinieren con ocasión inmediata y di- 
recta de los mismos negocios; pero no de los que hayan sufrido por 
culpa suya o por caso fortuito o por otra causa independiente, mien- 
tras se ocupaban en servicio de la sociedad. 


Artículo 1752.—En caso de no haberse determinado en el con- 
trato la parte que cada socio deba tener en las ganacias o pérdidas, 
se dividirán unas y otras a prorrata del capital que cada uno apor- 
tó a la sociedad. 


Artículo 1753.—Si se estipuló la parte de las ganancias sin 
mencionarse la de las pérdidas, se hará la distribución de éstas en 
la misma proporción que la de aquéllas y al contrario; de modo 
que la expresión de las unas sirva para las otras, 


Artículo 175/.—La parte que deba tener en la ganancia el so- 
cio que no aportó más que su industria, será igual a la porción co- 
rrespondiente al socio que contribuyó con más capital; y si son 
iguales los capitales, o es uno solo el socio que lo ha aportado, la 
ganancia del socio industrial será igual a la de los otros. 


E Artículo 1755.—El socio industrial sufrirá también las pér- 
idas, cuando stan mayores que todo el capital de la sociedad; y 
entonces participará de ellas sólo en la parte que exceda del capital. 
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Artículo 1756.—No puede reclamar contra la distribución de 
las ganancias o pérdidas el socio que la aceptó expresa o tácitamen- 
te, ni el que hubiese dejado pasar tres meses desde que tuvo conoci- 
miento de ella, sin usar de su derecho. 


Artículo 1757.—La administración de los negocios de la so- 
ciedad, debe sujetarse a lo dispuesto en el contrato. Si está encar- 
gada a uno o más de los socios, los demás no pueden oponerse ni 
revocarle la administración sino en los casos de dolo, culpa, inhabi- 
lidad o incumplimiento de sus obligaciones. 


Artículo 1758.—A falta de convenios especiales sobre la admi- 

nistración, se observarán las reglas siguientes: 

1? Cada socio es administrador; y, como tal, puede obrar a 
nombre de la sociedad, sin perjuicio del derecho de los 
otros para oponerse a un acto antes de que se perfeccione; 

2% Puede asimismo cada socio servirse de los bienes puestos 
en común, empleándolos en su destino natural; sin perju- 
dicar los intereses de la sociedad, ni impedir que los de- 
más socios usen de igual derecho; 

3 Cada uno de los socios tiene el derecho de obligar a los de- 
más para que concurran a los gastos que exige la conser- 
vación de las cosas de la sociedad; y 

4? Ninguno de los socios puede hacer innovaciones en los bie- 
nes inmuebles que dependen de la sociedad, aun cuando las 
considere ventajosas a ella, si no consienten los demás. 


Artículo 1759.—El socio que no es administrador, no puede 
celebrar ningún contrato sobre los bienes pertenecientes a la so- 
ciedad, aunque sean muebles. 


Artículo 1760.—Ningún socio puede transmitir a otra perso- 
na, sin consentimiento de los demás, el interés que tenga en la so- 
ciedad; ni ponerla en lugar suyo para que desempeñe los oficios que 
le tocan en la administración de los negocios sociales. 


Artículo 1761.—-Son obligatorios para todos los socios los con- 
tratos celebrados por el socio administrador, o por el que estuviese 
autorizado para ello. 


Artículo 1762.—Quedan igualmente obligados todos los socios 
por la deuda de que se ha aprovechado la sociedad, aunque se haya 
contraído por algún socio sin autorización, 
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Artículo 1768.—No debe contraerse obligación nueva si ex- 
presamente lo contradice uno de los socios administradores; pero si 
llegare a contraerse producirá sus efectos legales en cuanto al acree- 
dor y el que la contrajo quedará responsable de los daños o perjui- 
cios que cause a la sociedad. 


Artículo 1761.—Todos los socios tienen derecho de examinar 
el estado de la administración, y de hacer las reclamaciones conve- 
nientes al interés común, con arreglo a lo pactado en la escritura 
de sociedad. 


Artículo 1765.—El pago hecho a uno de los socios administra- 
dores por un deudor particular suyo, que lo es también de la socie- 
dad, se imputará proporcionalmente a ambos créditos, aunque el so- 
cio lo hubiere aplicado integramente en la carta de pago a su cré- 
dito particular; pero si se aplicó al crédito de la sociedad, se cum- 
plirá esta disposición. 


Artículo 1766.—Puede rescindirse el contrato de la sociedad 
parcialmente, o disolverse y extinguirse en su totalidad. 


Se rescinde parcialmente: 


1* Si un socio para sus negocios propios usa del nombre, de 
las garantías o del patrimonio perteneciente a la sociedad; 
2? Si ejerce funciones administrativas el socio a quien no co- 
rresponde desempeñarlas, según el contrato de la sociedad; 

3% Si el socio administrador comete fraude en la administra- 
ción o cuentas de la sociedad; 

4% Si cualquiera de los socios se ocupa de sus negocios pri- 
vados, cuando está obligado por el contrato a ocuparse en 
provecho de la sociedad; 

9” Si alguno de los socios incurre en los casos de los artículos 
1744 y 1749, según la gravedad de las circunstancias; y 

6” Si se ha ausentado el socio que tiene obligación de prestar 
servicios personales a la sociedad; y requerido para regre- 


sar no lo verifique, o manifiesta que está impedido para 
hacerlo. 


Artículo 1767.—Rescindido parcialmente el contrato, queda el 
socio culpable excluido de la sociedad. | 
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Artículo 1768.—Se disuelve totalmente el contrato de socie- 
dad: 


12% Por concluirse el tiempo convenido para su duración, por 
acabarse la empresa o el negocio que fue objeto de la socie- 
dad o por haberse vuelto imposible su consecución; 

2? Por la pérdida de más del cincuenta por ciento del capital, 
a menos que el contrato social señale un porcentaje menor; 

3? Por quiebra de la sociedad; 

4% Por muerte de uno de los socios; a no ser que la escritura 
contenga el pacto expreso para que continúen los herede- 
ros del socio difunto; 

52 Por la interdicción judicial de uno de los socios, o por cual- 
quiera otra causa que le prive de la e nicbración de sus 
bienes; 

6? Por quiebra de cualquiera de los socios; y 

72% Por voluntad de uno de ellos. 


Artículo 1769.—En los casos de los incisos 4?, 5%, 6? y 7o del 
artículo anterior, no se entenderá disuelta la sociedad, si quedando 
dos o más socios quieren de mutuo acuerdo continuarla, o lo hubie- 
ren pactado al tiempo de la celebración del contrato. 


Artículo 1770.—La prórroga de una sociedad debe formali- 
zerse antes del vencimiento del plazo y con las mismas solemnida- 
des y requisitos exigidos para la celebración del contrato. 


Artículo 1771.—Si uno de los socios promete poner en común 
la propiedad de una cosa cuya importancia sea tal que equivalga 
al objeto fundamental del negocio; si ésta se pierde antes de verifi- 
carse la entrega, se disuelve el contrato respecto de todos los socios. 


Artículo 1772.—La cláusula de que muerto un socio continua- 
rán en su lugar sus herederos, no obliga a éstos a entrar en la so- 
ciedad; pero obliga a los demás socios a recibirlos. 


Artículo 1773.—Si continúa la sociedad después del falleci- 
miento de un socio y los herederos de éste no entran en ella, sólo 
tienen derecho a la parte que correspondía al difunto al tiempo de 
su muerte; y no participan de los resultados posteriores, sino en 
cuanto sea una consecuencia necesaria de lo practicado e de la 
muerte del socio a quien heredan. 
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Artículo 177).—La conclusión de la sociedad por voluntad de 
uno de los socios sólo tiene lugar en las que se celebran por tiempo 
ilimitado; y cuando el renunciante no procede de mala fe ni intem- 


pestivamente. 
Hay mala fe en el socio que renuncia, cuando pretende hacer 


un lucro particular, que no tendría, subsistiendo la sociedad; y pro- 
cede intempestivamente, cuando lo hace en circunstancias de no ha- 
berse concluido una negociación y de convenir que continúe la socie- 
dad por algún tiempo más, para evitarse el daño o perjuicio que de 
lo contrario le resultaría. 


Artículo 1775.—Ningún socio puede pedir la disolución de la 
sociedad celebrada por tiempo determinado antes del plazo conveni- 
do; a no ser que para ello concurran motivos justos, como cuando 
otro socio falta a sus deberes, o el que se separa padece una enferme- 
dad habitual que lo inhabilita para los negocios de la sociedad, o 
han sobrevenido otras causas, cuya gravedad y legitimidad se dejan 
al arbitrio del juez. 


Artículo 1776.—Los socios están obligados recíprocamente a 
darse cuenta de la administración y sus resultados, tanto activos 
como pasivos, pasan a sus herederos. 


Artículo 1777.— Terminada la sociedad subsistirá la persona 
jurídica pero solamente para los efectos de la liquidación, corres- 
pondiendo a los liquidadores representarla en juicio activa y pasi- 
vamente. Al entrar en liquidación se agregarán a la razón social 
las palabras: “en liquidación”. 


Artículo 1778.—La liquidación de la sociedad deberá hacerse 
en la forma y por las personas que exprese el contrato social o el 
convenio de disolución. Si nada se estipuló acerca de] nombra- 
miento del liquidador o liquidadores y los socios no se ponen de 
acuerdo, el nombramiento se hará por el juez competente, debien- 
do recaer en persona de reconocida responsabilidad. 


Artículo 1779.—El liquidador es un mandatario y como tal de- 
berá sujetarse a las reglas que se le hubieren señalado; si fuere 
nombrado por el juez y alguno de los socios lo pide, deberá caucio- 
nar su responsabilidad a satisfacción del juez. 

Los acreedores que representen por lo menos el veinticinco por 
ciento del pasivo de la sociedad pueden pedir también que el liqui- 
dador, cualquiera que sea la procedencia de su nombramiento, cau- 
cione su responsabilidad a satisfacción del mismo funcionario. 
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Artículo 1780.—Si fueren varios los liquidadores deberán pro- 
ceder conjuntamente, y su responsabilidad será solidaria. La dis- 
crepancia de pareceres entre ellos será sometida a la resolución de 
los socios, y en su defecto el juez competente decidirá. 


Artículo 1781.—El término para la liquidación no excederá de 
seis meses y cuando transcurra éste sin que se hubiere concluido, 
| cualquiera de los socios o de los acreedores podrá pedir al juez com- 
| petente que fije un término prudencial para concluirla, quien pre- 
vio conocimiento de causa lo acordará asi. 

Si apareciere que la demora obedece a culpa de los liquida- 
dores procederá su remoción sin perjuicio de las responsabilidades 
en que hubieren incurrido. 


Artículo 1782.—Hecha la liquidación de la sociedad, se ob- 
- servará en los pagos el orden siguiente: 
1? Gastos de liquidación; 
2? Deudas de la sociedad; 
3? Aportes de los socios; y 
42 Utilidades. 
Si los bienes de la sociedad no alcanzan a cubrir las deudas, 
se procederá con arreglo a lo dispuesto en materia de concurso oO 
quiebra. 


Te 


Artículo 1783.—Los socios no pueden exigir la restitución de 
su capital antes de concluirse la liquidación de la sociedad, a me- 
nos que consista en el usufructo de los bienes introducidos al fon- 
do común. 


Artículo 178).— Terminada la sociedad y practicada la liqui- 
dación, el reparto de utilidades se hará por el liquidador o liquida- 
dores observando las disposiciones relativas a la partición de he- 
rencia, salvo lo que hubieren estipulado los socios. 


Artículo 1785.—No estando determinadas las facultades del 
liquidador no podrá ejecutar otros actos y contratos que los que tien- 
dan directamente al cumplimiento de su encargo. En consecuencia, 
el liquidador no podrá gravar los bienes sociales, ni tomar dinero a 
préstamo, ni transigir sobre los derechos de la sociedad ni someter- 
los a arbitraje, a menos que, previa justificación obtenga autoriza- 
ción judicial para ello. 


Artículo 1786.— Además de los deberes que su título impone 
al liquidador, estará obligado: 
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1* A formar inventario al tomar posesión de su cargo; 


% A continuar y concluir las operaciones pendientes al tiem- . 


po de la disolución; 


3e A exigir la cuenta de su administración a cualquiera que a 


haya manejado intereses de la sociedad; 

47 A liquidar y cancelar las deudas de la sociedad; 

52 A cobrar los créditos activos, percibir su importe, cance- 
lar los gravámenes que los garanticen y otorgar los corres- 
pondientes finiquitos; 


6* A vender los bienes sociales, aun cuando haya algún me- 


nor o incapacitado entre los socios, con tal que no hayan 
sido destinados por éstos para ser adjudicados en especie; 


7o A presentar estado de liquidación cuando cualquiera de los 


socios lo pida; y | 
82 A rendir al final de la liquidación una cuenta general y 
comprobada de su administración. 


Si el liquidador fuere el administrador de la sociedad extin- 
guida, deberá presentar en esa época la cuenta de su gestión. 


Artículo 1787.—El liouidador nombrado por los socios pue- 
de ser removido por el voto de la mayoría y renunciar el cargo, se- 
gún las reglas del mandato. El nombrado por el juez, si hubiere 
aceptado el cargo, sólo podrá renunciar por justa causa legalmente 
comprobada, y ser removido por dolo, culpa, inhabilidad o incumpli- 
miento de sus obligaciones. 


Artículo 1788.—Haciendo por sí mismos la liquidación, los so- 
clos se ajustarán a las reglas precedentes y procederán como en el 
caso de administración conjunta. 


Artículo 1789.—Las acciones de los acreedores contra los so- 
cios, las de los socios y acreedores contra el liquidador y las de los 
socios entre sí prescriben en tres años contados desde la fecha en 
que termine la liquidación, salvo que la ley fije término menor 
según la naturaleza de la obligación o del título. 
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TITULO IV 
De la compraventa 
CAPITULO 1 


Disposiciones generales 


Artículo 1790.—Por el contrato de compraventa el vendedor 
transfiere la propiedad de una cosa y se compromete a entregarla, 
y el comprador se obliga a pagar el precio en dinero. 


Artículo 1791.—(Artículo 108 del Decreto-Ley número 218.) 
—El contrato de compraventa queda perfecto entre las partes desde 
el momento en que convienen en la cosa y en el precio, aunque ni 
la una ni el otro se hayan entregado. Queda prohibido el pacto de 
retroventa. | EEN 


Artículo 1792.—El marido no puede comprar de su mujer ni 
ésta de aquél, aunque haya separación de bienes. No quedan inclui- 
das en la prohibición las adjudicaciones en pago entre cónyuges por 
razón de liquidación de la sociedad conyugal. 


Artículo 1793.—No pueden comprar por sí ni por interpósita 

persona: | 

1? Los administradores de bienes, los que tengan bajo su ad- 
ministración o cuidado; 

2? Los depositarios judiciales, interventores, síndicos y liqui- 
dadores, los bienes del depósito, intervención, quiebra o li- 
quidación; 

3% Los jueces y demás funcionarios o empleados, los abogados, 
expertos, procuradores y mandatarios judiciales, los bie- 
nes que son objeto de los expedientes o diligencias en que 
intervienen; 

dv Los corredores y martilleros jurados, los bienes cuya venta 
se hace con su intervención; y los notarios, los bienes cu- 
yas actas de remate autoricen; 
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59 El mandatario, los del mandante sin el consentimiento ex- 


preso de éste; y 
6» El albacea, los de la testamentaría mientras no esten apro- 


badas las cuentas de su administración. 


Artículo 179/.—Ninguno puede vender sino lo que es de su 
propiedad. La venta de cosa ajena es nula, y el vendedor debe res- 
tituir el precio si lo hubiere recibido y responder de daños y perjui- 
cios si hubiere procedido de mala fe. 

El que comprare lo suyo por haberlo creído de otro, tiene de- 
recho a conservar la cosa y a que se le restituya el precio. 


Artículo 1795.—Los representantes de menores, ¡incapaces oO 
ausentes y los depositarios, administradores, interventores o liqui- 
dadores, no pueden vender los bienes que tengan a su cargo sin lle- 
nar previamente las formalidades que para cada caso señala la ley. 


Artículo 1796.—No hay compraventa si los contratantes no 
convienen en el precio o en la manera de determinarlo; pueden con- 
venir en que el precio lo fije un tercero, y si éste no quiere o no 
puede hacerlo, el contrato quedará sin efecto; pero si la cosa fuere 
entregada, se presumirá que las partes han aceptado el precio co- 
rriente que tenga en el día y lugar en que se hubiere celebrado el 
contrato, o el precio medio en caso de diversidad de precios. 


Artículo 1797.—Se considerará fijado el precio cuando los con- 
tratantes aceptan el que la cosa tuviere en lugar y tiempo determi- 
nados. 

Si fueren varios los precios se entenderá que convinieron en 
el precio medio. 


Artículo 1798.—Se entiende fijado el precio en el contrato, 
si las partes se refieren al que resulte de una tasación íntegra o con 
cierta rebaja convenida, siempre que además se sometan a decisión 


judicial en el caso de que alguna de ellas no se conforme con la ta- 
sación. 


Artículo 1799.—Las cosas que se acostumbra comprar al gus- 
to, o que las partes convienen en sujetar a prueba antes de com- 


prarlas, no se consideran vendidas hasta que el comprador quede 
satisfecho. 
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El plazo para la prueba, salvo estipulación, es de tres días, con- 
tados desde que el vendedor las ponga a disposición del comprador; 
y si éste no aceptare dentro de dicho término, se le tendrá por de- 
sistido del contrato. 


Artículo 1800.—La compra sobre muestras, lleva implícita la 
condición de resolver el contrato si las cosas no resultaren confor- 
mes con las muestras. 


Artículo 1801.—Vendida una cosa expresando su especie y ca- 
lidad, el comprador tiene derecho de que se resuelva el contrato si 
la cosa no resulta de la especie y calidad convenidas. 

Cuando se hubiere expresado el uso que se va a dar a la cosa, 
la calidad debe corresponder a ese uso. 


Artículo 1802.—En la venta de cosas que están en tránsito, el 
comprador podrá resolver el contrato si no llegaren en buen estado 
y en el tiempo convenido. 


Artículo 1803.—Cuando se estipula que la cosa debe ser en- 
tregada en lugar determinado, la compra se entiende celebrada bajo 
condición de que la cosa llegue a su destino. 


Artículo 180).—Si al tiempo de celebrarse el contrato se hu- 
biere perdido en su totalidad la cosa objeto del mismo, el convenio 
quedará sin efecto. Si se hubiese perdido sólo en parte, el compra- 
dor podrá optar entre desistir del contrato, o reclamar la parte exis- 
tente abonando su precio en proporción al total convenido. 


Artículo 1805.—Pueden venderse las cosas futuras, antes de 
que existan en especie, y también una esperanza incierta. 

Igualmente pueden venderse las cosas o derechos litigiosos, o 
con limitaciones, gravámenes o cargas, siempre que el vendedor ins- 
truya previamente al comprador, de dichas circunstancias y así se 
haga constar en el contrato. 


Artículo 1806.—Se puede vender un derecho hereditario, sin 
especificar los bienes de que se compone; y en tal caso, el vendedor 
sólo responderá de su calidad de heredero. 

El vendedor deberá pagar al comprador las cosas de la heren- 
cia, de las que se hubiere aprovechado; y a su vez, el comprador, 
satisfacer al vendedor las deudas y cargas que en razón de la heren- 
cia hubiere pagado. 
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Artículo 1807.—Si una misma cosa mucble se hubiere vendi- 
do a diferentes personas, prevalecerá la venta hecha al que de bus- 
na fe se halle en posesión de la cosa; y si ninguno tuviere la pose- 
sión, prevalecerá la venta primera en fecha. 


Artículo 1808.—Si la cosa vendida fuere inmueble o derecho 
real sobre inmusbles, prevalecerá la venta que primero se haya ins- 
crito en el Registro, y si ninguna lo ha sido, será válida la venta 
anterior en fecha. 


CAPITULO “1 
Obligaciones del vendedor 


Artículo 1809.—El vendedor está obligado a entregar la cosa 
vendida y a garantizar al comprador la pacífica y útil posesión de 
la misma. 


La entrega se hará en el lugar señalado en el contrato, y a 
falta de convenio, en el lugar en que la cosa se encuentre al tiempo 
de la venta. 


Artículo 1810.—La entrega de la cosa vendida puede ser real, 
simbólica o legal. 


La primera consiste en la entrega material de la cosa vendi- 
da o del título si se trata de un derecho. 


La entrega simbólica se realiza empleando alguna forma o fi- 
gura con la cual el comprador se da por recibido de la cosa vendida. 


La entrega legal tiene lugar cuando la ley considera recibida 
la cosa por el comprador aun sin estar materialmente entregada. 


Artículo 1811.—Si los contratantes no fijaren plazo, la entre- 
ga de la cosa vendida se hará inmediatamente, a no ser que se tra- 
tare de cosas cuya entrega debe prepararse, en cuyo caso el vende- 
dor deberá tenerlas a disposición del comprador dentro de las vein- 
ticuatro horas siguientes a la celebración del contrato. 


Si el vendedor no entrega la cosa, el comprador puede pedir 
que se le ponga en posesión de ella, o la resolución del contrato. 
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Artículo 1812.—La entrega de la cosa vendida se entiende ve- 
rificada: 


1? Por la transmisión del conocimiento, certificado de depó- 
sito o carta de porte; 

2? Por el hecho de fijar su marca el comprador con consenti- 
miento del vendedor en las cosas compradas; y 

3% Por cualquier otro medio autorizado por el uso. 


Artículo 1813.—El riesgo de la cosa recae sobre el contratan- 
te que tenga la posesión material y el uso de la misma, salvo con- 
venio en contrario. 


Artículo 181).—En caso de resolución del contrato por falta 
de entrega de la cosa, el vendedor deberá devolver el precio pagado 
y los intereses corridos hasta la devolución, más los daños y perjui- 
cios; pero sólo devolverá el precio si el comprador, a tiempo de ce- 
lebrar el contrato, hubiere conocido el obstáculo del que ha proye- 
nido la falta de entrega de la cosa. 


Artículo 1815.—La cosa vendida debe entregarse en el estado 
en que se hallaba en el momento del contrato; y desde ese día los 
frutos psrtenecen al comprador, salvo lo que estipulen las partes. 


Artículo 1816.—-Si después de perfeccionada la venta, el ven- 
dedor consume, altera o enajena y entrega a otro las cosas vendi- 
das, el comprador podrá exigir otras equivalentes en especie, cali- 
dad y cantidad o, en su defecto, su valor a juicio de peritos, con in- 
demnización de daños y perjuicios en ambos casos, 


Artículo 1817.—El comprador que contratare en conjunto una 
determinada cantidad de cosas o efectos, no está obligado a recibir 
una parte bajo promesa de que se le entregará posteriormente lo 
restante. 


Pero si el comprador aceptare las entregas parciales, la ven- 
ta se tendrá por consumada en cuanto a las porciones recibidas, aun 
cuando el vendedor no le entregue las restantes. En este caso el 
comprador podrá compeler al vendedor a que cumpla integramente 
el contrato o a que indemnice los daños o perjuicios que le cause 
el cumplimiento imperfecto, 
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Artículo 1818.—Entregadas las cosas vendidas, el comprador 
no será oído sobre defecto de calidad o falta de cantidad siempre 
que al tiempo de la entrega las hubiere examinado y recibido sin pre- 
via protesta. 


Artículo 1819.—Cuando las cosas fueren entregadas en fardos 
o bajo cubierta que impida su reconocimiento y el comprador hicie- 
re una formal y expresa reserva del derecho de examinarla, podrá 
reclamar dentro de tres días inmediatos al de la entrega, compro- 
bando las faltas de cantidad o defecto de calidad. 


Artículo 1820.—Si la venta fuere de bienes inmuebles y se hu- 
biese hecho fijando su área, o a razón de un precio por unidad de 
medida, el comprador está obligado a pagar lo que se halle de más 
y el vendedor a devolver el precio correspondiente a lo que se en- 
cuentre de menos, siempre que el exceso o falta no pase de la dé- 
cima parte del todo vendido. 


A A a. 


La acción para ejercitar este derecho prescribe en un año con- | 
tado desde la fecha del contrato o del día fijado por las partes para 
verificar la medida. 


Artículo 1821.—Cuando el comprador no puede pagar inme- 
diatamente la diferencia del precio que resulte a su cargo, estará 
obligado el vendedor a concederle un término para el pago. Si lo 
negare, el juez, con arreglo a las circunstancias del caso, acordará un 
término que no exceda de tres meses contados desde la aprobación 
de la medida. 


Artículo 1822.—Si el exceso o falta en la extensión de la cosa 
vendida es mayor que un décimo, queda a elección del comprador, 
o pagar lo que hubiese de más y cobrar en su caso lo que resulte de 
menos, o rescindir el contrato. 


Artículo 1823.—Si un inmueble se ha vendido determinando 
expresamente sus linderos, el vendedor estará obligado a entregar 
todo lo que esté comprendido dentro de dichos linderos, aunque ha- 
ya exceso o disminución en las medidas indicadas en el contrato. 


Artículo 1824.—Salvo uso o pacto en contrario, el vendedor 
debe satisfacer los gastos de la entrega de la cosa vendida; y el com- 
prador los de escritura. 
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CAPITULO HI 
De las obligaciones del comprador 


Artículo 1825.—La obligación principal del comprador es pa- 
gar el] precio en el día, lugar y forma estipulados en el contrato. 


A falta de convenio, el precio debe ser pagado en el lugar y 
momento en que se hace la entrega de la cosa. 


Artículo 1826.—El comprador que no ha pagado el precio y ha 
recibido la cosa, está obligado al pago de intereses en los casos si- 
guientes: 


1* Si así se estipuló en el contrato; 
2% Si la cosa produce frutos o rentas; y 
3* Si fuere requerido judicial o notarialmente para el pago. 


Artículo 1827.—Cuando se ha pagado parte del precio, y en el 
contrato no se estipuló plazo para el pago de la otra parte, si el com- 
prador no paga el resto dentro del plazo que el juez señale pruden- 
cialmente, o no otorga la garantía convenida, puede el vendedor pe- 
dir la rescisión, devolviendo la parte de precio pagado, deducidos 
los impuestos y gastos de] contrato que hubiere hecho efectivos. 


Artículo 1828.—Si el comprador fuere perturbado en la pose- 
sión o hubiere motivo justificado para temer que lo será, podrá el 
juez autorizarlo para retener la parte del precio que baste a cubrir 
la responsabilidad del vendedor, salvo que éste haga cesar la pertur- 
bación o garantice el saneamiento. .. 

Artículo 1829.—En las ventas a plazos la retención a que se 
refiere el artículo anterior, comenzará por el último vencimiento es- 
tipulado en el contrato y los que le precedan, hasta completar la can- 
tidad cuya retención haya sido autorizada judicialmente. 


Artículo 1830.—El comprador está obligado a recibir la cosa 
en el lugar y tiempo convenidos, o en su defecto, en los legales, y si 
rehusare sin justa causa recibirla o si por su culpa se demorare la 
entrega, correrán a su cargo los riesgos de la cosa y los gastos de su 
conservación y el vendedor tendrá además el derecho de cobrarle los 
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daños y perjuicios que le causare. Si la cosa fuere mueble, el ven- 
dedor puede pedir su depósito a costa del comprador, 


Artículo 1831.—El comprador es responsable de la baja del 
precio y de las costas, en la resolución de la venta por falta de pago 


del precio. 


Artículo 1832.—El comprador tiene derecho de retener el pre- 
cio mientras se le demora la entrega de la cosa. 


Artículo 1833.—Si se ha fijado plazo para el pago del precio 
y el vendedor demora la entrega de la cosa, el plazo se contará de 
la fecha de la entrega y no de la estipulada en el contrato. 


CAPITULO IV 
Compraventa por abonos con o sin reserva de dominio 


Artículo 1831.—(Artículo 109 del Decreto-Ley número 218.) 
—Es válida la venta con pacto de reserva del dominio, mientras el 
comprador no pague totalmente el precio o no se realice la condición 
a que las partes sujetan la consumación del contrato. 

El comprador obtiene por esta modalidad de venta la pose- 
sión y uso de la cosa, salvo convenio en contrario; pero mientras no 
haya adquirido la plena propiedad, le queda prohibido cualquier 
enajenación o gravamen de su derecho sin previa autorización escri- 
ta del vendedor. 

Cuando el precio se paga totalmente o se cumple la condición, 
la propiedad plena se transfiere al] comprador sin necesidad de ul- 
terior declaración. En este caso, el vendedor deberá dar aviso por 
escrito al Registro de la Propiedad, dentro de los ocho días de ha- 
berse cancelado totalmente el precio, para que se haga la anotación 
respectiva. La falta de cumplimiento de esta disposición será san- 
cionada por el juez con multa de diez quetzales. 
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Artículo 1835.—(Artículo 110 del Decreto-Ley número 218.) 
—La venta con pago del precio en abonos, con o sin reserva de do- 
minio de bienes inmuebles, o de muebles susceptibles de identificar- 
se de manera indubitable, debe inscribirse en el Registro de la Pro- 
piedad; su rescisión o resolución producirá efectos contra tercero 
que hubiere adquirido los bienes de que se trata. 
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Si el contrato se refiere a bienes muebles que no pueden iden- 
tificarse y por lo mismo su venta no pueda registrarse, no serán per- 
judicados los terceros adquirentes de buena fe. 


Artículo 1836.—(Artículo 111 del Decreto-Ley número 218.) 
-——El contrato de compraventa en abonos con reserva o no de 
dominio, puede resolverse por falta de pago de cuatro o imás men- 
sualidades consecutivas si el contrato fuere de bienes inmuszsbles. 

En este caso, el vendedor devolverá al comprador el precio re- 
cibido descontándose una equitativa compensaciónn por el uso de la 
cosa, que fijará el juez oyendo el dictamen de peritos, si las partes 
no se ponen de acuerdo. 


Artículo 1857.—(Artículo 112 del Decreto-Ley número 218.) 
—S1i la venta fuere de bienes muebles, el vendedor tiene derecho en 
caso de resolución del contrato, de hacer suyos los abonos pagados, 
como indemnización por el uso y depreciación de la cosa. Sin em- 
bargo, el vendedor queda obligado a reintegrar al comprador cual- 
quier excedente que obtuviere en la reventa, después de hacerse pa- 
go del saldo del precio que motivó la resolución del contrato más los 
gastos realizados y comprobados para lograr la reventa. 

Si el precio de la reventa se paga al contado, el pago se hará 
inmediatamente al acreedor, y si se pacta en amortizaciones, en la 
misma forma se hará el pago. 


Artículo 1838.—(Artículo 113 del Decreto-Ley número 218.) 
—Serán por cuenta del comprador todos los gastos de uso, conser- 
vación y reparaciones de la cosa mueble así como el pago de im- 
puestos y licencias. 

Tratándose de bienes inmuebles, las mejoras se regularán en 
caso de rescisión, por las disposiciones del Capítulo IV, Título VIH 
de la 2* parte del Libro 5* en lo que fueren aplicables, 


Artículo 1839.—La cosa será recuperada por el vendedor abo- 
nando el valor de las mejoras que no sean separables, pero tendrá 
derecho a ser indemnizado por los daños que el comprador hubiere 
causado a la propiedad. 

Si la cosa produjo frutos o rentas, el comprador los devolverá 
al vendedor; pero si en los abonos se hubieren incluido intereses, se 
hará compensación entre aquéllos y éstos, devolviéndose solamente 
la diferencia si la hubiere. 


Artículo 1840.— (Artículo 114 del Decreto-Ley número 218.) 
—E] vendedor puede reservarse la entrega material de la cosa para 
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cuando el precio se haya acabado de pagar, o cuando hubiere entre- 
gado un número determinado de abonos. En estos casos, si el contra- 
to se resuelve, el vendedor devolverá las sumas que haya recibido 
y los intereses legales si no estuvieren estipulados. 

El comprador que hubiere pagado la mitad del precio o más, 
puede exigir que el vendedor le garantice la entrega de la cosa o la 
devolución de los abonos si el vendedor se negare. 


Artículo 18/1.— (Artículo 115 del Decreto-Ley número 218.) 
—Es mula la estipulación de que el comprador perderá a favor del 
vendedor los abonos que hubiere efectuado, aunque sea a título de 
multa o de retribución por el uso de la cosa, salvo lo dispuesto en el 
artículo 1837. 


Artículo 18/2.—(Artículo 116 del Decreto-Ley número 218.) 
—ZLa calificación de arrendamiento, depósito o cualquiera otra de- 
nominación que se dé a la venta no surtirá otros efectos que los 
que se expresan en este capítulo. 


Artículo 18/3.—Las condiciones impuestas por las compañías 
o empresas lotificadoras o constructoras, deberán ser aprobadas por 
la autoridad gubernativa para que se reconozca su validez. 


CAPITULO V 


Pactos de rescisión 


Artículo 18/,).—Pueden las partes estipular en el contrato que 
la venta se rescindirá si no se paga el precio en cierto día determi- 
nado. Sin embargo, el comprador de bienes inmuebles podrá pagar 
el precio después del día señalado mientras no hubiere incurrido en 
mora en virtud de requerimiento. 


Artículo 1845.—La venta de cosas que no sean inmuebles se 
entenderá rescindida sin necesidad de requerimiento, si a la expira- 


ción del término convenido no se presentó el comprador a pagar el 
precio. 


Artículo 1846.—Si estipulado el pacto de rescisión, el compra- 


dor paga más de la mitad del precio total, no procederá la rescisión 
y el vendedor solamente tendrá derecho a exigir el pago del resto, 
costas y perjuicios. 
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Artículo 18)7.—Puede también estipularse en el contrato que 
la venta se rescindirá a solicitud del vendedor si dentro de un tér- 
mino fijado hubiere quién dé más por la cosa. 

Este término no podrá exceder en ningún caso de seis meses 
si se tratare de inmuebles o de tres si se tratare de otros bienes, y 
se contará de la fecha de la celebración del contrato. 


Artículo 18/8.—Estipulado el pacto a que se refiere el artícu- 
lo anterior, el comprador goza de preferencia para quedarse con la 
cosa pagando la diferencia de precio. Para el ejercicio de este de- 
recho deberá notificársele al comprador el ofrecimiento del precio 
mayor. 

Pagada la diferencia por el comprador el pacto se tendrá por 
concluido aunque el término por el cual se estipuló no lo estuviere. 


Artículo 18/9.—No procede la rescisión si se prueba colusión 
entre el vendedor y el que ofrece mayor precio. 

Se entenderá que hubo colusión si el comprador exige que el 
precio mayor se deposite en efectivo y no se deposita dentro de 
los tres días siguientes al requerimiento. 


Artículo 1850.—Las mejoras que hubiere hecho el comprador 
en la cosa y el aumento del valor que ésta tenga por el transcurso 
del tiempo, deben serle pagados si por el ofrecimiento de precio ma- 
yor se rescinde la venta. 


Artículo 1851.—La rescisión voluntaria de la venta sin pacto 
especia] previo, solamente puede hacerse dentro del año de la ce- 
lebración del contrato, si se tratare de bienes inmuebles o derechos 
reales sobre los mismos, y dentro de los seis meses si se tratare de 
otros bienes, 
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TITULO V 
De la permuta 


Artículo 1852.—La permuta es un contrato por el cual cada 
uno de los contratantes transmite la propiedad de una cosa a cam- 
bio de la propiedad de ctra. Cada permutante es vendedor de la 
cosa que da y comprador de la que recibe en cambio; y cada una de 
las cosas es precio de la otra. Este contrato se rige por los mismos 
principios del contrato de compraventa, en lo que fueren aplicables. 


Artículo 1853.—£Si la cosa que se entrega se ha de pagar parte 
en dinero y parte en otros bienes, el contrato será de permuta siem- 
pre que la porción estipulada en dinero no llegue a la mitad del 
precio. 


Artículo 185).—-El permutante que sufra evicción de la cosa 
que recibió, o que la devuelva en razón de sus vicios, puede recla- 
mar a su elección, la restitución de la cosa que dio, si se halla aún 
en poder del otro permutante, o el valor de la cosa que se le hubie- 
se dado en cambio, con el pago de daños y perjuicios. 
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TITULO VI 


Donación entre vivos 


Artículo 1855.—La donación entre vivos es un contrato por el 
cual una persona transfiere a otra la propiedad de una cosa, a título 
gratuito. 


Artículo 1856.—La donación entre vivos también puede ser re- 
muneratoria y onerosa, pero en este último caso, sólo constituye do- 
nación el exceso que hubiere en el precio de la cosa, deducidos los 
gravámenes o cargas. 


Artículo 1857.—El donatario puede aceptar en el momento de 
la donación o en acto separado. Si aceptare con posterioridad, para 
que el contrato quede perfecto debe notificarse la aceptación al do- 
nante en forma auténtica. 


Artículo 1858.—Si el donante muere antes que el donatario 
haya aceptado la donación, puede éste, sin embargo, aceptarla y los 
herederos del donante están obligados a entregar la cosa donada. 

Si muere el donatario antes de aceptar la donación, queda és- 
ta sin efecto, y sus herederos nada podrán pedir al donante, 


Artículo 1859.—El donatario se subroga en todos los derechos 
y acciones que en caso de evicción corresponderían al donante. Es- 
te, en cambio, no queda obligado al saneamiento de las cosas do- 
nadas, salvo si la donación fuere onerosa o remuneratoria, en cuyo 
caso responderá el donante de la evicción hasta la concurrencia del 
gravamen. 


Artículo 1860.—La donación puede hacerse por medio de apo- 
derado; pero el poder debe designar la persona del donatario y espe- 
cificar los bienes objeto de la donación y condiciones a que queda 
sujeta. 
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Artículo 1861.—La donación que se haga a los menores, inca- 
paces o ausentes, la aceptarán sus representantes legales; pero, 
cuando se trate de donaciones condicionales y ongrosas, deberá pre- 
ceder autorización judicial, como en el caso de utilidad y necesidad. 


Artículo 1862.—La donación de bienes inmuebles debe otor- 
garse y aceptarse por escritura pública. 


Artículo 1863.—Toda donación será estimada; y si compren- 
diere todos o la mayor parte de los bienes o los más productivos, 
deberán detallarse en el instrumento en que se otorgue el contrato. 


Artículo 186).—-El donatario quedará obligado con los acree- 
dores y alimentistas del donante y con el hijo nacido con posterio- 
3 ridad, solamente hasta el valor de los bienes donados al tiempo de 
E hacerse la donación, si el donante no tuviere medios para cumplir 
estas obligaciones; pero podrá eximirse de responsabilidad hacien- 
do abandono de los bienes donados o de la parte suficiente para cu- 
brirlas. 


Artículo 1865.—En las donaciones onerosas, el donatario que- 
dará obligado por la parte que efectivamente constituye la donación, 
en los términos del artículo anterior, una vez deducido el monto 
de las obligaciones impuestas. 


Artículo 1866.—La donación gratuita, y la onerosa en la par- 
te que constituya la donación efectiva, pueden ser revocadas por 
causa de ingratitud del donatario. Esta facultad es personal del do- 
nante e irrenunciable, y se otorga en los casos siguientes: 


1* Si el donatario comete algún delito contra la persona, la 
A honra o los bienes del donante, su cónyuge, conviviente de 
hecho, sus ascendientes o descendientes; 


2? Por acusar o denunciar de algún delito al donante, salvo 
que el delito se hubiere cometido contra el donatario, su 


conyuge, conviviente de hecho, sus ascendientes o descen- 
dientes; y 


3” Por negarse indebidamente a alimentar al donante que ca- 


reciere de bienes, o si lo desamparare o abandonare cuando 
as estuviere necesitado de asistencia. 
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Artículo 1867.—La revocación de la donación por ingratitud 
sólo puede hacerse contra el donatario; sin embargo, si hubiere sido 
iniciada en vida de éste, podrá continuarse contra los herederos. 


Artículo 1868.—Cuando el donatario cause voluntariamente la 
muerte del donante, se invalida por el mismo hecho la donación. 


Artículo 1869.—La revocación que haga el donante por cau- 
sa de ingratitud, no producirá efecto alguno si no se notifica al do- 
natario o a sus herederos dentro de los sesenta días siguientes a la 
fecha en que se otorgue la escritura pública de revocación. 


Artículo 1870.—El donatario o sus herederos podrán oponer- 
se a la revocación que haga el donante, contradiciendo las causas 
que éste invoque, para que judicialmente se decida sobre el mérito 
de ellas. 


Artículo 1871.—QQueda consumada la revocación que no fue- 
re contradicha dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que 
sea notificada al donatario o a sus herederos. 


Artículo 1872.—No son revocables las donaciones remunera- 
torias, las que se hacen con motivo de matrimonio que se ha efec- 
tuado y los obsequios que se acostumbra por razones sociales o de 


piedad. 


Artículo 1873.—La revocación de la donación perjudica a ter- 
cero desde que se presentare al Registro la escritura, si se tratare 
de bienes inmuebles, y desde que se hiciere saber a los terceros o 
se publicare la revocación, si se tratare de otra clase de bienes. 


Artículo 1871.—La facultad de revocar la donación por cau- 
sa de ingratitud dura seis meses, contados desde que el donante tu- 
vo conocimiento del hecho que la motiva. 


Articulo 1875.—Si la donación fuere onerosa y el donatario 
no cumpliere la prestación a que se hubiere obligado, o sin justa 
causa la suspende o interrumpe, puede el donante rescindir el con- 
trato; sin embargo, si la obligación del donatario consistiere en el 
pago de una pensión o deuda y hubiere pagado la mitad o más, el 
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donante o sus herederos no podrán rescindir el contrato sino sola- 
mente reducir la donación efectiva en cuanto a los bienes que sean 


necesarios para completar el pago. 3 


á Artículo 1876.—El donante que desmejora de fortuna puede 

reducir la donación en la parte necesaria para sus alimentos. 

Si fueren varias las donaciones hechas a diversas personas, la 

reducción comenzará por la última en fecha y se continuará con la 

inmediata anterior hasta llegar a la más antigua. 8 
Habiendo diversas donaciones otorgadas en la misma fecha, 

se hará la reducción a prorrata. 


”. Artículo 1877.—Si no fuere posible la devolución de las cosas 
donadas, al revocarse, rescindirse o reducirse la donación, el dona- 
tario estará obligado a devolver el valor que hayan tenido al tiempo 
de hacerse la donación o la parte de ese valor, según los casos. 


Artículo 1878.—Los frutos y productos de las cosas donadas 
corresponden al donatario hasta el día en que se le notifique la re- 
vocación, rescisión o reducción. 


Artículo 1879.—La acción para pedir la reducción o rescisión 


de la donación dura seis meses, contados desde el día en que sobre- 
vino el motivo de la reducción o rescisión. 
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TITULO VIH 
Del arrendamiento 
CAPITULO I 


Disposiciones generales 


Artículo 1880.—El arrendamiento es el contrato por el cual 
una de las partes se obliga a dar el uso o goce de una cosa por cierto 
tiempo, a otra que se obliga a pagar por ese uso o goce un precio 
determinado. 

Todos los bienes no fungibles pueden ser objeto de este con- 
trato, excepto aquellos que la ley prohibe arrendar y los derechos es- 
trictamente personales. 

La renta o precio del arrendamiento debe consistir en dinero 
o en cualquiera otra cosa equivalente, con tal que sea cierta y de- 
terminada. 

Artículo 1881.—Puede dar bienes en arrendamiento el propie- 
tario que tenga capacidad para contratar, así como el que por ley 
o pacto tenga esta facultad respecto de los bienes que administra. 


Artículo 1882.—El marido necesita del consentimiento de su 
cónyuge para dar en arrendamiento los bienes comunes del patri- 
monio conyugal por un plazo mayor de tres años o con anticipo de la 
renta por más de un año. 


Artículo 1883.—El copropietario de cosa indivisa no puede 
darla en arrendamiento sin el consentimiento de sus condueños. 


Artículo 1881.—No pueden tomar en arrendamiento: | 
1+ Los administradores de bienes ajenos, los bienes que estén 


a su cargo; 
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% El mandatario, los bienes del mandante, a no ser con el con- 
sentimiento expreso de éste; y 

3" Los funcionarios y empleados públicos, los bienes que son 
objeto de los asuntos en que intervienen por razón de su 


cargo. 


Artículo 1885.—Cuando una misma cosa se hubiere arrendado - 
a dos o más personas, tendrá la preferencia el primer contratante, 
y si los contratos fueren de la misma fecha, el que tenga la cosa en 
su poder; pero, si el arrendamiento debe inscribirse en el Registro 
de la Propiedad, la preferencia corresponderá al que primero haya 
inscrito su derecho. 


Artículo 1886.—El plazo del arrendamiento será fijado por las 
partes. 

El arrendatario tendrá derecho de tanteo para la renovación del 
contrato por un nuevo plazo, siempre que haya cumplido volunta- 
riamente todas las obligaciones que contrajo en favor del arrenda- 
dor. 


Artículo 1887.—Vencido el plazo del arrendamiento, si el 
arrendatario no devuelve la cosa y el arrendador no la reclama y, 
en cambio, recibe la renta del período siguiente sin hacer reserva 
alguna, se entenderá prorrogado el contrato en las mismas condicio- 
nes, pero por plazo indeterminado. 

La prórroga del contrato por voluntad expresa o tácita de las 
partes, extingue las fianzas y seguridades que un tercero haya pres- 
tado para garantizarlo, salvo que el fiador se obligue expresamente. 


Artículo 1888.—En los arrendamientos cuya duración se cuen- 
ta por años forzosos y voluntarios, estos últimos se convierten en 
obligatorios si el optante no avisa al otro, con tres meses de antici- 
pación, que terminará el contrato cuando se acaben los años forzo- 
805. 


Artículo 1889.—Las cláusulas del contrato que sean oscuras o 
dudosas sobre la duración del arrendamiento, se interpretarán a fa- 
vor del arrendatario que no haya sido moroso en el pago de la renta. 


Artículo 1890.—El arrendatario podrá subarrendar en todo o 
en parte la cosa arrendada si no le ha sido prohibido expresamente, 


pero no puede ceder el contrato sin expreso consentimiento del 
arrendador. 
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El subarriendo total o parcial no menoscaba los derechos ni las 
obligaciones que respectivamente corresponden al arrendador y al 
arrendatario, ni altera las garantías constituidas para seguridad del 
contrato de arrendamiento. 


Artículo 1891.—-El subarrendatario no podrá usar la cosa en 
otros términos ni para otros usos, que los estipulados con el primer 
arrendador; y será responsable solidariamente con el arrendatario 
por todas las obligaciones a favor del arrendador. 


Artículo 1892.—Cesado el arrendamiento caducan los sub- 
arrendamientos aunque su plazo no hubiere vencido; salvo el dere- 
cho del subarrendatario para exigir del arrendatario la indemniza- 
ción correspondiente. 


Artículo 1893.—Ninguna de las partes puede mudar la forma 
de la cosa arrendada sin consentimiento de la otra. La violación de 
este precepto da derecho al perjudicado para exigir que la cosa se re- 
ponga al estado que guardaba anteriormente, o a que se rescinda el 
contrato si la modificación fue de tal importancia que la haga des- 
merecer para el objeto del arrendamiento. 


Artículo 189).—Si durante el arrendamiento el arrendador 
enajena la cosa, el nuevo dueño no podrá negarse a mantener en el 
uso de ella al arrendatario mientras no expire el término del con- 
trato. 


Artículo 1895.—Si el arrendatario abandonare la cosa arren- 
dada, el contrato se tendrá por resuelto y el arrendador tendrá de- 
recho a que se le entregue judicialmente. 


Artículo 1896.—Los arrendamientos de bienes nacionales, mu- 
nicipales o de entidades autónomas o semiautónomas, estarán su- 
jetos a sus leyes respectivas y, subsidiariamente, a lo dispuesto en 
este Código. 


CAPITULO UH 
Obligaciones y derechos del arrendador 


Artículo 1897.—El arrendador está obligado a entregar la co- 
sa en estado de servir al objeto del arrendamiento. 
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La entrega debe hacerse inmediatamente si no se fija plazo; 
pero si el arrendatario debe pagar la renta anticipadamente o pres- 
tar garantía, mientras no cumpla estas obligaciones, no estará obli- 
gado el arrendador a entregar la cosa. 


Artículo 1898.—El arrendador que de buena fe da en arren- 
damiento cosa ajena, se libra de responsabilidad si presenta otra 
de iguales o mejores condiciones al arrendatario, «aunque no la 


acepte. 


Artículo 1899.—-Si el arrendatario sabía que la cosa era aje- 
na y no se cuidó de asegurarse de la facultad del arrendador para 
celebrar el contrato, no tendrá derecho a ninguna indemnización por 
la falta de entrega o la privación de la cosa. 


Artículo 1900.—Si la cosa se destruye antes de la entrega en 
su totalidad o de modo que quede inútil para el propósito de] arren- 
damiento, sin culpa del arrendador, no tendrá obligación de indem- 
nizar a] arrendatario, pero devolverá la renta si se hubiere antici- 
pado. 


Artículo 1901.—El arrendador está obligado: 


1? A poner en conocimiento del arrendatario, en el acto de 
celebrarse el contrato, los vicios ocultos de la cosa y las li- 
mitaciones y gravámenes que puedan perjudicarle; | 

2? A mantener al arrendatario en el goce pacífico de la cosa 
durante el arrendamiento; 

3? A no estorbar ni embarazar de manera alguna el uso de la 
cosa arrendada, a no ser por causa de reparaciones urgen- 
tes e indispensables; 

4* A conservar la cosa arrendada en el mismo estado, duran- 
te el arrendamiento, haciendo para ello todas las repara- 
clones necesarias; 

3? A defender el uso de la cosa contra un tercero que preten- 
da tener o quiera ejercer algún derecho sobre ella; y 

6? A pagar los impuestos fiscales y municipales que gravitan 
sobre la cosa. 


Artículo 1902.—Si el arrendador no hiciere las reparaciones 
que sean necesarias para impedir la destrucción o deterioro de la 
cosa, después de ser avisado de la urgencia de su realización, que- 
dará a elección del arrendatario rescindir el arrendamiento o soli- 
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citar autorización judicial para hacerlas por su cuenta. El juez, con 
conocimiento de causa, fijará la cantidad máxima que el arrenda- 
tario podrá gastar y la parte de alquileres o rentas que deberá apli- 
carse al pago. 


CAPITULO IM 
Obligaciones y derechos del arrendatario 


Artículo 1903.—El arrendatario está obligado a pagar la ren- 
ta desde el día en que reciba la cosa, en los plazos, forma y lugar 
convenidos. 

A falta de convenio, la renta se pagará vencida, a la presen- 
tación del recibo firmado por el arrendador o su representante legal. 


Artículo 190).—-Si el contrato se rescinde o se declara termi- 
nado antes de vencerse el plazo, o si la cosa se devuelve después de 
vencido el contrato, la renta correrá hasta el día en que efectiva- 
mente sea devuelta. 


Artículo 1905.—No es válida la estipulación de que el arren- 
datario pagará la totalidad de las rentas por devolución de la cosa 
antes del vencimiento del plazo, salvo lo dispuesto en el artículo 


1888. 


Artículo 1906.—Si el arrendatario se ve impedido, sin culpa 
suya, del uso tota] o parcial de la cosa arrendada, no está obligado 
a pagar la renta en el primer caso, y tiene derecho, en el segundo, 
a una rebaja proporcional que, a falta de acuerdo, fijará el juez. 

En ambos casos, si el impedimento dura más de dos meses, 
el arrendatario podrá pedir la rescisión del contrato. 


Artículo 1907.—El arrendatario está obligado: 


1> A servirse de la cosa solamente para el uso convenido, y 
a falta de convenio, para el que corresponda según su na- 
turaleza y destino; 

2? A responder de todo daño o deterioro que el bien arren- 
dado sufra por su culpa o la de sus familiares, dependien- 
tes y subarrendatarios, así como los que causen los anima- 
les y cosas que en ella tenga; y 
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3 A devolver la cosa, al terminar el arrendamiento, en el 
estado en que se le entregó, salvo los das inheren- 
tes al uso prudente de ella. 

Si la entrega se hizo por inventario, la devolución dcha ha- 
cerse de conformidad con el mismo. 


Artículo 1908.—El arrendatario que establece en el inmueble 
arrendado una industria peligrosa, tiene obligación de asegurarlo 
contra los riesgos que se originan del ejercicio de esa industria, sien- 
do responsable por los daños que se causen si así no lo hiciere, 


Artículo 1909.—Serán de cuenta del arrendatario las repara- 
ciones llamadas locativas, pero serán de cuenta del arrendador si 
los deterioros provinieren de mala calidad o defecto de construcción 
de la cosa arrendada. 


Artículo 1910.—Se entiende por reparaciones locativas las que 
según la costumbre del lugar son a cargo del arrendatario y, en ge- 
neral, las de aquellos deteriores que ordinariamente se producen por 
culpa del arrendatario, sus familiares o dependientes. 


Artículo 1911.—El arrendatario está obligado a poner inme- 
diatamente en conocimiento del arrendador, de cualquiera usurpa- 
ción o imposición de servidumbre que se intente contra el inmue- 
ble, siendo responsable de los perjuicios que cause su omisión. 


Artículo 1912.—El arrendatario es responsabie del incendio 
del bien objeto del arrendamiento, a no ser que provenga de caso 
fortuito, fuerza mayor o vicio de construcción. 


Artículo 1913.—Si son varios los arrendatarios, todos son res- 
ponsables del incendio en la proporción de la parte que respectiva- 
mente ocupan, a no ser que se pruebe que el incendio comenzó en 
la habitación de alguno de ellos, quien en tal caso será el único res- 
ponsable. 


Artículo 191/.—Cesa la responsabilidad del arrendatario, en 
caso de incendio, si la cosa estuviere asegurada; salvo el derecho del 


asegurador contra el arrendatario si el incendio fue causado por cul- 
pa de éste. 
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De las mejoras 


Artículo 1915.—El arrendatario tiene facultad de hacer en la 
cosa arrendada, sin alterar su forma, todas las mejoras de que quie- 
ra gozar durante el arrendamiento. 


Artículo 1916.—Las mejoras son necesarias, cuando tienen por 
objeto impedir la destrucción o el deterioro de la cosa. 

Son útiles cuando, sin pertenecer a la clase de necesarias, au- 
mentan el valor y renta de la cosa en que se ponen. 

Y son de recreo cuando, sin ser necesarias ni útiles, sirven pa- 
ra ornato, lucimiento o mayor comodidad. 


Artículo 1917.—Ninguna mejora es abonable al arrendatario, 
salvo convenio por escrito en que el dueño se haya obligado a pa- 
garla. 

Quedan exceptuadas de esta disposición las reparaciones ne- 
cesarias o las locativas que sean de cuenta del arrendador, las cua- 
les serán abonables si se hacen por el arrendatario después de noti- 
ficar al primero, privada o judicialmente, la necesidad de la repara- 
ción. 

Artículo 1918.—Es nulo el contrato sobre abono de mejoras 
en que no se especifica, al menos aproximadamente, cuáles deben 
ser éstas y cuánta será la mayor cantidad que con tal cbjeto pueda 
gastar el arrendatario. 


Artículo 1919.—-Puede el arrendador autorizar al arrendatario 
para que invierta en mejorar la cosa arrendada, una o más de sus 
rentas. 


Artículo 1920.—También puede autorizarza al arrendatario, 
para que de sus fondos propios gaste en mejoras de la cosa, hasta 
la cantidad que se estipule. 


Artículo 1921.—Cuando el arrendatario haya puesto mejoras 
con consentimiento del dueño, o sin él, para gozar de ellas durante 
el tiempo del arrendamiento y dejarlas después a beneficio de la fin- 
ca, sin responsabilidad de éste; si antes de concluirse ese tiempo se 
interrumpe el arrendamiento por causa o culpa del dueño, desde en- 
tonces se hacen abonables las mejoras necesarias o útiles. En este 
caso, el dueño o el que le suceda en la cosa responderá, o bien de 
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todo el valor de ellas si no las hubiese disfrutado todavía el arren- 
datario, o sólo de una parte proporcional al tiempo que faltaba del 
contrato si ya hubiese empezado a gozarlas. 


Artículo 1922.—La tasación de mejoras se arreglará: 


1? Al convenio de las partes; y 
22 A lo gastado en ponerlas y conservarlas. 


Artículo 1923.—Siempre que se haga tasación de mejoras abo- 
nables al arrendatario, se incluirá en ella y se rebajará de su monto, 
el valor de los daños o deterioros a que se refiere el inciso 2? del ar- 
tículo 1907. 


Artículo 192).—Si son separables las mejoras que no se de- 
ben abonar, puede separarlas el arrendatario que las puso. 

Si no son separables, o si no puede hacerse la separación sin 
destruirlas, el arrendador puede impedir que se destruyan. 


Artículo 1925.—Las mejoras que sean abonables por haberse 
puesto conforme a lo convenido legalmente entre el dueño y el arren- 
datario, serán pagadas en cantidad, tiempo y forma, según conve- 
nio. 

Faltando acuerdo sobre el modo de verificarse el pago de estas 
mejoras, se hará con la cantidad que baste de la renta del último 
año del arrendamiento. 


Artículo 1926.—Cuando en un contrato de arrendamiento se 
designa por renta una cantidad menor de la que produce la cosa, 
con el objeto explícito de que la mejore el arrendatario, si éste no 
cumple con poner las mejoras, el arrendador tiene derecho a pedir 
la rescisión del contrato; la devolución de las cantidades que se re- 
bajaron de la renta, en consideración a las mejoras; los intereses de 
la suma a que estas cantidades asciendan, y la indemnización de los 
perjuicios que se le hubieren causado. 

Tiene los mismos derechos el arrendador, cuando de cualquier 
otro modo se entrega o deja al arrendatario alguna cantidad desti- 


nada expresamente para mejoras, si éste no cumple con la obliga- 
ción de mejorar. 


Artículo 1927.—Si el arrendatario hubiese puesto sólo una 
2é% más o menos considerable de las mejoras a que estaba obli- 
gado, el juez resolverá, según las circunstancias, sobre la rescisión 
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del contrato, pero siempre habrá lugar a la devolución de las canti- 
dades que dejaron de emplearse en mejoras, al pago de sus respecti- 
vos intereses y a la indemnización de los perjuicios causados. 


CAPITULO V 


Del modo de terminar el arrendamiento 


Artículo 1928.—El arrendamiento termina por el cump'imien- 


to del plazo fijado en el contrato, o por la ley, o por estar satisfecho 
el objeto para el que la cosa fue arrendada. 


Artículo 1929.— Termina también el arrendamiento. 


1% Por convenio expreso; 

2% Por nulidad o rescisión del contrato; 

32 Por pérdida o destrucción total de la cosa arrendada; y 
4% Por expropiación o evicción de la cosa arrendada. 


Artículo 1930.—Puede rescindirse el arrendamiento: 


1? Si el arrendador o el arrendatario faltan al cumplimiento 
de sus respectivas obligaciones; 

2? Si, tratándose de una finca rústica, el arrendatario aban- 
dona las plantaciones existentes al tiempo de celebrar el 
contrato o no las cultiva con la debida diligencia; 

3” Si entregada la cosa arrendada y debiendo el arrendata- 
rio garantizar el pago de la renta, se niega a hacerlo o no 
lo hace en el término convenido; 

4% Por mayoría de edad del menor, rehabilitación del incapaz 
o vuelta del ausente, en los arrendamientos que hubieren 
celebrado sus respectivos representantes con plazo mayor 
de tres años; 


5* Por subarrendar contra prohibición expresa del arrenda- 


dor; 

6* Por usar el arrendatario la cosa arrendada con fines con- 
trarios a la moral o al orden público o a la salubridad públi- 
ca; y 

72 Por muerte del arrendatario, si sus herederos no desean 
continuar con el arrendamiento. 
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CAPITULO VI 
Disposiciones especiales relativas al alquiler de casas y locales 


Artículo 1931.—No podrá darse en arrendamiento una Casa, 
habitación o local, sin que reuna las condiciones de higiene y salu- 
bridad que exige el código respectivo. El propietario o arrendador 
deberá presentar la tarjeta de habitabilidad del inmueble, expedida 
por el funcionario competente, para que el contrato pueda otorgarse. 


Artículo 1932.—El arrendador que no realice las obras que or- 
dene la autoridad que corresponda para que un local sea habitable e 
higiénico, responderá de los daños y perjuicios que los inquilinos 
que lo ocupen sufran por su causa. 


Artículo 1933.—Los gastos corrientes que ocasionen las dispo- 
siciones sobre limpieza, salubridad e higiene que ordenen las auto- 
ridades respectivas, son a cargo del arrendatario, si no consisten en 
modificaciones o mejoras que, según la ley, corresponda hacer al 
arrendador. 


Artículo 193).—Si se alquila una casa o local amueblado, de- 
berán especificarse los muebles en el contrato y se entenderá que el 
arrendamiento de éstos es por el mismo tiempo que el de] edificio, 
a no ser que haya convenio en contrario. 


Artículo 1935.—Salvo estipulación expresa, es a cargo del in- 4 
quilino el consumo de la energía eléctrica y servicio telefónico, así | 
como el agua que exceda de la que corresponde al inmueble o la can- 
tidad determinada en el contrato. 


Artículo 19586.—El pago de la renta se hará en los periodos 
estipulados, y a falta de convenio, el pago se hará por meses ven- 
cidos. 


, Artículo 1937.—El inquilino deberá devolver la casa o local al 

fin del arrendamiento, en el estado en que le fue entregado, tomán- 

dose en consideración el deterioro ocasionado por el uso y goce le- 
gítimos. 

En cuanto a los deterioros graves del inmueble, deberá pro- 
bar que no fueron causados por su culpa ni la de sus huéspedes, 
dependientes o subarrendaterios, y, a falta de esta prueba, será 
responsable por el valor de las reparaciones. 
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Artículo 1938.—La restitución del edificio la hará el arrenda- 
tario desocupándolo enteramente y entregándolo con las llaves al 
arrendador. 


Artículo 1939.—El arrendatario podrá poner fin al arrenda- 
miento dando aviso por escrito al arrendador, por lo menos con 
treinta días de anticipación si se tratare de vivienda y con sesenta 
días de anticipación si se tratare de locales de negocios u oficinas, 
salvo lo dispuesto en el artículo 1888. 


Artículo 19/0.—El arrendador podrá dar por terminado el 
arrendamiento en los casos generales establecidos en el artículo 1930 
y en los especiales siguientes: 


1? Cuando el arrendatario no esté solvente con el pago de la 
renta y adeuda por lo menos dos meses vencidos; 

2? Cuando el propietario necesite la casa o vivienda para ha- 
bitarla él y su familia, siempre que compruebe esta circuns- 
tancia. En la familia se comprende su esposa o convivien- 

_te de hecho, hijos, padres, o personas que dependan de él 
económicamente; 

3 Cuando el inmueble necesite reparaciones indispensables 
para mantener su estado de habitabilidad o de seguridad, 
o vaya a construirse nueva edificación; 

4% Cuando la vivienda o local sufran deterioros por culpa del 
arrendatario, o de sus familiares o dependientes, que no 
sean producidos por el uso normal del inmueble; 

5? Cuando se trate de inmuebles del- Estado o de las munici- 
palidades que sean necesarios para la instalación de sus de- 
pendencias, oficinas o servicios; y 

6* Cuando el propietario necesite el local para instalar su ne- 
gocio o cualquiera otra actividad lícita, siempre que no 
tenga otro inmueble con las condiciones adecuadas para tal 
fin. 

Ocurrido cualquiera de los casos anteriores, se procede- 
rá de acuerdo con le que establecen las leyes respectivas. 


Artículo 19/1.—Las disposiciones consignadas en este capítu- 
lo regirán sin perjuicio de lo establecido en la ley especial de in- 
quilinato u otra ley de emergencia que regule este contrato, en cuan- 
to a fijación de renta y demás condiciones no determinadas en los 
artículos anteriores. 


TITULO VHI 


Del mutuo 


Artículo 19/2,—Por el contrato de mutuo una persona entre- 
ga a otra dinero u otras cosas fungibles, con el cargo de que se le 
devuelva igual cantidad de la misma especie y calidad. 


Artículo 19/3.—La cosa objeto del mutuo se transmite para 
su consumo al mutuario y queda a su cargo la mejora, deterioro, 
depreciación o destrucción que sobrevenga después, 


Artículo 19)).—El mutuante es responsable de los daños que 
sufra. el mutuario por la mala calidad o vicios ocultos de la cosa 
prestada, si conoció los defectos y no le dio aviso oportunamente. 

No se reputan vicios ocultos los que el mutuario ha podido 
conocer por él mismo. 


Artículo 19/5.——Si el mutuante ignoraba los vicios ocultos de 
la cosa, sólo está obligado a sufrir la reducción proporcional de su 
valor. 


Artículo 19/6.—Salvo pacto en contrario, el deudor pagará in- 
tereses al acreedor y, a falta de convenio, se presumirá que las par- 
tes aceptaron el interés legal. 


Artículo 19/7.—El interés legal es de seis por ciento anual, 
El máximo del interés convencional puede ser fijado por una dis 
posición especial, 


Artículo 19/8.—No habiendo limitación legal expresa, las par- 
tes pueden acordar el interés que les parezca, pero cuando sea ma- 
nifiestamente desproporcionado con relación al interés normal acep- 
tado en la localidad, el juez podrá reducirlo equitativamente, to- 
mando en cuenta el tipo corriente y las circunstancias del caso. 
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Artículo 19/9.—(Artículo 117 del Decreto-Ley número 218.) 
—Queda prohibida la capitalización de intereses. Se exceptúa a las 
instituciones bancarias que se sujetarán a lo que sobre el particu- 


lar establezca la Junta Monetaria. 


. 


Artículo 1950.—Si en el contrato no se ha fijado p'azo para 


la restitución de lo prestado, se entenderá que es el de seis meses 
si el mutuo consiste en dinero; y si lo prestado fueren cereales u otros 
productos agrícolas, la devolución se hará en la próxima cosecha de 
los mismos o semejantes frutos o productos. 


Artículo 1951.—(Artículo 118 del Decreto-Ley número 218.) 
-——En los préstamos de dinero, el pago de los intereses caídos o de 
les incurridos después del vencimiento del plazo, no implicará pró- 


rroga de éste. 


Artículo 1952.—Si se han prestado cosas fungibles que no 
sean dinero, se deberá restituir igual cantidad del mismo género y 
calidad, aunque el precio de ellas haya bajado o subido. 


Artículo 1953.—Si las cosas fueren apreciadas al tiempo del 
contrato, el deudor está obligado a satisfacer el valor que se les 
dio, aunque valgan más o menos al tiempo del pago. 


Artículo 195/.—Si no fuere posible al mutuario restituir en 
género, podrá pagar el valor que la cosa prestada tenga el día en que 
debiera ser devuelta. 


Artículo 1955.—El préstamo en dinero se arreglará para la 
restitución, a lo establecido en los artículos 1395 y 1396. 


Artículo 1956.—El deudor de una suma de dinero puede an- 
ticipar el pago, pero cubriendo los intereses respectivos por todo 
el tiempo que falte para el vencimiento del plazo. 


4 
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TITULO IX 


Del comodato 


Artículo 1957.—Por el contrato de comodato una persona en- 
trega a otra, gratuitamente, algún bien mueble no fungible o semo- 
viente, para que se sirva de él por cierto tiempo y para cierto fin 
y después lo devuelva. 


Artículo 1958.—Sólo puede dar en comodato el que tiene la 
libre disposición de la cosa y el arrendatario y usufructuario que no 
tengan prohibición. 


Artículo 1959.—Corresponden al comodante los aumentos de 
la cosa. También le corresponden los menoscabos o pérdidas, cuan- 
do no sean debidos a culpa del comodatario o no haya habido pacto 
de satisfacer daños o perjuicios. 


Artículo 1960.—Si fue tasada la cosa al entregarla, responde- 
rá el comodatario de la pérdida de ella, aun por caso fortuito, salvo 
pacto en contrario. 


Artículo 1961.—-El comodato se entiende otorgado en conside- 
ración a la persona del comodatario, y éste no podrá transferirlo, 


salvo pacto expreso. 


Artículo 1962.—Son obligaciones del comodante: 


12? Avisar si la cosa prestada tiene algún vicio oculto, siendo 
responsable, en caso contrario, de los daños o perjuicios 
que resulten de los vicios ocultos si, conociéndolos, no dio 
aviso al comodatario; 

2? No pedir lo que prestó antes del vencimiento del plazo es- 
tipulado; y, en defecto de convención antes de haber servi- 
do en el uso para que fue prestado; y 
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30 Pagar los gastos extraordinarios € indispensables que hu- 
biere hecho el comodatario para la conservación de la co- 3 
sa prestada. : 3 


Artículo 1963.—Si el comodante necesita con urgencia impre- 
vista la cosa prestada, o si ésta corre peligro de perecer si continúa - 
en poder del comodatario, podrá exigir que se le devuelva antes de 
cumplido el plazo o antes de que se haya usado de ella, y el juez, se- 
gún las circunstancias, resolverá lo que proceda. 


Artículo 196/.—Son obligaciones del comodatario: 


1? Cuidar la cosa prestada; 

2? Emplearla en el uso señalado por su naturaleza o por el 
pacto; siendo responsable de su pérdida o deterioro prove- 
niente del abuso, aun por caso fortuito; 

3? Hacer los gastos ordinarios que exija la cosa mientras du- 
re el comodato; y 

4% Devolver la cosa en el término estipulado o después del uso 
determinado en el contrato, sin más deterioro que el pro- 
veniente del uso ordinario de ella. 


Artículo 1965.—Si terminado el comodato y requerido el co- 3 
modante demora recibir la cosa, todo riesgo será a su cargo y debe- 
rá reembolsar los gastos que el comodatario hiciere para conser- 
varla. 


Artículo 1966.—El comodatario que demora la devolución de 
la cosa, responde de la pérdida de la cosa y de los daños y perjui- 
cios, aunque provengan de caso fortuito. 


Artículo 1967.—Es responsable el comodatario de la pérdida 
de la cosa y de los daños y perjuicios que resulten de su dolo o culpa. 


Artículo 1968.—Cuando sea imposible devolver la cosa pres- 
tada, el comodatario entregará otra de la misma especie y calidad, 
o el valor que le corresponda, a elección del comodante, arreglándose 
a las circunstancias de tiempo y lugar en que debía restituirse. Si la 
cosa fue valorada al tiempo de la celebración del contrato, el precio 
que el comodatario devolverá, será el valor que se le dio. 
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3 Artículo 1969.—Pagada la cosa prestada en caso de haberse 
perdido, si la hallare después el comodatario, no podrá ser obligado 
el comodante a recibirla. 


Artículo 1970.—Si la cosa fuere hallada por el comodante, po- 
drá retenerla, restituyendo el precio que se le dio, o quedarse con 
- ste devolviendo aquélla al comodatario. 

Hallándola un tercero, tiene el comodatario derecho a reco- 
E 

] 


brarla como suya. 


Artículo 1971.—El comodatario no puede retener la cosa en 
seguridad ni en compensación de lo que le debe el comodante, pero 
si la deuda procede de gastos extraordinarios e indispensables en 3 
beneficio de la misma cosa, podrá retenerla en calidad de depósito 
mientras no se le haga el pago. 


Artículo 1972.—Cuando en el contrato de comodato sean va- 
rios los comodatarios, todos ellos responderán solidariamente. 


Artículo 1973.—El comodante que pagare las responsabilida- 
des civiles provenientes de daños y perjuicios causados por el uso 
de la cosa prestada, tiene derecho a repetir contra el comodatario 
por lo que hubiere sido obligado a pagar. 


TITULO X 


Del depósito 


Artículo 1971.—-Por el contrato de depósito una persona re- 
cibe de otra alguna cosa para su guarda y conservación, con la obli- 
gación de devolverla cuando la pida el depositante, o la persona a 
cuyo favor se hizo o cuando lo ordene el juez. 


Artículo 1975.—No es necesaria la entrega de la cosa cuando 
el que la tiene en su poder por otro título, acepta el depósito expre- 
samente o en virtud de mandato de autoridad competente. 


Artículo 1976.—El menor de edad que acepte el depósito está 
obligado a restituir la cosa depositada si se conserva aún en su po- 
der, o el provecho que hubiere recibido de su enajenación; y si hu- 
biere procedido de mala fe, podrá ser condenado al pago de daños 
y perjuicios. 


Artículo 1977.—El depositario tiene derecho a exigir retribu- 
ción por el depósito, salvo pacto en contrario. Si las partes no se 
pusieren de acuerdo, fijará el juez dicha retribución MS 
te, según las circunstancias del caso. 


Artículo 1978.—Son obligaciones del depositario: 

1? Guardar la cosa depositada y abstenerse de hacer uso de 
ella; 

22 No registrar las cosas que se han depositado en arca, cofre, 
fardo o paquete, cerrados o sellados; 

3? Dar aviso inmediato al depositante o en su caso al juez, del 
peligro de pérdida o deterioro de la cosa depositada y de 
las medidas que deben adoptarse para evitarlo; y | 

4% Indemnizar los daños y perjuicios que por su dolo o culpa 
sufriere el depositante. 


u» 


Artículo 1979.—Los depositarios de documentos que deven- a 
guen intereses, están obligados a realizar el cobro de éstos en las 
fechas de su vencimiento, así como a ejecutar los actos necesarios - 
para que tales documentos conserven su vigencia. 


Artículo 1980.—Si por culpa del depositario se hubiere roto 
la cerradura o el sello de un depósito que se hizo en caja, fardo o 
paquete cerrado o sellado, sin hacerse constar su contenido y así lo 
a, admitió el depositario, se tendrá como cierta la declaración jurada 
al del depositante acerca del contenido, mientras no se pruebe lo con- 
trario. 
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y Artículo 1981.—El depositante está obligado a satisfacer al 
depositario los gastos hechos en la guarda y la conservación de la 
dá cosa y resarcirle los daños y perjuicios que el depósito le hubiere 


causado. 


Artículo 1982.—El depositario podrá retener la cosa deposi- 
tada mientras no se le hayan pagado o garantizado los gastos o los 
daños y perjuicios a que se refiere el artículo anterior. de 3 


Artículo 1983.—Es de cuenta del depositante el deterioro o 
pérdida de la cosa sin culpa del depositario. 


Artículo 198).—-Cuando al celebrarse el contrato se faculta el 
depositario para usar la cosa, y no se tratare de depósito de moneda 
corriente en instituciones de crédito, el contrato será de mutuo si 
se trata de cosas fungibles, o de comodato, si de cosas que no pere- 
cen con el primer uso. 
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Artículo 1985.—El depósito hecho en favor de un tercero, si 
éste no manifestare aceptarlo dentro de dos meses desde el día que 


el depositante o depositario le haya dado aviso, podrá recuperarlo 
el depositante, 


Artículo 1986.—-Si fueren dos o más los depositantes, todos 


concurrirán a recibir el depósito y no se entregará a ninguno de ellos 
sin el consentimiento de los demás. 


Artículo 1987.—Si el depósito se hizo por un apoderado o ad- 


ministrador, cuyo cargo terminó, se devolverá la cosa al dueño o a 
su nuevo representante. 


Artículo 1988.—E] depositario no debe restituir el depósito a 
| la misma persona de quien lo recibió: 
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1? Si el juez manda retenerlo; 

2* Si aparece que la cosa pertenecía a Otra persona, o que ha- 
bía sido robada; y 

3 Si el depositante es persona incapaz. 


Artículo 1989.—En el caso segundo del artículo anterior, el 
depositario está obligado a dar cuenta inmediatamente al juez, pa- 
| ra lo que proceda; y en el caso tercero, se devolverá el depósito a la 
persona que, según la ley, represente al depositante. 


Artículo 1990.—Por muerte del depositante se restituirá el / 
depósito a sus herederos. A 


Artículo 1991.—La devolución del depósito se hará en ei mis- 
mo lugar en que fue recibido, salvo pacto en contrario. » 


Artículo 1992.—No habiendo plazo, el depositario puede de- 
volver la cosa depositada avisando al depositante con prudente an- 
ticipación si el caso lo requiere. 


Artículo 1993.—Las cosas depositadas no podrán ser traslada- 
das fuera del lugar señalado en el contrato, sino por causa de nece- 
sidad y con previo aviso al depositante. 


Artículo 199/.—Aun cuando se haya fijado plazo para la res- 
titución del depósito, debe entregarse luego que el depositante lo 
reclame, a no ser que se haya trasladado a otra parte la cosa depo- 
sitada, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior. 


Artículo 1995.—-El depositario que rehuse entregar el depósi- 
to, fuera de los casos expresados en el artículo 1988, responderá por 
los intereses, desde que incurra en mora, más los daños y perjuicios 
que se hubieren causado al depositante. 


Artículo 1996.—El depositario tiene derecho a que se le exo- 
nere del depósito, cuando ya no puede guardarlo con seguridad o sin 
perjuicio de sí mismo. Pero si tomó el cargo mediante un precio 
o salario, sólo podrá admitirse su renuncia por un cambio imprevis- k. 
to de circunstancias a juicio del juez. e 


XA 


Artículo 1997.—Las cosas litigiosas pueden ser depositadas en é 
un tercero por disposición judicial; pero si el depósito se hizo por 
consentimiento de las partes, termina cuando ellas convienen en 
ponerle fin. 
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Artículo 1998.—El depósito judicial termina por orden de juez 
competente. de: 


y 


E 


Artículo 1999.—El depósito de dinero en moneda corriente en 

las instituciones de crédito, está sujeto a lo dispuesto en leyes es- 

3 peciales. 

; Se presume nulo el depósito de dinero constituido en persona 
no autorizada por la ley para recibirlo, salvo prueba en contrario. 


TITULO XI 


Del contrato de obra o empresa 


Artículo 2000.—Por el contrato de obra o empresa, el contratis- 
ta se compromete a ejecutar y entregar una Obra que le encarga 
otra persona, mediante un precio que ésta se obliga a pagar. 4” 


Artículo 2001.—El riesgo de la obra correrá a cargo del con 
tratista o empresario hasta el momento de la entrega, a no ser que 
el que hubiere de recibirla incurriere en mora, o hubiere convenio 
expreso en contrario. 


Artículo 2002.—Cuando se haya invitado a varios constructo- 
res para hacer planos, diseños o presupuestos, con el objeto de esco- 
ger el que parezca mejor, y estén sabidos de esta circunstancia, no 
tienen derecho a cobrar honorarios, salvo ofrecimiento o convenio 
en contrario. 


Artículo 20083.—El contratista cuyo plano o presupuesto haya 
sido aceptado, no puede cobrar honorarios aparte del que le corres- 
ponda en la obra si él mismo tomare a su cargo el trabajo; pero si 
éste no se realizare por causa del dueño, podrá cobrar el - del 
plano, diseño o presupuesto. 


Artículo 2004.—Podrá también el autor del plano, diseño o 
presupuesto, cobrar su valor cuando la obra se ejecutare confor 
al mismo, por otra persona, aun cuando se hayan hecho modifi 
ciones en los detalles. 


Artículo 2005.—El contratista está obligado a hacer la obra 
de entera conformidad con las especificaciones del contrato y, a fal- 
ta de ellas, en la forma, condiciones y calidades acostumbradas en 
el lugar en que la obra se ejecute y que sean necesarias para el 
uso a que se destina. 
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Ej contratista está obligado, además, a sujetarse a los princi- 3 
pios de la técnica y al plano o diseño que haya aceptado el dueño. 
3 

Artículo 2006.—Aceptado por el dueño el presupuesto, plano - 
o diseño, no podrá ser modificado sino por convenio expreso de am- 
bas partes, y por escrito si el contrato constare en esa forma. 


Artículo 2007.—Salvo pacto en contrario, el contratista que 
se encarga por un precio determinado de la construcción de un edi- 
ficio u otra obra, en vista de un plano convenido con el propietario 
y con un plazo estipulado, no puede pedir aumento del precio aun= 
que ocurran aumentos en los salarios o en el valor de los materiales; 
pero podrá hacerlo cuando se haya realizado algún cambio en el pla- 
no, que produzca aumento de obra, siempre que hubiese dado su au- 
torización el propietario. 


Artículo 2008.—Si en el curso de la obra resultare indispensa- 
ble introducir modificaciones para terminarla satisfactoriamente, el 
contratista deberá avisarlo al dueño, haciéndole saber el aumento 
del precio; y si se negare a aceptar las modificaciones sin causa jus- 
tificada, podrá rescindirse el contrato. 


e Artículo 2009.—El contratista es responsable del trabajo eje- 
cutado por las personas que ocupare en la obra con su trabajo o h 
con su material, y éstas no tendrán acción contra el dueño de ella 

sino hasta la cantidad que éste adeude al contratista cuando se ha- 

ce la reclamación. 


Artículo 2010.—El contratista no puede encargar a otro la 
obra encomendada, a menos que se haya pactado lo contrario o que 
lo consienta el dueño; pero, en todo caso, la obra se hará bajo la 
responsabilidad del contratista. 


Artículo 2011.—El dueño puede separarse del contrato pagan- 
do al contratista el trabajo realizado, los materiales empleados y la 
indemnización que fije el juez, 


PD 


Artículo 2012.—El contratista es responsable de la infracción 
de las leyes y reglamentos administrativos y municipales, referen- 


tes a la obra que se le encomendó y de todo daño o perjuicio que por 
Mi la construcción se cause a terceros. 
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Artículo 2013.—El dueño está obligado a pagar el precio en 
la forma y plazos convenidos y, a falta de estipulación, al serle en- 
tregada la obra a su satisfacción. 


Artículo 2011.—-Si requerido el dueño de la obra para recibir- 
la no concurre el día señalado o no hace, al recibirla, los reparos 
o reservas del caso, se entenderá que la recibe a su entera satisfac- 
ción, excepto en cuanto a vicios o defectos ocultos y a la responsabi- 
lidad especial relativa a la construcción de edificios. 


Artículo 2015.—El contratista es responsable por la destruc- 
ción o deterioro debidos a dolo o culpa de su parte, durante cinco 
años, contados desde la fecha de la entrega. 

Si el contratista y el ingeniero arquitecto o constructor fueren 
personas distintas, la responsabilidad será solidaria. 


Artículo 2016.—Igual responsabilidad corresponde cuando la 
destrucción o deterioro proceden de defectos en el terreno o cimien- 
to, si el contratista no hace al dueño las advertencias convenientes 
antes de emprender la construcción. 


Artículo 2017.—La responsabilidad que establecen los artícu- 
los anteriores, es aplicable al caso de que el deterioro proceda de vi- 
cios de construcción no aparentes, o los defectos o deterioros se ori- 
ginen de haber modificado el plano o diseño sin autorización del 
propietario. 


Artículo 2018.—El contratista responde al dueño por los da- 
ños y perjuicios que resulten a éste de no entregar la obra debida- 
mente terminada en el plazo convenido. 


Artículo 2019.—Cuando se ha encargado cierta obra a una per- 
sona por razón de sus cualidades personales, el contrato se rescin- 
de por la muerte de ella. 

En este caso, el propietario debe sbonar a los herederos del 
contratista en proporción del precio convenido, el valor de la parte 
de obra ejecutada y de los materiales preparados. - 8 

También procederá la rescisión, cuando el contratista no pue= 
da terminar la obra por causa independiente de su voluntad, 3 


Artículo 2020.—Si muere el dueño de la obra no se rescindirá 
el contrato, y sus herederos serán responsables del cumplimiento 
para con el contratista. 


Artículo 2021.—El que se obliga a hacer una obra por piezas 


o por medida, puede exigir que el dueño la reciba en partes y se la 


pague en proporción de las que reciba. 


Artículo 2022.—La parte pagada se presume aprobada y reci- 
bida por el dueño; pero no habrá lugar a esa presunción, solamente 
porque el propietario haya hecho adelantos a buena cuenta del pre- 
cio de la obra, si no se expresa que el pago se aplique a la parte ya 
entregada. 


Artículo 2023.—Lo dispuesto en los dos artículos anteriores, 
no se observará cuando las piezas que se manden construir no pue- 
dan ser útiles, sino formando reunidas un todo. 


Artículo 202).—Cuando la obra fue ajustada sin designación 
del número de piezas o de la medida total, el contrato puede resol- 
verse por uno y otro contratante, concluidas que sean las partes 
designadas, pagándose la parte concluida. 


Artículo 2025.—Pagado el contratista de lo que le correspon- 
de, según el artículo anterior, el dueño queda en libertad de conti- 
nuar la obra, empleando a otras personas, aun cuando aquella siga 
conforme al mismo plano, diseño o presupuesto. 


Artículo 2026.—El constructor de una obra mueble, tiene de- 
recho de retenerla mientras no se le pague, y su crédito será cu- 
bierto preferentemente con el precio de dicha obra. 
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TITULO XII 


De los servicios profesionales 


Artículo 2027.—Los profesionales que presten sus servicios y 
los que los soliciten, son libres para contratar sobre honorarios y 
condiciones de pago. 


Artículo 2028.—A falta de convenio, la retribución del profe- 
sional se regulará de conformidad con el arancel respectivo y, si no 
hubiere, será fijada por el juez, tomando en consideración la impor- 
tancia y duración de los servicios y las circunstancias económicas 
del que debe pagarlos. 


Artículo 2029.—El profesional tiene derecho, además de la 
retribución, a que se le paguen los gastos que haya hecho con mo- 
tivo de los servicios prestados, justificándolos y comprobándolos 
debidamente. 


Artículo 2030.—Si varias personas encomendaren un negocio 
o solicitaren servicios profesionales en un mismo asunto, serán so- 
lidariamente responsables por el pago de los honorarios y gastos 
causados con tal motivo. 


Artículo 2031.—Cuando varios profesionales hubieren presta- 


do sus servicios en un mismo asunto, cada uno de ellos tendrá dere- 
cho a ser retribuido proporcionalmente a los servicios prestados y 
al reembolso de los gastos. 


Artículo 2082.—Salvo pacto en contrario, los que prestaren 
servicios profesionales tendrán derecho a ser retribuidos, cualquiera 
que sea el éxito o resultado del negocio o asunto en el cual hubiere 
intervenido. 
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Artículo 2033.—El profesional está obligado a prestar sus se 


vicios con toda dedicación y diligencia y con arreglo a las prescrip- A: 
ciones de la ciencia o arte de que se trate, siendo responsable de Y 
los daños y perjuicios que cause por dolo, culpa o ignorancia inex- 


cusable, o por la divulgación de los secretos de su cliente. 


Artículo 203).—Cuando un profesional no pueda continuar 
prestando sus servicios, deberá avisar con la debida anticipación, 
según la naturaleza del trabajo, a la persona que lo contrató, que- 
dando responsable de daños y perjuicios si se separare sin dar avi- 
so y sin dejar persona competente que lo sustituya. 


Artículo 2035.—Si la persona que contrató los servicios no es- 


tá conforme con su desarrollo o con los actos o conducta del profe- 


sional, puede rescindir el contrato pagando el trabajo y los gastos 


rfectuados, cantidad que fijará el juez, si hubiere desacuerdo entre 
las partes. | 


Artículo 2036.—Las personas que, sin tener título facultativo 
o autorización legal, prestaren servicios profesionales para los cua- 
les la ley exige ese requisito, además de incurrir en las penas res- 
pectivas, no tendrán derecho a retribución y serán responsables de 


los daños y perjuicios que hubieren ocasionado. 
ES 
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TITULO XI 
Del contrato de edición 


Artículo 2037.—Por el contrato editorial o de edición, el au- 
tor de una obra científica, literaria, artística o industrial, se obli- 
ga a entregarla al editor y éste se compromete a publicarla o repro- 
ducirla y hacerla circular, mediante las condiciones económicas con- 
venidas. 


Artículo 2038.—El derecho de autor lo conserva su titular en 
este contrato si no hubiere estipulación en contrario. 


Artículo 2039.—En el contrato se hará constar la proporción 
de beneficios o la cantidad fija que corresponde al autor, el plazo 
en el cual la obra debe ser publicada, si la publicación es por una 
sola vez o si comprende varias ediciones y el número de ejemplares 
de cada edición. 


Artículo 20/0.—El autor debe entregar al editor la obra o ma- 
nuscrito correspondiente, en el tiempo convenido y abstenerse de pu- 
blicar por su cuenta el trabajo entregado. 


Artículo 2011.—No habiendo término estipulado para la en- 
trega de la obra, el editor, en caso de demora excesiva, puede solici- 
tar judicialmente la fijación del plazo y, en defecto de cumplimien- 
to, rescindir el contrato. 


Artículo 2012.—Si en el contrato no se hubiere fijado la re- 
tribución del autor y las partes no se pusieren de acuerdo, el juez 
la determinará previo dictamen de expertos. 


Artículo 2013.—Si la retribución del autor se determina en 
un tanto por ciento del producto de la venta, el autor puede exigir 
trimestralmente la liquidación de su cuenta. 
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Artículo 2044.—El editor sólo tiene derecho a publicar 
edición cuando lo contrario no resulte del contrato. 


Artículo 2015.—A falta de convenio, corresponde al editor fi- 38 


jar el número de ejemplares de cada edición, pero está obligado, si 


lo exige el autor, a imprimir suficiente número de ejemplares para 
dar a la obra la publicidad debida. 


Artículo 20/6.—El autor tiene derecho de fiscalizar las tira- E 


das sellando cada uno de los ejemplares de la edición. 


Artículo 2047.—Si en el contrato no se hubiere fijado plazo 
dentro del cual la edición debe quedar concluida y los ejemplares 
puestos a la venta, se entenderá que ese término es el de seis meses 
desde la fecha de la entrega del original. Transcurrido dicho tér- 
mino, sin que el editor ejecute el trabajo, puede el autor rescindir el 
contrato mediante aviso escrito o exigir el cumplimiento y, en am- 
bos casos, el pago de daños y perjuicios. 


Artículo 20148.—Si el contrato concede al editor el derecho de 
publicar varias ediciones y descuida publicar una nueva cuando se 
hubiere agotado la anterior, puede el autor pedir al juez que fije 
plazo para la publicación, bajo pena de rescindir el contrato, con 
pago de daños y perjuicios. 


Artículo 2019.—-El editor, aun cuando estuviere facultado por 
el contrato para hacer una nueva edición, debe dar al autor el tiem- 


po necesario para que pueda introducir las modificaciones o adicio- 
nes que estime necesarias. 


Artículo 2050.—El autor conserva el derecho de introducir en 
su obra correcciones y mejoras, siempre que no perjudique los in- 
tereses ni aumente la responsabilidad del editor. Si por dicho mo- 
tivo impone gastos imprevistos al editor, debe indemnizarlos. 


Artículo 2051.—El editor queda obligado a anunciar y difun- 


dir la obra y a distribuir y vender los ejemplares por su propia 
cuenta. 


Artículo 2052.—Mientras no se hubieren agotado las edicio- 
nes que el editor tenga derecho de hacer, el autor no podrá disponer 
de la obra, en todo ni en parte. 
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Artículo 2053.—Sin embargo de lo dispuesto en el artículo an- 
- terior, los autores de artículos de periódicos y otros trabajos: de cor- 8 
ta extensión insertos en revistas, podrán reproducirlos libremente, me 
salvo pacto en contrario. | 


Artículo 205).—El editor no puede introducir en la obra abre- E 
viaturas, adiciones o modificaciones, sin permiso del autor. 


Artículo 2055.—El editor tiene derecho de fijar el precio ds 
venta pero, sin embargo, no puede elevarlo al pto que limite la 
circulación de la obra. les 


Artículo 2056.—El autor tiene derecho de publicar traduc- 
ciones de su obra si en el contrato no se le privó de esta facultad. 


A 
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Artículo 2057.—El autor que enajene su derecho de propiedad 
conserva la facultad de oponerse a toda deformación, mutilación o 
modificación que quiera introducirse en su obra, cuando con €llo 
menoscabe su reputación o fama o sea perjudicial a su honor. EN 


Artículo 2058.—Puede también el autor, obligarse a la con- p: 
fección de una obra científica, literaria, artística o industrial, según yo 
el plan suministrado por el editor y, en este caso, el autor sólo ten- 
drá derecho a los honorarios estipulados, adquiriendo el editor la pro- 
piedad de la obra. e 


Artículo 2059.—En el caso del artículo anterior, no habiendo E 
término estipulado para la entrega de la obra, el autor debe entre- E 
garla en un término prudencial, y si no hubiere acuerdo entre las 
partes, lo fijará el juez. Si el autor no cumpliere, quedará obliga- 39 
do al pago de los daños y perjuicios y a la devolución de los antici- 
pos que se le hayan hecho. E lr 


Artículo 2060.—El autor que realiza la obra que le encarga 
el editor, queda siempre responsable por las ideas y tesis expuestas, a 
a no ser que se pacte expresamente que la responsabilidad sea exclu- | 
sivamente del editor. 


Artículo 2061.—Cuando la obra perece por caso fortuito, es- S 
tando en poder del editor, el autor tiene derecho de reclamar sus E 
honorarios y el pago de daños y perjuicios. Bs 


Artículo 2062.—Si la edición ya preparada para la venta pe- he 
rece por caso fortuito, el editor está obligado a sustituir los ejer- ls 
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plares destruidos o a hacer otra edición, sin que el autor p 
tender nuevos honorarios. SE 


Artículo 2063.—El contrato por el cual el autor ejecuta la obra 
por encargo del editor, se extingue si, antes de la terminación de | 
la misma, el autor muere, queda incapaz o se encuentra, sin culpa 
suya, en la imposibilidad de terminarla. 


Artículo 2064.—En caso de quiebra del editor, el autor puede 
pasar la obra a otro editor, a menos que reciba garantías de que 
la obra se editará, no obstante la declaración de la quiebra. 7 


+ 


Artículo 2065.—En el caso de una nueva edición o tiraje, si 
las partes no se pusieren de acuerdo sobre la manera de ejercer sus 
derechos, podrá cualquiera de ellas rescindir el contrato, sin per- 
juicio de la edición precedente. 3 
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TITULO XIV 
De los contratos de difusión por radio, televisión, cine- 
matografía o grabación y de representación 
teatral o escénica 


Artículo 2066.—Por los contratos de difusión por radio, tele- 
visión, cinematografía y grabación, y de representación teatral o 
escénica, el dueño, gerente, director o empresario de una entidad 
o establecimiento dedicado legalmente a dichas actividades, con- 
viene con el autor de una obra de contenido científico, literario, ar- 
tístico o de cualquiera otra índole, en que sea difundida o represen- 
tada mediante la radiofonía, la televisión, la cinematografía, el tea- 
tro o la escena, o la grabación o impresión sobre disco, película, cin- 
ta, hilo o cualquier otro procedimiento apto para reproducción so- 
nora o proyección. 


Artículo 2067.—Si la obra es compuesta por varios autores, 
el derecho de contratar la publicación corresponde a la mayoría de 
ellos si no pudieren ponerse de acuerdo. 


Artículo 2068.—Tratándose de cualquier conjunto artístico, la 
difusión o representación debe convenirse con el director del mismo 
y, además, con el autor de la obra si tuviere derechos reservados. 


Artículo 2069.—Una vez perfeccionado el contrato, el empre- 
sario deberá llevar a cabo la difusión o representación en la forma 
convenida y en un término razonable que no exceda de seis meses, 
a no ser que las partes lo hayan fijado expresamente. 


Artículo 2070.—El incumplimiento del empresario o director 
del establecimiento en que la representación o ejecución ha de efec- 
tuarse, faculta a la otra parte para rescindir el contrato y deman- 
dar el pago de daños y perjuicios. 
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la cantidad que le SN según el contrato, y a falta de con= | 
venio acerca de este punto, la que determine el juez en juicio oral. 


Artículo 2072.—Los acreedores de la empresa no podrán em- 
bargar la parte destinada al pago del autor, y éste tendrá derecho A 


a ser pagado con preferencia. 3 
Artículo 2073.—El autor no podrá hacer modificación algu= 


na sustancial en la obra entregada y aceptada por el empresario, si- y 
no de acuerdo con éste. 3 


dex 


Artículo 207).—El empresario no podrá ceder la obra ni ha- 
cerla ejecutar por otra empresa, ni comunicarla a ninguna persona | 3 
extraña, sin expreso consentimiento del autor. ES. 


Artículo 2075.—Los contratos a que se refiere este título y 
los que tenga por objeto la transmisión de juegos o competencias 
deportivas, y la difusión de anuncios y propagandas comerciales, 
deberán constar por escrito, cualquiera que sea su valor y expre- 
sarse el tiempo de la misma, forma de pago y demás condiciones en 
que convengan las partes. 


Artículo 2076.—Las disposiciones del contrato de edición re- 3 
girán para los contratos a que se refiere este título, en cuanto fue- 
ren aplicables. d 


A 
E 

3 
E 


TITULO XV 
Del hospedaje 


Artículo 2077.—Por el contrato de hospedaje una persona se 
obliga a dar albergue a otra mediante la retribución convenida, com- 
prendiéndose o no la alimentación. 


Artículo 2078.—Si el que presta el hospedaje tiene estableci- 
miento público destinado a ese objeto, el contrato queda sujeto al 
reglamento que para su funcionamiento hubiere aprobado la auto- 
ridad que corresponda, cuyas disposiciones deben estar siempre es- 
critas en lugar visible para conocimiento de los interesados. 


“7 Artículo 2079.—Los hoteleros o posaderos responden de los 
equipajes y efectos introducidos por los huéspedes en los hoteles y 
posadas, siempre que se les hubiere dado conocimiento a los mis- 
mos o a sus dependientes, de los objetos introducidos; y que los hués- 
pedes, por su parte, observen las prevenciones que se les hagan so- 
bre cuidado y vigilancia de sus enseres. 


Tratándose de dinero, alhajas y documentos de valor, el hos- 
pedero será responsable como depositario cuando se le hayan entre- 
gado personalmente o al empleado que lo represente. 


Artículo 2080.—La responsabilidad a que se refiere el artícu- 
lo anterior, comprende los daños ocasionados a los huéspedes por 
la pérdida, destrucción o deterioro de sus efectos, ya sean causados 
por los empleados o dependientes del establecimiento o por los ex- 
traños; pero no los que provengan de robo a mano armada o por 
otros sucesos de fuerza mayor, ni los que se deban a culpa de los 
mismos huéspedes, o de sus acompañantes o visitantes. 
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de de los efectos introducidos en el establecimiento, salvo que dicha 


exención resultare de convenio expreso con el huésped. 


se 


Artículo 2082.—Los equipajes y efectos del huésped respon- 
den preferentemente al hospedero por el importe del hospedaje y a 
ese efecto podrán ser retenidos por éste mientras no se le pague lo 
que el huésped adeuda. 


Artículo 2083.—Aunque se haya contratado el hospedaje por 
tiempo determinado, puede cualquiera de las partes ponerle térmi- 
no antes del vencimiento del plazo, pero ninguna podrá imponer 
el cambio de las condiciones pactadas. 


Si terminado el contrato, en el caso del párrafo anterior, el 
huésped se negare a desocupar o retirarse del establecimiento, el 
hospedero podrá solicitar el auxilio inmediato de la autoridad. 


Artículo 208l.—Cuando en los hoteles, posadas o pensiones y 
demás establecimientos similares se alberguen carros o caballerías, 
el hospedero tendrá, respecto a ellos, las mismas responsabilidades 
que se señalan en los artículos anteriores. 
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Artículo 2081.—El hospedero no se eximirá de las responsa- 3 
bilidades que le imponen los artículos precedentes, aun cuando por 
medio de sus reglamentos, avisos o carteles, anuncie que no respon- 


E 
E 
3 


Py 


an 
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TITULO XVI 


Del transporte 


Artículo 2085.—El contrato por el cual una persona se obliga 
por un precio determinado, a transportar a personas o cosas, bajo 
su inmediata dirección o la de sus dependientes, se regirá por las 
disposiciones de este titulo, si no constituye un contrato mercantil. 


Artículo 2086.—Para el transporte de cosas, el porteador da- 
rá al cargador una carta de porte o guía que expresará: el nombre, 
apellido y domicilio del porteador, cargador y consignatario; la de- 
signación de los efectos, con expresión de su calidad genérica, peso 
y marcas o signos externos de los bultos en que están contenidos, 
lugar y destino; plazo en que se hará la entrega al consignatario; 
precio del transporte; lugar y fecha de entrega; y firma del remi- 
tente en el original y del porteador o de sus agentes autorizados en 
la copia o duplicado que entregue a aquél. 


Artículo 2087.—El remitente entregará la carga al porteador 
o a sus agentes autorizados, en el tiempo, forma y sitio convenidos, 
y suministrará en su caso los documentos necesarios para garan- 
tizar y expeditar el libre tránsito de los efectos. 


Las cosas que el porteador acepte sin reparos ni advertencias, 
se presume que han sido recibidas sin vicios y bien acondicionadas. 


Artículo 2088.—Los porteadores son responsables de los da- 
ños o perjuicios que ocasionen, en los casos siguientes: 


1? Por hechos de los conductores y defectos en los medios de 
transporte que empleen; 

2% Por la pérdida, destrucción o deterioro de las cosas que re- 
ciban; | 
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30 Por las omisiones o equivocación que haya en la remisi 
de los efectos, ya sea que no los envíen en el viaje cin S 
lado o que los envíen a lugar distinto del convenido; y 

4% Por retardo en el viaje, al comenzarlo o durante su curso, 
o por cambio de ruta. 

Cesará la responsabilidad del porteador si comprobare su 157 
culpabilidad por la ocurrencia de fuerza mayor o caso fortuito ques ; 

no le pueda ser imputado. 38 


Artículo 2089.—Si la cosa transportada fuese de naturaleza : 
peligrosa, el porteador, si tuviere conocimiento de ello, deberá to- 

mar las precauciones necesarias y será responsable de los daños y 
perjuicios que se produzcan por su negligencia. A 


En caso contrario, la responsabilidad será del que contrató con 
el porteador. 


Artículo 2090.—El transporte de explosivos y otras materias al 
inflamables o peligrosas es prohibido hacerio en vehículos en que se - 
conduzcan personas. 

El cargador y el porteador serán solidariamente responsables 
en caso de contravención. 


Artículo 2091.—El cargador está obligado a pagar el flete en 3 
la forma, lugar y tiempo convenidos. 3 


El porteador puede retener las cosas que transporte mientras 
el precio no le haya sido pagado, y, por el importe de éste, tiene 
preferencia en el valor de los mismos. 


Artículo 2092.—El porteador es responsable de las infraccio- 
nes a la ley y reglamentos de policía durante el viaje, salvo que la 
infracción sea imputable al cargador. 3 


Artículo 2093.—El contrato se rescindirá de hecho antes de 
emprenderse el viaje, o durante su curso, por caso fortuito o fuer- 
za mayor que impida verificarlo o continuarlo. 


En el segundo caso, el porteador tendrá que restituir las per- 
sonas y las cosas gratuitamente al lugar de partida o al lugar po- 
sible que señalen los pasajeros o cargadores, siempre que sea en la 
ruta del medio de transporte de que se trate. 


A 


Y 
y 


Artículo 209).—-Es rescindible el contrato a voluntad del car- 
gador, antes o después de comenzarse el viaje, siempre que pague 
en el primer caso la mitad y en el segundo la totalidad del porte 
y reciba la carga en el lugar y día en que la rescisión se verifique. 


Artículo 2095.—El cargador puede variar el destino y consig- 
nación de la carga mientras no termine el viaje, pagando la diferen- 
cia de porte si la hubiere e impartiendo las órdenes oportunas al 
porteador, quien deberá extender nueva guía en que haga constar 
la modificación introducida. 


14 


Artículo 2096.—Si el cargador toma a su cargo personal o por 


-medio de sus empleados el manejo del vehículo, cesa la responsa- 


bilidad del porteador po los daños o perjuicios que aquél o las per- 
sonas o cosas que conduzca sufran durante el viaje, salyo si se de- 
bieron a defectos del medio de transporte que no fueron expresa- 
mente declarados por el porteador o que no hayan estado a la vista. 


Artículo 2097.—Cuando el destinatario no se presente a re- 
cibir la carga dentro de los ocho días siguientes a la licgada al lugar 
de su destino, el porteador podrá tenerla en depósito o pedir al juez 
local que designe persona o institución como depositaria. El carga- 
dor o el consignatario responsable deberá pagar el almacenaje res- 


pectivo. 


Artículo 2098.—Por falta de pago del flete, o en caso de que 
el depósito se prolongue, o se trate de efectos que amenacen dete- 
riorarse o descomponerse, el juez podrá ordenar su venta en públi- 


ca subasta y con el precio que se obtenga se pagarán de preferencia 


el valor del flete y los gastos del depósito o almacenaje, consignán- 
dose el saldo a la orden del destinatario. 


Artículo 2099.—Las acciones derivadas del contrato de trans- 
porte duran seis meses, contados desde la fecha de la terminación 
del viaje, y si éste no se hubiere realizado, desde la entrega de la 


carga. 
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TITULO XVH 
De la fianza 


Artículo 2100.—Por el contrato de fianza una persona se com- 
promete a responder por las obligaciones de otra. 

El fiador puede estipular con el deudor una remuneración por 
el servicio que le presta. 


Artículo 2101.—La fianza debe constar por escrito para su va- 
lidez. 


Artículo 2102.—El fiador sólo será responsable por aquello a 
que expresamente se hubiere comprometido. Puede obligarse a me- 
nos pero no a más que el deudor principal, tanto en la cantidad co- 
mo en lo oneroso de las condiciones. Si se hubiere obligado a más, 
se tendrá por reducida su obligación en cuanto al exceso. 


Artículo 2103.—(Artículo 119 del Decreto-Ley número 218.) 
—El fiador puede limitar su responsabilidad constituyendo prenda 
o hipoteca. Si la fianza no fuere limitada, el fiador queda obliga- 
do no sólo por la obligación principal sino por el pago de intereses, 
indemnización de daños y perjuicios en caso de mora, y gastos ju- 
diciales. El fiador no responderá de otros daños y perjuicios y gas- 
tos judiciales, sino de los que se hubieren causado después de haber 
sido requerido para el pago. 


Artículo 2104.—Es nula la fianza que recae sobre una obliga- 
ción que no es válida. Se exceptúa el caso en que la nulidad proce- 
da de incapacidad personal del deudor, si el fiador tuvo conocimien- 
to de la incapacidad al tiempo de obligarse. 


Artículo 2105.—El fiador puede pedir que el fiado le garan- 
tice las resultas de la fianza: 
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19 Si el deudor está para ausentarse de la República; 
9 Si el deudor ha sufrido menoscabo en sus bienes, de ma 
que se halle en riesgo de insolvencia; 0 
32 Si hubiere temor justificado de que el deudor oculte o Cd Da 
lapide sus bienes; a 
49 Si el fiador ha sido demandado por el acreedor para el paro No 
go de la deuda; y 8 
52 Cuando el deudor se haya obligado a obtener el relevo de ; 
la fianza dentro de cierto plazo, y éste haya vencido. | A 


Artículo 2106.—No puede compelerse al fiador a pagar al 
acreedor, sin previa excusión de los bienes del deudor. y 3 


Artículo 2107.—La excusión no tiene lugar: 


1? Cuando el fiador ha renunciado expresamente a ella; 

2% Cuando se ha obligado solidariamente con el deudor; y 

32 En casco de quiebra o de cesión de bienes del deudor. 

Artículo 2108.—Para que el fiador pueda aprovecharse del be-= 
neficio de la excusión, debe ononerlo al acreedor luego que éste lo de ; 
requiera para el pago y señalarle bienes realizables del deudor que é A 
sean suficientes para cubrir el importe de la obligación. Sd. 


Artículo 2109.—El fiador podrá hacer valer las excepciones 3 
que contra el acreedor correspondan al deudor, aunque éste las hu- 


biere renunciado. Bi 


Artículo 2110.—El fiador puede pedir que se le exonere de la 3 
fianza haciendo el depósito judicial de la cantidad de dinero adeu- 
dado y los intereses hasta el vencimiento del plazo. 


Artículo 2111.—(Artículo 120 del Decreto-Ley número 218.) 
—La cláusula de que el plazo de la obligación principal se prorroga 
a voluntad de ambas partes sin necesidad de nueva escritura o do- 03 
cumento, no prorroga la fianza, salvo que el fiador haga constar - k 
expresamente la aceptación de la cláusula de la prórroga y la dura- 


ción de ésta, la cual podrá concederse al constituirse la fianza. 


Artículo 2112.—Si el fiador viniere a estado de insolvencia, 
puede el acreedor exigir al deudor otro fiador abonado, y si no lo 
presentare dentro del término que les señale el juez, el acreedor poa 
drá dar por vencido el plazo de la obligación principal. 
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o bo 2113. E rta del fiador se estima atendiendo 

Me asus bienes y al estado de sus negocios. No se tomarán en cuenta 
- para este objeto, los bienes litigiosos ni los que estén riadas Ti 
44 - alguna obligación. 
d 


y iS 


Artículo 211).—El fiador que paga o cumple la obligación del 
deudor en todo o en parte, tiene derecho a que éste le reembolse la 
- totalidad de lo pagado. 


El fiador se subroga por el pago en los derechos que el acree- 
dor tenía contra el deudor, pero cualquiera reducción o beneficio + M4 
¿ que hubiere obtenido del acreedor aprovechará al deudor y, en con- Ñ 
secuencia, no podrá exigirles más de lo que efectivamente haya pa- 
ó gado. 


; j Artículo 2115.—Si fueren varios los fiadores, el que satisfaga 
la deuda tiene derécho para cobrarla de los demás cofiadores, re- 
- bajada la parte que a prorrata le corresponde. 


4 Artículo 2116.—El fiador de una obligación que pagare la deu- 
da de varios deudores solidarios entre sí, tiene derecho a repetir 
por el total contra todos o cada uno de ellos. 


Artículo 2117.—(Artículo 121 del Decreto-Ley número 218.) 


nado y no hubiere convenio expreso en contrario, se extinguirá la 
obligación del fiador al cumplirse un año de la fecha del contrato. 


—La prórroga concedida al deudor sin el expreso consentimiento E 
del fiador, extingue la obligación de éste. e 
E Artículo 2118.—Si la fianza se prestó por tiempo indetermi- 2 


. =$ 


Artículo 2119.—El fiador no está obligado para con el acree- 
dor sino en el caso de que el deudor principal y todos los fiadores 
de éste no hayan cumplido la obligación. 


Artículo 2120.—Los derechos y obligaciones del fiador pasan 
a sus herederos en proporción a la parte que les corresponda. 


TITULO XVII 


De la renta vitalicia 


Artículo 2121.—Por el contrato aleatorio de renta vitalicia, 
una persona transmite el dominio de determinados bienes a otra que 
se obliga, en cambio, a pagar periódicamente una pensión durante 
la vida del rentista. 


El rentista puede ser el que transfiere la propiedad de los bie- 
nes o un tercero designado por éste en el contrato. 
La renta vitalicia puede también constituirse a titulo gratuito. 


Artículo 2122.—Para la validez del contrato se requiere su 
otorgamiento en escritura pública, la cual contendrá la especifica- 
ción y valor de los bienes que se transmiten, la identificación del 
rentista si fuere un tercero y la pensión o renta que ha de pagárse- 
le, el propósito de la renta, la garantía que asegure su pago y las 
condiciones que crean convenientes las partes. 


Si se trata de inmuebles se observarán, además, los requisitos 
necesarios para su inscripción. 


Artículo 2123.—E]l rentista puede ser persona jurídica, pero, 
en tal caso, la renta terminará con la vida del instituyente o con la 
vida de la persona designada por él a] otorgarse el contrato. 


Artículo 212).—El contrato es nulo si la persona sobre cuya 
“vida se constituye ha muerto antes de su otorgamiento o dentro del 
- plazo que el contrato señale y que no podrá bajar de tres meses. 


Artículo 2125.—Si al constituirse la renta a favor de varias 
personas, no se expresa la parte de que gozará cada una, se entien- 
e 
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de que es por partes iguales. La muerte de cualquiera de el a 
acrece la parte de las que sobrevivan, salvo disposición en con: 


SH 


Artículo 2126.—El que está obligado a pagar alimentos no po- 
drá hacer transferencia de bienes por renta, sin garantizar pre 
mente el derecho de los alimentistas. 


4: 
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00 


Artículo 2127.—Si la renta hubiere sido destinada para ali- 


>. mentos, o si por las circunstancias sobrevenidas al rentista hubiere 
3 de destinarse a ese objeto, no será compensable, ni embargable la: 
F. que corresponde al período que esté corriendo, ni las futuras. 

+ Artículo 2128.—El deudor de renta vitalicia debe prestar ga- 


rantía suficiente a favor del rentista. Si no cumpliere esta obliga- 
L ción, el acreedor puede demandar la resolución del contrato y la 
he restitución de los bienes si ya hubieren sido entregados. dl 


E Artículo 2129.—Si la garantía prestada hubiere disminuido o 
7 se hiciere insuficiente, el rentista puede solicitar su ampliación, BE 
3 si el obligado no estuviere de acuerdo, corresponderá al juez califi- 
> car tales circunstancias. Si el deudor no la ampliara de conformidad 
con la declaración judicial, podrá pedirse la rescisión del contrato. 


> 


Artículo 2130.—La renta vitalicia se extingue con la muerte 
de la persona sobre cuya vida fue constituida. A 
Si muere el deudor, la obligación de pagar la renta pasa a sus 
herederos, en forma solidaria, salvo lo que se establezca en el con- 3 


trato. qe 


3 
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Artículo 2131.—La falta de pago de la renta sólo da derecho 
al rentista para demandar el pago de las que estén vencidas y el ase- a 
guramiento de las futuras. A 
Artículo 2132.—La renta correspondiente al período en que 
E muere el que la disfrute, se pagará en proporción a los días que éste 
3 vivio; pero si debía pagarse por plazos anticipados, se pagará el im- 


ls porte del plazo que durante la vida del rentista hubiere comenzado . ES 
a correr, Es 


a ¿ 


a Artículo 2133.—Si la renta a título gratuito debe comenzar E. 
2 pagarse desde que muera el instituyente y antes falleciere el be= 


neficiario sin que aquél designare al sustituto, la renta corresponde- 


o: 
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: iio 2131.—En le renta instituida para ser pagada a la 
uerte del instituyente, si el rentista no aceptare la pensión, ésta 
sará : a los herederos del que la instituyó, eso endose al bensfi- 


«8 do expresamente por el que la estableció, y en caso de que lo 03 
PA por estar facultado, siempre terminará la renta en la fecha en que 
> debía concluir para el rentista que enajenó su derecho. ” 


Artículo 2136.—-£Si el deudor fuere responsable criminalmen- 


a 
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TITULO XIX 
Loterías y rifas; apuestas y juegos 


Artículo 2137.—La participación o interés en una lotería o ri- 
fa, sólo se acreditará con el billete o documento legalmente expe- 
dido. 


Artículo 2138.—Los derechos que se deriven del billete al por- 
tador corresponden al tenedor de éste, sin que tenga que justificar 
la forma en que lo adquirió. 

Si el billete fuere nominativo, la transferencia se operará por 
endoso igualmente nominativo. 


Artículo 2139.—El sorteo deberá hacerse con intervención de 
la autoridad competente; y salvo lo dispuesto en leyes especiales, 
no podrá correrse el sorteo sin que la propia autoridad haga cons- 
tar en acta, que ha sido vendido, por lo menos, el ochenta por cien- 
to de los billetes emitidos, y que los billetes no vendidos han sido 
retirados y destruidos. 


Artículo 21/0.—El producto de la venta de billetes se manten- 
drá en depósito hasta que los favorecidos en el sorteo hayan sido pa- 
gados, salvo que el empresario o persona responsable, preste garan- 
tía suficiente a juicio de la autoridad judicial. 


Artículo 2141.—Si por cualquier motivo no se corriere el sor- 
teo en la fecha indicada en los billetes o en la prórroga debidamen- 
te autorizada, los tenedores de billetes podrán exigir la devolución 
del valor que representen. 


Artículo 21/2.—El billete o documento de participación legal- 
mente expedido, es título ejecutivo para reclamar el pago de lo ga- 
nado o la devolución de lo pagado, si la lotería o rifa no llegare a 
realizarse, sin que pueda oponerse compensación o novación de con- 
trato para eludir el pago. 
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Artículo 21/3.—El empresario O persona responsab! 
obligados a pagar el premio del billete a la presentación de é: 
menos que hubiere orden judicial, en cuyo caso se depositará E 
lor en la persona o institución que designe el juez. | 


Artículo 211).—Fuera de las disposiciones anteriores, las 1 
torías o rifas, cuando se permitan, quedarán sujetas a las leyes 
reglamentos especiales que regulen esta materia. 


A Artículo 2115.—No hay acción para reclamar lo que se 
ne en apuestas o Juegos. E 

El que pierde no puede repetir lo que haya pagado volunt S 
riamente, a no ser que haya mediado dolo, o que fuere menor o i ue - 
habilitado para administrar sus bienes. de 


cid 


y cónyuge del que perdió, cuando el monto de lo pagado les prive d A 
“a los medics económicos necesarios para las necesidades familiare: E 
en cuyo caso, el juez podrá obligar al que ganó a que restituya la 
entidad que cubra los gastos ordinarios y normales de la familia 


Artículo 21/7.—Las deudas de juego o apuestas no puede: 
compensarse ni ser convertidas por novación en obligaciones civil= 
mente eficaces. 


+, 


Artículo 2148.—El que hubiere firmado una obligación que 
se derive de una deuda de juego o de apuesta, puede anularla pro- 
bando la causa real de la obligación. 3 


| Artículo 21/49.—Si a una obligación de juego o de apuesta 
y ¡ie hubiere dado la forma de título a la orden o al portador, el sus 
' criptor debe pagarla al portador de buena fe, sin perjuicio ES las ac- 

ciones que procedan contra el que ganó. E 


Artículo 2150.—Cuando las personas se sirvan del medio d 
suerte para dividir cosas comunes o terminar cuestione es, prod 
cirá, 


4 ctra, en el primer caso, los efectos de una partición lesítima y a 
el segundo, los de una transacción. 2 AN 
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TITULO XX 


De la transacción 


Artículo 2151.—La transacción es un contrato por el cual las 
partes, mediante concesiones recíprocas, deciden de común acuer- 
N do algún punto dudoso o litigioso, evitan el pleito que podría pro- 
moverse o terminan el que está principiado. 


Artículo 2152.—Para que la transacción sea válida se requiere: 


1? Que las partes tengan capacidad para disponer de lo que 
sea objeto de la transacción; 
2% Que las cosas o cuestiones sobre las cuales se transige, sean 


dudosas o litigiosas; ús 
3? Que las partes se prometan, cedan o den algo recíproca- 
mente; y 


4% Que, cuando se celebre por medio de mandatario, éste ten- 
pe ga facultad especial, no sólo para transigir, sino para los 
actos y contratos derivados de la transacción que necesi- 
ten facultad especial. 


y Artículo 2153.—La transacción puede referirse a todos o sola- 
_mente a alguno o algunos de los puntos controvertidos; pero, en to- 
do caso, no se comprende en la transacción sino lo que se ha expre- 
_sado por las partes, sea que la intención de ellas se hubiere mani- 
festado en términos generales o especiales o que se conozca esta 


he 
pS 
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E 
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De Artículo 215).—La renuncia que se haga de derechos, accio- 
- nes y pretensiones, comprende solamente los que se refieren a la 
disputa que dio lugar a la transacción. 
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Artículo 2155.—La transacción celebrada por uno o algur c | 
de los interesados, no obliga ni favorece a los demás si no la acepi an 


"ES 


ur 


Artículo 2156.—Si una cosa que fue materia de transacciór 
resulta ajena, se pierde para todos los que transigieron, en propor: 
ción del interés que hubiere correspondido a cada uno. La parte 
en cuyo poder quedó y se perdió la cosa, tiene derecho a que los de- 
más con quienes celebró la transacción, le devuelvan lo que dio por 


ella. 3 

Artículo 2157.—Ha lugar al saneamiento en las transacciones, E 
cuando una de las partes da a la otra alguna cosa que no era objeto 
de la disputa. 


43 


Artículo 2158.—Se prohibe transigir: 


1? Sobre el estado civil de las personas; 
2? Sobre la validez o nulidad del matrimonio o del divorcio; | 
3? Sobre la responsabilidad penal en los delitos que dan lugar 
a procedimiento de oficio; pero puede transigirse sobre la 
responsabilidad civil proveniente del delito; E 
4? Sobre el derecho a ser alimentado; pero no sobre el monto. 
de los alimentos y sobre alimentos pretéritos; y dá 
3” Sobre lo que se deja por disposición de última volunta A 


mientras viva el testador o donante. ' 73 


tos 
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Artículo 2159.—Los representantes de menores, incapaces O 
ausentes no pueden transigir sobre los bienes de las persones E eS 
representan, sin autorización judicial. 

Artículo 2160.—El marido no puede sin el conc a 
la mujer, ni ésta sin el de aquél, transigir sobre bienes comunes. 


Artículo 2161.—Los que administran bienes nacionales o mu- 3 


nicipales, sólo podrán transigir con autorización o aprobación - dls 
Ejecutivo. ES 


Artículo 2162.—Las asociaciones se ajustarán para tran sig rr E 
a la ley de su creación o al instrumento de su constitución o esta= 

be Y 
tutos. A falta de dichas disposiciones, se procederá con autoriza- E 
ción judicial. 
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do la mayoría de edad, o el incapaz haya sido reabilitado, podrá 
el tutor transigir con él sobre los bienes que administró, si no están 
> - aprobadas judicialmente las cuentas de la tutela y canceladas las 
garantías legales. 


| Artículo 2164.—Los depositarios sólo podrán transigir sobre 
sus derechos y gastos causados en la conservación del depósito, pero 
no sobre la cosa objeto del depósito. 


Artículo 2165.—Para que el socio administrador o represen- 
tante pueda transigir sobre los bienes o derechos pertenecientes a 
una sociedad, necesita autorización expresa. 


Artículo 2166.—Son causas especiales de nulidad en las tran- 
sacciones: 


1? Si celebrada por causa o con vista de un título nulo, no se 
hizo en ella mérito de tal nulidad; 

22 Si se celebró en asunto en el que ya había recaído senten- 
cia definitiva y las partes, o una de ellas, lo ignoraban; y 

3? Si se celebró en virtud de documentos que después se de- 
claran falsos. 


A 


Y 


Artículo 2167.—El error de cálculo en las transacciones debe 
E enmendarse y no es causa de nulidad. 
0 
: 


¡ Artículo 2168.—Si los interesados convinieren en la transac- 
- ción una pena adicional, ésta no podrá exceder de la quinta parte 


del valor que tenga la cosa. 


3 


Artículo 2169.—La transacción debe redactarse por escrito, sea 

- en escritura pública o en documento privado legalizado por nota- 
rio; O bien, mediante acta judicial, o petición escrita dirigida al 
juez, cuyas firmas estén autenticadas por notario. 


e 
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TITULO XXI 
Del compromiso 


Artículo 2170.—Por el contrato de compromiso las partes so- 
- meten sus controversias a la decisión de árbitros. 


Artículo 2171.—Si los interesados convinieren en que la con- 
-troversia se sustancie y resuelva con sujeción a la ley, los árbitros 
son juris o de derecho; y si los facultan para que, tomando como 
pa base la equidad y la justicia, resuelvan según su leal saber y enten- 
- der, los árbitros son arbitradores o amigables componedores. 
Cuando no se exprese en el compromiso la calidad de los árbi- 
tros se entenderá que son árbitros de derecho. 


Artículo 2172.—No se puede someter a árbitros los asuntos en 
que está prohibido transigir. 


i Artículo 2173.—El marido no puede sin el consentimiento de 
la mujer, ni ésta sin el de aquél, comprometer en árbitros los nego- 
cios que afecten bienes comunes. 


Artículo 217/.— Los representantes de menores, incapaces y 
ausentes necesitan autorización judicial para comprometer en árbi- 
tros los asuntos de las personas que representan. 


| Artículo 2175.—La estipulación de que serán resueltas por ár- 
<bitros las cuestiones que puedan surgir de determinado negocio, da 
_ derecho a cada uno de los contratantes, una vez que se presenten 
las cuestiones previstas, para obligar al otro a que otorgue la escri- 
tura de compromiso y a que nombre sus árbitros. Si se negare a 
ello, será responsable del pago de daños y perjuicios y se procederá 
a la formalización judicial del compromiso, en la forma prescrita 
- por el Código Procesal Civil y Mercantil. 


Artículo 2176.—La muerte de una de las perio o] 
herederos a continuar el juicio arbitral. 


Artículo 2177. —En cuanto al modo de a en los 


misos y a la extensión y efectos de éstos, se estará a lo que € Je 
mina el Código Procesal Civil y Mercantil. 2 


TITULO FINAL 


Artículo 2178.—-(Decreto-Ley número 180.) —Este Código en- 
trará en vigor el 1? de julio de 1964. 


Artículo 2179.—(Artículo 122 del Decreto-Ley número 218.) 
—Al entrar en vigor el nuevo Código, queda derogado el Código Ci- 
vil contenido en el Decreto legislativo número 1932, el Libro III del 
Código Civil de 1877, promulgado por el Decreto del Ejecutivo nú- 


mero 176; los Decretos del Congreso números 375, 444, 1145, 1289 


y 1318, que son las Leyes de Adopción, de Uniones de Hecho, cele- 
bración del Matrimonio y Propiedad Horizontal, respectivamente, en 
cuanto a las disposiciones que ya están comprendidas o que estén 
en oposición con lo establecido en este Código. 


Artículo 2180.—-(Artículo 123 del Decreto-Ley número 218.) 
—Los conflictos en la aplicación de preceptos contradictorios entre 
lo dispuesto en leyes anteriores y lo acordado en este Código, se 
resolverán de conformidad con lo que establece la Ley Constitutiva 


del Organismo Judicial, especialmente en lo que ordena el artículo - 


250 de dicha Ley, salvo el término de la prescripción que será el se- 
ñalado por la Ley vigente al tiempo en que la obligación fue con- 
traída. 


; Artículo 121.—(Transitorio).—(Decreto-Ley número 218.) — 
Mientras se promulga la nueva ley de aguas de dominio público, 
quedan en vigor los capítulos II, 1H, IV y V del Título 11 y IM del Tí- 


tulo VI del Código Civil, Decreto legislativo 1932. 
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Dado en el Palacio Nacional: en la ciudad de Guatem 


> 


3 catorce días del mes de septiembre de mil novecientos sesenta 


Publíquese y cúmplase. 


ENRIQUE PERALTA AZURB:A, 
Jefe del Gobierno de la República, 
- Ministro de la Defensa Nacional, 


El Ministro de Gobernación, 
LUIS MAXIMILIANO SERRANO CORDOVA. 


El Ministro de Relaciones Exteriores, 
ALBERTO HERRARTE GONZALEZ. 


El Ministro de Agricultura, 
CARLOS HUMBERTO DE LEON. 


El Ministro de Comunicaciones 
y Obras Públicas, 
JOAQUIN OLIVARES M. 


El Ministro de Economía, 
CARLOS ENRIQUE PERALTA MENDEZ. 


El Ministro de Educación Pública, 
ROLANDO CHINCHILLA AGUILAR. | 


El Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
JORGE LUCAS CABALLEROS M. 
El Ministro de Salud Pública 
y Asistencia Social, ; 
ALFONSO PONCE ARCHILA. ds 


El Ministro de Trabajo y 


Previsión Social, 
E JOSE SALAZAR VALDES, 
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